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La presente investigación doctoral tiene por finalidad el estudio de los fundamentos de la 
responsabilidad disciplinaria, materializados en los principios de legalidad, ilicitud sustancial y 
culpabilidad, construyendo los elementos racionales dogmáticos que los integran a partir de sus 
definiciones legales, con el propósito de establecer criterios que permitan su clarificación y 
determinación para lograr su debida aplicación en los procesos disciplinarios, garantizando con 
ello la observancia plena de los principios constitucionales de la dignidad humana, el debido 
proceso, la legalidad, la presunción de inocencia y el derecho a la defensa y contradicción, como 
garantías suprema de rigurosa observancia en las actuaciones disciplinarias. 
Palabras claves: Responsabilidad disciplinaria, principios, legalidad, ilicitud sustancial, 
culpabilidad, tipo disciplinario, sustancialidad, deber funcional, culpabilidad, dolo, culpa. 
Abstract 
The purpose of this doctoral research is to study the foundations of disciplinary 
responsibility, materialized in the principles of legality, substantial wrongdoing and culpability, 
building the rational dogmatic elements that integrate them from their legal definitions, with the 
purpose of establishing criteria that allow their clarification and determination to achieve their due 
application in disciplinary processes, thereby guaranteeing full observance of the constitutional 
principles of human dignity, due process, legality, the presumption of innocence and the right to 
defense and contradiction, as supreme guarantees of rigorous observance in disciplinary actions. 
Keywords: Disciplinary responsibility, principles, legality, substantial wrongfulness, guilt, 
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Título I  
Planteamiento y formulación del problema 
1.1. Generalidades 
La finalidad esencial de un Estado Social y Democrático de Derecho es garantizar el 
bienestar y la convivencia social de los ciudadanos. Esta finalidad se logra mediante la actividad 
funcional y misional de los servidores estatales, a quienes corresponde el desarrollo de esa noble 
misión, mediante el desempeño probo y recto de los deberes funcionales de sus empleos, 
dinamizando y materializando los propósitos de la administración pública, convirtiéndose así en 
sus gestores frente a la colectividad. En ese orden de ideas, es comprensible la dimensión de la 
importancia de la observancia de estos deberes funcionales, como quiera que es mediante su debido 
ejercicio que se garantizan esos fines esenciales; justificándose así, la necesidad de 
institucionalizar un sistema normativo como el Derecho Disciplinario, que interviene regulando 
dinámicamente las omisiones o extralimitaciones de esa funcionalidad, bajo la perspectiva que con 
ello no solo se afecta al ente estatal, sino además a toda la colectividad destinataria de esas 
ejecuciones funcionales. 
El ejercicio de la potestad disciplinaria estatal, solo se activará cuando se determine la 
posibilidad de una inobservancia de esos deberes funcionales y la consecuente afectación a los 
fines sociales estatales. La responsabilidad disciplinaria en Colombia, se concreta en la 
materialización de los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad; principios que en 
esencia constituyen garantías en la medida en que solo se podrá procesar y sancionar 
disciplinariamente a un servidor estatal, cuando se concreten y a su vez, imponen limitantes al 
poder disciplinario estatal, en la medida en que debe determinarlos en el proceso disciplinario para 
imponer sanción disciplinaria al investigado. 
2 
 
Así, estos principios se convierten en las garantías supremas en el Derecho Disciplinario, 
ya que ponderan a los intervinientes en el proceso disciplinario, al Estado porque le obligan a su 
demostración como fundamento de toda responsabilidad disciplinaria y a los disciplinados, porque 
sin su concreción no prosperaría la imposición de una sanción disciplinaria; pero a su vez, a la 
misma colectividad que puede bajo su configuración exigir a unos y otros el adelantamiento de 
procesos disciplinarios y la definición de responsabilidades. 
Conforme lo señalado, resulta primordial construir y proponer elementos conceptuales que 
permitan el desarrollo y empoderamiento de sus contenidos dogmáticos buscando racionalizar su 
aplicación práctica en las investigaciones disciplinarias, con el firme propósito que cumplan 
debidamente esa función de garantes en las relaciones jurídico procesales disciplinarias. En la 
búsqueda de esa finalidad, se propone un estudio preciso, descriptivo y analítico, de los elementos 
que los integran y desarrollan, para permitir que su empoderamiento permita su mejor aplicación 
y solución de los problemas prácticos que puedan surgir de su interpretación en los procesos 
disciplinarios.  
Para tal efecto, se debe partir de una premisa, que los principios de la responsabilidad 
disciplinaria para adquirir su identidad de garantes, requieren ser interpretados y aplicados en 
observancia de los valores y garantías constitucionales que los integran, como la dignidad humana, 
el debido proceso, la legalidad, presunción de inocencia y el derecho de defensa de los sujetos 
disciplinables. Solo así, cumplirán su objetivo ponderar y morigerar el ejercicio de la potestad 
disciplinaria estatal, de salvaguardar el ejercicio funcional por parte de los servidores estatales y 




Es necesario entonces, una nueva conceptualización de sus contenidos para racionalizarlos 
e integrarlos interpretativamente a los postulados constitucionales, con el propósito que en su 
aplicación no solo se legalicen positivamente, sino que se validen a partir de su 
constitucionalización, en la medida en que observen las garantías superiores que los fundamentan 
y que permiten que sean elementos garantizadores frente al poder disciplinario estatal. 
Considerando que el campo de desarrollo y aplicación del trabajo investigativo, se enfoca 
en el Derecho Disciplinario colombiano, es necesario reconocer lo que se ha denominado a nivel 
doctrinal como la “constitucionalización del derecho disciplinario”, que no es otra cosa, que el 
reconocimiento y validación de los contenidos de los principios de responsabilidad disciplinaria a 
partir de su armonización con las garantías constitucionales, con lo cual se ha impulsado el 
desarrollo total del derecho disciplinario colombiano, superando ampliamente en sus alcances y 
ámbito de aplicación a los diferentes sistemas jurídicos disciplinarios en Iberoamérica.  
En efecto, el empoderamiento de principios como legalidad, ilicitud sustancial y 
culpabilidad en materia disciplinaria, han permitido determinar una identidad y autonomía del 
disciplinario frente a otros derechos sancionadores como el Penal y el Administrativo Sancionador. 
Es así como en la sola enunciación de la materia tratada se observa una trascendental diferencia, 
ya que mientras en Colombia nos referimos al Derecho Disciplinario, entendiéndolo como una 
disciplina jurídica autónoma que representa en ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado a 
través de un órgano como la Procuraduría General de la Nación de manera preferente y prevalente, 
ente que si bien forma parte de la Administración Pública, en nuestro diseño constitucional se 
concibe como autónomo y de control frente a la misma; en los demás países Iberoamericanos se 
hace referencia en esta materia al Derecho Administrativo Sancionador, referenciando que su 
4 
 
ejercicio y aplicación corresponde a la misma Administración Pública, asumiéndose que no hay 
un deslinde entre ésta como empleadora y su subordinado laboral. 
Así, el ejercicio de la potestad disciplinaria queda inmersa en un contexto claramente 
administrativo laboral como se advierte al revisar la legislación española en la materia, 
encontrando que en la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público1, en solo en su Capítulo VII 
que se incorpora el Régimen Disciplinario. Situación similar se observa en el Derecho Chileno en 
cuya legislación se regula el Derecho Disciplinario de los Funcionarios Públicos mediante la Ley 
18.834 de 2004, sobre Estatuto Administrativo, debatiéndose sobre si el Derecho Disciplinario, es 
Derecho Administrativo Disciplinario, Derecho Administrativo Sancionador o Derecho Penal 
Administrativo, norma también de estirpe netamente laboral. Igualmente, en el Derecho Argentino 
la regulación disciplinaria se establece mediante la Ley 25.164 de 1999, en cuyo Capítulo VII se 
consagra el Régimen Disciplinario2, apreciándose que se encuentra inserto en una norma de 
contenido laboral. 
En Colombia, a diferencia de lo enunciado, el ejercicio de la potestad disciplinaria se ha 
regulado a través de la Ley 200 de 1995, la Ley 734 de 2002 conocida como Código Disciplinario 
Único y ahora la Ley 1952 de 2019 denominada Código General Disciplinario y su modificatoria 
la Ley 2094 de 2021, normas cuya esencia es eminentemente disciplinaria generando una 
conceptualización propia tanto en materia de principios, destinatarios, tabulación de conductas 
prohibitivas disciplinarias (tipos disciplinarios, faltas disciplinarias), sanciones y procedimiento, 
separando ese ejercicio del ámbito laboral, sin desconocer la íntima vinculación que guarda el 
disciplinario con los aspectos laborales de los servidores públicos y de los particulares que ejercen 
                                            
1 El Régimen disciplinario de los Empleados Públicos se regula en los artículos 93 a 98 Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
Ley 7 del 12 de abril de 2007. 
2 Norma reglamentada por el Decreto Nacional 1421/2002. 
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funciones públicas, en el marco del ejercicio administrativo estatal en procura del desarrollo y 
logro de sus fines sociales.  
Surge la pregunta entonces, de cuál ha sido la razón suficiente para impulsar ese desarrollo 
y avance de nuestro Derecho Disciplinario. Al respecto debe señalarse que ciertamente la 
Constitución Política de 1991, al crear un marco fundamental de principios garantistas en 
referencia a la dignidad humana como eje central de la existencia del Estado, la necesaria 
determinación de la legalidad de la conducta señalada como prohibida, el juzgamiento a partir de 
la observancia de un debido proceso, el necesario reconocimiento de la presunción de inocencia, 
así como la consagración del derecho de defensa y contradicción, al menos en el campo de 
derechos sancionadores como el disciplinario, permitió la refrendación y construcción de sus 
estructuras dogmáticas básicas y esenciales, como la legalidad, la ilicitud sustancial y la 
culpabilidad como referentes necesarios para la determinación de la responsabilidad disciplinaria. 
Precisando eso sí, que no se trata de contenidos directos constitucionales sobre el Derecho 
Disciplinario, sino de principios que han permitido a su luz y sombra consolidar y justificar su 
existencia. Evidentemente, en materia constitucional, no se conciben teorías directas sobre el tema 
disciplinario, ni en la Constitución Política se hace una referencia directa sobre el contenido 
dogmático del mismo; pero evidentemente,  es partir de los principios que consagra la misma, que 
tanto la jurisprudencia, como la doctrina, han logrado edificar la construcción conceptual del 
Derecho Disciplinario, justificándolo como el mecanismo idóneo en la dinámica estatal para 
garantizar que se cumplan sus fines y metas, concentrándose en la vigilancia de la observancia de 
los deberes y actividades funcionales de los servidores públicos y particulares que ejercen 
funciones públicas como instrumento para tal finalidad e igualmente, consagrando como el único 
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medio de garantía que tienen los vinculados laboralmente con el Estado, para garantizar sus 
derechos en caso de ser juzgados disciplinariamente.  
A partir de lo anterior, es indudable que la construcción de la dogmática disciplinaria por 
vía jurisprudencial y doctrinal, que ha permitido generar una identidad propia al Derecho 
Disciplinario, frente obviamente al Derecho Penal, al Derecho Administrativo y al Derecho 
Administrativo Laboral, lo ha sido a partir de la formalización de los principios de legalidad, 
ilicitud sustancial y culpabilidad, tema central del presente trabajo de investigación. 
Entendiendo que los mismos constituyen el fundamento de la responsabilidad disciplinaria, 
en la medida en que su determinación en un proceso disciplinario, es lo único que justificaría la 
imposición de una sanción disciplinaria, se ha considerado necesario profundizar sobre sus 
estructuras conceptuales normativas bajo la premisa que en su definición legal, el legislador no ha 
sido lo suficientemente claro y preciso en la determinación de sus componentes, razón por la cual, 
en su desarrollo aplicativo se pueden generar vacíos provenientes de la subjetividad de sus 
interpretaciones, con lo cual bien se podrían terminar afectados garantías fundamentales de los  
procesados. Advirtiéndose, que las mismas no serían por la mala fe de las autoridades 
disciplinarias, sino por la ausencia de elementos conceptuales racionales que permitan 
identificarlos plenamente y desarrollarlos en la praxis aplicativa. 
Esta apreciación concebida vía la experiencia en el trámite y fallo de procesos 
disciplinarios en primera y segunda instancia, ha sido la motivación principal para buscar en el 
presente ejercicio investigativo, generar una propuesta conceptual sobre cuáles son los 
componentes de la legalidad disciplinaria en materia de tipicidad, cómo se ubican y determinan 
las denominadas normas subsidiarias o complementarias y cuál sería el devenir del proceso de 
adecuación típica disciplinaria; cómo entender y determinar la sustancialidad de la ilicitud 
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disciplinaria, si es necesario concretar un resultado y si éste debe ser apreciado como daño o 
afectación y de qué o de quién (Administración Pública o del particular) y finalmente, qué 
elementos concretan el dolo y la culpa disciplinaria y cómo se determinan en materia disciplinaria 
a partir de la técnica de los números abiertos que se aplica, qué conductas admiten el dolo y cuáles 
la culpa. Preguntas y respuestas que contienen a razón suficiente del trabajo que se presenta y que 
sustancialmente contienen una propuesta encaminada a dilucidar las dudas e inquietudes que 
surgen a partir de las definiciones legales de esas categorías disciplinarias, buscando generar una 
conciencia garantista de las mismas, con el propósito de racionalizar sus elementos, 
trascendiéndolos de su descripción normativa, deber ser al ser real de la actividad disciplinaria. 
En ese orden de ideas, la investigación se desarrolla secuencialmente en seis títulos 
temáticos: inicialmente con el planteamiento y desarrollo del problema de la investigación; la 
ubicación del Derecho Disciplinario en Colombia a partir de la construcción de un marco teórico 
centrado en un garantismo disciplinario, teniendo en cuenta los paradigmas del garantismo jurídico 
expuesto por Ferrajoli, como aspecto necesario para establecer su devenir como mecanismo 
preventivo y corrector del Estado, pero ante todo como una garantía en el ejercicio de la potestad 
disciplinaria estatal; la determinación de las relaciones especiales de sujeción como fundamento 
del ejercicio de la potestad disciplinaria; un estudio sobre el principio de legalidad disciplinaria 
como primer eje de responsabilidad, con el objetivo de proponer los elementos que deben integrar 
la reserva legal y tipicidad disciplinaria y ante todo aportar los criterios que deben ser revisados 
en su concreción por parte de la autoridad disciplinaria; una profundización sobre la ilicitud 
sustancial disciplinaria como elemento de resultado de la responsabilidad, esto con la finalidad de 
construir un concepto claro que permita definir sus diferencias con la antijuridicidad penal a partir 
de las variables que deben considerarse para determinar la afectación al funcionamiento de la 
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Administración Pública, la concreción del concepto de sustancialidad en materia disciplinaria y 
finalmente un análisis supremo sobre la culpabilidad disciplinaria como elemento subjetivo de la 
responsabilidad y determinador de la sanción disciplinaria, esto a partir de una propuesta concreta 
para una definición del dolo disciplinario y de la culpa disciplinaria tomando como marco de 
referencia la nueva conceptualización contenida en la Ley 1952 de 2019, con el ánimo de guardar 
la congruencia entre el problema planteado, la hipótesis investigativa y sus objetivos cada uno de 
los títulos que conforman la investigación contará con sus respectivas conclusiones.  
Desde el punto de vista de didáctico para la exposición y concreción de cada tema se parte 
de una ubicación descriptiva del mismo tomada como un marco de referencia normativa, 
jurisprudencial y doctrinal, considerándose necesario debido al desconocimiento generalizado de 
los elementos que integran el Derecho Disciplinario, para proceder luego a hacer la exposición 
crítica, constructiva y propositiva sobre el mismo, concretando como resultado la 
conceptualización racional de cada uno de estos principios. 
Resulta importante señalar en cuanto a la fundamentación jurisprudencial y doctrinal del 
trabajo investigativo, se acude esencialmente a las tesis jurisprudenciales de la Corte 
Constitucional, Consejo de Estado y doctrina de la Procuraduría General de la Nación, no para 
hacer un estudio de casos ya que ese no es el propósito, ni objeto de la investigación, sino para 
refrendar los desarrollos que han tenido las descripciones normativas de los principios 
disciplinarios. En materia doctrinal se acude primordialmente a los tratadistas nacionales, 
obviamente sin descuidar las propuestas presentadas por ilustres doctrinantes españoles sobre el 
tema tratado, sobre todo en lo atinente a los fundamentos del disciplinario (relaciones especiales 
de sujeción). La razón de ser de esta situación, radica en que, siendo coherente con lo ya indicado 
en cuanto al impulso y desarrollo superior del Derecho Disciplinario en Colombia, las referencias 
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jurisprudenciales y doctrinales extranjeras no son adaptables en su totalidad a las líneas de 
progresividad que ha tenido esta disciplina jurídica en el país.  
1.2. El problema 
Los fines esenciales del Estado se concretan en servir a la comunidad y garantizar el 
bienestar social, para lograr ese cometido el desarrollo dinámico de la función pública se concreta 
en el debido y correcto ejercicio de los deberes funcionales y actividades asignadas legalmente a 
quienes tienen la condición de servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas, 
colectivos que a partir de su vinculación laboral con la Administración Pública son los encargados 
de materializarlos, con lo cual se genera la necesidad vital de regular e instrumentalizar ese 
ejercicio funcional ya que integra un deber de observancia laboral y un compromiso con la 
ciudadanía de hacer efectiva la convivencia social. 
El Derecho Disciplinario es el mecanismo regulador que le permite al Estado mediante el 
ejercicio de la potestad disciplinaria garantizar la debida prestación del servicio público, esta 
facultad se fundamenta en la relación laboral especial que se concreta en los deberes funcionales 
propios del cargo o función. En el mismo orden de ideas, el Derecho Disciplinario contiene las 
garantías necesarias que deben observarse en el ejercicio disciplinario, permitiendo con ello una 
ponderación de esa facultad estatal, la cual solo podrá desarrollarse en el marco de sus principios 
rectores de responsabilidad disciplinaria, legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, derivados 
inequívocamente de garantías superiores como la dignidad humana, la legalidad, el debido proceso 
y el derecho a la defensa, con lo cual se logra una armonización entre los fines esenciales del 
Estado y la protección de los derechos constitucionales de los disciplinados.  
La facultad que tiene el Estado de investigar y sancionar a servidores públicos y 
particulares disciplinables en Colombia se encuentra reglamentada en la Ley 734 de 2002, Código 
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Disciplinario Único, en la Ley 1474 de 2011, que modifica aspectos relacionados con el 
procedimiento ordinario y verbal y en la Ley 1952 de 2019, denominada Código General 
Disciplinario que derogó las anteriores, pero cuya entrada en vigencia fue prorrogada por el 
artículo 140 de la Ley 1955 de 2019 hasta el 01 de julio de 2021; normas que consagran como 
principios rectores de la responsabilidad disciplinaria los principios de legalidad, ilicitud sustancial 
y culpabilidad que en esencia materializan las guardas constitucionales anteriormente señaladas. 
Como se ha indicado la potestad disciplinaria estatal se deriva de la categoría de las 
relaciones especiales de sujeción laboral que surgen entre el Estado y los servidores públicos, así 
como de los particulares disciplinables, cuando formalizan su vinculación laboral o contractual 
administrativa, materializándose en la estricta observancia de sus deberes funcionales o 
actividades asignadas, bajo la premisa que sólo podrán realizar legalmente lo que les está permitido 
y ordenado en los mismos; entendiendo que precisamente esa categoría constituye la mayor 
salvaguarda que éstos tienen frente al ejercicio de esa potestad, en la medida en que solo podrá ser 
ejercida en los límites claros y precisos que señala la normatividad disciplinaria y únicamente 
cuando se determine la posibilidad que los hayan omitido o extralimitado.  
Al respecto los artículos 6, 123 inciso tercero y 124 de la Constitución Política de 1991, 
determinan que es a partir de la omisión o extralimitación en el ejercicio de esas funciones, que se 
activa el ejercicio de la potestad disciplinaria. Tomando como referencia estas normas 
constitucionales se puede concretar que a los servidores estatales sólo les es permitido realizar las 
conductas que legalmente les está ordenadas como funciones o actividades a desarrollar, lo cual 
implica que carecen de libre albedrío para definir sus conductas ya que solamente pueden hacer 
legalmente lo que les dicta sus deberes funcionales. La inobservancia de los mismos por omisión 
o extralimitación activa el ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado como elemento 
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regulador y de control, tanto frente a la misma Administración Pública, como respecto de la 
colectividad que en últimas es la receptora de esa funcionalidad.  
Se explica perfectamente lo anterior, al considerar que Colombia es un Estado Social de 
Derecho cuyos fines esenciales son servir al comunidad y garantizar su bienestar social, propósitos 
que son realizables en el diario vivir, mediante el digno y probo ejercicio de la función pública por 
parte de quienes lo representan frente a la sociedad: los servidores públicos y también los 
particulares que ejercen funciones públicas, cuya actividad como ya se dijo está enmarcada en los 
deberes propios de cargo, empleo o función; entonces la tutela disciplinaria resulta de trascendental 
importancia para el debido y correcto funcionamiento del Estado en cuanto a la consecución de 
sus fines superiores y obviamente para la sociedad que por su mediación garantiza la eficiente y 
eficaz prestación de servicios en aras de garantizar su bienestar y satisfacción de necesidades.  
Como se enunció la responsabilidad disciplinaria se construye a partir de la integración de 
tres principios: legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, cuya determinación resulta necesaria 
e indispensable para materializar esa responsabilidad, la sustracción de uno de los mismos implica 
necesariamente que esta desaparezca. Se advierte que siendo el Derecho Disciplinario un derecho 
sancionador, estos principios se nutren en su elaboración de elementos propios de un derecho 
sancionador de última ratio, el Derecho Penal, pero es necesario indicar que en su construcción la 
dogmática disciplinaria ha generado elementos propios que permiten diferenciarlos y darles una 
identidad propia como se precisará en la presente investigación, sin que ello implique que resulten 
opuestos o incompatibles, sencillamente en materia disciplinaria dada la finalidad mediática de 
protección que se tiene, el deber funcional y como reflejo la garantía del bien común, se adecuan 
acorde con ese objeto de protección jurídica, para permitir la toma de medidas rápidas y urgentes 
por parte de las autoridades disciplinarias en aras de lograr su cometido de protección. 
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En la práctica disciplinaria, dada la naturaleza misma de la protección jurídica que se 
pretende, se ha llegado a admitir una especie de flexibilización de los principios de la 
responsabilidad disciplinaria bajo el prurito de lograr la finalidad de garantizar el debido 
funcionamiento de la Administración Pública. Nada más equivocado, ya que el estudio de los 
contenidos dogmáticos y conceptuales de los mismos, evidencia una diferenciación en sus objetos, 
pero nunca van a permitir ligerezas en su concreción3, muy por el contrario la exigencia de su 
determinación propone una absoluta observancia de la integración de los elementos conceptuales 
dogmáticos que por vía jurisprudencial y doctrinal se les han atribuido. 
La esencia de la presente investigación está dada por la necesidad de concretar sus 
componentes dogmáticos y racionalizarlos, para de una parte fundamentar el ejercicio de la 
potestad disciplinaria, y de otra, no menos importante, construir razonamientos que permitan el 
debido ejercicio de derecho de defensa de los procesados disciplinariamente. 
Estas ausencias de precisión conceptual que se traducen en posibles vacíos en la práctica y 
aplicación de los principios de la responsabilidad disciplinaria, se evidencia en los aspectos que se 
indican en cada uno de los elementos objeto de estudio en esta investigación doctoral: 
El principio de legalidad disciplinaria consagrado en la Ley 734 de 2002; artículo 4, como 
en la Ley 1952 de 2019, es un desarrollo de la Constitución Política de 1991; artículo 29. Exige 
que la conducta investigada esté tipificada como falta disciplinaria y corresponda a un deber 
                                            
3 Ciertamente se puede señalar y considerar que la tipicidad penal es cerrada y que la legalidad disciplinaria es en 
blanco, abierta y siempre remisiva, pero nunca deducir que eso la hace más flexible, por el contrario, sería 
absolutamente exigente en cuanto a la concreción de las normas disciplinarias y complementarias sin la cual nunca se 
estructuraría. 
Situación similar se podría predicar de la antijuridicidad penal y la ilicitud sustancial disciplinaria, si bien la primera 
exige un resultado material formal de resultado o peligro, en tanto que la segunda se remita a la inobservancia de deber 
funcional, también exige la sustancialidad que propone un resultado enmarcado en la afectación al buen 
funcionamiento de la administración pública. 
La culpabilidad penal se sustenta en el dolo, la culpa y la preterintención, la culpabilidad disciplinaria exige como 
elemento subjetivo de responsabilidad la demostración del dolo o la culpa, ya gravísima o grave.  
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funcional legalmente asignado. Esto implica que en su construcción racional dogmática se integren 
como normas de imputación el tipo prohibitivo disciplinario aparentemente infringido (en blanco 
o abierto, pero necesariamente remisivo) y las normas subsidiarias, las especiales que regulan la 
actividad a ejecutarse en la prestación del servicio o actividad y las funcionales que consagra el 
deber funcional omitido o extralimitado, sin esta unidad operativa necesaria la conducta no tendría 
contenido de legalidad, aspectos que normativamente no se definen en forma concreta en las 
codificaciones disciplinarias, ni mucho menos se indica el procedimiento para determinarlas y 
concretarlas. 
El principio de ilicitud sustancial se encuentra consagrado en la Ley 734 de 2002; artículo 
5, y la Ley 1952 de 2019; artículo 9, se sustenta en la Constitución Política de 1991; artículos 2 y 
209, se concreta en la afectación injustificada al deber funcional, relacionada con la inobservancia 
de los principios rectores de la Administración Pública. Entonces, qué se debe determinar cómo 
sustancialidad, un resultado, un daño o un impedimento al cumplimiento de los fines estatales, la 
racionalización dogmática práctica del principio implicaría inicialmente determinar qué debe 
entender por resultado sustancial y luego cómo debe demostrarse la sustancialidad de ese 
resultado, el asunto es no confundirlo con la sola afectación injustificada al deber funcional, con 
lo cual se podría estarse confundiendo la legalidad con la ilicitud sustancial, la idea es proponer y 
construir qué se requiere la determinación de un efecto material en cuanto a la imposibilidad del 
cumplimiento de los fines sociales del Estado, estos aspectos no son definidos ni precisados en la 
codificación disciplinaria.  
El principio de culpabilidad previsto en la Ley 734 de 2002; artículo 13 y la Ley 1952 de 
2019; artículo 10, es una derivación de la Constitución Política de 1991; artículos 1 y 29, hacen 
referencia al aspecto subjetivo del comportamiento obedece a la integración de la consciencia, la 
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voluntariedad, el consecuente desvalor en la vulneración del deber funcional en el caso del dolo o 
bien la inobservancia del principio de confianza social expresado en el desconocimiento al deber 
objetivo de cuidado en el cumplimiento del deber funcional si se trata de la culpa. Lo anterior sin 
desconocer que ese juicio de valoración en la culpabilidad debe partir por considerar que se trata 
de una voluntad limitada ya que el disciplinado carece de una libertad absoluta (libre albedrío) 
puesto que está vinculado a la observancia de ese deber funcional como única conducta permitida 
y legalmente ordenada.  
Al respecto es importante señalar que el concepto dogmático del dolo disciplinario, es 
definido  a partir de la Ley 1952 de 2019; artículo 28, y la culpa en su conceptualización del 
artículo 29 de la misma norma, por tanto es necesario que concreten temas como por ejemplo cuál 
es el objeto sobre el que debe recaer la conciencia y la voluntad en el dolo disciplinario o bien si 
la culpa disciplinaria admite la representación o no del resultado, así mismo el desarrollo de un 
tema bastante álgido que se remite a la estructuración, aplicación y desarrollo de la técnica de los 
números abiertos en materia disciplinaria, esto es, qué elementos deben considerarse para 
determinar el dolo o la culpa en la conducta disciplinada, en la medida en que el legislador no 
prevé anticipadamente esas formas de la culpabilidad en la normatividad disciplinaria y por 
consiguiente corresponde al investigador determinarlas en cada caso, la propuesta es definir 
criterios al respecto señalando los casos en los cuales expresamente se asigna la culpa a la conducta 
disciplinable, aquellos en los que por los elementos subjetivos indicativos contenidos en la 
descripción de tipo prohibitivo disciplinario se concreta el dolo y verificar que hay conductas 
disciplinables que admiten indistintamente el dolo y la culpa. 
Esencialmente en la investigación desarrollada se determina que la concreción de sus 
contenidos dogmáticos, permiten su identidad y autonomía y que no es factible flexibilización 
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alguna en su demostración procesal, constituyéndose por tanto en una verdadera limitante para un 
ejercicio autoritario de la potestad disciplinaria estatal y en verdaderos garantes de la legalidad de 
las actuaciones disciplinarias y protegiendo la parte más débil de la relación jurídico procesal, el 
disciplinado. 
Se admite que en la práctica esta exigencia se puede hacer retórica, debido a la ausencia de 
conceptualización racional sobre los componentes de estos principios, situación que puede llegar 
a afectar las decisiones disciplinarias y por tanto malograr el ejercicio de control disciplinario y 
por supuesto impactar directamente en las garantías superiores de los procesados.  
Es esta la razón suficiente del presente trabajo de investigación, la necesidad luego de más 
de treinta y tres años de ejercer la función disciplinaria, de aportar, proponer y construir, 
conceptualizaciones racionales que permitan la determinación y valida aplicación de esos 
principios en su desarrollo racional dogmático, en aras de apropiar a la autoridad disciplinaria de 
elementos  que no están propiamente definidos, ni explicados en la normatividad que regula la 
materia, que le permitan un mejor ejercicio de su función y de suministrarle a los disciplinados 
instrumentos conceptuales que le permitan ejercer debidamente su derecho defensa y de 
contradicción; de ahí que el punto central de la labor investigativa y constructiva gira en torno a 
esos tres conceptos en materia disciplinaria. 
Se advierte entonces la necesidad imperiosa de presentar un estudio cuya finalidad es hacer 
precisiones y formular una propuesta respecto a los contenidos dogmáticos que integran los 
principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad que permitan delimitarlos, concretarlos y 
determinarlos facilitando su entendimiento y aplicación, construcciones conceptuales de 
elementos racionales y de juicio que sirvan de apoyo para una verdadera ponderación y equilibrio 
en el desarrollo del proceso disciplinario, bajo el ampara de las garantías constitucionales de la 
16 
 
dignidad humana, la legalidad y el debido proceso, eliminando el mal entendido que surge a partir 
del supuesto concepto de flexibilización del Derecho Disciplinario como derecho sancionador, 
tomando como referencia las normas disciplinarias, los contenidos jurisprudenciales enunciados 
al respecto y por supuesto los contenidos de la doctrina en materia disciplinaria. 
1.3. Planteamiento del problema 
A partir de los razonamientos enunciados, se considera necesario un desarrollo conceptual 
de los elementos dogmáticos que integran los principios de legalidad, ilicitud sustancial y 
culpabilidad, fundamentos de la responsabilidad disciplinaria, que permitan racionalizar su 
aplicación en las investigaciones disciplinarias, precisando sus componentes más allá de sus 
definiciones normativas, con la finalidad de favorecer y facilitar su aplicación en los procesos 
disciplinarios, proponiendo y construyendo juicios valorativos sobre los mismos, que sirvan de 
apoyo a las autoridades disciplinarias, den respaldo a los disciplinados y a su vez, salvaguarden 
las garantías de la dignidad humana, la presunción de inocencia, la legalidad y el debido proceso 
disciplinario. 
Esa necesidad se actualiza y dinamiza al considerar que el Derecho Disciplinario es el 
mecanismo de control que aplica el Estado para garantizar el cumplimiento de sus fines sociales 
esenciales (Constitución política, 1991; art.2), planificados y desarrollados por la Administración 
Pública, que actúa y se representa ante la sociedad en la persona de los servidores públicos y 
particulares disciplinables, quienes deben cumplir con esos fines mediante el ejercicio de los 
deberes y funciones, los que constitucional, legal y reglamentariamente se les imponen, bajo la 
premisa que solo les está permitido desarrollar y ejecutar aquellas conductas que legalmente tienen 
asignadas; es por esta razón que el control disciplinario el Estado lo materializa en el ejercicio de 
acciones preventivas, investigativas y sancionatorias, encaminadas a corregir y regular la conducta 
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de los mencionados, cuando omiten o extralimitan sus deberes funcionales y por consiguiente 
afectan la consecución de sus fines sociales. (Constitución política, 1991; arts. 26, 122, 123) 
Considerando que la potestad disciplinaria del Estado, se deriva de las relaciones especiales 
de sujeción que surgen al perfeccionarse la vinculación laboral de los servidores públicos y 
particulares que son disciplinables por ejercen función pública o administrar recursos públicos, 
cuyo reconocimiento está contemplado en normas constitucionales, es claro que la definición de 
la responsabilidad disciplinaria de los mismos, debe ser construida, sustentada y fundamentada en 
el marco de las garantías constitucionales ya citadas, por ello es predecible que el tratamiento del 
problema debe partir por la ubicación de esa categoría, que en palabras de (Forero Salcedo, 2011), 
constituye un instrumento de garantía a través de la cual se determina, delimita y condiciona el 
alcance de la potestad disciplinaria del Estado, conforme a los requisitos de necesariedad, 
razonabilidad, proporcionalidad y autorización expresa de la Constitución o la ley, preservándose 
la garantía de reserva de ley y del principio de legalidad, agregando que: “el principio de 
culpabilidad representa el punto de equilibrio en la tensión constitucional que a diario se advierte 
en la dinámica de la función pública” (Forero, 2011; p. 39); entonces es de esa conceptualización 
que se puede lograr la determinación de los fundamentos de la responsabilidad disciplinaria: los 
principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, ubicar las tensiones que surgen entre los 
mismos y las garantías constitucionales ya enunciadas y finalizar con una propuesta conceptual 
que permita su concreción, determinación y facilite su entendimiento y aplicación práctica. 
Reconociendo que surgen enormes tensiones entre estos principios constitucionales y 
legales disciplinarios, derivadas de su falta de conceptualización dogmática racional de las 
definiciones normativas, ausencia de precisión y en muchos casos falta de empoderamiento de los 
mismos por la Autoridad Disciplinaria, el enfoque del trabajo investigativo, está encaminado a la 
18 
 
elaboración de razonamientos propositivos que permitan garantizar su debida aplicación en 
materia disciplinaria tomando como elementos de juicio los contenidos en la dogmática 
disciplinaria consagrada en nuestra Constitución Política, la Ley 734 de 2002, Ley 1474 de 2011 
y Ley 1952 de 2019, así como en la jurisprudencia y la doctrina. 
1.4. Pregunta de investigación 
Conforme lo expuesto, la pregunta que surge del problema planteado y razón de la 
respuesta que se busca en la investigación es: 
¿Qué elementos propositivos se deben desarrollar para construir los elementos que 
permitan precisar y determinar debidamente los contenidos dogmáticos racionales, de los 
principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, para que el ejercicio de la potestad 
disciplinaria del Estado respecto de los servidores públicos y particulares disciplinables, se ejerza 
en el marco de las garantías constitucionales derivadas del reconocimiento de los derechos 
fundamentales de la dignidad humana, la legalidad, el debido proceso disciplinario, la igualdad, la 
proporcionalidad y la presunción de inocencia? 
A partir de lo anterior, se establece cómo la ausencia de conceptualización, precisión, 
determinación e indefinición normativa, en algunos casos, de elementos integrantes dogmáticos 
racionales de los mencionados principios rectores de la responsabilidad disciplinaria, en ocasiones 
bajo el falso concepto de una mal llamada flexibilización, da lugar al surgimiento de tensiones, 
respecto del ejercicio disciplinario y también en relación con garantías con las que debe contar el 




1.5. Hipótesis de la investigación 
Como instrumento metodológico para dar respuesta a la pregunta de la investigación 
planteada en el párrafo precedente, se tomó como hipótesis de trabajo, la siguiente premisa: 
En el Derecho Disciplinario colombiano normativamente no se describen en su plenitud; 
los elementos dogmáticos racionales de los principios de legalidad, ilicitud sustancial y 
culpabilidad disciplinaria, razón por la cual es necesario esa construcción argumentativa para 
evitar la normatización, en su aplicación y posibles afectaciones a garantías como la dignidad 
humana, la legalidad, el debido proceso disciplinario, la igualdad, la proporcionalidad y la 
presunción de inocencia, en la determinación de la responsabilidad disciplinaria de servidores 
públicos y particulares que ejercen funciones públicas. 
1.6. Objetivos de investigación 
1.6.1. Objetivo General  
Proponer razonamientos que permitan concretar y precisar los contenidos dogmáticos 
racionales de los principios disciplinarios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad como 
elementos rectores de la responsabilidad en el Derecho Disciplinario Colombiano, para garantizar 
su aplicación en los procesos disciplinarios en el marco de la observancia de las plenitudes 
constitucionales de la dignidad humana, la presunción de inocencia, la legalidad y el debido 
proceso disciplinario. 
1.6.2. Objetivos específicos 
Como objetivos específicos se asumen los siguientes:  
Precisar el concepto del Derecho Disciplinario en Colombia, su desarrollo y estado actual. 
Concretar la relación existente entre la potestad disciplinaria del Estado y la categoría de 
las relaciones especiales de sujeción.  
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Proponer criterios racionales que permitan determinar los elementos dogmáticos racionales 
del principio de legalidad disciplinaria en cuanto a la reserva legal, tipicidad y proceso de 
adecuación típica de las faltas disciplinarias, partiendo de la concreción de las normas que integran 
la legalidad disciplinaria (tipos prohibitivos disciplinarios, normas subsidiarias: materiales y 
funcionales), estableciendo los elementos del tipo disciplinario, aportando un modelo de 
clasificación (remisivos en blanco-remisivos abiertos) y formulando un modelo de procedimiento 
para la adecuación típica disciplinaria. 
Exponer razonamientos que permitan determinar los elementos dogmáticos racionales del 
principio de la ilicitud sustancial, como un elemento autónomo de la tipicidad disciplinaria, 
establecer el bien objeto de tutela jurídica en el Derecho Disciplinario, conceptualizar sobre la 
sustancialidad de la ilicitud y precisar cómo se materializa la afectación que implica la misma, 
aportar un modelo para el estudio y la determinación del contenido de ilicitud sustancial de la 
conducta disciplinada. 
Aportar elementos racionales que permitan la determinación de los elementos dogmáticos 
racionales de la culpabilidad disciplinaria, construyendo un concepto de dolo disciplinario, 
estructurando los criterios que sirven para definir la culpa gravísima y la culpa grave y precisando 
los elementos estructurales que permiten la aplicación de la técnica de los números abiertos 
disciplinarios. 
1.7. Justificación de la investigación  
La modernidad ha demostrado que el Derecho Disciplinario en Colombia al menos, 
representa una fuente de credibilidad y seguridad en cuanto a la guarda del buen funcionamiento 
de la Administración Pública, en la medida en que a partir del ejercicio de la potestad disciplinaria 
21 
 
se salvaguarda el cumplimiento de los fines esenciales del Estado y se garantiza un recto ejercicio 
de la función pública. 
La misma dinámica procesal disciplinaria que permite la toma de decisiones, tanto 
cautelares como de fondo, dan respuesta a una aspiración del ciudadano de una pronta debida 
protección de los derechos sociales frente a actos de corrupción enmarcados como faltas 
disciplinarias. Esta situación ha venido trascendiendo a que esta disciplina jurídica ya no sea solo 
considerada como un mecanismo interno de la administración, sino que se visualice por el 
colectivo social, como el medio más directo y eficaz para la protección de sus derechos. 
Esa necesidad de respuesta eficiente y eficaz, frente a situaciones que afectan derechos 
sociales a partir de la omisión o extralimitación de los deberes funcionales de servidores públicos 
y particulares que ejercen funciones públicas, precisamente quienes están llamados a preservarlos 
el ejercicio y observancia de sus funciones, justifica plenamente que se profundice sobre el núcleo 
básico que integra la responsabilidad disciplinaria, la legalidad, la ilicitud sustancial y la 
culpabilidad. Indudablemente, sin una verdadera conceptualización de los componentes racionales 
de estas categorías, sería imposible una consecuente función disciplinaria y la suficiente garantía 
del ejercicio social de la Administración Pública.  
Entendiendo que el ejercicio de esa potestad disciplinaria se fundamenta en la categoría de 
las relaciones laborales especiales de sujeción, en la efectiva demostración de la omisión o 
extralimitación de los deberes funcionales, el ejercicio investigativo y sancionatorio debe 
desarrollarse claramente dentro de las garantías que reconocen los artículos 1 y 29 de la 
Constitución Política de 1991, el reconocimiento a la dignidad humana, la legalidad, el debido 
proceso disciplinario y la garantía del derecho de defensa y contradicción. Los principios rectores 
de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad disciplinaria no pueden ser ajenos a esas 
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salvaguardas; la experiencia y la práctica permiten determinar que debido a la falta de 
conceptualización racional sobre la determinación y precisión de sus componentes dogmáticos, se 
presentan tensiones que se reflejan en la subjetividad que se puede derivar de esos vacíos 
racionales, con lo cual se pueden afectar las garantías de los disciplinados y ciertamente los fines 
propios del Derecho Disciplinario, el cumplimiento de los objetivos sociales del Estado 
materializados a través de las actividades funcionales de sus subordinados laboralmente. 
Se tienen entonces razones suficientes para considerar como necesario y justificado del 
presente trabajo investigativo, en la medida en que está encaminado a la elaboración de razones 
conceptuales que permitan garantizar la debida aplicación de estos principios en materia 
disciplinaria tomando como elementos de juicio los contenidos en la dogmática disciplinaria 
consagrada en nuestra Constitución Política, la Ley 1952 de 2019, Ley 734 de 2002, Ley 1474 de 
2011, y en la jurisprudencia y la doctrina. 
1.8. Estrategia metodológica de la investigación 
1.8.1. Tipo de investigación 
La presente investigación doctoral se desarrolla bajo un modelo descriptivo, explicativo y 
propositivo (Vanegas, Estupiñan, y Castillo, 2004); esto por cuanto se procede a enunciar las 
diferentes posturas legales, jurisprudenciales y doctrinales sobre los principios que regulan la 
responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos y particulares disciplinables, 
describiéndolas, analizándolas y proponiendo conceptualizaciones, para clarificar los diferentes 
aspectos que convocan, estableciendo los elementos comunes que permiten relacionarlos, 
construyendo a partir de lo anterior los elementos que permiten clarificarlos y facilitar su 
comprensión y aplicación. 
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1.8.2. Enfoque de la investigación 
El trabajo de investigación se desarrollará aplicando una investigación jurídica básica, en 
la medida en que su eje temático se remite exclusivamente al Derecho, en este caso en particular 
a los fundamentos dogmáticos del Derecho Disciplinario, con el propósito de clarificar, precisar, 
puntualizar y exponer los componentes esenciales de sus principios de legalidad, ilicitud sustancial 
y culpabilidad, para lo cual se tomarán como apoyo, las exposiciones de los doctrinantes, las 
consideraciones y determinaciones que en materia jurisprudencial se ha proferido al respecto, todo 
esto aplicando un enfoque de tipo cualitativo, con apoyo de una metodología hermenéutica, sin 
descartar elementos de orden descriptivo, ya que esencialmente el análisis cualitativo se hará sobre 
las normas que integran el Derecho Disciplinario colombiano, en concordancia con las normas que 
regulan la función pública, con la finalidad de determinar y describir conceptualmente sus 
contenidos y proponer elementos constructivos que faciliten y apoyen en su aplicación en el ámbito 
disciplinario. 
Ahora bien, en cuanto al carácter de investigación básica-jurídica, el criterio se toma y 
asume de las consideraciones y recomendaciones contenidas en los textos de investigación de Daza 
González4, quien reiterativamente en sus textos alude al concepto de investigación jurídica básica 
para precisar que la misma se concreta y concentra en la norma jurídica. 
En efecto, en el presente ejercicio investigativo se parte esencialmente de la definición 
normativa del principio, para luego ir desarrollando y construyendo sus contenidos a partir de los 
aportes jurisprudenciales y doctrinales, para finalizar con una propuesta racional sobre sus 
componentes. 
                                            
4 El principio de oportunidad en la decisión sobre la punibilidad del imputado […] Se trata de una investigación básica 
jurídica, porque el objeto de estudio lo constituye la norma jurídica […]  La justicia restaurativa establecida en la Ley 
906 de 2004 frente al fin del proceso penal […] Se trata de una investigación básica jurídica porque el objeto de 
estudio lo constituye la norma procesal penal […]. 
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Así, no se pierde de vista que el objetivo primordial del trabajo investigativo, construir, 
proponer y aportar elementos que se integren a la dogmática disciplinaria y permitan la debida 
interpretación y aplicación de los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, 
matrices de la responsabilidad disciplinaria, considerando que: “la construcción dogmática no 
persigue más que hacer segura para el individuo la aplicación del derecho en un estado de derecho” 
(Zaffaroni, 1980); considerando que “En suma: la dogmática es un sistema de conceptos que tiene 
la finalidad de racionalizar la práctica de la aplicación de la ley y de evitar una aplicación de la ley 
basada simplemente en supuestas intuiciones de justicia difícilmente controlables” (Bacigalupo 
2020) 
1.8.3. Campo de investigación 
Por tratarse de una investigación jurídica básica no aplicaría un campo de delimitación, 
claro que en aras de establecer limitantes que la hagan congruente, la investigación en ámbito del 
Derecho se remite exclusivamente al Derecho Disciplinario como disciplina jurídica que regula 
comportamiento fijados como faltas disciplinarias y en el espacio del mismo, se concreta en el 
estudio, análisis y propuestas relacionadas con los principios rectores de la responsabilidad 
disciplinaria: legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad. 
Precisando, como aspecto sustancialmente importante para el devenir de la investigación 
que la misma se concentra y concreta al Derecho Disciplinario Colombiano, aclaración y precisión 
que adquiere importancia al momento de valorar tanto la jurisprudencia como la doctrina 
analizada. La razón como ya se ha esbozado el avance y novación que ha tenido en nuestro país 
esta disciplina jurídica que le da un contexto y matiz único en Iberoamérica, motivo por el cual 
resulta solo referencial el apoyo que se hace tanto en los tribunales extranjeros como en autores 
internacionales.    
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1.8.4. Método investigativo 
Es importante señalar que en la elaboración de marco referencial del trabajo investigativo 
(estado del arte y marco teórico), se aplicará el método analítico – sintético, en la medida en que 
se elaboró a partir de un seguimiento y exploración de documentos (jurisprudencia y doctrina) que 
contienen la descripción del desarrollo y evolución tanto del fundamento como del mismo Derecho 
Disciplinario, estableciendo los precedentes existentes. 
Así mismo, debido al enfoque dado al tema de investigación, se encontró que existe 
abundante material de tipo narrativo descriptivo, pero escaso constructivo en cuanto al 
establecimiento de criterios claros y precisos para la comprensión y el entendimiento de esos 
presupuestos, razón por la cual se estudiaron esas propuestas y se sintetizaron en cuanto a su 
relación con el objeto de la investigación. 
En cuanto al desarrollo de los objetivos de la investigación se aplicó un método analítico, 
ya que se tomaron los criterios expuestos y bajo consideraciones aplicativas críticas se elaboraron 
las propuestas que permiten concretar y determinar los alcances de la legalidad, ilicitud sustancial 
y culpabilidad disciplinaria, bajo la premisa de hacerlas más asequibles tanto a las Autoridades 
Disciplinarias como a quienes en condición de disciplinados concurran a un proceso disciplinario.  
Se debe resaltar que desde el punto de vista de la didáctica se parte por considerar la 
necesidad de exponer descriptivamente los conceptos materia de la investigación; debido a la 
ausencia de conocimiento de los principios disciplinarios, no se aprecia cómo común y colectivo 
su saber. A partir de esa descripción, se procede a concretar la definición normativa del principio 
tratado, tanto constitucional como legalmente. Luego se hará un énfasis en su desarrollo 
jurisprudencial y doctrinal. Finalmente se definirán propositivamente los aspectos racionales y 
26 
 
conceptuales que constituyen el aporte que se hace sobre el mismo, para consolidar y determinar 





El derecho disciplinario en Colombia 
Capítulo I 
Fundamento Teórico  
La construcción teórica de los fundamentos del derecho disciplinario y consecuentemente 
del ejercicio de la potestad disciplinaria, entendida como la facultad que tiene el Estado de 
investigar y sancionar a sus servidores, se aborda a partir del reconocimiento de la categoría de las 
relaciones especiales de sujeción. Respecto del origen de la categoría, se ubica en tesis expuestas 
en Alemania por Paul Laband y Otto Mayer, quienes la consideran como la materialización de una 
relación de sujeción especial de subordinación, servicio y obediencia, al monarca, por parte de 
quienes recibían sus instrucciones, con la consecuente obligatoriedad de cumplirlas y ejecutarlas; 
la cual se activaba a partir de la vinculación voluntaria a su servicio, bajo la premisa en el estado 
constitucional monárquico, que con ello el soberano lograba la finalidad de satisfacer un interés 
colectivo.  
Así, con fundamento en estos enunciados se determina que quienes estaban al servicio del 
Estado estaban sujetos a un régimen especial de responsabilidad, derivado de las órdenes recibidas 
y se concretaba en la obligación de la materialización y ejecución de las mismas, entendiéndose 
que su no ejecución implicaba como resultado la imposición de sanciones de contenido 
disciplinario, siendo este el origen mismo de ese ejercicio disciplinario en los diferentes modelos 
políticos de estado. 
Sobre estas bases conceptuales, la teoría se acoge en España, en donde desarrollo diferentes 
matices, desde ser considerada por Gallego Anabitarte (2012), como un estandarte de la dictadura 
franquista al no reconocer otro derecho diferente a la obediencia de las órdenes estatales; hasta 
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lograr una identidad nueva con el advenimiento del Estado de Derecho en donde acorde con Nieto 
García (2012), se reconoce esta categoría cuando la Constitución lo permita, en estatutos especiales 
dirigidos a colectivos determinados como funcionarios, presos y militares; admitiéndose que a 
partir de las mismas se les restringen a éstos, derechos fundamentales o colectivos, en aras de 
lograr el buen funcionamiento de la administración pública. 
El derecho disciplinario en Colombia también se desarrolla a partir del fundamento 
conceptual y teórico de la categoría de las relaciones especiales de sujeción, como elemento 
justificante de la facultad estatal de investigar y disciplinar a sus servidores, resaltándose que 
debido a los aportes tanto de los doctrinantes como de los contenidos decisiones judiciales, 
principalmente de la Corte Constitucional se le da un giro completamente garantista a su 
interpretación y por supuesto al ejercicio de la potestad disciplinaria estatal como formalidad 
derivada de la misma. 
En cuanto a su reconocimiento en nuestra constitución, esta categoría se desarrolla a partir 
del contenido del artículo 6 superior, que consagra la responsabilidad especial de los servidores 
públicos por la omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones, en concordancia con lo 
previsto en los artículos 122, 123 y 124, que determinan los deberes funcionales como fuente de 
responsabilidad para los servidores públicos, todo esto en armonía con los artículos 2 y 209 
constitucionales, que determinan como finalidad de su ejercicio el cumplimiento de los fines 
superiores del Estado, la garantía del bienestar social y la convivencia ciudadana, razón por la cual 
esa dinámica funcional debe desarrollarse en observancia de los principios de igualdad, 
transparencia, moralidad y celeridad. En relación con los particulares que ejercen funciones 
públicas, ese desarrollo de advierte a partir del artículo 26, inciso segundo constitucional, 
complementado por los artículos 123 y 210, normas que prevén la posibilidad de regular ese 
29 
 
ejercicio y por ende de atribuirles responsabilidad por el mismo, bajo la premisa que cuando un 
particular ejecuta actividades propias del Estado, debe responder por esa representación y 
asignación. Como puede observarse, directamente nuestra constitución no define como tal la 
categoría de las relaciones especiales de sujeción, pero sí determina su existencia al señalar un 
modelo especial de responsabilidad, para los colectivos ya determinados.  
Conforme los parámetros y finalidades enunciadas, resultaba evidente la necesidad de 
trascender los contenidos conceptuales de la categoría de un estado de derecho a los requeridos 
para su interpretación y aplicación debida en un modelo de estado social y democrático de derecho; 
esto es, superar un sistema disciplinario basado exclusivamente en la revisión de la observancia 
del deber funcional, para construir un sistema disciplinario garantista, en el cual sin desconocer al 
deber funcional como bien jurídico tutelado, ya se involucren en su ejercicio en los procesos 
disciplinarios los valores, principios y garantías constitucionales. Así, en este nuevo plano 
considerativo y aplicativo, se involucran no solo los elementos administrativos laborales, 
derivados de la funcionalidad del empleo público o de la función asignada, sino además precisas 
garantías constitucionales, con lo cual se otorga en definitiva una nueva identidad al derecho 
disciplinario. 
La construcción de este nuevo modelo disciplinario se advierte en propuestas doctrinales 
como las efectuadas por Forero (2011), que ya señala la necesidad de incorporar a las relaciones 
especiales de sujeción, los derechos fundamentales reconocidos constitucionalmente para ponderar 
y balancear sus contenidos (constitucionalismo contemporáneo); esto sin desconocer que las 
mismas se enmarcan en los deberes funcionales que orientan la relación laboral entre la 
administración pública y los servidores estatales, que voluntariamente los aceptan.  
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Así, el juico de responsabilidad disciplinaria se sustenta ahora en la consideración que esos 
deberes están orientados a garantizar los fines esenciales del Estado frente a la comunidad, razón 
por la cual su inobservancia admite el correctivo disciplinario, pero previa la observancia plena de 
las garantías constitucionales reconocidas como derechos fundamentales. 
Surge entonces una pregunta: ¿es factible seguir admitiendo en el modelo de estado social 
y democrático de derecho que nos rige, a la categoría de las relaciones especiales de sujeción como 
como fundamento del ejercicio de la potestad disciplinaria estatal, en la medida en que representa  
la sumisión funcional del servidor público y del particular que ejerce funciones públicas al Estado 
empleador, bajo la premisa que con ello se garantiza el buen funcionamiento de la administración 
pública para viabilizar la convivencia social?. 
La respuesta indudablemente es no. Puntualmente debe señalarse que las construcciones 
doctrinales, así como las tesis jurisprudenciales, han creado un nuevo leguaje jurídico que como 
lo expresa Ferrajoli (2001) genera un mundo de signos nuevos, mediante el cual se propone una 
nueva interpretación y adecuación de la categoría a la actual realidad constitucional. Pretender 
mantener la misma concepción sobre esta categoría y a partir de ella intentar construir los 
principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, rectores de la responsabilidad 
disciplinaria, implicaría edificarlos sobre una base arcaica y descontextualizada del nuevo lenguaje 
jurídico, el lenguaje constitucional. En este nuevo marco comunicacional, ya es necesario revisar 
la categoría y sus derivaciones, bajo las premisas de las garantías constituciones reconocidas a 
partir de la normatización de valores como la dignidad humana, la igualdad y la libertad, 
desarrollados en el establecimiento de principios como la legalidad, el debido proceso y la 
preservación del derecho de defensa y contradicción; los cuales se convierten en normas de 
referencia al momento de determinar la aplicación de los mencionados principios de la 
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responsabilidad disciplinaria, contenidos en los deberes funcionales asignados a los servidores 
estatales. 
Por consiguiente, es necesario superar el concepto de un derecho disciplinario legalista, 
protector exclusivo de los derechos de la administración pública, considerado como un mecanismo 
de control funcional institucional, en cuyo desarrollo y aplicación la importancia radicaba 
esencialmente en hacer prevaler una supremacía impositiva derivada de una relación especial de 
sujeción laboral que otorgaba al Estado empleador un posición asimétrica respecto de investigado 
disciplinariamente, bajo la consideración que el juzgamiento disciplinario, tenía como finalidad la 
protección de la administración pública frente a conductas de incumplimiento funcional de los 
procesados. 
Este esquema de aplicación que formalmente subsiste en la codificación disciplinaria y que 
se materializa en situaciones como la admisibilidad plena de la defensa material en el proceso y la 
no obligatoriedad de una defensa técnica; el no considerar al signatario como sujeto procesal 
interviniente (salvo las excepciones provenientes de las conductas violatorias de derechos 
humanos y derecho internacional humanitario, así como las derivadas del acoso laboral), sino solo 
como sujeto procesal de acto al momento de producirse el archivo de la investigación o proferirse 
el fallo absolutorio; la negativa perenne de revisar los efectos o resultados materiales de la 
conducta para determinar la sustancialidad de su afectación, remitiéndola a su relación 
indeterminada con los principios que rigen la administración pública; la ausencia de criterios 
determinantes claros y precisos para concretar el dolo o la culpa como elementos subjetivos de la 
conducta disciplinada; la dificultad existente para deslindar en un proceso disciplinario las 
actividades de los investigadores, de la de los falladores, permitiéndose que todo la actuación sea 
conocida por un mismo funcionario; esto por citar algunos aspectos, constituyen un rezago de ese 
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esquema desueto llamado a ser corregido al menos en su interpretación para darle una nueva 
connotación en su aplicación. 
Surge entonces la necesidad inaplazable de desarticular esta estructura que en palabras de 
Ferrajoli (2001) representa una legalización de la violencia institucional, en la medida en que el 
Estado monopoliza el uso de la fuerza para ejercer la potestad disciplinaria bajo la perspectiva que 
con ello se auto protege en cuanto al buen funcionamiento de la administración, pero que en su 
formalismo conduce a un desconocimiento flagrante los derechos de los investigados al tomarse 
exclusivamente como norma de referencia de la responsabilidad disciplinaria, aquella que impone 
los deberes funcionales y por consiguiente, lo fundamental es garantizar el respeto, la sumisión y 
la obediencia a la misma, desequilibrándose completamente la balanza ponderativa de garantías, 
aplicándose todas éstas en beneficio y favor del ente estatal, convirtiendo al derecho disciplinario 
en un instrumento formal, interno de la administración pública para zanjar los problemas laborales 
generados por la omisión o extralimitación de funciones de sus servidores. 
Además, en este esquema operativo ninguna relevancia ponderativa tiene la colectividad, 
que en esencia es la receptora de las posibles conductas irregulares de los disciplinados, se excluye 
completamente de cualquier análisis el impacto que se pueda generar respecto de la preservación 
del bienestar y la convivencia social, que indudablemente resulta afectada por conductas que 
configuren efectivamente faltas disciplinarias. 
En la construcción del marco teórico del derecho disciplinario colombiano, indefectible 
debe partirse por el reconocimiento de lo que ahora ha de llamarse relaciones labores especiales, 
fundadas en el reconocimiento de valores, principios, derechos y por supuesto deberes, 
visualizados a partir de las garantías constitucionales que deben ser necesariamente las normas de 
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referencia para lograr ese equilibrio necesario en el desarrollo de un proceso disciplinario, 
legitimándose así el ejercicio de la potestad disciplinaria en el respeto de las mismas. 
Lo anterior, sin perder de vista que el progresivo avance del derecho disciplinario en la 
modernidad obedece a la necesidad de dar una respuesta debida y adecuada a una sentida necesidad 
social: el control disciplinario inmediato frente a aquellas conductas de los servidores públicos y 
de los particulares que ejerzan funciones públicas que afecten los fines esenciales del Estado, 
garantizar la convivencia y el bienestar social. De esta manera se trascienden sus efectos, de un 
plano netamente interno y se obliga a visualizar lo que en realidad constituyen la esencia de su 
existencia la garantía de la función pública, entendida como la buena prestación del servicio 
público a los asociados.  
Es necesario para clarificar aún más estos contenidos, contextualizar la dinámica y 
evolución del derecho disciplinario en los modelos de estado de derecho y estado social y 
democrático de derecho. 
1.1.El derecho disciplinario en un estado de derecho 
Haciendo acopio de la concepción de estado de derecho expuesta por Ferrajoli (2001), este 
modelo estatal está basado en tres principios: legalidad, publicidad y sujeción o control. 
Analizando la funcionalidad del derecho disciplinario en este modelo estatal, se concluye que se 
convierte en un instrumento de control de las actividades funcionales de los servidores estatales, 
cuya legitimación se sustenta exclusivamente en la observancia de la legalidad, entendida como el 
cumplimiento de lo ordenado en los deberes funcionales como instrumento de sujeción laboral, la 
publicidad implicaría la necesidad de garantizar la contradicción a las decisiones disciplinarias, 
todo ello en un contexto de sujeción y control de los servidores estatales ejercido por la autoridad 
disciplinaria. En este modelo aplicativo la autoridad la ejerce el Estado y se sustenta en el deber 
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de sumisión funcional del procesado, la Ley disciplinaria es un mecanismo de dominación que 
enmarca una legalidad atada únicamente a la su observancia, encaminada a preservar el ejercicio 
de la administración pública. 
Surge así lo que denomina el autor en cita la legalidad violenta, ya que se genera un sistema 
disciplinario basado en la disciplina legal y por supuesto en el monopolio estatal en el ejercicio de 
la potestad disciplinaria, para minimizar cualquier conducta que dé lugar a la inobservancia de los 
preceptos funcionales, es decir la legalidad solo se condiciona por la misma legalidad, es el órgano 
de control el que determina si se observó, extralimitó u omitió el deber funcional, como requisito 
para legalizar el procesamiento disciplinario, sin mayor ejercicio valorativo o garantista que el 
derivado de la misma determinación de esa infracción funcional. 
1.2.El derecho disciplinario en un estado social y democrático de derecho 
Conforme Ferrajoli (2001), la materialización de la verdadera oposición a lo que denomina 
poderes salvajes del estado legalista de derecho, es la que surge de lo que denomina “estado 
constitucional del derecho”, definido como el conjunto de vínculos y reglas racionales impuesto a 
todos los poderes, esto en tutela de los derechos de todos. 
En este modelo de estado, el significado de la palabra constitución se convierte en un límite 
y un vínculo para los poderes públicos y por lo tanto en la única garantía de la división de los 
poderes públicos y de los derechos fundamentales reconocidos. Expone el autor el concepto de lo 
que denomina la “rigidez” de la constitución, haciendo referencia a la misma como norma que 
ordena la legislación ordinaria y a su vez prevé los procedimientos para su creación y revisión, 
convirtiéndose en el derecho sobre el derecho. Esto por cuanto ya no se limita a determinar la 
forma de producción de derecho, estableciendo las normas procedimentales para la creación de las 
leyes; sino que además y esto es lo más importante, programa, condiciona y establece mecanismos 
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de control, para sus contenidos sustanciales, vinculándolos normativamente a los principios que 
guarda, protege y garantiza: dignidad humana, libertad, igualdad, paz y convivencia social. 
Así, se modifica las condiciones de validez de las leyes, ya no va a depender de la 
observancia de las normas procedimentales para su formación, sino que ahora, requieren también 
de la observancia de los aspectos sustanciales en sus contenidos, es decir deben ser congruentes 
con las garantías constitucionales. Igualmente, cambia la relación entre el juez y la ley, ya ésta no 
se va a edificar respecto del texto de la ley, sino a su sujeción de ese texto con la constitución. 
Transforma también la relación entre política y el derecho, el cual ya no va a estar subordinado a 
la política, que se convierte en un instrumento de la actuación del derecho a partir de los vínculos 
que le imponen los principios constitucionales que no puede desconocer.  
En este modelo de estado constitucional, el derecho disciplinario adquiere nueva identidad 
y pasa de ser un simple mecanismo de control funcional a un sistema garantizador de derechos 
fundamentales, sin perder su esencia de derecho sancionador. La validez de su finalidad ya no 
depende del rigorismo de la observancia de la legalidad, entendida como una sujeción a la ley, se 
relaciona con el respeto no solo de las formalidades legales en el cumplimiento del deber funcional, 
ahora deben incluirse la observancia sustancial de los contenidos proteccionistas que establece la 
constitución. 
Esto no significa se insiste, que pierda su naturaleza sancionadora, implica que la misma 
se debe ejercer en un marco de equilibrio y ponderación entre la potestad disciplinaria estatal y la 
dignidad humana y el derecho de defensa y contradicción del procesado, cuya finalidad debe 
enfocarse a la garantía de la convivencia y el bienestar social que tienen los asociados. 
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1.3.El garantismo disciplinario en un estado social y democrático de derecho 
Esta nueva concepción interpretativa y aplicativa del derecho disciplinario, plantea como 
reto la necesidad de reconocer un nuevo fundamento teórico que la justifique y la avale 
determinando las relaciones laborales especiales como razón de ser del ejercicio de la potestad 
disciplinaria, bajo un enfoque constitucional.  
En ese orden de ideas, el fundamento de esta construcción conceptual se encuentra en los 
contenidos de la denominada teoría del garantismo jurídico de Ferrajoli (2001), entendido como 
un sistema de garantías que el autor denomina “estado constitucional de derecho”, en el cual como 
se ha indicado, se genera un conjunto de vínculos y reglas racionales que se imponen a todos los 
poderes y permiten tutelar los derechos de todos, único medio para minimizar lo que llama poderes 
salvajes entendidos como la concentración de autoridad no solo en los entes estatales, sino en 
cualquier otro colectivo,  que conducen a la inobservancia de derechos fundamentales. 
Ferrajoli (2004) analiza su modelo garantista en términos epistemológicos de la siguiente manera: 
“a) entre su ser de hecho y su deber ser de derecho, como muestran las investigaciones sobre el 
nivel de observancia (o inobservancia) que ofrece la sociología del derecho; b) entre su ser de 
derecho y su deber ser de derecho, como muestran los análisis acerca del grado de coherencia (o 
de incoherencia) con las disposiciones constitucionales elaborados por las disciplinas jurídicas 
positivas; por último, entre su ser de derecho (incluido su deber ser jurídico) y su deber ser ético-
político −en síntesis, la clásica separación entre derecho y moral− que resulta de la crítica 
filosófico-política del derecho en su conjunto” (p. 19)-  
Al respecto, Gascón-Abellán (2001) sostiene que el modelo garantista se caracteriza por 
una argumentación metodológica del análisis metajurídico y jurídico, sobre las bases de las 
diferencias entre derecho y la moral, considerando al derecho como un instrumento para llevar a 
cabo la ratificación de los derechos fundamentales. Indica que el autor que Ferrajoli es criticado 
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en la forma de concebir las normas, al considerarse que solo realizaban juicios jurídicos facticos y 
por haber roto con el concepto de validez clásico del positivismo dogmático.  
Es importante señalar que frente a esas críticas Ferrajoli reacciona manifestando: 
“[He] reformulado así la diferencia entre los dos tipos de juicios: mientras que los juicios sobre la 
vigencia y sobre la validez (o invalidez) formal de un acto normativo no son sólo juicios de hecho 
en los que se verifican las formas del acto, sino también juicios de derecho, esto es, juicios relativos 
a la conformidad (o no conformidad) de dichas formas con las normas sobre su formación, los 
juicios de validez (o de invalidez) sustancial son sólo de derecho y no también de hecho, ya que se 
refieren exclusivamente a la coherencia (o incoherencia) del significado de las normas producidas 
con las de grado superior” (2006b, p. 14). 
Con lo cual precisa que al tener en cuenta las dos caras de los derechos fundamentales y 
sus principios, se permite tener  un mejor análisis de la esfera interna y critica del paradigma 
garantista, permitiendo diferenciar que la teoría del derecho puede expresar las normas jurídicas 
vigentes las cuales pudiesen ser declaradas invalidas si no guardan relación con los derechos 
fundamentales, y además que la actividad del poder debe ajustarse a los criterios de legitimidad, 
así, el ordenamiento jurídico se presenta como una garantía básica tanto de límites al poder como 
de regulaciones para su ejercicio siempre que respete los principios jurídicos básicos establecidos 
en la Constitución. 
Entonces el mayor aporte del modelo de garantista está relacionado con la promoción de 
una actitud diferente en la ciencia jurídica, la cual lleva como objetivo que el Estado se asuma 
como un instrumento al servicio de la protección de los Derechos Humanos y a los jurídicos como 
personas observadoras con una posición crítica ante la realidad, invitada a estar pendientes de los 
desajustes entre el ser y el deber ser y no dejarlo solo en la denuncia sino que debe ir más allá 
buscando soluciones dentro de las garantías que existen pero también creando lo que sea necesario 
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en caso de que lo que hay sea insuficiente, siempre con el propósito de garantizar al ciudadano sus 
derechos como ser humano. 
Por ello, propone el autor, un modelo de garantías soportado en una concepción del 
constitucionalismo dicotómico, que fluye entre la moral y el derecho, pero sin dejar de lado la 
distinción entre reglas y principios, sustentado en la idea de que la ponderación debe jugar un rol 
fundamental tanto en la práctica judicial como en la legislativa. En este paradigma garantista se 
busca, ante todo, el posicionamiento de un sistema constitucional, cuya razón principal sea el 
resguardo de los derechos fundamentales, razón por la cual en el mismo, como lo plantea Maiguel 
(2018), la vigencia y legalidad de la norma está supeditada a la producción legislativa, sin embargo, 
es su contenido sustancial el que se determina como elemento de validación de la misma, 
principalmente por la necesidad de resaltar que debe estar ligada a los principios y derechos 
fundamentalmente establecidos. Así, en el modelo garantista la norma “se reconoce e identifica, 
además de con la conformidad de sus formas, también con la coherencia de su sustancia o 
significado con las normas no solo formales, sino también sustanciales sobre su producción 
(Ferrajoli, 2014, p. 21). 
Reafirmando lo anterior, Mazzarese (2007) parafraseando a Ferrajoli (1997) señala que el 
Estado constitucional esta caracterizad por la no omnipotencia, ni del aspecto político, ni del 
aspecto legislador; y las razones para ello son en primer lugar porque la política debe entenderse 
como un instrumento que permite la realización y garantía del derecho y, particularmente, de los 
derechos fundamentales; y en segundo lugar, porque la validez y muy especialmente, la 
legitimidad de las leyes, deben ir más allá de su vigencia. En este sentido se realiza el engranaje 
entre las dimensiones jurídica y política y confluyen en la teoría unitaria y completa de Ferrajoli, 
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en la cual el derecho y la democracia son dos dimensiones, que se complementan, tanto del 
planteamiento conceptual, como del proyecto político. 
Por tanto, el Estado constitucional es para Ferrajoli (2004), el Estado de derecho en sentido 
estricto, y esto es así porque positiviza los límites y vínculos jurídicos a los que están sometidos 
los poderes. En las democracias constitucionales se positiviza no solo el ser sino también el deber 
ser del derecho. Estos límites y vínculos, se convierten para Ferrajoli, en los derechos 
fundamentales, los cuales también son democráticos, debido a que son derechos de todos y, por 
tanto, hacen referencia al pueblo. Por esta razón Principia Iuris anula la tensión entre constitución 
y democracia, y erradica, de una vez por todas, la crítica a las decisiones de los tribunales 
constitucionales como antidemocráticas o antimayoritarias porque contrarían decisiones del 
poder legislativo.  
Es importante resaltar sobre este punto, que no hay un conflicto de legitimidad, porque los 
derechos operan con una misma fuente de legitimidad. Así, la normatividad de los derechos se 
proyecta sobre el ordenamiento jurídico como un elemento no simplemente ideal-externo, sino 
ahora jurídico-interno, incorporando numerosos contenidos sustantivos (morales) que otorgan 
criterios de validez a las normas de las constituciones contemporáneas, como la dignidad humana, 
la igualdad y la libertad. 
En esencia el garantismo jurídico debe considerarse como la concepción de la validez de 
la norma jurídica (legalidad), por su sujeción a las formas de creación constitucional, por su 
coherencia, observancia, concordancia en sus contenidos y aplicación, con las garantías 
fundamentales reconocidas constitucionalmente, solo así la legalidad se convertirá en una 
verdadera limitante frente al poder o autoridad de quien este ejerciendo la facultad de interpretar 
y aplicar las normas, premisa que se aplica genéricamente a todos los entes que ejercen actos 
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facticos de poder, ya sea político, jurisdiccional o administrativo. En ese ámbito se ubica el 
ejercicio de la potestad disciplinaria que implica la materialización de actos de poder. 
Teniendo en cuenta lo anterior, surge un interrogante: ¿Cómo se pueden trasladar los 
postulados del garantismo jurídico al derecho disciplinario, y convertirlos en su fundamento 
teórico? Se debe partir de la una premisa, en el estado social y democrático de derecho, hace crisis 
una interpretación y aplicación formalista del derecho disciplinario, esto es soportar la validez de 
la norma disciplinara por su sola vigencia y ante la necesidad de construir una concepción 
alternativa de su ejercicio, que ya no puede rendirse a la legalidad por la legalidad, sino a la 
concepción de la legalidad desde la perspectiva constitucional, encaminada a legitimar el 
desarrollo de la potestad disciplinaria subordinada a la constitución, para garantizar los derechos 
de la parte más débil en la relación procesal, dinámica en la cual, la Ley disciplinaria se convierte 
en el abogado de quien requiera ser reforzado, protegido o garantizado, en la relación procesal de 
investigación y juzgamiento; se hace indispensable integrar a la interpretación y aplicación de los 
principios de responsabilidad disciplinaria las garantías constitucionales de reconocimiento de 
derechos fundamentales como normas de referencia de los mismos. 
Bajo estos parámetros, los principios de la responsabilidad disciplinaria legalidad, ilicitud 
sustancial y culpabilidad, ya no deben interpretarse y aplicarse en sus finalidades basados 
únicamente en sus contenidos legales de validez, se requiere que se revisen a la luz de las garantías 
constitucionales como la legalidad, el debido proceso y la garantía del derecho de defensa y 
contradicción, haciendo un enfoque pro homine y no pro Estado, para lo cual se requiere que se 
racionalicen debidamente sus componentes conceptuales con la finalidad de minimizar el poder 
aplicativo (subjetividad) que tienen de los mismos las autoridades disciplinarias. Lo anterior, 
conlleva necesariamente a una superación de los reduccionismos derivados de premisas que 
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minimizan al derecho disciplinario como un simple instrumento de control funcional, 
trascendiéndolo al campo de lo colectivo y social, eso sí sin perder de vista que el objeto de 
protección seguirá siendo el deber funcional. 
Solo bajo esta perspectiva, el derecho disciplinario lograría minimizar y ponderar el poder 
estatal en la relación jurídico procesal que surge en un proceso disciplinario, todo esto, mediante 
el reconocimiento de dos modelos de garantías tomadas de Ferrajoli (2001) y que, trasladadas al 
derecho disciplinario, serían: 
Las garantías primarias, limitantes derivadas de los principios rectores de la 
responsabilidad disciplinaria, legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad. En su desarrollo se 
concretarían en la legalidad disciplinaria, en la medida en que en los tipos prohibitivos 
disciplinarios, normas subsidiarias que se consagran formal y sustancialmente las referencias 
funcionales que le permiten determinar a la administración pública cuándo puede impulsar su 
ejercicio potestativo disciplinario, a su vez le indican a servidores públicos y particulares que 
ejercen funciones públicas, cuando las han excedido u omitido, por ende se exponen a ser 
disciplinados; en la sustancialidad de la ilicitud que impone la verificación de los efectos generados 
con la conducta disciplinaria, en cuanto a la afectación al buen funcionamiento de la 
administración pública y al reflejo que tenga frente al colectivo social y la culpabilidad como 
elemento subjetivo de responsabilidad que involucra el estudio del conocimiento y voluntad de 
resultado, respecto de la conducta disciplinable. 
Las garantías secundarias que vienen a ser las medidas asumidas como modelos de 
respuesta disciplinaria frente a esas conductas, procesamiento disciplinario y sanciones 




Esta estructura se sustenta y se activa necesariamente a partir de las garantías 
constitucionales reconocidas a partir de valores como la dignidad humana, la libertad y la igualdad, 
enmarcados en los principios de legalidad, debido proceso y derecho de defensa, que se convierten 
en las normas de referencia de los principios rectores de la responsabilidad disciplinaria, para ser 
así la ley del más débil en esa relación jurídica, que sin llamarse a engaños no va a ser siempre el 
procesado. 
Este garantismo disciplinario actuaría como una limitante al poder absolutista del Estado 
en materia disciplinaria obligándolo a enjuiciar y juzgar a sus servidores bajo la estricta 
observancia de las garantías constitucionales derivados de ese valor y a su vez, en esa dinámica 
ponderativa que genera, impondría a estos servidores públicos la necesidad de la observancia de 
sus funciones ya no como una necesidad legalista, sino como un imperativo derivado de la 
obligación de suplir las necesidades sociales a lo cual están llamados con su ejercicio probo y 
recto; pero además se involucraría en la dinámica al colectivo social, receptor directo de las 
omisiones o extralimitaciones tanto de uno como de otro de los ya mencionados, en tanto, no vean 
satisfechos sus derechos y garantías constitucionales al bienestar y convivencia social, ya porque 
no se disciplino a quien lo impidió por parte del Estado o porque quien tenía la función legal de 
materializarlo no lo hizo. 
La razón de ser de este cambio de modelo interpretativo de las bases teóricas de derecho 
disciplinario en Colombia, como ya se ha indicado radica en la introducción de las premisas 
constitucionales en la interpretación y aplicación de sus principios rectores de responsabilidad, 
incorporando el modelo garantista de Ferrajoli (1997), quien considera como elemento de 
identificación del Constitucionalismo moderno, la gran importancia que se le da a la garantía de 
los derechos fundamentales en la vida del hombre y la sociedad. Esto a partir de lo que denomina 
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el redescubrir el significado de constitución como límite y vinculo de los poderes públicos, 
garantizando su división y con ello los derechos fundamentales de todos. 
Señala Ferrajoli (2001) que se requiere considerar la “rigidez de la constitución”, entendida 
como norma que ordena la legislación ordinaria al establecer los procedimientos especiales para 
su creación y revisión, en tanto que, determina las razones formales y materiales para su revisión 
de legalidad constitucional, con lo cual las demás normas le quedan rígidamente subordinadas y 
así, resulta positivizado no solo el ser del derecho, en cuanto a su “existencia”, sino también su 
deber ser, esto es, su condiciones de validez. 
Estos postulados imponen en el derecho disciplinario la necesidad de determinar la 
formalización de los principios de responsabilidad disciplinaria y precisar la validez de la decisión 
disciplinaria a partir de la observancia de las ya mencionadas garantías constitucionales, que le 
servirían no solo como fuente de legitimación, sino también de deslegitimación, conforme sea su 
observancia o desconocimiento en las actuaciones disciplinarias. 
1.4.Construcción teórica del garantismo disciplinario 
 La construcción teórica del garantismo disciplinario implica un pacto laboral especial, un 
acuerdo basado en nuevos paradigmas, en el cual el Estado se compromete al respeto de la dignidad 
de sus servidores, a garantizar su igualdad y libertad en el desarrollo de sus actividades, por 
supuesto dentro de sus marcos funcionales, y éstos asumirían la responsabilidad de ejercer sus 
actividades misionales dentro de los ámbitos determinados para sus cargos, buscando uno sola 
finalidad, cumplir con el sentido social de ese acuerdo previsto en el artículo segundo 
constitucional, la garantía de la convivencia y el bienestar social. 
Los elementos aseguradores de ese pacto, serían necesariamente las garantías 
constitucionales que equilibrarían los poderes salvajes de uno y otro interviniente. Del Estado, 
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remitiendo el ejercicio de su potestad disciplinaria exclusivamente a los eventos en que sus 
servidores extralimiten u omitan sus deberes funcionales; de los servidores estatales, precisando 
claramente que la legitimación de sus actuaciones solo lo será en la observancia de sus funciones 
y cuando esta concertación se rompa y se inicie un proceso disciplinario, velando porque en ese 
juicio disciplinario las partes intervinientes, a partir de la observancia del valor de la dignidad 
humana y de principios como la legalidad, el debido proceso y el derecho de defensa y 
contradicción, debatan y discutan la configuración y materialización sí o no, de los principios 
rectores de la responsabilidad disciplinaria: legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad. Así, el 
colectivo social, en este deber ser, recibiría un mensaje alentador en relación de la responsabilidad 
que tienen tanto el Estado como sus servidores de luchar contra la corrupción administrativa como 
el elemento más nocivo que los afrenta como receptores de la actividad de la administración 
pública.  
Ahora bien, esta construcción debe partir por identificar aquellos valores y principios que 
se han normatizado en garantías constitucionales fundamentales y que atañen a los servidores 
estatales, sobre cuyos resultados es que el Estado elabora su agenda de deberes funcionales para 
éstos, con la finalidad de proponer una refundación del derecho disciplinario en cuanto a su 
concepción teórica sobre las bases del garantismo jurídico, el reconocimiento y validación de 
derechos fundamentales en el ejercicio de la potestad disciplinaria estatal. 
Antes de exponer ambas argumentaciones, se definirá o que para Ferrajoli (2001) son por 
tanto los derechos fundamentales 
“Derechos fundamentales: todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a 
todos los seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con 
capacidad de obrar; entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de 
prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por 
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status la condición de un sujeto, prevista asimismo por una norma jurídica positiva, como 
presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son 
ejercicio de éstas” (Ferrajoli, 2001, p.1) 
El punto de partida es la condición humana, materializada en el valor constitucional de la 
dignidad humana. Siguiendo con los postulados filosóficos, Ferrajoli (1997) concibe la condición 
humana de forma similar a Hobbes (1994) argumentando que la condición humana está ligada a 
la conflictividad de las relaciones humanas y su capacidad para hacerse daño, por tanto, exige la 
creación de normas que organicen y garanticen paz y estabilidad, permitiendo organizar un sistema 
político razonablemente justo. Es por esto que para Ferrajoli (2004) la constitución es un pacto 
que permite la convivencia.  
Pues bien, trasladado estos contenidos al derecho disciplinaria, se concretarían en la 
necesidad de determinar claramente las normas funcionales de las cuales se derivan los tipos 
prohibitivos disciplinarios, y así mismo, que la administración pública las socialice y eduque a sus 
servidores en su conocimiento, para consolidar la paz y la convivencia derivada de su buen 
ejercicio. Igualmente, la disposición de los servidores estatales de consciente y voluntariamente, 
disminuir su libertad individual, aceptándolas (normas funcionales), con el propósito no solo de 
satisfacer una necesidad económica laboral, sino además como un medio de llevar a cabo una 
construcción de social de convivencia y bienestar.  
Indispensable considerar e integrar al valor constitucional de la igualdad, entendido en 
materia disciplinaria como la necesidad de equilibrar en el ejercicio de la facultad investigativa del 
estado, las condiciones personales del procesado, frente al asimétrico poder disciplinario estatal, 
garantizándole la admisión de la revisión de situaciones como el acceso que tuvo al conocimiento 
de sus funciones, las condiciones en que las desarrolló y la prestación que pudo haber tenido su 
empleador para fortalecer sus procesos cognitivos y aplicativos de las mismas.  
46 
 
Así mismo, la libertad como valor constitucional, en el sentido de reconocer que el servidor 
estatal libre y voluntariamente se la limita al ingresar al servicio público, en un acto consciente de 
asumir que en su funcionalidad la legitimidad de sus actuaciones solo deriva de la observancia de 
sus deberes funcionales, por tanto, esta renuncia debe ser retribuida, no solo salarialmente, sino 
además con un reconocimiento de dignificación en otorgarle los mejores y más adecuados 
contextos sociales y logísticos para su desarrollo. 
Papel protagónico importante tiene la solidaridad, valor constitucional que crea el vínculo 
de relación en ese pacto laboral especial, entre el Estado, los servidores estatales y el colectivo 
social, en punto y en vista del logro del bienestar y la convivencia social. El primero, mediante la 
fijación de normas funcionales que lo permitan, los segundos, en la observancia de las mismas que 
lo desarrollen y concreten y los terceros receptores y veedores de esa dinámica; todo esto tomando 
como normas de referencia las ya indicadas garantías constitucionales. 
Es a partir de estas premisas que se incorporan al derecho disciplinario principios 
constitucionales como la responsabilidad de servidores públicos y particulares disciplinables 
(Constitución Política, 1991; arts. 6 y 122, 123 y 124, 26, inc. 2 y 210), la legalidad, el debido 
proceso y el derecho a la defensa y contradicción art. 29 superior; normas de referencia 
constitucionales que se deben materializar en los principios de responsabilidad disciplinaria 
legalidad (Ley 734, 2002, art. 4; Ley 1952, 2019), ilicitud sustancial (Ley 734, 2002, art. 5; Ley 
1952, 2019, art. 9) y culpabilidad (Ley 734, 2002, art. 13 y Ley 1952, 2019, art. 10). 
Luego en este nuevo entendimiento del derecho disciplinario se jerarquizarían 
constitucionalmente los valores de la dignidad humana, la igualdad, la libertad y la solidaridad, 
derivando de ellos, el principio de la responsabilidad, frente al cual se tendrían como elementos 
ponderados para las partes intervinientes en la relación laboral especial (Estado y servidores 
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estatales), los derechos contenidos en los principios de legalidad, debido proceso y derecho a la 
defensa y contradicción, correlativos a los deberes derivados de la observancia de las asignaciones 
funcionales, cuya finalidad inequívoca es el logro del bienestar y la convivencia social de los 
asociados. 
Así el derecho disciplinario funcionaria como un sistema de garantías conforme lo postula 
Ferrajoli, ya que respondería a esa necesidad de regulación de las relaciones labores especiales, a 
partir de los derechos fundamentales, generándose un cambio estructural en la forma de concebirlo, 
ya no se plasmaría en el imperativo jurídico de la sujeción de toda forma de poder, en este caso a 
una relación de sumisión especial, sino en el imperativo más importante, la transformación en el 
contenido de las decisiones disciplinarias a partir del reconocimiento de las garantías 
constitucionales como las normas de referencia de los principios de la responsabilidad disciplinaria 
(2001). 
Con lo anterior, se desarrollaría un verdadero modelo garantista disciplinario, mejorándose 
el caos interpretativo de los principios de responsabilidad disciplinaria, ante la multiplicidad de 
fuentes interpretativas a las cuales se acude, dándose lugar a incoherencias e inconsistencias en su 
aplicación; el logro de todo esto, como lo afirma (Ferrajoli, 2004) radicaría en la relación de validez 
que ampararía la norma disciplinaria respecto de la norma constitucional, la efectividad entre 
ambas se reflejaría en el equilibrio entre los integrantes del pacto laboral especial y beneficiaría 
enormemente a los ciudadanos, siendo esto, la medula espinal del modelo o paradigma garantista, 
ya que acorde como lo refiere (Flores, 2017), el garantismo es un modelo normativo de derecho 
cuyo objetivo es asegurar los derechos de los ciudadanos, en el caso en estudio incluiríamos a los 
servidores estatales, frente al poder del Estado estableciéndole límites a éste y a su vez, 
determinando las razones de las responsabilidad disciplinaria de aquellos. 
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Con la materialización de estos postulados, igualmente, se materializaría lo que denomina 
Dworkin (1997) democracia constitucional, la cual para el autor no se fundamenta en la regla de 
decisión mayoritaria, sino en la exigencia de realización más extensa posible de un principio 
abstracto de igualdad, respeto y consideración de los individuos; desarrollo en el cual la 
Constitución y sus intérpretes juegan un papel relevante en la tarea de mantener la vigencia de esos 
principios, corrigiendo los resultados de la decisión política mayoritaria, si ésta lo afecta de modo 
grave.  
En ese orden de ideas, acorde con Dworkin (1985) las leyes disciplinarias constituirían un 
conjunto de esfuerzos por plasmar los derechos morales en la comunidad, expresados en su 
necesidad de convivencia y bienestar, siendo decisivos estos principios que la constitución ofrece 
a los ciudadanos, a partir de los cuales los ciudadanos pueden hacer sus reclamos disciplinarios 
para que sean considerados bajo las premisas de la perspectiva disciplinaria, aclarándose que ese 
conjunto de principios no aseguran que la decisión sea la que el ciudadano espera o incluso que 
sea la decisión correcta, es solo la posibilidad real de saber que sus reclamos son tomados en 
cuenta. 
En este sentido Dworkin establece una discusión profunda acerca del constitucionalismo 
en especial acerca de la forma de interpretar e imponer la constitución y él lo llama lectura moral. 
En esta lectura moral la base del constitucionalismo es la moralidad política, la cual es el resultado 
de la exigencia hacia las instituciones para que ejerzan su autoridad siendo la última palabra en su 
interpretación. Razón por la cual lo que denominada la democracia constitucional está definida 
por el hecho de que existan instituciones cuyas estructuras, composición, políticas y prácticas, 
impliquen un trato igualitario de consideración y respeto, en la toma de las decisiones, en este 
caso disciplinarias (1997). 
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El fundamento de este postulado se concreta en el señalamiento que las normas se evalúan 
en función de su origen, mientras que las directrices y principios se deben adecuar a las 
circunstancias y lo importante es el contenido y la fuerza argumentativa. Las directrices hacen 
referencia a objetivos sociales y los principios a los derechos de justicia y equidad. Las normas se 
aplican o no, los principios dan las razones para decidir, las normas deben estar supeditadas a los 
principios, pues si en algún momento la norma violenta la justicia o la equidad, la autoridad 
disciplinaria puede dejar de aplicar la norma. 
Así, la regla de reconocimiento que Dworkin utiliza son los principios consagrados 
constitucionalmente para decidir la validez de una norma, con lo cual también se aparta del 
positivismo normativo, de la concepción general que las normas de interpretan y aplican 
uniformemente, aspectos que se amplían mediante la referencia a las reglas de reconocimiento 
constitucionales. 
Como corolario de lo expuesto, tanto el garantismo jurídico de Ferrajoli (2001), como la 
concepción de la democracia constitucional de Dworkin (2003), se sustenta sobre la base 
constitucional, sobre determinar normas de referencia, como lo son principios constitucionales 
derivados de la dignidad humana con lo cual se contrapone a una aplicación netamente positiva 
de la norma, trascendiéndola en cuanto a su validez, a su consonancia con esas garantías 
constitucionales. En materia disciplinaria, estas consideraciones suponen que la interpretación y 
aplicación de las normas que señalan la responsabilidad disciplinaria debe hacerse a partir de estos 
contenidos garantistas constitucionales, dejando de lado su sola consideración positiva.   
La construcción del marco teórico del derecho disciplinario colombiano requiere, de este 
enfoque garantista basado en el reconocimiento de las garantías constitucionales como normas de 
referencia de la responsabilidad disciplinaria. Este ejercicio implica que ya la definición y 
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aplicación de la legalidad disciplinaria, la ilicitud sustancial y la culpabilidad, no se realice sobre 
el contenido positivo de las normas que las consagra, sino en relación con los principios 
constitucionales de los cuales se derivan, su validación lo será en la medida en que sean 
congruentes con los mismos. 
Para lograr ese objetivo, propósito de presente trabajo de investigación, resulta esencial el 
estudio y desarrollo de los componentes dogmáticos que los integran, su racionalización y 
socialización para permitir así extractarlos del ámbito netamente formal y trascenderlos en sus 
aplicativos de contenido buscando validarlos a partir de las garantías constitucionales. Estas 
garantías se convierten en las salvaguardas de valores y principios que se deben imponer a las 
voluntades de quienes ejercen la potestad disciplinaria y de quienes están sujetos a la misma, 
logrando así que las decisiones disciplinarias sustentadas en estos principios de responsabilidad 
obedezcan no a la voluntad de quienes las emiten, sino al resultado del equilibrio que debe existir 
entre las disposiciones constitucionales, el ejercicio disciplinario del Estado, los desarrollos 
funcionales de sus servidores y el bienestar y la convivencia social de la colectividad. 
Es importante resaltar que en el desarrollo y progresividad de estas dinámicas 
interpretativos y aplicativas del Derecho Disciplinario en Colombia, es indispensable construir los 
marcos conceptuales requeridos, tomando como normas de referencia las garantías 
constitucionales, para así, fijar lineamientos claros en materia de observancia de los mismos, 
específicamente en el ejercicio de la actividad investigativa y sancionatoria por parte del Estado.  
Indudablemente existe ya un desarrollo jurisprudencial y doctrinal que se le han dado a 
principios como la dignidad humana, la legalidad, el debido proceso y el derecho a la defensa, 
prevalencia en materia disciplinaria, con lo cual se ha construido una disciplina jurídica que supera 
ampliamente lo existente en la materia en nuestro continente. Estos avances contenidos en los 
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desarrollos jurisprudenciales, principalmente de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado, 
relacionados con la interpretación y aplicación de los citados principios, definiciones 
interpretativas que, al ser trasladadas al ámbito disciplinario a partir de las construcciones 
doctrinales, han permitido elaborar una propuesta dogmática que identifica y da autonomía al 
Derecho Disciplinario. Autonomía que se construye precisamente a partir de la concepción de 
principios como la legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, permitiendo una dinámica propia 
expresada y materializada en la Ley 200 de 1995, Ley 734 de 2002 y ahora Ley 1952 de 2019, 
normas que regularizan la potestad disciplinaria como un ejercicio autónomo diferenciado del 
Derecho Administrativo y del Derecho Administrativo Laboral y por supuesto del Derecho Penal.   
Advirtiéndose que el ejercicio de la potestad disciplinaria en Colombia por mandato 
constitucional se asigna de manera preferente y prevalente a la Procuraduría General de la Nación, 
como órgano autónomo e independiente en la Administración Pública, con lo cual se marca una 
gran distancia respecto de los demás países latinoamericanos en donde su ejercicio es desarrollado 
por el mismo ente administrativo. Además de lo anterior, y por mandato legal se asigna a las 
Personería Distritales y Municipales, así como también a las Oficinas de Control Disciplinario 
Interno. (Constitución Política de Colombia art. 277, núm. 6; Ley 136 de 1994; art. 178, núm. 4 y 
Ley 1952 de 2019 arts. 92, 93, modificados respectivamente arts. 13 y 14 ley 2094 de 2021 y 94). 
En la construcción de la autonomía e identidad de esta disciplina jurídica, debe reconocerse 
a partir de la configuración por vía jurisprudencial y doctrinal, de una dogmática propia que le 
permite deslindarse frente al Derecho Penal máxima y última expresión del ius puniendi del 
Estado, sin desconocer que se ha nutrido de principios que le son comunes a ambas, como la 
legalidad, tipicidad, la ilicitud sustancial, la antijuridicidad y la culpabilidad, principios que han 
adquirido características propias en materia disciplinaria debido a sus finalidades y objetos de 
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tutela jurídica. Igualmente, respecto de Derecho Administrativo y puntualmente del Derecho 
Administrativo Laboral, en tanto, no pretender regular relaciones laborales, sino determinar el 
posible incumplimiento de deberes funcionales. 
De esta forma como lo ha mencionado la Corte Constitucional en Sentencia C-030, 2012: 
“El derecho disciplinario como parte del derecho punitivo del Estado, se caracteriza, en primer 
término, por su cercanía al derecho penal, en cuanto debe someterse a los mismos principios que 
informan este último. En segundo término, el derecho disciplinario reviste características propias 
y específicas que ameritan un tratamiento diferencial, entre otras razones, al carácter flexible y 
menos riguroso que tiene la aplicación de los principios de legalidad y tipicidad en el ámbito del 
derecho administrativo; en este orden de ideas, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que el 
derecho administrativo sancionador, se encuentra, igual que el derecho penal, sujeto a los principios 
constitucionales de legalidad, tipicidad y reserva de ley, principios rectores del debido proceso 
consagrado en el artículo 29 Superior, pero que no obstante lo anterior, tales principios consagrados 
en la Carta Política adquieren matices de flexibilidad y menor rigurosidad para el caso del derecho 
sancionador disciplinario”. 
Resulta de suma importancia señalar que tanto la jurisprudencia como la doctrina han 
definido claramente las diferencias que existen entre estos Derechos Sancionadores, sin embargo, 
en algunos casos se ha considerado equivocadamente por supuesto, que en el Derecho 
Disciplinario se presenta una “flexibilización”, haciéndose alusión a los principios que integran la 
responsabilidad disciplinaria, en punto y en vista comparativo con el Derecho Penal, con lo cual 
se desconoce que se trata de disciplinas jurídicas especiales que se desarrollan en ámbitos de tutelas 
de protección diferentes, ya que el Derecho Penal protege bienes materiales en tanto que el 
Derecho Disciplinario protege bienes inmanentes como el deber funcional y el aseguramiento de 
la debida prestación del servicio público para garantizar el bienestar social. Es por ello, que la 
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determinación de la legalidad de la conducta, su contenido de ilicitud sustancial y la culpabilidad, 
no admite “flexibilizaciones”, sino la elaboración de contenidos diferentes los cuales en algunos 
casos resultan más exigentes para la Autoridad Disciplinaria que en cualquier otra disciplina 
jurídica. 
Es a partir de estas premisas que se ha construido una dogmática propia del Derecho 
Disciplinario que trascendió desde simples manuales de comportamiento oficial a normas como la 
Ley 200 de 1995, la Ley 734 de 2002 y ahora la Ley 1952 de 2019 y su modificatoria Ley 2094 
de 2021, que ya estructuran los componentes dogmáticos de sus principios rectores, así como los 
aspectos procesales para su debida aplicación, desarrollo que se encuentra sustentado también en 
fundamentos jurisprudenciales y doctrinales que permiten considerar que tienen una autonomía e 
identidad indiscutible como elemento regulador de la conducta oficial de quienes tienen la 
investidura de servidores públicos y de aquellos particulares que por ejercer función pública 
también resultan disciplinables. 
Todo lo anterior, permite comprender que no se tiene punto de comparación en cuanto a la 
estructuración del Derecho Disciplinario en Colombia, como una disciplina jurídica autónoma, 
ejercida por un órgano como la Procuraduría General de la Nación, al cual la Constitución Política 
directamente le atribuye esa facultad de manera preferente, con lo cual se concreta que su 
aplicación no la realiza directamente la misma Administración Pública, restándole como ocurre en 
los demás países del continente el matiz de Derecho Administrativo Sancionador y ubicándolo 





El Derecho Disciplinario en Colombia surge como un mecanismo de control y regulación 
que ejerce el Estado mediante acciones preventivas, investigativas y sancionatorias, encaminadas 
a supervigilar la conducta de los servidores públicos y de los particulares disciplinables por ejercer 
funciones públicas o administrar dineros públicos, enmarcada en el ejercicio de sus deberes y 
asignaciones funcionales, para garantizar la efectiva y eficaz prestación del servicio público.  
Todo ello, enmarcado en la observancia de las garantías constitucionales de la dignidad 
humana, legalidad, debido proceso y el derecho de defensa, entendiéndose que su objetivo más 
que garantizar a la misma Administración Pública, es privilegiar los derechos de los ciudadanos a 
su bienestar social, fin primordial del Estado. 
Al respecto afirma la Corte Constitucional en Sentencia C-014, 2004: 
“El Derecho Disciplinario comprende, por una parte, el poder disciplinario, es decir, la facultad 
que hace parte del poder sancionador del Estado, en virtud de la cual aquél está legitimado para 
tipificar las faltas disciplinarias en que pueden incurrir los servidores públicos y los particulares 
que cumplen funciones públicas y las sanciones correspondientes; de otro lado, el Derecho 
Disciplinario, en sentido positivo, comprende el conjunto de normas a través de las cuales se ejerce 
el poder disciplinario; de este modo, el Derecho Disciplinario, entendido como facultad estatal y 
como legislación positiva, está estrechamente relacionado con los fines estatales, con las funciones 
de las Autoridades Públicas, con los principios de la administración pública y, además, se rige, con 
las debidas matizaciones, por los principios que regulan toda expresión del derecho sancionador 
del Estado”  
Reitera el Tribunal Constitucional en Sentencia C-341, 1996 que:  
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“Por consiguiente, el derecho disciplinario puede concebirse entonces como la forma jurídica de 
regular el servicio público, entendido éste como la organización política y de servicio, y el 
comportamiento disciplinario del servidor público, estableciendo los derechos, deberes, 
obligaciones, mandatos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades, así como las sanciones 
y procedimientos, respecto de quienes ocupan cargos públicos; así, según lo ha definido la 
jurisprudencia constitucional, el derecho disciplinario constituye un derecho-deber que comprende 
el conjunto de normas, sustanciales y procedimentales, en virtud de las cuales el Estado asegura la 
obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia de los servidores 
públicos, con miras a asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a su cargo”  
La potestad disciplinaria del Estado, se fundamenta en las relaciones laborales especiales, 
que son aquellas que surgen una vez se formaliza la relación laboral o contractual con el Estado y 
se determinan en las funciones u objetos o actividades a realizar (servidores públicos y particulares 
disciplinables) y se materializa en la capacidad de investigar y sancionar a quienes se encuentran 
bajo esos supuestos de dependencia. Debe advertirse que ese ejercicio disciplinario debe 
desarrollarse con plena observancia de las garantías de la dignidad humana, del debido proceso, la 
legalidad y el derecho de defensa consagradas en los artículos 1 y 29 Constitucionales, que lo 
ponderan, lo regulan y lo equilibran, garantizando no solo que se cumplan los fines estatales 
enmarcados en las funciones de los servidores públicos y particulares que ejercen funciones 
públicas, sino además protegiendo los derechos fundamentales de quienes son investigados 
disciplinariamente. 
En efecto, el ejercicio de la potestad disciplinaria involucra en su aplicación, no solo una 
autorregulación estatal en cuanto a la vigilancia superior de quienes ejercen función pública, sino 
además los intereses de la colectividad, aspecto que en la modernidad adquiere total importancia, 
pues se espera que la Administración Pública cumpla debidamente con sus fines sociales, 
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requiriéndose un mecanismo que se active frente a los actos de corrupción, buscando prevenirlos 
o bien investigarlos y sancionarlos si hay lugar a ello. Razón por la cual esta disciplina jurídica se 
activa como forma de control, no sólo institucional sino social, en la medida que permite al 
ciudadano acudir a los entes que ejercen esa potestad (Constitución Política de Colombia, 1991; 
art. 92), para requerirles su accionar en relación con las conductas consideradas constitutivas de 
corrupción administrativa5, esperando de éstos una pronta y cumplida respuesta frente a este 
fenómeno. No obstante esos componentes institucionales y social, su ejercicio aplicativo no puede 
desarrollarse bajo criterios absolutistas, la premisa de edificarse a partir de una relación de 
subordinación determinada por la imposición de deberes funcionales o actividades concertadas en 
los objetos de los contratos de trabajo, encaminados a la materialización de los fines sociales del 
Estado, no la ponen al servicio de fines sociales mediáticos o intereses políticos momentáneos, ya 
que esto implicaría un desconocimiento de las garantías constitucionales, que implícitamente son 
parte integrante de la especialidad de la relación laboral que surge entre el Estado y sus 
funcionarios. 
Entonces, como lo señala la Corte Constitucional: 
“En el derecho disciplinario sancionador cobran vigencia los principios rectores del debido proceso, 
en especial los de legalidad, tipicidad, reserva de ley y proporcionalidad, como una forma de control 
a la potestad sancionadora del Estado en el área de la función pública, y como garantía del respeto 
a los derechos fundamentales del sujeto investigado; en efecto, todas las autoridades estatales 
titulares de la potestad sancionadora, por expresa disposición constitucional, se encuentran 
                                            
5 A pesar del creciente interés en el estudio de la corrupción, hasta ahora no ha sido posible definirla de manera que 
satisfaga a todos. Esto se debe principalmente a que es un concepto de dimensiones múltiples que abarca aspectos 
sociales, políticos, legales y económicos de una sociedad. Las definiciones de corrupción o se concentran en exclusiva 
en uno de esos aspectos, o intentan resaltar de manera insuficiente algunos de ellos. Los enfoques de la corrupción 
pueden clasificarse en cinco grupos: los que se centran en el interés público; los que se centran en el mercado; los que 
se centran en las oficinas públicas; los que se centran en la opinión pública y los legalistas. Tomado de artículo 
Problemas de la Democracia: reforma administrativa y corrupción de Mohammad Mohabbad Khan 
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obligadas a garantizar y respetar el derecho fundamental del debido proceso” (Corte constitucional, 
Sentencia C-796, 2004). 
Luego es clara la necesidad de la tutela y garantía constitucional sobre el ejercicio de la 
función disciplinaria del Estado colombiano en aras de garantizar esos derechos fundamentales, 
tomando como fundamento la categoría de las relaciones especiales de sujeción. 
Capítulo III 
3.1. El estado del arte 
El Derecho Disciplinario colombiano ha evolucionado a partir de la construcción de su 
propia dogmática tomando una identidad propia como Derecho sancionador, mediante la 
elaboración de conceptos como legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad que le otorgan una 
autonomía frente a otras disciplinas jurídicas sancionadoras como el Derecho Penal, correccional, 
contravenciones, construcciones dogmáticas que permiten darle la categorización de una disciplina 
jurídica especial con una gran afinidad con el Derecho Administrativo y concretamente con el 
Derecho Administrativo Laboral.  
Resulta necesario e importante, para los fines del presente trabajo efectuar una exposición 
a manera de reseña de las normas que han permitido su desarrollo legal como disciplina jurídica. 
3.2. Marco de referencia 
En la Constitución Política de 1991, no se hace una definición conceptual del Derecho 
Disciplinario, pero a partir del desarrollo de sus principios y garantías esta disciplina jurídica se 
materializa como un instrumento necesario para garantizar el cumplimiento de los fines del Estado 
Social y Democrático de Derecho. Así, la jurisprudencia y la doctrina han impulsado su desarrollo 
como un mecanismo de control suficiente para permitir a la administración pública, vigilar la 
conducta de sus servidores y de aquellos particulares que ejerzan funciones públicas, que se 
aparten del cumplimiento de los deberes funcionales o contractuales, afectando sustancialmente el 
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funcionamiento de la administración pública e impidiendo por tanto, la satisfacción de los intereses 
sociales que ésta propende, mediante la ejecución de conductas tipificadas como falta disciplinaria 
a título de dolo o culpa ya gravísima o grave. Igualmente, a la colectividad acudir a los órganos de 
control disciplinario cuando adviertan que los representantes de la Administración Pública, omitan 
o extralimiten las funciones asignadas afectando con ello sustancialmente, la convivencia y el 
bienestar social. 
El desarrollo legal del Derecho Disciplinario en Colombia, se concreta en la Ley 200 de 
1995, conocida como Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002, también denominada Código 
Disciplinario Único y la Ley 1952 de 2019, Código General Disciplinario6, su modificatoria Ley 
2094 de 2021; en las norma citadas se expone la dogmática disciplinaria, materializada 
sustancialmente en los principios de legalidad, ilicitud sustancial, culpabilidad y en los conceptos 
de falta disciplinaria, sanciones disciplinarias, así mismo en la determinación de un procedimiento 
disciplinario, lo que ha permitido en definitiva concretar los alcances aplicativos de esta disciplina 
jurídica, obviamente sin desconocer la influencia que mantienen sobre ella elementos básicos del 
Derecho Penal y del Derecho Administrativo. 
Es necesario reafirmar y precisar que en Colombia, esta disciplina jurídica se denomina 
Derecho Disciplinario y no Derecho Administrativo Sancionador, como ocurre en otras 
legislaciones diferentes a la nuestra, la razón obedece a que constitucionalmente se asigna la 
competencia disciplinaria de manera preferente y prevalente a la Procuraduría General de la 
Nación, órgano de control autónomo, separando así la potestad disciplinaria de la actividad propia 
                                            
6 Se entiende que el cambio de denominación obedece a que los principios y el procedimiento en ella consagrados, 
deben observarse en las actuaciones disciplinarias, esto sin desconocer los regímenes disciplinarios especiales como 
Rama Judicial, Ejército Nacional y Policía Nacional, así mismo su procedimiento se hace extensivo a los procesos 
que se adelantan por la jurisdicción disciplinaria en lo que no contravenga la naturaleza de esa jurisdicción, como lo 
prevé el parágrafo único del artículo 84 de la Ley 1952 de 2019.  
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de la Administración Pública, esto independientemente de que legalmente también se asignen 
funciones disciplinarias a las Personerías Distritales y Municipales (Ley 136, 1994; art.178. 
núm.4), y las Oficinas de Control Disciplinario Interno (Constitución Política, 1991; art.209. 
inciso.2), aclarándose eso sí, que le ha sido otorgada a la Procuraduría General de la Nación un 
poder disciplinario preferente sobre los demás órganos sancionadores mencionados (Ley 1950, 
2019; art.3) y sin dejar de lado que los sanciones disciplinarias se enmarcan en actos 
administrativos razón por la cual admiten el control judicial en sede contenciosa, aclarándose que 
se trata de actuaciones diferentes, esto en la medida en que el proceso disciplinario culmina con la 
ejecutoria del fallo sancionatorio ya de primera instancia (en caso de que no sea objeto de 
apelación) o de segunda instancia, en tanto que la acción contenciosa se activaría a partir de la 
ejecutoria de esa decisión. 
3.3.Marco jurídico 
Desde el punto de vista normativo, el Derecho Disciplinario se encuentra reglado en 
normas constitucionales y legales que claramente determinan su fundamento jurídico. 
3.3.1. Constitucional  
A partir de la vigencia de la Constitución de 1991, el Derecho Disciplinario ha logrado su 
máximo desarrollo y empoderamiento como una disciplina jurídica autónoma, entendiendo esta 
situación no como el resultado de un teoría constitucionalista específica sobre el mismo, sino como 
el producto de la consagración de garantías constitucionales como la dignidad humana, la 
legalidad, el debido proceso y el derecho de defensa, en la dinámica de interpretación y aplicación 
de sus principios rectores de responsabilidad, desarrollos que tanto por vía doctrinal como 
jurisprudencial, han permitido un constitucionalización del derecho disciplinario. 
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En efecto, si bien es cierto, no se concreta en nuestra Constitución una definición del 
Derecho Disciplinario, ni una alusión directa al mismo, salvo la asignación de la potestad 
disciplinaria al Procurador General de la Nación, si es evidente que se construyen las bases del 
mismo, a partir de la consagración de las garantías constitucionales derivadas del reconocimiento 
del valor de la dignidad humana. 
El fundamento normativo constitucional del Derecho Disciplinario en Colombia se 
encuentra en los artículos 1, 2, 6, 26, 92, 116, 122, 123, 124, 150.2, 209, 210 y 277 de la Carta 
Política. Un breve desarrollo de estos artículos permite hacer las siguientes precisiones: 
La esencia del Derecho Disciplinario se gesta en el artículo 1 de la Constitución Política de 
1991, al señalarse que Colombia es un Estado Social de Derecho, cuyo fundamento es la dignidad 
humana, esto implica que su finalidad primordial es el cumplimiento de fines sociales, que se 
concretan en el servicio a la comunidad, el promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución y la ley. El 
desarrollo de esta tarea se cumple mediante el ejercicio funcional asignado tanto a servidores 
públicos como a particulares que ejercen función pública, como lo dispone el artículo 2 de la 
Constitución Política de 1991. 
Surge así la necesidad de un control disciplinario que garantice todo lo anterior. El ejercicio 
de la potestad disciplinaria del Estado respecto de los servidores públicos se concreta en el artículo 
6 de la Constitución Política de 1991. que determina su responsabilidad por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones (relaciones especiales de sujeción), norma 
concordante con el artículo 122 de la Constitución Política de 1991, que prevé que no habrá empleo 
público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento, armonizándose con el artículo 123, 
inciso tercero de la Constitución Política de 1991, que señala que deben ejercerse al servicio del 
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Estado y la comunidad y los subordina al régimen constitucional, legal y reglamentario aplicable, 
estableciéndose una reserva legal en la fijación de esa responsabilidad en el artículo 124 de la 
Constitución Política de 1991, al señalarse que la ley determinará la responsabilidad de los 
servidores públicos y la manera de hacerla efectiva. 
La potestad disciplinaria del Estado en relación con los particulares que ejercen función 
pública se concreta en el artículo 26, inciso segundo de la C.P. al señalarse que legalmente a los 
particulares que ejerzan profesiones legalmente reconocidas, se les puede asignar funciones 
públicas y ejercer respecto de los mismos los respectivos controles, el concepto se mantiene en el 
artículo 116 de la Constitución Política de 1991, modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 
No. 3 de 2002, que admite la investidura transitoria de los particulares para la función de 
administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de 
árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que 
determine la ley, en cuanto al control de su actividad el 123 de la Constitución Política de 1991, 
prevé que la ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente 
desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio y el artículo 210, inciso segundo de la 
Constitución Política de 1991, reitera que ejercerán esas funciones en las condiciones que señale 
la ley. 
La asignación de funciones y el señalamiento de la responsabilidad disciplinaria 
corresponde definitivamente al Estado, potestad que está sometida a reserva legal, ya que solo será 
regulada mediante leyes, así se concreta en el artículo 150, numeral 2 de la Constitución Política 
de 1991, al fijar como función del Congreso de la República expedir códigos en todos los ramos 
de la legislación y reformar sus disposiciones. 
62 
 
La finalidad esencial de la regulación disciplinaria no es otra que el cumplimiento de los 
fines de la Administración Pública, en el marco previsto en el artículo 209 de la Constitución 
Política de 1991, que fija la función administrativa al servicio de los intereses generales y precisa 
su desarrollo con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad. 
La potestad disciplinaria del Estado, derivada de la categoría de las relaciones especiales 
de sujeción, tiene como finalidad el aseguramiento del cumplimiento del fin social del Estado, por 
ello en cuanto a su impulso procesal, permite el accionar de los ciudadanos como destinatarios de 
ese servicio, el artículo 92 de la Constitución Política de 1991, dispone que cualquier persona 
natural o jurídica podrá solicitar de la autoridad competente la aplicación de las sanciones 
disciplinarias derivadas de la conducta de las autoridades públicas. 
El ejercicio de esa potestad disciplinaria está atribuida a la Procuraduría General de la 
Nación, ente autónomo y concentrado que ejerce esa vigilancia superior de manera preferente y 
excluyente, respecto de las Oficinas de Control Interno Disciplinario y Personerías Municipales y 
Distritales (Corte constitucional, Sentencia C-030, 2012). 
3.3.2. Legal 
El desarrollo legal del Derecho Disciplinario en Colombia ha presentado un hilo conductor, 
la responsabilidad disciplinaria se concreta a partir de la fijación de los deberes funcionales, como 
fundamento de la determinación de la misma, a partir de esa premisa el legislador preceptuó 
comportamientos constitutivos de faltas disciplinarias, la evolución normativa se determina así: 
 Ley 165 de 1938, por la cual se creó la carrera administrativa, en cuyo artículo 8 se 
establecieron deberes para los funcionarios de carrera.  
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 Ley 19 de 1958, sobre reforma administrativa, en su artículo 12 estableció prohibiciones en 
materia de intervención en política.  
 Decreto 1732 de 1960 por medio del cual se promulga el Estatuto de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa, en sus artículos 7, 70 y 71 se establecieron prohibiciones y deberes observables 
por los servidores públicos. 
 Decreto ley 2400 de 1968 por el cual se regula la administración del personal civil, en sus 
artículos 6 y 8 que consagró deberes y prohibiciones para los servidores públicos.  
 Decreto 250 de 1970 por medio del cual se expidió el Estatuto de la carrera Judicial y del 
Ministerio Público, en su artículo 96 estableció deberes, incompatibilidades e impedimentos. 
 Decreto 1950 de 1973 sobre administración de personal civil, en cuyo artículo 132 se 
determinaron conductas constitutivas de falta disciplinaria. 
Es preciso señalar que en ninguna de estas normas el legislador clasificó las faltas 
disciplinarias y por ende no se establecieron criterios diferenciales para las mismas. 
Un intento de sistematización del Derecho Disciplinario se encuentra en la Ley 13 de 1984 
y su Decreto Reglamentario 482 de 1985. 
“Ley 13 de 1984, esta norma en su artículo 13, ya propone un concepto de falta disciplinaria: Los 
empleados que incumplan los deberes, que abusen de los derechos que en su favor consagra el 
ordenamiento jurídico, o que incurran en las prohibiciones establecidas en esta ley, serán objeto de 
las sanciones disciplinarias que señalen en el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad civil o 
penal que su acción pueda originar” (Ley 13, 1984) 
En su artículo 14 clasifica las faltas disciplinarias en graves o leves señalando como razones:  
“Su naturaleza y efectos, a las modalidades y circunstancias del hecho, a los motivos determinantes 
y a los antecedentes personales del infractor; agregando los siguientes criterios para determinar esa 
clasificación: La naturaleza de la falta y sus efectos se apreciarán según hayan producido escándalo, 
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mal ejemplo o causado perjuicio; las modalidades o circunstancias del hecho se apreciarán de 
acuerdo con el grado de participación en la comisión de la falta, la existencia de circunstancias 
agravantes o atenuantes, y el número de faltas que se estén investigando; los motivos determinantes 
se apreciarán según se haya procedido por causas innobles o fútiles, o por nobles y altruistas, y los 
antecedentes del infractor se apreciarán por sus condiciones personales y por la categoría y 
funciones del cargo que desempeñe” (Ley 13, 1984). 
En su artículo 15 se dispuso que:  
“Las sanciones a imponer por principio de proporcionalidad, debían corresponder en cuanto a su 
intensidad, con la naturaleza de la falta, especificándose en el mismo artículo conductas 
constitutivas de falta disciplinaria que serían objeto de la sanción de destitución; entonces, esta 
norma estableció en materia disciplinaria una clasificación de las faltas en graves y leves, fijando 
modalidades de sanción como la suspensión, la multa, la amonestación y la censura, incluso la 
destitución en caso de concurso de faltas o reincidencia, así mismo tipificó conductas a las cuales 
directamente se les asignó como sanción la destitución” (Las hoy conocidas como faltas gravísimas) 
(Ley 13, 1984). 
Con esto, determinó una proporcionalidad en la imposición de la sanción disciplinaria que 
estaba direccionada por la naturaleza de la falta, al disponer conductas que directamente daban 
lugar a la destitución y otras que previa su calificación por el investigador en graves o leves darían 
lugar sanciones menores; el proceso de valoración para determinar si la falta era grave o leve a 
partir de los criterios señalados la asignó al investigador disciplinario; respecto de los principios 
de ilicitud sustancial y de culpabilidad disciplinaria nada se consagró en esta norma. 
Decreto 482 de 1985, reglamentario de la anterior. En su artículo 41 replicó lo referente a:  
“la calificación de las faltas en graves o leves y los criterios aplicados para tal efecto, en su art 44, 
fijó las sanciones a imponer para esa clase de faltas y en el artículo 45 asignó la competencia para 
calificar si la naturaleza de la falta en el jefe del Organismo o de la dependencia regional o seccional 
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respectiva cuando considere que la investigación se encuentra perfeccionada, con la potestad de 
determinar la sanción a imponer”. 
Al igual que la norma que reglamentó, en este decreto no se hace referencia alguna a los 
principios rectores de la ilicitud sustancial y de la culpabilidad, pero ya en su artículo 7 se indicó 
que: “La responsabilidad emanada de la acción disciplinaria iniciada contra un empleado público 
es independiente de la responsabilidad civil o penal que dicha acción pueda originar” (Decreto 
482, 1985). 
Ley 200 de 1995, conocida como Código Disciplinario Único, norma que ya establece las 
bases de una dogmática disciplinaria al determinar tipos constitutivos de faltas disciplinarias y un 
procedimiento aplicable para su juzgamiento. 
“Esta norma en su artículo 38, define la falta disciplinaria como el incumplimiento de los deberes, 
el abuso o extralimitación de los derechos y funciones, la incursión en prohibiciones, 
impedimentos, inhabilidades y conflictos de intereses; así mismo, en su artículo 24 clasificó las 
faltas como gravísimas, graves y leves, creando la categoría de gravísimas que venía implícita desde 
la Ley 13 de 1984, consagrándolas taxativamente en el artículo 25 de la misma ley; en cuanto a las 
faltas graves y leves dispuso en su artículo 27 de criterios para determinar la gravedad o levedad de 
la falta, así: 1) El grado de culpabilidad; 2) El grado de perturbación del servicio; 3) La naturaleza 
esencial del servicio; 4) La falta de consideración para con los administrados; 5) La reiteración de 
la conducta; 6) La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución; 7) 
La naturaleza y efectos de la falta, las modalidades y circunstancias del hecho, los motivos 
determinantes”. 
Teniendo en cuenta entre otros, los siguientes criterios: 
“La naturaleza de la falta y sus efectos se valorarán según la trascendencia social de la misma, el 
mal ejemplo dado, la complicidad con subalternos y el perjuicio causado; las modalidades o 
circunstancias de la falta se apreciarán teniendo en cuenta su cuidadosa preparación, el grado de 
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participación en la comisión de la misma y el aprovechamiento de la confianza depositada en el 
agente; los motivos determinantes se apreciarán según se haya procedido por causas innobles o 
fútiles o por nobles y altruistas; la demostrada diligencia y eficiencia en el desempeño de la función 
pública; haber sido inducido por un superior a cometerla; el confesar la falta antes de la formulación 
de cargos; procurar, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el perjuicio causado, antes 
de que le sea impuesta la sanción; cometer la falta en estado de ofuscación originado en 
circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, comprobada debidamente” 
(Ley 200, 1995). 
En el artículo 32 de la norma en estudio se limitaron las sanciones a imponer de 
conformidad con la naturaleza de la falta investigada. 
Es preciso señalar que esta codificación no consagró el principio de la ilicitud sustancial, 
con lo cual se entiende que se subsumía en un solo concepto tanto la legalidad como la afectación 
sustancial injustificada al deber funcional. 
Es importante señalar que en su artículo 14 ya define la culpabilidad disciplinaria indicando 
que: “En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las faltas 
sólo son sancionables a título de dolo o culpa” (Ley 200, 1995). 
Sin embargo, no define estos conceptos, ni los involucra como elementos determinantes 
para la imposición de la sanción, toma como referencia únicamente la naturaleza de la falta 
investigada.  
La Ley 734 de 2002, denominada Código Disciplinario Único (derogada por la Ley 1952 
de 2019), esta norma regula el ejercicio de la potestad disciplinaria del estado colombiano, 
estableciendo ya una dogmática disciplinaria al definir las categorías de falta disciplinaria, 
principio de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, principales ejes temáticos de la 
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responsabilidad disciplinaria., estableciendo en su parte especial el procedimiento disciplinario 
ordinario, verbal y verbal especial.  
Su finalidad está descrita en el artículo 22, como una garantía de la función pública, al respecto 
señala:  
“El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, transparencia, objetividad, 
legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, 
eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los 
derechos, cumplirá los deberes, respetará las prohibiciones y estará sometido al régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en la 
Constitución Política y en las leyes; el concepto de falta disciplinaria está definido en su artículo 
23 como la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos que prevé, que conlleve 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones 
y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de 
intereses” (Ley 734, 2002). 
Respecto a la clasificación de las faltas disciplinarias el artículo 42, éstas se tipifican en gravísimas, 
graves y leves: 
“Las faltas gravísimas las tipifica en el artículo 48 que consta de 65 numerales, entendiéndose que 
las faltas graves y leves están tipificadas en los artículos 34 que consagra los deberes de los 
servidores públicos en 40 numerales y 35 que señalas sus prohibiciones en 35 numerales. En cuanto 
a los criterios para determinar la gravedad o levedad de la falta disciplinaria se dispone en el artículo 
43 de los siguientes criterios: El grado de culpabilidad; la naturaleza esencial del servicio; el grado 
de perturbación del servicio; la jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva 
institución; la trascendencia social de la falta o el perjuicio causado; las modalidades y 
circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado 
en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado o de la 
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que se derive de la naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la comisión de la 
falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado 
en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente 
comprobadas; los motivos determinantes del comportamiento; cuando la falta se realice con la 
intervención de varias personas, sean particulares o servidores públicos; la realización típica de una 
falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave; la finalidad 
de la clasificación de las faltas disciplinarias no es otra que determinar la sanción a imponer, pero 
la norma introduce una innovación, la forma de culpabilidad entonces la sanción será el resultado 
de analizar la naturaleza de la falta con la forma de culpabilidad, así se infiere del contenido del 
artículo 44 de la norma examinada al señalarse: destitución e inhabilidad general, para las faltas 
gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima; suspensión en el ejercicio del cargo e 
inhabilidad especial para las faltas graves dolosas o gravísimas culposas; suspensión, para las faltas 
graves culposas; multa, para las faltas leves dolosas; amonestación escrita, para las faltas leves 
culposas” (Ley 734, 2002). 
Introduce un elemento fundamental en el establecimiento de la responsabilidad 
disciplinaria, el principio de la ilicitud sustancial al precisar en el artículo 5 que: “La falta será 
antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna” (Ley 734, 2002). Debe 
entenderse que el legislador se refiere a la conducta desarrollada y no a la falta como en definitiva 
quedó indicado en el artículo transcrito. 
En relación con la culpabilidad la Ley 734 de 2002, la define en su artículo 13 así: “En 
materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son 
sancionables a título de dolo o culpa”  
Así, réplica la definición contenida en la Ley 200 de 1995, igualmente no presenta una 
definición del dolo disciplinario, las innovaciones que contiene sustancialmente son: 
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Clasifica la culpa disciplinaria en gravísima y grave y las define en el parágrafo único del 
artículo 44, así:  
“Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención 
elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento; la culpa será grave cuando 
se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del 
común imprime a sus actuaciones” (Ley 200, 1995). 
La culpabilidad disciplinaria en sus manifestaciones del dolo y la culpa gravísima y grave, 
se convierten en elementos determinantes junto con la naturaleza de la falta, para la imposición de 
la sanción disciplinaria como se observa en lo previsto en el artículo 44 de la norma ya reseñado 
anteriormente.  
Ley 1474 de 2011, por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión 
pública, esta norma introduce modificaciones sustanciales en materia disciplinaria relacionadas 
respecto del régimen de los particulares que ejercen funciones públicas, del procedimiento 
disciplinario verbal e introduce el concepto de caducidad de la acción disciplinaria y varía el 
criterio de prescripción de la acción disciplinaria, pero no se remite para nada a la culpabilidad 
disciplinaria. 
La Ley 1952 de 2019, Código General Disciplinario, viene a ser el resultado de un esfuerzo 
por darle aún mayor autonomía al Derecho Disciplinario como disciplina jurídica mediante la 
consolidación de sus pilares fundamentales de responsabilidad como lo son la legalidad, la ilicitud 
sustancial y la culpabilidad, así mismo con una modificación total del procedimiento disciplinario 
buscando lograr una respuesta directa, eficiente y eficaz frente a las conductas que impidan el 
funcionamiento de la Administración Pública. 
Esencialmente esta norma determina las siguientes novedades en materia disciplinaria: 
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1. En materia de principios rectores fija el reconocimiento de la dignidad humana como 
principio supremo en el Derecho Disciplinario. En cuanto a los fundamentos de la responsabilidad 
disciplinaria incluye el concepto de las normas subsidiarias en la legalidad, remite la afectación de 
la ilicitud sustancial de la conducta a la afectación de los principios que regulan el funcionamiento 
de la Administración Pública y en cuanto a la culpabilidad algo trascendente, propone una 
definición del dolo y la culpa disciplinaria. 
2. En cuanto a los sujetos disciplinables precisa de manera clara y contundente cuáles son los 
particulares que pueden resultar disciplinables. 
3. En materia de tipificación de faltas, sistematiza las faltas gravísimas por materia lo cual 
permite una mejor adecuación de las conductas en una investigación disciplinaria. 
4. Respecto de las sanciones disciplinarias intensifica los lapsos de suspensión e inhabilidad 
especial para las faltas graves. 
5. Establece un nuevo procedimiento disciplinario que inicia de manera escritural y culmina 
en forma oral ya que todo se define en una única audiencia pública concentrada. 
Indudablemente el Código General Disciplinario mantiene un propósito, conservar la 
autonomía del Derecho Disciplinario a partir de una reafirmación de sus elementos dogmáticos, 
convirtiéndolo en un elemento necesario de convivencia por ser el garante de la debida prestación 
del servicio público concretado en el cumplimiento de los deberes funcionales de quienes ejercen 
esa actividad estatal. 
Ley 2094 de 2021, modificatoria de la Ley 1952 de 2019, norma que en materia de 
principios rectores no hace mayores cambios, salvo el de eliminar el segundo inciso del artículo 9 
de la Ley 1952 de 2019, que remitía la materialización de la sustancialidad de la ilicitud 
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disciplinaria a la afectación de los principios rectores de la Administración Pública, situación que 
resulta bien discutible como quiera que dejo sin referencia la concreción de la misma. 
Evidentemente, el aspecto más trascendental que introdujo como reforma está contenido 
en su artículo segundo, en el cual adscribe a la Procuraduría General de la Nación funciones 
jurisdiccionales, con lo cual procesalmente modifica sustancialmente la ritualidad disciplinaria, 
introduciendo la función de instructores y juzgadores en el proceso disciplinario para garantizar la 
investigación integral y la doble instancia; finalmente, se crea un recurso extraordinario 
denominado revisión art. 238 A de la norma, cuyo trámite y competencia asigna a  Las Salas 
Especiales de Decisión del Consejo de Estado. 
Es importante señalar que existen también los regímenes disciplinarios especiales como: 
Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, norma que se desarrolla en 
su aspecto aplicativo disciplinario en el Título XII de la Ley 734 de 2002, en relación con el 
principio de legalidad se encuentra definido en el artículo 196 de la misma y en relación con los 
principios de ilicitud sustancial u de culpabilidad se hace remisión al contenido de los artículos 5 
y 13 de la norma citada.  
Ley 1862 de 2017 Régimen Disciplinario de las Fuerzas Militares, disposición que 
establece en sus artículos 44 y 56 el principio de legalidad, y en su artículo 53 define el principio 
de culpabilidad señalando que: En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa, pero que no 
define los conceptos de dolo y culpa, obsérvese que ninguna referencia se hace del principio de 
ilicitud sustancial (Ley 1862, 2017). 
Ley 1015 de 2006 Régimen Disciplinario de la Policía Nacional, que en sus artículos 3, 4, 
y 11 precisan los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad: “En materia 
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disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las faltas son sancionables 
a título de dolo o culpa, sin que proceda a definir esos conceptos” (Ley 1075, 2006). 
Entonces en los regímenes especiales se encuentra que efectivamente estos principios se 
admiten como elementos de la responsabilidad disciplinaria y puntualmente se asume la 
culpabilidad como el elemento subjetivo de la responsabilidad disciplinaria en sus modalidades 
del dolo y la culpa, pero no se concreta una definición de los mismos. 
3.3.3. Jurisprudencial 
Es innegable que el mayor impulso que ha tenido el Derecho Disciplinario, se deriva de las 
sentencias de la Corte Constitucional, así bien puede construirse como precedentes 
jurisprudenciales las siguientes: 
Respecto de su definición: 
“El conjunto de normas, sustanciales y procesales, en virtud de las cuales el Estado asegura la 
obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia de los servidores 
públicos, con miras a asegurar el buen funcionamiento de los diferentes servicios a su cargo” (Corte 
constitucional, Sentencia C-341, 1996). 
En relación con su objetivo: 
“Es el de controlar y vigilar el buen desempeño de los servidores públicos en el ejercicio de la 
función pública, a través de la regulación de su comportamiento en lo referente al ejercicio de su 
cargo o función, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo integran, limitando el alcance de 
sus derechos y funciones, consagrando prohibiciones y previendo un estricto régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, que al ser desconocidos, 
involucran, si es del caso, la existencia de una falta disciplinaria, de sus correspondientes sanciones 
y de los procedimientos constituidos para aplicarlas” (Corte constitucional, Sentencia C-818, 2005). 
En cuanto a su finalidad: 
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“Asegurar el cumplimiento de los principios que regulan el ejercicio de la función pública, como 
lo son los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad” 
(Constitución Política, art. 209; Corte constitucional, Sentencia C-818, 2005). 
“Por tanto la responsabilidad disciplinaria tiene un claro fundamento constitucional, el derecho 
disciplinario reviste un carácter autónomo e independiente” (Corte constitucional, Sentencia C-028, 
2006). 
“Y constituye una modalidad del derecho administrativo sancionador en el ejercicio del ius 
puniendi del Estado” (Corte constitucional, Sentencia C-818, 2005). 
“Es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de los servidores 
públicos. Es precisamente allí, en la realización del citado fin, en donde se encuentra el fundamento 
para la responsabilidad disciplinaria, la cual supone la inobservancia de los deberes funcionales de 
los servidores públicos o de los particulares que ejercen funciones públicas, en los términos 
previstos en la Constitución, las leyes y los reglamentos que resulten aplicables” (Corte 
constitucional, Sentencia C-341, 1996). 
Finalmente, en relación con su justificación: 
“El logro de los objetivos constitucionales y legales de la función pública, en razón a que todos los 
servidores públicos deben propender por el logro del objetivo principal para el cual fueron 
nombrados, esto es, servir al Estado y a la comunidad en general con estricta sujeción a lo dispuesto 
en la Constitución, la ley y el reglamento; de donde resulta que cualquier funcionario del Estado, 
puede verse sometido a un proceso de responsabilidad pública de índole disciplinaria, no sólo 
cuando en su desempeño vulnera el ordenamiento superior y legal vigente, sino también cuando 
incurre en omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones” (Constitución Política, 1991; 




Resulta importante precisar que debido a la progresividad en el desarrollo conceptual y 
dogmático del derecho disciplinario colombiano, frente a otros estatutos sancionadores en materia 
disciplinaria, no existe una generalidad de autores extranjeros que puedan ser invocados como 
referentes doctrinales en la medida en que sus valiosos aportes conceptuales, en la mayoría de los 
casos no concuerdan con la autonomía que ha logrado esta disciplina jurídica en nuestro país, 
deslindándose del derecho penal y del derecho administrativo, situación que se advierte genera 
una diferencia absoluta en materia de dogmática y procedimiento disciplinario de esta disciplina 
jurídica respecto del concierto Iberoamericano. 
Indudablemente, sus fundamentos y origen son comunes, la existencia de una relación 
laboral especial con el Estado, pero el desarrollo de su regulación y control ha sido enfocado en 
nuestro derecho, tomando como referencia la Constitución Política, hacia una autonomía en 
materia del ejercicio del control disciplinario por un órgano preferente y prevalente como la 
Procuraduría General de la Nación, con autonomía frente a la misma administración pública a la 
cual pertenece y la regulación de su aplicación se ha regularizado en codificaciones, con contenido 
sustancial y procesal. 
Esta situación y considerando que precisamente en el tema de investigación se concentra 
en los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad disciplinaria, que en sí mismos, 
son los pilares de esa autonomía diferencial, como ya se indicó da lugar a que el marco doctrinal 
se nutra esencialmente por las conceptualizaciones de autores nacionales, sin dejar de lado altos 
aportes efectuados por doctrinantes españoles como Alejandro Nieto García, con su monumental 
obra Derecho Administrativo Sancionador, Ángeles de Palma del Teso, autora de El Principio de 
Culpabilidad en el Derecho Administrativo Sancionador y Belén Marina Jalvo, con su clásico texto 
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El Régimen Disciplinario de los Empleados Públicos. Como bien puede apreciarse la sola 
enunciación de los títulos traídos a colación de los cuales en el desarrollo del trabajo se recogen 
invaluables aportes, dan una idea de la situación expuesta, se remiten a un Derecho Administrativo 
Sancionador entendido como el desarrollo de la facultad de la misma administración pública de 
disciplinar y sancionar a sus empleados, lo cual evidentemente difiere de nuestra concepción del 
Derecho Disciplinario en cuanto a su autonomía e independencia del derecho administrativo y por 
supuesto del derecho penal.  
Así, a partir de la premisa indicada el fundamento doctrinal del derecho disciplinario en 
Colombia se construye a partir de los aportes de doctrinantes como los doctores Forero Salcedo, 
Gómez Pavajeau e Isaza Serrano por citar algunos de los más connotados. 
En ese orden de ideas, en la búsqueda de una concertación sobre una definición del Derecho 
Disciplinario en Colombia, resulta importante traer a colación la identificación que hace del 
mismo, (Forero, 2011; p. 69) señala como elementos determinantes de su identidad, los siguientes: 
 Operadores jurídicos: Procuraduría General de la Nación, Personerías Distritales y 
Municipales, la Administración a través de las Oficinas de Control Interno Disciplinario. 
 Naturaleza de los actos: Actos Disciplinarios Administrativos. 
 Control de los actos disciplinarios: El control lo ejerce la Jurisdicción Contencioso 
Administrativo. 
 Destinatarios: Servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas. 
 Fundamento dogmático: La teoría de las relaciones especiales de sujeción. 
 Materialización: Imposición de sanciones disciplinarias. 
 Estructura del ilícito disciplinario: La responsabilidad disciplinaria se estructura a partir de 
la integración de las categorías de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad. 
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 Bien jurídico tutelado y objeto de juzgamiento: El deber funcional. 
 Concreción: La infracción al deber funcional por omisión o extralimitación que genera el 
ilícito disciplinario. 
 Normatividad aplicable: La Ley 734 de 2002 Código Disciplinario Único. (Debe agregarse 
ahora, la Ley 1952 de 2019). 
A partir de lo anterior, el autor citado propone la siguiente definición teórica del Derecho 
Disciplinario: 
“El Derecho disciplinario comprende el conjunto de normas sustanciales y procesales, en virtud de 
las cuales el Estado Constitucional conforme a las instituciones encargadas de materializar la 
función de control disciplinario, propugna por el comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia 
de su Administración Pública, con miras a asegurar el buen funcionamiento de los diferentes 
servicios a su cargo, en tanto Derecho público, autónomo, obligatorio y de acto” (Forero, 2011; pág 
54). 
En el mismo sentido, es trascendental la importancia que tiene en la materia los aportes del 
tratadista Gómez Pavajeau (2002), en la construcción de una dogmática disciplinaria propia, que 
identifique al derecho disciplinario frente a otros derechos sancionadores como el derecho penal, 
determinando la existencia de claros factores diferenciales desde el punto de vista estructural y 
funcional. Esto tomando como fundamento la existencia de relaciones especiales de sujeción 
laboral que vinculan a los servidores públicos con el Estado y sobre las cuales se formaliza la 
potestad disciplinaria, en la medida en que éstas representan la armonización de la materialización 
de los fines sociales estatales enmarcados en el desarrollo de los principios rectores de la 




Así mismo, construyendo bases diferenciales referidas a la tipicidad disciplinaria (principio 
de legalidad), la ilicitud sustancial elemento exclusivo del derecho disciplinario colombiano y la 
existencia de la técnica de los números abiertos en la culpabilidad disciplinaria (principio de 
culpabilidad disciplinaria). 
Igualmente, es innegable la construcción que hace el doctor Isaza Serrano en relación con 
el principio de ilicitud sustancial disciplinaria, señalar que efectivamente se concreta en la 
protección del deber funcional, pero exponiendo que esta categoría debe representarse como algo 
que para esos efectos, debe implicar una verificación que va más allá de la simple adecuación 
teórica de si con la conducta (acción u omisión) que generó la transgresión al deber funcional se 
afectó sustancialmente el buen funcionamiento de la Administración, indicando que 
indefectiblemente debe representarse en qué se afectó, cómo impidió su buen funcionamiento y lo 
que en la modernidad resulta más importante de qué manera trascendió al colectivo social, que 
espera una respuesta necesaria ante los actos de corrupción de los funcionarios del Estado, con lo 
cual propone un análisis de la sustancialidad de la ilicitud más allá del marco teórico de la sola 
infracción al deber funcional y lo enfoca en la determinación del impacto y la afectación social de 
la conducta disciplinable.  
Obviamente, se debe considerar el aporte y propuestas de autores como Mejía Ossman, 
Sánchez Herrera, Pinzón Navarrete y Villarraga Oliveros en aspectos puntuales como la legalidad, 
ilicitud sustancial y culpabilidad disciplinaria. 
Título III 
La potestad disciplinaria y las relaciones especiales de sujeción 
La potestad disciplinaria del Estado se activa a partir de la exigibilidad de los deberes 
funcionales asignados legalmente tanto a servidores públicos como a particulares disciplinables, 
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ya que es a partir de su transgresión por vía de extralimitación u omisión que se activa el ejercicio 
preventivo, investigativo y sancionatorio de los órganos de control disciplinario. 
El deber funcional se convierte en el vínculo legal que especializa la relación laboral que 
surge entre el Estado y sus funcionarios y que permite diferenciar la misma, respecto de las 
relaciones laborales individuales que surgen entre los particulares y entre estos y el ente estatal; en 
la medida en que su origen es legal y reglamentario, no admite acuerdos, transacciones o 
conciliaciones, es inherente al empleo público y por consiguiente quien libre y voluntariamente 
asume esa dignidad también adquiere la responsabilidad de ejercerla conforme a sus prescripciones 
funcionales, cuyo ejercicio y desarrollo involucra directamente el cumplimiento de los fines 
propios de la Administración Pública.  
Resulta entonces válido argumentar que mientras un particular libremente puede hacer o 
no hacer todo aquello que está legalmente permitido y no le está legalmente prohibido, un servidor 
público o particular que ejerza funciones públicas sólo podrá hacer aquello que le está legalmente 
permitido.  
En ese orden de ideas la categoría de las relaciones laborales especiales se convierte en un 
elemento rector para regular, moderar y explicar los efectos que se derivan de esas especiales 
relaciones laborales y puntualmente para justificar el ejercicio de la potestad disciplinaria del 
Estado. Es preciso reafirmar, que esa potestad disciplinaria no puede entenderse como un poder 
omnímodo del Estado, su ejercicio tienen unas claras limitantes fundadas en las garantías 
constitucionales derivadas del valor de la dignidad humana, como lo son el principio de legalidad, 
el debido proceso y el derecho defensa y contradicción, resulta un enorme equívoco considerar 
que hablar de relaciones especiales de sujeción, ya que esto implica reconocer un poder absoluto 
del Estado frente a sus funcionarios. 
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La constitucionalización del derecho disciplinario impone una nueva interpretación y 
aplicación de lo que debe denominarse relaciones laborales especiales, ya que el concepto de 
sujeción se matiza en cuanto a que efectivamente, quienes están al servicio del Estado deben 
cumplir el contenido social que les imponen sus empleos, desarrollando las funciones de los 
mismos legalmente asignadas, en aras de la construcción del bienestar social, para evitar la 
activación de la potestad disciplinaria de Estado que se justificaría por ese incumplimiento; pero a 
su vez el respeto que debe tener el Estado en su juzgamiento disciplinario cuando éstos las 
desborden u omitan, partiendo de una regularización de origen constitucional y desarrollo legal. 
Conforme lo indicado, los principios rectores de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad 
disciplinaria como elemento estructurante de responsabilidad, no son ajenos al contenido de las 
relaciones laborales especiales; su generación es el resultado de la necesidad de limitar un ejercicio 
dictatorial del Estado, su poder salvaje en el ejercicio de su potestad disciplinaria, esto implica que 
la ausencia de su conocimiento y su indeterminación inicial conlleve como consecuencia el peligro 
de la subjetividad de quien ejerce la función disciplinaria, generando serias tensiones frente a los 
principios rectores constitucionales de la legalidad y debido proceso, dentro de los cuales se 
enmarca esa categoría. 
Ciertamente el proceso de definición constitucional y legal de la especialidad laboral de los 
funcionarios estatales ha implicado un largo proceso para obtener el reconocimiento y determinar 
sus garantías frente al poder disciplinario del Estado; es necesario para un mejor entendimiento 
presentar una reflexión sobre la evolución de la categoría de las relaciones especiales de sujeción,  
inicialmente en Alemania, donde se origina la misma, luego en España en donde se desarrolla y 
sirve de nutriente conceptual para los países iberoamericanos y por supuesto en Colombia, sede de 
nuestro objetivo de investigación. Esto para reconocer su influencia en la determinación de la 
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responsabilidad disciplinaria materializada en la legalidad, omisión o extralimitación del deber 
funcional legalmente impuesto y que representa la especialidad en la relación laboral, la ilicitud 
sustancial, la afectación que se produce a la Administración Pública por esa inobservancia y la 
culpabilidad, el aspecto subjetivo de la conducta materializado en el dolo o la culpa con que se 
pudo haber actuado al momento de infraccionar el deber funcional. 
Lo anterior, en el entendido que resulta necesario conocer cuál ha sido el trasegar 
conceptual de la categoría en el Derecho Disciplinario, precisándose que se hará una exposición 
descriptiva de su evolución, reafirmando eso sí, que en la modernidad disciplinaria su 




El nacimiento de la teoría como categoría dogmática se ubica en la Monarquía 
Constitucional alemana Federico Guillermo I de Prusia: “Se debe servir al soberano con cuerpo y 
alma, con haber y poseer, con honor y conciencia y poner a su disposición todo, salvo el alma. El 
alma pertenece a Dios, todo lo demás a mí” (Forero, 2011) surge a partir de reconocer la existencia 
de unas relaciones de sujeción generales predicables a todos los asociados, de las cuales derivaban 
unas especiales que comprometía la lealtad, obediencia y fidelidad al monarca, trasladándose por 
tanto a los cortesanos y soldados.  
Al respecto, (García, 1992), remite su origen a la edad media considerando que surgen del 
compromiso de fidelidad y lealtad que ofrecía el vasallo a su señor feudal mediante un juramento 
a cambio de la protección armada que éste le brindaba, compromiso que era de carácter personal 
y familiar; (Gómez, 2007) sobre el tema considera que al no existir en la edad media un verdadero 
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poder político estructurado, esa sujeción era personal y no se remitía a una autoridad representativa 
de poder político consolidado, la existencia de “reinos” a cargo de señores feudales que aceptaban 
la autoridad del monarca, implicaba que la sujeción de los siervos de la gleba lo era respecto de su 
señor feudal y no directamente del rey. El tratadista en mención remite su origen al medioevo, 
ubicándolo en las instituciones monásticas como la de los Esenios, que ya funcionaban bajo claras 
reglas de disciplina que sometían a sus miembros a un poder superior; también hace referencia 
como razón de ser de su existencia, las relaciones disciplinares que se desarrollaban y regían en 
los gremios de oficios como los artesanos y comerciantes que establecían escalas de 
categorizaciones (maestro – aprendiz), de las que se generaba la facultad de imponer reglas de 
disciplina en el aprendizaje y aplicación del oficio. 
Este argumento es desarrollado por Gómez y Molano (2007), han precisado que en esas 
organizaciones ya hay elementos que permiten detectar los componentes de este tipo de relaciones 
de sujeción, tales como:  
“a) La existencia de un orden jurídico con alcance general y destinatarios universales en un 
territorio determinado; b) la definición teleológica de un normativo especial que contiene una 
disciplina igualmente especial con destinatarios delimitados dentro del ámbito de regencia del 
régimen general; c) la sujeción también al régimen general de tales destinatarios específicos; d) la 
existencia de autoridades para la aplicación del régimen especial de disciplina; En los gremios hay 
un maestro y un aprendiz; el primero disciplina y domina y el segundo aprende y obedece” (Gómez 
y Molano, 2007). 
En definitiva, los doctrinantes en cita señalan que es solo hasta el siglo XII, con el 
surgimiento de los grandes reinos y puntualmente con la materialización del concepto de 
nacionalidad, que se genera un nuevo vínculo jurídico y ahora político entre el monarca reconocido 
y el súbdito, tratándose ya de una relación institucional y no personal o familiar, es aquí donde 
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surge la necesidad de diferenciar la lealtad que debían los súbditos al soberano y la que debían 
manifestarle aquellos que estaban directamente comprometidos con el ejercicio de su poder 
político por ser los ejecutores del mismo, así se dinamiza la existencia de una sujeción de carácter 
general predicable a todos los súbditos y una especial exigible sólo a aquellos que asesoraban y 
ejecutaba las órdenes del monarca como expresión de su poder político o bien se encargaban de 
garantizar la seguridad de su persona y de ese modelo de Estado Monárquico Absolutista 
(cortesanos y soldados). 
Es preciso indicar que en la dinámica del Estado Monárquico Absolutista las relaciones 
especiales de sujeción no tienen mayor trascendencia debido a que en ese modelo político el 
individuo se consideró un elemento pasivo frente al poder político del Estado representado en el 
Rey, que le reconocía derechos y le imponía deberes, sistema que solo generaba súbditos o 
sometidos. 
Esta concepción se modifica al consolidarse el Estado Monárquico Constitucional, en el 
cual el monarca (Rey o Emperador) reconoce una sujeción de carácter general derivada de los 
derechos reconocidos en la constitución, pero a su vez determina respecto de sus más inmediatos 
dependientes una relación especial de sujeción sustentada en la confianza y obediencia de la cual 
dependía hacer efectiva su voluntad, ante la necesidad de dinamizar el funcionamiento del poder 
político del monarca. 
 
Nieto sobre este asunto magistralmente expone que: 
“La expansión de funciones del Estado moderno provocó un aumento prodigioso del número de 
sus servidores, quienes precisaban, además, en muchos casos de una formación profesional muy 
elevada, en consonancia con la creciente complicación de sus tareas. Pero como, por otra parte, el 
número de estudiantes no aumentaba en la proporción de vida, el resultado fue una grave penuria 
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de funcionarios auténticamente calificados; en estas condiciones y dado que el latín era el idioma 
universal de la cancillería y de la justicia se originó una especie de competencia entre las cortes 
europeas en demanda de los mejores funcionarios; así fue como los príncipes se vieron forzados a 
otorgar inusitadas ventajas económicas –y también jurídicas […], – para atraerse a los más 
capacitados. En este clima favorable se inició una tendencia a la inamovilidad, que lentamente 
terminó imponiéndose, aunque para ello hubieran de transcurrir varios siglos; el privilegio de una 
cierta inamovilidad empezó expresándose formalmente en el documento de nombramiento, en el 
que el príncipe garantizaba a cada funcionario determinadas seguridades contra una posible 
separación arbitraria. Parece ser que el primer documento de este tipo, de fecha de 7 de junio de 
1529, se refiere al canciller Kettwich: allí consta que el príncipe elector le promete solemnemente 
que, caso de ser denunciado, no ha de despedirle sin antes haberle oído para darle una oportunidad 
de justificarse” (1970). 
Entonces sobre esa base de lealtad y obediencia debida al monarca por sus más inmediatos 
subordinados, es que se elabora doctrinalmente la teoría de las relaciones especiales de sujeción, 
en el marco de la monarquía constitucional alemana del siglo XIX, inicialmente se asigna a Laband 
(2007), haberla utilizado para explicar la relación funcionario – Estado, considerando que se 
regulaba mediante un contrato de derecho público, que se cimentaba en una declaración de 
voluntad del Estado que para la realización de sus fines tomaba a la persona a su servicio y en la 
declaración de voluntad del funcionario de su deber particular de servicio, de obediencia y 
fidelidad; el incumplimiento de sus obligaciones era considerado como un delito disciplinario, con 
lo cual ya se incluyó una “relación especial de poder (Gómez y Molano, 2007) 
Por su parte Mayer (2012), uno de los padres del derecho administrativo alemán, la 
introduce como una categoría del derecho administrativo, al derivarlas del acto administrativo (de 
vinculación se entiende) y explicarlas como la instrucción que se deriva del mismo de la cual surge 
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una relación de sujeción, de dependencia jurídica del súbdito frente al Estado, así el fundamento 
de las mismas se derivaban de las instrucciones que recibían para lograr un determinado fin de la 
administración pública, edificando la teoría sobre los conceptos de “dependencia acentuada” y 
“libertad restringida”, considerando que materializada la relación laboral de manera voluntaria, 
por disposición legal el servidor quedaba sometido a los poderes de la administración (Gallego, 
2012; Molano, 2005; p.30). 
En definitiva, como lo expone Hueso (1999), la existencia de la relación de especial 
sujeción imponía un triple efecto limitativo: en relación con los derechos en general, respecto del 
principio de legalidad y consecuentemente el control judicial era restringido o nulo. 
El advenimiento del Estado Constitucional de Derecho cambia por completo el panorama 
de las relaciones especiales de sujeción, como lo indica García (2001), la Revolución Francesa 
condiciona el poder político al consentimiento y control de los asociados que dejan de ser súbditos 
y se convierten en “ciudadanos”, que ejercitan el poder político y son destinatarios de sus 
beneficios, por tanto cambia por completo su actitud frente a la Administración Pública, ya no son 
sujetos pasivos de obligaciones, ahora van a ejercitar sus derechos en el marco constitucional y a 
requerir la observancia de las garantías que la Constitucional le otorga para tal fin, admitiendo sólo 
aquellas obligaciones que por mandato de la misma le son exigibles, es un nuevo marco jurídico 
construido a partir del reconocimiento de los derechos fundamentales de los asociados.  
1.2. Desarrollo de la categoría de las relaciones especiales de sujeción en Alemania 
La figura de las relaciones especiales de sujeción surge en el marco del Estado Monárquico 
Constitucional, reinado de Federico Guillermo I, ante la necesidad de explicar la naturaleza de las 
relaciones que surgían entre el Emperador y sus subordinados, las cuales se desarrollaban a partir 
de un contrato de prestación de servicios que podía romperse en cualquier momento; esta 
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concepción se transformó al considerase que surgía una relación profesional de servicio al Rey 
como representante del Estado (Forero, 2011; p.28), derivándose de esa consolidación una facultad 
de exigencia y obediencia de esos funcionarios; señala (García, 1992), que al codificarse en 1794, 
las leyes del Estado de Prusia ya en el título 10, parte II, artículos 1 a 3, se determina el derecho 
disciplinario de los funcionarios y militares, marcándose una nítida diferencia entre los deberes 
generales que tenían los funcionarios como súbditos y los deberes específicos que tenían 
provenientes de la sujeción especial que les imponía su condición. 
El desarrollo de la categoría dogmática continuó en la Constitución 1871, Constitución 
Imperial de Bismarck, en la cual como lo señala el tratadista (Forero, 2011; p.133) predominaba 
el principio monárquico ya que el Emperador no dependía para nada de la voluntad política del 
Parlamento, razón por la cual ostentaba una discrecionalidad absoluta frente a sus funcionarios y 
estamento militar; es sobre la base de esa discrecionalidad que Paul Lambat y Otto Mayer, 
fundamentan la categoría como elemento propio del derecho administrativo, sobre las bases de la 
voluntad del funcionario de su deber particular de servicio, de su obediencia, lealtad y fidelidad en 
el cumplimiento de sus obligaciones, entendidas como las instrucciones recibidas. 
Resulta importante resaltar que este modelo de Estado desarrollo la convivencia de los 
principios monárquico y democrático como ejes de su actividad administrativa. El principio 
monárquico, que regulaba las relaciones entre el estado y sus funcionarios, fundamentado en la 
discrecionalidad absoluta del Monarca, escenario propicio para explicar y justificar la teoría de las 
relaciones especiales de sujeción fuera de la garantía de la reserva legal. El principio democrático, 
que regulaba las relaciones generales de sujeción entre la sociedad y el Estado, representado por 
el Parlamento, admitiéndose como vinculante la reserva legal, ya se habla de ciudadano y no 
súbdito o subordinado. (Constitución de Weimar; art. 114) 
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El principio democrático, se materializa en la Constitución de la República de Weimar, en 
la cual el Parlamento ejerce un verdadero poder político y el Canciller para cumplir su función 
requiere de ese apoyo, ya se admite como elemento esencial el reconocimiento de la reserva de la 
ley expedida por el Parlamento, como limitante del ejercicio del poder estatal, sin embargo como 
lo explica el doctor (Forero, 2011; p.141) la categoría de las relaciones especiales de sujeción se 
mantuvo fuera de la garantía de la reserva legal, concretándose una penumbra legal que permitía 
el arbitrio de la Administración en sus relaciones con sus funcionarios. 
Al finalizar la República de Weimar y asumir el poder el Nacionalsocialismo, es evidente 
el receso total de los avances de la teoría, esto debido al desconocimiento de ese sistema político 
por los derechos fundamentales y el sometimiento absoluto de sus funcionarios al Führer, 
consolidándose unas relaciones radicalizadas de sujeción especial ejercidas por un régimen 
totalitario en el ámbito de una administración pública subordinada a los intereses del partido 
gobernante, situación que se mantiene hasta la derrota militar de Alemania. 
Con el surgimiento de la República Federal de Alemania a partir de la Ley Fundamental de 
Bonn del 23 de mayo de 1949, se incluyeron en la Constitución de la República Federal de 
Alemania, un catálogo de derechos fundamentales como el derecho a la vida, a la libertad, a la 
dignidad, al libre desarrollo de la personalidad, lo cual da lugar a una nueva fundamentación a la 
categoría de las relaciones especiales de sujeción, razón por la cual Obermayer las define diciendo 
que: 
“La relación especial de sujeción es aquella relación jurídica pública de sometimiento, en el ámbito 
del Derecho administrativo en la que se encuentran aquellas personas que, como parte integrante 
del aparato administrativo, están bajo la dirección inmediata del poder público, con cierto carácter 
duradero y favor de un determinado fin administrativo” (Citado por Castillo, 1992, p. 97). 
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Sin embargo, quedaba aún un problema por definir, la función del principio de legalidad 
como fundamento de las relaciones especiales de sujeción, para ello como lo señala López (1994) 
era necesario el reconocimiento de un espectro de producción jurídica en disposiciones, 
reglamentos administrativos y actos administrativos fundamentados en una autorización legal, 
razón por la cual la Ley Fundamental de Bonn pasó a ser el marco jurídico de las relaciones 
especiales de sujeción. 
No puede pasarse por alto el aporte de la academia al tema, en efecto, el doctor (Forero, 
2011; p.158), refiriéndose a estudios realizados por López Benítez, hace mención a un hecho 
trascendental, la reunión de Profesores de Derecho Público, efectuada en la ciudad de Mainz en 
1956, en las que se debatió el tema de las relaciones especiales de sujeción en una sociedad 
regulada por la Ley Fundamental de Bonn; en la misma a partir de las ponencias presentadas por 
los Profesores Herbert Krüger, “El Poder y el Derecho en las relaciones especiales de sujeción” y 
Carl Hermann Ule, “La distinción entre relación fundamental y relación de empresa”, se reconoció:  
1. Que la reserva de ley afecta las relaciones especiales de sujeción, en tanto no hay 
espacios a jurídicos en donde la Administración encuentre un terreno propio y autónomo; 2. Que 
las relaciones de los ciudadanos con el Estado no son solo de sujeción o de poder, son tantas como 
las necesidades del ciudadano en torno al Estado; 3. Que las relaciones especiales de sujeción, 
permiten ejercer los derechos fundamentales, en el límite de los objetivos de la institución; 4. Que 
estos objetivos originan una “relación fundamental”, sometida a control judicial, y en este sentido 
una relación jurídica; 5. Que las relaciones meramente “funcionales” u “organizativas” o “de 
empresa”, quedan excluidas de la protección o control judicial (Gil, Coronado, y García, 2009). 
El resultado final de este proceso como corresponde en el marco de un Estado 
Constitucional, se logra por vía jurisprudencial al dictaminar el Tribunal Constitucional Federal 
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en sentencia del 14 de marzo de 1972 que: “Los derechos fundamentales de los presos pueden 
también limitarse por Ley sobre la base de una Ley”, precisando que la limitación de esas garantías 
supremas debía justificarse en favor de los valores constitucionales, imponiendo la observancia de 
las formalidades legales para ello, con lo cual la sola existencia de una relación de supremacía 
especial ya no justificaría por sí sola la limitación. (Forero, 2011). 
Al respecto se señaló: 
La Ley Fundamental es un orden de valores que vincula, que reconoce la protección de la 
libertad y de la dignidad con el más superior de todos los derechos [...]. En el artículo 1.3 los 
derechos fundamentales, se declaran vinculantes para la legislación, el poder ejecutivo y los jueces. 
Esta amplía vinculación estaría en contradicción si los derechos fundamentales pudieran ser 
limitados a voluntad o discrecionalmente durante la ejecución de la pena. Una limitación sólo entra 
en consideración si ella coincide con el logro de uno de los valores ordenadores de la Ley 
Fundamental y sólo en las formas previstas constitucionalmente. Los derechos fundamentales de 
los presos pueden ser limitados también por una Ley o sobre la base de una Ley, lo cual no obstante 
no permitiría renunciar a cláusulas generales (López, 1994, p. 158) 
Esta sentencia y su desarrollo en posteriores decisiones del Tribunal Constitucional 
Federal, evidentemente generó una ruptura en la concepción original de las relaciones especiales 
de sujeción y motivo a diversas expresiones doctrinales como las de FUSS que la consideró “la 
despedida de las relaciones especiales de sujeción” (García, 1992); Gönsch que afirmó que con 
ellas desapareció un "residuo autoritario del Estado absoluto" y Rottmann que consideró que las 
relaciones de sujeción especial habían muerto. (Cotino, 1999) 
Al respecto expone el doctor (Forero, 2011; p.160), que realmente lo que sucedió a partir 
de ese fallo fue la constitucionalización de las relaciones especiales de sujeción, las cuales 
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quedaron condicionadas a la observancia de los derechos fundamentales, por tanto la figura no 
desaparece, cambia de fundamento, los derechos fundamentales, convirtiéndose en una institución 
de garantía constitucionalizada, insertándose en una nueva dinámica estatal la correspondiente a 
un modelo social de Estado, en donde ya la función legislativa aparece compartida con el poder 
ejecutivo como mecanismo para responder a la necesidad asistencial, prestacional y económica, 
que exige una dinamización de la Administración Pública en búsqueda de su eficiencia y eficacia; 
este argumento concuerda con las posturas asumidas al respecto por doctrinantes como Dürig que 
admite la permanencia de la institución en las relaciones que crean obligaciones de fidelidad y de 
fines a cumplir; Loschelder que acepta su existencia en el ámbito administrativo, pero utilizando 
un nuevo término "vinculación particular"; Merten que considera que la crítica que se le hace a las 
relaciones de sujeción especial constituyen una "fobia al poder" y cree que la categoría aún puede 
dar ser funcional en un Estado constitucional, postura similar asume Ronellenfisch y Stern que 
afirma que "no se puede decir adiós a la cuestión de la relación especial de sujeción" (Cotino, 
1999; p.300) 
Es innegable que esta construcción dogmática admite la necesidad de limitar derechos en 
aras de garantizar el buen funcionamiento de la Administración Pública, pero su nuevo elemento 
radica en determinar que esa limitación sólo puede hacerse dentro de las estrictas pautas señaladas 
en la Constitución Política y con severa observancia de las reglas fijadas por ésta para tal fin. 
1.3. Desarrollo de la categoría de las relaciones especiales de sujeción en España.  
La categoría jurídica de las relaciones especiales de sujeción en España no se ha 
desarrollado en un escenario de aceptación total y se asume más como un referente para explicar 




En palabras de (Cotino, 1999), la figura fue importada de Alemania a España y se acentúo 
en los años 70 con los estudios realizados por Gallego Anabitarte, el primero de los citados 
considera que en sus inicios la categoría sirvió útilmente al régimen Franquista para legitimar 
abusos de poder respecto de los derechos de los funcionarios y estudiantes, al respecto señala 
(García, 1992) que fue útil para llenar los vacíos legales existentes en las relaciones de la 
Administración con los funcionarios; por su parte Lasabagaster (1994) crítico de la categoría 
explica que no se puede hacer un seguimiento histórico a la categoría en España debido a la 
ausencia de una doctrina administrativa desarrollada sólo hasta 1950 y además porque la carencia 
de libertades públicas en los textos constitucionales, no hacía necesario el concepto de relaciones 
especiales de sujeción, evidentemente sin libertades públicas, la condición de particular ante el 
poder estatal no era importante. (Citado por Basconcelos, N, 2000)  
Sin desconocer lo anterior, es indiscutible el inmenso aporte que han hecho los doctrinantes 
españoles para definir y delimitar la categoría de las relaciones especiales de sujeción, como se 
aprecia en las citas que relaciona (Forero,2011; págs.124-126), al indicar las múltiples definiciones 
que se le han asignado al concepto, entre la cuales podemos traer a colación las siguientes: 
Son aquellas por las que un administrado se inserta de forma duradera y efectiva en la 
esfera organizativa de la Administración, en su esfera doméstica. Es esa inserción, en efecto, la 
que motiva que sea el mismo una pieza importante del funcionamiento de la organización 
administrativa, o del servicio que desempeña (voluntaria u obligatoriamente) o que utiliza con 
carácter duradero. Las relaciones especiales de sujeción siguen siendo, en definitiva, una 
institución necesaria. Podrá rechazarse este concepto, pero habrá que acudir a otros que respondan 
a la misma finalidad: que nuestros hospitales funcionen, que nuestros cuarteles no se fosilicen y 
puedan ser operativos, que nuestras escuelas y universidades, que nuestra Administración pueda 
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cumplir con eficacia los fines que tienen encomendados. La tarea de nuestros tiempos estriba 
precisamente en armonizar estas exigencias con los postulados básicos que demanda un Estado 
Social de Derecho (López, 1994, p. 37). 
“Las relaciones jurídico–administrativas caracterizadas por una duradera y efectiva inserción del 
administrado en la esfera organizativa de la Administración, a resultas de la cual queda sometido a 
un régimen jurídico peculiar que se traduce e n un especial tratamiento de la libertad y de los 
derechos fundamentales, así como de sus instituciones de garantías, de forma adecuada a los fines 
típicos de cada relación” (López, 1994, págs. 161-162). 
Sobre la base de los principios democrático y del Estado de Derecho, las relaciones 
especiales de sujeción sólo pueden ser reconocidas allí donde la Constitución lo hace. Ésta 
efectivamente reconoce la existencia de estatus especiales (funcionarios, militares, presos, etc.). 
Y, consecuentemente, con ello admite restricciones de algunos derechos fundamentales de esos 
colectivos. Estas restricciones solo sólo pueden llegar hasta donde sea necesario para el buen 
funcionamiento de la institución (García, 1992; págs.229-253)  
El tratamiento doctrinal de la figura de las RSE es muy escaso, no existiendo un concepto 
suficientemente elaborado, que permita fijar el alcance de la categoría y su funcionalidad. Con 
frecuencia se procede a enunciar las situaciones que se definen como RSE, así los militares, 
estudiantes, funcionarios, concesionarios, etc., sin tener en cuenta que aquellas características que 
se predican de las RSE ya no se dan en esos casos. Esta ausencia de elaboración teórica de la figura 
provoca que muchas de las referencias que recibe sean meramente descriptivas, dando razón a la 
institución, pero sin aclarar su contenido. Esto hace que se defina como RSE una relación jurídica 
por el hecho de afectar una actividad cuyo desarrollo está sometido a licencia. Con este concepto 
el ordenamiento se llena de RSE, siendo difícil encontrar las que, impropiamente en ese caso, se 
llamarían relaciones de sujeción general (Lasabagaster, 1994; págs.170-171) 
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El fundamento dogmático de la categoría como lo señala (Forero, 2011; p.176), se 
encuentra en la Constitución Española de 1978, ciertamente no es que allí se definan las relaciones 
especiales de sujeción, pero indudablemente se hace relación a las mismas como un status de 
ciertos colectivos derivados de las actividades que desempeñan, sobre el cual y esto es lo 
verdaderamente importante, se garantiza la observancia de la reserva de la ley, del respeto por los 
derechos fundamentales, pero por sobre todo el control judicial de derechos e intereses legítimos 
de quienes están sometidos a ellas. 
Ese control de tutela judicial se concreta en la Constitución Española el artículo 106. 1 que 
dispone: “Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación 
administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican” (Constitución 
Española, 1978). 
Entonces independientemente que la categoría no está consagra materialmente en la 
Constitución Española, es claro que en ella se describen situaciones y relaciones administrativas 
relacionadas con colectivos al servicio del Estado por razón de sus funciones, las cuales son 
moduladas por la misma Constitución o por disposición legales, en aras de garantizar los derechos 
fundamentales de sus destinatarios.  
La revisión de la Constitución Española permite puntualmente evidenciar la categoría en 
los siguientes cánones: “Artículo 1.1 España se constituye en un Estado social y democrático de 
Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, 
la igualdad y el pluralismo político” (Constitución Española, 1978). 
Con lo cual se determina la existencia de un orden socio jurídico que evita inicialmente que 
la categoría se base en un sometimiento a la voluntad del Monarca y la ubica ligada necesariamente 
a los mandatos legales, de los cuales se deriva su obligatoriedad y necesidad de observancia. 
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Este argumento se consolida en el artículo 9.1. Los ciudadanos y los poderes públicos están 
sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. Es evidente entonces que la 
Administración Pública debe observar los mandatos constitucionales en las exigencias que 
imponga a sus servidores. 
Un punto culminante es la consagración del principio de legalidad en el artículo 25.1. Nadie 
puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no 
constituyan delito, falta o infracción administrativa, acorde con la legislación vigente en aquel 
momento. 
El concepto de la especialidad se advierte en apartes del artículo 28.1. Que, al consagrar el 
derecho a sindicarse libremente, en lo pertinente señala: “La ley podrá limitar o exceptuar el 
ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a 
disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos”  
La garantía de los derechos fundamentales se hace clara en el contenido del artículo 53.1. 
Que en su parte pertinente establece: “Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido 
esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 161, 1, a)” 
En cuanto a los principios de la Administración Pública y su sometimiento a la reserva 
legal, el artículo 103.1 señala: “La Administración Pública sirve con objetividad los intereses 
generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, 
desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho”. 
Indudablemente el mayor reconocimiento radica en el ya citado artículo 106. 1 que 
establece la posibilidad del control de tutela judicial ante el Tribunal Superior y el Tribunal 
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Constitucional, con lo cual se sella la garantía de protección de la reserva legal en el marco del 
reconocimiento constitucional (Constitución Española, 1978). 
El principio de legalidad consagrado en la Constitución Española artículo 25. 1, se 
desarrolla legalmente para los empleados al servicio de la administración pública en la Ley 7 del 
12 de abril de 2007, Estatuto Básico del Empleado Público, norma que, al determinar la 
responsabilidad disciplinaria de los mismos, señala en su artículo 93.1. “Los funcionarios públicos 
y el personal laboral quedan sujetos al régimen disciplinario establecido en el presente Título y en 
las normas que las Leyes de Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto”, limitando el 
ejercicio de la potestad disciplinaria a la observancia del principio de legalidad como lo prevé el 
artículo 94. 2. a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la 
predeterminación normativa o, en el caso del personal laboral, de los convenios colectivos; 53 
Principios Éticos y 54 Principios de Conducta, normas que tipifican las conductas disciplinables 
(Ley 7, 2007; art. 52) 
Por vía jurisprudencial, tanto el Tribunal Superior como el Tribunal Constitucional se han 
pronunciado respecto de la categoría dándole los matices pertinentes, relacionando esas decisiones 
se aprecia lo siguiente: 
El Tribunal Superior en Sentencia del 8 de julio de 1990 señaló “Las relaciones especiales 
de sujeción como son las funcionariales y en general las de todo el personal al servicio al servicio 
de la Administración Pública. 
El Tribunal Constitucional en Sentencia 93 del 16 de octubre de 1984 precisa las relaciones 
especiales de sujeción, la existente entre la Administración y los funcionarios, la de los profesores 
de centros docentes, la de los miembros de un Colegio Profesional, la del interno en prisión, la de 
los militares (Basconcelos, 2000, pág. 43). 
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El Tribunal Constitucional en Sentencia 61 del 29 de marzo de 1990, Sala 1, se refirió a 
ellas como “esas peculiares relaciones y asimilables en las que entran en juego amplias facultades 
auto organizativas, que confieren cierta prepotencia a la Administración para regularlas” 
(Rodriguez-Magariños, 2003) 
El Tribunal Constitucional en Sentencia 102, 2001 sostuvo que:  
“Existen miembros de determinados colectivos que, en virtud de la función que desempeñan al 
servicio de un objetivo constitucionalmente relevante, quedan sometidos a limitaciones específicas 
y, jurídicamente más estrictas en sus derechos fundamentales no aplicándoles a los límites comunes 
a todos los ciudadanos”. 
“El Tribunal Constitucional en Sentencia 132 de 2001 determinó: Es posible reconocer situaciones 
y relaciones jurídico-administrativas donde la propia Constitución o las Leyes imponen límites en 
el disfrute de los derechos constitucionales, llámese tales relaciones de -especial sujeción- de -poder 
especial- o simplemente -especiales-. Lo importante ahora es afirmar que la categoría -relaciones 
especiales de sujeción- no es una norma constitucional sino la descripción de ciertas situaciones y 
relaciones administrativas donde la Constitución o la Ley de acuerdo con la Constitución, han 
modulado los derechos constitucionales de los ciudadanos” (Forero, 2011; págs.185-186) 
Acorde con las tesis jurisprudenciales expuestas, se puede concluir que el reconocimiento 
de la categoría de las relaciones especiales de sujeción en España tiene como fundamento la 
existencia previa de una situación o relación jurídica especial de los funcionarios con la 
Administración Pública, que le permite a ésta exigirles determinadas prestaciones con conductas 
derivadas de la prestación del servicio, precisando que no están consagradas en una norma 
constitucional, pero si descritas en la misma, en situaciones o relaciones administrativas donde la 
Constitución o la Ley con la venia de la misma Constitución, permiten modular o balancear y 
ponderar los derechos de los servidores públicos.  
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1.4. Desarrollo de la categoría de las relaciones especiales de sujeción en Colombia 
La categoría de las relaciones especiales de sujeción en el Derecho Colombiano, se 
encuentra determinada en la Constitución Política de 1991, en las referencias que se hace a la 
especialidad jurídica de las relaciones laborales que surgen entre el Estado Colombiano y los 
servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas, esa especialidad que se concreta 
en la existencia de funciones legalmente asignadas, es el fundamento del Derecho Disciplinario, 
así lo ha definido la Corte Constitucional por vía jurisprudencial y lo han precisado en sus escritos 
reconocidos jurisconsultos nacionales.  
Efectivamente, en la Constitución Política de 1991, claramente se describen a estos 
colectivos, supeditándolos de manera especial a la observancia de los deberes funcionales 
asignados a los empleos públicos en el caso de los servidores públicos o a las actividades señaladas 
en la ley, acto administrativo o contrato, en cuanto a los particulares que ejercen funciones 
públicas, especialidad jurídica que surge a partir de la formalización de la relación laboral o 
contractual con lo cual se activa la exigencia estatal de cumplimiento de los mismos en aras de 
garantizar la eficiente prestación del servicio público y por consiguiente el cumplimiento de los 
fines propios de la Administración Pública. 
El reconocimiento a la categoría de las relaciones especiales de sujeción claramente se 
determina en el contenido de cánones constitucionales que fijan la especialidad de la relación 
jurídica laboral de sujeción en los deberes funcionales y actividades asignadas, remitiendo las 
mismas en cuanto a su asignación a la misma Constitución, la ley o el reglamento. 
Así el artículo 6 de la Constitución Política, determina la existencia de regímenes de 
sujeción general y especial, el general al señalar: “Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes” (Constitución Politíca de Colombia, 1991); 
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el especial al determinar que: “Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones” (Constitución Politíca de Colombia, 1991), en 
este régimen especial claramente se observa que el legislador constitucional vinculó el concepto 
de responsabilidad a la observancia de las funciones, las cuales como se advierte son las que 
formalizan las existencia de unas relaciones especiales de sujeción entre quienes las tienen 
asignadas legalmente y el Estado facultado para exigirlas. 
Lo trascendental de esta norma es la formalización de la categoría en mención y además la 
clara indicación de la garantía de la reserva legal, en la medida que se determina la existencia de 
la relación especial de sujeción por la fijación de los deberes funcionales por vía legal y 
reglamentaria y su exigencia únicamente, se entenderá en la medida en que se demuestre la omisión 
o extralimitación de los mismos. 
En desarrollo de la premisa anterior, el artículo 122 de la Constitución Política, señala que 
“No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento” (Constitución 
Politíca de Colombia, 1991), reafirmando el vínculo de la especialidad jurídica en los deberes 
funcionales, señalando de manera precisa y contundente su asignación legal. 
En el mismo sentido el artículo 123 de la Constitución Política, dispone que: “Los 
servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la 
forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento […] La ley determinará el régimen 
aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su 
ejercicio”; obsérvese que en ambos casos servidores públicos y particulares, la especialidad de su 
relación se vincula directamente con Constitución y la ley como generadoras de sus funciones y 
actividades y sustento de su exigibilidad (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
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Se concreta esa condición en el artículo 124 de la Constitución Política, que indica: “La ley 
determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva” 
(Constitución Politíca de Colombia, 1991) y el artículo 210 de la Constitución Política, que prevé: 
“Los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley”; 
es claro que se refuerza la necesidad de la observancia de la reserva de la ley en la exigibilidad 
atribuible a los destinatarios de la especialidad jurídica” (Constitución Politíca de Colombia, 
1991). 
El mayor logro se concreta en el contenido del artículo 29 Constitucional que consagra 
entre otros, el principio de legalidad, “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las 
formas propias de cada juicio” (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
En el desarrollo de ese marco constitucional, la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario 
Único en su artículo 4 consagra el principio de legalidad en materia disciplinaria, con lo cual prevé 
la observancia de la reserva legal como presupuesto fundamental de la responsabilidad 
disciplinaria, así: “El servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos 
como falta en la ley vigente al momento de su realización” (Ley 734, 2002). 
El artículo 22 de la norma en cita al consagrar la garantía de la función pública establece: 
“El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, transparencia, objetividad, 
legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, 
eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los 
derechos, cumplirá los deberes, respetará las prohibiciones y estará sometido al régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en la 
Constitución Política y en las leyes” (Ley 734, 2002). 
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En tanto que el artículo 23 del mismo estatuto normativo al describir el concepto de falta 
disciplinaria determina: 
“Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción 
correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este 
código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 
exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento” (Ley 734, 
2002). 
El artículo 34, numeral 1 prescribe los deberes de los servidores públicos así: 
“Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de Derecho 
Internacional Humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los 
contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente” (Ley 734, 2002). 
El artículo 35, numeral 1, señala como prohibiciones de los servidores públicos: 
“Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la 
Constitución, los tratados internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y los 
contratos de trabajo” (Ley 734, 2002). 
En el mismo sentido, la Ley 909 de 2004 por medio de la cual se expiden normas que 
regulan el empleo público, la carrera administrativa y gerencia pública en su artículo 19 al definir 
el empleo público señala: 
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“El empleo público es el núcleo básico de la estructura de la función pública objeto de esta ley. Por 
empleo se entiende el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a una 
persona y las competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el 
cumplimiento de los planes de desarrollo y los fines del Estado” (Ley 909, 2004). 
“El diseño de cada empleo debe contener: La descripción del contenido funcional del empleo, de 
tal manera que permita identificar con claridad las responsabilidades exigibles a quien sea su titular; 
el perfil de competencias que se requieren para ocupar el empleo, incluyendo los requisitos de 
estudio y experiencia, así como también las demás condiciones para el acceso al servicio; en todo 
caso, los elementos del perfil han de ser coherentes con las exigencias funcionales del contenido 
del empleo” (Ley 909, 2004). 
La duración del empleo siempre que se trate de empleos temporales. En relación con los 
particulares que ejercen función pública el desarrollo constitucional de la sujeción especial que se 
genera entre éstos y el Estado constitucionalmente se describe así: 
El artículo 26, inciso segundo de la Carta Política determina que: “las profesiones 
legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios, agregando que la estructura interna y el 
funcionamiento de éstos deberán ser democráticos y lo sustancialmente importante que la ley podrá 
asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles”, vale decir establece la 
especialidad de las relaciones que surgen en estos eventos. 
Continua en el artículo 116, inciso cuarto de la Constitución Política, modificado por el 
artículo 1 acto legislativo 03 de 2002, que señala que: “los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas 
criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”; es evidente que ciñe a los jurados, 
conciliadores y árbitros a una sujeción especial en el ejercicio de sus funciones transitorias. 
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Absolutamente claro resulta el razonamiento al revisar los artículos 123, inciso tercero de 
la Carta Política que prescribe que “la ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 
temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio, y 210 Superior que dispone 
que los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la 
ley” 
Estas prescripciones constitucionales, legalmente se activan en la Ley 734 de 2002 en cuyo 
Libro III consagra el régimen especial y en su Título I determina el régimen de los particulares 
artículos 52 a 57 y en el Título II que establece el régimen especial para los Notarios artículo 58 a 
65; así mismo en la Ley 1474 de 2011 en cuyo artículo 44 se determinan los particulares 
susceptibles de ser investigados disciplinariamente y artículo 82 que establece la responsabilidad 
de los interventores modificando el artículo 53 de la Ley 80 de 1993 y artículo 84 que establece 
las facultades y deberes de supervisores e interventores. 
Demuestra la anterior reseña que tanto constitucional como legalmente el poder 
disciplinario del Estado descansa en la especialidad de las relaciones labores que formaliza 
respecto de servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas; así mismo que la 
misma genera y a su vez establece limitantes a ese ejercicio disciplinario, el cual no puede ir más 
allá de definir si existió omisión o extralimitación de esas funciones, con lo cual la categoría de 
las relaciones especiales de sujeción no solo son el fundamento del Derecho disciplinario, sino 
además un principio de garantía para los investigados.  
En la búsqueda de un acercamiento a la definición de la categoría los doctrinantes 
nacionales han realizados estudios que dan lugar a variadas propuestas, pero todas ellas conservan 
un núcleo básico, las supeditan a los colectivos descritos en la Constitución Política y las 
consideran un elemento de equilibrio entre la potestad disciplinaria del Estado y los derechos 
102 
 
fundamentales de los servidores públicos y particulares que ejercen función pública, por ende solo 
admiten su existencia en los precisos mandatos constitucionales y la observancia de la reserva 
legal. 
En palabras de (Forero, 2011; p.28), las relaciones especiales de sujeción son:  
“a) Aquellos nexos o vínculos estrechos, duraderos y efectivos, que existen entre la administración 
pública y los servidores estatales, esto es, funcionarios y particulares que prestan funciones públicas 
en Colombia, dada su acentuada dependencia respecto de la misma y en tanto relaciones jurídicas, 
flexibles, funcionales, jurídicas y constitucionalizadas, facultan a aquella en el marco de un Estado 
constitucional, social y democrático de derecho, para exigirles el cumplimiento de sus deberes 
funcionales y demandarles en caso de infracción, pero previa garantía de un debido proceso, la 
responsabilidad que su calidad conlleva, por inobservancia de los valores y principios derivados de 
la ética del servicio público, en aras de garantizar un fin preciso: la efectividad y excelencia de la 
administración; b. En contrapartida, otorgan a estos colectivos por el status especial en que los 
ubica, la posibilidad de tutelar el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos acorde con unas 
claras reglas de juego estipuladas en el Derecho disciplinario, sin duda su exteriorización más 
radical, que al tener una naturaleza autónoma, busca de una parte, prevenir, regular, controlar y 
sancionar el injusto disciplinario y de otra, conciliar la tensión constitucional generada en la 
dinámica y vicisitudes de la función pública, entre la potestad disciplinaria, como manifestación 
inequívoca de la categoría dogmática en comento, y el respeto escrupuloso a sus derechos y 
libertades fundamentales, en cuanto solamente pueden ser limitados conforme a los siguientes 
requisitos: necesariedad, razonabilidad, proporcionalidad y autorización expresa de la Constitución 
o en la ley en acatamiento de la garantía de la reserva de ley por el principio de legalidad” (Forero, 
2011, p. 187). 
Por su parte Gómez Pavajeau, las considera como: 
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“una categoría dogmática del Derecho público, de origen constitucional y aplicable al ámbito de la 
función pública, es la especial posición jurídica que tiene un servidor público frente al Estado, del 
cual surgen obligaciones y deberes reforzados de exigencias en el resorte de la conducta oficial, en 
búsqueda de su configuración y encauzamiento en el ámbito de una ética de lo público, que 
prefiguran de una manera sui generis la estructura de la responsabilidad disciplinaria en el marco 
del respeto de los derechos fundamentales” (Gómez, 2009). 
En tanto que (Molano, 2005) las ubica en el marco del Estado Social del Derecho y las 
describe señalando: El estudio de las RSE en el panorama constitucional debe realizarse dentro del 
marco general de las restricciones a los derechos fundamentales, así como dentro de las finalidades 
de interés general que invoquen expresamente la propia Constitución y que comporte el ejercicio 
de potestades administrativas. Estos dos elementos, restricción y potestad administrativa, en 
nuestro sentir, resultan determinantes para definir en el panorama constitucional los prototipos de 
relaciones de sujeción especial…La restricción prevista expresamente en la Constitución debe 
suponer, una vez cumplida la reserva legal, el ejercicio de las potestades administrativas, para que 
pueda configurarse el fenómeno de la RSE (Molano, 2005). 
Al respecto expone Hernández Meza, lo siguiente:  
“El concepto de relaciones de sujeción especial de que se habla en la doctrina y en la jurisprudencia 
española es similar al manejado en el ámbito jurídico colombiano. Sin embargo, la construcción 
doctrinal del tema en el derecho español descansa sobre la noción de ethos funcionarial y 
funcionario; mientras en Colombia esta se apúntala sobre la figura del sujeto disciplinable. Pues 
también lo son, otras personas que no obstante tener la calidad de servidores públicos (abogados, 
indígenas, particulares que cumplen funciones públicas e internos recluidos en centros 
penitenciarios y carcelarios) -sic-, de igual forma se les aplica la potestad disciplinaria del Estado; 
las relaciones sujeción especial se constituyen en el fundamento dogmático sobre el cual descansa 
el derecho disciplinario, como forma de explicar su autonomía e independencia del derecho penal. 
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En cuanto a la aplicación matizada de los mismos principios que operan en esta materia, esto es, la 
flexibilización de las garantías formales (reserva de ley) y materiales (tipicidad) del principio de 
legalidad; esta noción es la que permite deducir con precisión, cuando un individuo tiene la calidad 
de sujeto disciplinable, y en qué eventos es posible predicar la aplicación de la potestad disciplinaria 
del Estado. Pues esta entrelaza la vinculación del sujeto con el Estado, en sus diversas modalidades; 
la limitación de sus garantías fundamentales debido a esta relación; y, el cumplimiento de los 
deberes funcionales inspirados en los principios constitucionales de la función administrativa” 
(Hernández, 2011, p. 135). 
Sobre el tema (Mejía, 2007) indica: Las Relaciones Especiales de Sujeción, en nuestro 
Estado Social de Derecho, se traducen en el sometimiento restrictivo de algunos derechos 
fundamentales de quienes prestan una función pública al Estado, llámese servidor público o 
particular, en respuesta a la salvaguarda del interés general y a la protección de sus principio, fines 
y funciones de naturaleza estrictamente constitucionales. En el campo del derecho disciplinario, 
las Relaciones Especiales de Sujeción, permiten la limitación de los derechos fundamentales de 
sus destinatarios, siempre y cuando, dichos derechos, sean limitados por la ley del legislador. La 
Constitución Política, en caso de que, por ejercicios de poder se vulneren los derechos 
fundamentales por aplicación incorrecta de los mismos y en abuso de la teoría de las Relaciones 
Especiales de Sujeción, ha previsto, como mecanismo de defensa, las instituciones de la tutela y 
de las acciones contencioso-administrativas, para que por decisión jurisdiccional se solucionen los 
conflictos que afecten las garantías fundamentales. 
En relación con las posturas doctrinales enunciadas es importante reconocer el esfuerzo 
desarrollado para darle contexto a la categoría en nuestro Derecho disciplinario, esto en la medida 




En efecto, desde el punto de vista constitucional, si bien es cierto se hace referencia a la 
existencia de colectivos (servidores públicos y particulares que desarrollan funciones públicas), 
que generan una relación especial a partir de su vinculación laboral o contractual derivada de 
funciones asignadas, no se precisa con determinación la existencia de esa categoría. 
La fundamentación del Derecho Disciplinario en la categoría de las relaciones laborales 
especiales se desarrolla conceptualmente en Colombia es a partir de los trabajos y propuestas 
construidas por los doctrinantes nacionales citados, que coinciden en señalarla como el 
fundamento de la potestad disciplinaria del Estado y la remiten de manera precisa y concreta a la 
relación laboral especial que surge para quienes se vinculan laboralmente con la Administración 
Pública, enmarcada en la imposición de un deberes funcionales que representan como finalidad el 
cumplimiento de los fines superiores del Estado. 
Se genera una coincidencia conceptual entre los autores, al señalar que estas relaciones 
labores especiales de sujeción suponen la restricción de ciertos derechos fundamentales, como el 
libre albedrío, en aras de salvaguardar el interés general y la convivencia social, permitiéndose a 
través de la potestad disciplinaria su exigencia y observancia de cumplimiento. 
Debe admitirse que las relaciones laborales especiales que surgen entre los servidores 
públicos y el Estado, implican una restricción de ciertos derechos fundamentales como el libre 
albedrío, en la medida en que una vez perfeccionada su vinculación laboral solo podrán hacer legal 
y válidamente aquello que está precisado en sus funciones por vía constitucional, legal o 
administrativa, situación a la cual voluntariamente se someten, pero no se debe considerar que se 
restringen o limitan sus derechos fundamentales en lo demás, precisamente esa es la razón de ser 
del Derecho Disciplinario, crear un marco normativo que mediante el desarrollo dogmático de 
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principios como legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad establezcan cláusulas de garantía para 
los mismos. 
Entonces la potestad disciplinaria que como lo señalan los autores deviene de esa categoría 
no implica un ejercicio arbitrario de la misma por parte del ente estatal, sino muy por el contrario 
su desarrollo en el contexto de un ordenamiento normativo con reglas de perentoria observancia 
para el juzgador disciplinario cuyo contenido dogmático ciertamente debe ser racionalizado para 
viabilizar su aplicación en los procesos disciplinarios pero que una u otra forma ofrecen la 
posibilidad de armonizar el desequilibrio que surge entre el Estado empleador y los servidores 
públicos sometidos a sus deberes funcionales como medios de cumplimiento de los fines sociales 
y administrativos de ese ente. 
1.5. Desarrollo jurisprudencial de la categoría de las relaciones laborales especiales en 
Colombia tomando como referencia sentencias de la corte constitucional 
La categoría de las relaciones especiales de sujeción se desarrolla en Colombia en materia 
Administrativo Laboral a partir de sentencias proferidas por la Corte Constitucional en ejercicio 
de su función de guardián de la supremacía de la (Constitución Política, 19991; art. 241) y máximo 
intérprete de la misma, ya que en reiteradas jurisprudencias la Corporación la ha venido 
desarrollando y precisando que surgen a partir de la vinculación laboral o contractual entre el 
Estado y sus subordinados, esa relación laboral especial que se genera es sobre la cual se edifica 
la facultad disciplinaria del Estado; al respecto, siguiendo las magistrales exposiciones de los 
tratadistas (Gómez, 2002; p.1-66; Mejía, 2015; págs.117-135).7, se construye la siguiente línea 
jurisprudencial:  “El solo Status de servicio al Estado en cualquiera de sus múltiples posiciones, y 
                                            
7 MEJIA, Derecho Disciplinario, Sustancial, Especial y Formal Tomo I Derecho Sustancial. Bogotá: Doctrinal y Ley 
Ltda., 2015. p.117–135. 
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en todas ellas a la vez es el que determina esa subordinación al poder disciplinario establecido por 
el constituyente” (Corte Suprema de Justicia, Sentencia CSJ-08,1985). 
Al respecto la Corte Constitucional, en Sentencia C-417, 1993 infiere: 
“En aquellos casos en los cuales existe una relación laboral de subordinación entre el Estado y una 
persona se crea una relación de sujeción o supremacía especial debido a la situación particular en 
la cual se presenta el enlace entre la administración y la aludida persona”. 
La Corte Constitucional, Sentencia C-318, 1995 reza: “La potestad administrativa para 
limitar o restringir derechos fundamentales en el contexto de las relaciones especiales de sujeción, 
“debe estar expresamente autorizada en la ley que regule su ejercicio”  
Adicionalmente la Corte Constitucional, Sentencia C-244, 1996 afirma: 
“La acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la administración en el ámbito de la función pública, y se origina en el incumplimiento 
de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones, la 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar 
el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo” 
Corte Constitucional, Sentencia C-280, 1996: 
“Esto significa que la potestad disciplinaria se manifiesta sobre los servidores públicos, esto es, 
sobre aquellas personas naturales que prestan una función pública bajo la subordinación del Estado; 
incluida una relación derivada de los contratos de un trabajo; en efecto, en aquellos casos en los 
cuales existe una relación laboral de subordinación entre el Estado y una persona, se crea una 
relación de sujeción o supremacía especial debido a la situación particular en la cual se presenta el 
enlace entre la administración y la aludida persona, surgiendo una serie de obligaciones especiales, 
puesto que el cumplimiento de funciones públicas implica la asunción de cargas especiales no 
exigibles a los particulares y sí al servidor público que tiene una especial sujeción al Estado” 
Corte Constitucional, Sentencia T-705, 1996: 
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 “5) Las potestades de la autoridad administrativa para limitar o restringir los derechos 
fundamentales de las personas que se hallen vinculadas a la Administración a través de una relación 
de especial sujeción […], debe estar expresamente autorizada en la ley que regule su ejercicio” 
Corte Constitucional, Sentencia C-769, 1998: 
 “La especial sujeción frente al Estado en que se encuentra el servidor público, en razón de la 
relación jurídica que con éste surge al ser investido de la función pública, y de la idea de que dicha 
función adquiere un carácter instrumental en la medida en que traduce la realización de derechos, 
valores y principios constitucionales”  
Corte Constitucional, Sentencia C-708, 1999: 
 “Constituye elemento básico de la organización estatal y de la realización efectiva de los fines 
esenciales del Estado social de derecho, la potestad del mismo de desplegar un control disciplinario 
sobre sus servidores, dada la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la relación jurídica 
surgida por la atribución de una función pública; de manera que el cumplimiento de sus deberes y 
responsabilidades se efectúe dentro de una ética del servicio público y con sujeción a los principios 
de moralidad, eficacia y eficiencia que caracterizan la actuación administrativa y el cabal desarrollo 
de la función pública”. 
Corte Constitucional, Sentencia C-155, 2002: 
 “La razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos deberes y mediante la ley 
disciplinaria se pretende la buena marcha de la administración pública asegurando que los 
servidores del Estado cumplan fielmente con sus deberes oficiales para lo cual se tipifican las 
conductas constitutivas de faltas disciplinarias”. 
Corte Constitucional, Sentencia C-181, 2002: 
 “El derecho disciplinario establece prohibiciones y formula mandatos de una manera expresa y por 
tanto sus normas contienen preceptos deónticos, contrario a lo que sucede en derecho penal, debe 
concluirse necesariamente, como lo dice la jurisprudencia, que ello se deriva de la exigencia de 
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ajustar la conducta oficial a un esquema de comportamientos éticos derivados del artículo 209 de 
la Carta Política, a partir de la configuración de una ética pública derivada de las relaciones 
especiales de sujeción”. 
Corte Constitucional, Sentencia C-948, 2002: 
 “Cabe recordar en este sentido que constituye elemento básico de la organización estatal y de la 
realización efectiva de los fines esenciales del Estado social de derecho, la potestad del mismo de 
desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, dada la especial sujeción de éstos al Estado, 
en razón de la relación jurídica surgida por la atribución de una función pública; de manera que, el 
cumplimiento de sus deberes y responsabilidades se efectúe dentro de una ética del servicio público 
y con sujeción a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que caracterizan la actuación 
administrativa y el cabal cumplimiento de la función pública”. 
Corte Constitucional, Sentencia T-1108, 2002: 
“La Sala Séptima de Revisión consideró los elementos que caracterizan las denominadas relaciones 
especiales de sujeción, propias de la situación en que se encuentran los reclusos, pudiendo 
establecer que de estas relaciones surge para el Estado el deber de garantizar la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios, en todos los establecimientos carcelarios”. 
Corte Constitucional, Sentencia C-125, 2003: 
“En el terreno del derecho disciplinario estricto, esta finalidad se concreta en la posibilidad que 
tiene la Administración Pública de imponer sanciones a sus propios funcionarios quienes, en tal 
calidad, le están sometidos a una especial sujeción. Con esta potestad disciplinaria se busca de 
manera general el logro de los fines del Estado mismo y particularmente asegurar el cumplimiento 
de los principios que gobiernan el ejercicio de la función pública”. 
Corte Constitucional, Sentencia C-252, 2003: 
“El fundamento de la imputación disciplinaria está determinado por la infracción de los deberes 
funcionales del servidor público, habida cuenta de que solo tal concepción del ilícito disciplinario 
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resulta consecuente con los límites que el constituyente configuró para la cláusula general de 
libertad consagrada en el artículo 16 de la Carta y con las particularidades que la facultad 
sancionadora del Estado asume en el derecho disciplinario; nótese como la realización integral de 
la persona humana mediante la garantía de la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en el Texto Superior hace parte fundamental del compendio de fines de la actuación 
estatal, situación ésta compatible con la concepción del respeto por la dignidad humana como uno 
de los fundamentos del Estado social de derecho constituido; en este marco las autoridades de la 
República, a través de las cuales actúa el Estado como personificación jurídica de la nación, están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes y 
demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares; esta orientación finalista de las autoridades de la República determina el 
fundamento de su responsabilidad, y de allí que, de acuerdo con el artículo 6 Superior ellas 
respondan por infringir la Constitución y la ley y por omisión o extralimitación en el ejercicio de 
sus funciones. Esto es entendible: la atribución de función pública genera un vínculo de sujeción 
entre el servidor público y el Estado y ese vínculo determina no sólo el ámbito de maniobra de las 
autoridades con miras a la realización de los fines estatales, sino que también precisa el correlativo 
espacio de su responsabilidad, independientemente de la especificidad que en cada caso pueda 
asumir la potestad sancionadora del Estado” (Corte Constitucional, Sentencia C-252, 2003). 
Corte Constitucional, Sentencia C-893, 2003: 
“Al funcionario público se le pueden exigir condiciones y requisitos de aptitud, capacidad e 
idoneidad para desempeñar el cargo, esto es, cuando reclama aptitud, requiere que sus cualidades 
sean adecuadas para ciertos fines o disposición para el buen desempeño de la función pública”. 
Corte Constitucional, Sentencia C-014, 2004:  
“Mientras la imputación penal parte de la vulneración de bienes jurídicos relacionados con derechos 
de terceros, la imputación disciplinaria desvalora la vulneración de los deberes funcionales a cargo 
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del servidor público; la Corte no puede desconocer que existen algunos supuestos en los que la 
infracción del deber funcional del servidor público comporta tal grado de lesividad, que ella guarda 
una relación inescindible y directa con la violación del derecho internacional de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario […] estas faltas disciplinarias, si bien plantean la 
infracción del deber funcional que vincula al servidor público con el Estado, se caracterizan por un 
contenido de injusticia tan marcado que, aparte de contrariar ese nexo especial de sujeción, afectan 
también derechos fundamentales del ser humano; faltas disciplinarias […], no solo plantean el 
quebrantamiento del deber especial de sujeción que vincula al sujeto disciplinable con el Estado, 
sino que, además, involucran la afectación del derecho internacional de los derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario como supuestos mínimos de la convivencia pacífica en una 
sociedad civilizada” (Corte Constitucional, Sentencia C-014, 2004). 
Corte Constitucional, Sentencia T-571, 2008, De manera genérica, algún sector de la doctrina ha 
definido las relaciones especiales de sujeción, como: 
 “las relaciones jurídico-administrativas caracterizadas por una duradera y efectiva inserción del 
administrado en la esfera organizativa de la Administración, a resueltas de la cual queda sometido 
a un régimen jurídico peculiar que se traduce en un especial tratamiento de la libertad y de los 
derechos fundamentales, así como de sus instituciones de garantía, de forma adecuada a los fines 
típicos de cada relación” (López, 1994; p.161-162). 
“Tres elementos principales pueden destacarse de la anterior definición general. El primero, 
relacionado con la posición de la administración respecto de ciudadano o administrado. El segundo, 
relativo a la noción de inserción del administrado en la esfera de regulación más cercana a la 
Administración. Y el tercero, referido a los fines especiales que busca la mencionada regulación 
especial; en relación con el primer elemento, se tiene que tradicionalmente la Administración ha 
estado en una posición jerárquica superior respecto del administrado. Y ello es tanto así, que los 
órdenes jurídicos modernos contienen una enorme gama de principios y reglas de organización, 
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que pretenden que la relación entre el Estado y el ciudadano, no coloque al último en situaciones 
desfavorables o inferiores a los derechos de los que es titular. No obstante, las relaciones especiales 
de sujeción se caracterizan justamente porque, se exacerba la idea de superioridad jerárquica de la 
Administración sobre el administrado, y porque permiten matices a las medidas y garantías que 
buscan en los Estados actuales, atemperar dicho desequilibrio. Lo anterior tiene como sustento la 
aceptación de que la organización política de los Estados constitucionales de Derecho, supone la 
cesión del ejercicio del poder, a un ente superior que lo administra para gobernar; respecto de lo 
segundo, cabe señalar que, en las relaciones especiales de sujeción, el administrado se inserta de 
manera radical a la esfera organizativa de la Administración; la consecuencia pues, de dicha 
inserción o acercamiento del administrado a las regulaciones más próximas de la organización de 
la Administración, implica el sometimiento a un régimen jurídico especial y más estricto, respecto 
de quienes no están vinculados por dichas relaciones especiales; el tercer elemento se refiere a los 
fines constitucionales que deben sustentar las relaciones especiales de sujeción, para poder autorizar 
un sometimiento jurídico especial y estricto del administrado” (Corte Constitucional, Sentencia T-
571, 2008). 
Corte Constitucional, Sentencia C-899, 2011: 
“Este derecho ha sido entendido como una vertiente, modalidad o especie del derecho administrativo 
sancionador, tiene su fundamento en la relación especial de sujeción que existe entre el servidor público 
y el Estado o del particular que ejerce materialmente función administrativa, relación que permite la 
imposición de deberes, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidad que buscan hacer que el Estado 
cumpla en forma adecuada las funciones asignadas por la Constitución y la ley; es por ello que la 
jurisprudencia constitucional reiteradamente ha sostenido que este derecho se constituye en un elemento 
básico de la organización estatal y la realización efectiva de los fines esenciales del Estado social de 
derecho; la dogmática del derecho disciplinario muestra que se sanciona la infracción al deber funcional, 
entendida ésta como el conjunto de funciones, prohibiciones, inhabilidades, incompatibilidades y 
prohibiciones que se imponen al servidor o al particular que ejerce función pública en razón de la 
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relación de sujeción que adquieren con el Estado; esta disciplina busca: i) que la función pública se 
cumpla en los términos exigidos por la Constitución y la ley y ii) corregir y encauzar la conducta de 
quienes ejercen esa actividad para que el Estado cumpla de manera eficiente y eficaz los fines 
enumerados en el artículo 2º de la Constitución. En consecuencia, la infracción del deber funcional debe 
generar o poner en peligro la función pública, es por ello que el artículo 5º del actual Código 
Disciplinario, Ley 734 de 2002, exige entre sus principios la ilicitud sustancial de la falta que, en 
términos de la jurisprudencia constitucional, no es más que atentar contra el buen funcionamiento del 
Estado y el desconocimiento de sus fines hecho que se materializa cuando se incumplen u omiten las 
funciones asignadas en la Constitución, la ley, los reglamentos y los manuales de funcionamiento” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-899, 2011). 
Corte Constitucional, Sentencia C-030, 2012: 
“Respecto de los componentes del derecho disciplinario, la jurisprudencia constitucional ha 
explicado que éste se encuentra integrado por todas aquellas normas sustantivas y adjetivas que 
exigen de los servidores públicos y de ciertos particulares, un específico comportamiento en el 
ejercicio de las funciones públicas, como la disciplina, la obediencia, la diligencia, el cuidado, la 
corrección y el comportamiento ético en el desempeño de las funciones asignadas y encomendadas 
a los servidores públicos, con el fin de asegurar la debida prestación y buena marcha de la función 
administrativa, en desarrollo de los principios constitucionales contenidos en el artículo 209 
Superior. Por tanto, las infracciones al cumplimiento de dichos deberes, obligaciones, mandatos y 
prohibiciones constitucionales y legales para el adecuado e idóneo desempeño de la función pública 
deben ser sancionadas disciplinariamente” (Citado en Corte Constitucional, Sentencia C-721, 
2015). 
Desde el punto de vista interno, el Derecho Disciplinario encuentra fundamento en la […] 
“relación de subordinación que existe entre el funcionario y la administración en el ámbito de la 
función pública y se origina en el incumplimiento de un deber o de una prohibición, la omisión o 
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la extralimitación en el ejercicio de sus funciones, la violación de régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, etc.”. 
“Por ello el régimen disciplinario cobija a la totalidad de los servidores públicos a quienes 
corresponde estar al servicio del Estado y de la comunidad (Constitución Política, 1991; art. 123), 
dado que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y debe desarrollarse 
con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad” 
(Constitución Política, 1991; art. 209). 
De esta manera, desde el punto de vista interno, el fundamento de la imputación de la 
responsabilidad disciplinaria está determinado por la infracción de los deberes funcionales del 
servidor público. 
Para efectos de la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos debe tenerse en 
cuenta que tiene como objeto de regulación el hecho de que “las funciones que en un Estado de 
Derecho se desempeñan por los servidores públicos, son una actividad que en manera alguna puede 
ser arbitraria, ni dejarse librada al capricho del funcionario, sino que, siempre se trata de una 
actividad reglada, cuyo desempeño exige el sometimiento estricto a la Constitución, la ley o el 
reglamento” 
Es importante señalar que en las tesis jurisprudenciales expuestas tienen un punto en 
común, admiten la existencia de las relaciones especiales de sujeción, remitiéndolas a colectivos 
determinados a partir de su relación laboral con el Estado, pero además fundamentan el derecho 
disciplinario como instrumento de regulación en las mismas. 
Por lo tanto, claramente se puede señalar que en el Derecho Disciplinario Colombiano la 
categoría de las relaciones especiales de sujeción, no está definida materialmente en la 
Constitución Política, pero indudablemente esta norma Superior si permite con toda claridad 
identificar esta categoría y direccionarla a los colectivos determinados de quienes prestan servicio 
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público o ejercen funciones públicas, en su orden servidores públicos y particulares, precisa y 
particularmente por la regulación legal que se exige para ese ejercicio y práctica, Corte 
constitucional de Colombia, Sentencia C-721, 2015. 
Por su parte, la Procuraduría General de la Nación reconoce la existencia de la categoría 
como una fuente de responsabilidad disciplinaria al señalar: 
“En primer lugar, debemos recordar que los servidores públicos, tienen una especial relación de 
sujeción con el Estado y la función pública se desarrolla conforme los principios constitucionales 
de buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, 
participación, publicidad, responsabilidad y transparencia; principios que deben articularse con los 
deberes que también corresponde a los servidores públicos y que le imponen la obligación de 
adelantar todos los actos conforme a los postulados de orden constitucional y legal, tal y como lo 
prevé el artículo 6º de la Constitución Política, al establecer el principio general de responsabilidad 
de los servidores públicos, no sólo por esas causas, sino por omisión o extralimitación en el ejercicio 
de sus funciones; en consecuencia, en derecho disciplinario el bien jurídico tutela es el correcto 
ejercicio de la función pública, el cual se quebranta con la infracción sustancial de los deberes que 
le corresponde observar a quien ejerce funciones públicas, es decir, que la configuración de la falta 
disciplinaria se origina en la infracción de los deberes de que es titular el servidor público, pues, 
debe entenderse que cuando se acepta tal condición lo que se espera del funcionario, es que actúe 
conforme a los principios que orientan la función administrativa” (Procuraduria General de la 
Nación, 2010). 
En ese orden de ideas, se puede establecer lo siguiente: 
1. La categoría se asigna a las relaciones laborales administrativas que surgen entre el Estado 
y los servidores públicos, haciéndose extensiva a los particulares que ejercen funciones públicas o 
administren recursos públicos. 
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2. El fundamento de la especialidad radica en los deberes funcionales legalmente asignados a 
los empleos públicos, ejercidos por servidores públicos o las actividades establecidas en normas 
jurídicas, actos administrativos u objetos contractuales, en el caso de particulares que ejercen 
funciones públicas. 
3. La exigencia de responsabilidad por parte del Estado sólo es viable cuando se demuestre la 
omisión o extralimitación de los mismos. 
4. Esa exigibilidad deriva de la necesidad de garantizar el cumplimiento de los fines de la 
Administración Pública, la satisfacción de las necesidades colectivas 
5. El ejercicio de esa facultad deriva la potestad disciplinaria del Estado, la cual solo podrá 
ser ejercida en los estrictos lineamientos que señala la Constitución Política y con la debida 
observancia de los derechos fundamentales (legalidad y debido proceso) de sus destinatarios. 
En definitiva, considerando que la asignación funcional o de actividades deviene de la 
Constitución, la ley, el reglamento o contrato formalizado legalmente, es claro que la categoría se 
construye y reconoce a partir del respeto por la reserva legal y que constituye una garantía 
sustancial en materia disciplinaria representada en la exigencia de los principios de legalidad, 
ilicitud sustancial y culpabilidad cuya observancia es ineludible en el ejercicio de la potestad 
disciplinaria. 
Capítulo II 
Las relaciones laborales especiales en el derecho disciplinario colombiano 
El fundamento de la potestad disciplinaria del Estado Colombiano respecto de sus 
servidores públicos y de los particulares que resultan disciplinables se deriva de ese vínculo laboral 
especial que se enmarca en sus deberes funcionales o actividades a realizar, por consiguiente no 
sería viable considerar que se pueda imponer una sanción disciplinaria si previamente no se ha 
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determinado esa infracción al deber funcional establecido en una norma disciplinaria y en las 
subsidiarias especiales y funcionales; por tanto es clara la premisa que sólo se juzgará 
disciplinariamente a quien teniendo un vínculo laboral con el Estado especializado en un deber 
funcional lo desconoció por vía de la acción u omisión.  
Es importante señalar, que no se trata de supervigilar el cumplimiento del deber funcional 
por el simple cumplimiento del mismo, en esencia el asunto radica en que en el ejercicio debido y 
probo de esas facultades funcionales se concreta el cumplimento de los fines esenciales estatales, 
luego la finalidad y el fundamento es garantizar el bienestar y la convivencia social. 
Así, se involucra en el ejercicio disciplinario no solo una dinámica exclusivamente interna 
de la Administración Pública, sino que además de allega la necesidad de considerar el impacto que 
tienen las conductas disciplinables respecto del colectivo social, lo cual amplía mucho más el 
ámbito del Derecho Disciplinario y exige por tanto la consideración de las garantías fundamentales 
constitucionales en la determinación de la responsabilidad disciplinaria, en la medida en que en 
esa discusión ahora intervienen todos los factores que enmarcan el poder político y administrativo.  
2.1. Las relaciones laborales especiales como fundamento del Derecho Disciplinario en 
Colombia 
El Derecho Disciplinario en Colombia como lo afirma el doctor (Forero, 2011; p.180) a 
partir de su consideración de la necesidad de constitucionalizar esta disciplina jurídica, surgen 
como un elemento de equilibrio que viene a mediar entre la potestad omnímoda del Estado de 
investigar y sancionar a sus servidores y a los particulares que ejercen funciones públicas, derivada 
de las denominadas relaciones especiales de sujeción, ponderación que se concreta en el 
reconocimiento de derechos fundamentales de los investigados, materializados en los principios 
constitucionales de la dignidad humana, legalidad, debido proceso y derecho de defensa. 
118 
 
Es claro que el ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado sin ninguna limitación 
generaría un consecuente debilitamiento y menoscabo de los derechos de quienes están sujetos a 
la misma, por tanto, corresponde a Derecho Disciplinario a partir de las garantías 
constitucionalmente reconocidas, determinar los presupuestos de la responsabilidad disciplinaria, 
concretados en los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad. 
Indudablemente la categoría es el fundamento de la potestad disciplinaria en la medida en 
que la responsabilidad funcionarial se remite a la concreción de la omisión o extralimitación de 
deberes y funciones legalmente asignados, activados a partir de la formalización de la relación 
laboral o contractual; en ese orden de ideas como lo ha señalado la Corte Constitucional en 
reiteradas jurisprudencias, ese poder disciplinario del Estado solo se puede ejercer dentro de los 
claros y estrictos límites que la misma Constitución Política ha definido, lo cual implica que ese 
ejercicio preventivo, correctivo y sancionador se sustenta en el respeto de los derechos 
fundamentales de sus destinatarios, puntualmente a la legalidad (reserva legal – deberes 
funcionales - tipicidad) y debido proceso, así como la demostración de la afectación sustancial al 
funcionamiento de la Administración Pública (ilicitud sustancial) y la determinación subjetiva 
volitiva de la conducta (culpabilidad). 
No se desconoce que en el régimen disciplinario la Administración Pública por intermedio 
de los órganos de control disciplinario (Procuraduría General de la Nación, Personerías Distritales 
y Municipales y Oficinas de Control Disciplinario Interno), mantiene un extremo dominante o 
prevalente en la relación procesal, entendible ya que su exigencia tiene como finalidad lograr el 
cumplimiento de sus fines sociales, cuya realización depende del eficiente y eficaz cumplimiento 
de los deberes asignados a sus funcionarios, aceptados voluntariamente al momento de su 
vinculación laboral o contractual; pero sería un craso error desconocer que esa potestad está 
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limitada por el respeto escrupuloso del debido proceso disciplinario, como derecho fundamental 
de aquellos, como lo señala (Forero, 2011; p.186).  
Las razones de esta consideración se derivan de situaciones procesales como la no 
exigencia de apoderado de confianza, la no aceptación del desistimiento o conciliación o la 
exclusión de signatario como sujeto procesal y su solo reconocimiento como sujeto procesal de 
acto ante un archivo o fallo absolutorio, entre otros aspectos procesales a resaltar. 
Esto independientemente que el concepto de relaciones especiales de sujeción en la 
modernidad sea reemplazado por nuevas expresiones como "relación jurídica especial”, “relación 
de estatus especial” o “relación de dependencia acrecida”, sin lugar a dudas cualquiera que sea su 
denominación, el Estado como titular del poder disciplinario no lo puede ejercer sin limitaciones, 
esta garantía se construye a partir de las garantías contenidas en la Constitución Política y se remite 
a la protección jurídica de los derechos fundamentales de los procesados disciplinariamente, 
representados sustancialmente en el principio de legalidad, la reserva de la ley, el debido proceso 
y el control judicial de los actos sancionatorios de la administración. 
Así las cosas, solo se podrán flexibilizar los derechos y libertades fundamentales, de los 
servidores públicos y particulares que presten función pública, “conforme a los siguientes 
requisitos: necesariedad, razonabilidad, proporcionalidad y autorización expresa de la 
Constitución o la ley en acatamiento de la garantía de reserva de ley por el principio de legalidad” 
(Forero, 2011; p.126) con lo cual la categoría de la relaciones especiales de sujeción, obliga a la 
Administración Pública a autorregularse en el ejercicio de la potestad disciplinaria, a matizar, 
modular, flexibilizar, dar menor rigurosidad, menor intensidad o movilidad y mutatis mutandi a 
los principios constitucionales en el derecho disciplinario (Mejía, 2015, págs. 96-97). 
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En relación con el equilibrio que le aporta la teoría de las relaciones especiales de sujeción 
al Derecho Disciplinario (Forero, 2011; págs. 170-171) lo determina así: 
“Contribuye a delimitar los alcances de esta disciplina respecto de otras como el Derecho 
penal, pues esto vínculos o relaciones especiales al estar determinados y condicionados por 
los derechos fundamentales, repercuten de manera diferente en las dos áreas jurídicas y, 
mientras el Derecho penal se identifica con las relaciones generales de sujeción, en cuanto 
que en el delito o conducta típica, antijurídica, culpable y punible, puede incurrir cualquier 
persona, en principio la falta disciplinaria solamente puede atribuirse al funcionario 
público, de ahí que el Derecho disciplinario corresponda a la categoría jurídica de las 
relaciones especiales de sujeción”. 
En conclusión, en el Derecho Disciplinario Colombiano las relaciones laborales especiales 
constituyen un punto de equilibrio frente a los derechos fundamentales, la reserva legal y el control 
judicial de los actos administrativos sancionatorios, esta nueva dinámica da lugar a una 
flexibilización de las mismas, marco dentro del cual la administración a través de los entes de 
control disciplinario mantiene una posición dominante, “pero ahora con la obligación de respetar 
la garantía constitucional del debido proceso, cuando ejerce la potestad disciplinaria (Forero, 2011; 
p. 185). 
2.2. La estructura de la responsabilidad en el derecho disciplinario colombiano a partir de 
las relaciones laborales especiales  
En el Derecho Disciplinario colombiano, la responsabilidad se construye a partir de la 
integración de tres principios: legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, su concurrencia es el 
requisito necesario para determinar la imposición de una sanción disciplinaria; por tanto la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria como lo señala Villarraga (2014) necesariamente 
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debe resultar de tres juicios autónomos e independientes, el juicio de tipicidad, de sustancialidad 
de la ilicitud y de culpabilidad. El primero se remite a la adecuación objetiva de la conducta en el 
tipo disciplinario y en la norma subsidiaria que consagra el deber funcional aparentemente omitido 
o extralimitado (en la legalidad, agregaría que son dos tipos de normas subsidiarias, la que regula 
la actividad desarrollada respecto de la cual se omite o extralimita el deber funcional y 
puntualmente la que consagra como obligación la observancia de ese deber funcional, en concreto 
normas subsidiarias materiales y funcionales); el segundo a la afectación del interés jurídico 
tutelado, representado en la Función Pública y en el cumplimiento de los fines del Estado (ilicitud 
sustancial, la afectación trascendente al buen funcionamiento de la administración) y el tercero a 
la atribución de dicha afectación al autor de la conducta (culpabilidad, el elemento subjetivo de la 
conducta y determinante de la sanción disciplinaria).  
Ahora bien, admitiendo la autonomía e independencia que existe entre estos tres principios, 
es innegable que tienen un origen común, que los relaciona y los identifica, provienen de la relación 
laboral especial que surge entre el Estado y sus servidores o particulares que lo auxilian en la 
función pública, ya que su activación implica necesariamente que éstos omitan o extralimiten 
deberes funcionales o actividades contractuales, relacionados o referidos a una actividad 
legalmente regulada ya sea relacionada con aspectos laborales administrativos, contratación 
estatal, manejo presupuestal, finalmente las que correspondan al ejercicio de su actividad funcional 
(legalidad), que así mismo, esa infracción genere una afectación injustificada al deber funcional 
como eje fundamental del impulso a la Administración Pública (ilicitud sustancial) y finalmente 
que la conducta prohibitiva se origine en la consciencia y voluntad de transgredir ese deber 




En ese orden de ideas la determinación de la responsabilidad disciplinaria implica la 
concurrencia de los siguientes elementos: 
Capacidad. Entendida como una expresión de la personalidad jurídica elemento connatural 
de las personas naturales, en el caso de los servidores públicos y particulares que ejercen funciones 
públicas, implica la existencia de una capacidad jurídica y plena capacidad de ejercicio, que 
generaría la imputabilidad del disciplinado; pero además requiere de un elemento especial la 
demostración de su vinculación laboral con la Administración Pública, materializada mediante un 
acto administrativo de nombramiento, un contrato de trabajo, un convenio o contrato o un acto 
administrativo asignando la función pública. 
Conducta. “Es el comportamiento desarrollado por el servidor público o particular que 
ejerza funciones públicas, ya por vía de acción u omisión” (Ley 1952, 2019). 
Legalidad. Implica que la conducta ejecutada haya sido consagrada legalmente como falta 
disciplinaria (reserva legal), que se adecue típicamente a la descripción normativa (tipicidad), 
previamente descrita como prohibitiva por el legislador y que a su vez corresponda a un deber 
funcional constitucional, legal o estatutariamente asignado o actividades contractuales 
debidamente acordadas. En esencia la legalidad disciplinaria se construye a partir de la integración 
de tres normas: la disciplinaria, la subsidiaria especial que regula la materia desarrollada con la 
actividad realizada por el disciplinado y la subsidiaria funcional que consagra el deber funcional 
omitido o extralimitado. 
Ilicitud sustancial. La conducta disciplinada debe tener un contenido de ilicitud, que con 
ella el disciplinado injustificadamente haya afectado su deber funcional, afectación que debe ser 
sustancial en la medida en que con la misma impide el debido funcionamiento de la Administración 
Pública, al materializar una transgresión a los principios que regulan su funcionamiento contenidos 
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en el artículo 209 Constitucional, la cual debe representarse materialmente en el impacto generado 
al no cumplir con los objetivos de la actividad encomendada legalmente de acuerdo con la norma 
subsidiaria material. 
Culpabilidad. Es el elemento subjetivo de la responsabilidad disciplinaria y en parte un 
elemento rector para imponer la sanción disciplinaria, se materializa en la necesidad de precisar si 
el comportamiento juzgado disciplinariamente se realizó a título de dolo o culpa; en el dolo se 
exige el elemento cognitivo respecto de la prohibición de la conducta, su ilicitud y la voluntad de 
su realización, en tanto que en la culpa se parte del desconocimiento del deber objetivo de cuidado 
funcionalmente exigible reflejado en la imprudencia (desconocimiento de los deberes, ausencia 
del cuidado elemental y el desconocimiento de normas imperativas para la función desarrollada) 
y en la falta de cuidado, el necesario para desarrollar la actividad funcional. 
Así, se construye el siguiente esquema para definir los elementos que integran la 
responsabilidad disciplinaria: 
Capacidad + Conducta + Legalidad + Ilicitud Sustancial + Culpabilidad = Responsabilidad 
Disciplinaria. 
No deben confundirse estos requisitos con la exigencia legal prevista en la Ley 734 de 
2002; artículo 44 y la Ley 1952 de 2019; artículo 48, para la imposición de la sanción disciplinaria, 
por cuanto las normas citadas establecen como exigencia un requisito de legalidad: naturaleza de 
la falta y un requisito determinante de culpabilidad: el dolo o la culpa ya gravísima o grave. 
Por tanto, esquema formativo para la imposición de una sanción disciplinaria es: 
Sanción = Naturaleza de la falta + forma de culpabilidad. 
Luego la fórmula que representa la sanción disciplinaria es: 
S = NF + FC 
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Acorde con lo indicado, resulta indispensable y necesario asumir el estudio de los 
principios disciplinarios que determinan la existencia de la responsabilidad disciplinaria, 
principios que se fundamentan y derivan de las garantías constitucionales del reconocimiento de 
la dignidad humana, la legalidad y el debido proceso disciplinario, por tanto la potestad 
disciplinaria del Estado que surge a partir de la existencia de relaciones especiales de sujeción 
laboral entre el Estado y sus servidores, debe interpretarse y aplicarse dentro del marco jurídico 
constitucional y legal que esas garantías señalan, garantías que no propiamente son “flexibles” en 
cuanto a su estructura dogmática y cuya determinación exige la integración de los componentes 
que integran cada una de ellas. 
Lo anterior sin perder de vista la perspectiva de su origen, la relación especial laboral de 
sujeción representada y expresada en los deberes funcionales legalmente asignados al empleo 
público o establecidos en el contrato, convenio o acto administrativo que asigna al particular 
disciplinable el ejercicio de funciones públicas. 
Entendiéndose como se ha venido afirmando que esto no significa que el disciplinado 
carezca de garantías ante el Estado investigador, muy por el contrario el reconocimiento de esta 
categoría supone que solo se le podrá disciplinar en el estricto marco constitucional y legal que la 
regula y la relaciona con los principios constitucionales de legalidad y debido proceso, por eso la 
misma no representa un impulso a la arbitrariedad estatal, sino un dique de contención a posibles 





Principio de legalidad en el derecho disciplinario colombiano 
El principio de legalidad disciplinaria garantiza que tanto servidores públicos como 
particulares disciplinables solo podrán ser investigados y sancionados por conductas previstas en 
el código disciplinario como faltas disciplinarias, debe entenderse entonces como una derivación 
del principio de legalidad constitucional previsto en el artículo 29 Superior. En su contexto implica 
que un servidor estatal solo puede válidamente ejecutar aquellas conductas que le están descritas 
en sus deberes funcionales, adscritas al cargo o empleo que ejerce; por consiguiente, cualquier 
omisión o extralimitación a las mismas implicaría una inobservancia de la legalidad disciplinaria. 
En ese orden de ideas, la legalidad como principio de la responsabilidad disciplinaria, 
determina un inicial marco garantista ante la potestad disciplinaria estatal, ya que necesariamente 
deben determinarse que efectivamente la conducta por la cual se procesa al investigado, 
efectivamente está contenida en un tipo prohibitivo disciplinario. 
Ahora bien, la complejidad se presenta cuando se advierte que la labor de adecuación típica 
de una conducta disciplinable exige en su construcción la integración de tres normas diferentes:  
1. La disciplinaria tipo prohibitivo disciplinario. 
2. Las subsidiarias que se concretan en: 
a) Las especiales, que regulan la materia respectiva a la que se refiere la conducta 
investigada, ya determinada con la adecuación típica en el tipo prohibitivo 
disciplinario, como los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, la 
libertad, la contratación estatal, el servicio o la función pública, el régimen de 
prohibiciones, la hacienda pública o presupuesto, la acción de repetición, la salud 
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pública, los recursos naturales y el medio ambiente, la indebida intervención en 
política, la función y el trámite de asuntos oficiales y la moralidad pública. 
b) Las funcionales, aquellas que le adscriben o asignan al disciplinado el deber de ejecutar 
una acción o desarrollar una omisión para observar aquellas. 
Así las cosas, en la labor de adecuación típica disciplinaria el intérprete, entiéndase 
investigador, disciplinado o su apoderado, debe desarrollar tres juicios analíticos, netamente 
objetivos: 
1. Determinar si la conducta investigada efectivamente se adecua a un tipo prohibitivo 
disciplinario. 
2. A partir de lo anterior, precisar que normas legales regulan esa materia como tal. 
3. Establecer si legalmente por vía de los deberes funcionales propios del cargo o empleo, con 
la conducta desarrollada por vía de la omisión o extralimitación, efectivamente se desconoció esa 
regulación legal.  
En el desarrollo del garantismo disciplinario, solo así se dará una respuesta acertada al 
equilibrio que debe existir a partir de la configuración de la legalidad disciplinaria como principio 
rector de responsabilidad y cualquier autoritarismo estatal en la definición de las conductas 
disciplinables. 
No obstante, lo indicado es necesario advertir que en las codificaciones disciplinarias como 
la Ley 734 de 2002 y ahora la Ley 1952 de 2019, al definirse normativamente el principio de 
legalidad disciplinaria, no se hace referencia clara y puntual a las normas subsidiarias como 
integrantes de la tipicidad disciplinaria. En la última de las citadas, solo se hace referencia a la 
subsidiaria como factor integrante de la legalidad, pero sin precisar en qué consiste la 
subsidiariedad, ni la imperiosa necesidad de su determinación y concreción en la labor de 
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adecuación típica de la conducta disciplinable. Este vacío normativo da lugar a la urgente 
necesidad de profundizar sobre la naturaleza y contenido del tipo disciplinario, así como cuáles 
son las características de las normas subsidiarias, igualmente cuál debe ser el procedimiento 
integrador para determinar la legalidad de la conducta disciplinada.  
Es indispensable la construcción de una propuesta que determine con rigorismo y 
entendimiento esos contenidos, permitiendo una definición del tipo disciplinario, sus componentes 
y naturaleza, así como qué debe entenderse por normas subsidiarias y particularmente cómo están 
referidas en materia disciplinaria tanto las especiales como las funcionales, buscando clarificar la 
operatividad de las normas que deben integrar la legalidad disciplinaria.  
Como ya se señaló, el principio de la legalidad disciplinaria se fundamenta en el artículo 
29 de la Constitución Política que prevé: “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio” (Constitución Politíca de Colombia, 1991). “El 
principio de legalidad es uno de los elementos más importantes del debido proceso y un elemento 
esencial de un estado constitucional, entendido como barrera o dique a la arbitrariedad y el abuso 
en el ejercicio del poder” (Corte constitucional, Sentencia C-091, 2017). 
En un contexto doctrinal se ha señalado haciendo referencia a interpretación hecha por el 
Tribunal Constitucional (español), al artículo 25.1 de la Constitución: 
“que se ha afirmado reiteradamente, que el principio de legalidad en materia sancionadora consagra, 
comprende una doble garantía. La primera, de orden material y alcance absoluto, refleja la especial 
trascendencia del principio de seguridad jurídica en este campo limitativo de la libertad individual 
y supone la imperiosa necesidad de premeditación normativa de las conductas ilícitas y de las 
sanciones correspondientes; es decir, la necesidad de preexistencia de preceptos jurídicos lex previa 
que permitan predecir, con suficiente grado de certeza lex certa qué conductas son las constitutivas 
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de infracción y cuáles las sanciones aplicables a ellas. La segunda, de carácter formal, hace 
referencia al rango de tales preceptos, al entenderse que el término ‘legislación vigente’ contenido 
en aquel artículo 25.1 es expresivo de una reserva de ley en materia sancionadora” (Cobo, 2017). 
En este orden de ideas la legalidad disciplinaria necesariamente se concreta en la 
preexistencia de las normas disciplinarias (tipos prohibitivos) y subsidiarias (especiales y 
funcionales), sin esta necesaria armonización nunca se concretaría la misma como elemento de la 
responsabilidad disciplinaria.  
La determinación de la legalidad disciplinaria es uno de los problemas más complejos que 
presenta el Derecho Disciplinario en la medida en que comprende la integración de tres juicios de 
razonamiento, inicialmente determinar que la conducta si está tipificada como prohibitiva en la 
codificación disciplinaria, luego establecer que con la misma se desconoció un mandato normativo 
especial en el desarrollo de una actividad propia de la Administración Pública referida a una 
materia determinada y finalmente establecer una relación causal entre esa actividad y los deberes 
funcionales legalmente asignados al disciplinado para concretar que los extralimitó u omitió. 
Así, se concreta una fundamental diferencia entre el concepto de legalidad disciplinaria con 
el de tipicidad penal, ya que en materia disciplinaria la tipicidad es remisiva a partir de tipos en 
blanco o abiertos (es y debe ser refrendada en otras normas), como se estudiará más adelante, en 
tanto que en materia penal la tipicidad es cerrada (es o no es). 
En este orden de ideas, el propósito es construir y proponer elementos racionales que 
permitan comprender la dinámica del principio de legalidad en materia disciplinaria y facilitar los 
procedimientos de adecuación típica disciplinaria, en el entendido que su inobservancia además 
de viciar la actuación procesal, constituye en un desconocimiento directo a la norma constitucional 
que la prevé como máxima garantía individual, frente al poder disciplinario del Estado, con lo cual 
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se determinara que no se admite flexibilización alguna, sin por el contrario una exigencia absoluta 
en cuanto a la determinación de la legalidad de la conducta disciplinada. 
Capítulo I 
Desarrollo del principio de legalidad  
El principio de legalidad disciplinario se fundamenta en el reconocimiento de las relaciones 
laborales especiales respecto de los servidores públicos y particulares disciplinables, al 
determinarse su responsabilidad sólo en razón a la omisión o extralimitación de sus funciones y de 
los particulares que ejercen funciones públicas, al precisarse que legalmente se reglamentará el 
ejercicio de su actividad, es por esta razón que la categoría enunciada se convierte en un marco de 
garantía para esos colectivos ya que el Estado ejerce la potestad disciplinaria a partir de 
verificación de la transgresión de esos deberes funcionales, vale decir de aquellas conductas que 
les están permitidas legalmente.  
Como ya se ha indicado esta categoría no está reconocida de manera constitucionalmente, 
pero debe entender que su marco constitucional se activa cuando la Carta Política de manera clara 
y precisa determinar como punto de partida de la responsabilidad disciplinaria la extralimitación 
u omisión de los deberes propios de los cargos y de las actividades legalmente reglamentadas, 
luego a determinar estos factores como los elementos constitutivos de señalamiento de 
responsabilidad, tácitamente radica la responsabilidad disciplinaria en el desconocimiento de los 
deberes derivados de esas relaciones especiales de sujeción laboral. 
A partir de la premisa anterior la legalidad disciplinaria se concreta en la integración de 
tres normas, las cuales deben necesariamente determinarse en el proceso de adecuación típica de 
las conductas disciplinables:  
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1. El tipo disciplinario, norma prohibitiva contenida en la Ley 734 de 2002, artículos 34, 35 
y 48 y en Ley 1952 de 2019, artículos 39, 39 y 52 al 65.  
2. La norma subsidiaria especial, aquella que se refiere a la actividad material de la 
Administración Pública, objeto de la protección: como los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario, la libertad, la contratación estatal, el servicio o la función pública, el 
régimen de prohibiciones, la hacienda pública o presupuesto, la acción de repetición, la salud 
pública, los recursos naturales y el medio ambiente, la indebida intervención en política, la función 
y el trámite de asuntos oficiales y la moralidad pública.  
3. La norma subsidiaria funcional, contenida en el manual o reglamento de funciones 
establecido legal o administrativamente, que señala el deber funcional omitido o extralimitado. 
La construcción de la legalidad disciplinaria exige perentoriamente la conjugación e 
integración de estas normas, esta situación especialísima en el Derecho Disciplinario ha sido 
desarrollada y tratada por vía jurisprudencial, estableciéndose esa necesaria y obligatoria 
correspondencia entre el tipo disciplinario y las respectivas normas subsidiarias como requisito 
indispensable de la legalidad disciplinaria.  
1.1. Desarrollo constitucional del principio de legalidad en el derecho disciplinario 
colombiano 
Constitucionalmente el principio de legalidad disciplinaria se desarrolla de la siguiente manera:  
1.1.1. Respecto de los servidores públicos 
Artículo 6, determina la responsabilidad de los servidores públicos por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones (relaciones especiales de sujeción). 




Artículo 123, inciso tercero, señala que esas funciones deben ejercerse al servicio del 
Estado y la comunidad y los subordina al régimen constitucional, legal y reglamentario aplicable, 
estableciendo una reserva legal en la fijación de esa responsabilidad.  
Artículo 124, asigna a la ley la determinación de la responsabilidad de los servidores 
públicos y la manera de hacerla efectiva (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
1.1.2. Respecto de los particulares disciplinables 
Artículo 26, inciso segundo señala que legalmente se puede asignar funciones públicas y 
establecerse los respectivos controles, a los particulares que ejerzan profesiones legalmente 
reconocidas. 
Artículo 116, modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo No. 3 de 2002, que admite 
la investidura transitoria de los particulares para la función de administrar justicia en la condición 
de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para 
proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley. 
Artículo 123, prevé que la ley determinará el régimen aplicable a los particulares que 
temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio. 
Artículo 210, inciso segundo, señala que esas funciones se ejercerán en las condiciones que 
señale la ley (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
1.1.3. Desarrollo legal del principio de legalidad en el derecho disciplinario 
colombiano 
El principio de legalidad lo define el artículo 4 de la Ley 734 de 2002 señalando: “El 
servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo serán investigados y 
sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley 
vigente al momento de su realización” (Ley 734, 2002). 
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En el artículo 4 de la Ley 1952 de 2019, se define así: “Los destinatarios de este código 
solo serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos 
como falta en la ley vigente al momento de su realización. La preexistencia también se predica de 
las normas complementarias” 
La labor de adecuación típica se someterá a la aplicación de los principios de especialidad 
y subsidiariedad (Ley 1952, 2019). 
Claramente se observa la diferencia que existe en la definición propuesta en ambas normas, 
resultando más adecuada al propósito del Derecho Disciplinario la contenida en la Ley 1952 de 
2019 en tanto ya hace la precisión de la necesaria remisión en el proceso de adecuación típica a 
las normas subsidiarias especiales y funcionales. 
Como complemento de lo expuesto, respecto de la finalidad del principio de legalidad los 
artículos 22 y 23 respectivamente de las normas en cita lo determinan como una garantía del 
cumplimiento de la función pública al indicar: 
“Con el fin de salvaguardar la moralidad pública, transparencia, objetividad, legalidad, 
honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad celeridad, publicidad, economía, neutralidad, 
eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, el 
sujeto disciplinable ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetara las prohibiciones 
y acatara el régimen de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes” (Ley 1952, 2019). 
En este orden de ideas claramente se advierte que el principio de legalidad disciplinaria en 
su esencia tiene como finalidad la garantía del buen ejercicio de la función pública como quiera 
que su objeto de protección, esencialmente son los principios superiores que rigen la actividad de 
la Administración Pública, principios que se regularizan materialmente en las actividades 
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desarrolladas para cumplir sus objetivos como actividades funcionales, contractuales o de manejo 
presupuestal. 
1.2. Desarrollo jurisprudencial del principio de legalidad disciplinaria en Colombia 
La Corte Constitucional ha ponderación la regulación del principio de legalidad 
disciplinaria al señalar que:  
“Corresponde al legislador fijar la responsabilidad disciplinaria que puede ser atribuida a 
los servidores públicos frente a los comportamientos realizados por sus servidores que 
atenten contra el ordenamiento jurídico y las finalidades que son propias de la función 
pública. Esta competencia la debe ejercer sin desconocer la vigencia de los principios que 
integran el derecho fundamental al debido proceso (Constitución Política, 1991; art. 29), 
de manera que, las normas administrativas de naturaleza disciplinaria no pueden hacer a un 
lado los principios de legalidad, autoridad administrativa competente, imparcialidad, 
publicidad, presunción de inocencia, defensa y contradicción” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-315, 2012). 
En ese orden de ideas, bien puede decirse que sin desconocer que la regulación de las 
conductas disciplinables generan un espacio de libre configuración legislativa que permite 
establecer el tipo de conductas que resultan ajenas a la consecución de los fines del Estado, en la 
determinación de la gravedad social de estas conductas y la consecuente intensidad de las 
sanciones que les son aplicables; surge una limitante para esa libertad legislativa representada en 
los derechos y garantías fundamentales constitucionalmente reconocidas a los servidores públicos 
y particulares que ejercen funciones públicas. 
Lo cierto es que como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional, “existen 
particularidades importantes respecto del alcance de este principio y en esa medida se ha admitido 
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cierta flexibilidad” (Corte Constitucional, Sentencia T-1039, 2006, p. 1), la cual no es absoluta, 
pues no puede ser ilimitada de forma que conduzca a la arbitrariedad de la administración en la 
imposición de sanciones, por lo cual se vulnera este principio “Cuando se advierta vaguedad, 
generalidad e indeterminación en la actuación del legislador, en la identificación de la conducta o 
en la sanción a imponer, de manera que no permitan establecer con certeza las consecuencias de 
una conducta” (Corte Constitucional, Sentencia C-853, 2005) 
“Es por ello que el análisis del principio de legalidad disciplinaria comporta el estudio de 
tres principios esenciales que lo integran: reserva legal, tipicidad y lex praevia” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-721, 2015). 
1.3. Concepto de la Procuraduría General de la Nación respecto del principio de legalidad 
disciplinaria 
La colegiatura recuerda que el principio de tipicidad, taxatividad o determinación de las 
faltas y las sanciones disciplinarias presupone que los destinatarios de la ley disciplinaria, por 
seguridad jurídica, deben reconocer en forma clara qué comportamientos están prohibidos, así 
como su castigo en caso de infracción. Se trata de otra manifestación o concreción del principio 
de legalidad consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, pilar básico del Estado 
constitucional y democrático de derecho, con la finalidad precisa de que las personas desde el 
conocimiento de lo prohibido adecúen sus procedimientos a lo permitido, o en tratándose de 
servidores públicos, únicamente hagan lo que les indica el ordenamiento jurídico vigente.  
Se consolida dicho principio como una garantía material del principio de legalidad, 
consagrado en el Código Disciplinario Único, que tiene su sustento en la máxima nullum crimen 
nulla poena sine lege, ya que en la órbita de un Estado constitucional, social y democrático de 
derecho y por seguridad jurídica, las infracciones deben estar debidamente determinadas, al igual 
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que las sanciones que deben quedar definidas y graduada su escala, máxime si se entiende que el 
ejercicio de la potestad disciplinaria por parte de la administración pública conlleva limitación de 
derechos y libertades de los servidores públicos.  
La tipicidad constituye un mandato al legislador en cuanto a la determinación de 
infracciones y sanciones, su graduación y la articulación de las dos categorías y, en ese sentido, 
los destinatarios de la ley disciplinaria deben estar en capacidad de predecir con certeza las faltas 
y las sanciones a que se exponen en caso de infracción al régimen disciplinario, aspecto importante, 
en tanto, tiene que ver con la obligación que tiene el legislador disciplinario al momento de 
estructurar los tipos disciplinarios (Corte Suprema de Justicia, Expediente Rad. 161–7267, IUS 
2014–293599, 2018).  
“Los tipos disciplinarios son normas con estructura de reglas primarias, es decir que están 
constituidas por un precepto o supuesto de hecho y por una sanción o consecuencia; el precepto a 
su vez describe: I. el incumplimiento de deberes; II. la extralimitación en el ejercicio de derechos 
y funciones y III; las prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses; con la creación de tipos disciplinarios, por parte del 
legislador, se concreta el principio de legalidad, el cual está consagrado, en el derecho disciplinario, 
en el artículo 4 de la Ley 734 de 2002, en los siguientes términos: el servidor público y el particular 
en los casos previstos en este código sólo serán investigados y sancionados disciplinariamente por 
comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización; 
este principio, en términos generales, se concreta en tres aspectos: I. En la existencia de una ley 
previa que determine la conducta objeto de sanción; II. En la precisión de la ley para determinar la 
conducta objeto de reproche y; III. En la precisión de la ley al determinar la sanción que ha de 
imponerse. Con el principio de legalidad se busca recortar al máximo la facultad discrecional de la 
administración en ejercicio del poder sancionatorio que le es propio” (Corte Suprema de Justicia, 
Expediente Radicado 161-6371, IUS-2012-426402– IUC-D-2013-650-593981, 2017). 
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En relación con la necesaria citación de las normas subsidiarias se indicó: 
“Se debe dejar en claro, que para que se respete el principio de taxatividad, la norma constitucional 
y legal que complementa el tipo sancionatorio en blanco, debe tener la estructura de regla completa. 
Si la remisión es a un principio, a un subprincipio, o a otra norma sancionatoria en blanco, sigue 
siendo el tipo disciplinario indeterminado y violatorio del principio de taxatividad” (Corte Suprema 
de Justicia, 154-132381, 2009). 
En lo que respecta a la tipicidad disciplinaria se señaló: Regresando al objeto de análisis, 
debemos precisar que la tipicidad, por su parte, corresponde a una conducta humana que se adecua 
al precepto de un tipo disciplinario, de ahí que se diga que la tipicidad es una característica de una 
conducta, característica que se concreta en la adecuación de la conducta al tipo. 
“En este sentido la tipificación exige la preexistencia legal de un derecho, de una prohibición, de 
un mandato, de una inhabilidad, de una incompatibilidad o de un impedimento, exigencia 
indispensable para garantizar el principio de legalidad, y por la trasgresión del mandato o la 
prohibición, descrito por un tipo disciplinario, a través de una conducta; sin existencia de conducta 
humana y de un tipo disciplinario, que señale una prohibición o mandato, no hay tipicidad”. 
Finalmente, el juicio de tipicidad corresponde al análisis que hace el intérprete para 
determinar la tipicidad de una conducta. 
La doctrina mayoritaria ha considerado que en el derecho disciplinario la tipicidad es 
preponderantemente objetiva y que la componen los siguientes elementos: 
̶ El sujeto, en este caso un servidor público que tiene un especial deber de garante. 
̶ La conducta, que para el derecho disciplinario se concreta en I. el incumplimiento de 
deberes; II. La extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones y III. Las prohibiciones y 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses. 
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̶ Excepcionalmente, para algunas faltas disciplinarias, el resultado, pues se ha considerado 
que las faltas disciplinarias son de mera conducta. 
̶ El nexo de causalidad y la imputación objetiva para las faltas de resultado. 
Es decir que para que exista tipicidad disciplinaria se requiere la preexistencia de un 
derecho o de un deber (Corte Suprema de Justicia, 154-132381, 2009). 
1.3.1. Desarrollo doctrinal del principio de legalidad en Colombia 
El tema es abordado por Gómez (2002), a partir del concepto de tipicidad, resaltando la 
diferencia existente entre la tipicidad disciplinaria y la tipicidad penal, estructurándola a partir de 
la diferenciación que surge en el desarrollo del principio de libertad existente en un Estado de 
Derecho, “los particulares pueden hacer todo aquello que no se encuentre prohibido”, en tanto que 
los servidores públicos “sólo pueden hacer lo que les está permitido y mandado”, así considera 
que la diferencia radica para este último colectivo en la activación de relaciones especiales de 
sujeción laboral, que les restringe el principio de libre albedrío.  
A partir de lo anterior, propone la dificultad que el desarrollo del tema genera al momento 
de definir las conductas prohibitivas disciplinarias, indicando que el legislador sólo podrá 
enunciarlas a través de la descripción de aquellas conductas que se tienen como de mayor 
ocurrencia y recurrir a una formulación “supremamente abstracta” de las demás, concluyendo que 
en ese sentido se consagran esas conductas, en tipos disciplinarios en blanco y tipos disciplinarios 
abiertos. 
Al respecto, se considera que es importante tomar como punto de partida el concepto de 
legalidad, entendida como la necesaria descripción previa de la conducta prohibitiva por el 
legislador, indudablemente a partir de la existencia de relaciones laborales especiales que le 
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permiten determinar esas conductas prohibitivas, dentro del marco permisivo de lo que pueden los 
servidores públicos desarrollar y ejecutar a partir de sus deberes funcionales. 
Diferente es el problema que surge al definir la tipicidad, que ya supone un juicio analítico 
de adecuación entre la conducta desarrollada por el disciplinado y su inserción en el tipo 
prohibitivo disciplinario. Evidentemente es en este proceso en donde surgen las mayores 
dificultades debido a que resultaría imposible que el legislador pudiese consagrar absolutamente 
todas las conductas disciplinables en una tabulación sistémica de las mismas. Es ante esta 
dificultad que surgen los contenidos descriptivos en blanco y abiertos de los tipos prohibitivos 
disciplinarios, pero en todo caso remisivos. 
En ese orden de ideas, a partir de la construcción conceptual del citado doctrinante, en 
Colombia se asume una construcción remisiva de la tipicidad disciplinaria.   
Capítulo II 
Destinatarios de la legalidad disciplinaria 
En desarrollo del principio de legalidad como expresión garantista en el Derecho 
Disciplinario, es importante determinar a quienes cobija esa protección. El artículo 25 tanto de la 
Ley 734 de 2002 como de la Ley 1952 de 2019 señala como sus destinatarios a los servidores 
públicos, tanto en servicio activo, como los retirados de servicios que estén siendo investigados 
por faltas cometidas en el desempeño de sus funciones y a los particulares disciplinables. 
2.1. Los servidores públicos 
Conforme lo señalado en el artículo 123 de la C.P. en Colombia tienen esa condición: “Los 
miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 




Conforme a esta inicial clasificación son servidores públicos y por ende disciplinables: 
1. Los miembros de corporaciones públicas de elección popular: Congresistas (Senadores y 
Representantes a la Cámara), Diputados, concejales Distritales y Municipales y ediles de las Juntas 
Administradoras Locales. 
2. Los empleados públicos. 
2.1. Elección popular: presidente, Gobernadores y alcaldes 
2.2. De período fijo 
2.3. Libre nombramiento y remoción  
2.4. Carrera administrativa 
2.5. Los provisionales 
2.6. Los encargados 
3. los trabajadores oficiales. 
Las faltas disciplinarias en que pueden incurrir están clasificadas como gravísimas, graves 
y leves conforme los artículos 42 de la Ley 734 de 2002 y 46 de la Ley 1952 de 2019; las faltas 
gravísimas están previstas en los artículos 48 y 52 al 65 de las normas citadas, en tanto que las 
faltas graves y leves se determinan en los artículos 34, 35 y 38 y 39 de las normas en comento, 
precisando que la gravedad o levedad de la falta se establece a partir de la aplicación de los criterios 
contenidos en los artículos 43 y 47, modificado artículo 8 Ley 2094 de 2021, de las mismas. 
En cuanto a las sanciones disciplinarias que se pueden imponer por las mismas, en cuanto 
a su definición y límites se definen en los artículos 44, 45 y 46 Ley 734 de 2002 y 48 y 49 Ley 
1952 de 2019, modificados artículos 9 y 10 Ley 2094 de 2021. 
Es importante insistir que las normas citadas consagra la legalidad disciplinaria en cuanto 
a los tipos prohibitivos, pero debe tenerse en cuenta como se ha indicado, que en materia 
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disciplinaria este principios requiere de la integración de las normas subsidiarias tanto especiales 
como funcionales, las cuales por razones obvias no son enunciadas en los artículos indicados tanto 
del Código Disciplinario Único como del Código General Disciplinario, ya que éstas no regulan 
el desarrollo de las materias que corresponden a la actividad de la Administración Pública, ni 
enuncian deberes funcionales, por esta razón la adecuación típica de la conducta disciplinada en 
cuanto a las normas subsidiarias debe realizar fuera de la codificación disciplinaria en normas 
constitucionales, legales o reglamentarias administrativas. 
Debe señalarse como aspecto a tener en cuenta, que la facultad de ejercer la potestad 
disciplinaria por parte de la Procuraduría General de la Nación respecto de los miembros de 
Corporaciones Públicas y empleados públicos de elección popular, derivada del contenido del 
artículo 277, numeral 6 Constitucional, ha sido rebatida y negada por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en el caso Gustavo Petro Urrego, contra Colombia en fallo proferido el 08 de 
julio 2020. 
En dicha decisión se consideró que en el ejercicio de esa facultad se estaría desconociendo 
lo previsto la Convención Interamericana de Derechos Humanos, articulo 23, numeral 2, en el cual 
se determina que la reglamentación de los derechos políticos de los ciudadanos solo podrá 
efectuarse mediante condena emitida por un juez penal competente. 
Es importante indicar que la potestad disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación 
respecto de estos servidores públicos, ha sido admitida por la Corte Constitucional, 
reiterativamente como se advierte en las Sentencias C-028/06 M.P. HUMBERTO ANTONIO 
SIERRA PORTO; SU – 712 de octubre 17/13, M.P. JORGE IVAN PALACIO PALACIO y 
Sentencia C-111 del 13 de marzo de 2019 M.P. CARLOS BERNAL PULIDO, mantuvo esa 
competencia bajo la consideración de la necesidad de armonizar el contenido de la norma 
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convencional citada con la necesidad inaplazable de combatir el fenómeno de la corrupción 
administrativa en el país.  
Es así como puntualmente en la Sentencia C-028/06, se mantiene esa facultad bajo la 
premisa que los actos investigados constituyan actos de corrupción, haciendo remisión a los 
diferentes estatutos internacionales que el país ha suscrito en el desarrollo de la lucha contra ese 
flagelo. 
Situación similar podría predicarse respecto de las sentencias del Consejo de Estado como 
órgano de control natural de la legalidad de los actos sancionatorios de la Procuraduría General de 
la Nación. Así se advierte en sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, 
sentencia del 05 de marzo de 2014, línea jurisprudencial que se mantiene en la sentencia de la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 09 de agosto de 2016, hasta llegar a la 
sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia el 15 de noviembre de 
2017, en la cual bajo el amparo de control de convencionalidad se tacha esa facultad, limitándola 
exclusivamente a las investigaciones disciplinarias por actos de corrupción, haciendo acopio a lo 
señalado al respecto por la Corte Constitucional en la ya citada Sentencia C-028/06 y conminando 
al Gobierno en un término de dos años, a la regulación normativa de esa competencia disciplinaria 
de la Procuraduría General de la Nación. 
Se advierte que esta situación viene a ser regularizada con la expedición de la Ley 2094 de 
2021, en cuyo artículo 2 se otorga a la Procuraduría General de la Nación, la titularidad de la 
potestad disciplinaria, con funciones jurisdiccionales.   
Indiscutiblemente, esta situación puede generar amplias discusiones sobre la asignación de 
funciones jurisdiccionales a un órgano de naturaleza administrativa, sin embargo, la justificación 
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se encuentra a partir de la necesidad de controlar los posibles actos de corrupción de los servidores 
públicos de elección popular. 
Bien, el tema está servido para las diferentes argumentaciones y conceptualizaciones, eso 
sí, esperando que todo sea en beneficio del Derecho Disciplinario, cuyos resultados han sido 
absolutamente reconocidos en la lucha contra la corrupción administrativa.  
2.2. Los particulares disciplinables  
En materia disciplinaria el principio de legalidad en relación con los particulares que 
ejercen funciones públicas se esboza en los artículos 25 de la Ley 734 de 2002 y 44 de la Ley 1474 
de 2011 y en los artículos 25 y 70 de la Ley 1952 de 2019. 
Considerando que la clasificación que enuncia la Ley 1952 de 2019 resulta más explicativa 
e integral, se acudirá a la misma para señalar que los particulares disciplinables son: 
        Los particulares que ejerzan funciones públicas (Ley 1952 de 2019, art. 70). 
 “Los Gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y asociaciones que se 
creen y organicen por el Estado o con su participación mayoritaria”, en referencia lo previsto en 
el parágrafo primero del artículo 38 de la (Ley 489 de 1998; art. 38. Parágrafo 1) 
 Los indígenas que ejerzan funciones públicas o administren recursos del Estado, en 
consideración a lo indicado por la Corte Constitucional, “Tratándose de recursos públicos 
manejados por los servidores públicos, nuestro ordenamiento dispone una serie de procedimientos 
de planeación, contratación y ejecución, pues el manejo de estos recursos involucra el interés 
general, por cuanto, además de ser un aporte de todos los contribuyentes, su destinación implica 
el cumplimiento de los fines del Estado” (Corte Constitucional, Sentencia C-123, 2003) 
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El artículo 70 de la Ley 1952 de 2019, determina los particulares que son investigables 
disciplinariamente así: Los particulares que ejerzan funciones públicas de manera permanente o 
transitoria.  
La norma precisa qué debe entenderse por función pública señalando: “Se entiende que 
ejerce función pública aquel particular que, por disposición legal: acto administrativo, convenio o 
contrato, desarrolle o realice prerrogativas exclusivas de los órganos del Estado”(Ley 1474, 2011; 
art.44) “Agregando que no serán disciplinables aquellos particulares que presten servicios 
públicos, salvo que en ejercicio de dichas actividades desempeñen funciones públicas, evento en 
el cual se indica serán destinatarios de las normas disciplinarias” (Ley 1952, 2019).  
1) Los particulares que administren recursos públicos. 
Al respecto la norma indica que “Administran recursos públicos aquellos particulares que 
recaudan, custodian, liquidan o disponen el uso de rentas parafiscales, de rentas que hacen 
parte del presupuesto de las entidades públicas o que estas últimas han destinado para su 
utilización con fines específicos” (Ley 1952, 2019). 
2) Los particulares que realicen labores de interventoría o supervisión en los contratos estatales 
(Ley 1474 de 2011, arts. 82, 83 y 84). 
3) Los particulares que ejerzan como auxiliares de la justicia. 
La norma señala sobre los mismos que serán disciplinables conforme a la Ley 1952 de 2019, 
sin perjuicio del poder correctivo del juez ante cuyo despacho intervengan. 
Debe tenerse en cuenta en relación con las personas jurídicas de Derecho Público se 
entiende, se indica que la responsabilidad disciplinaria será exigible tanto al representante legal 
como a los miembros de la Junta Directiva, acorde con el respectivo caso (Ley 1952, 2019). 
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Las inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de intereses de los particulares se 
encuentran regulados en los artículos 55 y 71 de la Ley 734 de 2002 y Ley 1952 de 2019. 
Las faltas y sanciones que le son atribuibles se determinan en los artículos 55, 56 y 57 y 
72, 73 y 74 de las normas en cita. 
En cuanto a los Notarios como particulares que ejercen función pública el principio de 
legalidad se encuentra definido en los artículos 58 a 65 y 75 a 82 tanto de la Ley 734 de 2002 como 
de la Ley 1952 de 2019, artículos 77, 78 y 79, normas que de manera especial tipifican las faltas 
gravísimas y graves en que pueden incurrir, así como las sanciones que les son aplicables a los 
mismos.  
Capítulo III 
Principios que integran la legalidad disciplinaria 
El principio de legalidad disciplinaria se fundamenta en la concurrencia de la reserva legal, 
la tipicidad y la existencia de la ley previa, elementos que constituyen la garantía primaria de la 
rectitud en el ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado. 
3.1. La reserva legal disciplinaria 
El ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado se fundamenta en las leyes expedidas 
por el órgano legislativo como representante de la voluntad popular en un Estado Social y 
Democrático de Derecho, Congreso de la República; considerando que el bien jurídico protegido 
por el Derecho Disciplinario es el buen funcionamiento de la Administración Pública concretado 
en la observancia de los principios que la rigen, es claro que deben incluirse los reglamentos y 
manuales de funciones que la Administración Pública establezca dentro de sus competencias de 
autorregulación de funciones, esto en la medida que es través del idóneo ejercicio de esas funciones 
por parte de los servidores del Estado que le logra ese cometido, cuando con las mismas ejecutan 
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proba y rectamente las labores especiales que se les encomiendan en materia de función pública, 
contratación y manejo de presupuesto. 
Lo anterior implica que tanto las conductas que tipifican las faltas disciplinarias, como las 
que imponen los deberes funcionales exigibles a los vinculados laboralmente con el Estado y las 
sanciones aplicables a las mismos necesariamente deben estar contenidas en normas jurídicas, así 
como aquellas actividades cuya ejecución está regulada de manera especial y que les resulta 
exigible a partir de sus actividades funcionales. 
Sustancialmente la reserva legal en materia disciplinaria genera una doble garantía: “De 
carácter material. La existencia de una lex previa que determine las conductas constitutivas de 
faltas disciplinarias y las sanciones que se impondrán a las mismas en caso de su consumación” 
(Ramírez M, 2011).  
Según Jalvo, (2006) de carácter formal. La naturaleza, el rango de las normas que tipifican 
las faltas disciplinarias y determinan las sanciones a imponer. 
En este orden de ideas, la exigencia de la reserva legal ha permitido el verdadero desarrollo 
del Derecho Disciplinario transformándolo de un ejercicio meramente represivo y dictatorial a un 
Derecho con una dogmática propia con un fundamento constitucional y legal, cuyo fundamento es 
directamente el respeto a la dignidad humana como se consagra en el artículo 1 de la Ley 1952 de 
2019 al establecer como principio rector la necesidad del tratamiento respetuoso a quien intervenga 
en condición de disciplinado en la actuación, respeto que se materializa en la estricta observancia 
de los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad al momento de determinar su 
responsabilidad disciplinaria. 
3.1.1. Reserva legal disciplinaria de los servidores públicos 
La Ley 1952 de 2019 en su artículo 26 define la noción de falta disciplinaria declarando:  
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“Constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, da lugar a la imposición de la sanción disciplinaria 
correspondiente la incursión en cualquiera de las conductas previstas en este código que conlleven 
incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones 
y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de 
intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad 
contempladas en la ley” (Ley 734, 2002; art. 23). 
Claramente se observa que la reserva legal disciplinaria de los servidores públicos se remite 
a tres tipos de normas diferentes que son las que van a construir la legalidad de la conducta 
disciplinada: 
1. El tipo disciplinario prohibitivo contenido en la Ley 734 de 2002 (arts. 34, 34 y 48); Ley 
1952 de 2019 (arts. 38, 39 y 52 al 65). 
2. La norma que contiene y regula de manera especial el desarrollo material de la actividad 
respectiva. 
3. La norma que determina los deberes funcionales del cargo o empleo público desempeñado 
por el disciplinado. 
Las faltas disciplinarias son clasificadas por el artículo 43 de la Ley 734 de 2002 y artículo 
46 de la Ley 1952 de 2019 en gravísimas, graves y leves.  
En consideración a la vigencia de inminente de la Ley 1952 de 2019, el tema se desarrollará 
con fundamento en los contenidos de la norma en mención. 
En ese orden de ideas, conforme al principio de reserva legal disciplinaria las faltas 
gravísimas están consagradas en la Ley 1952 de 2019 así: 
“art. 52. Faltas relacionadas con la infracción al Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
y al Derecho Internacional Humanitario; art. 53. Faltas relacionadas con la libertad y otros derechos 
fundamentales; art.  54. Faltas relacionadas con la Contratación Pública; art. 55. Faltas relacionadas 
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con el servicio o la función pública; art. 56. Faltas relacionadas con el régimen de 
incompatibilidades, inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses; art. 57. Faltas 
relacionadas con la hacienda pública; art. 58. Falta relacionada con la acción de repetición; art. 59. 
Faltas relacionadas con la salud pública, los recursos naturales y el medio ambiente; art. 60. Faltas 
relacionadas con la intervención en política; art. 61. Faltas relacionadas con el servicio, la función 
y el trámite de asuntos oficiales; art. 62. Faltas relacionadas con la moralidad pública; art. 63. Faltas 
atribuibles a los funcionarios judiciales y a los jueces de paz; art. 64. Faltas relacionadas con el 
régimen penitenciario y carcelario; art. 65. Faltas que coinciden con descripciones típicas de la ley 
penal”. 
La Ley 1952 de 2019 consagra las faltas graves y leves en sus artículos 38 que señala los 
deberes y 39 que establece las prohibiciones, precisando que la determinación de si la falta es grave 
o leve exige la aplicación de los criterios contenidos en el artículo 47, modificado por el artículo 
8 de la Ley 2094 de 2021, de cuyo análisis se colige su la falta se considera grave o leve. 
En concordancia con lo anterior el artículo 67 de la norma en cita prevé: “Faltas graves y 
leves. Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los 
derechos, la extralimitación de las funciones, o la incursión en prohibiciones, salvo que la conducta 
esté prevista como falta gravísima”. 
 El aspecto sustancial radica en que la Ley 1952 de 2019, al momento de tabular las faltas 
gravísimas, las consagra sistémicamente ordenándolas por materias y en cada tema discrimina las 




3.1.2. Reserva legal disciplinaria de los servidores públicos en las normas 
subsidiarias 
Acorde con lo que se ha indicado el fundamento de la responsabilidad disciplinaria gira en 
torno a la omisión o extralimitación de los deberes funcionales asignados, en ese orden de ideas 
en fácil entender que las normas que consagran la reserva legal disciplinaria en la Ley 1952 de 
2019 solo describen conductas disciplinables más no deberes funcionales, éstos van a estar 
determinados en la Constitución Política, que fundamenta la autoridad para imponerlos y exigirlos, 
y primordialmente en la ley, los reglamentos o manuales de funciones entendidas para el caso 
como normas subsidiarias tanto especiales como funcionales (Constitución Política, 1991; art. 
122). 
3.1.3. Normas subsidiarias especiales 
Las normas subsidiarias especiales que son aquellas que regulan el desarrollo, la ejecución 
de la actividad respecto de la cual se ejerce la función administrativa, permiten determinar la 
materia que se tutela en tipo disciplinario. 
Esta situación se evidencia claramente en los contenidos regulados por los artículos 52 a 
65 de la Ley 1952 de 2019 que define las faltas gravísimas. En efecto en las normas citadas se 
precisan las materias objeto de protección así: Infracciones al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario; afectaciones a la libertad y otros 
derechos fundamentales; la contratación pública; la afectación al servicio o la función pública; la 
violación al régimen de incompatibilidades, inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses; 
la hacienda pública; la acción de repetición; la afectación a la salud pública, los recursos naturales 
y el medio ambiente; la indebida intervención en política; la afectación al servicio, la función y el 
trámite de asuntos oficiales; la afectación a la moralidad pública; las irregularidades atribuibles a 
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los funcionarios judiciales y a los jueces de paz; las relacionadas con el régimen penitenciario y 
carcelario y las que coinciden con descripciones típicas de la ley penal. 
Cada una de estas materias está regulada de manera especial por una norma Constitucional, 
legal o administrativa, que determina la ejecución y desarrollo de las actividades propias de cada 
una de ellas y que por supuesto son de necesaria observancia por quienes funcionalmente deben 
ejecutar esas actividades, la cual va a permitir la determinación de la omisión o extralimitación en 
el ejercicio del deber funcional por parte del disciplinado, constituyen un marco de referencia 
externo respecto del cual se va a considerar la idoneidad del ejercicio funcional, esta es la razón 
de su necesaria citación como elemento integrante de la legalidad disciplinaria puesto que revisar 
el deber funcional sin tener como punto de vista la norma subsidiaria especial carece de total 
sentido en aras de establecer una posible responsabilidad disciplinaria. 
Para lograr la ubicación de esta norma especial es indispensable que el juez disciplinario 
tenga claro qué materia se pretende tutelar con el tipo disciplinario para así proceder a la 
concreción de la norma que la regula y verificar su observancia en el desarrollo de la actividad 
funcional de servidor estatal. 
Incluso estas normas especiales también son aplicadas por el legislador para determinar la 
culpabilidad, esto en el caso de la culpa gravísima, el artículo 29 inciso tercero de la Ley 1952 de 
2019 prevé como causal para su configuración: la violación manifiesta de reglas de obligatorio 
cumplimiento. Indudablemente que no se hace referencia a los deberes funcionales, sino a las 
normas que de manera especial regulan la respectiva materia y que por falta al deber objetivo de 
cuidado no son observadas por el disciplinado 
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3.1.4. Normas subsidiarias funcionales 
Las normas subsidiarias funcionales se concretan en la ley o acto administrativo que asigna 
las funciones propias del cargo o empleo ejercido por el servidor público, constituyen el núcleo 
básico de la imputación disciplinaria que se origina a partir de su omisión o extralimitación, con 
lo cual estaría actuando anti normativamente al realizar una conducta que no le está permitida. 
Ciertamente las normas funcionales son las que dinamizan la Administración Pública ya 
que encierran las competencias otorgadas a los servidores estatales para la ejecución y el 
cumplimiento de los fines sociales del Estado, su inobservancia genera una afectación a esos 
propósitos y por ello constituyen la razón de ser de la tutela disciplinaria puesto que vienen a ser 
las indicadoras de la exigencia disciplinaria. 
Pero obsérvese que estudiándolas de manera aislada no se lograría su entendimiento como 
fundamento del ejercicio disciplinario ya que los deberes propios de los empleos públicos sólo 
indican lo que le está permitido hacer a sus titulares, la determinación la probidad en su ejecución 
o bien el establecimiento de su omisión o extralimitación solo se logra a partir de su confrontación 
con las normas subsidiarias especiales que marcan las formalidades que deben cumplirse y 
observarse en las actuaciones administrativas según la materia a la que se refieran. 
Es claro que las normas subsidiarias funcionales representan la materialización de la 
categoría de las relaciones especiales de sujeción, en la medida en que nos indican concretamente 
qué debe ejecutar el servidor público por estarle legalmente permitido, podría decirse entonces que 
constituyen el elemento más humano de la reserva legal disciplinaria ya que se remiten 
directamente a la regulación y determinación de la conducta de quienes están vinculados 
laboralmente con el Estado.  
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3.2. Integración de la reserva legal disciplinaria y subsidiaria  
La determinación de la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos por vía del 
principio de legalidad exige la integración de la reserva legal disciplinaria y reserva legal 
subsidiaria, esto significa que el juez disciplinario debe efectuar el siguiente juicio analítico de 
adecuación y verificación: 
1. Establecer la preexistencia de la conducta investigada como prohibitiva en el tipo 
disciplinario. 
2. Verificar que se remite a una actividad regulada legalmente y de acuerdo con la materia de 
que se trate definir la existencia de la norma especial que la regula. 
3. Determinar que la conducta omitida o extralimitada objeto del juzgamiento disciplinario 
corresponda a un deber funcional legalmente asignado al procesado por vía legal o administrativa. 
Sin el proceso discursivo anterior jamás se integraría debidamente la reserva disciplinaria, 
afectándose sustancialmente el principio de legalidad disciplinaria.  
3.3. Reflexiones sobre la clasificación de las faltas disciplinarias y los criterios para definir 
las faltas graves y leves en el derecho disciplinario colombiano 
Se ha indicado respecto de las faltas gravísimas que en la Ley 1952 de 2019 existe una 
reserva legal cerrada en la medida en que las mismas están taxativamente señaladas en sus artículos 
52 al 65; esta misma situación no puede predicarse respecto de las faltas graves y leves que se 
encuentran tipificadas en sus artículos 38 deberes y 39 prohibiciones de la norma en cita, 
apreciándose que en estos artículos no se determina cuáles de esas conductas tipifican como faltas 
graves y cuáles como faltas leves. 
La definición de si una conducta se determina como falta grave o leve, la asume el juez 
disciplinario acudiendo a la interpretación y aplicación de los criterios contenidos en el artículo 47 
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de dicha norma, como ya se indicó modificado por el artículo 8 de la Ley 2094 de 2021, criterios 
que resulta por demás subjetivos y generales permitiendo un amplio margen de discrecionalidad 
para quien hace esa definición. 
Es preciso señalar, que la última norma citada, inexplicablemente volvió a activar como 
criterios determinadores de la gravedad o levedad de la falta, los numerales 1 y 9 del artículo 43 
de la Ley 734 de 2002, los cuales había sido suprimidos por el referido artículo 47 de la Ley 1952 
de 2019 (1. La forma de culpabilidad y 9. La realización típica de una falta objetivamente 
gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave). 
Indiscutiblemente, el aspecto en discusión radica en lo genérico, ambiguo y abstracto de 
esos criterios, que en su mayoría permiten juicios subjetivos de la autoridad disciplinaria al 
momento de definir si la falta es considerada como grave o leve; situación que evidentemente 
genera una tensión con la garantía de la reserva legal contenida en el principio de legalidad 
disciplinaria ya que el deber ser impone que sea el legislador quien determine las faltas graves o 
leves como ocurre en el Derecho Administrativo Sancionador Español (Ley 7, 2007; art. 95, Real 
Decreto Legislativo 5 del 30 de octubre de 2015) o bien que la enunciación de esos criterios fuese 
más cerrada, precisa y concreta. 
En ese orden de ideas, es preciso hacer consideraciones sobre los criterios aplicados en el 
Derecho Disciplinario Colombiano para la determinación de las faltas graves y leves, en aras de 
aportar elementos de juicio que sirvan de fundamento tanto al fallador disciplinario, como a los 
servidores públicos y particulares disciplinables y sus apoderados (Ovalles, 2015). 
153 
 
3.3.1. Desarrollo legal de los criterios para determinar la gravedad o levedad de las 
faltas disciplinarias 
Revisando el marco legal de desarrollo del concepto de falta disciplinaria en Colombia 
encontramos diversas normas a través de las cuales el legislador preceptúa comportamientos 
constitutivos de faltas disciplinarias, este desarrollo legal se puede describir así: 
“Ley 165 de 1938, por la cual se creó la carrera administrativa, en cuyo artículo 8 se establecen los 
deberes para los funcionarios de carrera; Ley 19 de 1958, sobre reforma administrativa en su 
artículo 12 donde se establecieron prohibiciones en materia de intervención en política; Decreto 
1732 1960, por medio del cual se promulga el Estatuto de Servicio Civil y Carrera Administrativa, 
que en sus artículos 7, 70 y 71 estableció prohibiciones y deberes observables por los servidores 
públicos; Decreto ley 2400 de 1968 en sus artículos 6 y 8 donde se consagraron deberes y 
prohibiciones, para los servidores públicos; Decreto 1950 de 1973 sobre administración de personal 
civil, en cuyo artículo 132 se determinaron conductas constitutivas de falta disciplinaria” 
Es preciso indicar que en estas normas el legislador indica la existencia de faltas 
disciplinarias, pero no las clasificó y por ende no estableció criterios diferenciales para las mismas. 
“Esta situación se modifica con la expedición de la Ley 13 de 1984, por la cual se reguló la 
administración del personal civil, en la medida en que en el Artículo 13 se expone un concepto de 
falta disciplinaria en los siguientes términos: Los empleados que incumplan los deberes, que abusen 
de los derechos que en su favor consagra el ordenamiento jurídico, o que incurran en las 
prohibiciones establecidas en esta ley, serán objeto de las sanciones disciplinarias que señalen en 
el artículo 15, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que su acción pueda originar” (Ley 
13, 1984). 
El artículo 14 de la norma citada ya expone una clasificación de las faltas disciplinarias en 
graves o leves señalando como razones: su naturaleza y efectos, las modalidades y circunstancias 
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del hecho, los motivos determinantes y los antecedentes personales del infractor y establece 
criterios para esa clasificación así: 
“a) La naturaleza de la falta y sus efectos se apreciarán según hayan producido escándalo, mal 
ejemplo o causado perjuicio; b) Las modalidades o circunstancias del hecho se apreciarán de 
acuerdo con el grado de participación en la comisión de la falta, la existencia de circunstancias 
agravantes o atenuantes, y el número de faltas que se estén investigando; c) Los motivos 
determinantes se apreciarán según se haya procedido por causas innobles o fútiles, o por nobles y 
altruistas; d) Los antecedentes del infractor se apreciarán por sus condiciones personales y por la 
categoría y funciones del cargo que desempeñe” (Ley 13, 1984). 
En el artículo 15 de la mencionada Ley, se dispone las sanciones a imponer las cuales, por 
principio de proporcionalidad, en cuanto a su intensidad dan lugar a la naturaleza de la falta, 
indicándose en el mismo artículo las conductas constitutivas de falta disciplinaria que serían objeto 
de la sanción de destitución. 
Es esta norma la que dio lugar a que en materia disciplinaria se estableciera una 
clasificación de las faltas en graves y leves y a la consecuente generación de una sanción 
proporcional a esa clasificación, la suspensión, la multa, la amonestación y la censura, incluso la 
destitución en caso de concurso de faltas o reincidencia y el señalamiento de otras conductas a las 
cuales directamente se les asignó como sanción la destitución. 
Se aprecia que sobre la base de los criterios señalados, se faculta al juez disciplinario para 
la realización de un proceso de valoración para ubicar la falta en la categoría de grave o leve, a 
partir de lo cual se concreta una proporcionalidad para la imposición de la sanción disciplinaria 
que estaba relacionada por la naturaleza de la falta; razón por la cual se dispuso una conducta que 
directamente da lugar a la destitución; mientras que otras por la calificación asumida por el 
investigador en términos de graves o leves, podrían dan lugar a sanciones menores. 
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Posteriormente el Decreto 482 de 1985 al reglamentar la Ley 13 de 1984, en su artículo 41 
réplica lo referente a la calificación de las faltas en graves o leves y los criterios aplicados para tal 
efecto y concretamente en el artículo 44, se establecen las sanciones a imponer para esa clase de 
faltas. 
La innovación que presenta el Decreto mencionado se encuentra en el artículo 45 donde se 
señala que la competencia para calificar si la falta es grave o leve corresponde al Jefe del 
Organismo o de la dependencia regional o seccional respectiva cuando considere que la 
investigación se encuentra perfeccionada, esto conforme a los criterios señalados en este decreto, 
con la potestad para determinar la sanción a imponerse. 
Al codificarse el Derecho Disciplinario en la Ley 200 de 1995 conocida como Código 
Disciplinario Único, se establecen las bases de una dogmática disciplinaria al determinarse tipos 
constitutivos de faltas disciplinarias y un procedimiento aplicable para su juzgamiento. 
Esta norma en su artículo 38 define la falta disciplinaria como el incumplimiento de los 
deberes, el abuso o extralimitación de los derechos y funciones, la incursión en prohibiciones, 
impedimentos, inhabilidades y conflictos de intereses. 
“En su artículo 24 clasificó las faltas como gravísimas, graves y leves, creando la categoría de 
gravísimas que venía implícita desde la Ley 13 de 1984, señalándolas taxativamente en el artículo 
25. En cuanto a las faltas graves y leves, dispuso en su artículo 27 los criterios para determinar la 
gravedad o levedad de la falta, en los siguientes términos: 1) El grado de culpabilidad, 2) El grado 
de perturbación del servicio; 3) La naturaleza esencial del servicio; 4) La falta de consideración 
para con los administrados: 5) La reiteración de la conducta; 6) La jerarquía y mando que el servidor 
público tenga en la respectiva institución; 7) La naturaleza y efectos de la falta, las modalidades y 
circunstancias del hecho” (Ovalles, 2015). 
Los motivos determinantes teniendo en cuenta entre otros, los siguientes criterios: 
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“a) La naturaleza de la falta y sus efectos se apreciarán según la trascendencia social de la misma, 
el mal ejemplo dado, la complicidad con subalternos y el perjuicio causado; b) Las modalidades o 
circunstancias de la falta se apreciarán teniendo en cuenta su cuidadosa preparación, el grado de 
participación en la comisión de la misma y el aprovechamiento de la confianza depositada en el 
agente; c) Los motivos determinantes se apreciarán según se haya procedido por causas innobles o 
fútiles o por nobles y altruistas; d) La demostrada diligencia y eficiencia en el desempeño de la 
función pública; e) Haber sido inducido por un superior a cometerla; f) El confesar la falta antes de 
la formulación de cargos; g) Procurar, por iniciativa propia, resarcir el daño o compensar el 
perjuicio causado, antes de que le sea impuesta la sanción; h) Cometer la falta en estado de 
ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, 
comprobada debidamente” (Ley 13, 1984) 
Así mismo, en el artículo 32 de la norma se limitan las sanciones a imponer de conformidad 
con la naturaleza de la falta investigada. Y en relación con la valoración y ponderación de los 
criterios fijados para determinar la gravedad o levedad de las faltas se estableció que corresponde 
al investigador efectuar ese procedimiento. 
Es preciso indicar que esta norma no involucra como un elemento determinante de la 
sanción los principios de ilicitud sustancial ni de culpabilidad, pues se remite únicamente a la 
naturaleza de la falta investigada.  
La Ley 734 de 2002 siguiendo el marco jurídico anterior, taxativamente señaló las faltas 
gravísimas en su artículo 48, en tanto que fijó los deberes y prohibiciones en sus artículos 34 y 35, 
entendiéndose que su desconocimiento implicaría la generación de faltas disciplinarias graves y 
leves. 
La determinación de la gravedad o levedad de la falta se deriva de la aplicación de criterios 
contenido en su artículo 43 fijándose los siguientes: 
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“1) El grado de culpabilidad; 2. La naturaleza esencial del servicio; 3. El grado de perturbación del 
servicio; 4) La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución; 5) La 
trascendencia social de la falta o el perjuicio causado; 6) Las modalidades y circunstancias en que 
se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el 
nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la 
naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido 
por un superior a cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o 
condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas; 7) Los motivos 
determinantes del comportamiento; 8) Cuando la falta se realice con la intervención de varias 
personas, sean particulares o servidores públicos; 9) La realización típica de una falta objetivamente 
gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave” 
3.3.2. Marco legal vigente de los criterios para determinar la gravedad o levedad de 
las faltas disciplinarias  
En la Ley 1952 de 2019, Código General Disciplinario, en su artículo 46 clasifica las faltas 
disciplinarias en gravísimas, graves y leves, las faltas gravísimas las tipifica taxativamente en sus 
artículos 52 a 65, en tanto que en sus artículos 38 y 39, describe los deberes y prohibiciones de los 
servidores públicos, entendiéndose que las faltas graves y leves están allí tipificadas, esto por 
cuanto esas normas no determinan cuáles de los comportamientos que describen constituyen faltas 
graves o leves. 
Entonces se evidencia que hay una reserva legal cerrada en relación con las faltas 
gravísimas ya que únicamente se considerarán como tales, aquellas conductas que por vía de la 
adecuación típica correspondan a alguno de los numerales contenidos en los artículos 52 a 65 de 
la precitada norma, el asunto a dilucidar se concreta en la definición de cómo determinar cuáles 
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conductas de las consagradas en los numerales de los artículos 38 y 39 deben ser consideradas 
como faltas graves o faltas leves. 
Para tal efecto el legislador prescribió en el artículo 47 de la Ley 1952 de 2019, modificado 
por el artículo 8 de la Ley 2094 de 2021, lo que denominó criterios para determinar la gravedad o 
levedad de las faltas, precisando que se remitía a las conductas descritas en sus artículos 38 deberes 
y 39 prohibiciones.  
Los criterios que consagra la norma citada son los siguientes:  
“ 1) La forma de culpabilidad; 2) La naturaleza esencial del servicio; 3) El grado de perturbación 
del servicio; 4) La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución; 5) 
La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado; 6) Las modalidades y circunstancias en 
que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta el cuidado empleado en su preparación, 
el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en el investigado o de la que se derive de 
la naturaleza del cargo o función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido 
por un superior a cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o 
condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas; 7) Los motivos 
determinantes del comportamiento; 8) Cuando la falta se realice con la intervención de varias 
personas, sean particulares o servidores públicos; 9) La realización típica de una falta objetivamente 
gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave” (Ley 1952, 2019).  
La Importancia que tiene la clasificación de la naturaleza de la falta disciplinaria en grave 
o leve, no es otra que determinar la naturaleza de la sanción a imponer al disciplinado, ya que la 
relación entre la naturaleza de la falta y la forma de culpabilidad indican la misma conforme lo 
consignado en el artículo 49 de la norma disciplinaria, modificado por el artículo 10 de la Ley 
2094 de 2021. 
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Evidentemente la discusión se concentra en precisar hasta dónde ese juicio valorativo 
garantiza plenamente el principio de reserva legal en materia disciplinaria, enmarcado en una ley 
previa, escrita y cierta, en la medida en que la lectura y estudio de estos criterios conducen en la 
mayoría de los casos a una indeterminación que va a permitir que discrecionalmente, sea el juez 
disciplinario quien bajo sus criterios subjetivos, personales, de formación, los aplique y califique 
la falta desbordando los límites de congruencia y proporcionalidad del debido proceso y de la 
dignidad humana. 
Esto por cuanto con una valoración llámese discrecional de estos criterios, bien se podría 
variar la naturaleza de la falta de grave a leve o viceversa, impactando directamente en el tipo de 
sanción a imponer. 
Lo expuesto se ilustraría de la siguiente manera: 
Se investiga disciplinariamente la conducta de un servidor público que omitió dar respuesta 
a petición formulada por un particular en cualquiera de sus modalidades. La conducta investigada 
se adecúa típicamente al artículo 39, numeral 8 de la Ley 1952 de 2019, razón por la cual la 
autoridad disciplinaria debe definir si la va a juzgar como falta grave o falta leve, para lo cual 
acudiría a los criterios señalados en el artículo 47 de la norma citada y a partir de esa interpretación 
y valoración determinaría la naturaleza de la falta disciplinaria.  
Si la determina como grave la sanción disciplinaria podría ser la suspensión en el ejercicio 
del cargo, en tanto que si la precisa como leve la sanción a imponer podría ser de multa. 
Así las cosas, la extrema flexibilización de esos criterios puestos a valoración del juzgador 
disciplinario, pueden impactar profundamente la finalidad del Derecho Disciplinario ya que 
generan un amplio margen de discrecionalidad a partir de la indeterminación de los mismos, con 
lo cual los destinatario de la potestad disciplinaria pueden verse afectados y también la colectividad 
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que bien puede no encontrar una debida proporcionalidad entre la conducta disciplinada y el 
resultado de la labor disciplinaria.  
Es por ello por lo que desde el punto de vista doctrinal se encuentran esfuerzos 
encaminados a reglar la aplicación de esos criterios como los expuestos por (Gómez, 2002) al 
señalar que los criterios mencionados son de naturaleza subjetiva, y “Requieren una valoración del 
suceso interno vivido por el sujeto agente de la infracción, Ya el mismo viene previamente dado 
por cuanto al realizarse el juicio de culpabilidad se ha prejuzgado sobre dichos criterios. Algunos 
son fijos y otros móviles”, entendiéndose que, para el autor, la aplicación de esos criterios se deriva 
más de la forma de culpabilidad disciplinaria dolo o culpa ya gravísima o grave, que de la misma 
naturaleza objetiva de comportamiento investigado disciplinariamente. 
Sobre dichos criterios la Corte Constitucional en Sentencia C-124,2003, señaló:  
“Por consiguiente, el investigador disciplinario dispone de un campo amplio para determinar si la 
conducta investigada se subsume o no en los supuestos de hecho de los tipos legales 
correspondientes, y si fue cometida con dolo o con culpa, es decir, en forma consciente y voluntaria 
o con violación de un deber de cuidado, lo mismo que su mayor o menor grado de gravedad, con 
base en los criterios señalados en el Art. 43 de la misma ley, lo cual obviamente no significa que 
aquel cree normas y que asuma por consiguiente el papel de legislador, ya que sólo aplica, en el 
sentido propio del término, las creadas por este último con las mencionadas características”. 
3.3.3. Apreciaciones sobre los criterios fijados para determinar las faltas graves y las 
faltas leves 
Los criterios fijados para determinar la gravedad o levedad de la falta disciplinaria se 
encuentra consagrada en el artículo 47 de la Ley 1952 de 2019, modificado por el artículo 8 de la 
Ley 2094 de 2021, se estudiarán con la finalidad de construir razonamientos encaminados a su 
concreción y regulación con el objetivo de proveer tanto a los funcionarios disciplinarios como a 
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los destinatarios de esa potestad de elementos de juicio suficientes que permitan en su aplicación 
la observancia de la legalidad disciplinaria y el respeto por la dignidad humana y por supuesto una 
mejor aplicación práctica de los mismos en los procesos disciplinarios. 
Al respecto, la Corte Constitucional haciendo referencia al contenido del artículo 43 de la 
Ley 734 de 2002, cuyo contenido resulta idéntico al ahora señalado en el modificatorio artículo 8 
de la Ley 2094 de 2021, en Sentencia C-124 del 18 de febrero de 2003, M.P. Jaime Araujo 
Rentería, señaló: 
“Por consiguiente, el investigador disciplinario dispone de un campo amplio para 
determinar si la conducta investigada se subsume o no en los supuestos de hecho de los tipos 
legales correspondientes, y si fue cometida con dolo o con culpa, es decir, en forma consciente y 
voluntaria o con violación de un deber de cuidado, lo mismo que su mayor o menor grado de 
gravedad, con base en los criterios señalados en el Art. 43 de la misma ley, lo cual obviamente no 
significa que aquel cree normas y que asuma por consiguiente el papel de legislador, ya que sólo 
aplica, en el sentido propio del término, las creadas por este último con las mencionadas 
características.”. 
Grado de culpabilidad. Las conductas disciplinarias se pueden ejecutar a título de dolo o 
culpa y la culpa puede ser gravísima o grave.  
En relación con este criterio expone el tratadista Gómez (2007) que por principio de 
proporcionalidad las faltas leves no se pueden sancionar a título de culpa gravísima, por cuanto en 
vista del numeral 5 del artículo 44 de la Ley 734 de 2002 se estaría imponiendo la sanción de 
amonestación escrita tanto para quien incurra en la falta leve con culpa gravísima como para quien 
lo haga con culpa grave. Necesario es señalar que la lectura del referido numeral no da claridad al 
respecto puesto que se remite a las faltas leves culposas y si tomamos este argumento desde el 
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punto de vista del investigado imputado por una falta leve a título de culpa gravísima el principio 
de proporcionalidad se le tendría que materializar en favorabilidad en el tipo de sanción a 
imponerle, la correspondiente a una falta leve culposa. 
Fuera de estos casos puntuales, obsérvese que la actividad de valoración de la culpabilidad 
como presupuesto para la gravedad o levedad de la falta permiten un amplio margen de 
discrecionalidad como podría ser suponer que todas las conductas dolosas o realizadas con culpa 
gravísima generarían indefectiblemente faltas graves, en tanto que las realizadas a título de culpa 
grave darían lugar a faltas leves, tesis que el contenido del artículo 44 de la norma citada,  desvirtúa 
al determinar sanciones para las faltas graves dolosas y culposas y leves dolosas y culposas, luego 
se permite un margen decisorio amplio al investigador para que determine la aplicación de este 
criterio.  
Naturaleza esencial del servicio. En la búsqueda de precisar el criterio que se debe aplicar 
al concepto de servicio público esencial, la Corte Constitucional en Sentencia C-122 de 2012 
“precisó un conjunto de criterios para identificar los casos en que la actividad corresponde a un 
servicio público esencial”: 
“i) El carácter esencial de un servicio público se predica, cuando las actividades que lo conforman 
contribuyen de modo directo y concreto a la protección de bienes o a la satisfacción de intereses o 
a la realización de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos 
y libertades fundamentales” (Corte Constitucional, Sentencia C-450,1995). 
“ii) La esencialidad del servicio no debe considerarse exclusivamente por el servicio mismo, esto 
es, por su naturaleza intrínseca, ni por la importancia de la actividad industrial, comercial o 
prestacional en la economía global del país y consecuentemente en relación con la magnitud del 
perjuicio que para ésta representa su interrupción por la huelga; en este sentido, la Corte 
Constitucional ha acogido el criterio de la Organización Internacional del trabajo para la 
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determinación del contenido esencial del servicio público de acuerdo con el cual es fundamental 
analizar si la interrupción del mismo pueda poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la 
persona en toda o parte de la población” (Corte Constitucional, Sentencia C-450,1995). 
“iii) El concepto de servicios públicos esenciales necesariamente comporta una ponderación de 
valores e intereses que se suscita entre los trabajadores que invocan su derecho a la huelga y los 
sacrificios válidos que se pueden imponer a los usuarios de los servicios” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-075,1997).  
iv) El concepto de servicio público ha sido objeto de un permanente desarrollo ligado a la 
constante evolución de la situación política, económica y social del mismo Estado.  
Por lo anterior, la determinación de si un servicio público es esencial debe tener en cuenta 
los siguientes factores: si contribuye de modo directo y concreto al respeto, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades fundamentales; si su interrupción puede ocasionar grave 
perjuicio a una parte de la población; si prevalecen los derechos garantizados mediante la 
prestación del servicio sobre el ejercicio del derecho de huelga en el caso concreto; y la situación 
política económica y social del Estado. 
Además de las precisiones jurisprudenciales traídas a colación, en Colombia encontramos 
servicios públicos que el legislador ya ha definido como esenciales, a saber: 
 Banca central, Ley 31/92. 
 Seguridad social relacionada con salud y pago de pensiones, Ley 100/93. 
 Servicios públicos domiciliarios, Ley 142/94. 
 Administración de justicia, Ley 270/96. 
 Servicio que presta el Instituto Nacional Penitenciario “INPEC” Decreto 407/94. 
 Transporte público aéreo, marítimo, fluvial, férreo, masivo y terrestre y su operación en el 
territorio nacional, Ley 336/96. 
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 Prevención y control de incendio, Ley 322/96. 
 Actividades de la Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales DIAN Ley 633/00. 
Por vía jurisprudencial la explotación del petróleo y educación, Corte Constitucional en 
sentencias C-450/95, petróleos y C-473/96, educación. 
Así las cosas, la aplicación de este criterio implica que el juez disciplinario determine si el 
procesado ejercía funciones relacionadas con servicios públicos esenciales y si al omitirlas o 
extralimitarlas genero una falta disciplinaria. La cuestión radica entonces en determinar cuál es el 
razonamiento que debe aplicar para calificar la conducta como falta grave o leve. 
Si asumimos que por ser el servicio de naturaleza esencial la calificación debe ser siempre 
grave, esto implicaría que conductas nimias se sancionen como faltas graves quebrantándose el 
principio de proporcionalidad. Es el caso de la realización de un mitin por parte de servidores 
públicos sindicalizados de una empresa social del Estado, que transitoriamente interrumpen la 
prestación del servicio para reclamar derechos laborales, pero que en ese lapso no generaron 
afectación sustancial a los derechos a la salud de los administrados, sin embargo, si limitaron la 
prestación de ese servicio público esencial durante ese tiempo.  
El dilema de la afectación a servicios públicos esenciales se podría resolver considerando 
que la razón diferencial para definir la falta como grave o leve, estaría en la forma de culpabilidad 
de la conducta y se tomaría en cuenta si se cometió a título de dolo o culpa ya gravísima o grave 
para definir esa calificación. 
Al respecto (Gómez, 2011; p. 397) en un intento por descifrar el problema propone revisar 
y estudiar el resultado producido, pero esta consideración nos lleva a otro problema más profundo, 
el contenido de ilicitud sustancial de la conducta, esto es, la determinación de la afectación 
sustancial del funcionamiento de la Administración Pública con el comportamiento desarrollado. 
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La aplicación de esta tesis supone la valoración del resultado para catalogar la falta y entonces 
surge la siguiente interrogante bajo qué parámetros se va a medir esa afectación materializada 
respecto de los principios superiores que rigen la Administración Pública. 
Entonces volvemos al mismo punto cíclico con este criterio en definitiva se deja al juez 
disciplinario en una posición de amplia discrecionalidad para calificar la conducta como grave o 
leve. 
El grado de perturbación del servicio. Se entiende que este criterio, se remite en su 
generalidad a la perturbación causada con la conducta desarrollada a los servicios públicos 
esenciales y no esenciales, pero al igual que el criterio anterior no permite un punto de 
determinación objetivo, una pregunta inicial sería qué debe entenderse por perturbación la no 
prestación del servicio, su prestación deficiente o generar afectación con la prestación del mismo, 
todo esto sin perder como punto de vista necesarios que se hace referencia a la omisión o 
extralimitación funciones por parte del disciplinado. 
“En consecuencia, se asume que impone una valoración del efecto de la perturbación del servicio, 
luego el cuestionamiento vuelve a ser el mismo cuáles son los elementos de juicio racional 
aplicados al respecto, quién los propone y bajo qué reglas, esta indeterminación da lugar a que sea 
el investigador en su sana discrecionalidad quien determine el contenido de los conceptos de 
perturbación del servicio, la intensidad del mismo y obviamente sus efectos en el funcionamiento 
de la administración” (Ovalles, 2015). 
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La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución. Los 
niveles de jerarquía de los empleos públicos según su naturaleza y funciones se encuentran 
reglamentados por los Decretos 770 del 17 de marzo de 2005 para el ámbito nacional y 785 de la 
misma fecha para el sector territorial, así como por el Decreto 1083 del 26 de mayo de 2015. 
Las normas citadas clasifican los empleos públicos por niveles de jerarquía según sus 
funciones de la siguiente manera: Nivel Directivo, Nivel Asesor, Nivel Profesional, Nivel Técnico 
y Nivel Asistencial. 
Ahora bien, de estos niveles jerárquicos solo tienen facultades decisorias, vale decir pueden 
emitir actos administrativos los empleos ejercidos en los niveles directivo y asesor, ya que los 
empleos de los niveles profesional, técnico y asistencial carecen de esa facultad funcional. 
Precisado lo anterior se observa que este criterio se refiere al estatus del servidor público, 
su facultad de tomar y emitir decisiones, en la medida en que la utiliza para desarrollar la comisión 
de la falta disciplinaria o para influenciar sobre un subordinado y cometerla.  
La indeterminación del criterio se concreta en qué debe entenderse por jerarquía y mando, 
aquella derivada del nivel administrativo del empleo ejercido, caso en el cual estaríamos hablando 
de aquellos empleados de los niveles directivo, asesor y ejecutivo, excluyéndose los de los niveles 
profesional, técnico y operativo que no tienen mando o dirección administrativa, o bien se hace 
referencia al nivel de injerencia que puede tener el empleado desde el punto de vista interno en la 
entidad, derivado de su antigüedad, profesionalismo, especialización, amiguismo o peso político.  
Bajo esas premisas se concluiría que cuando un servidor público que ejerza un empleo 
ubicado en esos niveles jerárquicos o con demostrada injerencia y mando en la dependencia 
respectiva, incurra en conductas señaladas como faltas disciplinarias, en razón a su posición 
dominante en su ejecución funcional, siempre se le deberán calificar como graves, excluyéndose 
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la posibilidad de que puedan incurrir en faltas leves, lo cual en la aplicación práctica no resulta 
cierto. 
Es evidente que se genera un margen amplio de discrecionalidad para el investigador al 
momento de definir la aplicación de este criterio. 
La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado. Se trata de un criterio 
compuesto, por la trascendencia social y el perjuicio causado, cuyas connotaciones son bien 
diferentes en cuanto a sus efectos. 
Inicialmente, se abordará la trascendencia social, precisando que en este aspecto el asunto 
consiste en cómo determina el investigador disciplinario en un mundo globalizado el concepto de 
trascendencia social, en el entendido que en este caso la valoración que hace de la conducta ya no 
es respecto de sus efectos sobre la administración pues de consuno los tiene, sino en relación con 
el impacto que tiene sobre y frente a los administrados. 
El problema más grave que se plantea se encuentra en la estigmatización de los servidores 
públicos, en Colombia indefectiblemente las conductas desarrolladas por aquellos debido al plano 
de corrupción que se presenta en la Administración Pública se magnifican con o sin razón lo cual 
hace perder objetividad al investigador que se ve coaccionado a producir resultados so pena de ser 
también estigmatizado por la ausencia de estos. 
Sobre el concepto de estigmatización Silva G señala que:  
“Éste permite el reconocimiento o la identificación de un atributo, que constituya un elemento 
diferencial respecto a los “otros”, pero transformado en una marca negativa, de la cual se deducen 
una serie de cualidades que deprecian al sujeto. El atributo en algunos casos puede no tener ninguna 
connotación especial; y en otros puede ser representativo de una limitación. No obstante, en líneas 
generales permite atribuir al sujeto otras cualidades que realmente no presentan una relación 
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razonable con él. Adicionalmente, la identidad social del sujeto queda absorbida por el estigma, 
siendo eclipsados directamente los demás rasgos del individuo” (Silva, 2000). 
Entonces, este criterio se hace discrecional a partir del concepto de la teoría del escándalo, 
la necesidad de ofrecer una víctima propiciatoria que satisfaga la necesidad no infundada, por 
cierto, pero si mediática de la sociedad, de la erradicación de la corrupción administrativa. La 
construcción del escándalo se convierte en un magnífico negocio para los medios de 
comunicación, para captar, atraer público y posicionarse en el mercado, es más hasta deciden la 
situación disciplinaria del procesado, desconociéndose por completo el principio de la presunción 
de inocencia. También es un arma que se utiliza políticamente en contra de los adversarios en la 
Administración Pública, la idea es lograr que se ponga en entredicho sus actuaciones instando a 
los órganos de control disciplinario a llevar a cabo investigaciones la preocupación no está en el 
resultado de estas, sino en su efecto mediático  
Lo cierto es que el juez disciplinario no se encuentra ajeno a esa influencia, es más corre el 
serio peligro de ser también estigmatizado por inoperante si no lo hace, por ende debe asumir una 
posición que materializa en la calificación que hace de la falta, siendo muy factible que su decisión 
al respecto se funde más en las expectativas e intereses de grupos políticos, sociales o económicos, 
que en la aplicación de un criterio objetivo al respecto, todo ello en aras de mostrar resultados 
mediáticos independientemente de los efectos reales y de fondo de sus decisiones. 
En relación con el perjuicio causado como factor de graduación de la falta, se vuelve a 
plantear la necesidad de fijar criterios definidos al respecto, entendiendo que ese perjuicio se 
predica respecto a la dificultad que existe en la Administración Pública para su determinación 
económica o social, lo cual resulta de poco recibo al advertir que el Derecho Disciplinario no 
protege bienes materiales, solo el cumplimiento del deber funcional. Entonces se debe remitir a 
los principios contenidos en el artículo 209 Constitucional: igualdad, moralidad, eficacia, 
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economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, fundamentos del desarrollo de la función pública. 
Lo anterior permite considerar que el concepto de perjuicio da lugar a un amplio margen 
interpretativo para el investigador en su aplicación. 
Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta. Se trata de un criterio que 
involucra aspectos de carácter sicológico, de preparación, influencia y participación. 
De preparación para la comisión de la falta. Sobre la base de este criterio se entiende que 
el investigador disciplinario pondera los actos preparatorios del ilícito disciplinario, esto indica 
que se debe tratar de una conducta dolosa y nunca culposa para poder aplicar este criterio. 
El aprovechamiento de la confianza depositada por la Administración en el autor de la falta, 
que bien se puede derivar de la naturaleza del cargo ejercido, de su influencia en la dependencia, 
igualmente el elemento sicológico del aprovechamiento determina una conducta dolosa. 
La pregunta que surge es si a partir del presupuesto del dolo la falta necesariamente debería 
ser calificada como grave, la respuesta es no, ya que el artículo 48, numeral 6 de la Ley 192 de 
2019 prevé sanciones para las faltas leves dolosas, la multa. 
De participación. Se remite al conocimiento que tiene el procesado de la naturaleza ilícita 
disciplinaria de su conducta y su decisión de intervenir en la misma. Es procedente aclarar que en 
materia disciplinaria, se excluye la figura de la complicidad en la medida en que cada empleo 
público tiene un deber funcional adscrito como propio, luego su titular responde a título individual 
por el mismo, razón por la cual, la regla que debe aplicar el juez disciplinario al definir este criterio 
se encamina a la concreción de la concertación efectuada por el disciplinado para la lograr la 




De influencia. Hace referencia al hecho de haber sido inducido por el superior a cometer 
la falta disciplinaria, el aspecto que genera indeterminación es la naturaleza de esa influencia y 
partiendo de la base que el autor de la conducta disciplinable tiene conocimiento de su ilicitud, 
esto es, actúa dolosamente, hasta donde se deslinda un comportamiento autónomo de uno 
influenciado.  
Ahora bien, es importante tener en cuenta que dependiendo de la condición jerárquica de 
quien ejerce la influencia esta se podría convertir en coacción o miedo insuperables y así este 
criterio se nos convertiría en causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria (Ley 1952,2019). 
Sicológicos. Hacen referencia al estado mental del servidor público al momento de incurrir 
en la falta disciplinaria, si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o 
condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas. Este criterio da 
lugar a una amplia discrecionalidad para el investigador ya que implica no solo precisar un estado 
sicológico momentáneamente no racional y además a establecer que obedeció a una situación no 
previsible o extremadamente grave. 
Es fácil advertir la dificultad que implica para el investigador la aplicación de este criterio 
y su amplia subjetividad, además los requisitos que comporta lo ubican más en el plano de una 
causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria (Ley 1952,2019). 
Los motivos determinantes del comportamiento. Se entiende que este criterio aplica para 
conductas desarrolladas a título de dolo puesto que hace referencia a una motivación que 
direcciona la conducta y que por tanto es conocida por el sujeto autor, pero es menester aclarar 
que esta motivación puede ser noble, altruista o bien perniciosa o fútil. 
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En ese orden de ideas, el juicio valorativo sobre la conducta presenta un carácter variable, 
pues si el motivo fue noble o altruista bien podía tenerse la falta como leve dolosa, en tanto si el 
motivo fue abyecto o fútil la falta podría ser grave dolosa. 
Es evidente que la consideración sobre cuál fue el motivo determinante del comportamiento 
lo construye el juez disciplinario, debido al amplio margen de discrecionalidad que le permite el 
legislador en la norma en cuestión. 
Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o 
servidores públicos. Como ya se ha dicho la responsabilidad disciplinaria es individual en la 
medida en que el deber funcional es exclusivo del respectivo cargo, por tanto, este criterio no hace 
referencia a la coparticipación o complicidad en la comisión de la falta, sino al hecho de facilitar 
su ejecución con la participación de varias personas que configuran un acuerdo previo de 
voluntades, no cabe duda de que la conducta sería dolosa 
La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, 
será considerada falta grave. Este criterio que fue avalado por la Corte en sentencia C- 124 del 
18 de febrero de 2003, M.P. Jaime Araujo Rentería, más que un criterio para definir la gravedad o 
levedad de una falta, constituye una nueva clasificación de falta disciplinaria, en la cual, 
atendiendo la forma de culpabilidad, en este caso la culpa grave, una conducta tipificada como 
falta gravísima se convierte en falta grave y, por ende, se debe sancionar como tal. 
3.4. El problema de la indeterminación de los criterios para calificar las faltas 
disciplinarias como graves o leves 
Esencialmente esta problemática se concentra en el hecho que, debido a su contenido 
indeterminado y subjetivo, la valoración que hace el intérprete para su aplicación termina 
convirtiéndose en la mayoría de los casos en conceptos discrecionales, personales que desvirtúan 
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la garantía de la legalidad exigida en el Derecho Disciplinario, sin desconocer la trascendencia que 
tiene esa clasificación en materia disciplinaria ya que de ella depende la modalidad de sanción que 
ha de imponerse. 
En estos términos la situación descrita, puede resultar nociva tanto para el procesado que 
queda a merced del criterio subjetivo racional del investigador, en la misma medida para la 
Administración Pública que puede verse burlada en la finalidad de ejercer la potestad disciplinaria 
en la medida en que se le otorgue a la conducta una calificación de falta que no corresponda con 
el contexto de su realización mediante la aplicación direccionada de uno criterio de los citados y 
por supuesto la comunidad, que recibe los efectos directos de la aplicación indebida de esta técnica 
diferencial consagrada por el estatuto disciplinario, por cuanto entiende que no se lleva a cabo un 
efectivo control al cumplimiento de los fines sociales del Estado desarrollado en los deberes 
funcionales asignados a los servidores públicos. 
Lo expuesto invita a una reconsideración de esos criterios valorativos, a su adecuación y 
determinación racional, para evitar su vaguedad en cuanto a los conceptos que consagra: 
“Los problemas de vaguedad no sólo se producen por un debate estrictamente semántico, sino que 
también pueden deberse a un debate valorativo” así mismo, “un concepto es indeterminado cuando 
sus límites son imprecisos, es decir, cuando no reflejan claramente una realidad. En general la 
imprecisión no deviene exclusivamente del lenguaje utilizado ni tampoco de la materia referida, 
sino de la vinculación entre ambos” (Sesin D., 2011). 
En el caso de los criterios valorativos examinados, es claro que no sólo comportan una 
dificultad interpretativa, sino que además no reflejan claramente una realidad evidenciable 
objetivamente por el investigador que los aplica, por lo cual éste acude a sus criterios subjetivos 
personales para definirlos. El ideal es concretarlos debidamente, enmarcándolos en el contexto real 
de la conducta a disciplinar las condiciones personales del autor y especialmente sus efectos 
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respecto del funcionamiento de la Administración Pública, impidiendo que el margen de 
discrecionalidad proveniente de esa indeterminación genere tensiones con la garantía de la 
legalidad disciplinaria. 
3.5. Reserva legal de los particulares disciplinables  
La Ley 1952 de 2019 la desarrolla en las siguientes normas: 
Artículo 72 que consagra las faltas gravísimas en que pueden incurrir los particulares que 
ejerzan funciones públicas. 
Artículo 82 de la Ley 1474 de 2011 modificatorio del artículo 53 de la Ley 80 de 1993, que 
establece la responsabilidad de los interventores. 
Artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 que señala las facultades y deberes de los supervisores 
e interventores en los contratos estatales. 
Estas dos normas no fueron derogadas por la Ley 1952 de 2019 como se advierte en su 
artículo 265. 
Obsérvese que el legislador determina que las faltas en las cuales puedan incurrir los 
particulares disciplinables en ejercicio de funciones públicas serán siempre gravísimas, 
excluyendo la posibilidad de que puedan incurrir en faltas graves o leves. 
En cuanto a los Notarios, se determina así: 
El artículo 77 consagra las faltas gravísimas en que pueden incurrir y el artículo 79 las 
faltas leves que les son atribuibles. 
Se evidencia que para los particulares que ejerzan la función notarial las faltas disciplinarias 
serán solo gravísimas y graves, excluyéndose las leves.  
La reserva legal respecto de los particulares disciplinables, en la Ley 734 de 2002 y la Ley 
1474 de 2011 la desarrollan en las siguientes normas: 
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 Artículo 55 Ley 734 de 2002 que consagra las faltas gravísimas en que pueden incurrir los 
particulares que ejerzan funciones públicas. 
 Artículo 45 de la Ley 1474 de 2011 modificatorio del numeral 11 del artículo 55 de la Ley 
734 de 2002 que establece las faltas gravísimas. 
 Artículo 82 de la Ley 1474 de 2011 que establece la responsabilidad de los interventores. 
 Artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 que señala las facultades y deberes de los supervisores 
e interventores. 
 Actividades asignadas en los contratos, leyes o actos administrativos. 
Señalándose igualmente que las faltas en las cuales puedan incurrir los particulares 
disciplinables serán siempre gravísimas. 
3.6. Reserva legal de reglamentos y manuales de funciones 
Sobre la incidencia de los reglamentos y manuales de funciones en el establecimiento de la 
reserva legal, el tratadista (Gómez, 2002, p. 268) ha señalado que “el principio de legalidad en 
materia de facultades y funciones de los servidores públicos no sólo está determinado por la 
Constitución y la ley, sino también por el reglamento”  
Considerando que resultaría imposible para el legislador aplicar reserva legal y condensar 
normativamente en el Código General Disciplinario todas las conductas constitutivas de falta 
disciplinaria y partiendo del reconocimiento de la categoría de las relaciones especiales de 
sujeción, perfectamente se entiende que el concepto de reserva legal disciplinaria no puede estar 
contenida exclusivamente en los artículos 38, 39 y 52 al 65 de la Ley 1952 de 2017, ya que en 
desarrollo de la premisa consagrada en el artículo 6 Superior, los deberes asignados a los servidores 
públicos y las actividades funcionales adscritas a los particulares que ejercen funciones públicas, 
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están legalmente consagrados en leyes, actos administrativos o bien en los respectivos contratos o 
convenios. 
A lo anterior debe agregarse que el desarrollo y ejecución de las actividades que 
constituyen la ejecución de estos deberes están consignadas en normas que regulan la materia 
respectiva, sería igualmente imposible que en los manuales de funciones se reglamente la 
contratación o el manejo presupuestal, por ejemplo. 
Es por esta razón que cuando se estudia la reserva legal disciplinaria, sería un error 
circunscribirla únicamente al contenido de la Ley 1952 de 2019, que la materializa en tipos en 
blanco o abiertos, pero en todo caso remisivos, por tanto es necesario que de acuerdo con la 
actividad desarrollada y el cargo o función legalmente asignada al disciplinado se revisen las 
normas que subsidiariamente le indican cómo está regulada la respectiva materia ejecutada y le 
asignan los deberes funcionales que legalmente le son exigibles para la consecución de esas 
actividades, estas normas subsidiarias en últimas se convierten en la razón de ser del ejercicio de 
la potestad disciplinaria.  
En ese orden de ideas, de conformidad con las materias a las que se remiten los tipos 
disciplinarios se deben ubicar las normas que las regulan, así como las normas que establecen 
deberes funcionales, estas normas pueden ser leyes o actos administrativos (los manuales de 
funciones de los cargos pueden estar descritos en Ordenanzas, Acuerdos o Resoluciones). 
Respecto de los actos administrativos para que sirvan de fundamento como reserva legal deben 
cumplir con los requisitos exigidos para su creación, ser expedido por funcionario competente, 
siguiendo el proceso creativo correspondiente y la observancia de la formalidad externa y que, por 
supuesto genere efectos jurídicos, de lo contrario no tendrían fuerza vinculante como elementos 
de exigencia de responsabilidad disciplinaria. 
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Lo anterior reafirma lo que se ha señalado que el estatuto disciplinario no describe procesos 
administrativos, no establece deberes funcionales, solo tipifica conductas prohibitivas 
disciplinables, razón por la cual la debida adecuación de la reserva legal disciplinaria impone la 
integración de las normas disciplinarias contenidas en la Ley 1952 de 2019 y las normas 
subsidiarias materiales y funcionales, leyes, decretos ordenanzas, acuerdos y resoluciones que 
regulan la materia respectiva y establecen los deberes funcionales asignados específicamente a los 
empleos públicos. 
3.7. La reserva legal disciplinaria y las relaciones laborales especiales 
Es evidente que la seguridad que se deriva de la reserva legal disciplinaria tiene un punto 
de anclaje, las relaciones laborales especiales materializadas en los deberes funcionales y 
actividades contractuales, que se convierten en una limitante constitucional al ejercicio de la 
potestad disciplinaria del Estado, no se entendería un procesamiento y la imposición de una 
sanción respecto de una conducta que no haya sido determinada como infractora a los mismos, 
con lo cual surge una relación inescindible entre la norma legal que determina la falta disciplinaria 
y la norma que establece los deberes funcionales cuya inobservancia confrontada respecto de la 
norma especial que regula la materia correspondiente, activa la legalidad disciplinaria, unidad de 
materia que es absolutamente necesaria para establecer la responsabilidad disciplinaria del 
investigado. 
Entendiendo que los servidores del Estado deben ejecutar actividades propias de la 
Administración Pública para el cumplimiento de sus fines, actividad que dada su naturaleza de 
pública está regulada normativamente, el direccionamiento que se le da al servidor público lo es a 
través de sus deberes funcionales que previa, taxativa y obligatoriamente se le indican cómo debe 
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ejercer las competencias de su empleo o función, por tanto es su omisión o extralimitación la que 
activa el tipo prohibitivo disciplinario. 
Así el deber funcional como un derivado de la categoría de las relaciones especiales de 
sujeción es el núcleo básico de la responsabilidad disciplinaria ya que permite confrontar si el 
disciplinado tenía asignada legalmente la función, si la ejerció conforme al desarrollo indicado en 
la norma material que guía la actividad administrativa, su omisión o extralimitación es lo que 
vendría a dinamizar el tipo disciplinario, el cual no tiene vida propia como tampoco la norma 
material que regula la actividad, ese impulso proviene exclusivamente de la norma funcional. 
La pregunta que surge es si la matización que se deriva de las relaciones especiales de 
sujeción genera una afectación al principio de reserva legal disciplinaria, la respuesta es no, en la 
medida que esa garantía tiene un doble reforzamiento, la norma disciplinaria es una Ley expedida 
por el Congreso de la República y las normas que fijan los deberes funcionales para su válida 
aplicación requieren de una creación legal por el órgano competente para ello ya sea Congreso de 
la República, a nivel legislativo nacional o de los entes administrativos como la Asamblea 
Departamental, Concejo Municipal, Junta Directiva o demás órganos de gobierno de los entes 
descentralizados; origen sin el cual carecen de validez absoluta en un juzgamiento disciplinario; 
aplicándose los mismos argumentos de reflexión respecto de las normas especiales creadas para 
regular materias definidas como actividades administrativas, contratación o presupuesto por citar 
algunas. 
Así, el Derecho Disciplinario Colombiano las relaciones laborales especiales no suplen 
vacíos legales, no se convierten en una varita mágica del Estado para extender a su gusto y querer 
el principio de legalidad, puesto que la exigencia radica en que previamente deben haberse 
señalado normativamente esos deberes funcionales para que puedan hacerse exigibles en el curso 
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del proceso disciplinario, de lo contrario se estaría atentando gravemente contra el principio de la 
reserva legal. 
En ese sentido queda absolutamente claro que la reserva legal en materia disciplinaria por 
mandato expreso del artículo 124 de la Constitución Política se concentra en la Ley 734 de 2002 
en tanto mantenga su vigencia y la Ley 1952 de 2019, denominada Código General Disciplinario, 
norma que determina las conductas constitutivas de faltas disciplinarias y fija las sanciones a 
imponer; en tanto la reserva legal respecto de los deberes funcionales está fijada en las normas 
subsidiarias que los consagran (leyes o actos administrativos), que bajo ningún supuesto podrán 
tipificar faltas disciplinarias, señalar sanciones o fijar procedimientos.  
Esto sin desconocer la existencia de regímenes disciplinarios especiales como los 
asignados a la Fuerza Pública, Ejército Nacional, Ley 1862 del 04 de agosto de 2017 y Policía 
Nacional, Ley 1015 del 07 de febrero de 2006, normas que contienen su propio catálogo de 
conductas prohibitivas y sus respectivas sanciones, acogiendo eso sí, el procedimiento señalado 
en la referida Ley 734 de 2002. 
Capítulo IV 
La tipicidad disciplinaria 
La tipicidad es un elemento propio del derecho sancionador entendiéndose como un 
desarrollo del principio de legalidad, en la medida en que el legislador de manera clara, precisa y 
concreta debe definir los elementos que conforman las conductas determinadas como prohibitivas 
objeto de sanciones, el concepto remonta su origen a 1906, cuando Ernst Beling en su obra Lehre 
Vom Verbrechen “Determina la existencia de una categoría intermedia entre la conducta y la 
antijuridicidad que denomino Tatbestand” (Donna, 1995, p. 65), que significa “supuesto de 
hecho”, pero que fue traducido como “tipo penal pasando a formar parte integrante y representativa 
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de la tipicidad” (Beling, Prieto y Aguirre,1936); también se asimila a un conjunto de hechos a los 
cuales se les da normativamente una significación unitaria o bien como la descripción abstracta 
que el legislador hace de una conducta humana reprochable y punible. 
Entendiéndose la abstracción por el contenido general y amplio de la conducta normada 
que va a permitir que dentro de su marco quepa el comportamiento singular y concreto, su 
connotación descriptiva ya que el carácter preferentemente del tipo es objetivo, 
independientemente que pueda contener referencias normativas subjetivas (Reyes, 1996). 
El tipo como elemento de la tipicidad se caracteriza por ser meramente enunciativo y 
carente de cualquier valoración, sus elementos son objetivos o descriptivos y permiten a través de 
un análisis racional o experimental revisar si la conducta desarrollada se adecua o no a su contenido 
prohibitivo (Roxin, 1997).  
“Su finalidad es la descripción específica y precisa de una conducta considerada infractora 
del ordenamiento jurídico, realizada mediante una norma jurídica que establece como 
consecuencia de dicha conducta infractora, la imposición de una sanción” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-948, 2002). 
Su función es eminentemente garantista puesto que determina las conductas prohibidas 
legalmente, determinación es previa, precisa, concreta y clara en cuanto a su entendimiento y 
establece las sanciones aplicables a quienes incurran en ellas, con lo cual normativamente se limita 
el poder punitivo del Estado. 
4.1. Tipicidad penal y tipicidad disciplinaria  
Es importante resaltar la gran diferencia que existe entre la tipicidad penal y la tipicidad 
disciplinaria, no obstante ser ambas disciplinas integrantes del ius puniendi estatal, diferencia que 
se deriva esencialmente del objeto de tutela jurídica sobre el cual recae su protección. En el caso 
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del Derecho Penal su objeto de regulación son las relaciones generales de sujeción (Estado – 
ciudadanos), por tanto, las conductas que por vía excepcional van a regularse son las prohibitivas, 
por tanto, deben estar descritas de manera clara, concreta y precisa (tipicidad cerrada). En el 
Derecho Disciplinario su objeto de regulación son los deberes funcionales enmarcados en las 
relaciones especiales de sujeción (Estado – servidores públicos y particulares que ejercen 
funciones públicas), las conductas a regular son aquellas que contrarían las que están legalmente 
ordenadas, permitidas, en los deberes funcionales y actividades contractuales (tipicidad abierta). 
Sobre el tema señala el tratadista (Gómez, 2002, p. 130) que:  
“El objeto de regulación del Derecho penal viene demarcado por la idea de que en un Estado de 
Derecho los particulares pueden hacer todo lo que no se encuentre prohibido, por lo que los tipos 
penales desarrollan, dentro de un marco de tipos cerrados como norma general, lo comportamientos 
considerados como punibles. Por el contrario, los funcionarios públicos sólo pueden hacer lo que 
se encuentra mandado y para lo cual están autorizados, de tal manera que describir lo punible tiene 
una tendencia al infinito, lo que implica que la técnica de tipificación tiene que ser abierta, pues de 
lo contrario los códigos serían unas verdaderas enciclopedias sin terminar”. 
En relación con la tipicidad penal el tratadista Fernández Carrasquilla, indica que es una 
garantía de libertad y seguridad para el ciudadano, ya que establece una autolimitación del poder 
punitivo del Estado, ejercido por legisladores y jueces, definiéndola como nullum crimen, nulla 
poena, nulla mensura sine lege praevia, scripta, stricta et certa, enunciado del cual deriva las 
siguientes garantías:  
 En el ámbito de la criminalidad: no hay delito sin ley, previa. 
 En el aspecto penal: no hay pena sin ley. 
 En el contexto jurisdiccional: sólo el juez puede aplicar las penas a través de un juicio legal. 
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En el desarrollo ejecutivo o penitenciario: las penas se ejecutan conforme a la ley 
(Fernández, 1995). 
“Es por ello que en materia penal se indica que el tipo se encuentra atado a una rigurosa forma jurídica 
bajo la cual todo éste debe ser escrito scripta haciendo referencia a su consagración normativa; estricto 
stricta, con lo cual se hace alusión a que el operador jurídico sólo estará sometido a la ley sin poder 
acudir a la analogía para llenar lagunas; la certeza certa indica que la conducta y la sanción deberán 
encontrarse clara, precisa y taxativamente consagradas en la norma; y finalmente, ser previa praevia, 
indica que la consagración de la conducta típica debe ser anterior al hecho objeto de sanción, se trata de 
la vigencia la norma” (Velásquez, 2004). 
Evidentemente la tipicidad disciplinaria tiene unos matices diferentes que le dan identidad 
propia en la dogmática disciplinaria, partiendo del supuesto que dada la naturaleza de las conductas 
reguladas resultaría imposible exigirle al legislador la consagración de tipos disciplinarios cerrados 
asumiendo una reserva absoluta de la ley como ocurre en el Derecho Penal; por esta razón en 
materia disciplinaria la regulación legal se hace a través de tipos en blanco y abiertos, básicamente 
remisivos, admitiéndose la utilización de los denominados conceptos jurídicos indeterminados; sin 
que esto constituya una patente de corso mediante la cual se pueda vulnerar garantías 
constitucionalmente reconocidas, entendiéndose que solo serán admisibles únicamente aquellas 
adaptaciones imprescindibles para dar respuesta a la particularidades propias del Derecho 
disciplinario, considerando que la potestad disciplinaria no tiene como fin último el castigo del 
infractor, sino asegurar el buen funcionamiento de la Administración Pública, como lo señala 
(Sedín, p. 539). 
El tema se explica en palabras del tratadista Gómez (2011) entendiendo que en un Estado 
de Derecho, rige el principio de libertad para las relaciones generales de sujeción propias de los 
particulares, que pueden hacer todo aquello que no se encuentre prohibido, razón por la cual el 
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legislador en el orden jurídico-penal mediante la tipicidad se pronuncia por vía negativa sobre lo 
que está prohibido, señalando que ocuparse de definir lo prohibido, lo excepcional no es tarea que 
resulte difícil; agrega que por el contrario, definir el ámbito libre de prohibiciones y mandatos de 
los servidores públicos (y particulares que ejercen funciones públicas), es diferente ya que en un 
Estado de Derecho las autoridades solo pueden hacer lo que les está permitido y mandado, 
remitiéndose a las relaciones especiales de sujeción. 
Estos argumentos son corroborados por tratadistas como Nieto (2000) quien señala:  
“Las normas penales no prohíben ni ordenan nada, sino que se limitan a advertir que determinadas 
conductas llevan aparejada una pena. Los tipos sancionadores administrativos, por el contrario, no 
son autónomos, sino que se remiten a otra norma en la que se formula una orden o prohibición cuyo 
incumplimiento supone cabalmente la infracción. Estas normas sustantivas constituyen, por ende, 
un pre tipo, que condiciona y predetermina el tipo de la infracción. Y por ello si se quisiera ser 
riguroso, la descripción literal de un tipo infractor habría de consistir en la reproducción de la orden 
o prohibición del pre tipo con la advertencia añadida de la sanción que lleva aparejada su 
incumplimiento, es decir una reproducción de textos en doble tipografía”. 
En el mismo sentido se pronuncia la tratadista Jalvo, al indicar respecto del estado de salud 
del principio de tipicidad en el Derecho Disciplinario y Derecho Administrativo Sancionador, que 
en esos ámbitos resulta inviable una tipificación exhaustiva y completa ya que esa falta de 
flexibilidad bien podría conducir a un encasillamiento de la Administración Pública (Jalvo, 2006, 
p. 154). 
Así, por la naturaleza del objeto regulado en el Derecho Disciplinario (deber funcional, 
actividades contractuales), el legislador podrá tipificar como faltas disciplinarias aquellas 
conductas conocidas por su ocurrencia y afectación a la Administración Pública y en lo demás 
establecer fórmulas generales de remisión a los deberes funcionales y actividades contractuales. 
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Ciertamente existe una flexibilización del principio de tipicidad en el Derecho 
Disciplinario como lo ha admitido la Corte Constitucional al señalar: 
“También se justifica este menor requerimiento de precisión en la definición del tipo disciplinario 
por el hecho de que asumir una posición estricta frente a la aplicación del principio de tipicidad en 
este campo llevaría simplemente a transcribir, dentro de la descripción del tipo disciplinario, las 
normas que consagran los deberes, mandatos y prohibiciones aplicables a los servidores públicos” 
(Quintero y León, 2011). 
“El principio de tipicidad es plenamente exigible en el derecho disciplinario, éste se aplica con una 
mayor flexibilidad y menor rigurosidad en este ámbito. Lo anterior, por cuanto “la naturaleza de 
las conductas reprimidas, los bienes jurídicos involucrados, la teleología de las facultades 
sancionatorias, los sujetos disciplinables y los efectos jurídicos que se producen frente a la 
comunidad, hacen que la tipicidad en materia disciplinaria admita -en principio- cierta flexibilidad” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-404, 2001). 
“Para la Corte, la razón fundamental de esta característica del derecho disciplinario se origina en la 
naturaleza misma de las normas disciplinarias, toda vez que éstas suelen carecer de completud y 
autonomía, ya que es necesario remitirse a otras preceptivas en donde se encuentren regulados en 
concreto los deberes, funciones, obligaciones o prohibiciones para los diferentes servidores 
públicos, teniendo en cuenta los cargos y ramas del poder público a los que pertenezcan” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-030, 2012). 
Las diferencias que surgen entre la tipicidad penal y la tipicidad disciplinaria han sido 
definidas por la Corte Constitucional así: 
“Al respecto la Corporación ha afirmado que las diferencias principales que se encuentran entre la 
tipicidad en el derecho penal delictivo y en el derecho sancionatorio disciplinario: i) la precisión 
con la cual deben estar definidas las conductas en las normas disciplinarias y concretamente la 
posibilidad de establecer tipos disciplinarios en blanco y ii) la amplitud que goza la autoridad 
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disciplinaria para adelantar el proceso de adecuación típica de las conductas disciplinarias en los 
procedimientos sancionatorios” (Corte Constitucional, Sentencia C-721, 2015). 
La pregunta que surge es cómo se desarrolla en materia disciplinaria la tipificación de las 
conductas constitutivas de faltas disciplinarias, en el entendido que no se puede aplicar las 
cláusulas cerradas que rigen para el Derecho Penal, la respuesta se encuentra en la citada Corte 
Constitucional, Sentencia C-030 de 2012, en la cual se indica lo siguiente: 
“Adicionalmente, en el derecho disciplinario resulta exigible el principio de tipicidad, el cual hace 
parte igualmente de la garantía del debido proceso disciplinario; de acuerdo con este principio, la 
norma creadora de las infracciones y de las sanciones, debe describir clara, expresa e 
inequívocamente las conductas que pueden ser sancionadas y el contenido material de las 
infracciones, así como la correlación entre unas y otras” (Corte Constitucional, Sentencia C-818, 
2005). 
“En relación con este principio, la jurisprudencia constitucional ha precisado que hace parte 
esencial del principio nullum crimen, nulla poena sine lege, de manera que se exige que la abstracta 
descripción que tipifica el legislador con su correspondiente sanción debe ser de tal claridad que 
permita que su destinatario conozca exactamente la conducta punitiva; en principio se debe evitar 
pues la indeterminación para no caer en una decisión subjetiva y arbitraria” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-530, 2006). 
“Así mismo, ha expresado que con base en este principio el legislador no solo está obligado a 
describir las conductas que califica como hechos punibles o infracciones disciplinarias, sino además 
a hacerlo de forma completa, clara e inequívoca, de manera que permita a sus destinatarios tener 
certidumbre o certeza sobre los comportamientos ilícitos, es decir, de saber con exactitud hasta 
dónde llega la protección jurídica de sus propios actos o actuaciones” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-796, 2004). 
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De otra parte, la jurisprudencia de esta Corte ha sostenido que el principio de tipicidad se 
compone de dos aspectos, que: “i) exista una ley previa que determine la conducta objeto de 
sanción y ii) la precisión que se emplee en ésta para determinar la conducta o hecho objeto de 
reproche y la sanción que ha de imponerse” (Corte Constitucional, Sentencia C-564, 2000). Este 
último aspecto, se encuentra orientado a reducir al máximo la facultad discrecional de la 
administración en el ejercicio del poder sancionatorio que le es propio. 
“De conformidad con la doctrina y la jurisprudencia constitucional, el concepto de precisión 
mencionado, ligado analíticamente al principio de tipicidad, implica que son varios los aspectos 
normativos que debe regular de manera clara y expresa la norma sancionatoria: i) el grado de 
culpabilidad del agente (si actuó con dolo o culpa); ii) la gravedad o levedad de su conducta (si por 
su naturaleza debe ser calificada como leve, grave o gravísima); y iii) la graduación de la respectiva 
sanción (mínima, media o máxima según la intensidad del comportamiento); si el precepto que 
contiene la conducta jurídicamente reprochable no permite definir tales aspectos, el mismo resulta 
contrario al principio de tipicidad y proporcionalidad y por este motivo resulta inconstitucional” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-796, 2004). 
“No obstante, y como ya se mencionó, si bien el principio de tipicidad es plenamente exigible en 
el derecho disciplinario, éste se aplica con una mayor flexibilidad y menor rigurosidad en este 
ámbito. Lo anterior, por cuanto la naturaleza de las conductas reprimidas, los bienes jurídicos 
involucrados, la teleología de las facultades sancionatorias, los sujetos disciplinables y los efectos 
jurídicos que se producen frente a la comunidad, hacen que la tipicidad en materia disciplinaria 
admita -en principio- cierta flexibilidad” (Corte Constitucional, Sentencia C-404, 2001).  
Para la Corte, la razón fundamental de esta característica del derecho disciplinario se 
origina en la naturaleza misma de las normas disciplinarias, toda vez que éstas suelen carecer de 
completud y autonomía, ya que es necesario remitirse a otras preceptivas en donde se encuentren 
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regulados en concreto los deberes, funciones, obligaciones o prohibiciones para los diferentes 
servidores públicos, teniendo en cuenta los cargos y ramas del poder público a los que pertenezcan. 
“De esta forma, esta Corporación ha aclarado que en el derecho disciplinario la regla general es que 
la aplicación de sus normas generales se lleve a cabo a partir de una interpretación sistemática y de 
una remisión a aquellas otras normas que contienen la prescripción de las funciones, deberes, 
obligaciones o prohibiciones concretas respecto del cargo o función cuyo ejercicio se les ha 
encomendado a los servidores públicos, y cuyo incumplimiento genera una falta disciplinaria. Esta 
forma de definir la tipicidad de la conducta a través de la remisión a normas complementarias 
comporta un método conocido por la doctrina y la jurisprudencia como el de las normas o tipos en 
blanco, que consiste precisamente “en descripciones incompletas de las conductas sancionadas, o 
en disposiciones que no prevén la sanción correspondiente, pero que en todo caso pueden ser 
complementadas por otras normas a las cuales remiten las primeras” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-404, 2001). 
Conforme a lo anterior la comprensión de la tipicidad disciplinaria conduce necesariamente 
al estudio del tipo disciplinario, su naturaleza, estructura y componentes, teniendo en cuenta que, 
por su objeto y finalidad de protección, sus elementos difieren a los del tipo penal.  
Lo cierto es que debe entenderse que es un error conceptual seguir afirmando que la 
tipicidad disciplinaria se caracteriza por su “flexibilidad”, razón que se expone para diferenciarla 
de la tipicidad penal. Es claro que entre ambos procesos de adecuación existe una enorme 
diferencia, pero ya debe superarse el tema con la sola apreciación y visualización de sus objetos 
de protección, que permiten inmediatamente entender que no hay lugar a tal comparación, la penal 
será claramente cerrada ya que se remite a bienes materiales tangibles, en tanto que la disciplinaria 
es abierta y siempre remisiva, protege un bien inmanente como el deber funcional. 
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Así, el hecho de ser remisiva no la hace flexible, necesaria e indefectiblemente deben 
integrarse los componentes exigidos para su integración, tipo prohibitivo disciplinario y normas 
subsidiarias especiales y funcionales, so pena de generarse una atipicidad en la conducta 
disciplinada. 
4.2. El tipo disciplinario 
Como ya se ha dicho el tipo disciplinario contiene la prescripción de las conductas no 
permitidas para los servidores públicos y particulares que ejerzan funciones públicas, se 
construyen a partir de la enunciación de conceptos jurídicos indeterminados, que reiterando que 
no contienen relación de deberes funcionales solo descripción de comportamientos prohibitivos 
constitutivos de faltas disciplinarias, razón por la cual de manera necesaria exigen para su 
activación y concreción la remisión a las normas subsidiarias que legalmente consagran de manera 
especial la actividad funcional a desarrollar e imponen esos deberes funcionales.  
Siguiendo las razones expuestas por la tratadista Jalvo, la garantía del principio de legalidad 
no queda satisfecha con la sola predeterminación normativa de las infracciones disciplinarias, sus 
correspondientes sanciones y las conexiones necesarias entre unas y otras, sino que además el 
legislador debe hacer el máximo esfuerzo posible para que la seguridad jurídica quede 
salvaguardada en la definición de los tipos, esfuerzo que señala la autora se entiende materializado 
cuando la tipificación se lleva a cabo mediante preceptos jurídicos que permitan con suficiente 
grado de certeza las conductas que constituyan faltas disciplinarias (Jalvo, 2006; p. 151). 
Entonces la suficiencia del tipo disciplinario se medirá, señala la autora citada, en tanto el 
legislador utilice palabras descriptivas que tengan arraigo en la cultura jurídica respectiva y 
contribuyan a la correcta identificación de las conductas, frente a la especialidad de la tipicidad 
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surge una razón material la necesidad de condensar en ellos los intereses propios de la 
Administración encaminados a la protección de los fines sociales que busca proteger y realizar. 
Esto supone necesariamente que en los tipos disciplinarios se consagren genéricamente las 
conductas constitutivas de faltas disciplinarias, con la exigencia que esas normas determinadoras 
describan con suficiente claridad el núcleo de las faltas disciplinarias y determinen claramente los 
elementos integrantes de la conducta prohibitiva. 
Es importante señalar conforme a lo anterior, que la función del tipo disciplinario es 
descriptiva y remisiva, en materia disciplinaria la tipicidad es una condición de la falta, pero no un 
elemento de la misma, ya que para su materialización se exige de manera necesaria la existencia y 
debida adecuación con la norma subsidiaria funcional. 
Entonces el tipo disciplinario es una creación de la imaginación del legislador, corresponde 
al juez disciplinario en el proceso de adecuación típica de la respectiva conducta ejecutar dos 
juicios valorativos: de adecuación, en cuanto a verificar si la conducta tipifica como falta 
disciplinaria y de remisión para determinar misma evidentemente corresponde a una omisión o 
extralimitación de un deber funcional legalmente asignado al procesado. 
En ese orden de ideas, los tipos disciplinarios por su contenido serán en blanco o abiertos 
y por su naturaleza esencialmente remisivos. En blanco porque referencias otras normas en las 
cuales se podría adecuar típicamente la conducta disciplinaria, abiertos porque consagran 
diversidad de conductas y permiten adecuar la conducta disciplinada a una o varias de ellas y 
sustancialmente remisivos porque imponen la necesidad de determinar en normas legales 
diferentes a las disciplinarias los deberes funcionales infringidos con el comportamiento tipificado 
como prohibido disciplinariamente. 
Mayor claridad se obtiene al revisar lo señalado por la Corte Constitucional respecto:  
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“La figura de los tipos disciplinarios en blanco presupone la existencia de las disposiciones a las 
que remite el Legislador para efectos de la complementación del tipo y cuya violación o 
incumplimiento es la que configura la falta disciplinaria de que se trate. En ese sentido dicha falta 
no puede configurarse sin que previamente exista en el ordenamiento jurídico la disposición que 
puede ser objeto de violación o incumplimiento; además, lógicamente a las personas no se les puede 
aplicar una descripción de la conducta sancionada efectuada con posterioridad a la realización de 
dicha conducta, porque ello desconocería el principio de lex praevia” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-343, 2006). 
En el mismo sentido, la Honorable Corporación en Sentencia C-507/06, MP Álvaro Tafur 
Galvis: 
En el ámbito disciplinario los principios de reserva de ley y tipicidad actúan con menor 
rigurosidad que en el derecho penal delictivo, pues se admiten en determinadas condiciones, el uso 
de tipos abiertos, a la vez que se le atribuye al juzgador disciplinario una mayor amplitud para 
adelantar el proceso de adecuación típica de las conductas reprochables. 
Empero cabe precisar que como lo ha puesto igualmente de presente la Corte, en aras de 
preservar el principio de reserva de ley, es para el legislador un imperativo constitucional fijar en 
la ley disciplinaria, como mínimo (Corte Constitucional, Sentencia C-921,2001),  
“i) los presupuestos básicos de la conducta típica que será sancionada, ii) las remisiones normativas 
o los elementos determinables cuando se haya previsto un tipo en blanco, iii) los criterios por medio 
de los cuales se puede precisar con claridad y exactitud la conducta, iv) las sanciones y las pautas 
mínimas que permitan su imposición y v) los procedimientos que se adelanten para garantizar que 
su establecimiento se hará conforme a las exigencias mínimas del debido proceso” (Corte 




Así mismo, que para que la remisión normativa que eventualmente se efectúe sea 
constitucional: 
“i) la disposición que la efectúa ha de comprender unos contenidos mínimos que le permitan al 
intérprete y ejecutor de la norma identificar un determinado cuerpo normativo sin que haya lugar a 
ambigüedades ni a indeterminaciones al respecto; ii) que las normas a las que se remite contengan, 
en efecto, los elementos que permiten definir con precisión y claridad la conducta sancionada, de 
forma tal que su aplicación se efectúe con el respeto debido al principio de tipicidad. Finalmente, 
no sobra reiterar que lógicamente a las personas no se les puede aplicar una descripción de la 
conducta sancionada efectuada con posterioridad a la realización de dicha conducta, porque ello 
desconocería el principio de lex praevia” (Corte Constitucional, Sentencia C-343, 2006). 
Finalmente, sobre el mismo punto, se trae a colación lo previsto por la Corte Constitucional 
dictaminó en Sentencia C-818/05, MP Rodrigo Escobar Gil, al indicarse: 
“Recuérdese que, como se expuso con anterioridad, las citadas garantías constitucionales, le 
imponen al legislador la obligación de definir previa, taxativa e inequívocamente las conductas 
consideradas como ilegales y las sanciones en las que incurrirá quien cometen algunas de dichas 
conductas prohibidas. De suerte que, cuando ello no ocurre así, la norma en cuestión viola la Carta 
Fundamental, como sucedería de permitirse que la vulneración de un principio por sí sólo, sin más, 
configure la existencia de una falta disciplinaria, dado que su carácter general y la textura abierta 
de su contenido normativo, dejaría a la discrecionalidad del investigador la descripción del 
comportamiento punible”. 
Para la configuración de una falta disciplinaria, se deben describir en términos absolutos, 
precisos e incondicionales las conductas que impliquen la existencia de una obligación, deber, 
prohibición, incompatibilidad o inhabilidad que impidan que el juzgamiento de una persona quede 
sometido al arbitrio del funcionario investigador. Exigencia que tratándose de los principios no es 
posible acreditar, pues éstos siempre se expresan a través de mandatos generalizados que 
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contribuyen a la unificación de las distintas instituciones jurídicas que afianzan el sistema 
normativo. 
Ahora bien, los principios como norma jurídica también pueden ser objeto de 
complementación mediante la integración jurídica de su contenido normativo, ya sea a través de 
disposiciones constitucionales de aplicación directa o de normas de rango legal (o en términos 
generales: reglas), que permitan concretar de manera clara e inequívoca, las conductas prohibidas 
en materia disciplinaria. Se trata de acudir al empleo de la técnica de remisión del tipo disciplinario 
en blanco o abierto que exige para la constitucionalidad de la descripción de una infracción 
disciplinaria, la definición de un contenido normativo específico mínimo que garantice a los 
destinatarios de la norma, protección contra su aplicación arbitraria. 
En la práctica mediante el uso de dicha técnica, se pretende garantizar que los distintos 
principios que han sido reconocidos en la Constitución y la ley, que sirven además de fundamento 
para orientar y regular el comportamiento disciplinario de los servidores públicos y de los 
particulares en los casos previstos en la ley; no pierdan su eficacia jurídica cuando son usados para 
describir faltas disciplinarias, pues para lograr dicho fin se integra su contenido normativo con 
aquellas disposiciones de rango legal, que permitan concretar el catálogo de conductas 
disciplinariamente reprochables (Corte Constitucional, Sentencia C-815, 2005). 
4.3. Elementos del tipo disciplinario 
Es importante señalar que los elementos del supuesto de hecho normativo en los derechos 
sancionadores como el Penal y el Disciplinario, constituyen referencias comunes en esas 
disciplinas jurídicas especiales, como el sujeto, verbo rectores, elementos normativos y subjetivos, 
sin embargo dada la absoluta diferencia de protección de ambas disciplinas jurídicas, al trasplantar 
estos elementos al tipo disciplinario es necesario darles una identidad que corresponda con la 
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dogmática y fines del Derecho Disciplinario, razón por la cual surgen variables en cuanto a los 
destinatarios, descripción de conductas y objeto de protección jurídica. 
En ese orden de ideas, se puede indicar que el tipo disciplinario está compuesto por unos 
elementos que son objetivos verificables a través de los sentidos y las reglas de la experiencia, que 
se remiten puntualmente a los contenidos de la descripción que hace el legislador de la conducta 
prohibitiva y otros que son subjetivos, que implican una valoración y ponderación de la conducta 
realizada por el disciplinado referidos a su ejercicio volitivo en la ejecución de la conducta 
prohibitiva. 
4.3.1. Elementos objetivos del tipo disciplinario 
Los sujetos. 
En el tipo disciplinario concurren dos sujetos a saber, el sujeto activo ejecutor de la 
conducta por vía de acción y omisión mediante la cual se afecta sustancialmente el deber funcional, 
que necesariamente serán los servidores públicos o particulares que ejerzan funciones públicas y 
el sujeto pasivo receptor de la afectación derivada de la conducta que viene a ser la Administración 
Pública.  
Se debe precisar que el particular denominado signatario, que formula la acusación que 
origina el proceso disciplinario, no tiene la condición de sujeto procesal, como lo señala en artículo 
110, parágrafo primero de la Ley 1952 de 2019, ya que la cuerda procesal disciplinaria surge 
exclusivamente entre el disciplinado y el Estado, entre quien tiene asignado legalmente deberes 




En el tipo disciplinario el sujeto activo será siempre calificado y determinado, ya que exige 
un elemento de autoría, que sus autores tengan asignado deberes especiales, de mayor intensidad, 
específicamente señalados en la ley. 
Calificado. El tipo disciplinario exige como condición que el autor de la conducta 
disciplinada sea servidor público o un particular disciplinable, debe acreditarse esa condición 
mediante la aportación del acto administrativo o contrato respectivo que demuestre esa vinculación 
laboral, funcional o contractual. 
Determinado. El tipo disciplinario describe una conducta prohibitiva que necesariamente 
se remite a la omisión o extralimitación de los deberes funcionales, se requiere la determinación 
de empleo, función o actividad ejercida y la concreción de los deberes omitidos o extralimitados 
por el procesado, circunstancia que viene a personalizar totalmente la acción disciplinaria. 
Sujeto pasivo. 
Es el Estado representado por la Administración Pública, titular del único bien jurídico 
protegido, el deber funcional; efectivamente la relación jurídico laboral ya administrativa o 
contractual se formaliza es con el ente estatal, por consiguiente, su inobservancia claramente lo 
convierte en sujeto receptor de esa afectación.  
Es importante precisar que en materia disciplinaria el signatario quien presenta la acusación 
no tiene la condición de sujeto procesal interviniente, es solo un sujeto procesal de acto, ya que 
solo se activa cuando se profiere un auto de archivo o un fallo absolutorio, decisiones que le son 
comunicadas y respecto de las cuales puede presentar el recurso de apelación como lo prevé el 
artículo 110, parágrafo primero, de la Ley 1952 de 2019, al señalar: 
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La intervención del quejoso, que no es sujeto procesal, a excepción de lo establecido en el 
artículo anterior, se limita únicamente a presentar y ampliar la queja bajo la gravedad del 
juramento, a aportar las pruebas que tenga en su poder y a recurrir la decisión de archivo y el fallo 
absolutorio. Para estos precisos efectos podrá conocer el expediente en la Secretaría del Despacho 
que profirió la decisión. 
La excepción a esta regla se venía implementando por vía jurisprudencial, respecto de las 
víctimas de conductas violatorias de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario y 
legalmente en relación con las víctimas de conductas constitutivas de acoso laboral conforme a lo 
previsto en el artículo 17 de la Ley 1010 de 2006; (Corte Constitucional, Sentencias C-014/04, C-
293/08, C-540/10 y C-1020/12) 
Esta situación ya se encuentra regulada por la Ley 1952 de 2019; art.109 de al determinar 
quiénes son sujetos procesales en la actuación disciplinaria así: 
“Sujetos procesales en la actuación disciplinaria; podrán intervenir en la actuación disciplinaria, 
como sujetos procesales, el investigado y su defensor, el Ministerio Público, cuando la actuación 
se adelante en la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales de 
Disciplina Judicial, o quienes hagan sus veces, o en el Congreso de la República contra los 
funcionarios a que se refiere el artículo 174 de la Constitución Política; esta misma condición la 
ostentarán las víctimas de conductas violatorias de derechos humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario, así como de acoso laboral; en ejercicio del poder de supervigilancia administrativa y 
cuando no se ejerza el poder preferente por la Procuraduría General de la Nación, esta podrá 
intervenir en calidad de sujeto procesal” (Ley 1952, 2019). 
Otro aspecto importante que se debe clarificar es la intervención del juez disciplinario 
Procuraduría, Personerías y Oficinas de Control Disciplinario, si bien es cierto representan como 
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sujetos procesales al Estado, no lo hacen en condición de afectados o sujetos pasivos, intervienen 
como órganos de control autónomos e independientes de la Administración Pública. 
Es necesario indicar que la modernidad ha dado lugar a una reconsideración de la premisa, 
de ser el Derecho Disciplinario un mecanismo de control interno, de la cual se deriva como único 
sujeto pasivo la misma Administración Pública, dada la urgente necesidad de la colectividad de la 
real y efectiva materialización de la función pública, en cuanto al cumplimiento de las garantías 
del bienestar y convivencia social; cada vez es más evidente que esos intereses sociales que 
resultan indeterminados, se involucran en la afectación por la inobservancia del deber funcional, 
luego la sociedad empieza a aparecer ya, como sujeto pasivo de esa conducta disciplinable.   
4.3.2. Objeto de protección jurídica  
En el Derecho Disciplinario el único bien jurídico protegido es el deber funcional contenido 
en las funciones asignadas a los empleos públicos o a las actividades señaladas en los contratos de 
trabajo. 
La afirmación anterior amerita una explicación puesto que se ha indicado que los tipos 
disciplinarios no consagran deberes funcionales; el fundamento que permite señalar que el objeto 
de protección jurídica del Derecho Disciplinario es el deber funcional se sustenta en lo indicado 
por la Corte Constitucional en la Sentencia C-948 de 2002, en la cual se señaló:  
“En este sentido y dado que, como lo señala acertadamente la vista fiscal, las normas disciplinarias 
tienen como finalidad encauzar la conducta de quienes cumplen funciones públicas mediante la 
imposición de deberes con el objeto de lograr el cumplimiento de los cometidos fines y funciones 
estatales, el objeto de protección del derecho disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional 
de quien tiene a su cargo una función pública; el incumplimiento de dicho deber funcional es 
entonces necesariamente el que orienta la determinación de la antijuricidad de las conductas que se 
reprochan por la ley disciplinaria; obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber el 
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que origina la falta disciplinaria, sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es 
la infracción sustancial de dicho deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del 
Estado y por ende contra sus fines, lo que se encuentra al origen de la antijuricidad de la conducta” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-948, 2002). 
Resuelto lo anterior, surge a continuación un interrogante cómo aplicar en la praxis esa 
protección jurídica cuando el objeto protegido no está consagrado en la norma que lo tutela. 
La respuesta a este problema exige la comprensión de una de las particularidades propias 
del Derecho Disciplinario, su remisión a las normas subsidiarias (especiales y funcionales), lo que 
significa que la formalización de la protección de ese objeto jurídico exige que se integre el tipo 
disciplinario con la respectiva norma que de manera especial regula la correspondiente materia y 
la norma que enuncia el deber funcional aparentemente infraccionado objeto de la tutela 
disciplinaria, con lo cual se indica desde ya, si no se establece la existencia de esas normas 
subsidiarias resultaría improcedente la pretendida protección al único bien jurídico que guarda esta 
disciplina jurídica. 
Lo expuesto permite concluir que el bien jurídico tutelado, el deber funcional, sólo está 
enunciado en su naturaleza y materia en el tipo disciplinario, ya que sustancialmente solo será 
definido en forma concreta y precisa en la norma especial y funcional que determinan su ejecución 
administrativa, así como obligación observable para el disciplinado. 
4.3.3. La conducta 
Es el comportamiento prohibitivo descrito por el legislador en el respectivo tipo y está 
integrada por el o los verbos rectores y los elementos descriptivos, de ejecución o de complemento. 
Es importante tener en cuenta que los tipos disciplinarios describen una o varias conductas 
por tanto al momento de evaluar la adecuación típica de la conducta investigada se exige la 
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especialidad en el sentido verificar los elementos que correspondan a la misma de manera precisa 
y concreta y no citar la generalidad de las conductas contenidas en el tipo. 
4.3.4. Verbo o verbos rectores 
Entendiendo el tipo disciplinario como una oración gramatical, es evidente que el verbo 
rector como su nombre lo indica es el elemento matriz que guía la acción u omisión descrita, su 
importancia radica en que al momento de formular la imputación disciplinaria su eje debe estar 
signado por el respectivo verbo rector que regula la conducta disciplinada; es importante resaltar 
que como en el tipo disciplinario se describen varias conductas se exige la citación de la que 
corresponda al caso concreto, esa especificación se encuentra a partir del reconocimiento del 
respectivo verbo rector, que determina la acción u omisión de la conducta regulada. 
Se ilustra lo expuesto de la siguiente manera, subrayando los verbos rectores: 
Artículo 38, numeral 3 Ley 1952 de 2019. Cumplir con diligencia, eficiencia e 
imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que 
cause la suspensión o perturbación injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso 
indebido del cargo o función. 
Artículo 39, numeral 8 Ley 1952 de 2019. 8. Omitir, retardar o no suministrar debida y 
oportuna respuesta a las peticiones respetuosas de los particulares o a solicitudes de las 
autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario diferente de aquel a quien corresponda 
su conocimiento. 
Artículo 54, numeral 2 Ley 1952 de 2019. “Intervenir en la tramitación, aprobación, 
celebración o ejecución de contrato estatal con persona que esté incursa en causal de 
incompatibilidad o inhabilidad prevista en la Constitución o en la ley, o con omisión de los 
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estudios técnicos, financieros y jurídicos previos requeridos para su ejecución o sin la previa 
obtención de la correspondiente licencia ambiental” 
4.4. Elementos normativos descriptivos de ejecución o de complemento 
Su función no es otra que explicar los elementos modales necesarios para la ejecución de 
la conducta ya por vía de acción u omisión, esto a partir del direccionamiento del verbo rector, 
describen los elementos materiales que se deben establecer para considerar realizada la conducta 
prohibitiva.  
Como ilustración se marca en negrilla el verbo rector y se subrayan los elementos de 
complemento: 
Artículo 38, numeral 23 Ley 1952 de 2019: “Responder por la conservación de los útiles, 
equipos, muebles y bienes confiados a su guarda o administración y rendir cuenta oportuna de su 
utilización” 
Artículo 39, numeral 19 Ley 1952 de 2019: “Proferir expresiones injuriosas o calumniosas 
contra cualquier servidor público o contra personas con las que tenga relación por razón del 
servicio” 
Artículo 56, numeral 2 Ley 1952 de 2019: “Nombrar, designar, elegir, postular o 
intervenir en la postulación de una persona a sabiendas de que en ella concurre causal de 
inhabilidad, incompatibilidad o conflicto de intereses” 
4.4.1. Elementos subjetivos valorativos del tipo disciplinario 
Hacen referencia al contenido valorativo que se le puede asignar a la conducta, implican 
un estudio relativo al conocimiento y voluntad aplicada en la realización de la conducta o a la 
ausencia del deber objetivo de cuidado en la actuación, por esto están ligados a la culpabilidad 
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materializada en el dolo o la culpa y cuando se presentan son indicativos que el legislador ha 
señalado para deducir esas categorías.  
Es importante señalar que el Derecho Disciplinario en materia de culpabilidad maneja el 
sistema de numerus apertus, los elementos subjetivos del dolo o la culpa no aparecen descritos en 
el tipo disciplinario, salvo casos excepcionales en donde el legislador expresamente define la 
conducta como dolosa o culposa. Sin embargo, en la mayoría de los tipos disciplinarios no se 
describe de manera directa la modalidad de la culpabilidad, pero en su redacción se consagran 
elementos indicativos que sirven de pautas que permiten deducirla, estas señales indicativas vienen 
a ser los elementos valorativos que permiten considerar el conocimiento, la voluntad, la 
imprudencia o el descuido del ejecutor de comportamiento, que conducirán a determinar la 
modalidad del dolo o la culpa en la conducta prohibida disciplinariamente. 
Para ilustrar brevemente casos en los cuales el legislador de manera expresa remitió el dolo 
o la culpa al tipo disciplinario se hace referencia a los siguientes: 
Artículo 38, numeral 9 Ley 1952 de 2019: “Desempeñar el empleo, cargo o función sin 
obtener o pretender beneficios adicionales a las contraprestaciones legales y convencionales 
cuando a ellas tenga derecho” 
Artículo 39, numeral 15 Ley 1952 de 2019: “Nombrar o elegir, para el desempeño de cargos 
públicos, personas que no reúnan los requisitos constitucionales, legales o reglamentarios, o darles 
posesión a sabiendas de tal situación” 
Artículo 62, numeral 1 Ley 1952 de 2019: “Dar lugar a que por culpa gravísima se 
extravíen, pierdan o dañen bienes del Estado o a cargo del mismo, o de empresas o instituciones 
en que este tenga parte o bienes de particulares cuya administración o custodia se le haya confiado 
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por razón de sus funciones, en cuantía igual o superior a quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales” 
En las normas reseñadas, se advierte que el legislador incluyó en el tipo disciplinario la 
modalidad de la culpabilidad ya bajo la modalidad del dolo o la culpa, entonces los elementos 
subjetivos de valoración permiten determinar la culpabilidad, esto sin desconocer que en materia 
disciplinaria como ya se ha dicho imperan los numerus apertus, ya que en la mayoría de los casos 
no se indica cuáles conductas por vía excepcional son culposas y cuáles deben ser tomadas como 
dolosas. 
Los elementos subjetivos valorativos se convierten en faros que guían al juez disciplinario 
en la labor de determinar la modalidad de la culpabilidad que, si bien no se define expresamente 
por el legislador, a partir de los mismos la puede construir. 
Capítulo V 
Estructura del tipo disciplinario 
El tipo disciplinario se caracteriza por describir varias conductas disciplinables, razón por 
la cual la primera labor de la Autoridad Disciplinaria es determinar en cuál de los comportamiento 
señalados, se adecua típicamente la conducta investigada, pero además son de naturaleza 
eminentemente remisiva, lo cual se entiende al considerar la imposibilidad de incluir en ellos tanto 
actividades funcionales, como deberes funcionales, esto significa que una vez precisada la 
tipicidad disciplinaria de la conducta, es necesario remitirse a normas subsidiarias que regulan de 
manera especial la actividad respecto de la cual el tipo disciplinario edifica el reproche subjetivo 
y por supuesto la concreción de la asignación legal del deber funcional de desarrollar la conducta 
omitida o extralimitada.  
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5.1. Naturaleza de los tipos disciplinarios 
Como ya se ha indicado conforme su estructura y contenido los tipos disciplinarios se 
pueden clasificar en tipos en blanco y tipos abiertos, pero por su naturaleza son eminentemente 
remisivos. En efecto, los tipos disciplinarios enuncian y describen comportamiento prohibitivos, 
pero no consagran como resulta lógico deberes funcionales, ni describen procesos administrativos, 
por tanto serán en blanco cuando solo indican las normas subsidiarias tanto especiales como 
funcionales a las cuales se debe remitir la conducta para su tipificación disciplinaria; abiertos 
cuando mediante conceptos jurídicos indeterminados prevén varias conductas prohibitivas, 
enunciadas por materias y que necesariamente deben complementarse con las normas subsidiarias 
que de manera especial regulan esa actividad funcional y por supuesto con las normas subsidiarias 
funcionales que establecen la obligación del enjuiciado de observarlas. 
Al respecto, tanto jurisprudencial como doctrinalmente se llega a un punto de encuentro 
indicándose que en materia disciplinaria los tipos indistintamente se pueden clasificar en blanco y 
abiertos. En blanco por su remisión a las normas subsidiarias especiales y funcionales y abiertos 
porque en sus supuestos de hecho las conductas se describen mediante conceptos jurídicos 
indeterminados que remiten según la materia a las normas que la regulan y a las funcionales, se 
advierte entonces que en materia disciplinaria la labor de adecuación típica exige una 
interpretación y valoración rigurosa de la Autoridad Disciplinaria, ya que es el resultado de la 
integración de tres normas diferentes. 
En la búsqueda de proponer una clasificación del tipo disciplinario es importante revisar 
los conceptos de tipos en blanco y tipos abiertos, precisando que la doctrina penal hace una clara 
diferencia entre ambos, ubicando en la clasificación de los tipos penales en relación con su 
estructura los tipos en blanco y en relación con su contenido los tipos abiertos. 
202 
 
Al respecto Reyes define los tipos en blanco como aquellos que tienen como característica 
“que en ellos la conducta no aparece completamente descrita en cuanto el legislador se remite al 
mismo u otros ordenamientos jurídicos para actualizarla y concretarla” (Reyes, 1976, p. 162) 
Sostiene el autor citado que el complemento del tipo en blanco puede estar contenido en 
una ley, una ordenanza, un acuerdo municipal, un decreto ley, un decreto extraordinario o en un 
reglamento, resaltando que no importa que la norma integradora pertenezca o no al mismo 
ordenamiento jurídico al que pertenece el tipo en blanco, del que dice “busca su alma como cuerpo 
errante. 
En cuanto a los tipos abiertos, expone (Reyes, 1976, p. 162) que en ellos se describe 
escuetamente la conducta o se menciona solamente el resultado, sin precisar las circunstancias en 
que la conducta debe realizarse, ni indicar la modalidad del comportamiento que ha de producir el 
resultado.  
Por su parte Núñez señala que, en las leyes penales en blanco en sentido propio, las 
infracciones particulares son creadas en realidad por el acto legislativo complementario. En tanto 
que este acto no exista el precepto legal permanece indeterminado en lo que respecta a la estructura 
de los hechos punibles y estos pueden variar en número y calidad al arbitrio del legislador 
complementario, sin más límite que la necesidad de mantenerse dentro de la materia genérica 
señalada por la ley principal. Se produce así una suerte de delegación que es susceptible de violar 
el principio de legalidad penal, porque en un marco general que no señala el hacer o el omitir 
concreto que conduce a la pena, deja su individualización al poder ejecutivo (Reyes, 1976). 
Sobre el mismo tema Fernández (1995) considera que las normas penales en blanco son 
verdaderas normas incriminatorias incompletas o imperfectas, en la medida que el precepto que 
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contienen es relativamente indeterminado, siendo determinable por norma jurídica distinta que 
podrá ser un decreto, resolución o reglamento anterior al hecho.  
Este autor señala que las leyes en blanco coinciden con los llamados tipos abiertos los 
cuales describe como aquellos en los que la conducta punible no está descrita directa y 
completamente, indicando que la indeterminación o equivocidad puede ser mayor o menor, 
remitiéndose a los elementos normativos o subjetivos del tipo, agregando que la indeterminación 
del precepto se llena con la remisión a otras normas o estatutos o se libran al poder discrecional 
del juez, con lo cual señala pueden implicar una delegación de competencias privativas del 
legislador, indicando que esa remisión es un reenvío a normas que pueden ser leyes o reglamentos 
administrativos. 
A partir de lo anterior, el tratadista propone una clasificación para los tipos en blanco a 
saber: 
Normas penales en blanco con reenvió específico. Indica que son aquellas que no contienen 
en sí mismas una determinación precisa del precepto, no lo describen directamente y de modo 
inequívoco, pero se remiten para complementarse a normas específicas extrapenales y entre ambas 
integran un precepto claro, completo y determinado que no arroja dudas sobre la materia prohibida. 
Normas penales en blanco con reenvió genérico. Señala que para la integración del 
precepto y lograr la identificación de la conducta punible, no se remiten a normas legales o 
reglamentarias específicas, sino a estatutos complejos sobre ciertas materias, por tanto, esas 
remisiones originan perplejidad para el juez e incertidumbre para los ciudadanos, en la medida en 
que una infracción puede adoptar multiplicidad de formas surgidas a partir de interpretaciones que 
se le den al precepto. 
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Sobre el mismo tema la Corte Constitucional, Sentencia C–091, 2017, explica que el 
principio de legalidad en el Derecho Penal moderno se divide en dos especies: 
Principio de mera legalidad, mediante el cual se asigna la reserva legislativa para definir 
tipos y sanciones penales al Congreso de la República como único órgano facultado para limitar 
libertades individuales; así los jueces y demás autoridades administrativas les está vedado definir 
conductas prohibitivas y deben iniciar y adelantar los juicios con base en normas promulgadas por 
el Congreso de la República, salvo las potestades limitadas del Gobierno en estados de excepción. 
Principio de estricta legalidad, se refiere a la producción de normas con una definición clara 
y precisa de las conductas castigadas, lo cual permite que los ciudadanos conozcan realmente las 
conductas permitidas y prohibidas y no se supediten al poder discrecional de los jueces, lo cual 
genera una garantía a la libertad individual, dignidad humana y autodeterminación (Corte 
Constitucional, Sentencia C-091, 2017). 
Trasladando el principio de estricta legalidad a los tipos penales en blanco y abiertos se señaló: 
“Los tipos penales en blanco son aquellos en los que al definir el supuesto de hecho (es decir, la 
conducta que se quiere prohibir) el Legislador menciona un referente normativo específico, por lo 
que se habla de una remisión o reenvío normativo. Este se denomina propio, si se dirige a una 
norma de la misma jerarquía o impropio, si lo hace a una de inferior jerarquía. Los tipos penales en 
blanco son válidos, siempre que, una vez efectuada la remisión, se cumplan los requisitos de 
certeza, claridad y precisión exigidos por el principio de estricta legalidad, de manera que la norma 
objeto de remisión debe también respetar el principio de definición taxativa, pues sólo así el juez 
penal y los ciudadanos pueden conocer inequívocamente cuál es la conducta penalizada. Además, 
la norma objeto de remisión debe existir al momento de la integración definitiva del tipo (Corte 




“A su turno, los tipos penales abiertos son aquellos que utilizan expresiones con un contenido 
semántico amplio, de relativa vaguedad, y lo hacen pues así lo exige la naturaleza de la conducta 
penalizada. Estos tipos son aún más problemáticos, pues no cuentan con el mismo referente 
normativo del que se dota a los tipos en blancos; para que sean válidos desde el punto de vista 
constitucional, la indeterminación debe ser moderada y estar justificada. Además, deben existir 
referencias en el ámbito jurídico que permitan precisar su contenido y alcance” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-091, 2017) 
Precisado lo anterior es menester conocer las definiciones que se han hecho sobre los tipos 
disciplinarios como tipos en blanco y abiertos. 
Al respecto, la jurisprudencia constitucional, genéricamente se ha optado por señalarse 
indistintamente que son en blanco o abiertos, como se advierte en las siguientes decisiones: 
La Corte Constitucional en Sentencia C–404, 2001, señala al respecto: 
“Dentro de los principios que rigen el derecho disciplinario, está sin duda el de la tipicidad, que 
exige que la conducta del servidor público que la ley erige como falta sea previamente definida por 
el legislador, así como la sanción correspondiente. En efecto, la Corte en reiterada jurisprudencia 
ha establecido que los principios del derecho penal general se aplican mutatis mutandi al derecho 
administrativo disciplinario, toda vez que los mismos son garantía de los derechos fundamentales 
de la persona investigada”. 
No obstante, dicho principio de tipicidad no tiene en el derecho disciplinario la misma 
connotación que presenta en el derecho penal, en donde resulta ser más riguroso. La razón de ser 
de esta diferencia se encuentra en la naturaleza misma de las normas penales y las disciplinarias. 
En las primeras, la conducta reprimida usualmente es autónoma. En el derecho disciplinario, por 
el contrario, por regla general los tipos no son autónomos, sino que remiten a otras disposiciones 
en donde está consignada una orden o una prohibición. Esta diferencia ha sido comentada por la 
doctrina especializada en los siguientes términos: 
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“Las normas penales no prohíben ni ordenan nada, sino que se limitan a advertir que determinadas 
conductas llevan aparejada una pena. Los tipos sancionadores administrativos, por el contrario, no 
son autónomos, sino que se remiten a otra norma en la que se formula una orden o prohibición cuyo 
incumplimiento supone cabalmente la infracción. Estas normas sustantivas constituyen, por ende, 
un pre tipo, que condiciona y predetermina el tipo de la infracción. Y por ello si se quisiera ser 
riguroso, la descripción literal de un tipo infractor habría de consistir en la reproducción de la orden 
o prohibición del pre tipo con la advertencia añadida de la sanción que lleva aparejada su 
incumplimiento, es decir una reproducción de textos en doble tipografía” (Nieto, 2000 citado por 
Ossa, p. 273). 
“Por lo tanto, la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática 
de la norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera 
genérica prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye 
una infracción disciplinaria” (Ossa, 2000, p. 273).  
“Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, es un método legislativo 
que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en descripciones incompletas 
de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción correspondiente, pero 
que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las cuales remiten las primeras. 
Sobre los tipos en blanco, la Corte ha dicho esas descripciones penales son constitucionalmente 
válidas, siempre y cuando el correspondiente reenvío normativo permita al intérprete determinar 
inequívocamente el alcance de la conducta penalizada y de la sanción correspondiente” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-127, 1993, y Sentencia C-599, 1999).  
En el mismo sentido la Corte Constitucional en Sentencia C-818, 2005, determinó: 
Corresponde al concepto jurídico de “tipos abiertos”, aquellas infracciones disciplinarias que ante 
la imposibilidad del legislador de contar con un listado detallado de comportamientos que se 
subsumen en las mismas, remiten a un complemento normativo, integrado por todas las 
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disposiciones en las que se consagren deberes, mandatos y prohibiciones que resulten aplicables a 
los servidores públicos.  
“La razón que fundamenta la admisibilidad de los tipos abiertos en el derecho disciplinario radica 
en la necesidad de salvaguardar el principio de eficiencia de la función pública (C.P. art. 209). Esta 
Corporación ha reconocido que exigir una descripción detallada en la ley disciplinaria de todos los 
comportamientos susceptibles de sanción, conduciría en la práctica a tener que transcribir todo el 
catálogo de deberes, mandatos y prohibiciones que se imponen a los servidores públicos en las 
distintas normas jurídicas, traduciéndose dicha exigencia en un obstáculo para la realización 
coherente, ordenada y sistemática de la función disciplinaria y de las finalidades que mediante ella 
se pretenden, cuales son, “la prevención y buena marcha de la gestión pública, así como la garantía 
del cumplimiento de los fines y funciones del Estado” (Corte Constitucional, Sentencia C-948, 
2002). 
Estas consideraciones se reafirman en (Corte Constitucional, Sentencia C-030, 2012) en la 
cual se señaló respecto de las diferencias entre la tipicidad penal y la tipicidad disciplinaria lo 
siguiente: 
“En consecuencia, la jurisprudencia constitucional ha encontrado que las principales diferencias 
existentes entre la tipicidad en el derecho penal y en el derecho disciplinario se refieren a: i) la 
precisión con la cual deben estar definidas las conductas en las normas disciplinarias, y ii) la 
amplitud de que goza el fallador disciplinario para adelantar el proceso de adecuación típica de las 
conductas disciplinarias en los procedimientos sancionatorios” (Corte Constitucional, Sentencia C-
030, 2012). 
Agregando sobre tales diferencias que: “En relación con la primera de las diferencias mencionadas, 
esta Corporación ha admitido la validez, desde el punto de vista constitucional, de que las normas 
que fijen deberes o faltas disciplinarias constituyan “tipos abiertos” o “conceptos jurídicos 
indeterminados” (Corte Constitucional, Sentencia C-030, 2001). 
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Reiterando lo ya anotado sobre los tipos en blanco: 
“i) El concepto jurídico de tipos abiertos hace referencia a aquellas infracciones disciplinarias que 
ante la imposibilidad del legislador de contar con un listado detallado de comportamientos que se 
subsumen en las mismas, remiten a un complemento normativo, integrado por todas las 
disposiciones en las que se consagren deberes, mandatos y prohibiciones que resulten aplicables a 
los servidores públicos. Así, la tipicidad en las infracciones disciplinarias se determina por la lectura 
sistemática de la norma que establece la función, la orden o la prohibición y aquella otra que de 
manera genérica prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones 
constituye una infracción disciplinaria” (Corte Constitucional, Sentencia C-404, 2001; Sentencia 
C-818, 2005). 
Sobre el concepto de tipos en blanco se señaló: 
“Respecto de los llamados tipos en blanco, ha considerado la Corte que se ajustan al principio de 
tipicidad y son admisibles constitucionalmente, en los casos en que el correspondiente reenvío 
normativo permita al operador jurídico establecer y determinar inequívocamente el alcance de la 
conducta reprochable y de la sanción correspondiente” (Corte Constitucional, Sentencia C-127, 
1993; Sentencia C-599, 1999). “Así, en principio es válido el establecimiento de tipos disciplinarios 
que ostentan un grado de determinación menor que los tipos penales, sin que ello signifique que la 
imprecisión definitiva en la descripción de la conducta sancionable conduzca a la violación del 
principio de tipicidad” (Corte Constitucional, Sentencia C-796, 2004). 
“Así mismo, ha sostenido la jurisprudencia de esta Corte, que las razones constitucionales que 
justifican la validez de los tipos en blanco o abiertos en el derecho disciplinario, se encuentra en la 
necesidad de salvaguardar el principio de eficiencia de la función pública, consagrado en el artículo 
209 Superior. En este sentido, esta Corporación ha reconocido que se justifica este menor 
requerimiento de precisión en la definición del tipo disciplinario por el hecho que de asumir una 
posición estricta frente a la aplicación del principio de tipicidad en este campo llevaría simplemente 
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a transcribir, dentro de la descripción del tipo disciplinario, las normas que consagran los deberes, 
mandatos y prohibiciones aplicables a los servidores públicos” (Corte Constitucional, Sentencia T-
1093, 2004) 
 “Y que exigir una descripción detallada en la ley disciplinaria de todos los comportamientos 
susceptibles de sanción, conduciría en la práctica a tener que transcribir todo el catálogo de deberes, 
mandatos y prohibiciones que se imponen a los servidores públicos en las distintas normas jurídicas, 
traduciéndose dicha exigencia en un obstáculo para la realización coherente, ordenada y sistemática 
de la función disciplinaria y de las finalidades que mediante ella se pretenden, cuales son, la 
prevención y buena marcha de la gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los 
fines y funciones del Estado” 
Sobre el tema el tratadista Gómez, considera que en materia disciplinaria sólo existe un 
tipo totalmente abierto haciendo relación al artículo 23 de la Ley 734 de 2002, norma que define 
la falta disciplinaria así: 
“Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción 
correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este 
código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses” (Gómez, 2011, págs. 275-277). 
Señalando que no describe todos los caracteres de lo punible y le corresponde al operador 
jurídico disciplinario acudir a la normatividad a cerrar las descripciones en lo posible. 
Asume que imperan los tipos en blanco indicando: 
El legislador ha tratado al máximo de describir exhaustivamente los caracteres de lo 
punible. Pero sólo consigue hacerlo con un pequeño catálogo de tipicidades. 
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Las restantes tiene que complementarlas, so pena de dejar impunes conductas que se 
apartan de lo que les está permitido y mandando a las autoridades públicas, el operador jurídico 
disciplinario a través del orden jurídico universal del Estado de derecho. 
Como puede verse tanto la jurisprudencia como la doctrina coinciden en señalar que en 
materia disciplinaria imperan los tipos en blanco y abiertos, conceptos que requieren de una 
precisión absoluta a lo cual se procede exponiendo la siguiente clasificación. 
5.2.  Clasificación de los tipos disciplinarios 
Partiendo del supuesto ya definido que por su contenido los tipos disciplinarios son 
eminentemente remisivos a las normas subsidiarias que consagran de manera especial la actividad 
administrativa regulada y los deberes funcionales que protegen; de conformidad con la modalidad 
de esa remisión los tipos disciplinarios pueden ser:  
En blanco. El tipo disciplinario no describe ninguna conducta, sólo señala las normas a las 
cuales debe remitirse el intérprete para lograr la adecuación típica de la conducta investigada.  
Abiertos. El tipo disciplinario describe conductas de manera general, acudiendo a la 
utilización de conceptos jurídicos indeterminados, relacionados con materias específicas, el 
intérprete en la labor de adecuación típica debe acudir a las normas especiales que regulan esas 
materias, atendiendo a razonamientos fundamentados en la experiencia, la ciencia o la técnica, 
para darle precisión y concreción. 
Se caracteriza por consagrar en su supuesto de hecho varias conductas prohibitivas 
disciplinables, razón por la cual debe precisarse cuál o cuáles de las mismas es la que se va a 
imputar el disciplinado, ya que de lo contrario bien se podría estar haciendo citación de conductas 
que no realizó o nada tienen que ver con la imputación que se le formula. 
A partir de esa premisa se propone la siguiente clasificación: 
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Tipos disciplinarios en blanco. Se trata de tipos disciplinarios que no contienen una 
descripción comportamental, solo enuncian las normas jurídicas constitucionales, legales o 
administrativas a las cuales el intérprete debe remitirse para definir y concretar la conducta 
disciplinada, evidentemente en el proceso de adecuación típica debe acudirse a la norma indicada 
que tendrá la condición de ser subsidiaria especial ya que regula directamente el comportamiento 
señalado y por supuesto a la respectiva norma subsidiaria funcional que describe el deber omitido 
o extralimitado.  
En su supuesto de hecho no determina ninguna conducta, se limitan a señalar una serie de 
normas jurídicas a las cuales debe acudir el juez disciplinario para la definición y adecuación de 
la conducta, dándole un amplio margen de discrecionalidad, la cual debe regularizarse mediante 
la concreción de las normas subsidiarias que contienen los deberes funcionales. 
En la Ley 1952 de 2019 se consagran como tipos disciplinarios en blanco los siguientes: 
Artículo 38, numeral 1, deberes de los servidores públicos. “Cumplir y hacer que se cumplan los 
deberes contenidos en la Constitución, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los 
demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y 
municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones 
judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes 
superiores emitidas por funcionario competente” 
Artículo 39, numeral 1, prohibiciones de los servidores públicos. “Incumplir los deberes o abusar 
de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la Constitución, los tratados 
internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos 
distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, 
las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y los contratos de trabajo” 




Artículo 39, numeral 34. Las demás prohibiciones consagradas en la ley. 
Artículo 40. “Incorporación de inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto de 
intereses; se entienden incorporadas a este código las inhabilidades, impedimentos, 
incompatibilidades y conflicto de intereses señalados en la Constitución y en la ley” 
Artículo 55, numeral 12. “Faltas gravísimas relacionadas con el servicio o la función pública. 
Las demás conductas que en la Constitución o en la ley hayan sido previstas con sanción de 
remoción o destitución, o como causales de mala conducta” 
Artículo 56, numeral 1. “Faltas gravísimas relacionadas con el régimen de incompatibilidades, 
inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses; actuar u omitir, a pesar de la existencia de 
causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto de intereses, de acuerdo con las previsiones 
constitucionales y legales” 
Artículo 67. Faltas graves y leves. “Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento 
de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación de las funciones, o la incursión en 
prohibiciones, salvo que la conducta esté prevista como falta gravísima” 
Obsérvese que en los tipos disciplinarios indicados, el legislador no describió un 
comportamiento determinado, consagró una relación genérica de normas en las cuales puede 
aparecer regulada la conducta disciplinable, esta situación le impone al juez disciplinario el 
construir analíticamente en cuál de ellas se puede adecuar la conducta investigada, subsunción que 
lo lleva a determinar las normas que de manera especial regula la conducta investigada y la que 
consagra el deber jurídico omitido o extralimitado con ese comportamiento. Es esta remisión 
complementaria es la que verdaderamente le va a dar contenido de legalidad al proceso de 
adecuación típica.  
En el estatuto disciplinario se presenta una situación especial de un tipo abierto subsidiario 
en las faltas gravísimas pero remisivo determinado. Abierto subsidiario en materia disciplinaria 
como quiera que solo se podrá utilizar por vía de excepción ante la ausencia de tipificación del 
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comportamiento investigado en cualquiera de las conductas tipificadas como falta gravísima y 
remisivo determinado porque se remite concreta y puntualmente a la Ley 599 de 2000 Código 
Penal Colombiano. 
Lo indicado se advierte en el artículo 65 de la Ley 1952 de 2019 que prevé: 
“Faltas que coinciden con descripciones típicas de la ley penal. Cuando la conducta no pueda 
adecuarse a ninguna de las anteriores faltas, en virtud de los principios de especialidad y 
subsidiariedad, constituirá falta gravísima realizar objetivamente una descripción típica consagrada 
en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como 
consecuencia de la función o cargo, o abusando de él” (Ley 1952, 2019). 
Evidentemente esta norma remite directamente a la Ley 599 de 2000 Código Penal Colombiano. 
Es importante precisar que su contenido únicamente se activará cuando la conducta 
investigada no pueda adecuarse típicamente a ninguna de las conductas descritas como faltas 
gravísimas en los artículos 52 a 64 del estatuto disciplinario, cuando se presente esta situación el 
juez disciplinario puede tomarlo como fundamento y remitirse al Código Penal, para realizar la 
tipificación de la conducta, pero debe tener en cuenta que en ese proceso la tipicidad se hace 
cerrada ya que esta es la naturaleza propia del tipo penal, lo cual significa que necesariamente la 
conducta que se pretende disciplinar debe adecuarse al tipo penal referido, cumpliendo los 
requisitos y exigencias previstos en el mismo. 
En la codificación disciplinaria se consagró una situación que genera una verdadera 
complejidad al respecto. En efecto, en el parágrafo único del artículo 29 de la norma disciplinaria 
se indica lo siguiente: 
Las faltas señaladas en el artículo 65 de este Código podrán ser sancionadas a título de 
culpa, siempre y cuando la modalidad del comportamiento así lo permita. 
Al respecto se deben hacer las siguientes consideraciones: 
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1. El artículo 65 de la Ley 1952 de 2019 no señala faltas disciplinarias, es un tipo disciplinario 
remisivo en blanco determinado ya que de manera directa se remite como norma especial a la Ley 
599 de 2000 Código Penal, que consagra delitos. 
2. El artículo en estudio consagra tres elementos condicionantes para su aplicación: 
a. Que la conducta investigada no pueda adecuarse a ninguna de las faltas consagradas en los 
artículos 52 a 64, en virtud de los principios de especialidad y subsidiariedad. 
b. Que la conducta realizada y disciplinada corresponda objetivamente una descripción típica 
consagrada en el Código Penal como delito sancionable a título de dolo. 
c. Que la conducta disciplinada se haya realizado en razón, con ocasión o como consecuencia 
de la función o cargo, o abusando de él. 
3. Entonces otorgarle al juez disciplinario la potestad de imponer por esa conducta al 
investigado una sanción a título de culpa, siempre y cuando la modalidad del comportamiento así 
lo permita, sería admitir que puede romper la estructura del tipo penal en cuanto a la exigencia del 
dolo para configurar la conducta delictiva y esto implicaría una contradicción absoluta ya que es 
precisamente en esa norma en la cual se ha sustentado para determinar la legalidad de la conducta 
que disciplina. En conclusión, esto sólo sería admisible cuando el mismo tipo penal aplicado como 
norma subsidiaria especial lo permita. 
Artículo 10, numeral 1 de la Ley 1010 del 23 de enero de 2006, por medio de la cual se 
adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el 
marco de las relaciones de trabajo. 
El acoso laboral, cuando estuviere debidamente acreditado, se sancionará así: 
Como falta disciplinaria gravísima en el Código Disciplinario Único, cuando su autor sea 
un servidor público (Ley 1010, 2006).  
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La norma citada es un para tipo disciplinario, en la medida en que no está consagrada en el 
Estatuto Disciplinario, define como falta gravísima las conductas constitutivas de acoso laboral 
consagradas en la misma, razón por la cual de manera directa y especial el intérprete debe acudir 
a ella al momento de elaborar la adecuación típica de la conducta investigada. 
Es preciso indicar que independientemente de lo anterior, de manera necesaria deberá 
confirmarse en la norma subsidiaria funcional que señala la adscripción funcional para cerrar el 
círculo de la adecuación típica disciplinaria  
5.2.1. Tipos disciplinarios abiertos 
Se caracterizan por describir conductas en sus supuestos de hecho de forma genérica 
utilizan conceptos jurídicos indeterminados, pero remitiéndose a materias determinadas, razón por 
la cual exigen un procedimiento interpretativo por parte del juez disciplinario a partir de juicios 
racionales fundados en la experiencia, la ciencia o la técnica para adecuarlos al caso concreto 
disciplinado y a la realidad social que pretende regular, por esta razón se consideran abiertos puesto 
que admiten esa adecuación genérica de la conducta, que permite inicialmente la remisión a la 
norma que regula de manera especial la respectiva materia y posteriormente culminar el proceso 
de adecuación típica con la remisión a la norma que determina las funciones del disciplinado. 
Es importante recalcar que los tipos disciplinarios abiertos, aplican el método de números 
abiertos, es decir en sus supuestos de hechos consagran no una sola conducta, sino varias, por ello 
debido al principio de la especialidad se exige que clara y precisamente se indique cuál o cuáles 
de esas conductas son las que constituyen el fundamento de la imputación disciplinaria que se le 
hace al investigado. (Ley 1952, 2019; art. 223) 
Luego entonces una vez definida la prohibición de la conducta en el tipo disciplinario, es 
de suma importancia en el proceso de adecuación típica la determinación de la materia a la cual se 
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refiere la conducta investigada, la cual puede estar contenida en la descripción de la conducta 
expuesta en el tipo o bien implícita en el mismo. Lo cierto del caso es que necesariamente debe 
proyectarse la imputación disciplinaria teniendo en cuenta las normas especiales las que la regulan, 
esto sin dejar de lado que es absolutamente indispensable concordar lo indicado en esas normas 
especiales con las normas funcionales que describen las asignaciones de responsabilidad legal 
asignadas al disciplinados en sus deberes funcionales. 
Lo expuesto da lugar a que se determine la existencia de tipos abiertos determinados 
cuando claramente determinan o concretan la materia a la cual se remiten como objeto de 
protección y tipos abiertos indeterminados cuando sólo la señalan implícitamente, admitiéndose 
que en estos últimos el margen de discrecionalidad puede ser mayor para el intérprete como quiera 
que los puede adaptar a situaciones administrativas correspondiente a diversas materias siempre y 
cuando las mismas se adapten a la generalidad de su supuesto de hecho. 
5.2.2. Tipos disciplinarios abiertos determinados según la materia a la cual se remiten 
Son normas que describen comportamientos prohibitivos disciplinarios a partir de 
conceptos jurídicos indeterminados y los remite para su concreción a materias concretas, reguladas 
en otras normas, razón por la cual se puede determinar cuáles son las normas especiales que 
regulan las mismas. 
En la Ley 1952 de 2019, los tipos disciplinarios remisivos abiertos determinados se 
encuentran consagrados en las conductas que tipifican las faltas gravísimas, ya que el legislador 
las estructuró por materias, permitiendo así la determinación precisa de las normas que de manera 
especial regulan las mismas, como se advierte en los artículos 52 a 64 de la norma en cita, así: 
Artículo 52. “Faltas relacionadas con la infracción al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario; Tratados Internacionales Derechos 
217 
 
Humanos, Derecho Internacional Humanitario, Constitución Política, Código Penal, Sentencias, 
Tribunales Internacionales, Sentencias Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y 
Directivas Presidenciales” 
Artículo 53. “Faltas relacionadas con la libertad y otros derechos fundamentales; Tratados 
Internacionales Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario, Constitución Política, 
Código Penal, Sentencias, Tribunales Internacionales, Sentencias Corte Constitucional, Corte 
Suprema de Justicia y Directivas Presidenciales” 
Artículo 54. Faltas relacionadas con la contratación pública; Constitución Política, Ley 80 
de 1993, Ley 1150 de 2007 en lo pertinente, Ley 1474 de 2011, Decreto Reglamentario 1082 de 
2015, Normas especiales de contratación Empresas Sociales del Estado y Universidades Públicas, 
Ordenanzas y Acuerdos en lo concerniente. 
Artículo 55. Faltas relacionadas con el servicio o la función pública; Constitución Política, 
Ley 4 de 1992, Ley 909 de 2004, Ley 1474 de 2011, Ley 100 de 2000, Ley 581 de 2000, Ley 1010 
de 2006. 
Artículo 56. Faltas relacionadas con el régimen de incompatibilidades, inhabilidades, 
impedimentos y conflictos de intereses; Constitución Política, Leyes 3 y 5 de 1992, Ley 617 de 
2000 y normas que taxativamente determinen la existencia de inhabilidades e incompatibilidades. 
Artículo 57. Faltas relacionadas con la hacienda pública. Constitución Política, Decreto 
Ley 111 de 1996, Ley 617 de 2000, Ley 715 de 2001, Ley 819 de 2003 y normas departamentales 
y municipales sobre manejo presupuestal. 




Artículo 59. Faltas relacionadas con la salud pública, los recursos naturales y el medio 
ambiente. Constitución Política, Ley 23 de 1973, Decreto 2811 de 1974, Ley 99 de 1993, Decreto 
2150 de 1995, Ley 388 de 1997, Ley 491 de 1999, normas departamentales y municipales.  
Artículo 60. Faltas relacionadas con la intervención en política. Constitución Política, 
artículo 127. Modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 02 de 2004, Ley 996 de 2005, Ley 
617 de 2000, artículo 50. Prohibición para el manejo de cupos presupuestales, Ley 1475 de 2011, 
artículo 2. Inhabilidad para contratar de quienes financien campañas políticas, artículo 27. 
Financiación prohibida movimientos y campañas políticas. 
Artículo 61. Faltas relacionadas con el servicio, la función y el trámite de asuntos oficiales. 
Constitución Política, Ley 4 de 1992, Ley 909 de 2004, Ley 1474 de 2011, Ley 100 de 
2000, Ley 581 de 2000, Ley 1010 de 2006.  
Artículo 62. Faltas relacionadas con la moralidad pública. Constitución Política, Ley 4 de 
1992, Ley 909 de 2004, Ley 1474 de 2011, Ley 100 de 2000, Ley 581 de 2000, Ley 1010 de 2006, 
Ley 599 de 2000. 
Artículo 63. Faltas atribuibles a los funcionarios judiciales y a los jueces de paz. 
Constitución Política, Ley 270 de 1996, Ley 497 de 1999. 
Artículo 64. Faltas relacionadas con el régimen penitenciario y carcelario. Constitución 
Política, Ley 65 de 1993, Ley 1709 de 2014.  
Los artículos relacionados se remiten a materias determinadas, concretas y precisas y son 
desarrollados en numerales en los cuales se consagran las diferentes modalidades de conductas 
que regulan. En la tipificación de las faltas graves y leves también se encuentran tipos 
disciplinarios remisivos abiertos determinados como se observa en los siguientes casos: 
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Artículo 38, Ley 1952 de 2019. Numeral 2. Acatar las órdenes e instrucciones contenidas 
en las Directivas Presidenciales cuyo objeto sea la promoción de los derechos humanos y la 
aplicación del Derecho Internacional Humanitario y el manejo del orden público. 
Se remite exclusivamente a la observancia de las órdenes contenidas en las Directivas 
Presidenciales para la promoción de Derechos Humanos y aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario. 
Artículo 39 Ley 1952 de 2019. Numeral 22. Distinguir, excluir, restringir o preferir, con 
base en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tengan por objeto o por 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural, o en cualquier otra de la vida pública (artículo 1, Convención Internacional sobre 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, aprobada en Colombia mediante la 
Ley 22 de 1981) (Ley 1952, 2019).  
Claramente se aprecia que estos tipos disciplinarios señalan las normas a las cuales el 
intérprete debe remitirse para determinar la posibilidad de la infracción disciplinaria. 
5.2.3. Tipos disciplinarios abiertos indeterminados  
Describen conductas a partir de conceptos jurídicos indeterminados, remitiéndose a 
conductas diversas, sin concretar expresamente su materia o normas especiales de regulación, por 
lo tanto en el proceso de adecuación típica se deben tener en cuenta las referencias que contienen 
para establecer la materia a la cual se remiten, ya que incluso admiten la posibilidad de poder 
adecuar en ellos conductas que corresponden a diversas materias propias del ejercicio de la función 
pública y partir de esa concreción establecer la normas especial que la regula.  
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En la Ley 1952 de 2019 al describir las conductas constitutivas de las faltas graves y leves 
contenidas en sus artículos 38 y 39, ya que en sus numerales el legislador consagra conductas cuyo 
contenido material debe buscarse en las normas que de manera especial regulan la actividad 
correspondiente, norma especial que no está indicada directamente ya que en la mayoría de los 
casos solo se enuncia y debe deducirse a partir de la conducta señalada. 
Lo indicado se aprecia en los siguientes casos: 
Ley 1952 de 2019. Artículo 38, numeral 3. “Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el 
servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión 
o perturbación injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o 
función” Se describe una conducta indeterminada cuya concreción subsidiaria puede hacerse en 
normas que regulan diversas materias en la Administración Pública. 
Ley 1952 de 2019. Artículo 39, numeral 8. Omitir, retardar o no suministrar debida y 
oportuna respuesta a las peticiones respetuosas de los particulares o a solicitudes de las 
autoridades, así como retenerlas o enviarlas a destinatario diferente de aquel a quien corresponda 
su conocimiento. La conducta que se expone es abierta, pero siguiendo su contenido remisivo al 
derecho de petición, se determina en la Ley 1755 de 2015 que regula su ejercicio y obligatoriedad 
de respuesta.  
5.3. Los conceptos jurídicos indeterminados como elementos integrantes del tipo 
disciplinario 
El lenguaje es el instrumento a través del cual el Derecho se materializa a sus destinatarios, 
en principio es lógico suponer que el contenido descriptivo de sus normas sea claro y preciso ya 
que a partir de su comprensión y entendimiento se logra su cometido de regulación social; sin 
embargo esta premisa no siempre resulta exacta ya que se presentan situaciones reales cuya 
naturaleza, complejidad o dinámica de cambio, apreciación o conceptualización impiden que el 
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legislador las determine sin lugar a equívocos, es en casos en los cuales debe recurrir a conceptos 
que de manera genérica describen comportamientos incorporando nociones relacionadas con la 
experiencia, la ciencia, la técnica, con efectos derivados de la eficiencia, la eficacia o la 
convivencia social, los cuales en la práctica deben ser adecuados por el operador jurídico a la 
realidad que pretende regular.  
El Derecho Disciplinario es un vivido escenario de esta situación puntualmente en los tipos 
disciplinarios abiertos cuya característica principal es que mayoritariamente sus supuestos de 
hecho se construyen a partir de conceptos jurídicos indeterminados que vienen a servir como 
descriptores de la conducta prohibitiva. 
Doctrinalmente los conceptos jurídicos indeterminados han sido considerados como 
aquellos en los cuales como lo señala (García De Enterria, 2001) “la Ley refiere una esfera de 
realidad cuyos límites no aparecen bien precisados en su enunciado, no obstante, lo cual es claro 
que se intenta delimitar un supuesto concreto” (García y Fernández, 2002). Sobre el mismo tema 
Hart “Ha sostenido que el lenguaje jurídico del Derecho posee núcleos de significado claros y 
zonas de penumbra, en las cuales su aplicación puede hacerse dudosa y consecuentemente 
indeterminada, lo denomina normas de textura abierta” (Hart, 1968). 
Consecuentemente se precisa que los conceptos jurídicos indeterminados o abstractos son 
justamente esas expresiones carentes de claridad, vagas, que presentan carácter abierto y 
moldeable al caso concreto. 
Expresiones como cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad; ocupar o tomar 
indebidamente oficinas o edificios públicos; ejercer cualquier clase de coacción; proferir en acto 
oficial o en público expresiones injuriosas o calumniosas; omitir, retardar y obstaculizar la 
tramitación de la actuación disciplinaria; no efectuar oportunamente e injustificadamente; utilizar 
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el empleo para presionar a particulares o subalternos; influir en otro servidor público, 
prevaliéndose de su cargo o de cualquier otra situación o relación derivada de su función o 
jerarquía, son ejemplos claros de conductas que describen conceptos jurídicos que se hacen 
indeterminados ya que su interpretación se hace subjetiva puesto que se supedita al criterio, saber 
y entendimiento del juez disciplinario que busca adecuar la conducta disciplinada a los mismos. 
En relación con la utilización de los conceptos jurídicos indeterminados en materia 
disciplinaria la tratadista (Jalvo,1989; p. 156)sostiene que su presencia es habitual ya que su 
naturaleza impide que el legislador tenga una precisión absoluta en la descripción de las conductas 
prohibitivas, razón por la cual debe admitirse un margen de indeterminación en la formulación de 
los tipos, que no entra en conflicto con el principio de legalidad, en tanto no conduzca a una 
inseguridad intolerable, considerando que con ellos se satisfacen exigencias prácticas en la 
tipificación de conductas disciplinables, agregando que no vulneran el principio de lex certa, 
siempre que su concreción sea razonablemente factible en virtud de criterios lógicos, técnicos o de 
experiencia que permitan prever con suficiente seguridad, la naturaleza y las características 
esenciales de la conducta de la conducta tipificada como falta disciplinaria.  
La Corte Constitucional en Sentencia C-030, 2012 sobre la tipificación de conductas 
disciplinables mediante conceptos jurídicos indeterminados precisó: 
“ii) Por otra parte, la categoría de “conceptos jurídicos indeterminados” se refiere a “aquellos 
conceptos de valor o de experiencia utilizados por el legislador, que limitan o restringen el alcance 
de los derechos y de las obligaciones que asumen los particulares o las autoridades públicas 
(Sentencia C-030, 2001). No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha precisado, que 
los conceptos jurídicos indeterminados, lejos de permitir al operador jurídico interpretar y decidir 
libremente en su aplicación, se encuentran sujetos a una única solución en el asunto en concreto de 
que se trate, en cuanto “el mismo ordenamiento jurídico a través de los distintos métodos de 
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interpretación, le impone al mismo dicha decisión (Corte Constitucional, Sentencia C-818, 2005), 
y estos conceptos a pesar de la indeterminación deben ser precisados al momento de su aplicación 
de manera armónica y sistemática con el ordenamiento jurídico, las normas constitucionales y 
legales, y de acuerdo con las disposiciones que regulan la institución jurídica en concreto a la cual 
se refieren” (Corte Constitucional, Sentencia C-818, Sentencia C-371, 2002) 
“Por tanto, la jurisprudencia constitucional ha admitido expresamente que en materia disciplinaria 
es válido el uso de conceptos jurídicos indeterminados, siempre y cuando la forma típica tenga un 
carácter determinable al momento de su aplicación, para lo cual es necesario que en el 
ordenamiento jurídico, en la Constitución, la ley o el reglamento se encuentren los criterios 
objetivos que permitan complementar o concretar las hipótesis normativas de manera razonable y 
proporcionada, de lo contrario vulnerarían el principio de legalidad al permitir la aplicación 
discrecional de estos conceptos por parte de las autoridades administrativas” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-818, Sentencia C-530, 2003). 
Evidentemente la discusión en materia disciplinable giraría en torno a qué debe entenderse 
por determinable, dada la amplitud de conductas que se pueden subsumir en un concepto 
indeterminado como por ejemplo: formular, decidir oportunamente o ejecutar los planes de 
desarrollo y los presupuestos; permitir, tolerar o facilitar el ejercicio ilegal de profesiones 
reguladas por la ley o Utilizar el cargo para participar en las actividades de los partidos y 
movimientos políticos y en las controversias políticas, sin perjuicio de los derechos previstos en 
la Constitución y la ley; claramente la determinación no se encontraría en la norma que tipifica la 
conducta prohibitiva, la respuesta está dada es en la norma subsidiaria remisiva en la cual se 
definen las funciones legalmente asignadas al disciplinado. 
Entonces la delimitación de la indeterminación de los tipos abiertos a partir de la utilización 
de conceptos jurídicos indeterminados solo se logra con la determinación de los deberes 
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funcionales fundamento y base de la potestad disciplinaria y demostración fehaciente de la 
trascendencia de las relaciones especiales de sujeción en el Derecho Disciplinario. 
Carecería de razón alguna pretender imputar disciplinariamente responsabilidad a un 
servidor público tomando como referencia el solo tipo disciplinario con una descripción de 
conducta a partir de conceptos jurídicos indeterminados, la determinación sólo se concreta en las 
normas funcionales, razón de ser de la responsabilidad disciplinaria. 
Capítulo VI 
Proceso de adecuación típica de las conductas en el derecho disciplinario colombiano 
El proceso de adecuación típica en el Derecho Disciplinario Colombiano implica un 
ejercicio analítico deductivo objetivo, que se debe desarrollar en dos fases: la disciplinaria y la 
subsidiaria la cual implica como subproceso la determinación de las normas especiales materiales 
y de las normas funcionales. 
6.1. Fase disciplinaria 
Una vez determinada la existencia de la comisión de una conducta aparentemente 
disciplinable, la primera actividad a realizar es verificar si esa conducta se adecua a los tipos 
disciplinarios en blanco o abiertos consagrados en los artículos 38 deberes, 39 prohibiciones, 52 a 
64 faltas gravísimas y 72 régimen de los particulares que ejercen función pública de la Ley 1952 
de 2019, tomando como referencias sus elementos objetivos y subjetivos. 
Es importante señalar que en este primer análisis se realiza un ejercicio solamente objetivo 
de adecuación típica, cuya importancia radica en la determinación de si la conducta tiene o no 
reserva legal, vale decir si se adecua a un tipo disciplinario y por ende corresponde a una conducta 
prohibida para servidores públicos o particulares que ejercen función pública; con lo cual además 
debe quedar claro la naturaleza de la posible falta disciplinaria (gravísima, grave, leve). 
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Así mismo, la fase disciplinaria permite establecerla materia a la cual se remite la falta 
disciplinaria a investigar si se relaciona con infracciones al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y al Derecho Internacional Humanitario; afectación a la libertad y otros derechos 
fundamentales; la contratación pública; el servicio o la función pública; el régimen de 
incompatibilidades, inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses; la hacienda pública; la 
acción de repetición; la salud pública, los recursos naturales y el medio ambiente; la indebida 
intervención en política; se relaciona con el servicio, la función y el trámite de asuntos oficiales; 
la moralidad pública o bien se remite al régimen penitenciario y carcelario. Consideración 
necesaria para proyectar la búsqueda de la norma subsidiaria especial que regula esa materia y la 
norma subsidiaria que prevé el deber funcional. 
Se entiende que, si este primer estudio resulta negativo, no tendría ningún sentido continuar 
adelante con un proceso investigativo disciplinario, puesto que la conducta carecería de reserva 
legal, razón por la cual se impondría procesalmente una decisión inhibitoria o la terminación de la 
actuación por vía del auto de archivo (Ley 1952, 2019; art. 90 y 209). 
6.2. Fase subsidiaria 
Una vez determinada la reserva legal de la conducta investigada se debe dar inicio a la fase 
subsidiaria, que consiste en establecer si esa conducta que evidentemente tipifica como falta 
disciplinaria se encuentra regulada legalmente en la materia respectiva y finalmente si corresponde 
a un deber funcional asignado al disciplinado, por la Constitución Política, ley, reglamento o 
manual de funciones, es por ello que la fase subsidiaria consta de dos momentos el normativo 
material y el normativo funcional. 
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6.2.1. Norma subsidiaria especial material 
A partir de la adecuación típica disciplinaria de la conducta investigada se determina la 
actividad administrativa a la cual se refiere la misma, vale decir la materia a la cual se refiere, si 
se trata de un asunto relacionado con el desconocimiento de derechos fundamentales, contratación 
estatal, el servicio o la función pública, violación del régimen de prohibiciones, manejo 
presupuestal, indebida intervención en política, por citar algunos ejemplos; concretado lo anterior 
es necesario determinar la norma que de manera especial regula esa materia para precisar si 
efectivamente con el comportamiento desarrollado el disciplinado la infringió. 
Es de trascendental importancia esta revisión ya que la norma subsidiaria especial material 
es la que imperativamente determina el procedimiento a seguir, los términos a cumplir y las 
finalidades que se pretenden cumplir con esa actividad. 
6.2.2. Norma subsidiaria funcional  
Una vez definida la regulación legal de la conducta, es ahora preciso establecer si la misma 
le está asignada legalmente al investigado conforme al empleo o función desempeñado o ejercido 
como un deber funcional, para lo cual se debe determinar la norma que así lo señale ya sea una ley 
o un acto administrativo. 
La norma subsidiaria especial es el verdadero núcleo de la responsabilidad disciplinaria en 
la medida en que adscribe al disciplinado el deber funcional de ejecutar los procedimientos 
administrativos determinados en las normas subsidiarias especiales materiales, sin la existencia de 
la adscripción legal del deber funcional sería imposible concretar la responsabilidad disciplinaria, 
puesto que es la omisión o extralimitación del mismo en la observancia de la norma subsidiaria 
especial la que viene a determinarla. 
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6.3. Finalización del proceso de adecuación típica disciplinaria 
Sólo cuando se realiza debida y adecuadamente el procedimiento descrito se puede 
considerar que por vía del principio de legalidad la conducta disciplinada se logra tipificar, este 
análisis involucra entonces la norma disciplinaria y las normas subsidiarias, las que regulan la 
respectiva materia y las que adscriben los deberes funcionales. 
Así las cosas puede decirse que el fundamento de la imputación disciplinaria no radica en 
el tipo disciplinario, ya que este no describe procedimientos administrativos, ni señala deberes 
funcionales describe conductas en blanco o abiertas netamente remisivas, la razón de ser de la 
imputación disciplinaria se construye sustancialmente a partir de las normas subsidiarias que 
regulan la respectiva materia e indican los procedimientos de las actuaciones administrativas y las 
normas subsidiarias funcionales que legalmente asignan el deber funcional al servidor público o 
particular que ejerce funciones públicas, cuya omisión o extralimitación es lo que va a justificar el 
ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado.  
Es esta integración normativa la que viene a darle sentido y valor al proceso de adecuación 
típica de la conducta disciplinable, omitirlo implicaría de manera necesaria una violación al 
principio de legalidad disciplinaria. 
6.4. Modelo de proceso de adecuación típica en el derecho disciplinario colombiano 
6.4.1. En los tipos disciplinarios en blanco  
Debe tenerse en cuenta que, en ellos, el legislador no describe ninguna conducta, solo 
señala una serie de normas legales y administrativas a las cuales se puede remitir el intérprete para 
concretar la conducta disciplinada. 
Es por ello que en el proceso de adecuación típica debe agotar los siguientes estadios: 
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1. Verificar si la conducta desarrollada por el disciplinado está regulada en cualquiera de las 
normas indicadas en el tipo en blanco. 
a) Para las faltas graves y leves, conforme los artículos 38 y 39 de la Ley 1952 de 2019, “la 
Constitución, los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los demás ratificados por el 
Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los 
estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales 
y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores 
emitidas por funcionario competente” 
b) Para las faltas gravísimas acorde con previsto en la Ley 1952 de 2019, artículo 55, “Faltas 
relacionadas con el servicio o la función pública, numeral 12 las normas conductas que en la 
Constitución o en la .ley hayan sido previstas con sanción de remoción o destitución, o como 
causales de mala conducta y artículo 56, Faltas relacionadas con el régimen de 
incompatibilidades, inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses, numeral 1 las 
normas que establecen las causales de causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto 
de intereses” 
c) En caso de tratarse de una conducta disciplinable como falta gravísima que no se adecue 
típicamente a ninguna de las descripciones contenidas en los artículos 52 a 64 de la Ley 1952 
de 2019, pero que objetivamente corresponda a una descripción típica consagrada en la ley 
como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como 
consecuencia de la función o cargo, o abusando de él, por remisión expresa del artículo 65 de 
la citada ley, la norma remisiva sería el Código Penal, Ley 599 de 2000. 
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d) Si se trata de una conducta constitutiva de acoso laboral por mandato expreso del artículo 
10, numeral 10 de la Ley 1010 de 2006, la norma viene a ser la misma ley en su artículo 2, 
numerales 1 a 6 que describen las conductas que configuran acoso laboral. 
2. Establecido lo anterior se debe concretar si la conducta desarrollada por el disciplinado se 
adecua típicamente al comportamiento descrito en la norma subsidiaria especial respectiva. 
3. Concretar si esa conducta que ya se sabe está regulada por una norma subsidiaria especial 
y efectivamente el comportamiento desarrollado se adecua a ella, corresponde también a una 
descripción típica disciplinaria prevista en los artículos 38 o 39 de la Ley 1952 de 2019. 
4. Finalmente se debe determinar si el disciplinado tenía legalmente adscrito como deber 
funcional el ejecutar el procedimiento administrativo consagrado en la norma subsidiaria especial 
y lo omitió o extralimitó, lo cual implicaría la determinación de la norma subsidiaria funcional. 
6.4.2. En los tipos disciplinarios abiertos 
Tipos abiertos determinados. Considerando que ya el tipo indica la materia a la que se 
refiere, el proceso de adecuación típica sería el siguiente: 
1. Inicialmente debe verificarse la adecuación de la conducta investigada al respectivo tipo 
disciplinario, teniendo en cuenta los elementos integradores del mismo, objetivos y subjetivos. 
2. Se debe verificar lo prescrito respecto del desarrollo de la actuación administrativa por 
parte de la norma subsidiaria especial que regula la materia correspondiente. 
3. Es indispensable estudiar las normas subsidiarias funcionales para concretar si esa 
conducta estaba adscrita legalmente al disciplinado y éste la omitió o extralimitó. 
Ilustra lo expuesto el siguiente caso: 
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Se formula una acusación en contra del Alcalde Municipal por haber celebrado un contrato 
estatal con un oferente respecto del cual pesa una prohibición derivada de sanción de destitución 
e inhabilidad general de 10 años impuesta por la Procuraduría General de la Nación. 
Concreción del tipo disciplinario. En principio la adecuación típica estaría dada en el 
artículo 54, numeral 2 de la Ley 1952 de 2019, concretándose en el hecho de haber Intervenido, 
tramitado, aprobado, celebrado y haber ejecutado un contrato estatal con persona incursa en causal 
de inhabilidad. 
Determinación de la norma subsidiaria especial. La adecuación típica prohibitiva se 
determinaría en el artículo 8, ordinal 1, literal d) de la Ley 80 de 1993 que inhabilita para contratar 
con el Estado a quienes hayan sido sancionados disciplinariamente con destitución, entendiendo 
que esta sanción comporta una unidad con la inhabilidad general respectiva. 
Determinación de la norma subsidiaria funcional. Se determina a partir del artículo 91 
que establece las funciones de los Alcaldes Municipales, literal d) que le indica las que 
corresponden a la Administración Municipal, numeral 5 en cuanto a celebrar los contratos. 
Luego se deben concretar sus funciones de conformidad con el Acuerdo Municipal que la 
establezca. 
6.4.3. Tipos disciplinarios abiertos indeterminados 
Asumiendo que en el tipo disciplinario no se indica expresamente la materia a la que se 
refiere, el proceso de adecuación típica sería el siguiente: 
1. Inicialmente debe realizarse la adecuación típica de la conducta investigada a los numerales 
contenidos en los artículos 38 y 39 de la Ley 1952 de 2019, teniendo en cuenta los elementos 
integradores del mismo, objetivos y subjetivos, lo cual genera un indicativo de la materia a la cual 
se refiere la conducta investigada. 
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2. A partir de lo anterior, se determina la norma subsidiaria especial que regula el desarrollo de 
la actuación administrativa respectiva. 
3. Finalmente es necesario estudiar las normas subsidiarias funcionales para concretar si esa 
conducta estaba adscrita legalmente al disciplinado y éste la omitió o extralimitó. 
Ilustra lo expuesto el siguiente caso: 
Se presenta una omisión de respuesta a un derecho de petición de interés general. 
Concreción del tipo disciplinario. 
Inicialmente la adecuación típica estaría dada en el artículo 39, numeral 8 de la Ley 1952 
de 2019, concretándose en el hecho de haber omitido, suministrar debida y oportuna respuesta a 
petición de un particular. 
Obsérvese que ya se ha logrado determinar la materia del asunto: derecho de petición, pero 
no se ha concretado ni procedimiento, ni términos de respuesta. 
Determinación de la norma subsidiaria especial. 
Al tener determinado ya la materia de la conducta, las normas subsidiarias especiales en su 
orden serían: artículo 23 Constitución que consagra el derecho de petición; inciso primero del 
artículo 14 de la Ley 1755 de 2005 que regula los términos para dar respuesta a las peticiones de 
interés general. 
Determinación de la norma subsidiaria funcional. 
Finalmente deben considerarse las normas que describen los deberes funcionales del 
disciplinado, para acreditar que le correspondía esa obligación, le es legalmente exigible, 
responder derechos de petición. 
Normas funcionales que están consagradas en el Manual de Funciones aprobado por una 




El principio de ilicitud sustancial en el derecho disciplinario colombiano 
El principio de ilicitud sustancial disciplinaria como elemento estructurante de la 
responsabilidad disciplinaria, parte del supuesto de la inobservancia injustificada del deber 
funcional y se concreta en la exigencia de la demostración de la afectación sustancial generada por 
la conducta desarrollada por el investigado, sustancialidad que se materializa en el impacto e 
impedimento que haya generado en el cumplimiento de lo fines esenciales de la Administración 
Pública, esto es, la prestación del servicio a la comunidad, el promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
Considerando que los fines superiores del Estado se materializan mediante el ejercicio de 
la función pública que se dinamiza en la actividad de los servidores del Estado, actividad reglada 
en sus deberes funcionales, permite comprender que la ilicitud sustancial tiene como elemento de 
tutela precisamente el ejercicio de ese deber funcional, de cuya omisión o extralimitación es que 
puede generarse esa afectación, cuando no se ejecutan dentro de los parámetros que marcan los 
principios rectores que rigen el funcionamiento de la Administración Pública. (Constitución 
Política, 1991; art. 209) 
En el proceso de construcción de la responsabilidad disciplinaria, la ilicitud sustancial exige 
un juicio valorativo de resultado. No es suficiente la determinación de la inobservancia normativa 
(tipo disciplinario, normas subsidiarias especiales y funcionales), se requiere la concreción de la 
afectación sustancial a los principios rectores de la Administración Pública, materializada en la 
afectación sustancial al cumplimiento de los fines del Estado y por consiguiente a las necesidades 
sociales que se pretenden satisfacer.  
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Por su naturaleza este principio constituye una de las principales diferencias que se marcan 
entre el Derecho Disciplinario y el Derecho Penal como lo ha consagrado la Corte Constitucional 
en la Sentencia C-948 del 2002, al referirse al artículo 5 de la Ley 734 2002, que consagra el 
principio de ilicitud sustancial ha establecido:  
“Al respecto la Corte constata que la norma traduce la adopción por el Legislador de una postura 
clara a favor de la autonomía del derecho disciplinario en materia de determinación de la 
antijuridicidad de las conductas que dicho derecho sanciona frente a las categorías propias del 
derecho penal” (Corte Constitucional, Sentencia C-948, 2002). 
Tomando como elemento diferencial el objeto de protección jurídica, esto en la medida en 
que en materia disciplinaria esa tutela jurídica se circunscribe esencialmente al deber funcional 
asignado legalmente a los funcionarios estatales, en cuanto a que se desarrolle acorde a los fines 
esenciales de la Administración Pública, mientras que en el Derecho Penal los bienes objeto de 
protección jurídica presentan una multiplicidad total: la vida, la libertad individual, la propiedad 
privada por citar solo algunos casos. 
El fundamento de la exigencia contenida en el principio de ilicitud sustancial se deriva de 
las relaciones laborales especiales que surgen entre el Estado y sus funcionarios, puesto que su 
esencia radica en la afectación sustancial que pueden causar al inobservar los deberes y actividades 
funcionales, cuyos efectos materiales pueden tensionar el cumplimiento de los fines sociales de la 
Administración Pública, con lo cual claramente generarían una afectación a la sociedad que no 
recibiría adecuada y debidamente esos servicios debido a ese incumplimiento. 
Indudablemente uno de los mayores retos en la construcción de la dogmática disciplinaria 
se concreta en la determinación del objeto de protección jurídica de la ilicitud sustancial. El cual 
evidentemente es el deber funcional, la pregunta que surge es si sólo circunscribirlo al 
incumplimiento injustificado del deber funcional o trascenderlo a aspectos sustanciales como 
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precisar los efectos de esa inobservancia en la transgresión de los principios que rigen la 
Administración Pública, inclusive si ir más allá y verificar los resultados materiales del mismo en 
relación con los efectos sociales de la conducta. 
Debe indicarse que el estudio del principio de ilicitud sustancial no puede circunscribirse 
exclusivamente a la observancia del deber funcional como único bien de tutela jurídica 
disciplinaria, eso implicaría la posibilidad de confundirlo con el principio de legalidad. Es 
indispensable que el concepto se amplié trascendiendo la sustancialidad a la injustificación en la 
inobservancia de los deberes funcionales, demostrando necesariamente en cada caso investigado 
disciplinariamente de qué manera, se afectó el buen funcionamiento de la Administración Pública 
y por tanto se impactó en sus fines sociales.  
En un Estado Social y Democrático de Derecho como el que constitucionalmente nos rige, 
es indiscutible que la ilicitud sustancial se convierte en el elemento necesario que le permite al 
Derecho Disciplinario ejercer un control superior respecto del ejercicio efectivo y resultado de los 
deberes y actividades funcionales derivadas de las relaciones laborales especiales trazadas entre 
los servidores públicos y particulares con el Estado.  
Así, este principio coadyuva la exigencia de una respuesta más trascendente a las 
necesidades de la colectividad, en la medida en que exige con precisión, la determinación de la 
afectación propiciada por la inobservancia o extralimitación injustificada del deber funcional, a 
partir de la cual, sería posible considerar y determinar en qué medida no se logra cumplir con la 
finalidad de la satisfacción del interés general razón de ser de la existencia del Estado. 
En el nuevo garantismo del Derecho Disciplinario, es claro que la exigencia de protección 
radica en la necesidad de determinar la sustancialidad de la afectación, consideración que lleva a 
una discusión muy profunda respecto de si la misma se determina con la sola infracción 
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injustificada del deber funcional, con lo cual se confundiría con el principio de legalidad; en la 
afectación de los principios rectores de la Administración Pública, tesis aceptada pero que la 
traslada al campo de los conceptos jurídicos indeterminado que exigirían su concreción y precisión 
y finalmente, si deben advertirse en cada caso los efectos al menos materiales de la conducta 
disciplinada, para luego entonces sí, enlazarlos con los principios rectores de la función pública.  
Es importante considerar que este principio como una categoría dogmática del Derecho 
Disciplinario logra su reconocimiento en el Derecho Disciplinario Colombiano, ya que en las 
legislaciones disciplinarias Iberoamericanas, no se le menciona como un componente de la 
responsabilidad disciplinaria, como se advierte en España, al revisar el Real Decreto Legislativo 
05 de octubre 30 de 2015 por el cual se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público en España, norma en cuyo Título VII se consagra el régimen disciplinario 
aplicable a los servidores públicos, previendo en el numeral segundo del artículo 94 los principios 
que rigen esa potestad disciplinario, legalidad, tipicidad, irretroactividad, proporcionalidad, 
culpabilidad y presunción de inocencia, entre los cuales no está determinado la ilicitud sustancial. 
Capítulo I 
Desarrollo del principio de ilicitud sustancial en el derecho disciplinario colombiano 
Considerando que la ilicitud sustancial es una construcción dogmática propia del Derecho 
Disciplinario en Colombia, su conceptualización ha evolucionado a partir de principios 
constitucionales como la dignidad humana, la igualdad y la proporcionalidad, que imponen la 
obligación del cumplimiento de los fines sociales del Estado, por tanto, de los principios rectores 
de la responsabilidad disciplinaria, éste es el que más se relaciona directamente con la colectividad. 
Ha sido desarrollado tanto legal como jurisprudencial y doctrinariamente, bajo la hipótesis 
de concebir la sustancialidad como una afectación a la funcionalidad social. Debe advertirse, que 
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no existe un consenso generalizado en cuanto a cómo se debe determinar en el proceso disciplinaria 
como elemento rector integrante de la responsabilidad. 
Puede decirse que existe un principio de acuerdo tácito para señalar que se concreta en la 
afectación sustancial del funcionamiento de la Administración Pública materializado en la 
inobservancia de uno o varios de los principios que la orientan; pero hay disparidad total en cuanto 
como se debe valorar esa afectación para su demostración, si mantenerla en el rango de los 
conceptos jurídicos indeterminados como lo son los referidos principios de la Administración 
Pública o bien si se requiere su validación en cada caso determinado, lo cual conllevaría a la 
demostración de los efectos materiales de esa afectación para considerar su sustancialidad y luego 
de ser así, referenciarlo con los mencionados principios rectores. 
1.1.Desarrollo constitucional 
Como fundamento de la responsabilidad disciplinaria la ilicitud sustancial tiene su fuente 
en el artículo 2 de la Constitución Política que consagra:  
Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; […] 
y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas […] para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
Las ejecuciones de esos propósitos estatales se desarrollan a partir de la actividad de la 
Administración Pública en la ejecución de su funcionalidad pública, los principios rectores que la 
rigen están contenidos en el artículo 209 constitucional que los define así: “La función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
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mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones” (Constitución 
Politíca de Colombia, 1991). 
Finalmente, quienes materializan y dinamizan esos propósitos ante la comunidad son los 
servidores públicos mediante el debido ejercicio de sus deberes y actividades funcionales, por lo 
cual debe acudirse a lo señalado en el inciso segundo del artículo 123 Constitucional que dispone: 
“Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones 
en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento” (Constitución Politíca de 
Colombia, 1991). 
Respecto de los servidores públicos la responsabilidad que se les puede asignar derivada 
de sus deberes funcionales se concreta en la previsión contenida en el artículo 6 Constitucional 
que señala: “Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en 
el ejercicio de sus funciones” (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
En tanto que para los particulares que ejercen funciones públicas el artículo 26, inciso 
segundo Superior determina en lo pertinente: “La ley podrá asignarles funciones públicas y 
establecer los debidos controles” (Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
Estos controles a los que alude la norma no son otros que las funciones o actividades que 
las leyes, actos administrativos o contratos les asignen de cuya injustificada omisión o 
extralimitación se generaría la ilicitud sustancial. 
El estudio de los cánones constitucionales relacionados permiten determinar que los fines 
sociales del Estado en cuanto a su consecución están determinados en los principios que regulan 
la actividad de la Administración Pública, fines y principios que se dinamizan en la actividad 
desarrollada por los servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas, quienes a 
través de sus deberes funcionales y actividades los ejecutan y materializan, dándoles la 
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trascendencia ante la sociedad que los requiere, por consiguiente la observancia de tales 
obligaciones legales es total como quiera que de ello depende sustancialmente el verdadero logro 
de los cometidos programáticos y de los fines de un Estado Constitucional y Social de Derecho. 
Implica lo anterior que estos colectivos en la ejecución de su función pública solo puedan 
hacer aquello que legalmente les está permitido, en el entendido que esas funciones y actividades 
asignadas corresponden al desarrollo de los principios que rigen el buen funcionamiento de la 
Administración Pública, por ello cuando omiten o extralimitan esas previsiones funcionales 
injustificadamente, incurriendo en una conducta tipificada como falta disciplinaria, no solo van a 
trasgredir esas exigencias legales, sino que van a afectar el buen funcionamiento de la 
Administración Pública al impedir la ejecución de las políticas sociales del Estado, lo cual 
inequívocamente también impacta a la sociedad receptora de las mismas. 
1.2.Desarrollo legal 
La ilicitud sustancial como principio rector del Derecho Disciplinario no estaba 
contemplado expresamente en la primera codificación disciplinaria contenida en la Ley 200 de 
1995, allí tangencialmente como lo señala (Mejía, 2015) la construcción del principio partía de la 
integración que se hacía entre el artículo 4 de la Ley 100 de 1980 Código Penal de la época y el 
contenido del artículo 18 de la ley citada inicialmente, que remitía interpretativamente al Código 
Penal para subsanar los vacíos derivados de su aplicación, perfectamente se podría agregar a lo 
expuesto que el artículo 17 de la norma derogada al señalar las finalidades de la ley disciplinaria 
y las sanciones disciplinarias, establecía como finalidad el cumplimiento de los fines del Estado, 
respecto de la conducta de los servidores públicos que los afecten o pongan en peligro, razón por 




El principio de ilicitud sustancial se consagró en el artículo 5 de la Ley 734 de 2002, así: 
“La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna” 
La redacción de la norma no fue la más afortunada, si se considera que el objeto de la 
antijuridicidad radica en la falta se estaría partiendo de la base de lo que se conoce como la 
antijuridicidad formal (anti normatividad), desconociéndose la antijuridicidad material solo 
predicable respecto de la conducta. 
Así mismo, la norma parecería circunscribir todo el análisis de la ilicitud sustancial de la 
conducta a la injustificada afectación al deber funcional, el deber por el deber, sin permitir 
consideraciones relacionadas con efectos o resultados de la conducta, con lo cual parecería que la 
sola comprobación de la legalidad disciplinaria de la conducta generaría la concreción de su 
contenido de ilicitud sustancial, confundiéndose así los dos principios en un solo resultado, lo cual 
ciertamente no es aceptable. 
En la (Ley 1952, 2019) el principio de ilicitud sustancial está consagrado en el artículo 9, 
modificado por el artículo 2 de la Ley 2094 de 2021, así: “Ilicitud sustancial. La conducta del 
sujeto disciplinable será ilícita cuando afecte sustancialmente el deber funcional sin justificación 
alguna. 
La norma citada eliminó el texto subsiguiente que señalaba: “...habrá afectación sustancial 
del deber cuando se contraríen los principios de la función pública”. Esto de manera inexplicable 
ya que con su inicial redacción permitía en su consideración valorar la intensidad de la afectación 
causada con la inobservancia injustificada del deber funcional, relacionándola con los principios 
rectores de la función pública, con lo cual ya se ampliaba su marco de valoración más allá de la 
sola infracción al deber funcional. 
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El artículo en mención debe ser interpretado integralmente en concordancia con el artículo 
5 de la misma norma que señala los fines de la sanción disciplinaria así: “La sanción disciplinaria 
tiene finalidad preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines 
previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se deben observar en el 
ejercicio de la función pública” (Ley 1952, 2019). 
Claramente se aprecia que en las normas citadas se está enfocando esa afectación sustancial 
al deber funcional, respecto de garantizar los principios constitucionales, legales y los derivados 
de los tratados internacionales (entendiéndose más concretamente los incorporados al bloque de 
convencionalidad), a desarrollar en la gestión administrativa del Estado. 
Así mismo con el artículo 6 ibídem que determina la proporcionalidad y racionalidad de la 
sanción disciplinaria señalando: “La imposición de la sanción disciplinaria deberá responder a los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad; La sanción disciplinaria debe corresponder a la 
clasificación de la falta y a su graduación de acuerdo con los criterios que fija esta ley” (Ley 1952, 
2019). 
En entrelineas la norma se está remitiendo a la sustancialidad de la afectación injustificada 
al deber funcional, aspecto del cual deriva la calificación de la falta disciplinaria y la graduación 
de su sanción. 
En ese orden de ideas, la ilicitud sustancial se convierte en un determinador de la naturaleza 
de la falta disciplinaria, en la medida en que el legislador considera que, dada la conducta 
prohibitiva descrita, la intensidad de la afectación hará que esta sea considerada como gravísima, 
grave o leve. 
Al respecto es importante precisar una situación que se presenta en materia de concreción 
de la naturaleza de las faltas disciplinarias, advirtiéndose que respecto de las faltas gravísimas el 
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asunto no admite discusión, están consagradas taxativamente en el artículo 48 de la Ley 734 de 
2002 y en los artículos 52 a 64 de la Ley 1952 de 2019. No ocurre lo mismo con las faltas graves 
y leves, por tanto, el asunto a resolver es:  
a) Cómo se define la gravedad o levedad de las faltas disciplinarias contenidas en los artículos 
34 deberes y 35 prohibiciones de la Ley 734 de 2002 y 38 deberes y 39 prohibiciones de la ley en 
cita. 
b) Cuáles son los criterios aplicables para graduar la sanción. 
Para resolver el dilema se debe acudir a la revisión de cada uno de esos temas: 
1.2.1. Determinación de la gravedad o levedad de la falta disciplinaria 
Es importante contextualizar el tema señalando que en materia disciplinaria existe una 
reserva legal cerrada para las faltas gravísimas, ya que en forma previa y directa el legislador señala 
cuáles tienen esa naturaleza (artículos 48 Ley 734 de 2002 y 52 a 65 Ley 1952 de 2019), luego 
entonces si la conducta por vía de la legalidad disciplinaria, se adecua típicamente en uno de esos 
tipos prohibitivos, no existe duda que la falta investigable será gravísima. 
La discusión se centra respecto de la definición de la naturaleza de las faltas graves y leves, 
contenidas en los artículos ya indicados, puesto que el legislador las enuncia en una integralidad, 
sin distinguir previamente cuáles son graves y leves. Es así, como para efectos de hacer esa 
valoración consagra lo que denomina criterios para determinar la gravedad o levedad de la falta 
disciplinaria, artículos 43 y 47 (modificado 8 Ley 2094 de 2021) de las Leyes 734 de 2002 y 1952 
de 2019. En efecto, para su concreción y determinación la autoridad disciplinaria debe acudir a los 
criterios indicados, para a partir de desarrollo de un juicio analítico y valorativo, precisar la falta 
como grave o leve. 
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El asunto radica en que estos criterios proponen una valoración sustancial de los efectos 
materiales de la conducta disciplinada como lo serían: El grado de perturbación del servicio; la 
trascendencia social de la falta o el perjuicio causado; los motivos determinantes del 
comportamiento, por citar los más evidentes. 
Así, la proporcionalidad implica necesariamente un estudio de la ilicitud disciplinaria, cuya 
sustancialidad debe considerarse en efectos materiales y no formales. Entendiéndose que no se 
trata de un tema de poca monta, ya que esta determinación de la naturaleza de la falta, impacta 
directamente en la sanción a imponer cuando hay lugar a ella, como claramente se observa en los 
artículos 44 y 48 de las leyes en cita, en donde el tipo de sanción disciplinaria a imponer se 
determina a partir de la naturaleza de la falta disciplinaria, esto es, a partir de la afectación 
sustancial que se entiende se puede generar con la misma. 
1.2.2. Graduación de la sanción disciplinaria 
Situación similar se aprecia al estudiar los criterios atenuantes y agravantes fijados por el 
artículo 50 de la Ley 1952 de 2019, modificado artículo 11 de la Ley 2094 de 2021, para graduar 
la sanción disciplinaria, los cuales son aplicables tanto para las faltas gravísimas, como graves y 
leves; su aplicación es una exigencia derivada del principio de proporcionalidad y requiere que al 
momento de imponer la sanción se tengan en cuenta elementos cuya esencia denota la necesidad 
de la valoración de los efectos materiales de la conducta disciplinada. 
Se ilustra lo indicado al considerar como criterios atenuantes: La diligencia y eficiencia 
demostrada en el desempeño del cargo o de la función; haber, por iniciativa propia, resarcido el 
daño o compensado el perjuicio causado o haber devuelto, restituido o reparado, acorde con el 
caso, el bien afectado con la conducta constitutiva de la falta, siempre que la devolución, 
restitución o reparación no se hubieren decretado en otro proceso.  
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En el mismo sentido al asumir como criterios agravantes: Atribuir la responsabilidad 
infundadamente a un tercero; el grave daño social de la conducta o la afectación a derechos 
fundamentales. 
Es claro que desde el punto de vista de la proporcionalidad la graduación de la sanción 
implica necesariamente la evaluación de situaciones que implican efectos materiales del 
comportamiento disciplinado, en aras de dosificar la sanción a imponer. 
Así las cosas, la definición contenida en el citado y modificado artículo 9 de la Ley 1952 
de 2019, deben integrarse en su interpretación con las normas estudiadas para darle un real 
contexto aplicativo. 
En esencia la definición de la ilicitud sustancial comprende tres elementos a saber: 
a) La realización de una conducta definida legalmente como falta disciplinaria. 
b) Que la misma afecte el deber funcional o actividad asignada. 
c) La injustificación como elemento subjetivo condicionante de esa afectación. 
Obsérvese que en esta definición legal la ilicitud sólo se atribuye a la afectación del deber 
funcional, sin considerarse otro aspecto de relevancia; la sustancialidad de la afectación viene a 
incorporarse a la definición es por vía jurisprudencial. 
1.3. Desarrollo jurisprudencial 
El tema de la ilicitud sustancial como elemento esencial en la determinación de la 
responsabilidad disciplinaria de servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas 
fue definido por la Corte Constitucional en la Sentencia C–948 de 2002, en consideración a 
demanda de inconstitucionalidad formulada en contra del citado artículo 5 de la Ley 734 de 2002. 
“El accionante Carlos Mario Isaza Serrano expuso que la norma en mención vulneraba los artículos 
2 y 29 Superiores, por cuanto estructuraba la antijuridicidad de la conducta bajo un referente 
jurídico-formal, al determinar la falta disciplinaria por la afectación al deber funcional y no por el 
244 
 
daño material causado, en su concepto el verdadero interés jurídico que deben proteger las 
autoridades públicas; precisando que el deber funcional solo es un medio para determinar si la 
conducta se estructura por la vulneración material y no formal, de un interés a cuya protección se 
debía orientar la realización del mismo” (Corte Constitucional, Sentencia C-948, 2002). 
Al respecto la Honorable Corporación se pronunció indicando: 
“La ley disciplinaria tiene como finalidad específica la prevención y buena marcha de la gestión 
pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en relación con 
las conductas de los servidores públicos que los afecten o pongan en peligro; Cabe recordar en ese 
sentido que constituye elemento básico de la organización estatal y de la realización efectiva de los 
fines esenciales del Estado social de derecho, la potestad del mismo de desplegar un control 
disciplinario sobre sus servidores, dada la especial sujeción de éstos al Estado, en razón de la 
relación jurídica surgida por la atribución de una función pública; de manera que, el cumplimiento 
de sus deberes y responsabilidades se efectúe dentro de una ética del servicio público y con sujeción 
a los principios de moralidad, eficacia y eficiencia que caracterizan la actuación administrativa y el 
cabal desarrollo de la función pública” (Corte Constitucional, Sentencia C-948, 2002). 
Al referirse puntualmente sobre las pretensiones del accionante señaló: 
“Para el actor el artículo 5 de la Ley 734 de 2002 debe ser declarado exequible, pero bajo el 
entendido que la afectación del deber material a que alude la norma debe ser material y no formal. 
Petición que la vista fiscal considera improcedente por cuanto la norma no hace otra cosa que 
desarrollar la naturaleza del derecho disciplinario basada en el encauzamiento de la conducta de 
quienes cumplen funciones públicas con el objeto de que se cumplan los fines del Estado, por lo 
que en su concepto el resultado material de la conducta no es esencial para que se estructure la falta 
disciplinaria, pues el solo desconocimiento del deber es el que origina la antijuricidad de la 




Al definir constitucionalmente la interpretación de la norma la Corte Constitucional, Sentencia C-
417, 1993) expuso: 
[…] “Resulta claro que dicho derecho está integrado por todas aquellas normas mediante las cuales 
se exige a los servidores públicos un determinado comportamiento en el ejercicio de sus funciones; 
En este sentido […], las normas disciplinarias tienen como finalidad encauzar la conducta de 
quienes cumplen funciones públicas mediante la imposición de deberes con el objeto de lograr el 
cumplimiento de los cometidos fines y funciones estatales, el objeto de protección del derecho 
disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su cargo una función pública” 
“El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la 
determinación de la antijuricidad de las conductas que se reprochan por la ley disciplinaria. 
Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, 
sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de dicho 
deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus 
fines, lo que se encuentra al origen de la antijuridicidad de la conducta; Así ha podido señalar esta 
Corporación que no es posible tipificar faltas disciplinarias que remitan a conductas que cuestionan 
la actuación del servidor público haciendo abstracción de los deberes funcionales que le incumben 
como tampoco es posible consagrar cláusulas de responsabilidad disciplinaria que permitan la 
imputación de faltas desprovistas del contenido sustancial de toda falta disciplinaria” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-373, 2002) 
Dicho contenido sustancial remite precisamente a la inobservancia del deber funcional que por 
sí misma altera el correcto funcionamiento del Estado y la consecución de sus fines. 
“El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la 
determinación de la antijuridicidad de las conductas que se reprochan por la ley disciplinaria. 
Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, 
sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de dicho 
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deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus 
fines, lo que se encuentra al origen de la antijuridicidad de la conducta” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-948, 2002). 
De esta manera la Corte Constitucional preciso la necesidad de determinar la sustancialidad 
de la afectación al deber funcional, traducida en el impedimento que genere respecto del 
cumplimiento de los fines sociales del Estado. 
Con lo anterior la concreción de la antijuridicidad disciplinaria se conformaría así: 
1. Por la conducta que, por acción u omisión, injustificada que afecta un deber funcional. 
2. Por la sustancialidad de la afectación ya no solo desde la óptica formal del deber funcional, 
sino desde la perspectiva del obstáculo o impedimento que se generó respecto del buen 
funcionamiento de la Administración Pública concretado materialmente en el desconocimiento de 
sus principios rectores, cuyo debido ejercicio permite el cumplimiento de los fines y objetivos 
sociales del Estado. 
La pregunta obvia que surge es cómo se concreta y determina esa afectación sustancial en 
la práctica, en el desarrollo propio de la función disciplinaria, esto debido a que las normas que 
integran la legalidad disciplinaria: el tipo disciplinario y las normas subsidiarias especiales y 
funcionales no se remiten para nada a la sustancialidad entendida como la afectación al buen 
funcionamiento de la Administración Pública, razón por la cual ese juicio valorativo debe hacerlo 
el juez disciplinario.  
1.4. Posición de la Procuraduría respecto del principio de ilicitud sustancial 
La Procuraduría General de la Nación ha conceptualizado sobre el tema de la ilicitud 
sustancial en diferentes decisiones tomándose como marco de referencia las siguientes: 
Sala Disciplinaria, fallo del 25 de junio de 2015. Aprobado en Acta de Sala No. 24. 
Expediente Rad. 161-5708 (IUS 2008 – 257293. Ponente: Dr. Juan Carlos Novoa Buendía.  
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El artículo 5 de la Ley 734 de 2002 consagra que: 
“La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación alguna», es decir, el 
concepto de ilicitud sustancial se refiere a la infracción sustancial de los deberes funcionales, al 
contrariarse los principios que rigen la función pública, lo cual implica que la tipicidad, en materia 
disciplinaria, se fundamenta en normas con estructura de reglas, mientras que la ilicitud sustancial 
se construye a partir de la violación de los principios de la función pública, es decir, a partir de 
normas con estructura de principios, tal como se desprende del precitado artículo 5 y del artículo 
22 del Código Disciplinario Único (garantía de la función pública), por lo que cuando se da la 
violación a un principio de rango constitucional o legal se estaría configurando la sustancialidad de 
la ilicitud” 
Por lo tanto: “en el orden precedente y desde un referente de justicia, la sustancialidad de la ilicitud 
se determinará cuando se compruebe que se ha prescindido del deber exigible al disciplinado en 
tanto implique el desconocimiento de los principios que rigen la función pública, entendiéndose 
por tal la antijuridicidad sustancial del comportamiento” (Ordóñez, 2009) 
“El juicio de responsabilidad de lo disciplinable se deberá enmarcar dentro del principio de 
exigibilidad funcional señalado en el artículo 5º del C.D.U. – Ley 734 de 2002, como principio 
rector, que señala la «ilicitud sustancial» como elemento del desvalor reprochable acorde con el 
marco preciso de las funciones asignadas a los servidores públicos, sin abstracción de las 
condiciones propias que rodean al servidor público en su quehacer cotidiano, de las herramientas a 
su alcance para conjurar los hechos bajo su dominio, y la “posibilidad” de precaver, prevenir y/o 
subsanar los actos que afectan el cabal cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales, 
aspectos dogmáticos a considerar para elevar un juicio de reproche por la Sala en esta providencia; 
La posición más aceptada, de acuerdo con la reseña jurisprudencial de nuestro máximo órgano 
constitucional sobre la antijuridicidad relevante en materia disciplinaria será la exigencia de que la 
noción del «deber funcional» se debe dar en el marco estricto de la tipificación de las faltas e ilicitud 
sustancial donde no podrá haber falta en la que no se cuestione la infracción a un deber funcional 
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y la intensidad de la vulneración, como lo plantea la Sentencia C-252 de 2003. El deber funcional 
está atado al concepto de buena marcha de la función pública, sin olvidar los criterios-guías 
referidos en el artículo 209 Superior; no hay que perder de vista que al servidor público se le exige 
un mayor compromiso y responsabilidad más allá del referido a cualquier ciudadano que implican 
«condiciones y requisitos de aptitud, capacidad e idoneidad» para desempeñar el cargo, esto es, 
cuando reclama «aptitud», requiere que sus cualidades sean «adecuadas para ciertos fines» o 
«disposición para el buen desempeño de la función pública» y no para contrariar tales finalidades, 
al parecer, con intención positiva” (Gómez, 2003; p.85) 
“La idea de la configuración ética del servicio público implica necesaria e indefectiblemente que la 
culpabilidad se rija por una “ética de la responsabilidad” y no por una “ética del conocimiento”, de 
allí que, con muy buen tino y destacable acierto, se afirme que por virtud del mayor nivel de 
responsabilidad del servidor público derivado del artículo 6º de la Carta Política, lo que impone un 
deber especial, resulte propio de la conciencia del servidor público el conocer y cumplir sus deberes 
funcionales” (PGN, Sentencia 161-5708, 2015) 
Sala Disciplinaria, fallo del 17 de julio de 2018. Aprobado en acta de Sala Extraordinaria 
N.º 45. Expediente Rad. 161–7228 (IUS 2013-352158 IUC 2013-90-646115).  
El artículo 5º del Código Disciplinario Único dispone lo siguiente: 
[…] “La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional, sin justificación alguna” 
Del artículo traído a colación se esgrimen la existencia de tres elementos estructurales del tema: 
antijuridicidad, deber funcional y justificación (PGN, Sentencia 161-7228, 2018). 
Al respecto, el doctor Alejandro Ordóñez Maldonado en su obra Justicia Disciplinaria se 
refiere a estos tres componentes de la ilicitud sustancial. 
Advirtió el ex procurador que existían posiciones inconciliables por parte de la doctrina 
especializada sobre el tema de la antijuridicidad, no obstante, precisó los siguientes aspectos: 
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“1) Que a pesar de que es correcto afirmar que la responsabilidad disciplinaria está soportada en la 
afectación de deberes funcionales, la antijuridicidad en materia disciplinaria no puede reducirse a 
un simple juicio de adecuación de la conducta con la sola categoría de la tipicidad; es decir, que 
sólo baste la correspondencia del comportamiento con la falta que se va a endilgar, dando por 
sentado la antijuridicidad, tal y como se si tratara de una especial presunción irrefutable; dicha 
aproximación es la que se deriva de la misma jurisprudencia y de la doctrina especializada, al decir 
que el derecho disciplinario no debe ni puede tutelar el cumplimiento de los deberes por los deberes 
mismos; es decir, que aun cuando la conducta encuadre en una descripción típica, pero tal 
comportamiento corresponda a un quebrantamiento formal de la norma jurídica, ello no puede dar 
lugar a sanción, porque estaríamos inmersos en responsabilidad objetiva, al aplicarse medidas 
sancionatorias, sin que exista una verdadera y justa razón de ser; 2) La antijuridicidad no alcanza a 
cobijar aquellas conductas que siendo desplegadas por el sujeto pasible de la acción disciplinaria, 
no implican la producción de un resultado, aunque sí comportan la violación de un deber funcional 
y, por ende, la vulneración de los principios constitucionales y legales que rigen la función pública, 
los cuales son exigibles de aquellas personas que tienen con el Estado un vínculo especial, es decir, 
una relación especial de sujeción; en ese orden de ideas, podemos decir que la falta disciplinaria, 
como regla general, no exige para su configuración la producción de un resultado consistente en la 
lesión o interferencia de bienes jurídicos, ya que basta obrar en contravía de los deberes funcionales 
exigibles al disciplinado; de tal manera que la producción de un resultado se constituya en factor 
objetivo para dosificar la sanción disciplinaria y no en la estructura de la falta, esto porque a la luz 
del artículo 22 del C.D.U., el derecho disciplinario se sustenta en la protección de un interés 
jurídico, el correcto ejercicio de la función pública; 3) La ilicitud sustancial disciplinaria debe ser 
entendida como la afectación sustancial de los deberes funcionales, siempre que ello implique el 
desconocimiento de los principios que rigen la función pública; en una palabra, aunque el 
comportamiento se encuadre en un tipo disciplinario, pero se determine que el mismo para nada 
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incidió en la garantía de la función pública y los principios que la gobiernan, deberá concluirse que 
la conducta está desprovista de ilicitud sustancial” (Ordoñez, 2009) 
1.5. Desarrollo doctrinal 
Ciertamente en el Derecho Disciplinario Colombiano se han expuesto tesis doctrinales 
sobre el principio de la ilicitud sustancial cuyas mayores tensiones y diferencias radican en su 
objeto de protección y en la concreción de los efectos de su afectación. 
Se hace precisión que se acude para tal efecto a la citación de autores nacionales, debido a 
que como se ha indicado esta categoría dogmática sólo tiene consideración en el Derecho 
Disciplinario Colombiano, no así en otros países del continente y de España, en cuya legislación 
disciplinaria no se contempla este principio. 
1.5.1. Tesis del tratadista Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
Propone este autor la absoluta identificación entre la tipicidad y antijuricidad en materia 
disciplinaria, “razón por la cual la ilicitud sustancial sería parte integrante de la tipicidad, con lo 
cual la falta disciplinaria correspondería a una conducta típicamente antijurídica y culpable” 
(Villarraga, 2014, p. 249); considera que: 
“el derecho disciplinario en general tiene como fin o función encauzar o dirigir la conducta de sus 
destinatarios específicos, vinculados por las relaciones especiales de sujeción, dentro de un marco 
de parámetros éticos que aseguren la función social que cumplen dentro de un Estado social y 
democrático de Derecho” (Citado por Gómez, 2017). 
En cuanto a la determinación de la ilicitud sustancial disciplinaria, asume que surge a partir 
del quebrantamiento de la “norma subjetiva de determinación”, precisando que no es factible 
definir mediante conceptos formales y abstractos el bien jurídico en materia disciplinaria, 
indicando que el objeto del Derecho Disciplinario es la “conducta” y el “deber” viene a ser el 
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instrumento para encauzarla, razón por la cual considera que el objeto de protección del mismo es 
el deber pero en términos funcionales. (Gómez, 2017; p.302) 
Así, señala que el ilícito disciplinario comporta un quebrantamiento del deber, que no debe 
ser solo formal sino además sustancial, entendiéndose como tal, que la conducta no solo haya 
desconocido el aspecto jurídico del deber, sino además la razón de ser del mismo en un Estado 
Social y Democrático de Derecho, esto es que el servidor público no haya obrado conforme a la 
función social que le compete como servidor público o miembro de una profesión intervenida 
(particular que ejerce funciones públicas). (Gómez, 2017; p. 231, 260-261) 
Respecto a que la materialización de la conducta tipificada como falta disciplinaria 
necesariamente daría lugar a la configuración de la ilicitud sustancial expone: 
Si se pretende abordar las descripciones típicas a partir de la determinación de los deberes 
que competen a los servidores públicos, particulares que ejercen funciones públicas y miembros 
de las profesiones intervenidas, debe concluirse desde ya que la tipicidad no es más que la 
descripción de la infracción sustancial de un deber. 
Ello resulta incontrovertible a la luz de lo dispuesto en los artículos 38 de la Ley 200 de 
1995 y 23 del NCDU, al estatuir como falta disciplinaria el incumplimiento de los deberes. 
Además, si se tiene en cuenta que existe un deber general de respetar y cumplir la Constitución, la 
ley y los reglamentos, debe concluirse que toda incursión en prohibiciones, inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, como también el abuso de derechos y 
funciones de que da cuenta igualmente el artículo anterior, quedan reconducidos a la infracción al 
deber consagrado en los numerales 1 del artículo 40 de la Ley 200 de 1995 y 1 del artículo 34 del 
NCDU.  
“Si así son las cosas, esto es, que en derecho disciplinario la tipicidad es la descripción de la 
infracción sustancial a un deber, tipicidad y antijuridicidad se encuentra inescindiblemente unidas. 
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Lo anterior por cuanto, al ser constitutivo de falta disciplinaria el incumplimiento de los deberes, 
tipicidad y antijuridicidad se encuentran refundidas, pues tal diferencia no es posible efectuarla en 
derecho disciplinario por no ser de la esencia de las descripciones típicas la presencia de un 
resultado que resulta separable espacio-temporalmente de la conducta en sí; De allí que el ilícito 
disciplinario sea una conducta típicamente antijurídica” (Gómez, 2017, págs. 211-213). 
1.6. Consideraciones sobre la subsunción de la ilicitud sustancial en la tipicidad disciplinaria 
En la tesis expuesta el tratadista ciertamente admite la función social del ejercicio del deber 
funcional en la ejecución de los fines estatales, pero sitúa y precisamente este es el punto de 
discusión, la ilicitud sustancial a partir de la materialización de la conducta prohibitiva en lo que 
denomina ejecución de la norma de determinación que vendría ser el tipo disciplinario, con lo cual 
la tipicidad de la conducta determinaría de inmediato su contenido de ilicitud sustancial, es decir 
asume que la sola tipificación de la conducta da lugar a la antijuridicidad de la misma.  
Evidentemente el asunto no resulta tan claro si se parte por considerar que los tipos 
disciplinarios no consagra deberes funcionales, sólo enuncian conductas en blanco o abiertas 
remisivas a normas subsidiarias tanto materiales como funcionales.  
Al respecto como lo señala Villarraga (2014), el hecho de que el tipo disciplinario contenga 
íntegramente el deber como positivización directa de la norma no supone que su desconocimiento 
implique su infracción sustancial, lo cual resulta entendible si se considera que los tipos 
disciplinarios no consagran deberes funcionales, solo describen conductas prohibitivas remitiendo 
a otras normas que si los prescriben y determinan; es por ello que la determinación de la afectación 
al deber funcional no podría establecerse a partir del tipo disciplinario, sino a partir de la ubicación 
de la norma subsidiaria funcional que permitiría construir el concepto de la afectación a la 
administración pública en cada caso investigado. 
253 
 
Entonces, no puede aceptarse como regla básica aplicativa que la tipicidad e ilicitud 
sustancial constituyen en materia disciplinaria una unidad operativa ya que esto podría conducir a 
errores de interpretación y aplicación, máxime si se tiene en cuenta que los tipos disciplinarios 
como ya se ha indicado por su estructura son en blanco y abiertos y esencialmente remisivos, lo 
cual impone al juez disciplinario la necesidad de remitirse a las normas que consagran la regulación 
de la materia de la conducta disciplinada y a las que le determinan el deber funcional al investigado, 
ejercicio deductivo cuya materialización es la que le permitirá establecer la sustancialidad 
generada por la afectación injustificada a ese deber funcional. 
En relación con la dificultad que generan los tipos abiertos como indicadores de la 
antijuridicidad de la conducta es importante traer a colación lo indicado por Roxin que al respecto 
señala: 
1. La realización de un “tipo abierto” carece de efecto indiciario de la antijuridicidad. 
2. La existencia de un “tipo abierto” determina que la antijuridicidad sea investigada por 
medio de un juicio de valor judicial dirigido a la comprobación del momento de la antijuridicidad. 
3. Los elementos de la antijuricidad no tienen la tarea de describir el hecho, sino solamente 
de fundamentar el deber jurídico del autor; por ello, en la mayoría de los casos es posible dejarlos 
fuera de consideración (Roxin, 1979; págs. 256-258). 
Incorporando lo expuesto por el autor citado al Derecho Disciplinario, permite indicar que 
la carencia de función indiciaria de los tipos abiertos significa que la antijuridicidad no es 
consecuencia de la realización del tipo, lo cual supone que necesariamente el juez disciplinario 
debe constatar la afectación al deber funcional y la sustancialidad de la conducta desarrollada fuera 
del tipo disciplinario, concretamente en las normas subsidiarias materiales y funcionales. 
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Siguiendo lo expuesto por (Villarraga, 2014; págs.261-262) es claro que en la estructura de 
la falta disciplinaria tipicidad y antijuridicidad están íntimamente ligadas, siendo la primera un 
indicio de la segunda, pero entendiendo que contienen elementos diferentes.  
Para mejor ilustración es importante acudir a lo señalado por la Corte Constitucional en 
Sentencia T–282 A de 2012: 
“La tipicidad es de máxima importancia en el ilícito disciplinario, ya que ésta es un indicio de la 
antijuridicidad en la medida que, con el simple recorrido de la conducta sobre el tipo objetivo, se 
hace claro y evidente el incumplimiento del deber contenido en la norma. Sin embargo, ello no 
quiere decir que la tipicidad sea lo mismo que la antijuridicidad, debido a que son dos instituciones 
jurídicas que evocan elementos diferentes. La primera aclara en qué circunstancias de tiempo, modo 
y lugar una conducta se adecua a la falta disciplinaria; la segunda, señala que esta acción infringe 
el deber contenido en la norma. La tipicidad es definida como “la descripción de la infracción 
sustancial a un deber, (por lo tanto) tipicidad y antijuridicidad se encuentran inescindiblemente 
unidas” Corte Constitucional, Sentencia T-282 A, 2012). 
En definitiva no es admisible en el Derecho Disciplinario Colombiano considerar que la 
tipicidad e ilicitud sustancial forman una sola categoría dogmática, la esencia misma de la 
estructura del tipo disciplinario haría inviable en la práctica esa concepción, puesto que como ya 
se indicó los tipos disciplinarios son remisorios no contienen deberes funcionales y la sola 
adecuación típica de la conducta a los mismos, solo constituye un indicio para el juez disciplinario 
de la posible afectación de un deber funcional, que debe verificar en otras normas materiales y 
funcionales y si así lo logra, le correspondería determinar la sustancialidad de esa afectación. 
1.6.1. Tesis del tratadista Henry Villarraga Oliveros 
El autor opta por una concepción tripartita o tríadica de la estructura de la falta disciplinaria, 
consecuente con ello considera que la responsabilidad disciplinaria se deriva de tres juicios 
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independientes: el primero, referido a la adecuación objetiva de la conducta a la descripción 
constitucional o legal de un deber funcional; el segundo, a la afectación del interés jurídico 
tutelado, representado en la Función Pública y el logro de los fines del Estado y el tercero, por la 
atribución de dicha afectación al autor de la conducta. (Villarraga, 2014, p. 261-262) 
En cuanto al segundo juicio de responsabilidad, el de la ilicitud sustancial, propone: 
Por nuestra parte hemos manifestado que las normas contemplativas de deberes funcionales 
tienen, en consecuencia, apenas una naturaleza instrumental, en la medida en que por vía de las 
cuales el Estado procura garantizar el cumplimento adecuado de la Función Pública y el logro de 
sus fines. Al constituir este último el interés jurídico tutelado por el derecho disciplinario, no queda 
otra alternativa que concluir que sólo será procedente responsabilizar a un servidor público, o a un 
particular que cumpla funciones públicas, por infracciones de deberes funcionales, cuando ello se 
proyecte sobre el servicio como una “afectación”, entendida en términos de lesión o puesta en 
peligro de la Función Pública y el logro de los fines estatales (Villarraga, 2014, p. 294). 
En cuanto a la exigencia de “resultado” a partir de la verificación de la afectación 
injustificada al deber funcional, aspecto nodal de la situación analizada, señala que su exigencia 
no se puede plantear en términos absolutos, ya que existen conductas que por su diseño descriptivo 
y circunstancias específicas de realización no se concretan en modo material de resultado; por ello 
considera que se debe determinar si la conducta puso en grave y real riesgo o genero cierta lesión 
a la Función Pública. 
Por consiguiente para el autor, la ilicitud sustancial como presupuesto estructural de la falta 
disciplinaria obliga al operador jurídico a distinguir las conductas con aptitud lesiva, ya sea que se 
concreten en una afectación o puesta en peligro efectivo del interés jurídico tutelado, de aquellos 
comportamientos que carecen de esa naturaleza; “indica entonces que la infracción formal al deber 
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funcional (tipicidad) no permite ninguna graduación, pero su afectación (ilicitud sustancial), si lo 
admite ya que puede ser sustancial o insustancial” (Villarraga, 2014, p. 302). 
Reflexiones. 
El autor precisa el desarrollo del principio en tres momentos, inicialmente en la 
determinación de la afectación al deber funcional, luego a la afectación al interés público tutelado 
y finalmente al impedimento del cumplimiento de los fines del Estado. 
Sin embargo, se abstiene respecto del concepto de resultado de referirse al término daño y 
sostiene que no es viable en el disciplinario plantear criterios absolutos sobre el resultado ya que 
hay conductas disciplinadas que no requieren de un resultado visible. 
Luego permite determinar que ya asume una postura clara de exigir para la configuración 
de la sustancialidad de la ilicitud un resultado, aunque es cuidadoso en determinar la naturaleza 
del mismo esto con el propósito de evitar llevarlo al plano trascendente material. 
Sin embargo, deja serias dudas su planteamiento de existir en materia disciplinaria 
conductas que no requieren un resultado visible, esto en la medida en que no existen conductas 
prohibitivas de peligro en el Derecho Disciplinario. La ilicitud surge a partir del momento en que 
injustificadamente se inobserva el deber funcional, generándose con ello una sustancialidad 
traducida en una afectación material, objetiva y evidenciable en la actividad de la función pública, 
luego no es admisible suponer que haya conductas disciplinables con resultados no determinables, 
carecerían de sustancialidad y por ende habría un decaimiento de la ilicitud disciplinaria. 
1.6.2. Tesis del tratadista Pedro Alfonso Hernández Martínez 
Este autor rechaza la tesis sobre la integración en una sola categoría de la tipicidad y 
antijuridicidad disciplinaria, considera que esa fusión de “conductas típicamente antijurídicas”, 
puede dar lugar a desarrollos en la investigación disciplinaria y en la imposición de la respectiva 
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sanción, que no están contenidos en el ordenamiento jurídico disciplinario. Indica que admitirlo 
implicaría que en el proceso disciplinario sólo se tendría que verificar que se ha incurrido en la 
falta disciplinaria, la cual lleva consigo la antijuridicidad por ser inescindibles y luego comprobar 
el dolo o la culpa del disciplinado, para proceder a la imposición de la consecuente sanción, 
señalando que con ello se estaría contrariando lo previsto en los artículos 4, 5, 13 y 23 de la Ley 
734 de 2002, normas que diferencian perfectamente las fases de la investigación disciplinaria. 
Considera que verificar la existencia de la conducta y determinar que con ella se incurrió en una 
falta disciplinaria es la primera fase de la investigación disciplinaria, actividad que asume es 
independiente a las fases de la concreción de la ilicitud sustancial y la comprobación del dolo o la 
culpa en la conducta del procesado. (Hernández, 2010; págs. 60-62) 
El tratadista rechaza el concepto formal de la ilicitud sustancial entendida como una 
infracción al deber funcional, propone el concepto del “resultado lesivo”, señalando que en la 
ilicitud sustancial no está prevista una exigencia o reproche de conducta sino una exigencia de 
resultados, que implicaría una ponderación de datos empíricos del grado de afectación del deber 
funcional. 
Explica su razonamiento acudiendo al sentido de dos palabras: infracción y afectación. 
Señala que comúnmente se confunde el texto del artículo 5 de la Ley 734 de 2002 puesto que allí 
se señala a la ilicitud sustancial como una afectación al deber funcional y no como una infracción 
al mismo. Esta última sería de carácter meramente normativo, en tanto que la afectación exigiría 
el resultado, la ponderación objetiva del grado de afectación del deber funcional, con lo cual 






Se comparte plenamente el aporte de este doctrinante en cuanto al concepto de resultado 
lesivo, entendiéndolo como una exigencia de resultado material, no se podría asumir como un daño 
reparable al particular, pero si compensatorio para la administración, que, a partir de su 
verificación, podría imponer una sanción disciplinaria a su autor. Igualmente, el autor no propone 
conceptualización sobre qué debe entenderse por resultado, perjuicio daño material o 
comprobación del impedimento a los fines de la Administración Pública. 
1.6.3. Tesis del tratadista Carlos Mario Isaza Serrano 
Considera el autor que en la modernidad la organización jurídica del Estado permite 
considerar que mediante ordenamientos jurídicos diferentes al Derecho Penal, también se 
resguardan bienes o intereses jurídicos que sin corresponder a la noción de derechos subjetivos, 
pueden ser asumidos como tales; precisa entonces que la categoría jurídica de la ilicitud sustancial 
desplaza la antijuridicidad en el Derecho Disciplinario de manera objetiva al ámbito del deber 
funcional como medio de proyección de la conducta oficial, aunándose con la noción de “interés 
jurídico”, relegando la de “bien jurídico” (Roxin, 1997; p. 62) 
Señala que la sustancialidad se remite a los fines y funciones del Estado, la exigencia legal 
que constituye el núcleo del principio de ilicitud sustancial lo sitúa en el menoscabo del deber 
funcional sin justificación alguna, representado en un perjuicio sustancial y no formal, por lo tanto, 
le imprime un elemento objetivo a la estructuración de la falta disciplinaria. 
En la construcción del concepto de “ilicitud sustancial”, parte por determinar que el “deber” 
es: El conjunto de cargas que el Estado impone mediante la ley a los servidores públicos y a los 
particulares que desempeñen funciones públicas, con fundamento en las especiales relaciones de 
sujeción que vinculan a éstos con aquel, en procura de satisfacer sus propias necesidades 
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organizativas, la regularidad y la adecuada prestación de los servicios a su cargo para un mejor 
logro de sus fines (Isaza, 2009, p. 139); en tanto que “funcional” es: la acción propia del desempeño 
del empleo, cargo o función. Por tanto, la conjugación de ambos conceptos significaría: Conjunto 
de tareas o atribuciones propias de un cargo o función pública para la cual ha sido habilitado 
jurídicamente un servidor público o un particular que desempeñe funciones públicas, con las cuales 
se persigue el cumplimiento de los fines y funciones del Estado [...] ejecución enmarcada en el 
cumplimiento de los deberes legales, en el respeto a las prohibiciones y el sometimiento al régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de interés, establecidos en la 
Constitución Política y en las leyes, para salvaguardar principios tales como los de la moralidad 
pública, transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, 
celeridad, eficiencia y eficacia (Isaza, 2009, p. 147). 
A partir de esta definición distingue entre afectación formal del deber funcional (la 
tipificación de la conducta como falta disciplinaria) y la afectación sustancial al deber funcional, 
propone entonces que el deber funcional se puede afectar de la siguiente manera: 
1. Una actividad en ejercicio de funciones, con ocasión de ellas o abusando de la investidura 
o cargo, es decir, mediante una actuación oficial. 
2. Cuando consintiendo el deber funcional en el acometimiento de una tarea pública, esta no 
se realiza o se realiza defectuosamente; o habiéndose ejecutado correctamente, no se contaba con 
habilitación jurídica para tal fin, por la presencia de una inhabilidad, un impedimento; o cuando se 
ejecuta una tarea diferente de la que laboralmente le corresponde, contrariando un deber legal, una 
prohibición o un conflicto de intereses. 
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3. Cuando el compromiso de los objetivos y fines de la actividad de la entidad a la que 
pertenece, no se concreta en las dimensiones requeridas en el supuesto fáctico contenido en el 
respectivo deber funcional. 
Por consiguiente fija la afectación sustancial al deber funcional cuando no se desarrolla la 
tarea que contiene el mismo o se desarrolla mal, comprobación que debe hacerse en un campo 
dinámico, práctico y objetivo, concretándose en la acción u omisión respecto de la cual se 
determina la tipificación de la conducta disciplinaria; indica que así se diferencia claramente la 
contrariedad al ordenamiento disciplinario, del resultado material que genera, requiriéndose que 
la conducta haya contrariado fines, no solo funcionales, sino también morales y administrativos 
del Estado, siendo por tanto, necesaria la evaluación tanto de los elementos fácticos y jurídicos 
que componen la conducta. 
El autor se apoya en lo expuesto por Sánchez Herrera, que señala: 
“Hay ilicitud sustancial cuando el servidor público se aparta de aquellas obligaciones que devienen 
de la función que se cumple. Esa categoría se presenta cuando se quebranta el sustento de 
racionalidad en que se soporta el deber desde el punto de vista constitucional, y la forma de Estado 
social y democrático de derecho en ella contenido […] ilicitud sustancial no es la infracción del 
deber por el deber mismo, esto es, no es simplemente ilicitud formal […] lo que constituye falta 
disciplinaria es la realización de aquella conducta que infrinja el deber funcional de manera 
sustancial. De ahí que no constituye falta disciplinaria la infracción al deber por el deber mismo. 
No todo desconocimiento del deber implica ya un ilícito disciplinario, es necesario que la conducta 
entre en interferencia con la función afectando los principios y las bases en las que se asienta. De 
ahí que es menester que en cada caso concreto se determine de qué forma el incumplimiento del 




Concreta su tesis Isaza Serrano señalado que: 
En consecuencia, la única vía para indagar por un atentado a la funcionalidad del deber 
funcional es comprobando en su campo dinámico, que es el mismo práctico, que concreta 
objetivamente la acción respecto de la cual se va a predicar la contrariedad con el ordenamiento 
disciplinario y claramente diferenciado del resultado material que produzca; qué tanto se hizo o 
qué tan bien se hizo, o si se hizo sin que hubiera habilitación jurídica para ello, o por lo menos 
contrariando los fines no solo funcionales, sino también morales (moralidad administrativa) del 
Estado, para luego cotejar entre los elementos fácticos y jurídicos en juego que componen la 
conducta si la entidad de la transgresión es tal que rompe el equilibrio entre eficacia, moralidad 
administrativa e interés general (Isaza, 2009, p. 148). 
Reflexiones 
El autor concentra la afectación sustancial en el concepto del deber funcional tomando 
como fundamento las relaciones especiales de sujeción laboral que surgen entre los servidores 
públicos y los particulares que ejercen funciones públicas con el Estado considerándolas como el 
mecanismo aplicado al cumplimiento de sus fines. 
La novedad de su tesis radica en proponer una secuencia para determinar la afectación del 
deber funcional en su orden: por abuso o extralimitación del mismo; por realizarlo 
defectuosamente o ejercerlo no estando habilitado para hacerlo o ejecutarlo de manera diferente a 
lo ordenado; no concretarlo en las dimensiones señaladas. 
Sin embargo, el tratadista guarda silencio respecto del sentido y naturaleza de la 
sustancialidad cómo se concretaría su materialización y cuál sería el modo de demostración de la 
misma, vale decir no se detiene en su estudio respecto de cómo debe acreditarse la materialidad de 
la sustancialidad, lo centra en la protección de un bien inmanente como el deber funcional, con lo 
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cual se diluye en la trascendencia de un concepto que puede ser indeterminado y no lo precisa ni 
concreta. 
1.6.4. Tesis del tratadista Esiquio Manuel Sánchez Herrera 
El autor considera que a partir de las expresiones ilicitud sustancial y afectar 
sustancialmente los deberes, se estructuran dos posiciones radicales así: 
La primera señala, con contenido y fundamentación en el Derecho Penal, en la cual el 
injusto disciplinario se sustenta en un dualismo normativo, una norma objetiva de valoración, 
condicionada por una norma subjetiva de determinación que fundamentaría la culpabilidad. 
Precisa que la norma objetiva de valoración se remite a los comportamientos que interesan al 
Derecho Disciplinario, aquellos que afecten material o realmente intereses y valores protegidos 
por el ordenamiento jurídico, con lo cual se estaría remitiendo a bienes jurídicos, razón por la cual 
el injusto disciplinario se generaría a partir de su afectación entendido como un resultado material, 
predominaría el desvalor del resultado sobre el desvalor de la acción, prevalecería la 
antijuridicidad material. 
La segunda explica, radica el ilícito disciplinario en una norma subjetiva de determinación, 
aquella que impone deberes a los servidores públicos con el propósito de realizar los fines que 
constitucionalmente le están asignados al Estado, precisa que lleva al extremo en el que toda 
infracción a un deber implica la comisión de una falta disciplinaria. Considera que esta postura 
conduce a la autonomía del Derecho Disciplinario ya que excluye el criterio de antijuridicidad 
material. 
Al asumir su postura doctrinal indica que: 
El ilícito disciplinario implica un quebrantamiento del deber y no es el mero 
quebrantamiento formal el que lo origina. Es decir, no es la infracción del deber por el deber 
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mismo, sino que este se quebranta cuando el servidor no actúa conforme a la función social que le 
compete desde el punto de vista de nuestro modelo de Estado. (Sánchez, 2007; p. 136) 
En ese orden de ideas, propone una posición intermedia, al manifestar que: Nos afiliamos 
a la fundamentación de la categoría dogmática de la ilicitud sustancial a partir de una teoría monista 
de las normas, anclando el concepto en las normas subjetivas de determinación, empero haciendo 
hincapié en unos contenidos materiales que le sirven de soporte a tal clase de normas. (Sánchez, 
2007; p. 145-146) 
Así, indica que para que se estructure la ilicitud sustancial se requiere que el agente no obre 
conforme a la función social que constitucional y legalmente le corresponde como servidor público 
y el concepto de sustancialidad implica que la infracción a ese deber haya supuesto el 
quebrantamiento de la norma subjetiva de determinación. 
Reflexiones 
En su aspecto esencial el autor propone como fundamento de la ilicitud sustancial la 
afectación al deber funcional con la novedad que le atribuye a ese quebrantamiento una función 
social entendida en el marco del cumplimiento de los fines del Estado Social de Derecho. 
Así el autor ya involucra un elemento que resultaría indispensable en la verificación de la 
sustancialidad, el factor social, ya que la afectación no puede enfocarse exclusivamente al deber 
funcional, sino trascenderlo a los efectos que su inobservancia injustificada puede generar al 
colectivo social, destinatario de la función pública estatal. 
Sin embargo, en su tesis no expone cómo se concretaría esa afectación, ni la forma de 
determinarla. 
1.6.5. Tesis del tratadista Jaime Mejía Ossman 
Expone el autor que: […] “dentro del derecho disciplinario es perfectamente aplicable el principio 
de ilicitud sustancial desde la óptica de la antijuridicidad material y que por tanto, la valoración 
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de la conducta disciplinada debe ser observada desde la “afectación de los principios, fines y 
funciones del Estado lo cual se explica cómo la efectividad de afectación, para que el 
comportamiento además de típico sea antijurídico” […] (Mejía, 2015, p. 221). 
Señala que no aceptar lo anterior supondría considerar que se sancionen disciplinariamente 
comportamientos por la simple afectación injustificada al deber funcional, desconociendo que 
muchas veces la falta no guarda relación con el deber funcional o bien no determinándose si la 
conducta afectó los fines, principios y funciones del Estado. 
Resalta que negar la antijuridicidad material en materia disciplinaria y aceptar la 
antijuridicidad formal conduciría a la responsabilidad objetiva, ya que solo interesaría la 
adecuación de la conducta a la norma prohibitiva, sin valorar la afectación efectiva causada sobre 
el bien jurídico protegido señalado implícita o explícitamente en los diferentes tipos disciplinarios. 
Reflexiones 
El aporte del tratadista radica en aceptar la denominada antijuridicidad material entendida 
como la afectación de los principios y funciones del Estado, agregando que de no aceptarla se 
generaría una responsabilidad objetiva. 
Con lo anterior, remite la posible afectación a un plano objetivo verificable, trasladándola 
de un objeto de estudio interiorizado (administración – deber funcional – sujeto disciplinable) y 
llevándola a un campo más amplio en el cual se involucra ya el componente social. 
Igualmente, el autor no propone ni describe qué considera debe ser tomado como afectación 
en materia de la ilicitud. 
Como bien puede advertirse, los autores citados exponen como criterio para la 
configuración de la ilicitud sustancial, la afectación del deber funcional y lo relacionan con el 
impedimento de la consecución de los fines sociales del Estado, ciertamente le otorgan un 
componente de resultado, pero se quedan cortos en cuanto a determinar cómo se materializa esa 
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afectación, vale decir cómo se materializa y por consiguiente como debe determinarse en un 
proceso disciplinario esa afectación. 
Así, resulta indispensable clarificar este aspecto, ya que partiendo de la base de la 
existencia de un resultado, si el cual no habría afectación, es claro que en la construcción de la 
conceptualización se extrañan dos componentes cómo se demuestra o prueba esa afectación y en 
qué debe consistir la misma, asumiendo que no se debe tomar como un daño a indemnizar, con lo 
cual el punto a resolver es, qué dimensión debe dársele en el Derecho Disciplinario para hacerla 
trascendente evidenciable y objetiva al momento de determinar la responsabilidad disciplinaria del 
procesado. 
1.7. Consideraciones sobre la autonomía de la ilicitud sustancial respecto de la tipicidad 
disciplinaria 
Asumir la ilicitud sustancial disciplinaria como una categoría autónoma frente a la tipicidad 
disciplinaria resulta una tesis más amigable para la práctica disciplinaria, ya que se diferenciaría 
claramente la simple antijuridicidad formal materializada por la realización del tipo prohibitivo 
disciplinario de los efectos y resultados que con esa misma conducta se causen a la Administración 
Pública. 
En efecto, en la aplicación práctica del Derecho Disciplinario claramente se aprecia que 
existe una gran distancia entre la realización formal del tipo disciplinario y las posibles 
consecuencias que se deriven de ese comportamiento, las cuales en muchas ocasiones resulta 
inanes respecto del buen funcionamiento del Estado y la consecución de sus fines, por 
consiguiente, esta distinción de categorías (tipicidad y antijuridicidad), positivamente ayuda a 
darle mayor efectividad y precisión a esta disciplina jurídica. 
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Se refuerza lo indicado cuando se aprecia que el tipo disciplinario ni siquiera puede tomarse 
como un indicativo de la antijuridicidad de la conducta, puesto que, si su centro de protección es 
el concepto del deber funcional, como ya se ha dicho, los tipos disciplinarios no los contienen, 
como si las normas subsidiarias, esta situación hace más patente la necesidad de aceptar esa 
autonomía entre la ilicitud sustancial disciplinaria y la tipicidad disciplinaria. 
Implica lo anterior que el concepto de antijuridicidad formal, no resulta tan palmario en el 
Derecho Disciplinario como si en el Derecho Penal, ya que la sola adecuación típica de la conducta 
en un tipo prohibitivo disciplinario no implica ipso facto su indicativo de ser antijurídica, es preciso 
que se concrete esa consideración en las normas subsidiarias materiales y funcionales que en 
definitiva determinan la pertinencia de hacerla disciplinable, por ello resulta un tanto lejano admitir 
que la sola infracción del deber funcional generaría la ilicitud sustancial puesto que el indicativo 
de su materialización resulta de la integración de una triada de normas en la mayoría de los casos, 
tipo disciplinario, normas subsidiarias materiales y funcionales; concretado este proceso se tendría 
que evaluar la sustancialidad de la conducta, vale decir la afectación que genero al cumplimiento 
de los fines de la Administración Pública y por supuesto su trascendencia a la comunidad que de 
manera directa se ve afectada por la ausencia de calidad en los servicios que presta el Estado. 
El punto a definir es cómo se valora y evalúa la afectación puesto que si se considera que 
definida la tipicidad de la conducta debe determinarse su sustancialidad referida a la inobservancia 
del deber y su trascendencia respecto de los fines sociales del estado (funcionalidad), tomado en 
un todo se haría demasiado subjetivo, es necesario proponer pautas de concreción y limitación, 
para lo cual la tipicidad disciplinaria (entendida como la fusión entre el tipo disciplinario, la norma 
material y la norma funcional), si puede aportar elementos indicativos, derivados de las materias 
a las cuales se refiere, ya que a partir de las mismas, se puede concretar en el estudio de las normas 
267 
 
subsidiarias materiales y funcionales la naturaleza de la afectación que se pudo causar con el 
comportamiento y la intensidad de su afectación a la prestación del servicio público. 
Capítulo II 
En búsqueda de la identidad de la ilicitud sustancial disciplinaria  
Resulta esencial construir una identidad propia de la ilicitud sustancial disciplinaria que le 
marque una diferencia frente a la antijuridicidad penal, obviamente sin desconocer que en ambos 
casos el concepto tiene un elemento común se remite a los efectos que genera la conducta 
prohibitiva, consecuencias que considerando los objetos de protección de ambas disciplinas 
jurídicas deben ser analizados bajo perspectivas diferentes, asumiendo que en materia penal la 
tutela jurídica se remite a bienes materiales tangibles, en tanto que en materia disciplinaria se 
concreta en un bien inmanente único como el deber funcional, entiendo que la proyección que 
debe hacerse en la modernidad implica que se visualice ya no solo en un ámbito interno de la 
Administración Pública, sino también en cuanto a sus efectos externos, reflejados en el impacto 
que la conducta genera socialmente, al impedirse el cumplimiento de un fin esencial del Estado, 
la consecución del bienestar social. 
2.1. De la antijuridicidad a la ilicitud sustancial disciplinaria 
La antijuridicidad como un elemento de la responsabilidad es un elemento común en todas 
las disciplinas jurídicas, surge a partir de la misma legislación como el resultado negativo del 
incumplimiento de sus mandatos y se concreta en afectación de los bienes objeto de su protección; 
implica la inobservancia de precepto jurídico normativo, la infracción de una norma estatal, de un 
mandato o prohibición del ordenamiento jurídico (antijuridicidad formal), esto es la 
antinormatividad y su materialización exige la lesión o puesta en peligro de un bien jurídico 
tutelado (antijuridicidad material). (Citado por Mir Puig, 1994) 
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En ese orden de ideas “la tipicidad o prohibición de la conducta es un indicio de la 
antijuridicidad cuyo resultado injustificado de afectación al bien jurídico tutelado por la misma da 
lugar a un juicio de valoración negativo que define la prohibición o la ilicitud de la acción” 
Zaffaroni, 2002; p. 591) así en estricto sentido todas las conducta reguladas como prohibidas en 
las diferentes disciplinas jurídicas, resultan antijurídicas con su desconocimiento en un doble 
aspecto, por el daño material o formal al bien protegido y por el desconocimiento de la norma que 
lo protege. 
En el injusto penal es claro que la afectación material o amenaza al bien jurídico tutelado 
debe ser externa, palpable y evidenciable, siendo la antijuridicidad el juicio negativo de valor que 
recae sobre la conducta y el injusto vendría a ser la misma conducta humana desvalorada. 
Zaffaroni, 2002; p. 590) Por consiguiente en la ley penal se requiere la demostración de esa 
afectación bajo la estructura propuesta por Ferrajoli (2001) de un principio de lesividad o de 
ofensividad del acto, que direccional al Derecho Penal sólo sobre aquellos actos que constituyen 
una grave afectación a la vida social y vulneran los derechos protegidos en un “límite axiológico 
externo”. 
Esta conceptualización doctrinal tiene respaldo jurisprudencial, en efecto la Corte Suprema 
de Justicia, Sala Casación Penal, Radicado 29183, ha señalado al respecto: 
[…] “se tiene establecido que la antijuridicidad, como elemento estructurante del delito, debe ser 
entendida en sentido material y no solo desde su perspectiva formal, es decir, como la mera 
disconformidad de la conducta con el ordenamiento legal; Esto significa que el derecho penal no 
existe para sancionar exclusivamente con base en la confrontación que se haga de la acción humana 
con la norma, sino, más allá, para punir cuando de manera efectiva e injustificada se afecta o somete 




En el Derecho Disciplinario el concepto de antijuridicidad se concreta en el principio de 
ilicitud sustancial, que surge como el resultado de la infracción injustificada al deber funcional, 
entendido como el elemento mediante el cual se direcciona la conducta de los servidores públicos 
y particulares para el efectivo cumplimiento de los fines del Estado, mediante la observancia de 
los principios que rigen la Administración Pública. 
Obsérvese desde ya, que la discusión que se plantea se remite al concepto de la 
sustancialidad, qué debe entenderse por tal, la sola inobservancia del deber funcional, obviamente 
no, entonces se exige un efecto que se materializa en la transgresión de los principios que rigen la 
función pública, pero la misma no puede ser meramente subjetiva debe objetivarse en un resultado 
material, cómo entenderlo; daño, no sería viable ya que no se busca una reparación; afectación, si 
ya que la conducta impide el cumplimiento de fines estatales, pero claramente la misma debe ser 
demostrable, evidenciable, de lo contrario desaparecería la sustancialidad. 
Conforme lo anterior se parte de una base común en todas las disciplinas jurídicas la 
infracción normativa o anti normatividad o antijuridicidad formal, el punto es si con la sola 
transgresión normativa es suficiente para su configuración. La respuesta necesariamente es no, se 
exige más que la inobservancia normativa la sustancialidad de la afectación, así lo ha señalado la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-948 del 2002 al indicar: 
“El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la 
determinación de la antijuricidad de las conductas que se reprochan por la ley disciplinaria. 
Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, 
sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de dicho 
deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus 
fines, lo que se encuentra al origen de la antijuricidad de la conducta” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-948, 2002). 
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Así la ilicitud sustancial en el Derecho Disciplinario se genera a partir de la afectación 
material o puesta en peligro del deber funcional como elemento orientador de la conducta oficial, 
así lo ha definido la Corte Constitucional al darle rango de constitucionalidad para la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria, esto en Corte Constitucional, Sentencia C-
452,2016), al indicar:  
“14) Como se observa, el concepto de ilicitud sustancial de la falta disciplinaria concuerda con el 
criterio de afectación del deber funcional, antes explicado; Esto quiere decir que, desde la 
perspectiva constitucional, solamente podrán ser clasificadas como faltas disciplinarias aquellas 
conductas u omisiones que interfieran en el adecuado ejercicio de la función asignada por el 
ordenamiento jurídico al servidor público respectivo. En términos de la sentencia en comento y a 
partir de la reiteración de decisiones sobre el mismo tópico las conductas que pertenecen al ámbito 
del derecho disciplinario, en general, son aquellas que comportan quebrantamiento del deber 
funcional por parte del servidor público. En cuanto al contenido del deber funcional, la 
jurisprudencia” (Corte Constitucional, Sentencias C-712 de 2001; C-252 de 2003 y C-431 de 2004). 
Ha señalado que se encuentra integrado por: 
“i) el cumplimiento estricto de las funciones propias del cargo; ii) la obligación de actuar acorde a 
la Constitución y a la ley; iii) garantizando una adecuada representación del Estado en el 
cumplimiento de los deberes funcionales. Se infringe el deber funcional si se incurre en 
comportamiento capaz de afectar la función pública en cualquiera de esas dimensiones; El 
incumplimiento al deber funcional, es lo que configura la ilicitud sustancial que circunscribe la 
libertad configurativa del legislador, al momento de definir las faltas disciplinarias” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-452, 2016). 
Respecto de la infracción al deber funcional como presupuesto de la responsabilidad 
disciplinaria, el tratadista Pinzón Navarrete, considera que se trata de un elemento sustancial ya 
que representa la norma de subjetiva de determinación en cuanto a que: 
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Este instrumento de autotutela con que cuenta el Estado, materializado en la utilización de 
una norma que orienta, manda y prescribe hacer algo, o simplemente no hacerlo, es lo que se 
conoce como la norma subjetiva de determinación, cuya inobservancia es la que genera el primer 
presupuesto de la responsabilidad disciplinaria. Así, pues, eso que debe cumplir el servidor público 
y particular que ejerce funciones públicas está contenido en su deber funcional, elemento que 
justifica e irradia unos deberes especialísimos, las funciones individuales contenidos en los 
respectivos manuales de cada cargo, la obligación de abstenerse de incurrir en prohibiciones y 
ciertos comportamientos taxativamente fijados por el legislador y su deber de respetar el régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de intereses, hipótesis esta última que incluso se 
pueden configurar antes, durante y después de la ocupación del respectivo cargo o función (Pinzón, 
2016, págs. 66-67). 
Para el autor en cita es de vital importancia la determinación de la infracción al deber 
funcional como elemento primario de la responsabilidad disciplinaria, explicando que éste se 
encuentra enmarcado como una norma subjetiva de determinación, por tanto, su infracción es lo 
que genera el desvalor de la conducta o comportamiento disciplinable.  
Entonces bajo la premisa que a los servidores públicos sólo les está permitido hacer aquello 
que legalmente les está asignado funcionalmente es entendible que cualquier omisión o 
extralimitación de esos deberes funcionales conlleva un contenido de ilicitud, pero no basta la sola 
infracción (anti normatividad), es necesario la determinación de la sustancialidad de la afectación, 
vale decir que ciertamente se materialice esa infracción en un impedimento u obstáculo a la 
realización de los fines sociales que la Administración Pública pretende cumplir mediante el 
desarrollo de los deberes funcionales de sus servidores y particulares que realizan función pública. 
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Ciertamente no se trata de una sustancialidad que genere afectación en el contexto del daño 
material, la afectación no debe tomarse como trascendente sino como inmanente puesto que la 
protección no recae sobre bienes jurídicos materiales susceptibles de sufrir daños cuantificables y 
reparables; se trata de una afectación intrínseca que se fundamenta en el interés de la 
Administración Pública de lograr debidamente su buen funcionamiento mediante la actividad leal, 
imparcial, eficiente, eficaz e igualitaria de sus funcionarios. 
Es en este punto donde se puede empezar a hacer una diferenciación entre la antijuridicidad 
penal y la ilicitud sustancial disciplinaria, ya que en materia penal la exigencia del resultado 
material (ya de peligro o de resultado) implica necesariamente la afectación cuantificable de un 
bien jurídicamente protegido como la vida, la propiedad, la libertad individual; en tanto que en el 
Derecho Disciplinario se exige es la sustancialidad, entendida esta como el grado de afectación 
medible y evidenciable que con la ejecución de la conducta prohibitiva se generó a la prestación 
del servicio público. 
Evidentemente la concreción de la ilicitud sustancial en el Derecho Disciplinario resulta 
una labor compleja ya que partiendo de la premisa que el único bien protegido es el deber 
funcional, cada empleo tiene una asignación particular de deberes funcionales que se van a 
diversificar según se trate la materia y naturaleza de la función desarrollada por el servidor público 
o particular que ejerza funciones públicas. 
Es necesario entonces hacer un estudio para cada caso en particular partiendo por 
determinar la naturaleza de la función desarrollada, los deberes asignados para ejecutarla y la 
determinación de si con su extralimitación u omisión efectivamente se afectó sustancialmente la 
función asignada, afectación graficada en la tensión generada sobre cualquiera de los principios 
que rigen la función pública. 
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Entonces en el camino de la antijuridicidad a la ilicitud sustancial disciplinaria, se pueden 
hacer las siguientes precisiones: 
1. Se parte del mismo supuesto: la antinormatividad la ejecución de una conducta prohibitiva. 
2. Es claro que no basta la sola antijuridicidad formal (afectación normativa), se requiere 
resultado, antijuridicidad material, la afectación sustancial. 
3. En el Derecho Disciplinario la antijuridicidad material se concreta en la sustancialidad de 
la conducta entendida como la afectación que genera respecto del deber funcional asignado a cada 
empleo público o actividad convenida y su impacto en el buen funcionamiento de la 
Administración Pública. 
4. El punto de partida para su determinación radica en la ubicación del deber funcional 
afectado y por consiguiente de la precisión en la naturaleza regulada por el mismo. 
5. Es claro que de no concretarse esa sustancialidad la sola infracción normativa 
antijuridicidad formal no generaría responsabilidad disciplinaria.  
2.2. El deber funcional como fundamento de la ilicitud sustancial 
Etimológicamente el concepto está integrado por dos palabras: Deber, del latín dehibere, 
palabra integrada por el prefijo de, alejamiento o privación y el verbo haber, tener, significado que 
implicaría la limitación de la libertad individual debido a la existencia de un compromiso o 
responsabilidad, impuesto por una norma moral, jurídica o religiosa, cuyo incumplimiento 
generaría la imposición de una medida cuya coercitividad se modularía de acuerdo con la 
naturaleza de la norma que lo impone. 




Si se relacionan las palabras en sus contenidos gramaticales, podrían entenderse que se 
trata de una responsabilidad cuyo ejercicio comprende la prestación de un servicio, trasladado su 
significado al sector público su significado implica una responsabilidad con el buen ejercicio de la 
actividad pública del Estado. 
El cumplimiento de los fines estatales se desarrolla mediante la actividad de la 
Administración Pública, entendida como la representación de la organización del Estado, en sus 
diferentes ramas del poder público y de los órganos que los representan, a su vez estos entes 
estatales requieren para su dinámica de una estructuración interna representada en empleos 
públicos o actividades que tienen asignadas funciones o actividades que contienen en esencia la 
razón de ser del cumplimiento de los fines sociales que pretende lograr en ente estatal, empleos o 
funciones que van a ser ejercidos por servidores públicos o particulares que ejercen funciones 
públicas y que en definitiva se convierten en el medio comunicante entre el Estado y el colectivo 
social y en los ejecutores de los planes, programas y desarrollos sociales del mismo. 
En ese orden de ideas, un empleo sin funciones o un servidor público sin la existencia de 
un empleo público, carecería de sentido, ya que la esencia del empleo público son las funciones 
que legalmente se le asignan y lo distinguen y la dinamización del empleo público la realiza el 
servidor público, son conceptos inescindibles, cuyo propósito definido en cumplir con los fines 
sociales del Estado:  
“Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. 
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La dualidad del empleo público y las funciones correspondientes, tiene fundamento 
constitucional se encuentra en el artículo 123 Constitucional que prevé: “No habrá empleo público 
que no tenga funciones detalladas en ley o reglamento. Este mandato normativo implica la 
necesaria existencia del deber funcional como elemento conexo a todos los empleos públicos” 
(Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
En cuanto a la definición del concepto de empleo público, el artículo 19 de la Ley 909 del 
23 de septiembre de 2004 señala:  
“El empleo público es el núcleo básico de la estructura de la función pública objeto de esta ley. Por 
empleo se entiende el conjunto de funciones, tareas y responsabilidades que se asignan a una 
persona y las competencias requeridas para llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el 
cumplimiento de los planes de desarrollo y los fines del Estado”. 
Claramente se advierte que la norma identifica el empleo público con las funciones y 
responsabilidades asignadas a la persona que lo va a desempeñar y le establece como propósito el 
satisfacer el cumplimiento de los planes y fines del Estado (Ley 909, 2004). 
Es por ello que al describir los elementos que integran un empleo público, la norma en cita 
indica: 
“a) La descripción del contenido funcional del empleo, de tal manera que permita identificar con 
claridad las responsabilidades exigibles a quien sea su titular; b) El perfil de competencias que se 
requieren para ocupar el empleo, incluyendo los requisitos de estudio y experiencia, así como 
también las demás condiciones para el acceso al servicio. En todo caso, los elementos del perfil han 
de ser coherentes con las exigencias funcionales del contenido del empleo; c) La duración del 
empleo siempre que se trate de empleos temporales; Obsérvese que en esta definición claramente 




Concretando el concepto se indicaría que los empleos públicos son de creación legal, que 
la esencia de su naturaleza no lo es en sí mismo el empleo, sino las funciones que lo identifican y 
le dan razón de ser, las cuales necesariamente deben estar encaminadas a la consecución de los 
fines sociales del Estado, que se precisan y concretan en el debido funcionamiento de la 
Administración Pública, funcionalidad que no puede entenderse solo como una visión interna, sino 
como el efecto y resultado que tiene esa actividad frente a la colectividad que viene a ser la 
receptora de catalizadora de la materialización y cumplimiento de esa actividad administrativa. 
Es por esta razón suprema que surge el concepto de responsabilidad de quien lo ejerce y la 
posibilidad de su exigencia, puesto que una vez formalizada la vinculación laboral o contractual 
de manera libre y voluntaria, admite una limitación de su libertad individual (solo podrá hacer lo 
que le está facultado en los deberes propios del cargo), derivada de esa relación especial de 
sujeción laboral graficada necesariamente en las funciones del cargo. 
Al respecto Isaza Serrano señala: 
Si por ‘deber’ entendemos el conjunto de cargas que el Estado impone mediante la ley a 
los servidores públicos y a los particulares que desempeñen funciones públicas, con fundamento 
en las especiales relaciones de sujeción que vinculan a éstos con aquél, en procura de satisfacer 
sus propias necesidades organizativas, la regularidad y la adecuada prestación de los servicios a 
su cargo para un mejor logro de sus fines, y por ‘funcional’, la acción propia del desempeño del 
empleo, cargo o función de aquellos, necesariamente la articulación semántica de estos dos 
términos debe dar lugar al siguiente significado: “conjunto de tareas o atribuciones propias de un 
cargo o función pública para la cual ha sido habilitado jurídicamente un servidor público o un 
particular que desempeñe funciones públicas, con las cuales se persigue el cumplimiento de los 
fines y funciones del Estado y cuya nota característica viene dada en el campo dinámico, por su 
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ejecución enmarcada en el cumplimiento de los deberes legales, en el respeto a las prohibiciones 
y el sometimiento al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de 
intereses, establecidos en la Constitución Política y en las leyes, para salvaguardar principios tales 
como los de la moralidad pública, transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, 
igualdad, imparcialidad, celeridad, eficacia y eficiencia (Isaza, 2009, p. 139) . 
Agrega el autor que esas funciones deben ser desempeñadas en beneficio de la comunidad, 
en forma objetiva, idónea, proba, eficiente e imparcial para proteger a los gobernados en su vida, 
honra, bienes y libertad. 
El deber funcional es el conjunto de potestades asignadas legalmente al cargo o actividad, 
las cuales deben ser ejercidas por los servidores públicos o particulares que ejercen función pública 
de manera proba y ética, pues es a través de las mismas que se cumplen los fines superiores sociales 
del Estado, advirtiendo que un desvió en su ejercicio por omisión o extralimitación genera 
internamente una afectación a la Administración Pública en cuanto a su funcionalidad y por 
supuesto una tensión frente a la colectividad que no logra satisfacer sus necesidades convivencia 
y prosperidad.  
2.3. El deber funcional entendido como un bien jurídico disciplinario  
La consideración del deber funcional como un bien jurídico disciplinario, se construye 
como lo señala (Isaza, 2009) a partir de entender la naturaleza y el objeto de protección del Derecho 
Disciplinario, para ello se debe partir por entender que esta disciplina jurídica no protege bienes 
materiales en el sentido más literal de la frase como si lo hace por ejemplo el Derecho Penal o el 
derecho civil, ciertamente su objeto de protección es inmanente ya que se materializa 
concretamente en garantizar el cumplimiento de los fines esenciales del Estado, tutelando el debido 
ejercicio de los deberes funcionales de quienes constitucional y legalmente deben materializarlos 
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ante la sociedad; así el deber funcional se constituye en el eje de esa protección ya que es mediante 
su debido ejercicio que la funcionalidad de la Administración Pública logra su cometido.  
Es importante tener en cuenta que esa protección se activa mediante el ejercicio de un acto 
volitivo interno, autónomo, mediante el cual el servidor público y el particular que ejerce funciones 
públicas, limita su libertad individual y asume el ejercicio de los deberes funcionales propios de 
su cargo o función, a partir de la formalización jurídica de su relación laboral con la 
Administración Pública, comprometiéndose en su ejercicio a desarrollar de manera ética la función 
pública contribuyendo a la construcción de un interés colectivo representado en el buen 
funcionamiento respecto del cubrimiento de las necesidades sociales. 
Entonces los presupuestos del deber funcional como bien jurídico se representan en 
elementos normativos, volitivos, éticos y de resultado, así: 
a) Normativos: el deber funcional es heterónomo al servidor público y particular que ejerce 
función pública, el Estado lo crea y lo asigna previamente al empleo o función y se lo hace 
coercible ya que su inobservancia activa la potestad disciplinaria. 
b) Volitivo: el servidor público o particular que ejerza función pública, de manera autónoma 
decide asumirlo y ejercerlo, acto que se materializa con su vinculación laboral con la 
Administración Pública. 
c) Ético: su ejercicio supone un compromiso personal de buen actuar y mejor hacer, de 
responsabilidad en el cumplimiento con los fines propios del cargo o función. 
d) Resultado: su debido ejercicio y cumplimiento necesariamente genera efectos materiales, 
representados en el cumplimiento de los objetivos sociales del Estado representado en las 
diferentes facetas de la Administración Pública. 
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En este orden de ideas, la necesaria razón de su consideración como bien jurídico 
disciplinario radica en que mediante su debido ejercicio permite preservar, garantizar y mantener 
la legitimidad del Estado, la cual se desdibuja frente a la población cuando sus funcionarios lo 
omiten o lo extralimitan, menoscabando la credibilidad social ante la ausencia de los resultados 
que busca promover y garantizar en ente estatal. 
Por consiguiente, el deber funcional como bien jurídica disciplinario representa una doble 
perspectiva: protección de la legitimación del Estado como interés superior, mediante la debida y 
correcta ejecución de sus fines sociales y la garantía de la preservación de un interés social y 
colectivo, representada en la suficiencia en el cumplimiento de los fines superiores de la 
Administración pública respecto de la población.  
Entonces como magistralmente lo expone Isaza Serrano “fluyen dos elementos 
diferenciales que lo categorizan como bien jurídico disciplinario, el inmanente referido al fuero 
interior de quien lo ejerce y el teleológico determinado en la finalidad que se pretende con su 
debido ejercicio" (Isaza, 2009, p. 127). 
2.4. El deber funcional como objeto de protección jurídica del derecho disciplinario  
Reiterativamente la Corte Constitucional ha definido que el Derecho Disciplinario no tiene 
por finalidad la protección de bienes jurídicos, su eje de protección se fundamenta en el deber 
funcional, como se aprecia en el siguiente texto: 
“Para la Corte, como se desprende de las consideraciones preliminares que se hicieron en relación 
con la especificidad del derecho disciplinario, resulta claro que dicho derecho está integrado por 
todas aquellas normas mediante las cuales se exige a los servidores públicos un determinado 
comportamiento en el ejercicio de sus funciones; En este sentido y dado que, como lo señala 
acertadamente la vista fiscal, las normas disciplinarias tienen como finalidad encauzar la conducta 
de quienes cumplen funciones públicas mediante la imposición de deberes con el objeto de lograr 
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el cumplimiento de los cometidos fines y funciones estatales, el objeto de protección del derecho 
disciplinario es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su cargo una función pública” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-417, 1993). 
“El incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que orienta la 
determinación de la antijuridicidad de las conductas que se reprochan por la ley disciplinaria. 
Obviamente no es el desconocimiento formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, 
sino que, como por lo demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de dicho 
deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del Estado y por ende contra sus 
fines, lo que se encuentra al origen de la antijuricidad de la conducta; Así ha podido señalar esta 
Corporación que no es posible tipificar faltas disciplinarias que remitan a conductas que cuestionan 
la actuación del servidor público haciendo abstracción de los deberes funcionales que le incumben 
como tampoco es posible consagrar cláusulas de responsabilidad disciplinaria que permitan la 
imputación de faltas desprovistas del contenido sustancial de toda falta disciplinaria” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-373, 2002). 
“Dicho contenido sustancial remite precisamente a la inobservancia del deber funcional que por sí 
misma altera el correcto funcionamiento del Estado y la consecución de sus fines” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-948, 2002). 
En ese orden de ideas, el deber funcional es el único bien de protección jurídica del derecho 
disciplinario, en la medida en que representa la buena marcha de la Administración Pública, 
graficada en el cumplimiento de los principios que la rigen, la moralidad, eficiencia, eficacia, 
celeridad y honradez, desarrollados por servidores públicos y particulares que ejercen funciones 
públicas.  
Obsérvese que en materia disciplinaria la construcción de la ilicitud sustancial tiene como 
punto de partida la denominada antijuridicidad formal, el desconocimiento del deber funcional por 
omisión o extralimitación, su desarrollo obliga a la determinación de la antijuridicidad material, la 
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comprobación efectiva de la afectación de los principios que regulan la prestación del servicio 
público. 
Capítulo III 
Determinación de la sustancialidad de la ilicitud disciplinaria 
Indiscutiblemente el aspecto nodal del principio de ilicitud sustancial radica en la 
determinación de la sustancialidad de la afectación al deber funcional, entendida como la tensión 
que se genera respecto de los principios que rigen el funcionamiento de la Administración Pública, 
concreción que necesariamente implica un juicio valorativo de los efectos de la conducta 
prohibitiva desarrollada por el disciplinado. 
Evidentemente esa sustancialidad no se puede derivar de la sola infracción normativa 
(ilicitud formal) puesto que esto implicaría una confusión entre legalidad (tipicidad de la conducta) 
e ilicitud sustancial, claramente se trata de juicios valorativos diferentes en su construcción como 
lo señala el tratadista Pinzón Navarrete, al referirse al tema de la legalidad e ilicitud sustancial 
disciplinaria: Es más, fácil será comprender que respecto de cada categoría se pueden predicar dos 
juicios totalmente diferenciados: juicio de adecuación, para la tipicidad, y juicio de valoración, en 
sede de antijuridicidad, muy a pesar de que al final estas dos categorías están unidas, pues de 
presentarse una causal de justificación no solo se eliminará lo injusto, sino la misma tipicidad 
(Pinzón, 2016, p. 39). 
Así las cosas, esa sustancialidad entendida como la afectación, al buen funcionamiento de 
la Administración Pública exige un proceso de construcción valorativo cuantitativo que variará en 
cada caso particular y que esencialmente tiene como elemento rector de determinación las normas 




Entonces el punto de partida debe ser el resultado de la acción u omisión partiendo del 
supuesto que en materia disciplinaria se excluye la posibilidad de la afectación por vía del peligro, 
en la medida en que o se transgrede el deber funcional o no, ya que en materia disciplinaria no hay 
tipos de peligro sino de resultado, ciertamente no cualquier resultado sino aquel que 
verdaderamente interrumpa y afecte el buen funcionamiento de la Administración Pública 
impidiendo la satisfacción del bien común y por supuesto lesione el derecho colectivo de los 
ciudadanos al bienestar social que debe proporcionarle el Estado. (Ordoñez, 2009; págs. 27-28) 
Considerando que el principio de la ilicitud sustancial forma parte integral de la 
responsabilidad disciplinaria uno de los puntos más álgidos tiene que ver con su determinación, en 
su desarrollo jurisprudencial y doctrinal se ha logrado un consenso respecto de la sustancialidad, 
enfocándola esencialmente a una afectación al buen funcionamiento de la Administración Pública 
y concretándola en cuanto a su verificación, en la transgresión de los principios superiores que 
rigen su funcionamiento. 
Sin embargo, en la aplicación práctica el asunto no resulta tan sencillo habida cuenta que 
la sustancialidad de la afectación no se puede desligar fácilmente del resultado y este a su vez del 
daño o perjuicio causado, vale decir la sustancialidad generaría la materialización de un resultado, 
aspecto que enfáticamente ha sido desechado en el Derecho Disciplinario, habida la consideración 
de deslindar ese resultado con el concepto del daño y la consecuente indemnización como 
reparación del mismo, aspecto que obviamente no corresponde al arjé del disciplinario. No 
obstante, la validez de esta consideración es absolutamente claro que la sustancialidad no se puede 
deslindar de un resultado, una consecuencia o un efecto, que implica necesariamente una 
modificación de lo existente producto ya de una extralimitación u omisión funcional. El asunto 
radica en cómo determinar, dimensionar y validar el mismo, sin abandonar la órbita del 
283 
 
disciplinario, aspecto que cobra especial importancia en la modernidad cuando se requiere la 
demostración y prueba de los hechos disciplinables, con lo cual se hace remisión directa al 
resultado de la conducta disciplinada.  
Al respecto de manera enfática la doctrina ha buscado, con el ánimo de separar por 
completo el Derecho Disciplinario del Derecho Penal, crear un margen diferencial, atribuyendo al 
primero la exclusiva protección jurídica del deber funcional y excluyendo la posibilidad de tutela 
referida a bienes jurídicos materiales como la vida, la propiedad y todos aquellos que involucren 
un elemento personal susceptible de reparación, en el entendido totalmente aceptable que esos 
daños generarían la búsqueda de su reparación por vías diferentes como la contenciosa, la pena o 
la civil. 
En ese orden de ideas surge una pregunta necesaria, la autoridad disciplinaria qué medios 
de cuantificación debe aplicar para establecer la sustancialidad de la infracción al deber funcional, 
esto en el propósito de relacionarla con la afectación a los principios rectores de la Administración 
Pública; cómo romper el esquema de la ilicitud solamente formal (la sola infracción del deber 
funcional por el deber funcional), para contextualizarla con la realidad formal de la actividad 
funcional del disciplinado y quizás lo más importante de qué manera se puede hablar de 
sustancialidad de la afectación dejando de lado, de ser posible, sus efectos materiales, que desde 
ya se señala deben ser verificados para lograr ese cometido. 
Adquiere sentido lo expuesto, al tenor de lo señalado por (Isaza, 2009, p. 139), cuando 
indica que no es ningún despropósito aseverar, [...], que si el “deber funcional” es identificado 
como el objeto de protección del derecho disciplinario, esta circunstancia lo debe categorizar de 
alguna manera, antes de afirmar que aquel no protege bienes jurídicos sino el deber funcional; es 
decir, el deber funcional debe representarse como algo para esos efectos. 
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Ese “algo” a lo que se refiere el autor citado, debe ir más allá de la simple adecuación 
teórica de si con la conducta (acción u omisión) que generó la transgresión al deber funcional se 
afectó sustancialmente el buen funcionamiento de la Administración, indefectiblemente debe 
representarse en qué se afectó, cómo impidió su buen funcionamiento y lo que en la modernidad 
resulta más importante de qué manera trascendió al colectivo social, que espera una respuesta 
necesaria ante los actos de corrupción de los funcionarios del Estado, entendida ésta como 
cualquier maniobra encaminada a desviar el buen curso de la prestación del servicio, llámese 
apropiación de dineros públicos, tráfico de influencias, irregularidades en contratación estatal o la 
indebida participación en política, bien sea que esa afectación o impacto social trascienda a la 
comunidad en general como ocurriría en el caso de una desviación de dineros públicos cuyo fin 
iría a ser la ejecución de obras públicas o bien afecte derechos de ciudadanos individualmente 
considerados como ocurriría en el caso de la omisión de respuesta a un derecho de petición. 
Por consiguiente, el efecto de la sustancialidad en cuanto al resultado debe valorarse en un 
todo, esa trascendencia social a la cual se refieren las normas disciplinarias como sustento de la 
calificación de la falta o agravación de la sanción disciplinaria supone el análisis cualitativo y 
cuantitativo en el caso concreto en estudio, respecto de la colectividad o del individuo como tal, 
receptores del deber estatal de proporcionar bienestar social. 
Seguir considerando que la ilicitud sustancial se trata de una simple autoprotección del 
Estado frente al desbordamiento funcional de sus servidores, sería desconocer la urgente necesidad 
que tiene de demostrarle a los administrados, su vocación, compromiso y resolución en 
garantizarles la debida seguridad y bienestar social a que constitucionalmente está comprometido. 
Es por ello, que independientemente que se asuma la tesis de la protección al deber 
funcional como único bien jurídico disciplinario, la determinación de la sustancialidad de su 
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infracción que general la ilicitud implica la revisión de sus posibles efectos materiales, de lo 
contrario se continuaría teorizando el principio de la ilicitud sustancial manteniéndolo en un plano 
formal normativo. 
Lo expuesto no resulta ajeno a lo previsto en la Ley 1952 de 2019 ya que expresamente se 
hace referencia a los aspectos materiales de ese resultado, en su artículo 7 al referirse al principio 
de proporcionalidad y razonabilidad de la sanción disciplinaria, disponiendo que ésta debe 
corresponder a la clasificación de la falta y a su graduación; en concordancia con lo anterior, el 
artículo 47 de la norma en cita prevé como criterios para determinar la gravedad o levedad de la 
falta el grado de perturbación del servicio, la trascendencia social de la falta o el perjuicio causado; 
en tanto que el artículo 50 ibídem en cuanto a los criterios atenuantes de la sanción propone el 
haber resarcido el daño o compensado el perjuicio causado o el haber devuelto, restituido o 
reparado el bien afectado por la conducta. 
Entonces, no se puede perder la perspectiva que la ilicitud sustancial conlleva un efecto 
material que va más allá de la norma que impone el deber funcional y que necesariamente involucra 
un componente social puesto que indefectiblemente esa afectación no solo produce tensión 
respecto del Estado como sujeto empleador, también como Estado sujeto generador de bienestar 
social. 
Así las cosas, es indispensable proponer un mecanismo que permita determinar los efectos 
de esa sustancialidad para que resulten evidenciables por la autoridad disciplinaria más allá de la 
sola infracción normativa y cumplir así con el verdadero cometido del principio disciplinario, 
obviamente sin olvidar que el objeto de protección jurídica del Derecho Disciplinario se concentra 
y concreta en el deber funcional; para lograr este propósito es necesario realizar un proceso de 
construcción a partir de las normas que consagran el tipo disciplinario y las normas subsidiarias 
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especiales y funcionales, para lograr deducir la materialización de la sustancialidad, teniendo en 
cuenta eso sí, que cada caso en particular genera variables diferentes que deben ser apreciadas por 
la autoridad disciplinaria al momento de valorar la sustancialidad de la ilicitud de la infracción. 
Como corolario de lo expuesto, la concepción de la ilicitud sustancial debe adecuarse a las 
exigencias de la modernidad de un Estado Social y Democrático de Derecho, no puede seguir 
entendiéndose como la sola infracción injustificada al deber funcional, ya que se perdería su 
esencia en el razonamiento derivado del juicio de adecuación típica de la conducta disciplinable, 
es necesario profundizar en la determinación de la sustancialidad que nos remite al efecto o 
resultado de esa conducta y puntualmente a la demostración de sus consecuencias materiales en 
cuanto al cómo impidió el ejercicio de la función pública enmarcada en los principios 
constitucionales que la rigen y por ende como afectó el bienestar y la convivencia social.  
Sin esa comprobación, solo se ejecutaría un juicio racional de valoración de legalidad de 
la conducta, nunca de sustancialidad de la misma y no se contaría con uno de los elementos 
indicativos de la responsabilidad disciplinaria. Así, si esa sustancialidad no se demuestra, ni se 
concreta la conducta resultaría independientemente su tipicidad, inane para el Derecho 
Disciplinario. 
3.1. Construcción de la sustancialidad de la ilicitud disciplinaria 
En ese orden de ideas, se propone la construcción del siguiente esquema para la 
determinación de la sustancialidad de la ilicitud, la trazabilidad sería la siguiente: 
Conducta desarrollada por vía de la acción u omisión por un servidor público o un particular 
disciplinable + Adecuación típica tanto en la norma disciplinaria como en las normas subsidiarias 
especiales y funcionales + La no justificación de su realización que implica que la omisión o 
extralimitación del deber funcional no está amparado por causal de exclusión de responsabilidad 
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disciplinaria + La afectación a la buena y debida prestación del servicio público, concretada en la 
inobservancia de los principios que rigen el funcionamiento de la Administración Pública + El 
impacto, tensión, trascendencia social generado por esa conducta, entendida respecto del colectivo 
social de manera indeterminada y absoluta o en relación con derechos determinados de personas 
debidamente identificadas. 
En desarrollo de lo anterior, se considera necesario el siguiente proceso de valoración para 
lograr esa construcción. 
3.2. Proceso para determinar la sustancialidad de la ilicitud disciplinaria 
Comprende el estudio de las normas que tipifican la conducta disciplinable, para deducir 
de las mismas el concepto de sustancialidad. 
3.2.1. En el tipo disciplinario. 
El punto de partida es la verificación de la adecuación típica de la conducta disciplinable, 
lo cual genera la ilicitud formal, la antinormatividad, pero no indica la sustancialidad, esto por 
cuanto en el tipo disciplinario ya en blanco o abierto no se consagran deberes funcionales, sólo 
conductas prohibitivas las cuales cobran vida jurídica solo relacionándolas con las normas 
subsidiarias especiales y funcionales. 
La adecuación típica de la conducta disciplinable en tipo disciplinario, en principio 
demostraría la posible infracción a la prohibición, pero nada aportaría respecto de la sustancialidad 
de la conducta, puesto que no convoca a un estudio de sus resultados, sino a su sola precisión como 
conducta disciplinable. 
3.2.2. En las normas subsidiarias. 
Como se ha indicado los tipos disciplinarios son remisivos a normas subsidiarias tanto 
especiales como funcionales, las primeras regulan la materia correspondiente a la actividad 
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funcional encomendada al disciplinado y las segundas le señalan la obligación de desarrollarla, 
por ello se advierte que es en su estudio de donde se puede verdaderamente concretar la 
sustancialidad de la ilicitud generada por la inobservancia del tipo disciplinario, puesto que 
permiten evidenciar que procedimiento o término incumplió o extralimitó y la existencia del deber 
legal que tenía de desarrollarlo o acatarlo. 
3.2.3. Normas subsidiarias especiales. 
Concretan la materia regulada en el tipo disciplinario, de manera directa si se trata de las 
faltas gravísimas o referida si se trata de las faltas graves o leves, describen el procedimiento, los 
términos y el resultado exigido al funcionario, en las diferentes materias objeto de tutela 
disciplinaria: contratación pública, el servicio o la función pública, el régimen de prohibiciones, la 
hacienda pública, la indebida intervención en política por citar modelos de conductas. 
Entonces a partir de concretar en la norma subsidiaria especial cuál fue la conducta omitida 
o extralimitada es que puede la autoridad disciplinaria evidenciar los efectos materiales de la 
conducta y deducir su sustancialidad, la revisión de la imposición derivada de la norma especial 
lo lleva al ámbito de la causa, del efecto, del resultado y de la afectación. 
Ilustra lo expuesto el siguiente caso: 
Si por la cuantía del objeto contractual el proceso de selección del contratista debe surtirse 
mediante licitación pública y se efectúa por contratación directa, es evidente que hay una causa la 
conducta del funcionario facultado legalmente para llevar a cabo ese procedimiento, el efecto 
vendría a ser la infracción al procedimiento en contratación, el resultado la trasgresión al principio 
de la transparencia que rige la Administración Pública y el resultado el impacto causado en la 
colectividad receptora de su buen funcionamiento como garantía de su calidad de bienestar social. 
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Esta fórmula de causa + efecto + resultado = afectación es perfectamente aplicable para 
cualquier conducta disciplinable tomando como marco de referencia la materia referida en la 
norma subsidiaria especial. 
3.2.4 Normas subsidiarias funcionales. 
Permiten determinar la asignación normativa del deber funcional al disciplinado, 
esencialmente se remiten a su relación laboral especial con el Estado a partir de la cual se hacen 
exigibles. 
Obsérvese que las mismas si bien consagran actividades se remiten al respectivo cargo o 
empleo, por ello su dinámica se entiende cuando se relacionan con las normas subsidiarias 
especiales, ningún sentido tiene considerar como deber funcional de un Alcalde Municipal el 
representar a ese ente territorial en materia de contratación estatal, si esa asignación no se relaciona 
con los procedimientos que legalmente están regulados para llevar a cabo esa representación en 
materia de contratación estatal, presupuesto o función pública. 
Por lo anterior, en el establecimiento de la sustancialidad de la ilicitud, la norma subsidiaria 
funcional marca es la legitimidad de la exigencia del comportamiento omitido o extralimitado, 
pero su resultado sólo se podrá apreciar en la norma subsidiaria especial; es claro que no se puede 
escindir la sustancialidad de la ilicitud de la norma subsidiaria funcional, ya que sin la existencia 
de la asignación normativa del deber funcional sería imposible la exigencia de responsabilidad 
disciplinaria. 
Es en este juicio valorativo de responsabilidad donde se concreta el elemento subjetivo de 
la no justificación como elemento rector de la ilicitud sustancial, su vigencia y determinación surge 
es del estudio y valoración de la norma subsidiaria funcional, ya que es su revisión la que permite 
definir este concepto valorativo, que en caso de excluirse bien podría dar lugar a la configuración 
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de una causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria (Ley 1952, 2019), puesto que no se 
podría exigir al disciplinado la realización de lo previsto en la norma subsidiaria especial, 
independientemente de lo previsto en el tipo disciplinario.  
3.3. Elementos de la sustancialidad de la ilicitud disciplinaria 
En ese orden de ideas, la sustancialidad disciplinaria está integrada por los siguientes 
componentes, cuyo desarrollo ordenado y metódico, mediante juicios valorativos permiten 
determinarla, cada juicio genera el siguiente, si este orden se rompe, debe entenderse que no se 
generaría sustancialidad alguna en el comportamiento disciplinado y por ende no habría 
fundamento para imputar responsabilidad disciplinaria al procesado. 
Normativo. La determinación de la adecuación típica de la conducta en las normas 
disciplinarias y subsidiarias especiales y funcionales, se entiende como el punto de partida y como 
un elemento indicativo de la sustancialidad de la ilicitud ya que comprende la antijuridicidad 
formal (ilicitud) pero no contiene indicativo alguno sobre la antijuridicidad material 
(sustancialidad). 
El ejercicio de adecuación típica en estas normas no implica ningún juicio valorativo sobre 
la ilicitud sustancial de la conducta, únicamente define que efectivamente la conducta es 
disciplinable y establece la necesidad de comprobar su sustancialidad. 
Subjetivo. Exige como premisa valorativa la comprobación que el disciplinado obró 
injustificadamente frente a su omisión o extralimitación funcional y que por ende no está amparado 
por ninguna causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria. 
Obsérvese que ya aquí partiendo de la base necesaria que la conducta es típica en materia 
disciplinaria y subsidiaria, el fin es concretar su no justificación, vale decir que perfectamente el 
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disciplinado pudo y debió haber obrado de acuerdo con sus exigencias funcionales, la valoración 
se remite entonces al acto realizado y no a sus efectos.  
Material. El análisis valorativo se concentra en la norma subsidiaria especial, en la 
verificación de cuál fue el procedimiento, requisito, término o actuación que omitió o extralimitó, 
esto de acuerdo con los términos previsiones contenidas en la norma que regula su desarrollo y 
ejecución. 
Este estudio le permitirá a la autoridad disciplinaria concretar de manera efectiva cuál fue 
realmente esa afectación puesto que su dimensión y materialidad la encuentra definida en la norma 
especial que es la que le indica el nivel de la afectación y por ende la sustancialidad de la conducta. 
Ilustra lo expuesto si se presenta un caso en el cual un contrato se perfeccionó sin la 
existencia del certificado de disponibilidad presupuestal, ese requisito presupuestal para contratar, 
evidentemente no está definido en el tipo disciplinario, ni en las normas subsidiarias funcionales, 
lo está en las normas especiales tanto de contratación como de presupuesto, por consiguiente, son 
estas las que van a indicar la efectiva sustancialidad de esa omisión. 
Social. La trascendencia que generó la conducta injustificada realizada, debe concretarse 
en los efectos nocivos de impedimento de la configuración de los derechos contenidos en los 
principios rectores de la Administración Pública, enfocando directamente sus resultados en la 
afectación que se causó a la colectividad, al impedirse la consolidación del bienestar social, esto 
en la medida en que se demuestre que haya transgredido derechos e intereses generales, colectivos 




3.4. La causa, el efecto, el resultado y la afectación en la sustancialidad de la ilicitud 
disciplinaria 
La concreción de la sustancialidad de la ilicitud disciplinaria, partiendo del supuesto que la 
conducta ya tiene determinada el componente subjetivo de la no justificación en su ejecución, 
exige la integración de los siguientes factores: causa + efecto + resultado = afectación. 
La causa. Es la transgresión del tipo disciplinario, mediante una conducta injustificada con 
la cual el disciplinado omitió o extralimitó un deber funcional, al no realizar conductas prescritas 
en normas especiales o ejecutar comportamientos prohibidos en las mismas. 
El efecto. Es la infracción directa a las normas subsidiarias ya que injustificadamente se 
sustrae del deber funcional por vía de la acción u omisión y desconoce una prescripción normativa 
especial en la respectiva materia regulada por la misma. 
El resultado. Es la materialización de la conducta realizada, debe ser palpable y 
evidenciable, puesto que materialmente se concreta en el procedimiento dejado de aplicar, el 
término incumplido, la actividad ejecutada arbitrariamente, el requisito inobservado, se deduce del 
mandato contenido en la norma subsidiaria especial transgredida. 
La afectación. Es el componente social de la sustancialidad, se da por entendido que, si se 
han agotado los estadios anteriores, está comprobada la transgresión normativa de la conducta, el 
análisis de la afectación no puede ser exclusivamente respecto de la normatividad que como ya se 
dijo debe estar ya definida de manera absoluta. 
Teniendo en cuenta lo anterior estudio de la afectación se debe concentrar es en el resultado 
material de esa conducta, de qué manera tensionó un principio rector de la Administración Pública, 
cómo afectó la igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, el 
cual debe identificarse en cada caso concretamente y lo más importante darle a esa afectación una 
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trascendencia social en el sentido de precisar hasta donde pudo haber impedido la generación del 
bienestar social que propenden los mismos, bien sea enfocándose respecto de derechos colectivos 
o de derechos que se predican respecto de personas determinadas. 
Así se logrará liberar la afectación solo del ámbito normativo y darle la trascendencia que 
requiere la norma disciplinaria, eso sí, sin perder de vista que el punto de partida necesariamente 
está dado en la infracción a la norma disciplinaria, la transgresión de la norma especial que regula 
la materia respectiva y por supuesto la inobservancia de la norma que prescribe el deber funcional. 
3.5. El concepto de daño material en la ilicitud sustancial 
A partir de lo anterior es indispensable profundizar sobre uno de los puntos más tensos en 
materia de la definición de la sustancialidad de la ilicitud, el daño material como una consecuencia 
natural del efecto y resultado de la conducta disciplinada, puntualmente en cuanto a si este se 
constituye en un elemento indispensable para su configuración. 
Considerando que el bien jurídico protegido por el Derecho Disciplinario es el deber 
funcional, entendido como un bien inmanente de la Administración Pública, asignado a sus 
servidores como un instrumento necesario para garantizar y lograr como razón de ser de su 
asignación el bienestar social de la colectividad, se entendería que se excluye la necesidad de 
comprobar el daño material como un requisito indispensable para determinar la ilicitud sustancial. 
Al respecto es necesario precisar que ciertamente en materia disciplinaria resultaría 
impropio hablar de daño material, en la medida en que tal concepto remite inmediatamente a la 
consideración de la indemnización y reparación del mismo, aspecto que como ya se ha dicho no 
corresponden al disciplinario.  
No obstante, es innegable que la afectación sustancial injustificada al deber funcional exige 
en la indispensable demostración de un resultado lesivo para Administración Pública determinado 
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en la no prestación del servicio encomendado, cuya compensación vendría a ser la potestad de 
imponer una sanción disciplinaria.  
Ahora bien, así no sea de mayor aceptación, es claro y evidente que la modernidad impone 
al Derecho Disciplinario visualizar otros aspectos para determinar esa sustancialidad, lo cual 
impone transitar por desarrollos procesales encaminados a valorar los efectos de ese resultado 
generado por la sustancialidad de la conducta disciplinada, inclusive cuantificarlos como ocurre 
en materia de las faltas en contratación estatal o las relativas a manejo presupuestal, precisando 
eso sí, que no se busca con ello determinar montos indemnizatorios, sino dar una respuesta al 
conglomerado social que requiere la evidencia del por qué y las razones del control disciplinario 
estatal, como garantía de la protección de sus intereses sociales de bienestar y convivencia. 
Entonces, debe concluirse que no se desconoce la exigencia de la comprobación del 
resultado y materialización social de las consecuencias de la conducta disciplinada como elemento 
indispensable de su sustancialidad, pero deben deslindarse por completo del daño material causado 
con las mismas puesto que su determinación, reconocimiento y exigencia de reparación coactiva 
corresponderá a otras jurisdicciones diferentes a la disciplinaria. 
Se entiende lo anterior en el siguiente caso: si se nombra y se posesiona a una persona en 
un empleo público sin que cumpla con los requisitos exigidos legalmente para ejercerlos y se le 
admite por parte del nominador la presentación de documentos falsos para llenar esas falencias y 
el posesionado en ejercicio de esas funciones toma decisiones administrativas que afectan derechos 
de terceros. Es evidente que en materia disciplinaria la conducta tiene contenido de ilicitud 
sustancial, que viene a ser el resultado social en la afectación de los principios de igualdad y 
transparencia que rigen la administración pública, en cuanto al daño material causado (falsedad en 
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los documentos y efectos de los actos administrativos proferidos por el nominado), corresponderá 
a la jurisdicción ordinaria y contenciosa definirlos, no a la disciplinaria. 
Igual situación se presentaría si en la ejecución de un contrato de obra pública el contratista 
no cumple con las especificaciones técnicas del contrato, con la aquiescencia del interventor y el 
representante legal de la entidad contratante y como consecuencia de ello la obra se desploma y 
mueren varias personas. Corresponderá al Derecho Disciplinario juzgar la afectación causada por 
la transgresión de los principios de transparencia, moralidad y eficacia, pero en cuanto al daño 
material causado económico y reparación debida, serán la justicia fiscal, contenciosa y ordinaria 
las encargadas de definirlo y exigir su reparación. 
3.6. La ilicitud sin afectación sustancial 
Entendida la afectación sustancial como la transgresión de un principio rector de la 
Administración Pública que impide como consecuencia necesaria el cumplimiento de los fines del 
Estado resulta evidente que si no se determina esa premisa no se lograra concretar la ilicitud del 
comportamiento disciplinado. 
Conlleva lo anterior a considerar que en casos muy puntuales puede darse el evento que 
una conducta sea ilícita disciplinariamente, por adecuarse típicamente tanto a la norma 
disciplinaria como a las subsidiarias especiales y funcionales, pero no generar afectación sustancial 
y por tanto no resultaría disciplinable. 
Es preciso clarificar que se está haciendo referencia a situaciones en las cuales no se 
configura una causal de exclusión de responsabilidad disciplinaria, ya que en el evento en que esto 
suceda, es evidente que la sustracción del elemento subjetivo de la no justificación elimina de la 
conducta su contenido de ilicitud sustancial y por ende la imputación de responsabilidad 
disciplinaria. Se trata entonces de situaciones en las cuales ciertamente la conducta puede generar 
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principio de legalidad disciplinaria, pero la afectación que genera es nula, intrascendente, no logra 
impedir el buen funcionamiento de la Administración Pública. 
A lo anterior debe agregarse que comportaría una exigencia, la ausencia del dolo como 
elemento determinante del comportamiento, ya que si existe el mismo su ejecución obedecería a 
un propósito de resultado y ya contendría implícitamente una afectación sustancial porque su autor 
estaría obrando consciente y voluntariamente de una manera contraria a la que le está permitido a 
partir de su deber funcional; entonces estas situaciones se derivarían del descuido o falta de 
cuidado que debe comprobarse en cada caso concreto y determinado. 
Ilustra lo indicado, el siguiente caso: en un proceso de contratación se advierte que no obra 
el certificado de disponibilidad presupuestal, sin embargo, se cuenta con las respectivas actas de 
inicio, de entregas y recibos parciales, de terminación y liquidación del contrato, probándose que 
éste se cumplió y se pagó debidamente. Entonces no obstante haberse omitido un requisito formal 
propio de la planeación del contrato, tal omisión independiente cuál haya sido su causa no generó 
sustancialidad por cuanto se cumplió a cabalidad el fin de la contratación y la Administración 
Pública logró su cometido de generar bienestar social a la comunidad. 
Indudablemente que situaciones como la propuesta, como ya se indicó, deben ser objeto de 
riguroso análisis y comprobación en cada caso determinado para evitar así errores en la 






Principio de culpabilidad en el derecho disciplinario colombiano 
El fundamento del principio de culpabilidad disciplinaria radica en el valor de la dignidad 
humana y del principio de la libertad, a partir de los mismos se construye, considerándose como 
una garantía suprema en la medida en que no se podrá imponer sanción disciplinaria sin su 
determinación por vía del dolo o la culpa. 
Es importante señalar que su aplicación en el Derecho Disciplinario parte de una premisa 
diferente, en efecto, cuando se estudia el principio de libertad como sustento del mismo, es preciso 
señalar que en el caso de los servidores estatales, este concepto se encuentra limitado a partir de la 
activación de los deberes funcionales derivados de las relaciones laborales especiales que éstos, 
consciente y voluntariamente asumen. 
El principio de culpabilidad disciplinaria, genera una garantía fundamental en el proceso 
disciplinario, en la medida en que le impone al investigador la necesidad de determinar el elemento 
psicológico de la conducta para poder concretar la responsabilidad disciplinaria. Es decir, no basta, 
la concreción de la tipicidad de la conducta, ni la determinación de los efectos y resultados de la 
misma, es indispensable establecer el nexo de comunicación entre la conducta investigada y la 
consciencia, voluntad, imprudencia o negligencia por parte del procesado. 
No debe confundirse la responsabilidad con la culpabilidad. La responsabilidad es la 
situación jurídica laboral en la cual se encuentra el sujeto disciplinable que le impone el desarrollo 
de unas asignaciones funcionales cuya omisión o extralimitación pueden generar la realización del 
injusto disciplinario, normativamente previsto en el tipo prohibitivo disciplinario y que lo llevan a 
afrontar las consecuencias jurídicas que se le derivan de su ejecución. La culpabilidad disciplinaria 
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es el nexo psicológico que debe determinarse entre el disciplinado y la conducta prohibitiva 
realizada como requisito necesario para imponer una sanción disciplinaria. 
Al respecto, señala Bacigalupo "la culpabilidad es el nexo psiconormativo que surge entre 
el sujeto disciplinable y la realización del tipo prohibitivo disciplinario” (Bacigalupo, 1994, pág. 
298), en esencia se trata de un juego de valores, el tipo disciplinario (tipo objetivo) contiene un 
valor trascendido en el deber funcional cuya finalidad es garantizar la prestación del servicio 
público para lograr un bienestar social objeto de la función estatal; el sujeto disciplinable al 
vincularse laboralmente con el Estado representado en la Administración Pública, libre y 
voluntariamente restringe su autonomía personal para desarrollar los deberes propios de su cargo 
(relación especial laboral), así, cuando mediante una acción (omisión o extralimitación), los 
incumple (tipo subjetivo), expresa un valor negativo que va a afectar la buena prestación del 
servicio público. 
Las formas de la culpabilidad en el Derecho Disciplinario son el dolo y la culpa, se excluye 
la preterintención considerada como un exceso en el resultado de una conducta dolosa, debido a 
que es el deber funcional el bien jurídicamente tutelado, su infracción a partir de una conducta 
dolosa ya configuraría responsabilidad, independientemente de que el resultado pueda exceder o 
no la intención de su autor. 
Siguiendo a Fernández y redireccionando sus conceptos al ámbito del Derecho 
Disciplinario, la libertad es el fundamento de la culpabilidad ya que genera la capacidad del sujeto 
disciplinable para responder por su acción y presentaría las siguientes modalidades: 
1. Libertad interna: concebida como la madurez psicológica del disciplinable que en principio 
se presume por encontrarse activo en el servicio y dadas las circunstancias de los exámenes 
médicos de seguridad e ingreso laboral se asume que la debe tener. 
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2. Libertad externa: se remite a las situaciones en las cuales se puede encontrar el 
disciplinable, implica la revisión de la existencia de: 
a. Libertad ambiental, física o material: la ausencia de fuerzas naturales que no le sean ni 
previsibles, ni controlables, enmarcadas en el común comportamiento del sujeto, se haría 
referencia al caso fortuito. 
b. Libertad social de acción: la ausencia de fuerzas humanas insuperables, esencialmente 
remitiéndose a la fuerza mayor. 
3. Conocimiento de los hechos que fundan el injusto: es el razonamiento que debe existir y que 
le permita al sujeto el conocimiento de que con su acción infracciona un deber funcional. 
4. Conocimiento adecuado: es el entender profano, el elemento social común que le permite 
comprender que con su acción está generando un injusto disciplinario al contrariar sus deberes 
funcionales (Fernandez, 1995, pág. 227). 
Obsérvese que en materia disciplinaria la integración de los dos últimos factores citados 
resulta de trascendental importancia, dado el hecho que en la gran mayoría de los casos el ilícito 
disciplinario parte de un desconocimiento funcional, sin embargo, si el sentido común y el entender 
cotidiano, le permite al disciplinable considerar el injusto de su acción y no obstante ello procede 
surge un principio de dolo en su conducta ya que libremente actuó y transgredió la norma 
funcional. 
En efecto, en materia disciplinaria para la construcción del dolo como motivo de 
imputación no solo se requiere la demostración del conocimiento total del disciplinable de las 
normas que determinan sus deberes funcionales, sino además el conocimiento social, la 
consciencia colectiva que con su acción transgrede y afecta un valor social. 
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Sería el caso de un administrador público que contrata directamente por un valor 
correspondiente a proceso de selección de mayor cuantía por licitación pública, 
independientemente de su desconocimiento de las normas de contratación su consciencia social le 
permite entender, dilucidar que no es apropiado con los fines sociales de la contratación su 
proceder.  
El principio de culpabilidad se constituye en la columna vertebral de la responsabilidad 
disciplinaria, en la medida en que es un elemento determinador de la misma y regulador de la 
sanción disciplinaria; determinador por cuanto a partir del principio de la subjetividad se exige 
como presupuesto de la sanción disciplinaria la concreción del dolo o la culpa en la conducta 
realizada y regulador en tanto que la sanción disciplinaria debe corresponder necesariamente a una 
fórmula que integran la naturaleza de la falta disciplinaria cometida más la forma de la culpabilidad 
atribuida. 
A más de lo indicado, en el marco del Estado Social de Derecho el principio de culpabilidad 
se constituye en una garantía fundamental frente al ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado, 
se sustenta en tres principios constitucionales: la dignidad humana, la presunción de inocencia y 
el debido proceso, los cuales en sus diversas manifestaciones deben establecerse en la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria, bajo la premisa que la libertad de acción debe 
considerarse en el disciplinario como un libertad de hacer solo lo que legalmente está permitido 
en los deberes funcionales, por ello el elemento subjetivo de la responsabilidad expresado en las 
modalidades del dolo y la culpa, se construye a partir de los juicios de desvalor que surgen cuando 
el disciplinado en ejercicio libre de su capacidad derivada de la competencia que le atribuye el 
deber funcional, realiza una acción con el conocimiento, la voluntad y el propósito de infraccionar 
el mismo como lo sería el dolo o bien actúa con imprudencia, negligencia o falta de cuidado en su 
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observancia en el caso de la culpa, con estas exigencias de determinación se impiden los excesos 
objetivos en la aplicación del ejercicio sancionatorio de la Administración Pública.  
Es evidente que en la praxis estos desarrollos no son fáciles de concretar, en el Derecho 
Disciplinario Colombiano existe una multiplicidad de factores que se convierten en obstáculos en 
el desarrollo dogmático de la culpabilidad disciplinaria y por supuesto tensionan la función de las 
autoridades disciplinarias, surge la necesidad de elaborar una propuesta clara y práctica de la 
culpabilidad disciplinaria en sus modalidades del dolo y la culpa, que permita diferenciarla de la 
culpabilidad penal, esto sin desconocer que en sus aspectos sustanciales estos conceptos se nutren 
de elementos propios de ese derecho sancionador de última ratio, pero sería completamente 
equivocado considerar que se le pueden dar las mismas equivalencias en ambas disciplinas 
jurídicas o pretender “flexibilizarlos” en el Derecho Disciplinario; lo cierto es que su 
conceptualización es diferente en el ámbito disciplinario y muy por el contrario como se piensa, 
sus componentes son en extremo exigentes en cuanto a su estructuración y verificación en un 
proceso disciplinario. 
Esencialmente las principales dificultades aplicativas prácticas que surgen respecto de la 
determinación de la culpabilidad disciplinaria se pueden sintetizar así: 
1. La ausencia de una definición del dolo disciplinario, situación que imponía que tanto 
jurisprudencial como doctrinalmente por vía de remisión del artículo 21 de la Ley 734 de 2002, se 
acudiera a la definición del dolo penal, para traerlo y aplicarlo en el disciplinario, supliendo el 
vacío presentado, con las dificultades prácticas que conlleva por ser su fundamento 
razonablemente diferente8. Vale la pena aclarar que esta situación ya está solucionada a partir de 
                                            
8 El dolo penal parte de la libertad o autonomía del individuo frente a la conducta punible, de ahí que el juicio de 
reproche que se origina por su infracción proviene del desvalor de su acción de haber podido y debido actuar de otra 
manera. En el Derecho Disciplinario esta máxima no aplicaría ya que el sujeto disciplinable en principio carece de 
302 
 
la previsión contenida en el artículo 28 de la Ley 1952 de 2019, norma que ya propone una 
definición del dolo disciplinario. 
2. La indiscutible dificultad que se presenta para determinar la culpa ya en su modalidad de 
gravísima o grave, por la ausencia de criterios normativos para diferenciar la imprudencia de la 
omisión de cuidado. 
3. La aplicación de la técnica de los numerus apertus utilizada por el legislador en los tipos 
disciplinarios, que permite viabilizar que una conducta pueda ser considerada en cuanto a su 
ejecución indistintamente a título de dolo o de culpa, salvo en los casos en que expresamente la 
redacción del tipo disciplinario impida considerar la culpa, técnica que indiscutiblemente puede 
llevar a excesos de subjetividad en los criterios de valoración que aplica la Autoridad Disciplinaria 
para definirlos en cada caso. 
El tratadista Alejandro Nieto sobre la necesaria diferenciación de la culpabilidad 
disciplinaria y la culpabilidad penal, señaló: 
“Si el Derecho Administrativo Sancionador se limita a navegar en la estela del Derecho Penal y a 
reproducir miméticamente lo que en él se está haciendo, se cometerá un error dogmático gravísimo 
y, lo que es peor, traicionará los intereses de la Justicia y el Orden Social. Porque si es bueno que 
el Derecho Administrativo Sancionador abandone definitivamente las actitudes autoritarias del 
pasado, tampoco es deseable que pierda su identidad ahogándose en los moldes del Derecho Penal, 
que no son los suyos. Con lo cual volvemos a lo de siempre: la culpabilidad es exigible en las 
infracciones administrativas, pero no en los mismos términos que en el Derecho Penal y a los 
juristas corresponde determinar cuáles son sus peculiaridades” (Nieto, 2012, p. 336). 
                                            
libertad, solo puede realizar válidamente lo que le indica su deber funcional, luego el juicio de desvalor de su acción 
tendría otro enfoque desde el punto de vista racional. 
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Como complemento de lo anterior el mismo tratadista se remite a STS del 05 de febrero de 
1999, art. 1824 en la cual se señala: 
“Hay que precisar -así lo hace la doctrina científica- que la culpabilidad exigible en las infracciones 
administrativas lo es en distintos términos que, en el Derecho Penal, porque frente a lo limitado de 
los ilícitos penales, en el Derecho Administrativo Sancionador el repertorio de los ilícitos es 
inagotable y no puede sistematizarse la interpretación de dicho concepto ni exigirse a la persona el 
conocimiento de todo lo ilícito. Si se hiciera así el Derecho Administrativo Sancionador no existiría. 
Al movernos en el campo del Derecho Administrativo Sancionador, debemos tener en cuenta que 
las normas -el Ordenamiento Jurídico- protegen los intereses públicos” (Nieto, 2012, p. 336). 
Un aspecto práctico que influye profundamente en la determinación de la culpabilidad 
disciplinaria, radica en que siendo el deber funcional el único objeto del Derecho Disciplinario, 
tanto servidores públicos como particulares, en la mayoría de los casos, no lo tienen claro o 
desconocen las funciones de sus cargos, al momento de elaborar el juicio de reproche de la 
culpabilidad por vía del dolo o la culpa, este no puede fundamentarse en ese conocimiento como 
punto de partida, sino que es necesario un estudio integral de aspectos como el conocimiento, la 
voluntad, la actuación desarrollada por la Administración Pública como instructora al respecto y 
las condiciones particulares personales en que el disciplinado desarrollo su comportamiento. 
Por estas razones, se deben proponer elementos racionales que permitan la construcción de 
criterios para determinar los conceptos del dolo y la culpa con elementos propios del Derecho 
Disciplinario que le otorguen a la culpabilidad disciplinaria una identidad propia. 
Capítulo I 
Evolución del principio de culpabilidad en el derecho disciplinario colombiano 
La culpabilidad disciplinaria es una categoría se encuentra en construcción proceso en el 
cual el eje temático central es su deslinde del concepto de culpabilidad penal, esta evolución tiene 
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su punto más alto a partir de la expedición de la Ley 1952 de 2019, en la cual ya se define 
claramente el dolo y la culpa disciplinaria, con lo cual se permite ahora una mejor definición de 
ese elemento subjetivo de la responsabilidad disciplinaria. 
1.1. Desarrollo constitucional del principio de culpabilidad disciplinaria 
El principio de culpabilidad se construye a partir de la previsión contenida en el artículo 1 
de la Constitución Política que reconoce a Colombia como un Estado social de derecho, 
fundamentado en el respeto de la dignidad humana, con lo cual se ubica al ser humano como el 
principio y fin del funcionamiento del mismo. 
El principio de la dignidad humana encuentra su progresividad en el artículo 16 
Constitucional que consagra el libre desarrollo de la personalidad, sin más limitaciones que las que 
imponen los derechos de los demás y el orden jurídico, con lo cual se determina que 
independientemente del reconocimiento de la autodeterminación de las personas, esta solo tiene 
como limitante las normas jurídicas que garantizan los derechos de los demás asociados. 
A partir de lo anterior se entiende que el Estado puede en aras de garantizar los derechos 
de la colectividad mediante normas jurídicas limitar el libre desarrollo de la personalidad, 
entendida como una proyección de la dignidad humana, potestad estatal que no puede ser 
omnímoda es por ello que surgen los principios del debido proceso y de la presunción de inocencia 
como elementos garantistas frente a la misma.  
Es así como en los incisos primero y último del artículo 29 Constitucional se establece que 
“el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas” 
(Constitución Politíca de Colombia, 1991) y declara que toda persona se presume inocente 
mientras no se la haya declarado culpable. 
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Acorde con estos principios cuando el Estado pretenda determinar la responsabilidad de 
las personas por conductas que excedieron la libertad de su autodeterminación al desconocer 
derechos de la colectividad protegidos normativamente, debe necesariamente observar 
rigurosamente los procedimientos establecidos para establecerlo y determinarlo y en ese desarrollo 
debe asumir que la persona se presume inocente frente a las conductas reprochadas hasta tanto no 
se le concrete la subjetividad (dolo, culpa o preterintención), en cuanto al acto (acción u omisión) 
realizado. 
Como puede verse existe armonización, coherencia y correspondencia en las normas 
constitucionales que sustentan el principio de culpabilidad, evidentemente las diferenciaciones se 
advierten en el caso de los derechos sancionadores como el Penal y el Disciplinario a partir del 
objeto de protección es en el primero, bienes materiales tangibles, en el segundo, un solo bien 
inmanente e intangible, el deber funcional.  
1.2. Desarrollo legal del principio de culpabilidad disciplinaria 
Evidentemente en sus orígenes en el Derecho Disciplinario regía la responsabilidad 
objetiva, así se advierte en normas como el Decreto 2400 de 1968 y el Decreto Ley 3074 de 1968, 
normas que establecían un régimen disciplinario basado esencialmente en aspecto objetivos, 
Señala (Gómez, 2002) que normativamente el primer esbozo del principio de responsabilidad 
subjetiva en materia disciplinaria data del artículo 131 del Decreto 1950 de 1973, en el cual para 
efectos de la acusación se utilizó la palabra “inculpado”, citando el autor luego el (Decreto Ley 
1651, 1977; art.57), norma en la cual ya se incluye la culpabilidad como elemento de 
responsabilidad. 
Lo cierto es que viene a ser la (Ley 13, 1984; art.15. núm.4) la norma que estableció las 
pautas que incluyeron el principio de subjetividad en materia disciplinaria, al incluirse en la 
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descripción de algunos tipos disciplinarios los conceptos del dolo y la culpa, obviamente sin 
definirlos, así como expresiones que indicaban la pertinencia del dolo como “interesarse 
ilícitamente”, “facilitar”, “intencionalmente”. La misma situación se advierte en el Decreto 482 de 
(1985) reglamentario de la citada Ley 13 de 1984, en cuyo artículo 48 que describe las faltas que 
dan lugar a la destitución retoma los conceptos del dolo y la culpa y los términos indicativos del 
dolo. 
Normativamente el principio de culpabilidad disciplinaria adquiere identidad propia en la 
Ley 200 de 1995, estatuto que representa la materialización del nacimiento de una verdadera 
dogmática disciplinaria, en cuanto a la culpabilidad ya se consagró el principio de la dignidad 
humana, la presunción de inocencia y la culpabilidad al determinar como fundamento de la sanción 
disciplinaria el dolo y la culpa, sin que se haya definido el concepto de dolo, ni la culpa en materia 
disciplinario. (Ley 200 de 1995; arts. 7,8 y 14) 
Estos principios fueron mantenidos y desarrollados en la Ley 734 de 2002, al señalarse en 
su artículo 8 el reconocimiento de la dignidad humana: 
Reconocimiento de la dignidad humana. “Quien intervenga en la actuación disciplinaria 
será tratado con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”; la presunción de 
inocencia en el artículo 9, al indicarse: 
Presunción de inocencia. A quien se atribuya una falta disciplinaria se presume inocente 
mientras no se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado. Durante la actuación toda duda 
razonable se resolverá a favor del investigado cuando no haya modo de eliminarla. 
La culpabilidad en su artículo 13 al prever: 
Culpabilidad. “En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad 
objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa” Ciertamente esta norma no 
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define el dolo disciplinario, pero su gran innovación es que ya presenta una definición de la culpa 
disciplinaria, en efecto en parágrafo único de su artículo 44 dispone: 
Parágrafo. “Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia 
supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento; La 
culpa será grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario 
que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones” (Ley 734, 2002). 
Como aspecto importante en materia de ubicación del dolo y la culpa disciplinaria, la Ley 
734 de 2002 activo la técnica de los numerus apertus o números abiertos, que permite 
indistintamente que en principio toda conducta disciplinable pueda ser cometida a título de dolo o 
culpa, que bien se logra convertir en el problema más complejo en disciplinario puesto que en la 
mayoría de los casos dada la indeterminación en la definición del comportamiento, permite que la 
Autoridad Disciplinaria bajo criterios personalistas defina el dolo o la culpa en el mismo, 
desconociéndose muchas veces los elementos indicativos que el legislador ha consignado en los 
tipos disciplinarios como el elemento a sabiendas, con el propósito o intencionalmente. 
Asigna una función a la culpabilidad como reguladora de la sanción disciplinaria al 
establecer en su artículo 44 las clases de sanciones y condicionar su definición y aplicación a dos 
elementos la naturaleza de la falta y la forma de la culpabilidad. (Ley 734, 2002) 
Finalmente, la Ley 1952 de 2019 revalida estos principios y les otorga un estatus prioritario 
en materia disciplinaria al consagrar en su artículo 1 lo siguiente: 
Reconocimiento De La Dignidad Humana. Quien intervenga en la actuación disciplinaria 




Culpabilidad. “En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por conductas 
realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo o culpa. Queda 
proscrita toda forma de responsabilidad objetiva” En relación con la presunción de inocencia en el 
artículo 14 señala: 
Presunción De Inocencia. “El sujeto disciplinable se presume inocente y debe ser tratado 
como tal mientras no se declare su responsabilidad en fallo ejecutoriado. Durante la actuación 
disciplinaria toda duda razonable se resolverá a favor del sujeto disciplinable cuando no haya modo 
de eliminar la responsabilidad” 
La gran innovación y aporte que la norma hace es que ya define el dolo en materia 
disciplinaria al indicar en su artículo 28 lo siguiente: 
Dolo. “La conducta es dolosa cuando el sujeto disciplinable conoce los hechos 
constitutivos de falta disciplinaria, su ilicitud y quiere su realización”. 
Así mismo, porque precisa la definición de la culpa disciplinaria al indicar en su artículo 
29, modificado artículo 4 Ley 2094 de 2021, lo siguiente: 
Culpa. “La conducta es culposa cuando el sujeto disciplinable incurre en los hechos constitutivos 
de falta disciplinaria, por la infracción al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible y debió 
haberla previsto por ser previsible o habiéndola previsto confió en poder evitarla. 
La culpa sancionable podrá ser gravísima o grave. 
La culpa leve no será sancionable en materia disciplinaria. 
Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención 
elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando 
se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del 
común imprime a sus actuaciones.”. 
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La norma en cita mantiene la técnica de los números abiertos en los tipos disciplinarios, 
por lo tanto, se le pueden aplicar los mismos razonamientos ya expuestos. 
Igualmente mantiene la función reguladora de la culpabilidad respecto de la sanción 
disciplinaria a imponer acorde con lo consignado en su artículo 48 que establece la clase y los 
límites de las sanciones disciplinarias, manteniendo la fórmula que integra la naturaleza de la falta 
y la modalidad de la culpabilidad asignada al disciplinado (Ley 1952, 2019; art. 48). 
1.3. Desarrollo jurisprudencial del principio de culpabilidad disciplinaria  
En relación con el principio de culpabilidad la Corte Constitucional lo ha definido como 
un elemento ineludible y necesario en la determinación de la responsabilidad y la imposición de 
la sanción disciplinaria, admitiendo que presenta algunas atenuaciones y flexibilizaciones. 
“Es fácil deducir que, en materia penal, al igual que en el campo del derecho disciplinario, la 
sanción imponible por la comisión de una conducta reprochable sólo tiene lugar en presencia de 
acciones dolosas o culposas; Ciertamente, la proscripción de la responsabilidad objetiva que acoge 
el régimen jurídico colombiano impone la restricción de sancionar la conducta por el sólo hecho de 
la ocurrencia del resultado y exige, en cambio, verificar la finalidad dolosa o culposa en la ejecución 
de la acción que se investiga; Ahora bien, la circunstancia de que las conductas que vulneran el 
régimen jurídico merezcan sanción sólo cuando se realizan de manera culposa o dolosa no significa 
que todas las infracciones admitan ser ejecutadas en ambas modalidades de conducta. La 
determinación de si un comportamiento puede ser ejecutado a título de dolo o culpa depende de la 
naturaleza misma del comportamiento. En otros términos, el dolo o la culpa son elementos 
constitutivos de la acción, son sus elementos subjetivos estructurales. De allí que sea la propia 
ontología de la falta la que determina si la acción puede ser cometida a título de dolo o de culpa o, 
lo que es lo mismo, que la estructura de la conducta sancionada defina las modalidades de la acción 
que son admisibles” (Corte Constitucional, Sentencia C-181, 2002). 
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Así mismo el Tribunal Constitucional ha definido el dolo disciplinario acudiendo a 
definiciones propuestas en decisiones de la Procuraduría General de la Nación y a 
conceptualizaciones doctrinales, que lo ubican como un elemento que se genera a partir del 
conocimiento que tiene el disciplinado de sus deberes funcionales, lo cual ciertamente en la 
práctica no resulta fácil de demostrar. 
Corte Constitucional, Sentencia T-319 A, 2012: 
“Delimitados de esa manera esos conceptos, la Corte considera pertinente destacar las 
aproximaciones que se han hecho, desde la doctrina, a la definición del dolo en materia 
disciplinaria. La Corte destaca, en esta ocasión, la elaborada por la Procuraduría General de la 
Nación: El dolo en materia disciplinaria implica que el sujeto disciplinable haya tenido 
conocimiento de la situación típica que implica el desconocimiento del deber que sustancialmente 
debe observar y que voluntariamente haya decidido actuar en contravía a éste; por tanto, el conocer 
ya involucra el querer, ya que si se tiene conocimiento y pese a eso se realiza la conducta, es porque 
efectivamente quiere el resultado” 
“La doctrina, por su parte, ha propuesto partir de la definición que otras disciplinas hacen del dolo, 
asociándolo con la intencionalidad y el saber, en los mismos términos planteados por la 
Procuraduría. Al respecto, se ha dicho: Tratándose del dolo en materia disciplinaria, se parte de una 
presunción, de estirpe constitucional, consagrada en el artículo 122 de la Carta, según el cual el 
funcionario, al momento de asumir sus funciones, se compromete solemnemente a cumplir la 
Constitución, la ley y los reglamentos que rigen la función o el servicio que va a desempeñar. Eso 
significa que entiende el compromiso que adquiere y que se obliga, no solo a observar las normas, 
sino a tener conocimiento de ellas y de la manera en que deben aplicarse” [...] Corte Constitucional, 
Sentencia T-319 A, 2012). 
“Por lo anterior se afirma que el servidor público soporta una carga mayor y superior en materia de 
responsabilidad y que para excusarse de cumplir con sus postulados, debe probar, de manera 
311 
 
fehaciente, que ha sido contra su querer o ajena a su voluntad la actuación que vulnera el 
ordenamiento, o que su propósito fue diferente al conseguido, o que actuó suponiendo unos 
resultados, pero sobrevinieron unos diferentes” (Brito, 2012). 
 “Así las cosas, la Sala resolverá el caso concreto con fundamento en las siguientes premisas: i) El 
examen de la culpabilidad del servidor público investigado por la presunta comisión de una falta 
disciplinaria es un requisito indispensable para la imposición de la sanción; ii) Dicho examen 
implica verificar si, con su conducta, el investigado vulneró la garantía de función pública que 
activa la potestad disciplinaria del Estado; iii) La autoridad disciplinaria cuenta con un amplio 
margen para determinar si la falta se cometió a título de dolo o culpa, dado el sistema de tipos 
abiertos y de numerus apertus que estableció el legislador en materia disciplinaria y; iv) El dolo se 
entiende configurado, en principio, cuando el disciplinable conoce la tipicidad de su conducta y, 
pese a ello, actúa en contra de sus deberes funcionales” (Consejo de Estado, Radicado 11001-03-
25-000-2014-00360-00(1131-14), 2014) 
Corte Constitucional, Sentencia C-721, 2015: 
“La culpabilidad es un elemento ineludible y necesario de la responsabilidad como de la imposición 
de la pena, por lo que la actividad punitiva del Estado tiene lugar sobre la base de la responsabilidad 
subjetiva. (Corte Constitucional, Sentencias C-626, 1996 y C-595, 2010) No obstante que el 
principio general es la exigencia del debido proceso administrativo y la exclusión de la 
responsabilidad objetiva en materia sancionatoria administrativa, la Corte ha precisado que estos 
principios presentan algunas atenuaciones y flexibilizaciones, así como algunas excepciones muy 
restringidas y precisas respecto de la exclusión de la responsabilidad objetiva en el derecho 
administrativo sancionador” (Corte Constitucional, Sentencias C-595 de 2010 y C-089 de 2011) 
“La sujeción del Derecho disciplinario a la Constitución implica que además de garantizar los fines 
del Estado Social de Derecho, debe reconocer los derechos fundamentales que rigen nuestro 
ordenamiento jurídico, siendo la culpabilidad uno de ellos según lo consagrado en el artículo 29 
Superior en virtud del cual “Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado 
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judicialmente culpable” (Corte Constitucional, Sentencias C-721, 2015; C-195, 1993; C-280, 1996; 
C-306, 1996; C-310, 1997; C-155, 2002; C-720, 2006 y C-504, 2007) 
Retomando el artículo 29 de la Constitución Política, “Toda persona se presume inocente 
mientras no se la haya declarado judicialmente culpable” (Constitución Politíca de Colombia, 
1991). En armonía con esta premisa constitucional, el artículo 14 de la Ley 200 de 1995 consagra 
la proscripción de la responsabilidad objetiva en los siguientes términos (Corte Constitucional, 
Sentencia C-181, 2002): Art 14. Culpabilidad. “En materia disciplinaria queda proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva y las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa” (Ley 200, 
1995). 
En lo que respecta al dolo y la culpa disciplinaria se ha indicado que son elementos 
constitutivos de la acción disciplinaria, sin que ello suponga una afectación a los derechos 
fundamentales del disciplinados, ya que se aplica la técnica de los números apertus. 
Por su parte el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, también se ha 
pronunciado sobre la culpabilidad en materia disciplinaria al indicar: 
[…] “la culpabilidad- está expresamente regulado en el artículo 13 de la Ley 734 de 2002, el cual 
dispone que en materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las 
faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa lo cual significa en términos de la jurisprudencia 
constitucional que El titular de la acción disciplinaria no solamente debe demostrar la adecuación 
típica y la antijuridicidad de la conducta, pues ésta debe afectar o poner en peligro los fines y las 
funciones del Estado, sino también le corresponde probar la culpabilidad del sujeto pasivo 
manifestando razonadamente la modalidad de la culpa, principio legal que deriva del mandato 
consagrado en el artículo 29 superior en virtud del cual Toda persona se presume inocente mientras 
no se le haya declarado judicialmente culpable” (Consejo de Estado, Sentencia 11311, 2014). 
“Atendiendo a lo anterior, como se puede observar el artículo 13 de la Ley 734 de 2002 –antes 
trascrito-, no trae una descripción conceptual de la culpabilidad es decir no define que debe 
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entenderse por tal sino que consagra una regla de prohibición –no puede haber responsabilidad 
objetiva- y los grados o niveles que la componen, esto es el dolo y la culpa; el contenido de los 
grados de culpabilidad sancionables en materia disciplinaria –dolo y culpa-, puede establecerse, 
como lo ha definido previamente la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, para el dolo 
atendiendo al código penal -por remisión expresa del artículo 21 de la Ley 734 de 2002- y para la 
culpa de conformidad con el artículo 44 –parágrafo- de la Ley 734 de 2002 en el cual se definen 
los conceptos de culpa gravísima –ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta 
de reglas de obligatorio cumplimiento- y culpa grave -inobservancia del cuidado necesario que 
cualquier persona del común imprime a sus actuaciones” (Consejo de Estado, Sentencia 00032, 
2018). 
La misma Corporación se ha pronunciado respecto del dolo, acudiendo al dolo penal para 
replicarlo al Derecho Disciplinario señalando: 
En cuanto al dolo dado que a diferencia de la culpa gravísima y grave no se encuentra 
definición expresa en la norma disciplinaria, por vía de la integración normativa en remisión a las 
normas del Código Penal se tiene que está integrado por el conocimiento del agente en relación a 
que los hechos son constitutivos de infracción disciplinaria y su voluntad en la realización de la 
conducta infractora, es decir se estructura cuando se encuentran acreditadas estas dos 
circunstancias de forma independiente. Por otra parte, por la vía de la jurisprudencia constitucional 
y de la doctrina se ha aceptado que el dolo se entiende configurado, en principio, cuando el 
disciplinado conoce la tipicidad de su conducta y, pese a ello, actúa en contra de sus deberes 
funcionales, con lo cual el conocer involucra el querer, ya que si se tiene conocimiento y pese a 
ello se realiza la conducta es porque efectivamente quiere el resultado. 
“La específica noción de antijuridicidad que caracteriza al derecho disciplinario y le diferencia del 
derecho penal, a saber, que la antijuridicidad en el derecho disciplinario no se basa en un daño a un 
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bien jurídico protegido, sino en el incumplimiento de los deberes funcionales del servicio público” 
(Consejo de Estado, Sentencia 00032, 2018). 
El Código Disciplinario Único señala que las faltas disciplinarias en materia de 
culpabilidad sólo son sancionables a título de dolo o culpa, quedando por ello proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva, con lo cual el legislador se inscribió para tales efectos dentro de los 
sistemas de responsabilidad subjetivos. 
“Bajo estos parámetros las autoridades disciplinarias deben verificar si la conducta que se atribuye 
al encartado fue cometida con dolo o culpa, es decir de manera intencional o por falta de cuidado, 
Esto máxime cuando el legislador al consagrar tipos disciplinarios bajo el sistema de numerus 
apertus no señaló de forma taxativa qué comportamientos son cometidos con dolo o culpa con lo 
que se otorgó un amplio margen de valoración al operador disciplinario; ahora bien, en cuanto al 
dolo dado que a diferencia de la culpa gravísima y grave no se encuentra definición expresa en la 
norma disciplinaria, por vía de la integración normativa en remisión a las normas del Código Penal 
se tiene que está integrado por el conocimiento del agente en relación a que los hechos son 
constitutivos de infracción disciplinaria y su voluntad en la realización de la conducta infractora, 
es decir se estructura cuando se encuentran acreditadas estas dos circunstancias de forma 
independiente” (PGN, Radicado 11001-03-25-000-2013-00190-00(0449-13), 2015) 
Como bien puede observarse los altos Tribunales citados, se remiten por vía de la 
integración normativa a aspectos esenciales de la culpabilidad penal para trasplantarlos al 
disciplinario, bajo las consabidas consideraciones de la flexibilización y atenuación en su 
aplicación en esta última disciplina jurídica. 
La premisa radica en que en defensa del principio de subjetividad la conducta puede ser 
sancionada sólo cuando se determine el dolo o la culpa en la misma, pero reservándose la 
Autoridad Disciplinaria la potestad de definir esos conceptos en la conducta, sin que ello se tenga 
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como desconocimiento de garantías fundamentales, bajo el indicativo que el objeto de protección 
del Derecho Disciplinario, la observancia del deber funcional, lo permite. 
No se hace oposición a la técnica de los números abiertos, pero si se deja firmemente 
consignado que la misma no puede ser utilizada sin filtros de protección que garanticen los 
derechos de los disciplinados derivados los mismos de elementos indicativos señalados en el 
mismo tipo disciplinario, aspecto sobre el cual se profundizará más adelante. 
1.4. Posición de la Procuraduría General de la Nación sobre el principio de culpabilidad 
disciplinaria 
Sala Disciplinaria, fallo del 21 de mayo de 2015. Aprobado en acta de Sala No. 19. 
Expediente Radicado. 161-5501 (IUS-150037-2010). 
“En consecuencia, el juicio de responsabilidad, bien en materia penal o disciplinaria, no es completo 
sin el de la culpabilidad. Es por ello que el régimen de la responsabilidad, tanto en el derecho penal 
como en el derecho disciplinario, es subjetivo y, desde luego, debe ser acorde con las condiciones 
personales e individuales del presunto autor. La doctrina penal ha dado muy bien cuenta de ello, 
premisas que sin duda tienen plena aplicabilidad en el ámbito del derecho disciplinario:  Se entiende 
por culpabilidad o responsabilidad plena el juicio de exigibilidad en virtud del cual se le imputa al 
agente la realización de un injusto penal, pues, dadas las condiciones de orden personal y social 
imperantes en el medio donde actúa, se encontraba en posibilidad de dirigir su comportamiento 
acorde con los requerimientos del orden jurídico y no lo hizo. Se trata de un juicio de carácter 
eminentemente normativo fundado en la exigibilidad, idea que preside toda la concepción de la 
culpabilidad y en virtud de la cual el agente debe responder por su comportamiento ante los 
tribunales legalmente constituidos -según un rito procesal consagrado con anterioridad al hecho por 
el ordenamiento jurídico estatal-. Por no haber actuado conforme a la norma; lo anterior evidencia 
el carácter individual y social de la culpabilidad, pues se es responsable en un contexto histórico 
concreto, en una organización social determinada, y en función de una gama de condiciones de 
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diverso orden que inciden en el comportamiento individual; por ello, el juicio de culpabilidad no 
puede desbordar los marcos propios del estado social y democrático de derecho y debe 
corresponderse con sus postulados inspiradores, empezando por el supremo mandato constitucional 
de respetar la dignidad de la persona humana” (Constitución Política, 1991; art. 1°; Sentencia 
16155, 2015; p.492) 
“Así las cosas, el elemento subjetivo está formado por un juicio de «exigibilidad» y la acción del 
sujeto debe estar ceñida a la representación mental del deber indicado en la norma de derecho a 
cumplir; por tanto, su inobservancia deberá estar atada al elemento volitivo conformado por los 
ingredientes generadores del dolo o la culpa; es por eso que «si la razón de ser de la falta 
disciplinaria es la infracción a unos deberes, para que se configure violación por su incumplimiento, 
el servidor público infractor sólo puede ser sancionado si ha procedido dolosa o culposamente, 
pues, como ya se dijo, el principio de culpabilidad tiene aplicación no solo para las conductas de 
carácter delictivo sino también en las demás expresiones del Derecho sancionatorio, entre ellas el 
derecho disciplinario de los servidores públicos” (Corte Constitucional, Sentencia C-155, 2002; C-
948, 2002) 
De esta manera, el derecho disciplinario, como derecho sancionador que es, exige la 
imputación subjetiva, que en punto de la estructura de la falta disciplinaria implica la categoría de 
culpabilidad, siendo el dolo y la culpa las dos únicas modalidades de aquellas. En cuanto a la 
primera (dolo), los elementos para su configuración son los siguientes: 
“1) Atribuibilidad de la conducta (imputabilidad). En este punto es donde adquiere la regla 
disciplinaria su función de precepto de determinación. Así, quien no es determinable por la norma, 
por haber cometido la conducta en una causal de inimputabilidad o porque sencillamente no es 
sujeto disciplinable, no puede ser culpable; 2) Exigibilidad del cumplimiento del deber (juicio de 
reproche); 3) Conocimiento de la situación típica. Es decir, el conocimiento de los elementos 
estructurales de la conducta que se realiza; 4) Conciencia de la ilicitud. Para que se dé esta se 
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requiere el conocimiento de la prohibición o deber; es decir, el conocimiento del tipo disciplinario; 
5) Voluntad, para realizar u omitir el deber o la prohibición”. 
En ese orden de ideas, estando demostrados los elementos de atribuibilidad de la conducta, 
la exigibilidad del cumplimiento del deber frente a las normas que fueron imputadas, el 
conocimiento sobre la situación típica y, sobre todo, el conocimiento de la ilicitud de la conducta, 
las pruebas permiten concluir contundentemente que el disciplinado actuó con voluntad para 
abstraerse del cumplimiento de sus deberes funcionales. 
Sala Disciplinaria, fallo del 17 de abril de 2018. Aprobado en Acta de Sala No. 20. 
Expediente Radicado 161-7005 (IUS 155–126580–2005). 
La categoría de la culpabilidad en materia disciplinaria exige que se den los siguientes 
presupuestos ii) imputabilidad, esto es, que se predica de quien es determinable por la norma y le 
puede ser atribuida la conducta; ii) juicio de reproche o exigibilidad del cumplimiento del deber o 
de comportamiento acorde con el deber; iii) conocimiento de los elementos que estructuran la 
conducta que se reprocha; iv) voluntad para realizar u omitir el cumplimiento del deber y, v) 
conocimiento de la prohibición o del deber, es decir, del tipo disciplinario.  
En pocas palabras, entendimiento del hecho que se realiza y el conocimiento de la exigencia 
del deber expresados en la determinación de quebrantar un deber funcional (Procuraduría General 
de la Nación, Sentencia 16170, 2018). 
1.5. Desarrollo doctrinal del principio de culpabilidad disciplinaria  
Considerando que este principio resulta de primordial importancia en la determinación de 




1.5.1. Tesis del tratadista Alejandro Nieto 
Expone el autor que la culpabilidad es el fundamento para imponer la sanción disciplinaria, 
indicando que la infracción administrativa requiere inicialmente la verificación de la 
antijuridicidad9 y el examen de los presupuestos de culpabilidad, en la medida en que no puede 
haber sanción para una acción antijurídica sin un autor culpable. 
Diferencia la culpabilidad penal de la disciplinaria enmarcando esta última en un rango 
más objetivo como un simple incumplimiento de un mandato al señalar: 
La infracción más generalizada no consiste en la producción de un daño (supuesto ordinario 
en el Derecho Penal) ni en la producción de un riesgo concreto (también admisible en este 
Derecho) sino en la de un peligro abstracto. Así es como se explica entonces que las infracciones 
administrativas sean consecuencia de una inobservancia: el simple incumplimiento de un mandato 
o de una prohibición de crear riesgos, habida cuenta que tal inobservancia basta para producir el 
peligro abstracto (Nieto, Derecho Administrativo Sancionador, 2012, pág. 325). 
Concluye diciendo que lo anterior permite comprender fácilmente “el descenso del nivel 
de exigencia de la culpabilidad”, ya que para condenar penalmente a una persona hace falta el dolo 
y raramente se requieren la imprudencia, en tanto que para sancionar una infracción administrativa 
basta con el simple incumplimiento formal. Reitera que el Estado no busca culpables, sino 
responsables, con lo cual el elemento subjetivo de la culpabilidad pierde su caracterización en la 
medida en que lo que importa en la prevención de peligros abstractos para aquel, no es la 
culpabilidad, sino el incumplimiento. 
                                            
9 Es preciso indicar que este autor español, no considera como fundamento de la responsabilidad disciplinaria la 
categoría de la ilicitud sustancial como quiera que en el Derecho Administrativo Sancionador Español no se considera 
la misma, por ello se remite a la antijuridicidad como un elemento determinador de la sanción, con lo cual da a entender 
que conjuga la legalidad con la antijuridicidad, vale decir expone una relación directa entre la tipicidad de la conducta 
y su antijuridicidad, se puede apreciar entonces que integra la legalidad con la antijuridicidad formal, lo cual 
ciertamente resulta discutible en el contexto de ya indicado sobre el principio de ilicitud sustancial en el marco del 
Derecho Disciplinario Colombiano. 
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Independientemente de lo anterior, señala que es indiscutible la aplicación en el Derecho 
Administrativo Sancionador del principio penal de culpabilidad personal, indicando que: 
“El punto de partida de esa evolución se encuentra en el rechazo absoluto de la culpabilidad, por 
ser ésta incompatible con la responsabilidad objetiva que preside originariamente en el campo de 
las infracciones administrativas. En una segunda fase se abandona la dura responsabilidad objetiva 
y se introduce un elemento subjetivo, que todavía no es el de la culpabilidad sino el de la mera 
voluntariedad; el autor ha de querer el resultado. Lo que significa que se elimina ya la 
responsabilidad en los supuestos de fuerza mayor, caso fortuito y -vis compulsiva- y se abren las 
puertas a la aceptación del error y la ignorancia. Con lo cual se llega a la tercera fase en que hoy 
nos encontramos y que supone la exigencia de la culpabilidad: no basta querer el resultado (que era 
lo que se llamaba voluntariedad psicológica) sino que es necesario querer el resultado ilícito” 
(intencionalidad, culpabilidad) (Nieto, Derecho Administrativo Sancionador, 2012, pág. 335). 
A partir de lo anterior determina las formas de la culpabilidad en el dolo y la culpa 
señalando que lo importante es “indagar hasta qué punto se han comunicado al Derecho 
Administrativo Sancionador” las modificaciones y avances de esos conceptos en el Derecho Penal. 
Desde esta óptica señala que el dolo está integrado por dos elementos: intelectual y volitivo. 
Implicando el primero el conocimiento de los hechos constitutivos del tipo de infracción y su 
significación antijurídica y el segundo está representado en el querer el hecho ilícito. 
Señala que en el Derecho Administrativo Sancionador la regla general no es el dolo sino la 
imprudencia (se entiende que el autor hacer referencia a la culpa), salvo cuando el dolo se 
constituye como un elemento subjetivo del tipo, excluyéndose así la posibilidad de la comisión de 
la infracción por vía de la culpa. 
En cuanto a la culpa, la concibe como el actuar con imprudencia (o negligencia) en la 
realización de un hecho típicamente antijurídico, infringir el deber de cuidado que personalmente 
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le era exigible y cuyo resultado debía haber previsto. Acudiendo a Cobo y Vives indica que la 
culpa consiste, en definitiva, en no haber previsto lo que debía y en no haber evitado lo que debía 
evitarse. Agrega que en la culpa no se puede prescindir del requisito de la posibilidad de evitar el 
resultado ya que en el Derecho no se pueden exigir cosas imposibles. 
Como corolario de su exposición el autor señala en cuanto a las formas de la culpabilidad 
lo siguiente: 
1. El dolo y la culpa grave sólo serán exigibles cuando así se establece en la norma, con lo cual 
radica la culpabilidad en el tipo disciplinario. 
2. En el Derecho Disciplinario la culpa, la negligencia y la imprudencia son la regla general y 
el dolo la excepción. Se debe entender que se refiere al concepto de la culpa gravísima. 
3. La simple inobservancia procede en los casos en que las normas establecen conductas de 
prevención en abstracto y se ha impuesto una autorización administrativa para el ejercicio de 
la actividad peligrosa (Cobo y Vives, 1999). 
Finalmente señala respecto del reconocimiento del principio de culpabilidad en el Derecho 
Administrativo Sancionador que no viene por vía Constitucional, sino Jurisprudencial, sugiriendo 
que debe regirse por normas propias liberándose de la tutela del Derecho Penal.  
1.5.2. Tesis de la tratadista Belén Marina Jalvo 
La autora parte señalando que al igual que ocurre en Colombia el Estatuto Básico del 
Empleado Público en España proclama el principio de culpabilidad como un principio rector de la 
potestad disciplinaria administrativa, sin hacer mayores precisiones al respecto, ni pronunciarse 
sobre el contenido del mismo. (Real Decreto Legislativo 5, 2015; art.94) 
Asume la tratadista que: En un sistema de responsabilidad subjetiva, el juicio de 
culpabilidad, entendido como un reproche dirigido al autor por la realización de un hecho 
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antijurídico precisa, además de la imputabilidad, de la exigibilidad y la concurrencia de la 
culpabilidad en algunas de sus formas (Jalvo, 2006, pág. 80). 
Precisa respecto de los grados de la culpabilidad en el Derecho Administrativo 
Sancionador, algo bien discutible, que el elemento subjetivo se cumple “aún a título de simple 
inobservancia”, discutible en la medida en que se confunde la tipicidad disciplinaria con la 
culpabilidad disciplinaria; agrega que los grados de intencionalidad, descuido o negligencia que 
se precisen en la conducta se toman como circunstancias para determinar el alcance de la sanción 
disciplinaria, remitiéndose al artículo 96.3 del EBEP, precisando que esos criterios se activan 
siempre y cuando concurran condiciones de imputabilidad y exigibilidad. (Real Decreto 
Legislativo 5, 2015; art.96) 
Resalta la tratadista, que rara vez las normas que tipifican las infracciones disciplinarias 
concretan el grado de negligencia o descuido o intencionalidad de necesaria ocurrencia en la 
comisión de la infracción, independientemente de su exigibilidad como elemento de la 
responsabilidad disciplinaria. 
Se evidencia en lo expuesto, que para la autora en el Derecho Administrativo Sancionador 
Español la culpabilidad como una expresión del principio de subjetividad es una exigencia al 
determinar la responsabilidad disciplinaria, bajo la forma de la intencionalidad, el descuido o la 
negligencia, advirtiéndose que no se enuncian los conceptos de dolo o la culpa como 
materializadores de esos vocablos y que se resalta que los tipos disciplinarios son extraños en la 
mayoría de los casos a indicarlos como elementos de guía en su concreción. 
1.5.3. Tesis del tratadista Esiquio Manuel Sánchez Herrera 
Considera el autor que en materia disciplinaria los grados de la culpabilidad requieren de 
un análisis previo sobre los siguientes aspectos: 
322 
 
1. Capacidad del deber o culpabilidad que es la exigencia de habilidad para ejercer el cargo o 
función, equivalente a la imputabilidad. 
2. Consciencia de la antijuridicidad que la persona conozca en qué grado actúa contra la 
prohibición, entendiéndose que la consciencia puede ser actual, eventual, potencial o 
actualizable.10 
3. Consciencia de la realización del hecho, el conocimiento de la ilicitud de la conducta que se 
ejecuta. 
En cuanto a las formas de culpabilidad en materia disciplinaria las concreta en el dolo y la 
culpa. 
Respecto del dolo señala que comprende un elemento anímico ya que está representado en 
expresiones como: con el fin, con el propósito, a sabiendas, de mala fe; precisa que está integrado 
por los siguientes elementos: 
 Voluntad. 
 Conocimiento de los hechos. 
 Conciencia de la antijuridicidad y representación (Sánchez, 2007; p. 76). 
No obstante, lo anterior, precisa que: 
“La voluntad y la representación son elementos accidentales, si están presentes, se atribuye esta 
forma de culpabilidad, empero si no lo están y sí los restantes, ellos son suficientes para la 
imputación dolosa. Tal aseveración tiene su soporte en que para el dolo disciplinario los elementos 
fundamentales y suficientes son el conocimiento del hecho que se realiza y el conocimiento de la 
exigencia del deber, es decir, el conocimiento de la ilicitud de la conducta, pues los servidores 
                                            
10 Para el autor la consciencia actual es aquella que se requiere al momento preciso de cometer la falta; el potencial se 
remite a la posibilidad de actualizar el conocimiento de lo ilícito cuando se comete la falta y el eventual es la cantidad 




públicos tienen como principal responsabilidad el conocimiento de sus funciones y los deberes 
propios del cargo” (Sánchez, 2007; p. 77). 
En cuanto a la culpa señala que presupone una infracción al deber objetivo de cuidado 
contenido en el parámetro normativizado de sus funciones, remitiéndose a la culpa gravísima en 
sus modalidades de ignorancia supina, como el desconocimiento de deberes que son 
consustanciales a la función; la desatención elemental, entendida como la no realización funcional 
de lo que resulta obvio, imprescindible de hacer, lo que comúnmente otra persona haría y la 
violación de normas de obligatorio acatamiento, como el incumplimiento de deberes previstos en 
normas imperativas.  
1.5.4. Tesis del tratadista Henry Villarraga Oliveros 
Expone el doctrinante que la culpabilidad como componente subjetivo del delito, se 
concreta en la “voluntad personal”, en la capacidad del individuo de “auto determinar su 
comportamiento”, elementos que permiten atribuirle determinado hecho o conducta; por lo tanto, 
considera que la culpabilidad es esencialmente un ejercicio intelectual de atribuibilidad, del hecho 
al sujeto que se realiza una vez establecido o configurado el injusto de la tipicidad y antijuridicidad. 
Al respecto Ferrajoli (2018) infiere: 
“ningún hecho o comportamiento humano es valorado como acción si no es fruto de una decisión; 
consiguientemente no puede ser castigado, y ni siquiera prohibido, si no es intencional, esto es, 
realizado con consciencia y voluntad por una persona capaz de comprender y querer” (Citado por 
Villarraga, 2014, p. 310). 
En cuanto a la determinación de la culpabilidad se apoya en tres teorías así: 
 La sicológica: la culpabilidad debe buscarse en la consciencia y voluntad del acto realizado, 
debe establecerse un vínculo intelectual o anímico entre el comportamiento y su autor, que se agota 
con la verificación del dolo, la culpa o la preterintención. 
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 La normativa: la culpabilidad es un reproche personal que se hace al sujeto por haberse 
comportado en forma contraria al deber instituido en la norma jurídica, pudiendo no hacerlo, el 
dolo, la culpa y la preterintención ya no son conceptos constitutivos de la culpabilidad, son 
elementos de la misma. 
 La finalista: se desplaza al dolo, la culpa y la preterintención de la culpabilidad para 
integrarlos al tipo, así la culpabilidad se integra: por la imputabilidad, la posibilidad concreta del 
autor de conocer la ilicitud del hecho y la exigibilidad de una conducta conforme a la ley. 
Para el autor la culpabilidad disciplinaria se adscribiría a la teoría sicológica o a la 
normativa. 
Manifiesta que en materia disciplinable la garantía del debido proceso en cuanto a la 
culpabilidad se rige por el sistema de los números apertus, técnica a partir de la cual toda afectación 
sustancial al deber funcional puede atribuirse al servidor público investigado a título de dolo como 
de culpa, requiriéndose en cada caso particular la realización del estudio correspondiente para 
definir la modalidad en que se desarrolló la conducta (Villarraga, 2014, p. 322). 
Precisa el autor que la libertad de determinación de la modalidad de la culpabilidad en las 
conductas disciplinables es apenas aparente (Corte Constitucional, Sentencia C-155, 2002) ya que 
independientemente de la aplicación de la técnica de numerus apertus, la imputación del dolo o la 
culpa a una conducta disciplinable, depende de dos factores: 
a) El probatorio que implica el estudio de las pruebas recaudadas para para particularizar la 
forma de realización de la conducta, el tipo de deber infringido y la naturaleza de la falta cometida. 
b) El diseño estructural del tipo disciplinario en la medida en que implícitamente el legislador 
le haya asignado la voluntariedad como elemento de ejecución que conllevaría al dolo o que 
inadmita la posibilidad de la culpa. 
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En cuanto a la determinación de dolo y la culpa se remite a lo expuesto por Del Teso 
Ángeles De Palma (1996), quien señala que en materia disciplinaria la culpa asume el papel de 
regla general, limitándose el dolo para los casos en los cuales el legislador exija la animosidad en 
la infracción al deber funcional, descartando la imprudencia o la negligencia. 
Así mismo en contraposición se remite a lo indicado por Isaza (2009) autor que considera 
que la imputación en principio debe hacerse a título de dolo, precisando que si la falta se debió al 
deber de actualizarlo se hablaría de culpa, esto a partir del conocimiento del disciplinado de sus 
deberes funcionales. 
Al respecto señala (Villarraga, 2014, pp. 333-336):  
“Que el problema radica en que no en todos los casos el conocimiento del deber se puede relacionar 
con su transgresión intencional; adicionalmente, considera que: En los eventos distintos a aquellos 
en los que la infracción demanda normativamente una animosidad específica, al conocimiento del 
deber ha de acompañarse la prueba de la intención de transgredirlo, so pena que necesariamente el 
comportamiento deba calificarse de culposo, finaliza indicando que: En materia disciplinaria, el 
juicio de imputación y atribución subjetiva correspondería a un primer nivel típico en tanto que se 
reservaría para la culpabilidad el análisis de la consciencia de antijuridicidad y el juicio de reproche 
por exigibilidad de conducta diversa”  
1.5.5. Tesis del tratadista Carlos Mario Isaza Serrano 
Considera que en materia disciplinaria la culpabilidad le añade un nuevo momento a la 
acción antijurídica convirtiéndola en falta disciplinaria, ya que fundamenta la disconformidad de 
la acción con el ordenamiento jurídico y con el reproche personal al disciplinado por haber actuado 
en forma contraria a las exigencias funcionales. 
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La toma como el resultado de un juicio normativo, en el que se imputa la realización de un 
comportamiento oficial contrario a las normas jurídicas que lo rigen, tomando en cuenta las 
calidades personales y el contexto donde se desempeña laboralmente el disciplinado. 
Configura la culpabilidad disciplinaria a partir de la integración de los siguientes elementos: 
1. Las condiciones personales y laborales del autor y una acción que lo vincule objetivamente 
con la falta, en una relación de causalidad. 
2. La imputabilidad, las condiciones psicofísicas del autor, las exigidas para el desempeño del 
empleo o función pública. 
3. La culpabilidad entendida como el conocimiento y la voluntad en la comisión de la falta a 
título de dolo o culpa, entendiendo el primero como la relación de la conducta ejecutada con las 
exigencias de conocimiento de las circunstancias fácticas o normativas que limitan el campo de 
acción del investigado, que permitirían evaluar la evitabilidad del resultado y la segunda como 
aquella conducta sea constitutiva de un estado psicológico querido por el autor, generando un 
riesgo al deber funcional. 
En cuanto al fundamento de la culpabilidad en materia disciplinaria descarta la posibilidad 
de fundamentarla en la libertad individual, señalando que el servidor público en principio no la 
tiene ya que está sujeto a unas reglas funcionales con la exigencia implícita de cumplimiento de 
cada una de ellas, siendo lícito su comportamiento cuando se ajusta a ellas, concluyendo que no 
tienen libertad jurídica, ni derechos subjetivos, salvo los que les otorgan las mismas normas a cuya 
observancia están obligados. 
A partir de lo anterior señala tomando como referente a Barreto (1999) señala que le 
compete al Estado gestionar las condiciones necesarias mínimas para el adecuado y regular 
cumplimiento del deber funcional, sin exceder los límites de la autonomía permitida en sus 
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asignaciones funcionales, así, precisa que cuando se dan esas condiciones y hay un acto de libertad 
que desborde los límites del deber funcional, es que se genera la atribuibilidad de la acción y la 
configuración de responsabilidad habida cuenta la conducta no puede ser reconocida como 
producto del ejercicio de la libertad jurídica que le se permite. 
Manifiesta que el concepto de exigibilidad en materia de culpabilidad disciplinaria debe 
enmarcarse en el contexto laboral y está siempre determinada por las exigencias jurídicas del deber 
funcional y se refiere a la observancia de una conducta oficial, razón por la cual indica que en el 
Derecho Disciplinario hay culpabilidad sin libertad, ya que se remite normativamente a las 
condiciones laborales del servidor público ya que el reproche subjetivo surge cuando utiliza un 
margen de libertad más allá del límite de sus atribuciones laborales. 
Considera el autor que al tener la culpabilidad disciplinaria un contexto laboral, en su 
evaluación debe tenerse en cuenta que el desempeño de las funciones se realiza en un esquema 
jerarquizado y que se deben analizar las capacidades físicas, sicológicas y la capacidad de 
previsión del servidor público, sus calidades profesionales, su experiencia laboral, los procesos de 
inducción y aprendizaje en el desempeño de las tareas públicas, puesto que cualquier anomalía que 
afecte a las mismas debe ser tenida en cuenta al examinar el comportamiento reprochado 
disciplinariamente, ya que solo los comportamientos que se aparten de las condiciones anteriores 
terminan siendo disciplinables. 
En relación con el dolo y la culpa en materia disciplinaria señala el autor que a partir de la 
técnica de las cláusulas abiertas en la configuración de la culpabilidad corresponde a la autoridad 
disciplinaria determinarlos en la conducta, salvo en los casos en los cuales ese componente 
subjetivo viene determinado en el tipo disciplinario. 
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Precisa que la definición del dolo o la culpa en la conducta debe hacerse es respecto a la 
observancia del deber funcional, señalando: 
En este sentido, se considera que el reproche esgrimido en sede de culpabilidad debe 
formularse por incumplimiento del deber funcional, siempre y cuando se obre con dolo o culpa. 
Hacemos la advertencia de que si media un conocimiento directo del deber funcional y su 
transgresión, la imputación debe hacerse a título de dolo, y si, por el contrario, no media dicho 
consentimiento sino la exigencia de actualizarlo, de manera que con su adquisición se hubiere 
podido evitar la conducta o la obligación de adelantar la conducta conforme a unas exigencias 
normativas específicas y se omite ejecutarla o se ejecuta de forma que viole abiertamente dichas 
exigencias normativas, se habrá incursionado en terrenos de la culpa disciplinaria, igual que 
cuando se adelanta el deber funcional con violación del deber de cuidado que le es exigible a 
cualquier servidor público en su ejecución (Isaza, 2009, págs. 174-175). 
Define el dolo como: “El estado psicológico de quien ejerce funciones públicas, 
configurado por el conocimiento del ejercicio irregular del deber funcional, en una de sus dos 
facetas: normativa y fáctica, a partir de la valoración laboral que del mismo deber se tiene en un 
contexto situacional específico” (Isaza, 2009, p. 176). 
“La culpa gravísima la define como: el estado psicológico en que el servidor público consiente o 
crea un riesgo de afectación a deberes funcionales de especial cuidado, al no estar empoderado 
razonablemente de las únicas condiciones que explican y justifican su presencia en la 
administración pública, cuales son el conocimiento de ellos o su cumplimiento atento y prudente” 
(Isaza, 2009, p. 177). 
En relación con las modalidades de la culpa gravísima: ignorancia supina, desatención 
elemental y violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento, señala que las mismas 
contienen un mismo centro de imputación, la existencia de normas jurídicas de obligatorio 
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cumplimiento y como eje de configuración el conocimiento de las funciones propias del cargo, la 
falta de atención en el desempeño de las mismas y la realización de una conducta imprudente que 
contradice abiertamente un mandato normativo, distingue entre la obligación que se tiene de 
observar el deber funcional y la aplicación de una norma de obligatorio cumplimiento a partir de 
ese deber funcional, así la obligatoriedad surge de esa norma que impone un proceder que se 
desconoce manifiestamente. 
Finalmente, en lo concerniente a la culpa grave la concibe como: “El estado psicológico en que se 
consiente un riesgo de afectación al deber funcional, creado por la inobservancia del cuidado 
necesario que un servidor público perteneciente a la categoría y especialización del disciplinado le 
daría al ejercicio de sus funciones, en el manejo del asunto donde se comete la falta” (Isaza, 2009, 
p. 184). 
Señala que la exigencia se centra en la observancia del deber de cuidado en el contexto 
laboral y que debe precisarse en cada caso teniendo en cuenta el desarrollo modal de la función. 
1.5.6. Tesis del tratadista Carlos Arturo Gómez Pavajeau 
Sostiene el autor que el contenido de la culpabilidad no es igual en el ámbito penal que en 
el disciplinario, ya que si bien guardan similitudes precisa que la culpabilidad del Derecho 
Disciplinario, en grado es inferior a la del Derecho Penal, en razón a los bienes que protegen, 
señalando que este último protege la conducta ético – social del servidor público, en tanto que el 
primero protege bienes mayores como la vida humana, la hacienda pública, el patrimonio 
económico entre otros derechos fundamentales. 
Señala que la culpabilidad en el Derecho Disciplinario exige la capacidad de culpabilidad 
(imputabilidad), dolo o culpa, consciencia de la antijuridicidad y la exigibilidad de otra conducta. 
En relación con el dolo y la cual en materia disciplinaria señala: 
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“Si el resultado pasa a un segundo plano en el derecho disciplinario, no siendo el eje de construcción 
del reproche ético-jurídico, en la medida en que los referente síquicos no se edifican teniéndolo 
como soporte, puesto que rige en la configuración del ilícito la concepción de la norma como norma 
de determinación y, en consecuencia, su esencia es el desvalor de la acción, concluyese que las 
nociones de dolo y culpa de que se da cuenta en el derecho penal no pueden utilizarse en el derecho 
disciplinario” (Gómez, 2002; p. 340) 
Define el dolo señalando que para que exista solo basta que la persona haya tenido 
conocimiento de la situación típica aprehendida en el deber que sustancialmente ha infringido, y 
haya captado que le corresponde actuar conforme al deber. 
Indica que el conocer ya involucra el querer, precisando que si se conoce y se realiza la 
conducta es porque se quiere, bajo la máxima de que “quien sabe lo que hace y lo hace, quiere 
hacerlo. 
Agregando que entonces en principio todas las ilicitudes disciplinarias pueden ser 
realizadas con dolo, salvo las exclusivamente culposas que vendrían a ser la excepción. 
En cuanto a la culpa indica que se presenta cuando los supuestos fácticos de la infracción 
se realizan sin el conocimiento actual del deber infringido por parte del sujeto, que los desconoce 
cuando estaba en situación de conocerlos. Señala que para que exista culpa basta la cognoscibilidad 
del deber que se infringe, por tanto, la culpa es la negligencia para informarse de los deberes, 
desconocer los mismos. 
Respecto de las modalidades de la culpa gravísima, considera que la ignorancia supina se 
genera cuando el desconocimiento del deber obedece a la falta de ilustración y actualización por 
negligencia en relación con la actividad que se ejecuta; en cuanto a la desatención elemental 
citando a Cuello Calón (1980) la define como la omisión de precauciones o cautela más 
elementales o el olvido de las medidas racionales aconsejadas para la previsión más elemental que 
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deben ser observadas en los actos ordinarios de la vida, producto de una conducta inexcusable, 
irreflexiva y ligera y la asimila a la imprudencia temeraria caracterizada por el olvido de 
elementales precauciones que una persona debe guardar en los actos ordinarios de su vida, esto 
citando a Santos Britz (1993) y sobre la violación manifiesta de reglas de obligatorio acatamiento 
la fundamenta también en la imprudencia temeraria por el desconocimiento de normas que 
establecen parámetros especiales para el cumplimiento diligente de la función, esto citando a 
Luzón (1969). 
Se remite al sistema de numerus apertus considerándolo práctico para la represión de las 
infracciones, ya que permite que una conducta dolosa tenga su par culposa, aclarando que este 
sistema le da primacía a la culpa sobre el dolo, salvo en los casos en que por la estructura del tipo 
disciplinario se excluya la posibilidad de la culpa. 
1.5.7. Tesis del tratadista John Harvey Pinzón Navarrete 
Este autor presenta una propuesta más ajustada a la practicidad del Derecho Disciplinario, 
al sostener que se debe crear una consciencia respecto de que los elementos de la culpabilidad 
deben probarse y no presumirse, indicando que el juicio de determinación de la culpabilidad 
termina siendo el mismo juicio de la ubicación de la tipicidad de la conducta. 
En ese contexto señala que: La culpabilidad es, entonces, un derivado del concepto de la 
dignidad humana, en virtud del cual el sujeto disciplinable pudo actuar libremente y con lo cual el 
Estado tiene legitimidad para imponer un correctivo disciplinario, al poder reprochar al infractor 
el no cumplimiento de sus deberes funcionales (Pinzón, 2016).11 De esta manera, la culpabilidad 
es reprochabilidad. 
                                            
11Al respecto debe indicarse que ciertamente el juicio de valor no se puede construir bajo la premisa de la libertad 
absoluta del servidor público o particular disciplinable en la medida en que éstos necesariamente están supeditados a 
la observancia de sus deberes funcionales como una expresión de la categoría de las relaciones especiales de sujeción, 
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Agregando: […] la culpabilidad disciplinaria es, al mismo tiempo, una categoría dogmática 
de la estructura de la responsabilidad disciplinaria; esto es, aquella a la que nos referimos como un 
elemento de la responsabilidad y que con la sumatoria de la capacidad, conducta, tipicidad e 
ilicitud sustancial se cumplen todos los requisitos para que a un sujeto disciplinable se le pueda 
imponer un correctivo disciplinario (Pinzón, 2016, págs. 32-33). 
En cuanto a la ubicación de dolo y la culpa como formas de la culpabilidad, señala que 
residen en la culpabilidad, apoyando su tesis señalando que la imputación que se hace en 
disciplinario corresponde a una valoración efectuada a manera de reproche, sobre la comprobación 
de la infracción al deber funcional, premisa aplicable tanto al dolo como la culpa; agregando que 
la técnica de los números abiertos respalda plenamente esta posición en la medida en que en 
principio una conducta puede ser cometida tanto a título de dolo como de culpa. 
Lo anterior sin desconocer que se presentan casos puntuales en los cuales el dolo y la culpa 
pueden ser parte integrante de la tipicidad, como cuando el legislador en la descripción de la 
conducta prohibitiva los ha integrado a la misma. 
Precisa el autor que el análisis de la culpabilidad no consiste en escoger si la conducta fue 
dolosa o culposa, sino en razonar cuáles son los medios de prueba que permiten señalar las razones 
de esa definición. 
1.5.8. Tesis del tratadista Jaime Mejía Ossman  
Precisa el autor que: El elemento culpabilidad se constituye en moldura esencial para 
edificar la responsabilidad y la consecuente sanción de los comportamientos, a través de un juicio 
de valor sobre el actuar típico y antijurídico (antijuridicidad o ilicitud sustancial); de la actividad 
intelectiva (cognoscitiva)y volitiva y de la actuación supeditada a los generadores de la culpa 
                                            
por consiguiente su rango de libre discrecionalidad está más restringido en la medida en que solo pueden hacer 
válidamente aquello que legalmente les está permitido. 
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(negligencia, impericia, imprudencia y violación de reglamentos) desarrollada por parte del 
indagado, investigado o disciplinado, amén de la responsabilidad deducida simplemente por las 
condiciones personales del auto de la falta. [...]. Es la culpabilidad sin lugar a equívocos, la 
motivación del actuar típico y antijurídico (o de antijuridicidad sustancial) y el conocimiento y 
voluntad que se tiene por parte del destinatario de la ley disciplinaria o del comportamiento 
supeditado a su condición personal (Mejía, 2015, págs. 177-135). 
En relación con el dolo y la culpa como formas de la culpabilidad, considera que el dolo se 
manifiesta en el conocimiento que se tiene de la conducta descrita en la falta disciplinaria y en la 
motivación de querer su realización; respecto de la culpa señala que genera por la imprudencia, 
impericia, negligencia o violación de reglamentos y que puede ser gravísima o grave. 
Establece como elementos del dolo: el intelectivo o cognitivo, entendiéndolo como el 
conocimiento, la representación mental y la previsión de la conducta; el volitivo, considerado 
como la actitud consciente, que desea, quiere y anhela situarse al margen del Derecho 
Disciplinario, ejecutar el comportamiento contrario a la ley disciplinaria y el ejecutivo, 
representado en la materialización de la conducta por vía de la acción u omisión. (Mejía, 2015; 
p.665) 
Respecto de la culpa señala como elementos: la conducta constitutiva de acción u omisión, 
exteriorizada en actos concretos y resultados notorios y la vulneración de un interés jurídicamente 
tutelado, que debe estar tipificado en la modalidad culposa por el tipo disciplinario. (Mejía, 2015; 
p.670) 
Propone como generadores de la culpa la negligencia, entendida como descuido, omisión, 
desatención o desinterés; la imprudencia, como la falta de cautela, ausencia de precaución, 
irreflexión, precipitación, indiscreción o insensatez; la impericia, asumida como la carencia de 
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capacidad, idoneidad y experiencia y la inobservancia de reglamentos y órdenes, que son los 
límites y principios para el ejercicio de actividades riesgosas, ya que prevén los medios para 
desarrollarlas. 
Reflexiones 
Como puede observarse el desarrollo del principio de culpabilidad se ha generado, a partir 
incluso de considerarse innecesario en el proceso de determinación de la responsabilidad 
disciplinaria como lo señalaba Nieto, argumentando que bastaba el establecer la objetividad de la 
infracción funcional, para determinar la responsabilidad disciplinaria; hasta llegar a considerarlo 
como una exigencia en ese propósito determinándolo como el elemento subjetivo de la misma, 
bajo la modalidad de la intencionalidad, el descuido o la negligencia (dolo o culpa). 
Resulta evidente que los esfuerzos mayores en materia doctrinal han estado encaminados 
a diferenciar la culpabilidad disciplinaria de la culpabilidad penal. Al respecto se aprecia que al 
menos en la doctrina internacional se considera que esa diferencia surge a partir de establecer que 
en materia disciplinaria la culpabilidad se concreta en la responsabilidad derivada del 
incumplimiento formal. 
Evidentemente esta postura no es admisible y resulta un tanto contradictoria si se ha 
indicado que el soporte de la culpabilidad es el elemento subjetivo, el cual indudablemente se 
concreta en el dolo o la culpa, entendiéndose que no se puede remitir su definición a la sola 
determinación de la infracción funcional, esto porque entre otras cosas solo concurriría en ese 
análisis la legalidad de la conducta, dejándose de lado el estudio y verificación del elemento 
cognitivo y volitivo en la ejecución de la conducta prohibitiva disciplinaria. 
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En el mismo sentido se advierte que se tiende a relacionar la culpabilidad con la 
antijuridicidad de la conducta, evento común en los autores españoles citados, con lo cual se 
identifica indebidamente la culpabilidad con la ilicitud sustancial de la conducta disciplinable. 
Lo cierto es que el juicio de culpabilidad debe descansar esencialmente es un estudio de la 
persona del disciplinado como lo proponen Isaza y Pinzón, partiendo de su consideración cognitiva 
y volitiva para así poder analizar el contenido y resultado de su conducta y deducir la relación 
existente entre ese conocimiento y su voluntad de obtener un resultado. 
Impone lo anterior la construcción de una propuesta en la cual se involucren estos 
componentes, no porque no hayan sido considerados por la doctrina, sino haciendo una concreción 
de cada uno de ellos para integrarlos a partir de los elementos cognitivo, volitivo y de resultado, 
con la conducta prohibitiva disciplinaria y la injustificación de su realización. 
Capítulo II 
La culpabilidad disciplinaria 
La culpabilidad disciplinaria tiene fundamentos constitucionales, se construye a partir del 
reconocimiento de la dignidad humana y del derecho de libertad, enmarcada en la presunción de 
inocencia y se desarrolla bajo el amparo del debido proceso disciplinario y la garantía del derecho 
de defensa y contradicción. 
2.1. Fundamentos 
La culpabilidad disciplinaria se fundamenta en tres principios que tienen origen 
constitucional y que normativamente han sido desarrollados tanto en la Ley 734 de 2002 como en 
la Ley 1952 de 2019, a saber: la dignidad humana, la libertad concretada en el libre desarrollo de 
la personalidad, la presunción de inocencia y el debido proceso. 
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2.1.1. La dignidad humana como fundamento de la culpabilidad disciplinaria  
El principio de la dignidad humana se desarrolla bajo la premisa que el ser humano es un 
fin en sí mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia C-143, 2015, al respecto ha indicado: 
La dignidad humana tiene una triple naturaleza de valor, principio y derecho: i) como 
derecho fundamental que implica la correlatividad entre la facultad de exigir su realización en los 
ámbitos a los que atañe y el deber de propiciarlos; ii) como principio puede entenderse como uno 
de los fundamentos que dieron origen a la aparición del Estado colombiano de hoy, así como un 
mandato de optimización, cuya realización se debe propender en la mayor medida posible; iii) 
como valor, la dignidad representa un ideal de corrección al que tiende el Estado y que le 
corresponde preservar (Corte Constitucional, Sentencia C-143, 2015). 
En ese orden de ideas, corresponde al Estado garantizar plenamente la dignidad humana 
preservando a la persona como un fin en su mismo, cuyo libre desarrollo y autodeterminación, 
solo tiene como limitantes los derechos de los demás y el orden jurídico establecido para 
salvaguardar precisamente el ejercicio de esa facultad y evitar que la misma afecte los derechos de 
los demás. 
En el Derecho Disciplinario la dignidad humana tanto de servidores públicos como de 
particulares disciplinables se concretaría en el valor que tiene la realización de sus deberes 
funcionales, dignificándose en la optimización de la prestación del servicio público a la 
colectividad, convirtiendo en un fin en sí mismo la función suprema y garantizadora de la 
Administración Pública de generar un bienestar social, surgiendo como única limitante la 
observancia de sus deberes funcionales que se convierten en elementos constructores de su 
integridad y conductores e indicadores de su posible responsabilidad por haber traspasado los 
límites que le permite el ordenamiento jurídico; la observancia de esos deberes es lo que 
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personifica la dignidad humana de la función encomendada y su extralimitación u omisión lo que 
activa el ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado, al quebrantarse la protección establecida 
por el mismo orden jurídico, es aquí cuando este principio muta y se materializa en el principio 
fundamental de la presunción de inocencia del sujeto disciplinable. 
2.2. El principio de libre desarrollo de la personalidad tiene cabida en la construcción de la 
culpabilidad disciplinaria 
El principio de libre desarrollo de la personalidad está íntimamente ligado con la dignidad 
humana e implica el reconocimiento de la libertad entendida como autonomía, que tienen los seres 
humanos para decidir sobre sus opciones de vida, dentro de los límites normativos que le marca el 
Estado para garantizar los derechos colectivos frente a ese derecho individual (Corte 
Constitucional, Sentencia T-565, 2013) 
Por consiguiente, siguiendo la doctrina jurisprudencial de la Corte Constitucional: 
Este derecho protege la adopción de las decisiones durante la existencia de los individuos 
“que son consustanciales a la determinación autónoma de un modelo de vida y de una visión de su 
dignidad. En una sociedad respetuosa de la autonomía y la dignidad, es la propia persona quien 
define, sin interferencias ajenas, el sentido de su propia existencia y el significado que atribuye a 
la vida y al universo” (Corte Constitucional, Sentencia C-373, 2002). Entonces, la autonomía 
personal garantiza y protege la elección libre y espontánea que realice una persona entorno a su 
estilo y plan de vida, lo cual implica la obligación de respetar la posibilidad de actuar y sentir de 
manera diferente, fijar sus opciones de vida acordes con las propias elecciones y anhelos (Corte 
Constitucional, Sentencia C-639, 2010). 
Es claro entonces que el ejercicio y desarrollo de este derecho implica una restricción 
respecto de la injerencia del Estado, que solo podrá intervenir cuando la conducta desarrollada por 
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la persona transgreda derechos de los demás asociados, protección que debe estar regulada 
normativamente tanto sustancial como procesalmente y partiendo de la premisa de la presunción 
de inocencia que se deriva del reconocimiento que la persona en ejercicio de esa cláusula de 
libertad actúa correcta y probamente (Corte Constitucional, Sentencia T-413, 2017). 
Ahora bien, la pregunta a resolver es si positivamente estos postulados sobre el libre 
desarrollo de la personalidad, enmarcados en la cláusula de libertad general y de la dignidad 
humana tienen cabida en la culpabilidad disciplinaria, la respuesta necesariamente es no. 
La explicación de esa situación se encuentra precisamente en la categoría de las relaciones 
especiales de sujeción, que le otorgan un estatus especial a los servidores públicos y a los 
particulares disciplinables, acorde con el cual su libertad y autodeterminación se limitan a 
diferencia de los demás ciudadanos en la medida en que legalmente solo pueden realizar 
válidamente las conductas que están determinadas como sus deberes funcionales, no tienen opción 
de decisión, ni libre albedrió frente a las mismas. 
Ligeramente podría suponerse que entonces su condición es de inferioridad frente a los 
demás asociados que tienen un ámbito de libertad y discernimiento decisorio mayor en tanto 
libremente pueden hacer o no hacer aquello que les está legalmente permitido, muy por el contrario 
a esa suposición su estatus es de trascendental importancia puesto que al momento de vincularse 
libre y voluntariamente con la Administración Pública y asumir sus deberes funcionales 
conscientemente, se convierten en los garantes de las garantías de la colectividad, son ellos los que 
definen los límites en el ejercicio de sus derechos derivados del libre desarrollo de la personalidad, 
el debido respeto a la dignidad humana, la presunción de inocencia y por supuesto materializan la 
observancia del debido proceso cuando se hace necesario determinar la responsabilidad que se les 
339 
 
pueda derivar de afectar los derechos de los demás, todo en la dinámica normativa que regula esa 
protección. 
En ese sentido es que la construcción de la culpabilidad disciplinaria no puede partir de la 
premisa del libre albedrio y de la autodeterminación enfocada respecto de las normas que regulan 
la convivencia social de los asociados; el punto de partida radica es en el conocimiento que se 
tenga de los deberes funcionales del cargo a partir del cual se determinara la voluntad de omitirlos 
o extralimitarlos, desconociendo que su obligación era actuar conforme a ellos. 
Así, el juicio de desvalor de la acción disciplinable no es general, sino determinada y 
concreta se remite exclusivamente a reprochar que el disciplinado se desvió de ese actuar probo 
que le señalan las funciones propias del cargo desempeñado.  
2.3.La presunción de inocencia como fundamento de la responsabilidad disciplinaria  
La presunción de inocencia se activa cuando el Estado en ejercicio de su poder disciplinario 
inicia un procesamiento respecto de un servidor público o particular disciplinable que 
aparentemente han inobservado sus deberes funcionales, constituye un elemento de protección del 
disciplinado ya que traslada la carga de la prueba de la responsabilidad a la Autoridad 
Disciplinaria. 
Jurisprudencialmente el principio de la presunción de inocencia se ha definido así: 
“La presunción de inocencia se constituye en regla básica sobre la carga de la prueba” de acuerdo 
con la cual corresponde siempre a la organización estatal la carga de probar que una persona es 
responsable de un delito […] lo que se conoce como principio onus probandi incumbit actori; la 
actividad probatoria que despliegue el organismo investigador debe entonces encaminarse a 
destruir la presunción de inocencia de que goza el acusado, a producir una prueba que respete las 
exigencias legales para su producción, de manera suficiente y racional, en el sentido de acomodarse 
a la experiencia y la sana crítica; así pues, no le incumbe al acusado desplegar ninguna actividad a 
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fin de demostrar su inocencia, lo que conduciría a exigirle la demostración de un hecho negativo, 
pues por el contrario es el acusador el que debe demostrarle su culpabilidad” (Corte Constitucional, 
Sentencias C-289, 2012; citas: C-205, 2003; C-774, 2001; C-416, 2002; C-271, 2003 y C-576, 
2004) 
Agregándose a lo anterior: 
Para que, en el caso concreto de una persona, puedan ser aplicadas las sanciones previstas 
en la ley, es indispensable […] que se configure y establezca con certeza, por la competente 
autoridad judicial, que el procesado es responsable por el hecho punible que ha dado lugar al juicio 
(Corte Constitucional, Sentencia C-689, 1996, Sentencia C-1156, 2003. 
Por tanto: 
Ni el legislador ni los jueces pueden presumir la culpabilidad de nadie. Así, todo proceso 
penal debe iniciarse con una prueba a cargo del Estado que comience a desvirtuar la presunción 
de inocencia. Por ello, el legislador no puede implantar en una norma penal de carácter sustantivo 
una presunción de culpabilidad en sustitución de la presunción de inocencia so pena de violar el 
artículo 29 de la Constitución. (Corte Constitucional, Sentencias C-689, 1996; C-576, 2004). 
Para finalizar señalando: 
Ahora bien, la presunción de inocencia no sólo tiene consecuencias relativas al proceso 
penal como tal. Toda persona tiene derecho a ser considerada y tratada como inocente hasta tanto 
no se demuestre lo contrario y sea declarada culpable mediante sentencia ejecutoriada”, y ello 
aplica en todos los ámbitos (Corte Constitucional, Sentencia C-289, 2012). 
Lo expuesto concuerda con lo señalado por (Gómez, 2002; p. 330), La Dignidad de la 
persona obliga, con carácter necesario, a la consideración de la dimensión espiritual y la 
subjetividad humana cuando se trate de responsabilizar por un acto a una persona. Se ha 
generalizado que el principio de culpabilidad emana directamente del principio de dignidad 
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humana, pero además se hace necesario para asegurar en su valoración el equilibrio entre el interés 
público y la garantía de las personas, que es lo que constituye la clave del Estado de Derecho, la 
presunción de inocencia. 
Es absolutamente claro que la presunción de inocencia forma parte esencial del principio 
de culpabilidad entendiéndose que su construcción parte del rompimiento de esa presunción, sin 
lo cual el principio carecería de sentido y se desbordarían los márgenes de un Estado Social de 
Derecho. 
2.4. El debido proceso como elemento de la culpabilidad disciplinaria 
En el ciclo de desarrollo de los principios anteriores se ha indicado que el Estado al 
normatizar los deberes funcionales de los servidores públicos y particulares disciplinables, les 
establece límites a sus libertades individuales y que cuando éstos los vulneran y se inicia su 
procesamiento disciplinario se parte de su presunción de inocencia, la cual solo se puede romper 
bajo la observancia de las reglas del debido proceso. 
Para la Corte Constitucional en Sentencia C-980 del 2010, el debido proceso se define así: 
“3.1. Como es sabido, el debido proceso es un derecho constitucional fundamental, consagrado 
expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, el cual lo hace extensivo “a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas; 3.2. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al 
debido proceso, como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las 
cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que 
durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia; 3.3. La misma 
jurisprudencia ha expresado, que el respeto al derecho fundamental al debido proceso, le impone a quien 
asume la dirección de la actuación judicial o administrativa, la obligación de observar, en todos sus 
actos, el procedimiento previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar 
las garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación jurídica, en 
342 
 
todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, modificación o extinción de un derecho 
o a la imposición de una sanción; 3.4. En este sentido, el derecho al debido proceso se muestra como 
desarrollo del principio de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder público, y en 
particular, al ejercicio del ius puniendi del Estado. En virtud del citado derecho, las autoridades estatales 
no podrán actuar en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, 
respetando las formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de aquellos mandatos que 
garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus derechos” (Corte Constitucional, Sentencia C-980, 
2010). 
Agrega la Corporación: 
“3.6. De manera general, hacen parte de las garantías del debido proceso: a) El derecho a la jurisdicción, 
que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades 
administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía 
superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo; b) El derecho al juez natural, identificado este con 
el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o 
actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo 
establecida por la Constitución y la ley; c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos 
los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen 
parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a 
la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena 
fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso; d) El derecho a un proceso 
público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se 
vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables: e) El derecho a la independencia del juez, que 
solo tiene efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la 
tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al 
legislativo; f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre 
deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin 
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designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas” (Corte Constitucional, Sentencia 
C-980, 2010). 
Trasladados estos criterios al Derecho disciplinario se observa que tanto el artículo 6 de la 
Ley 734 de 2002, como el artículo 12 de la Ley 1952 de 2019, replican al debido proceso como 
principio rector del mismo, enfocándolo directamente a la competencia del juzgador y a la 
observancia formal y material de las normas que establecen la ritualidad del procedimiento 
disciplinario, asumiéndose que la misma se hace efectiva al recaudo probatorio necesario para 
afirmar o suprimir la presunción de inocencia.  
Reflexiones 
Conforme a lo expuesto, las garantías fundamentales de la dignidad humana y la presunción 
de inocencia, como desarrollo del principio constitucional del debido proceso tienen plena 
aplicación en materia disciplinaria como garantías superiores del disciplinado, correspondería a la 
Autoridad Disciplinaria en aras de concretar la culpabilidad, demostrar lo siguiente: 
1. Que la transgresión del ordenamiento jurídico se hizo con plena capacidad que se concibe 
como la competencia para ejecutar la conducta por vía de acción u omisión, derivada de una 
adscripción legal encomendada. 
2. Que con ese comportamiento de manera injustificada haya afectado sustancialmente ese 
deber funcional encomendado. 
3. La concreción del principio de responsabilidad subjetiva, la determinación del nexo de la 
subjetividad, que lo haya realizado a título de dolo o culpa, ya que nadie podrá ser perseguido 




En efecto, solo aplicando estas pautas razonables derivadas de evidencias probatorias 
(debido proceso), se admitiría el rompimiento de la presunción de inocencia y por consiguiente la 
posibilidad de la imposición de una sanción disciplinaria.  
Luego no basta con determinar la legalidad de la conducta, establecer su contenido de 
ilicitud sustancial, es imprescindible establecer su subjetividad, esto es la culpabilidad a partir de 
un estudio de la persona de su autor, su imputabilidad, capacidad, consciencia y conocimiento, 
voluntad y finalidad, así como su entorno profesional y social para concretar la modalidad de su 
comportamiento y definir la forma de su culpabilidad y la posible sanción que se le impondría por 
la conducta desarrollada. 
Capítulo III 
Elementos de la culpabilidad disciplinaria 
La integración de la culpabilidad disciplinaria exige la previa existencia de una conducta 
prohibitiva y su ejecución material por parte del disciplinado, generándose un nexo sicológico 
entre el autor, la ejecución del proceder prohibitivo y el resultado producido.  
El injusto disciplinario se remite esencialmente a una conducta desarrollada por un servidor 
público o un particular disciplinable, que por vía de acción u omisión, con conocimiento y de 
manera voluntaria, consciente o en forma imprudente o negligente, omite o extralimita sus deberes 
funcionales, esto supone que en la construcción de la culpabilidad deben darse tres elementos 
básicos: que exista un tipo disciplinario prohibitivo, que su contenido sea desarrollado 
objetivamente por el disciplinado y finalmente que se determine el componente sicológico que es 
el nexo que surge entre el autor de la conducta disciplinada y su efectiva realización que viene a 
ser en esencia la culpabilidad. 
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3.1.Existencia del tipo disciplinario de prohibición 
En el Derecho Disciplinario los tipos de prohibición están contenidos en la Ley 734 de 
2002 y la Ley 1952 de 2019, enfatizando que su estructuración exige la remisión a las normas 
subsidiarias tanto especiales como funcionales, normas que en su contenido consagran deberes 
adscritos legalmente a quienes están al servicio del Estado dinamizando la Administración Pública, 
como ya se ha indicado a partir de la vinculación laboral enmarcada en la libre decisión personal, 
surge una relación especial laboral, en la cual frente a la observancia de estos postulados se carece 
de una autonomía o discrecionalidad, puesto que la exigencia de conducta es sencillamente 
cumplirlos, esto significa que el ejercicio de la voluntad debe estar encaminada a su acatamiento 
bajo la consideración que con su desarrollo se estará permitiendo el cumplimiento de los fines 
sociales del Estado y satisfaciendo las necesidades esenciales de la comunidad. 
Es claro que la observancia o no de esos deberes funcionales implican el ejercicio de la 
voluntad individual que en principio debe estar encaminada a cumplirlos y materializar los valores 
que contienen y que se pretenden desarrollar con los mismos; por ello cuando se incumplen surgen 
tres conceptos derivados del ejercicio de esa voluntad individual: el desvalor de la intención, el 
desvalor de la acción y el desvalor del resultado, constituyéndose una unidad operativa negativa 
en todo caso, en la medida en que al sustraerse de esa observancia se impulsa una conducta 
negativa respecto del compromiso adquirido al vincularse laboralmente con la Administración 
Pública y se genera un resultado negativo en cuanto al impacto que se deriva de no permitirse la 
construcción del bienestar social; esencialmente se trata de la negación de tres valores: personal 
(intención negativa de la voluntad individual respecto de deber encomendado), laboral (el 
infraccionado con la conducta activa u omisiva) y social (la percepción de la comunidad frente a 
la falta de resultado en la labor estatal de satisfacer sus necesidades primordiales). 
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Se entiende mejor lo anterior así: el desvalor de la intención está en el fuero interno del 
funcionario que desarrolla un acto voluntario contrario a la previsión normativa del tipo 
disciplinario; el desvalor de la acción se remite al hecho que esa conducta por acción u omisión es 
opuesta a los fines de la Administración Pública y el desvalor del resultado es la sustancialidad de 
la afectación al cumplimiento de esos fines superiores.  
3.2. Elementos objetivos o externos de realización del tipo prohibitivo 
Corresponden a los elementos externos a lo perceptible objetivamente y susceptible de 
valoración, de la conducta con la cual se ejecuta el tipo prohibitivo y son: la conducta por acción 
u omisión, el resultado y el nexo causal. 
3.2.1. La conducta por acción u omisión ejecutada 
La conducta entendida como una expresión de la voluntad que se manifiesta al mundo 
exterior, por tanto socialmente perceptible, puede generarse por hacer o no hacer conforme a la 
prescripción normativa que consagra el deber funcional, entendido como un valor tanto inmanente 
para la Administración Pública y social (moralidad pública) para la colectividad que lo requiere 
como garantía de su bienestar social; por esta razón, necesariamente la conducta va a estar reglada 
por un valor: el propuesto como el fin por el deber funcional, así como lo señala Fernández “Por 
todo esto, la acción se puede definir como la realización voluntaria de un valor en el mundo social. 
[...]. La acción es la práctica de los valores, los valores son el alma de la acción” (Fernandez, 1995, 
pág. 132). 
Es por esta razón que cuando el disciplinado mediante su conducta exterioriza su voluntad 
de contrariar su deber funcional, en esencia está afectando valores: los personales, ya que afrenta 
su compromiso moral de observarlo y ejecutarlo; los jurídicos, que son las finalidades contenidas 
en la norma que le establece esa observancia y los sociales frente a la colectividad que espera la 
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adecuada prestación del servicio público como materialización del bienestar general que le debe 
garantizar el Estado. 
Es importante señalar que el disciplinado para generar esa conducta desvalorada, debe tener 
capacidad para ejecutarla, de lo contrario su acción u omisión ya no estaría en el sustrato del 
Derecho Disciplinario, sino se ubicaría en el plano del Derecho Penal por usurpar funciones que 
legalmente no le han sido asignadas. 
3.2.2. El resultado 
En el Derecho Disciplinario el resultado debe entenderse como el efecto derivado de la 
acción u omisión que implicó la transgresión del deber funcional, se entiende que la sola activación 
de la voluntad implica ya un resultado independientemente de los efectos que genere, la acción es 
inescindible del resultado, el asunto es definir si en materia disciplinaria se exige la concreción de 
un resultado material entendido como un daño reparable o bien ese resultado debe asumirse como 
la lesión que se puede llegar a causar al deber funcional como objeto de protección jurídica. 
Es evidente que la sola infracción al deber funcional, aunque ya implique un resultado, no 
puede tomarse como generadora del ilícito disciplinario, se debe ir más allá, separar la acción que 
sería la causa de su efecto o resultado, pero sobre todo considerar que éste no alude a un daño 
material indemnizable, se concreta en la sustancialidad derivada de la infracción al deber 
funcional, como lo señala Gómez “El ilícito disciplinario comporta un quebrantamiento del deber. 
Empero, no es el mero quebrantamiento formal el que origina el ilícito disciplinario, sino que se 
requiere un quebrantamiento sustancial” (Gómez, 2002; p.260-395); tomando como fundamento 
lo señalado por (Bacigalupo, 1984, págs.184-185) “El resultado consiste, ante todo, en la lesión de 
determinado objeto, agregando el autor que aún los delitos que no requieren un resultado material 
importan un lesión a un bien jurídico”, permite lo anterior señalar que la sola inobservancia del 
348 
 
deber funcional ya implica un resultado separable completamente de la acción u omisión del 
disciplinado, concretado en la sustancialidad generada por su proceder. 
Esta sustancialidad (resultado) se concreta en un daño público, materializado en la 
afectación de los intereses sociales que se respaldan en la observancia de esos deberes funcionales, 
resultado que se mide en la pérdida de confianza sobre la moralidad de la Administración Pública 
por la colectividad y que es factible y necesario determinar en cada caso disciplinado, como una 
exigencia de la determinación del principio de ilicitud sustancial, entonces se trata de un daño 
inmanente, interno, causado a la funcionalidad de aquella frente a la comunidad que se mide a 
partir de los indicativos que dan los principios que la rigen y regulan frente a la comunidad. 
Esto significa que los tipos prohibitivos disciplinarios no son de mera conducta (sola 
infracción al deber funcional), la causalidad exige un resultado una modificación de lo existente 
(la sustancialidad), medible y perceptible en la afectación al buen funcionamiento de la 
Administración Pública, es lo que podría considerarse como un daño público en la medida en que 
es toda la comunidad la afectada, independientemente que se puedan individualizar a las personas 
referentes o destinatarias de la conducta como lo serían los signatarios. 
Así, el resultado se concreta en el desconocimiento del deber funcional por extralimitación 
u omisión y la sustancialidad derivada del mismo, entendida como el resultado, la realización del 
tipo disciplinario genera un desvalor de la acción que viene a ser una anticipación de un desvalor 
de resultado, ya que la conducta no se disciplina porque sí, sino por la posibilidad de su afectación 
al buen funcionamiento de la Administración Pública. 
3.2.3. El nexo finalístico 
Otro aspecto importante a precisar es la relación que debe existir entre la voluntad del 
disciplinado y su conducta disciplinable, al respecto en el Derecho Disciplinario no es acertado 
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hablar de nexo causal, es más procedente definirlo como nexo finalístico, en la medida en que se 
remite a la relación que surge entre el comportamiento ejecutado y la afectación al objeto de 
protección de la norma disciplinaria, vale decir la forma como la conducta en últimas tiene como 
objetivo desconocer la finalidad de protección del deber funcional, por supuesto es objetivo de 
concretarse en un resultado que no es otra cosa que el efecto sustancial que la acción genera y que 
se concreta en la tensión que crea respecto de los valores contenidos en los principios que guían la 
función pública. 
3.3. Elementos psicológicos de realización 
Es el componente interno, psicológico de la otra cara de la conducta descrita en el tipo 
prohibitivo disciplinario, no se trata entonces de un elemento independiente del mismo, es su cara 
en el espejo pero visto desde el punto de vista de quien realiza el comportamiento disciplinable, lo 
importante es precisar que este elemento sólo tiene trascendencia para el Derecho Disciplinario 
cuando se exterioriza, es decir cuando mediante una decisión voluntaria el disciplinable realiza la 
conducta buscando un resultado contrario al valor que protege la norma funcional. 
Debe tratarse de un acto libre, voluntario, consciente, ya que si el sujeto disciplinable obra 
impelido por una circunstancia que afecte su libertad inmediatamente se configuraría una causal 
de exclusión de responsabilidad disciplinaria, su fundamento debe ser la capacidad, entendida 
como la competencia legal que tiene el disciplinado para ejecutar sus labores funcionales, la cual 
es en definitiva la que omite o extralimita. (Ley 734, 2002; art.28; Ley 1952, 2019; Art.31) 
El elemento psicológico de la conducta implica en el proceso disciplinario la demostración 
de un proceso valorativo, el nexo que debe necesariamente existir entre el sujeto disciplinable y la 
conducta mediante la cual infraccionó su deber funcional, nexo que se materializa en las formas 




El dolo disciplinario 
El dolo disciplinario como expresión del principio de subjetividad exige en materia 
disciplinaria una conducta consciente y volitiva encaminada a omitir o extralimitar el deber 
funcional con un propósito finalístico, la afectación sustancial del buen funcionamiento de la 
Administración Pública y por supuesto cómo impactó en la colectividad receptora del servicio 
público. 
El dolo implica en general, el ejercicio consciente de la voluntad encaminada a la 
realización de un ilícito disciplinario, en el dolo hay un conocimiento y una voluntad de querer 
realizar los elementos objetivos del tipo disciplinario, se trata no solo del conocimiento de lo ilícito 
de la conducta que se realiza sino además el tener la capacidad, la competencia legal para 
direccionarla externamente y lograr el cometido propuesto; por consiguiente implica no solo un 
desvalor de la acción, sino también un desvalor del resultado a partir de una decisión injusta de 
carácter personal de transgredir el deber funcional. 
Es un hecho evidente que respecto de la definición del concepto de dolo disciplinario se 
venía presentando un vació legal desde la Ley 200 de 1995 hasta la Ley 734 de 2002 Código 
Disciplinario Único, situación que generó que por vía jurisprudencial se hiciese el trasplante del 
dolo penal al proceso disciplinario, lo que constituye una equivocación crasa, ya que sin 
desconocer que tienen elementos de construcción comunes, los bienes jurídicos protegidos por los 
derechos sancionadores (penal y disciplinario), son completamente diferentes, transgrediéndose 




En efecto, el Derecho Penal tiene una diversidad de bienes de protección jurídica acorde 
con lo previsto en la parte especial del estatuto penal (la vida, los bienes, la libertad individual, 
libertad, integridad y formación sexual, la familia, la administración pública, la administración de 
justicia entre otros), en tanto que el único bien jurídicamente protegido en el Derecho Disciplinario 
es el deber funcional como lo dispone el artículo 5 del estatuto disciplinario citado y el artículo 9 
de la Ley 1952 de 2019. 
Como ya se indicó, este vacío legal de definición del dolo disciplinario viene a ser suplido 
por el artículo 28 de la Ley 1952 de 2019 que ya determina el concepto de dolo en materia 
disciplinaria. 
4.1. Diferencias entre el dolo penal y el dolo disciplinario 
Con el ánimo de zanjar la confusión que se ha creado al trasplantar el dolo penal al 
disciplinario, a partir de la definición del dolo disciplinario en el Código General Disciplinario, se 
pueden establecer diferencias en ambos conceptos en esos derechos sancionadores, sin desconocer, 
se insiste que dogmáticamente tienen sus contenidos orígenes comunes. 
La definición del dolo penal está contenida en el artículo 22 de la Ley 599 de 2000 norma 
que dispone: La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización. También será dolosa la conducta cuando la realización de 
la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar (Ley 
599, 2000). 
La definición del dolo disciplinario está contenida en el artículo 28 de la Ley 1952 de 2019, 
norma en la cual se indica: “La conducta es dolosa cuando el sujeto disciplinable conoce los hechos 
constitutivos de falta disciplinaria, su ilicitud y quiere su realización” (Ley 1952, 2019). A partir 
del contenido de las normas señaladas se pueden establecer las siguientes diferencias: 
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4.1.1. El ámbito de libertad 
El dolo penal parte de un marco general de libertad del sujeto investigable en la medida en 
que discrecionalmente en ejercicio de su libre albedrío, puede hacer todo aquello que legalmente 
no le está prohibido, bajo la premisa que le está permitido. 
El dolo disciplinario parte de un marco de libertad limitado, el sujeto disciplinable solo 
puede hacer válidamente aquello que legalmente le está permitido u ordenado en sus deberes 
funcionales, luego puede decirse que carece de libre albedrío a partir de su vinculación voluntaria 
con la Administración Pública, aceptando la relación laboral especial que se deriva de la misma. 
4.1.2. El objeto de conocimiento 
En el dolo penal el objeto de conocimiento se concreta en los hechos que definen la 
conducta punible, dirigidos necesariamente a la protección de un bien material, tangible. 
En el dolo disciplinario el objeto de conocimiento es un tanto más complejo ya que se 
remite al tipo disciplinario prohibitivo, que a su vez se extiende a normas subsidiarias tanto 
especiales como funcionales, en las cuales se consagra el buen hacer y el deber hacer, ese 
conocimiento se concreta en un bien inmanente como lo es el deber funcional. 
4.1.3. El objeto de la voluntad 
En el dolo penal el conocimiento se exterioriza por un acto volitivo encaminado por acción 
u omisión a vulnerar el bien material protegido jurídicamente por el respectivo tipo penal. 
En el dolo disciplinario la expresión de la consciencia cognitiva se exterioriza en la 
voluntad de omitir o extralimitar el deber funcional, que no es propiamente un bien material sino 
un bien inmanente de la Administración Pública y a su vez trascendente para la colectividad. 
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4.1.4. Objeto de protección 
En el dolo penal el objeto de protección recae sobre bienes materiales, susceptibles de 
valoración y reparación, clara y precisamente especificados en los tipos penales. 
En el dolo disciplinario el objeto de protección es un bien inmaterial, que en principio no 
admite valoración económica, ni reparación de daño, como lo es el deber funcional, cuya 
determinación trasciende en normas que van desde la Constitución, la ley y actos administrativos, 
lo cierto es que necesariamente debe existir ya que no puede haber un empleo público que carezca 
de asignación de funciones. (Constitución Política, 1991; art. 122) 
4.1.5. El resultado 
En el dolo penal los efectos de la conducta se concretan en el daño o peligro causado al 
titular o titulares de los derechos afectados, el cual se puede determinar materialmente, cuantificar 
inclusive para los efectos de su reparación. 
En el dolo disciplinario los efectos de la conducta se concretan en la infracción por omisión 
o extralimitación del deber funcional, afectación que se remite al buen funcionamiento de la 
Administración Pública y que, si bien pueden generar efectos materiales tanto para la misma como 
para el colectivo de ciudadanos, disciplinariamente no se tiene como propósito su reparación en 
cuanto al posible daño causado. 
4.1.6. La modalidad 
El dolo penal admite modalidades, dolo directo, de primer grado, de segundo grado y dolo 




4.2. Elementos del dolo disciplinario 
Conforme a la definición contenida en el artículo 28 de la Ley 1952 de 2019, los elementos 
del dolo disciplinario se determinan así: 
4.2.1. El conocimiento de la norma prohibitiva disciplinaria 
“Es un elemento intelectual o cognitivo que implica saber de la existencia del tipo 
disciplinario (su deber funcional), debe tener una consciencia actual de la exigencia de proceder 
que se le impone, entender que se espera de su proceder” (Ley 1952, 2019), en el Derecho 
Disciplinario este elemento no se remite al conocer con exactitud jurídica los elementos objetivos 
normativos del tipo disciplinario, basta con un saber profano, el entender lo que la moralidad 
pública espera de su actuación, el sujeto disciplinable debe saber y comprender el significado 
injustificado de su acción. 
Si un administrador público se apropia de dineros provenientes de la contratación estatal, 
la configuración del dolo no supone demostrar su conocimiento pleno jurídico en todas las normas 
de contratación estatal, sino su entendimiento de que su obrar es contrario a la exigencia 
comportamental funcional que tanto la Administración Pública como la colectividad espera en la 
ejecución de sus actividades. 
4.2.2. Voluntad en la realización de la acción 
Consiste en asumir la decisión de realizar la conducta disciplinada, mediante la ejecución 
de actos externos que indiquen inequívocamente el propósito buscado, es decir el ejercicio de la 
voluntad es lo que permite conocer la finalidad de la intención del disciplinado, la hace 
trascendente al mundo exterior. 
Al respecto doctrinantes como (Gómez, 2002) consideran que el dolo disciplinario solo 
está conformado por el elemento cognitivo, señalando que los tipos disciplinarios consagran en 
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esencia comportamientos omisivos, por lo tanto, la infracción al deber funcional por ser una 
omisión excluye la voluntad; por ello el autor citado señala: 
[…] “Para infringir un deber, basta que la persona: conozca que está obligada ante un 
contexto situacional típico, tenga conciencia de su capacidad individual de acción, y no realice el 
deber; Agregando: Entonces, para que exista dolo basta que la persona haya tenido conocimiento 
de la situación típica aprehendida en el deber que sustancialmente se ha infringido, El conocer ya 
involucra el querer, pues si conozco y realizó la conducta es porque quiero” […] 
Esta tesis doctrinal no encuentra sustento de la realidad práctica procesal, ya que, si se parte 
de asumir que con el solo conocimiento de deber funcional infringido se genera el dolo, la pregunta 
sería cómo se logra determinar ese conocimiento; evidentemente la única forma de acreditarlo es 
mediante la exteriorización de los actos realizados por el disciplinable que son expresiones claras 
de su voluntad encaminada a transgredir la norma funcional. En ese orden de ideas el conocimiento 
de la ilicitud disciplinaria pertenece al fuero interno del disciplinado, pretender separar su 
conocimiento con su voluntad entendida como lo actos externos de realización, nos conduciría a 
valorar únicamente una situación que quedaría en el fuero interno del mismo. 
4.2.3. Consciencia de la ilicitud disciplinaria de la acción 
Se trata del conocer, entender, comprender y poder auto determinarse frente al 
comportamiento realizado, a partir del conocimiento objetivo de la conducta prohibitiva 
disciplinaria, el sujeto disciplinado debe saber qué hace, la conciencia de la ilicitud está ligada a 
la voluntad en la realización ya que los actos externos deben ser congruentes con el saber interno 
de estar obrando contrario al deber funcional. 
No se trata de una consciencia derivada de un saber jurídico especializado, lo cual sería 
prácticamente imposible en la Administración Pública, es un saber derivado del conocimiento 
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intuitivo del buen obrar (moralidad pública) que debe acompañar las acciones de los funcionarios 
públicos, luego esta consciencia se estructura cuando se demuestra que tenía la posibilidad de 
actuar de manera diferente porque las situaciones funcionales así se lo indicaban y la necesidad 
social se lo señalaba y decidió injustificadamente proceder en contra de esos valores establecidos.  
4.3. Clasificación del dolo disciplinario 
Tomando como elemento de referencia que es el deber funcional contenido en el tipo 
objetivo de responsabilidad el punto de partida para la construcción de la culpabilidad en materia 
del dolo, es claro que en el Derecho Disciplinario el dolo sólo puede tomarse como dolo directo, 
sin que se puedan integrar las diferentes clasificaciones que aplican para el Derecho Penal del dolo 
directo de segundo grado o de causa necesaria y dolo eventual, esto en razón a que los elementos 
integrantes del dolo disciplinario: conocimiento, voluntad y consciencia, solo se pueden remitir 
respecto del deber funcional de manera concreta y precisa para que se pueda estructurar 
externamente la acción dolosa. 
Así, si el sujeto disciplinable realiza conductas concomitantes, generando causas necesarias 
para infringir su deber funcional (dolo directo segundo grado), en definitiva, la vulneración por la 
cual va a ser imputado es por el desconocimiento por omisión o extralimitación de aquel y en todo 
caso su afectación por vía del dolo vendría a ser directa. 
En cuanto al dolo eventual o condicional generado cuando […]“el sujeto no quiere el 
resultado típico, pero lo acepta, o lo consiente, o carga con él, no obstante habérselo representado 
como posible o probable” (Sentencia 32964, 2010), razón por la cual puede decirse que se presenta 
cuando el resultado que es posible, no es evitado; si se parte de la base que la acción dolosa se 
remite al desconocimiento del deber funcional es claro su afectación no va a estar librada al azar, 
debe provenir directamente de una finalidad y un propósito del disciplinable que 
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independientemente que su resultado no sea querido le generará principio de responsabilidad, la 
discusión se concentraría en si la imputación sería por vía del dolo o de la culpa gravísima en 
cualquiera de sus modalidades de imprudencia, asimilable a la culpa consciente o con 
representación a partir del enunciado del artículo 29 de la Ley 1952 de 2019, que al texto señala:  
“La conducta es culposa cuando el sujeto disciplinable incurre en los hechos constitutivos de falta 
disciplinaria, por la infracción al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible y cuando el 
sujeto disciplinable debió haberla previsto por ser previsible o habiéndola previsto confió en poder 
evitarla” (Ley 1952, 2019). 
La principal diferencia acorde con la doctrina jurisprudencial de la Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia radica en la actitud que el sujeto agente asume frente a la 
representación de la probabilidad de realización de los elementos objetivos del tipo prohibitivo. 
Para explicar esta situación la Corporación acude a la exposición de las teorías de la 
voluntad o del consentimiento y de la probabilidad o de la representación. En la primera la 
conducta es dolosa cuando el sujeto consiente en la posibilidad del resultado típico, en el sentido 
de que lo aprueba. Y es culposa con representación cuando el autor se aferra a la posibilidad de 
que el resultado no se producirá. En la segunda existe dolo eventual cuando el sujeto se representa 
como probable la realización del tipo objetivo, y a pesar de ello decide actuar, con independencia 
de si admite o no su producción. Y es culposa cuando no se representa esa probabilidad, o la 
advierte lejana o remota. En el Derecho Penal Colombiano se acepta a partir del artículo 22 y 23 
de la Ley 599 de 2000 la teoría de la probabilidad o representación, ya que esencia “lo que se 
sanciona es que el sujeto prevea como probable la realización del tipo objetivo, y no obstante ello 
decida actuar, con total menosprecio de los bienes jurídicos puestos en peligro” (Corte Suprema 
de Justicia, Sentencia 32964, 2010). 
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Al respecto como lo señala Mir Puig “No importa la actitud interna del autor –de 
aprobación, desaprobación o indiferencia- frente al hipotético resultado, sino el haber querido 
actuar pese a conocer el peligro inherente a la acción” (Mir Puig, 1990, p. 264). 
El tratadista Pinzón (2016) en principio se muestra partidario de la aceptación del dolo 
eventual en materia disciplinaria trayendo a colación decisión proferida por la Sala Disciplinaria 
de la Procuraduría General de la Nación, en la cual al sancionar a los disciplinados involucrados 
en el lanzamiento de artefactos explosivos que causaron daños masivos en la población del caserío 
de Santo Domingo, Meta, se les indicó que incurrieron en esa conducta a título de dolo eventual. 
(PGN Radicado 161-01640 (155-45564/2000), 2016) 
Sin embargo, el autor citado, declina su postura al hacer el comparativo del texto de los 
artículos 22 de la Ley 599 del 2000 Código Penal y 28 de la Ley 1952 de 2019, en donde claramente 
se observa que el legislador no incluyó en el Derecho Disciplinario la posibilidad del dolo eventual, 
al consagrar como elementos del dolo disciplinario la voluntad, el conocimiento y la 
representación de la infracción al deber funcional, entendiéndose que su afectación no se deja 
librada al azar, ya que la misma provendría de la omisión o extralimitación del mismo. 
Entonces para clarificar la cuestión puede decirse que no se debe confundir las 
consecuencias del resultado con la relación que debe tener el conocimiento, la voluntad y la 
consciencia del disciplinado respecto de la infracción a su deber funcional, ya que independiente 
que los efectos de su proceder en cuanto a sus consecuencias puedan ser indeterminadas tendrán 
siempre un mismo origen la vulneración del deber funcional y en caso de determinarse que 
representó la posibilidad de la infracción, la conducta se adecuaría como culposa bajo la modalidad 
de culpa gravísima. 
359 
 
Así si una persona conoce que está inhabilitada para ejercer un cargo público de elección 
popular y no obstante ello voluntariamente se inscribe, se hace elegir, recibe su credencial y 
conscientemente se posesiona, los efectos de su conducta podría decirse que son aleatorios en 
cuanto al desconocimiento de los derechos de sus electores, pero por ello su dolo no será eventual, 
será directo ya que lo que desconoció en principio fue el deber funcional de no haberse posesionado 
en ese cargo estando inhabilitado para ejercerlo. 
No se está diciendo con lo anterior, que en materia disciplinaria el dolo surge por la 
infracción del deber por el deber, ya que esto implicaría la negación del resultado como elemento 
externo indicativo del conocimiento, la voluntad y la consciencia ante la ilicitud, luego el dolo 
exige un resultado ilícito disciplinario ya que si no lo hay la conducta quedaría en el fuero interno 
del sujeto, pero debe tenerse en cuenta que ese resultado es el producto de la acción mental y física 
del disciplinable encaminada a desconocer por vía de omisión o extralimitación su deber funcional. 
Como corolario de lo expuesto debe indicarse que en materia disciplinaria el dolo entendido 
como el conocimiento de la conducta disciplinable, la voluntad encaminada a la realización y la 
consciencia de la ilicitud de la conducta, debe reflejarse de manera directa respecto del deber 
funcional legalmente asignado, así el resultado será una consecuencia necesaria del 
desconocimiento del mismo. 
4.4. Se admite la preterintención en el derecho disciplinario 
La respuesta es no. La preterintención o ultra intención, es lo que está más allá de la 
intención, lo causado va más allá de la realidad querida por el sujeto, plantea una especie de 
limitación de la responsabilidad a partir del resultado obtenido por una acción dolosa que excede 
el fin propuesto cuyos elementos esenciales son: 
1. Una acción dolosa. 
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2. La previsibilidad de un resultado posterior más grave que el buscado. 
3. El exceso en el resultado final buscado con la acción. 
4. La creación de un riesgo no permitido que tiene relación directa con la acción prohibitiva 
ejecutada. 
5. La concreción o materialización del resultado negativo en exceso del propuesto 
inicialmente. 
Tomando estos conceptos propios del Derecho Penal y reflejándolos en la dogmática 
disciplinaria, se concluye que la preterintención no tiene cabida en esta última disciplina jurídica. 
En efecto, tomando como referencia que el bien jurídico protegido es el deber funcional, 
cuando por una acción dolosa se afecta sustancialmente el mismo, ya la afectación está dada 
independientemente que el resultado posterior sea más grave que el buscado. 
Si un servidor público con capacidad para contratar con conocimiento, voluntad y 
consciencia, esto es con dolo, omite realizar los estudios de necesidad y conveniencia y contrata 
vulnerando el principio de planeación en contratación estatal, ya infraccionó su deber funcional, 
que ello genere una afectación mayor en cuanto al objeto contractual no planificado, no puede 
tomarse como un efecto preterintencional, ya que el desconocimiento del deber funcional hace 
previsible la finalidad que viene a ser el impedimento del cumplimiento de los fines de la 
contratación estatal. 
En conclusión, es absolutamente claro que la figura de la preterintención no tiene 
aplicabilidad en materia disciplinaria, más aún cuando el legislador expresamente la excluyo del 
régimen disciplinario tanto en la Ley 734 de 2002 como en la Ley 1952 de 2019. 
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4.5. El tipo disciplinario admite amplificadores como la tentativa o permite considerar la 
coparticipación como medio de realización 
Un aspecto que se hace necesario clarificar en materia disciplinaria es si es viable acudir a 
la tentativa y a la coparticipación como elementos amplificadores del tipo prohibitivo disciplinario. 
En principio debe señalarse que el tipo disciplinario está estructurado en cuanto a su 
concepción como una posibilidad de autoría y en cuanto a su generación de responsabilidad 
disciplinaria como una determinación y concreción de consumación, vale decir propone una 
conducta prohibitiva diseñada para que la pueda realizar una persona que es un autor calificado: 
servidor público o particular disciplinable y para que de esa acción surja responsabilidad 
disciplinaria es necesario que la conducta se ejecute se consuma. 
Al respecto surge la inquietud de si en esos procesos resulta admisible asumir que surge 
responsabilidad disciplinaria cuando se inicia la consumación de la conducta prohibitiva mediante 
actos idóneos para su materialización, sin que se consiga este fin por circunstancias ajenas a la 
voluntad de su autor o por su desistimiento o bien como se estructuraría la responsabilidad 
disciplinaria cuando se establece que varios disciplinables concertaron positiva y necesariamente 
para la ejecución y consumación de la falta disciplinaria. 
4.5.1. La tentativa en el derecho disciplinario 
La figura de la tentativa es definida en relación con su aplicación en el Derecho Penal por 
Fernández así: La tentativa es siempre, por definición, delito inconsumado, realización criminosa 
interrumpida por factores involuntarios antes de alcanzar el grado requerido por el tipo 
correspondiente; agregando al respecto: La tentativa es entonces el comienzo ejecutivo de la 
lesividad de la conducta para el bien jurídico, la postura de una condición adecuada del resultado 
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típico que no llega, sin embargo, a producirse, por la interposición de una contra serie causal 
debido al azar o a la obra de un tercero (Fernandez, 1995, págs. 372-373). 
El autor en cita diferencia para explicar el concepto dos momentos, lo que denomina la 
consumación formal, referida a que el sujeto realiza exactamente lo que el tipo prohibitivo 
describe, afectando el bien jurídico protegido en el modo o grado dispuesto en el mismo y la 
consumación material, que viene a ser el agotamiento de la lesión del bien jurídico, el logro del fin 
que subjetivamente se ha propuesto el autor. 
A partir de lo expuesto y considerando que en materia disciplinaria el bien jurídicamente 
tutelado es el deber funcional, es evidente que la figura de la tentativa no tiene aplicabilidad en el 
Derecho Disciplinario ya que la falta disciplinaria surge única y exclusivamente cuando se 
materializa la infracción por vía de omisión o extralimitación del mismo y las acciones que no 
conduzcan a esa infracción se deben considerar como actos preparatorios no susceptibles de tutela 
disciplinaria en la medida en que no se han exteriorizado en actos positivos de vulneración del tipo 
prohibitivo disciplinario.  
Esto significa que en materia disciplinaria la sola consumación formal de la conducta lleva 
implícita su consumación material, claro precisando que no se trata del deber por el deber, sino 
que claramente con la acción ejecutiva se consume, se agota el resultado, ya que en disciplinario 
la consumación formal (realización de la conducta prohibitiva) y la consumación material 
(afectación al deber funcional), conforman una unidad inseparable y todo aquello que no esté 
dentro de ese rango sencillamente no estaría en la esfera de tutela de las autoridades disciplinarias. 
(Gómez, 2002; p. 295) 
Ilustra lo expuesto la siguiente situación:  
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Si un servidor público con competencia para contratar, decide deliberadamente infringir el 
principio de la transparencia iniciando un proceso de contratación que por la cuantía, implicaría 
su adjudicación mediante una licitación pública, adjudicando el contrato mediante una 
contratación directa, libra la invitación respectiva al oferente escogido y éste presenta su oferta y 
estando en su estudio, es requerido por ese hecho por una Autoridad Disciplinaria motivo por el 
cual desiste de su propósito inicial, ese servidor público no llegó a materializar la adjudicación del 
contrato y por consiguiente su acción no resultaría en principio disciplinable ya que no se formalizó 
la afectación al deber funcional y no podría ser imputado disciplinariamente por tentativa puesto 
que los elementos del tipo disciplinario no se materializaron, independientemente de la intención 
que se puede deducir de los actos ejecutados. 
Distinto sería si efectivamente lo adjudica, allí se formalizaría la realización de la conducta 
prohibitiva descrita en el tipo disciplinario y la materialización del resultado generado por esa 
afectación. 
4.5.2. La coparticipación en el derecho disciplinario 
El concepto de coparticipación se concreta en el Derecho Penal cuando “el delito es 
cometido por varias personas” (Fernandez, 1995, pág. 391), indudablemente esta figura no puede 
tener aplicación en el Derecho Disciplinario en consideración a que cada empleo público tiene 
unas funciones propias asignadas legalmente, por lo tanto, independientemente que los sujetos 
disciplinables tengan un acuerdo de voluntades para incurrir en la falta disciplinable, cada uno de 
ellos responderá exclusivamente al nivel de las funciones que de acuerdo con su cargo hayan 
infringido, ya que no podrían responder en materia disciplinaria todos bajo una misma imputación 
de extralimitación u omisión al deber funcional, ello independientemente que la conducta 
materializada sea la misma para todos. 
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En el mismo sentido, no puede hablarse de coautores en materia disciplinaria, entendiendo 
la coautoría como la realización conjunta de una misma falta disciplinaria, ya que como se ha 
indicado así la conducta sea la misma, cada uno responderá en condición de autor acorde con la 
infracción demostrada de los deberes funcionales propios de su cargo. 
Es necesario clarificar los contenidos previstos en el numeral 6 del artículo 43 de la Ley 
734 de 2002 y el numeral 5 del artículo 47 de la Ley 1952 de 2019, referido a los criterios para 
determinar la gravedad o levedad de la falta disciplinaria, normas que al texto señalan: 
“Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en cuenta 
el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la confianza depositada en 
el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o función, el grado de participación 
en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, o si la cometió en estado 
de ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil prevención y gravedad extrema, 
debidamente comprobadas” (Ley 734, 2002; Ley 1952, 2019). 
Como puede advertirse la norma consagra la participación como un elemento indicativo, 
se entiende en este caso para determinar que la falta es grave. Entonces cómo entender la 
participación en el Derecho Disciplinario si existe autonomía funcional en cada empleo. Al 
respecto debe señalarse que la norma parte de un supuesto: el dolo, ya que nadie participa en la 
comisión de una falta culposamente, a partir de lo anterior ha de entenderse que se trata de una 
colaboración necesaria de cada sujeto disciplinable para la obtención del fin prohibido 
precisamente facilitándolo en razón a las funciones propias del cargo. Luego no se debe confundir 
un criterio para determinar la gravedad o levedad de la falta disciplinaria como el enunciado, con 
la tipificación propia de la conducta disciplinable. En el primer caso de demostrarse esas acciones 
necesarias para la realización y consumación de la falta esta se tendrá como grave, pero la 
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responsabilidad será siempre individualizada en razón de las funciones propias del cargo que cada 
uno desempeñe al momento de la comisión de la falta. 
Un elemento importante para diferenciar entre autores y partícipes del hecho disciplinable, 
tomando como referencia a Fernández (1995), es que el autor tiene el dominio del hecho, entendido 
como la capacidad para impulsarlo, dirigirlo, controlarlo o interrumpirlo, los partícipes carecen de 
ese dominio y se limitan a ejecutar las acciones necesarias para su realización y materialización 
acorde con las funciones de sus cargo, que resulten necesarias para ese cometido. 
Finalmente, como lo señala Gómez, el deber funcional se infringe o no se infringe. Y como 
tal no tiene términos medios en cuanto a su infracción. De allí que se excluye la posibilidad de la 
coadyuvancia para la infracción al deber funcional, cuando el mismo, da cuenta de una situación 
personal que emana de la especial vinculación entre sujeto activo y deberes funcionales de los 
servidores públicos o los miembros de las profesiones intervenidas. Cualquiera que sea la 
conducta, tanto en importancia cuantitativa como cualitativa, quien infringe un deber lo hace 
plenamente. (Gómez, 2002; p.296) 
Lo expuesto se clarifica mejor a partir de lo siguiente: 
Si un administrador público, con pleno conocimiento, nombra en un empleo a una persona 
que no cumple el perfil y requisitos del empleo, conocedor de esa situación el Jefe de Talento 
Humano respectivo accede a tramitar su posesión, la cual efectivamente ocurre. Obsérvese que la 
conducta es la misma para ambos, pero disciplinariamente responderán en condición de autores de 
faltas disciplinarias a título individual de acuerdo con sus deberes funcionales (por nombrar y por 
posesionar), pero en cuanto a la naturaleza de la falta disciplinaria, se debe considerar para graduar 
su gravedad, que el nominador tiene dominio del hecho y al Jefe de Talento Humano, se le 
determinara como grave por el grado de participación que tuvo en la misma. Como puede verse la 
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participación se convierte en un elemento de determinación de la gravedad o levedad de la falta y 
no indicativo de la tipicidad. 
Capítulo V 
La culpa disciplinaria 
La culpa como expresión subjetiva de responsabilidad tiene como fundamento los 
principios del cuidado objetivo, el deber de cuidado, respecto del ejercicio funcional y la confianza 
del Estado y la ciudadanía del ejercicio previsivo y cuidadoso de los deberes funcionales 
encomendados. 
La culpa es el elemento subjetivo de los faltas disciplinarias culposas, conforme lo expuesto 
por Fernández (1995), la culpa en el ámbito de la responsabilidad se encuentra entre dos extremos: 
el dolo (la culpa es una forma de no dolo) y el caso fortuito (que jamás es culposo ya que está 
dentro de un contexto de imprevisibilidad para la persona), su límite subjetivo es la previsibilidad 
(los resultados que en determinada situación el autor podía mentalmente anticipar) y su límite 
objetivo es la evitabilidad (la actuación que una persona de manera elemental, natural y formal 
puede desarrollar para impedir que el resultado ocurra), entendiéndose que esta exigibilidad 
aumenta dadas las condiciones del autor, ya que entre más conocimientos (responsabilidades) 
tenga, mayor será la exigibilidad que se le asigna en sus acciones. 
En materia disciplinaria hay culpa cuando la conducta disciplinable que es previsible y 
evitable se produce por una acción violatoria del deber de cuidado que el servidor público o el 
particular deben tener en ejercicio de sus funciones. 
Es preciso señalar que la culpa disciplinaria en la Ley 734 de 2002 no se encuentra definida, 
el parágrafo único del artículo 44 de la norma solo prevé: 
“Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención 
elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando 
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se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del 
común imprime a sus actuaciones” (Ley 734, 2002). 
Así la norma en cita se limita a indicar que la culpa disciplinaria puede ser gravísima o 
grave y a precisar las modalidades de la culpa gravísima. 
En la Ley 1952 de 2019 ya propone una definición de la culpa disciplinaria y mantiene sus 
modalidades de gravísima y grave al señalar en su artículo 29, modificado por el artículo 4 de la 
Ley 2094de 2021, lo siguiente: 
“La conducta es culposa cuando el sujeto disciplinable incurre en los hechos constitutivos de falta 
disciplinaria, por la infracción al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible y debió haberla 
previsto por ser previsible o habiéndola previsto confió en poder evitarla. 
La culpa sancionable podrá ser gravísima o grave. 
La culpa leve no será sancionable en materia disciplinaria. 
Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención 
elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave cuando 
se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del 
común imprime a sus actuaciones.”. 
Conforme a esta definición la culpa disciplinaria involucra los conceptos de 
representación o consciencia de la posibilidad del resultado, que vendría a ubicarse en el contexto 
de la culpa gravísima y la ausencia de consciencia o representación del resultado, que se tomaría 
como la culpa grave, entendiéndose que en ambos casos el desvalor de la acción estaría dado 
respecto de la conciencia de lo previsible y la confianza en la ausencia de la afectación funcional 
o bien de la ausencia de consciencia respecto de lo previsible por falta de cuidado y por ende el 
descuido en el ejercicio funcional. 
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Esencialmente la culpa implica una ausencia de dolo, pero una presencia demostrable de 
la imprudencia o negligencia, cuyo grado de medición en cuanto a su previsibilidad debe estar 
acorde con la responsabilidad asignada al disciplinable y los conocimientos y capacidades 
exigibles para el desempeño de su función, así como de los medios logísticos que tuvo a su 
disposición para evitar el resultado riesgoso. 
Puede considerarse el caso de un administrador público absolutamente lego en el manejo 
de conocimientos jurídicos, por consiguiente, su prudencia o negligencia se determinará de 
acuerdo con la asesoría que haya buscado para sustentar sus decisiones administrativas en el 
ejercicio de sus funciones, esto tratándose de conductas imputadas a título de culpa. 
Así como lo señala MAURACH “Comete un delito imprudente quien, en los casos 
previstos por la ley, causa un resultado típicamente antijurídico, si dolo, pero como consecuencia 
de un descuido por él evitable” (Maurach, 1962, pág. 215); agregando lo expuesto por Zaffaroni, 
1980; p.393) […] “La culpa es una programación de la causalidad defectuosa por no responder al 
cuidado debido, y sólo determinable cuando se sabe cuál era la finalidad de la programación” 
5.1. Fundamentos de la culpa disciplinaria 
La culpa disciplinar se edifica a partir de tres presupuestos básicos: 
1. El cuidado objetivo. 
2. El deber de cuidado. 
3. El principio general de confianza. 
5.1.1. El cuidado objetivo 
Debe entenderse como la exigencia que la persona de manera acuciosa, juiciosa debe 
desarrollar para preservar la observancia del deber funcional y por ende de los bienes jurídicos que 
ingresan en su ámbito de manejo y conocimiento para evitar resultados lesivos a los mismos, es la 
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conducta que laboral y socialmente se espera desarrolle y ejecute, el deber ser del cuidado y 
prudencia que se espera de quienes desarrollan las actividades propias de la Administración 
Pública. 
Tratándose de los servidores públicos y particulares disciplinables el cuidado objetivo es 
la “conducta modelo” de atención, prudencia y diligencia que deben ejecutar para prevenir 
consecuencias sociales no deseadas de sus acciones, se trata entonces de la protección del bien 
jurídico encomendado, el deber funcional, de afectaciones innecesarias provenientes de acciones 
imprudentes o negligentes. (Parafraseando a Fernández, J., 1995 y Welzel, 1956) 
La “conducta modelo” se remite a una exigencia normal, lo generalmente exigible tanto 
laboral como socialmente, que no es otra cosa que el cumplimiento de los deberes funcionales, de 
forma cuidadosa, razonable y prudente, esto dentro de los parámetros de exigencia que se le pueden 
hacer a la persona de acuerdo con sus conocimientos y capacidades; entendiéndose que cuando la 
acción está fuera de estos niveles de exigencia pasa a ser imprudente negligente y puede dar lugar 
a la conducta disciplinable. (Welzel, 1956) 
5.1.2. El deber de cuidado 
Se remite a la atención y diligencia que debe imprimirse en el ejercicio del deber funcional, 
entendiéndose que su sola observancia ya implica un riesgo en la medida en que requiere del 
desarrollo de conocimientos, competencias y actitudes encaminadas a garantizar un bienestar 
social, por eso la principal obligación que se tiene es no incrementar ese riesgo innecesariamente, 
injustificadamente, ni tampoco crear elementos que incrementen ese riesgo, limitándose 
estrictamente al mandato normativo que lo impone. 
Este elemento es objetivo ya que es verificable a partir de la asignación funcional que tenga 
adscrita el disciplinado y la confrontación del mismo con la acción ejecutada que viene a ser el 
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elemento subjetivo, a través de la cual por imprudencia o negligencia lo afectó; el análisis del deber 
funcional asignado y del contexto de la acción desarrollada debe permitir valorar el parámetro de 
riesgo generado en cuanto a la afectación del mismo. 
El deber de cuidado implica que el disciplinado advierta el peligro de infringir el deber 
funcional e imprudentemente no evite ese riesgo (consciencia o representación) o bien cuando 
actúe descuidadamente poniéndolo en riesgo (ausencia de consciencia o representación), por eso 
en cada caso concreto debe revisarse la modalidad respectiva y definirla de acuerdo con la 
capacidad, conocimientos y competencias del disciplinado. 
5.1.3. El principio general de confianza 
La actividad funcional del servidor público y del particular disciplinable parte de un 
principio general de confianza, por parte de la Administración Pública que presume observarán 
debidamente sus funciones, como de la sociedad que espera que así lo hagan y generen con su 
desarrollo el bienestar colectivo esperado. 
Es el equilibrio que guarda la armonía laboral entre el Estado y sus funcionarios, edificada 
a partir del convencimiento que éstos guardaran sus obligaciones con prudencia y cuidado, sin 
exponerlas a riesgos innecesarios o crearles elementos que los afecten y a su vez es la tranquilidad 
que el Estado refleja en los administrados ya que éstos confían en que los representantes de la 
Administración Pública no pongan en riesgos indebidos por las mismas razones expuestas, la 
prestación de los servicios que envuelven su devenir funcional. 
La asunción de riesgos innecesarios en la observancia de los mismos por vía de la 
imprudencia o el descuido rompe esa presunción de confianza y por supuesto genera un 
incumplimiento laboral con la Administración Pública y social porque la comunidad pierde la 
confianza en la acción estatal. 
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5.2. Elementos de la culpa disciplinaria 
Desde un punto de vista objetivo los elementos que integran la culpa disciplinaria son: 
1. Una acción (omisión o extralimitación) voluntaria, pero no dolosa (ausencia de consciencia 
de ilicitud y finalidad de resultado) que genera un resultado. 
2. El resultado, que el comportamiento esté tipificado como falta disciplinaria (resultado no 
justificado) y que además sea lesivo o relevante (en materia disciplinaria a partir del contenido del 
artículo 29 de la Ley 1952 de 2019 la culpa leve no es sancionable en el Derecho Disciplinario). 
3. Un origen, que la conducta se origine en un desconocimiento del cuidado objetivo y por 
consiguiente una afectación al deber objetivo de cuidado, materializado en la imprudencia o 
negligencia. 
4. La relación de causalidad debida entre la acción (imprudente o negligente) y el resultado 
prohibido disciplinariamente. 
5.3. Clasificación de la culpa disciplinaria 
La culpa disciplinaria se clasifica en gravísima y grave, excluyéndose la culpa leve como 
fundamento para una sanción disciplinaria. (Roxin, 2002; p. 358) 
Como ya se indicó en la Ley 734 de 2002 no se hace ninguna acotación respecto de los 
elementos conceptuales de la culpa disciplinaria, en el parágrafo único del artículo 44 de la norma 
citada, se indican las clases de culpa y las categorizaciones que identifican a las mismas. 
Al respecto en el artículo 29 de la Ley 1952 de 2019, modificado artículo 4 Ley 2094 de 
2021, se incorporan elementos trascendentales en el tratamiento de la culpa disciplinaria los cuales 
se pueden identificar así: 
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1. Se fundamenta en la infracción al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible, es 
decir al debido y diligente cuidado en el cumplimiento de los deberes funcionales propios del 
cargo. 
2. La acción generadora de esa infracción se sustenta en dos factores:  
a. La negligencia: no prevenir lo previsible, bien se puede tomar como una culpa derivada de 
la ausencia de consciencia o representación de la posibilidad de la afectación al deber funcional, 
no obstante corresponder esa previsibilidad al ámbito propio de ese ejercicio funcional. 
b.  La imprudencia: prever la posibilidad de la afectación al deber funcional, pero confiar en 
la evitabilidad del resultado, se asumiría como la culpa derivada de la consciencia o representación 
de la posibilidad de la infracción al deber funcional y de un resultado generado por una confianza 
indebida que no lo evito. 
3. Se mantienen las categorías de la culpa en gravísima y grave, con sus elementos 
constitutivos.  
a. Culpa gravísima: 
 La ignorancia supina. 
 Desatención elemental. 
 Violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento.  
b. Culpa grave: 




5.3.1. La culpa disciplinaria gravísima 
Se fundamenta en la consciencia, representación del resultado, el sujeto disciplinable 
grafica mentalmente la posibilidad de infracción a su deber funcional no obstante ello no asume 
acciones encaminadas a su evitabilidad confiando en su no resultado. 
Obsérvese que el punto de partida es una acción injustificada en la medida en que se 
racionaliza la posibilidad de la afectación (obviamente se entiende que hay ausencia de consciencia 
y voluntad en cuanto a la finalidad del resultado lesivo, ya que sería entonces una acción dolosa), 
la cual general un resultado injustificado, la afectación del deber funcional. 
Ciertamente en el aspecto práctico surgen dificultades para determinar la consciencia o 
representación de la afectación, razón por la cual el legislador recurrió a los indicativos de la 
ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio 
cumplimiento, cuyo manejo aplicativo permiten considerar cuando la conducta sale de ámbito del 
dolo y del caso fortuito e indican que se generó producto de la imprudencia de su autor, entendida 
esta como la graficación mental de la posibilidad del resultado y la inercia para evitarlo. 
5.3.2. La ignorancia supina 
Radica en la imprudencia derivada del desconocimiento de los deberes funcionales propios 
del cargo, que dan lugar a la infracción de los mismos. Se entiende que la primera responsabilidad 
que tiene un servidor público o un particular disciplinable es conocer, empoderar los deberes de 
su cargo o actividad y saber ejercer las competencias derivadas de los mismos, por ello esa 
ausencia de saber aumenta el riesgo de desconocerlos y por consiguiente se toma como un 
fundamento subjetivo de imputabilidad disciplinaria. 
Al respecto la Corte Constitucional ha señalado: 
“Obsérvese que se considera culpa gravísima en primer término la ignorancia supina, que define el 
diccionario de la lengua de la Real Academia Española como la que procede de negligencia en 
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aprender o inquirir lo que puede y debe saberse. Es decir que se considera como culpa gravísima la 
negligencia del servidor que pese a tener el deber de instruirse a efectos de desempeñar la labor 
encomendada decide no hacerlo” (Corte Constitucional, Sentencia C-948, 2002). 
Tomando como referencia a Gómez (2002) el fundamento del reproche radica en la 
imprudencia temeraria del disciplinado que le impone el conocer sus funciones como una 
obligación propia al ejercicio de su empleo o función, conocimiento que resulta anexo al saber 
profesional, técnico o empírico requerido como perfil de cargo, en la medida en que se le exige 
una mayor previsión y diligencia en sus actividades. 
Es claro que la temeridad en no esforzarse en conocer, empoderar y saber ejecutar las 
funciones debe acreditarse, ya que si esta falencia proviene de la ausencia total de apoyo logístico 
por parte de la Administración Pública, en cuanto a la capacitación o actualización, la conducta 
carecería de exigibilidad disciplinaria; podría tomarse como un caso ilustrativo un servidor público 
que no obstante habérsele ofrecido todas las oportunidades para actualizar sus conocimientos en 
el manejo contable, sencillamente las deja de lado y debido a ello incurre en irregularidades en el 
manejo de cuentas estatales, evidentemente su imprudencia fue confiar en que su experiencia podía 
más que la necesidad de actualizar sus conocimientos ya adecuarlos a las nuevas exigencias 
funcionales.  
Como corolario de lo indicado, se considera necesario eliminar de manera definitiva la 
práctica reiterativa, impulsada en la mayoría de los casos por los administradores públicos, de 
designar en los cargos públicos a personas seguramente muy capacitadas en saberes políticos, pero 
poco conocedores de la funcionalidad pública, sin los conocimientos, capacidades, aptitudes y 
competencias necesarias para ejercer la función pública, debido a que ante el incumplimiento de 
sus deberes misionales, normalmente en un proceso disciplinario originado por esa causa, el 
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fundamento de la defensa regularmente se construye bajo el argumento de la ignorancia de esos 
deberes funcionales como causa de la falta disciplinaria. 
5.3.3. La desatención elemental 
En este caso la imprudencia se deriva de la ausencia del cuidado ordinario, imprescindible 
que debe tener el disciplinado en la observancia de sus deberes funcionales, debe tomarse como la 
precaución elemental y la diligencia ordinaria en el desarrollo de las competencias derivadas de 
los mismos. 
Es claro que el ejercicio funcional implica la toma de riesgos, por ejemplo, en la 
contratación estatal la revisión de los precios del mercado, la imprudencia se remite a la no 
previsión de los mismos como elementos inherentes al servicio público. 
Tomando como referencia a Cuello Calón “la desatención elemental consiste en la omisión 
de las precauciones o cautelas más elementales, o el olvido de las medidas de racional cautela 
aconsejadas por la previsión más elemental, que deben ser observadas en los actos ordinarios de 
la vida, o por una conducta de inexcusable irreflexión y ligereza” (Cuello, 1980, p. 478). 
Es importante agregar a lo anterior lo señalado por Nieto en relación con la observancia 
del cuidado necesario: 
En el Derecho Disciplinario no puede haber tipos de riesgo o de peligro, ya que la norma 
de previamente define el riesgo prohibido o permitido y al estar predeterminado el riesgo, no 
depende de la acción realizada en concreto, sino de las circunstancias previas que la rodean y la 
observancia de los reglamentos y autorización previa; el riesgo no corresponde a la acción sino a 
la política normativa. (Nieto, 2012; p. 345). 
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5.3.4. La violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento 
Se tiene claro que el fundamento de la culpa disciplinaria es la inobservancia del deber 
objetivo de cuidado en el cumplimiento del deber funcional, la causal de violación de reglas de 
obligatorio cumplimiento se presenta cuando ese deber objetivo de cuidado esta reglado por otras 
normas que le indican al sujeto disciplinable como debe acatarlo. 
Responder un derecho de petición está dentro del contexto del deber objetivo de cuidado 
como un aspecto inherente a la actividad funcional del servidor público, el término para 
responderlo se encuentra reglado por el artículo 1 de la Ley 1755 de (2015) según sea la naturaleza 
del petitorio, entonces el deber de responder que forma parte del deber objetivo de cuidado, está 
regulado por una norma de obligatorio acatamiento que prevé el término para darle respuesta 
oportuna atendiendo a su naturaleza, luego sino se responde en término se habrá infringido una 
regla de obligatorio acatamiento y por consiguiente el deber objetivo de cuidado respecto de la 
observancia del deber funcional. 
Lo expuesto conlleva a que como lo señala el tratadista Pinzón (2016) se confunda la 
tipicidad (norma subsidiaria funcional) con la misma culpabilidad (culpa gravísima), lo cierto es 
que en este caso en particular la definición de si la acción se imputa a título de culpa gravísima por 
vía de la violación de reglas de obligatorio acatamiento exige que se fundamente la acusación no 
solo en la norma subsidiaria funcional (establece el deber funcional respecto del cual se pregona 
el deber objetivo de cuidado), sino que además debe examinarse y determinarse la existencia de 
una norma subsidiaria especial que establece la observancia obligatoria del hacer o no hacer, que 
precisamente es la que va a fundamentar por su omisión o extralimitación la culpa gravísima. 
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Así, en esta causal de la culpa gravísima por violación de reglas de obligatorio acatamiento 
concurren tanto la infracción al deber funcional como la imprudencia en la observancia de las 
normas que reglamentan obligatoriamente como ejercerlo. 
Se admite que desde el punto de vista de la legalidad de la conducta puede presentarse 
confusión, sin embargo, se aclara el asunto cuando se visibiliza el enfoque que debe dársele. En 
efecto para efectos de la tipicidad de la conducta deben concurrir las ya conocidas tres normas: el 
tipo disciplinario prohibitivo, las normas subsidiarias especiales (que regulan la materia en 
particular) y funcionales (adscriben y señalan el deber funcional); en tanto que para la culpabilidad 
para fijar la culpa gravísima el análisis gira en torno a si la norma subsidiaria especial regulaba 
obligatoriamente el ejercicio del deber funcional (ocurre en la mayoría de los casos) y si por 
imprudencia no se observó y se generó la afectación de aquel. 
5.4. La culpa grave 
Su razón de ser es la necesidad de la previsión de lo previsible, entendiéndose que no tiene 
consciencia, ni representación de la posibilidad de la infracción al deber funcional, su acción es 
negligente, obra descuidadamente, con ligereza, es incauto y desatento, no actúa con la prudencia 
que se le exige en su gestión, desatiende el cuidado requerido para la misma. 
La culpa grave se formaliza en un indicativo: la inobservancia del cuidado necesario que 
cualquier persona del común imprime a sus actuaciones. 
Al respecto señala Isaza Serrano que: 
“Esta culpa resulta de contrastar la diligencia desplegada por el servidor público investigado con lo 
que haría en idéntica situación una persona del común, con la misma esfera de responsabilidades; 
es decir, a lo que frente a la misma situación laboral haría razonablemente otro servidor público 
perteneciente a su misma esfera laboral o nivel técnico. La culpa grave surge, entonces de la 
conducta equivocada de una persona que, de hecho, ha obrado de modo diferente a como habría 
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obrado un tipo ideal o abstracto de comparación, y al hacerlo, ha quebrantado el interés jurídico 
protegido por el derecho disciplinario. Por supuesto, la definición no deja de encerrar cierta 
contradicción, porque el baremo de la diligencia debida no puede ser, a tiempo, el de un servidor 
público perteneciente a la categoría y especialización del disciplinado, y el de un hombre del 
común” (Isaza, 2009, págs. 184-185). 
5.4.1. La inobservancia del cuidado necesario en las actuaciones funcionales 
La norma equipara la guarda del cuidado necesario a la prudencia y cuidado con que una 
persona del común realiza sus actuaciones.  
Sobre este aspecto el autor Isaza Serrano indica: 
“El elemento normativo “persona del común” del parágrafo del artículo 44 del Código Disciplinario 
Único “[...] debe circunscribirse al contexto laboral y además, debe ser comprensivo de las 
circunstancias personales de cada servidor público en particular, en fusión con su investidura y la 
administración de la esfera técnica donde desarrolla su trabajo, tanto modal como temporalmente 
[...] atendiendo el hecho de que una lectura diferente o localizada por fuera del campo laboral haría 
diluir el plus de mayores exigencias y responsabilidades que por sobre la situación del particular le 
son impuestas a quien ejerce función pública” (Isaza, 2009, págs. 185-186).   
En ese orden de ideas, la culpa grave disciplinaria presenta gran similitud con la culpa leve 
civil, en la medida en que implica la configuración de un descuido producto de la falta de cuidado, 
de atención necesaria en el ejercicio funcional, es un obrar fuera de contexto normal en que todo 
servidor público debe desarrollar su actividad funcional que genera un efecto necesariamente 
previsible. 
Un caso ilustrativo podría ser el que se reciba una petición respecto de la cual se carece de 
competencia para darle respuesta, razón por la cual se dispone la remisión al funcionario 
competente y quien debe remitirla no lo hace, ni informa al peticionario de esa decisión, así surge 
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la mora en la respuesta, al definir la situación se encontrará que falto el cuidado necesario en el 
control de tutela respecto de quien debía remitirla, la previsión de lo previsible. 
5.5. Dificultades para diferenciar en derecho disciplinario la culpa gravísima de la culpa 
grave 
Con anterioridad a la expedición de la Ley 1952 de 2019 el tema resultaba complicado en 
la medida en que siendo ambas modalidades el resultado de la afectación al deber objetivo de 
cuidado se hacían muy cercanos los límites entre la desatención elemental (culpa gravísima) y la 
inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común imprime en sus actuaciones 
(culpa grave), por citar un ejemplo de esa complejidad. Lo cierto es que como lo señala Pinzón 
(2016) el asunto no es trascendental dadas las “gigantescas” incidencias que el tema tiene para 
definir la sanción disciplinaria. 
En efecto, considerando que en la Ley 734 de 2002, para una falta gravísima a título de 
culpa gravísima la sanción es la destitución e inhabilidad general de 10 a 20 años, en tanto que 
para una falta gravísima a título de culpa grave la sanción es la suspensión en el ejercicio del cargo 
e inhabilidad especial de 1 a 12 meses; mientras que en la Ley 1952 de 2019, la falta gravísima 
realizada a título de culpa gravísima genera una sanción de destitución e inhabilidad general de 5 
a 10 años y las faltas gravísimas realizadas con culpa grave dan lugar a una sanción de suspensión 
de 3 a 48 meses e inhabilidad especial por el mismo término (Ley 734, 2002; art.44) se advierte la 
necesidad de clarificar esa diferenciación, la cual para el tratadista mencionado en materia 
disciplinaria primaria la culpa grave, siendo la excepción la culpa gravísima, agregando que para 
que exista culpa gravísima se requerirá que sus componentes (ignorancia supina, desatención 
elemental, violación de reglas de obligatorio acatamiento), se fundamenten en la connotación o 
entidad del comportamiento (Pinzón, 2016, págs. 167-169). 
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Sobre el tema debe considerarse que el artículo 29 de la Ley 1952 de 2019, modificado por 
el artículo 4 de la Ley 2094 de 2021, aporta serios elementos de juicio que permiten diferenciar la 
culpa gravísima de la culpa grave, sin desconocer los problemas derivados del análisis de los 
medios probatorios aplicados para esa finalidad. 
La norma en cuestión parte por lo obvio, sustenta la culpa disciplinaria en la infracción al 
deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible, agregando luego como elementos generadores: 
la ausencia de la consciencia representativa de la posibilidad de la infracción no obstante ser 
previsible y la consciencia representativa de la previsibilidad de la infracción por haberse previsto 
y confiado en poder evitarse.  
Traslados estos elementos a las modalidades de la culpa disciplinaria, se puede considerar 
que hay culpa gravísima cuando el disciplinado tuvo conciencia y representación de la posibilidad 
de la infracción al deber funcional, pero confió en poder evitarlo, no consideró que el 
desconocimiento o actualización de sus saberes funcionales (ignorancia supina) o la ausencia de 
precaución o cuidado en el desarrollo de sus funciones (desatención elemental) o la no aplicación 
de un regla obligatoria (desconocimiento de normas de obligatorio acatamiento), generaría la falta 
disciplinaria y la culpa grave se configuraría cuando el disciplinado no tuvo la consciencia de 
representar la posible infracción al deber funcional, su actuar no fue diligente en un plano 
eminentemente normal, no actuó de manera previsible (diligencia propia de una persona común 
en sus actuaciones) y por ello incurre en la falta disciplinaria. 
Evidentemente la consciencia representativa de la posible infracción o de su ausencia debe 
estar debidamente sustentada en los medios probatorios allegados al expediente y no derivarse 





Sistema de los números abiertos en el derecho disciplinario 
Esencialmente este resulta el problema más complejo en materia de la determinación de la 
subjetividad disciplinaria, la ausencia de definición previa de las conductas culposas en materia 
disciplinaria y su determinación a través de la técnica de los números abiertos, dada la subjetividad 
que pueda tener la Autoridad Disciplinaria, enciende las alertas en materia de culpabilidad 
disciplinaria y exige por consiguiente un análisis cuidadoso de los fundamentos y razones para la 
aplicación de este sistema en materia disciplinaria. 
Contextualizando la temática, el problema se centra en la definición de las conductas 
culposas, toda vez que resulta difícil para el legislador definir todos los comportamientos que se 
buscan prohibir bajo esa modalidad de la culpabilidad, partiendo entonces de la libertad legislativa 
para tipificar las conductas imprudentes surgen varios sistemas de incriminación así: 
1. Sistemas cerrados: denominado también numerus clausus, consiste en que el legislador 
expresamente determina en el tipo descriptivo si la conducta es culposa, esta taxatividad 
legislativa, se considera garantiza el principio de legalidad en su modalidad de reserva legal. 
2. Sistemas abiertos: conocidos como de numerus apertus o cláusulas abiertas, se caracteriza 
porque si bien el legislador define el concepto de la culpa como modalidad disciplinaria, no precisa 
la misma en los tipos prohibitivos respectivos, se debe analizar cada tipo para determinar cuáles 
admiten la modalidad de la culpa de acuerdo con los elementos subjetivos descritos en el mismo. 
El sistema de números abiertos como lo señala Gómez (2002) en el Derecho Disciplinario 
genera dos subsistemas, el que considera que la imputación por culpa ocupa el lugar principal y la 
efectuada por dolo secundario y el que asume que la imputación por dolo ocupa un lugar principal 
y por culpa un aspecto secundario.  
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El primero se sustenta en lo afirmado por De Palma Del Teso, autor que sostiene que en el 
ámbito sancionador administrativo la relación entre dolo y culpa es inversa: los tipos contemplan 
de forma general conductas imprudentes y los dolosos están respecto a aquellos en relación de 
subsidiariedad”, por consiguiente “la infracción administrativa imprudente constituye el punto de 
partida originario, y la comisión dolosa es un fenómeno derivado que presupone que el hecho no 
ha sido cometido culposamente (Teso, 1996, pág. 138).  
El segundo se sustenta en lo expuesto por el autor (Gómez, 2002), “en un sistema genérico 
de incriminación que implica que en principio toda modalidad dolosa de una falta disciplinaria 
tiene su par culposa” 
En el mismo sentido se pronuncia Pinzón al señalar: Toda falta disciplinaria puede ser 
cometida tanto a título de dolo como a título de culpa. No hay ninguna <<preferencia>> llevada a 
la técnica legislativa para decir cuál es la regla general respecto de la imputación subjetiva de cada 
una de las conductas, sino que todo comportamiento que implique la infracción del deber funcional 
le cabe la posibilidad, en principio, de haber sido cometido tanto a título de dolo como a título de 
culpa. (Citado por Gómez, 2002; p.71) 
Argumento que se complementa con lo expuesto por Villarraga quien expone: Por el 
contrario, el derecho disciplinario emplea el sistema de numerus apertus, en cuya virtud toda 
conducta admite como títulos de atribución el dolo y la culpa, quedando en cabeza de la autoridad 
disciplinaria la responsabilidad de determinar –con base en circunstancias específicas de 
realización y la estructura descriptiva del tipo- cuál de los dos resulta aplicable al caso. De entrada, 
el dolo pierde ese protagonismo que se le reconoce en el sistema de los númerus clausus 
(Villarraga, 2014, p. 331). 
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Como puede verse en materia disciplinaria, en principio se admite que una misma conducta 
pueda ser considerada como dolosa o culposa según las modalidades y circunstancias de la acción 
que la generó, salvo que de manera expresa el legislador haya determinado en el tipo disciplinario 
el dolo o la culpa como modalidad de ejecución o señalado elementos subjetivos que 
ineludiblemente conduzcan a considerar el dolo o la culpa como únicos elementos dinámicos para 
su realización. 
6.1. Desarrollo jurisprudencial del sistema de los números abiertos en el derecho 
disciplinario 
En relación con la aplicación del sistema de los números abiertos en el Derecho 
Disciplinario Colombiano, la Corte Constitucional lo ha admitido considerando que  
Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia C–155, 2002, determinó que en materia 
de la culpabilidad disciplinaria: 
“Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos deberes, para que se configure 
violación por su incumplimiento, el servidor público infractor sólo puede ser sancionado si ha 
procedido dolosa o culposamente, pues como ya se dijo, el principio de la culpabilidad tiene 
aplicación no sólo para las conductas de carácter delictivo sino también en las demás expresiones 
del derecho sancionatorio, entre ellas el derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez 
que el derecho disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los principios 
de derecho penal se aplican mutatis mutandi en este campo pues la particular consagración de 
garantías sustanciales y procesales a favor de la persona investigada se realiza en aras del respeto 
de los derechos fundamentales del individuo en comento, y para controlar la potestad sancionadora 
del Estado” (Corte Constitucional, Sentencias C-155, 2002; C-195, 1993; C-280, 1996; C-306, 
1996; C-310, 1997). 
“Ahora bien, teniendo en cuenta que como mediante la ley disciplinaria se pretende la buena marcha 
de la administración pública asegurando que los servidores del Estado cumplan fielmente con sus 
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deberes oficiales, para lo cual se tipifican las conductas constitutivas de falta disciplinaria en tipos 
abiertos que suponen un amplio margen de valoración y apreciación en cabeza del fallador, el 
legislador en ejercicio de su facultad de configuración también ha adoptado un sistema amplio y 
genérico de incriminación que ha sido denominado “numerus apertus”, en virtud del cual no se 
señalan específicamente cuales comportamientos requieren para su tipificación ser cometidos con 
culpa -como sí lo hace la ley penal-, de modo que en principio a toda modalidad dolosa de una falta 
disciplinaria le corresponderá una de carácter culposo, salvo que sea imposible admitir que el hecho 
se cometió culposamente como cuando en el tipo se utilizan expresiones tales como a sabiendas, 
de mala fe, con la intención de, entre otros, Por tal razón, el sistema de numerus apertus supone 
igualmente que el fallador es quien debe establecer cuales tipos disciplinarios admiten la modalidad 
culposa partiendo de la estructura del tipo, del bien tutelado o del significado de la prohibición” 
Sobre el mismo tema la Corporación Constitucional se pronunció en Sentencia C-181, 
2012, al referirse al régimen de la culpa en materia disciplinaria, hace un parangón entre la 
normatividad penal y la disciplinaria para determinar la viabilidad del sistema de numerus apertus 
en el disciplinario, señalando: 
“Ciertamente, la proscripción de la responsabilidad objetiva que acoge el régimen jurídico 
colombiano impone la restricción de sancionar la conducta por el sólo hecho de la ocurrencia del 
resultado y exige, en cambio, verificar la finalidad dolosa o culposa en la ejecución de la acción 
que se investiga; ahora bien, la circunstancia de que las conductas que vulneran el régimen jurídico 
merezcan sanción sólo cuando se realizan de manera culposa o dolosa no significa que todas las 
infracciones admitan ser ejecutadas en ambas modalidades de conducta. La determinación de si un 
comportamiento puede ser ejecutado a título de dolo o culpa depende de la naturaleza misma del 
comportamiento. En otros términos, el dolo o la culpa son elementos constitutivos de la acción, son 
sus elementos subjetivos estructurales. De allí que sea la propia ontología de la falta la que 
determina si la acción puede ser cometida a título de dolo o de culpa o, lo que es lo mismo, que la 
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estructura de la conducta sancionada defina las modalidades de la acción que son admisibles; con 
todo, el hecho de que las infracciones a la ley puedan ser cometidas, unas a título de dolo, otras a 
título de culpa, y que esa determinación no provenga más que de la naturaleza o de la ontología de 
la conducta, no significa que el Estado, en todas las manifestaciones del derecho sancionatorio, 
aplique la misma regla de castigo y sancione por igual a quien atenta contra el orden jurídico de 
manera imprudente que a quien lo hace con la intención positiva de lesionarlo” 
“En la órbita disciplinaria, la doctrina y la jurisprudencia especializadas reconocen que la regla 
general sancionatoria es el castigo de la culpa. A este sistema de sanción de las faltas disciplinarias 
se le ha denominado de los números abiertos, o numerus apertus, por oposición al sistema de 
números cerrados o clausus del derecho penal; el sistema de numerus apertus, acogido por el 
derecho disciplinario, admite la posibilidad de castigar las conductas disciplinarias en que se ha 
incurrido a título de culpa, no obstante, la ley se abstenga de reconocerlo ex profeso. La 
consecuencia de mayor realce en el sistema acogido por el derecho disciplinario es que 
generalmente la determinación de si una conducta puede ser sancionada a título de dolo o culpa 
corresponde a la autoridad encargada de imponer la sanción, no a la ley, y viene impuesta, 
fundamentalmente, por ese elemento, referido anteriormente: la naturaleza de la conducta 
sancionable; la adopción del sistema de números abiertos suele suscitar entendibles 
cuestionamientos entre quienes consideran que por esa vía se pone en entredicho el principio de 
legalidad de la sanción y se transfiere a la administración, mediante delegación ilegítima, la 
exclusiva facultad legislativa de determinar los elementos de la conducta disciplinariamente 
reprochable. Por esa vía, dicen los contradictores, se releva al legislador de definir a qué título son 
sancionables las faltas disciplinarias, dejándose al arbitrio de la administración tan importante 
función” 
“Así mismo se arguye que aquella divergencia en el manejo del concepto de sanción y culpa atenta 
contra la garantía sustancial del derecho disciplinario según la cual, los principios generales del 
derecho penal se aplican también al derecho sancionatorio de la administración; aunque la 
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aplicación de la tesis del numerus apertus que se da a los conceptos de culpa y dolo en la estructura 
del ilícito disciplinario podría ser considerada como una violación de las garantías procesales del 
investigado, es preciso asegurar que no lo es. Debe recordarse –como primera medida- que las 
máximas del derecho penal sólo son aplicables mutatis mutandis a los demás regímenes 
sancionatorios, lo cual quiere decir que su implementación no es plena, sino que admite 
excepciones, atenuaciones o paliativos que generalmente se derivan de los objetivos diferenciales 
que identifican a cada esfera del régimen sancionatorio” (Corte Constitucional, Sentencias C-181, 
2002; C-386, 1996; C-599, 1992; C-390, 1993; C-259, 1995; C-244, 1996 y C-690 de 1996)  
Para ilustrar este primer punto conviene citar la posición de la Corte respecto de la 
transportabilidad de los principios del derecho penal al derecho sancionatorio disciplinario, pues 
de ésta se extraen importantes luces que permiten contestar los argumentos expuestos contra la 
tesis de números abiertos: 
La no total aplicabilidad de las garantías del derecho penal al campo administrativo 
obedece a que mientras en el primero se protege el orden social en abstracto y su ejercicio persigue 
fines retributivos, preventivos y resocializadores, la potestad sancionatoria de la administración se 
orienta más a la propia protección de su organización y funcionamiento, lo cual en ocasiones 
justifica la aplicación restringida de estas garantías - quedando a salvo su núcleo esencial - en 
función de la importancia del interés público amenazado o desconocido (Corte Constitucional, 
Sentencia T-146, 1993). 
Ahora bien, en el caso del derecho disciplinario, son varias las razones que llevan a la 
doctrina a acoger el sistema del numerus apertus y a desechar el numerus clausus como mecanismo 
definitorio del tipo de conductas –dolosas o culposas- que merecen sanción disciplinaria. 
En primer lugar, se tiene que los objetivos perseguidos por la ley disciplinaria son 
claramente distintos a los que pretende el régimen penal. De acuerdo con el artículo 17 de la Ley 
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200 de 1995, la ley disciplinaria tiene como finalidad específica la prevención y buena marcha de 
la gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en 
relación con las conductas de los servidores públicos que los afecten o pongan en peligro. El 
derecho penal, por su parte, no establece prohibiciones ni formula mandatos, aunque la regla 
secundaria que subyace a la norma penal los presupone. La norma penal castiga a quien en el 
mundo fáctico ha incurrido en la conducta descrita en el tipo, pero no contiene preceptos deónticos, 
preventivos o cautelares que persigan el funcionamiento pacífico de la dinámica de la sociedad a 
la cual se aplican. El derecho disciplinario, en cambio, sí lo hace. 
Dentro del contexto de esa diferencia, la tesis de la Corte es que el derecho disciplinario 
pretende garantizar “la obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la 
eficiencia de los servidores públicos, con miras a asegurar el buen funcionamiento de los diferentes 
servicios a su cargo” (Corte Constitucional, Sentencia C-341, 1996); cometido éste que se vincula 
de manera íntima al artículo 209 de la Carta Política porque sin un sistema punitivo dirigido a 
sancionar la conducta de los servidores públicos, resultaría imposible al Estado garantizar que la 
Administración Pública cumpliese los principios de “igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad” a que hace referencia la norma constitucional” 
(Constitución Politíca de Colombia, 1991). 
Así las cosas, dado que el principal derrotero que guía la aplicación de las normas 
disciplinarias es el normal y correcto funcionamiento de la gestión pública, en nada resulta 
incompatible con dicha finalidad - por el contrario, la secunda y favorece- que el Estado imponga 
a sus servidores un deber general de cuidado, diligencia y corrección en el desempeño de sus 
funciones que, además, pueda ser sancionable por incumplimiento. Visto que los servidores 
públicos son responsables ante la ley, no sólo por quebrantarla, sino por omisión o extralimitación 
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en ejercicio de las mismas, resulta legítimamente admisible que el Estado, a través del sistema 
disciplinario, imponga sanciones a aquellos que no cumplen, con el esmero requerido, las 
obligaciones asignadas por la normatividad. 
Sobre este particular es pertinente traer al debate las consideraciones de la Corte en la 
Sentencia C-427 de 1994, en donde la Corporación sentó los principios sobre los que se estructura 
el ejercicio de la función pública e hizo referencia a las diferencias de trato que, en materia 
sancionatoria, deben recibir los servidores públicos cuando su conducta es enjuiciada desde las 
perspectivas disciplinaria y penal: 
“La prohibición de la conducta delictiva involucra un conjunto de patrones que establecen una 
precisión tipológica en la que se describen de manera detallada los elementos conformantes del 
tipo, de manera que, sujeto activo, conducta, intención, sujeto pasivo y circunstancias llevan en el 
procedimiento penal a una exhaustiva delimitación legal de las conductas; mientras que en la 
definición de las faltas disciplinarias, entran en juego, elementos propios de la función pública que 
interesan por sobre todo a contenidos político -institucionales, que sitúan al superior jerárquico en 
condiciones de evaluar con mayor flexibilidad, y de acuerdo con criterios que permiten un más 
amplio margen de apreciación, tal como lo ha entendido el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, órgano competente para interpretar y aplicar el Convenio Europeo de Derechos 
Humanos; las sanciones penales se dirigen, de manera general, a la privación de la libertad física y 
a la reinserción del delincuente a la vida social, al paso que las sanciones disciplinarias tienen que 
ver con el servicio, con llamados de atención, suspensiones o separación del servicio; lo que impone 
al acto sancionatorio un carácter independiente, de donde surge el aceptado principio, de que la 
sanción disciplinaria se impone sin perjuicio de los efectos penales que puedan deducirse de los 
hechos que la originaron” (Corte Constitucional, Sentencia C-427, 1996). 
Y también se dijo en la Corte Constitucional, Sentencia C-244 de 1996: 
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“La acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación que existe entre el 
funcionario y la Administración en el ámbito de la función pública y se origina en el incumplimiento 
de un deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones, la 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de garantizar 
el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público respectivo. Dichas sanciones 
son impuestas por la autoridad administrativa competente o por la Procuraduría General de la 
Nación, ente que tiene a su cargo la vigilancia de la conducta oficial de los servidores estatales; la 
acción penal, en cambio, cubre tanto la conducta de los particulares como la de los funcionarios 
públicos, y su objetivo es la protección del orden jurídico social. Cabe agregar que ya no es posible 
diferenciar la acción penal de la acción disciplinaria por la existencia en la primera de los conceptos 
de dolo o culpa, pues al tenor de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 200 de 1995, parcialmente 
acusada, "en materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva y las 
faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa” 
“Así entonces, si los presupuestos de una correcta administración pública son la diligencia, el 
cuidado y la corrección en el desempeño de las funciones asignadas a los servidores del Estado, la 
consecuencia jurídica de tal principio no podría ser otra que la necesidad de castigo de las conductas 
que atentan contra tales presupuestos, conductas que - por contrapartida lógica- son entre otras, la 
negligencia, la imprudencia, la falta de cuidado y la impericia. En términos generales, la infracción 
a un deber de cuidado o diligencia; la Corte ha reconocido que, en derecho sancionatorio de la 
administración, una de cuyas secciones más relevantes es el derecho disciplinario, la regla general 
es que los tipos no son autónomos, sino que remiten a otras disposiciones en donde está consignada 
una orden o una prohibición” (Corte Constitucional, Sentencia C-244, 1996). 
En la misma sentencia la Corte agregó, citando al tratadista (Nieto, 2012, p. 298), que: 
“Las normas penales no prohíben ni ordenan nada, sino que se limitan a advertir que determinadas 
conductas llevan aparejada una pena. Los tipos sancionadores administrativos, por el contrario, no 
son autónomos, sino que se remiten a otra norma en la que se formula una orden o prohibición cuyo 
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incumplimiento supone cabalmente la infracción. Estas normas sustantivas constituyen, por ende, 
un pre tipo, que condiciona y predetermina el tipo de la infracción. Y por ello si se quisiera ser 
riguroso, la descripción literal de un tipo infractor habría de consistir en la reproducción de la orden 
o prohibición del pre tipo con la advertencia añadida de la sanción que lleva aparejada su 
incumplimiento, es decir una reproducción de textos en doble tipografía”. 
“Por lo tanto, la tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática 
de la norma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de manera 
genérica prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye 
una infracción disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas complementarias, 
es un método legislativo que ha sido denominado el de las normas en blanco. Estas consisten en 
descripciones incompletas de las conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la 
sanción correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por otras normas a las 
cuales remiten las primeras” (Corte Constitucional, Sentencia C-404, 2001). 
La visión que emerge de las consideraciones anteriores es que al elenco de las normas 
disciplinarias tiene un complemento normativo compuesto por disposiciones que contienen 
prohibiciones, mandatos y deberes, al cual debe remitirse aquél para imponer las sanciones 
correspondientes. Así, la infracción disciplinaria siempre supone la existencia de un deber cuyo 
olvido, incumplimiento o desconocimiento genera la respuesta represiva del Estado. 
“Para ahondar en las razones que justifican la metodología de los números abiertos, téngase en 
cuenta que, de acuerdo con el artículo 38 de la Ley 200, la falta disciplinaria se constituye con el 
incumplimiento de los deberes por parte del agente estatal, deberes que, según el artículo 40-2 son 
cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse 
de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o perturbación de un servicio esencial o que 
implique abuso o ejercicio indebido del cargo de función; de lo cual se deduce que lo que genera el 
reproche de la administración al agente estatal o al particular que ejerce función pública no es 
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propiamente la voluntad de lesionar los intereses protegidos de la función pública sino los 
comportamientos que impliquen cumplimiento incompleto o defectuoso de los deberes de cuidado 
y eficiencia que se le encomiendan; aunque por obvias razones la intención positiva de menoscabar 
el orden jurídico –el dolo- genera responsabilidad disciplinaria en el agente del Estado, conductas 
tales como la imprudencia, la impericia o la negligencia, entre otras, fuentes todas de 
comportamientos culposos, también lo hacen; es en estas condiciones que se reconoce que la regla 
aplicable al derecho sancionatorio de los servidores estatales es la del numerus apertus; ya que el 
propósito último del régimen disciplinario es la protección de la correcta marcha de la 
Administración pública, es necesario garantizar de manera efectiva la observancia juiciosa de los 
deberes de servicio asignados a los funcionarios del Estado mediante la sanción de cualquier 
omisión o extralimitación en su cumplimiento” (Corte Constitucional, Sentencia C-244, 1996). 
Siguiendo esta línea jurisprudencial de la Corte Constitucional se puede concluir lo siguiente: 
1. Considerando que el objeto de protección del Derecho Disciplinario es el deber funcional 
como garantía de la buena marcha de la Administración Pública, el tipo disciplinario consagra una 
conducta prohibitiva, cuya realización para que genere responsabilidad por vía de la culpabilidad 
debe ser accionada por dolo o culpa. 
2. En cuanto a la determinación del dolo o la culpa en su ejecución, el legislador ha diseñado 
mediante el sistema de numerus apertus la posibilidad, en principio que a toda modalidad dolosa 
de una falta disciplinaria le corresponderá una de carácter culposo. 
3. Lo anterior, salvo que en la misma estructura del supuesto de hecho del tipo disciplinario 
resulte imposible admitir la culpa, en razón a que en la descripción semántica de la conducta se 
establezcan elementos que permitan deducir que sin la consciencia cognitiva y la voluntad de 




4. Este ejercicio valorativo le corresponde hacerlo a la Autoridad Disciplinaria, estableciendo 
cuáles tipos disciplinarios admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura del tipo, del 
bien tutelado o del significado de la prohibición. 
Conforme a lo expuesto, cuando el legislador expresamente no haya definido el dolo o la 
culpa en la respectiva acción descrita en el tipo disciplinario, correspondería al fallador la 
definición de la forma de culpabilidad de la conducta disciplinable, atendiendo a la modalidad de 
la conducta prohibitiva y sus elementos subjetivos integrantes descritos en el supuesto de hecho 
de la norma 
Entendiendo que los tipos disciplinarios son remisivos y abiertos, evidentemente esta 
situación se hace compleja y aunada al grado de subjetividad del fallador puede generar si no se 
encauza una tensión con principios constitucionales como la legalidad y el debido proceso. 
Existen argumentos doctrinales contrarios a la tesis jurisprudencial que admite el sistema 
de numerus apertus en disciplinario, como el expuesto por Mejía y Quiñones (citados por 
Hernández, 2006) quienes exponen que la aceptación del numerus apertus por parte de la Corte 
Constitucional, resulta violatorio del principio de legalidad, que impide al juez disciplinario 
construir conductas ex post, toda vez que la Carta Política condiciona la tipicidad de las faltas 
disciplinarias a que ellas estén conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, como de 
manera expresa lo anuncia el Inciso 2 del artículo 29 Superior, indicando que el operador 
disciplinario tiene la autorización de la Corte Constitucional para establecer los tipos disciplinarios 
que admiten la modalidad culposa partiendo de la estructura del tipo, del bien tutelado o del 
significado de la prohibición. Por tanto, este operador, se convierte en un dispensador de justicia 
arbitrario, por autorización expresa del máximo ente constitucional. 
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Asumiendo que la culpabilidad disciplinaria deviene del principio de la dignidad de la 
persona, en cuanto debe presumirse inocente hasta tanto no sea sancionado, es necesario en materia 
disciplinaria determinar claramente una dinámica que permita determinar al menos en principio a 
la autoridad disciplinaria, de acuerdo con la construcción del tipo disciplinario que conductas 
tienen ya incluida la modalidad del dolo o la culpa, cuales subjetivamente las y que criterios deben 
considerarse para aquellas que son indeterminadas en ese aspecto; evitando que se genere un 
amplio margen de discrecionalidad al momento de evaluar la conducta del sujeto disciplinable, 
surgiendo la posibilidad de valoraciones subjetivas y arbitrarias, situación que es de trascendental 
importancia dado el impacto que tiene la modalidad de la culpabilidad en la definición e 
imposición de la sanción disciplinaria. 
Estos dilemas exigen una respuesta adecuada, que no puede ser otra que propender por la 
necesaria observancia de los principios de legalidad y debido proceso, garantías constitucionales 
que se encuentran involucrados en la categoría de las relaciones especiales de sujeción, marco 
jurídico especial en el cual se desarrollan las relaciones laborales entre el Estado y sus funcionarios, 
asumiendo como tales a los servidores públicos y a los particulares que ejercen función pública. 
6.2.Criterios indicadores para definir el dolo o la culpa disciplinaria en el sistema de numerus 
apertus  
Como ya se ha indicado en el sistema de numerus apertus se admite que la conducta 
disciplinada en cuanto a la modalidad de la culpabilidad pueda ser considerada ya como dolosa o 
ya como culposa, sin embargo, esa definición no puede quedar ajustada al criterio exclusivo de la 
Autoridad Disciplinaria dada la trascendencia que tiene respecto de la determinación de la sanción 




Al respecto debe indicarse que surgen tres posibilidades a saber:  
1. Que el legislador expresamente haya señalado que la conducta disciplinable solo admite el 
dolo o la culpa como modalidad de la culpabilidad; como ocurre en las conductas descritas en los 
numerales 1 y 3 inciso primero del artículo 48 faltas gravísimas de la Ley 734/02 y numeral 1 del 
artículo 62, faltas relacionadas contra la moralidad pública y artículo 65 faltas que coinciden con 
descripciones típicas de la ley penal, Ley 1952/19. En este caso, la Autoridad Disciplinaria por vía 
de la reserva legal debe observar esa definición. 
2. Que el legislador expresamente no determine como modalidad de la culpabilidad en el tipo 
disciplinario el dolo o culpa, pero señala, establece, incorpora, elementos subjetivos indicativos 
que permiten determinar la modalidad del dolo en la acción, como “el a sabiendas, el amenazar, 
agredir, falsificar, con el propósito, fomentar, presionar”, por citar algunos casos, elementos 
indicativos que excluyen la posibilidad de la modalidad culposa en la conducta. Corresponde a la 
Autoridad Disciplinaria en el proceso de adecuación típica de la conducta, debe observarlos para 
evitar una definición de la forma de culpabilidad absurda y en contravía del contenido del tipo 
objetivo disciplinario.  
3. Que el legislador no haya establecido elementos indicativos de subjetividad en el tipo 
objetivo, vale decir hace una definición neutra de la conducta disciplinable. Debe entonces la 
Autoridad Disciplinaria al realizar el proceso de adecuación típica de la conducta, dependiendo de 
su naturaleza y de sus elementos circunstanciales, así como de los medios probatorios recaudados 
definir la modalidad de la culpabilidad.  
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6.3. Definición taxativa del dolo o la culpa en el tipo objetivo disciplinario  
Por vía excepcional se presentan los siguientes casos tanto en la Ley 734 de 2002 como en 
la Ley 1952 de 2019, en los cuales el legislador definió la modalidad de la culpabilidad 
expresamente en el tipo objetivo disciplinario.  
En cuanto al dolo.  
Núm. 1, del artículo 48 Ley 734 de 2002. “Realizar objetivamente una descripción típica 
consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con 
ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo” 
Artículo 65, Ley 1952 de 2019,  
“que se remite a las faltas que coinciden con descripciones típicas de la ley penal. Cuando la 
conducta no pueda adecuarse a ninguna de las anteriores faltas, en virtud de los principios de 
especialidad y subsidiariedad, constituirá falta gravísima realizar objetivamente una descripción 
típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, 
con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando de él” 
En cuanto a la culpa.  
Núm. 3, inciso primero. Art. 48. Faltas gravísimas. Ley 734, 2002. “Dar lugar a que por 
culpa gravísima se extravíen, pierdan o dañen bienes del Estado o a cargo del mismo, o de 
empresas o instituciones en que este tenga parte o bienes de particulares cuya administración o 
custodia se le haya confiado por razón de sus funciones, en cuantía igual o superior a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales” 
Núm. 1. Art. 62. Faltas relacionadas con la moralidad pública. Ley 1952, 2019. “Dar lugar 
a que por culpa gravísima se extravíen, pierdan o dañen bienes del Estado o a cargo del mismo, 
o de empresas o instituciones en que este tenga parte o bienes de particulares cuya administración 
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o custodia se le haya confiado por razón de sus funciones, en cuantía igual o superior a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales” (Ley 1952, 2019). 
6.4. Consagración de elementos subjetivos que permiten la determinación del dolo o la culpa 
en el tipo objetivo 
Reiterando que la culpabilidad no está en la tipicidad disciplinaria, como si en la acción 
desarrollada, en legislador ha diseñado en los tipos disciplinarios remisivos abiertos elementos 
indicativos que permiten determinar si la conducta propuesta para que sea disciplinable se debe 
desarrollar bajo la modalidad del dolo o la culpa, razón por la cual, al momento de valorar la acción 
disciplinada, permiten la determinación de la forma de culpabilidad bajo la cual se debe hacer la 
imputación. 
6.4.1. Tipos disciplinarios en los cuales el legislador determinó elementos 
indicativos del dolo en la ley 734/02 
Art. 34. Deberes. Ley 734, 2002. Consagra 40 numerales, excluyen la posibilidad de la 
culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
“Núm. 6. “Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación por 
razón del servicio” 
Núm. 8. “Desempeñar el empleo, cargo o función sin obtener o pretender beneficios adicionales 
a las contraprestaciones legales y convencionales cuando a ellas tenga derecho” 
Núm. 38. “Actuar con imparcialidad, asegurando y garantizando los derechos de todas las 
personas, sin ningún género de discriminación, respetando el orden de inscripción, ingreso de 
solicitudes y peticiones ciudadanas, acatando los términos de ley” (Ley 734, 2002). 
Art. 35. Prohibiciones. Ley 734, 2002. Consagra 35 numerales, excluyen la posibilidad de 
la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes: 
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Núm. 2. “Imponer a otro servidor público trabajos ajenos a sus funciones o impedirle el 
cumplimiento de sus deberes” 
Núm. 3. “Solicitar, directa o indirectamente, dádivas, agasajos, regalos, favores o cualquier 
otra clase de beneficios”  
Núm. 5. “Ocupar o tomar indebidamente oficinas o edificios públicos” 
Núm. 6. “Ejecutar actos de violencia contra superior, subalterno o compañeros de trabajo, 
o demás servidores públicos” 
Núm. 10. “Constituirse en acreedor o deudor de alguna persona interesada directa o 
indirectamente en los asuntos a su cargo, de sus representantes o apoderados, de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o de su cónyuge 
o compañero o compañera permanente” 
Núm. 11. “Incumplir, de manera reiterada e injustificada obligaciones civiles, laborales, 
comerciales o de familia impuestas en decisiones judiciales o admitidas en diligencia de 
conciliación” 
Núm. 12. “Proporcionar dato inexacto o presentar documentos ideológicamente falsos 
u omitir información que tenga incidencia en su vinculación o permanencia en el cargo o en la 
carrera, o en las promociones o ascensos o para justificar una situación administrativa” 
Núm. 14. “Desempeñar simultáneamente más de un empleo público o recibir más de una 
asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte 
mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley; entiéndase por tesoro 
público el de la nación, las entidades territoriales y las descentralizadas” 
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Núm. 17. “Ejercer cualquier clase de coacción sobre servidores públicos o sobre 
particulares que ejerzan funciones públicas, a fin de conseguir provecho personal o para 
terceros, o para que proceda en determinado sentido” 
Núm. 18. “Nombrar o elegir, para el desempeño de cargos públicos, personas que no reúnan 
los requisitos constitucionales, legales o reglamentarios, o darles posesión a sabiendas de tal 
situación” 
Núm. 22. “Prestar, a título personal o por interpuesta persona, servicios de asistencia, 
representación o asesoría en asuntos relacionados con las funciones propias del cargo, o permitir 
que ello ocurra, hasta por el término de dos (2) años después de la dejación del cargo, con respecto 
del organismo, entidad o corporación en la cual prestó sus servicios, y para la prestación de 
servicios de asistencia, representación o asesoría a quienes estuvieron sujetos a la inspección, 
vigilancia, control o regulación de la entidad, corporación u organismos al que se haya estado 
vinculado” 
Núm. 23. “Proferir en acto oficial o en público expresiones injuriosas o calumniosas 
contra cualquier servidor público o las personas que intervienen en los mismo” 
Núm. 25. “Gestionar directa o indirectamente, a título personal, o en representación 
de terceros, en asuntos que estuvieron a su cargo” 
Núm. 26. “Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza, color, 
linaje u origen nacional o étnico que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra de 
la vida pública2 (artículo 1o., Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial, aprobada en Colombia mediante la Ley 22 de 1981). 
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Núm. 28. “Manifestar indebidamente en acto público o por los medios de 
comunicación, opiniones o criterios dirigidos a influir para que la decisión contenida en sentencias 
judiciales, fallos disciplinarios, administrativos o fiscales sean favorables a los intereses de la 
entidad a la cual se encuentra vinculado, en su propio beneficio o de un tercero” 
Núm. 32. “Propiciar, organizar o participar en huelgas, paros o suspensión de 
actividades o disminución del ritmo de trabajo, cuando se trate de servicios públicos esenciales 
definidos por el legislador” 
Núm. 33. “Adquirir, por sí o por interpuesta persona, bienes que se vendan por su gestión 
o influir para que otros los adquieran, salvo las excepciones legales” (Ley 734, 2002). 
Art. 48. Faltas Gravísimas. Ley 734, 2002. Consagra 65 numerales, excluyen la posibilidad 
de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes: 
Núm. 3. [...]. “Incrementar injustificadamente el patrimonio, directa o 
indirectamente, en favor propio o de un tercero, permitir o tolerar que otro lo haga” 
De los numerales 5 al 15 se consagran las conductas relacionadas con la infracción al 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, 
excluyéndose la posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades. 
Núm. 16. “Atentar, con cualquier propósito, contra la inviolabilidad de la correspondencia 
y demás formas de comunicación, u obtener información o recaudar prueba con desconocimiento 
de los derechos y garantías constitucionales y legales” 
Núm. 18. “Contraer obligaciones con personas naturales o jurídicas con las cuales se 
tengan relaciones oficiales en razón del cargo que desempeña violando el régimen de inhabilidades 
e incompatibilidades señalados en las normas vigentes” 
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Núm. 19. “Amenazar, o agredir gravemente a las autoridades legítimamente constituidas 
en ejercicio o con relación a las funciones” 
Núm. 34. “No exigir, el supervisor o el interventor, la calidad de los bienes y servicios 
adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias, 
o certificar como recibida a satisfacción, obra que no ha sido ejecutada a cabalidad. También 
será falta gravísima omitir el deber de informar a la entidad contratante los hechos o circunstancias 
que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan 
poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando se presente el incumplimiento” 
Núm. 39. “Utilizar el cargo para participar en las actividades de los partidos y movimientos 
políticos y en las controversias políticas, sin perjuicio de los derechos previstos en la Constitución 
y la ley” 
Núm. 40. “Utilizar el empleo para presionar a particulares o subalternos a respaldar 
una causa o campaña política o influir en procesos electorales de carácter político partidista” 
Núm. 41. “Ofrecer el servidor público, directa o indirectamente, la vinculación de 
recomendados a la administración o la adjudicación de contratos a favor de determinadas personas, 
con ocasión o por razón del trámite de un proyecto legislativo de interés para el Estado o solicitar 
a los congresistas, diputados o concejales tales prebendas aprovechando su intervención en dicho 
trámite” 
Núm. 42. “Influir en otro servidor público, prevaliéndose de su cargo o de cualquier otra 
situación o relación derivada de su función o jerarquía para conseguir una actuación, concepto o 
decisión que le pueda generar directa o indirectamente beneficio de cualquier orden para sí o para 
un tercero. Igualmente, ofrecerse o acceder a realizar la conducta anteriormente descrita” 
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Núm. 43. “Causar daño a los equipos estatales de informática, alterar, falsificar, 
introducir, borrar, ocultar o desaparecer información en cualquiera de los sistemas de información 
oficial contenida en ellos o en los que se almacene o guarde la misma, o permitir el acceso a ella a 
personas no autorizadas” 
Núm. 44. “Favorecer en forma deliberada el ingreso o salida de bienes del territorio 
nacional sin el lleno de los requisitos exigidos por la legislación aduanera” 
Núm. 45. “Ejercer actividades o recibir beneficios de negocios incompatibles con de la 
institución a la que pertenece” 
Núm. 48. “Consumir, en el sitio de trabajo o en lugares públicos, sustancias prohibidas 
que produzcan dependencia física o síquica, asistir al trabajo en tres o más ocasiones en estado de 
embriaguez o bajo el efecto de estupefacientes” 
Núm. 50. “Ejecutar por razón o con ocasión del cargo, en provecho suyo o de terceros, 
actos, acciones u operaciones o incurrir en omisiones tendientes a la evasión de impuestos, 
cualquiera que sea su naturaleza o denominación, o violar el régimen aduanero o cambiario” 
Núm. 51. “Adquirir directamente o por interpuesta persona bienes que deban ser 
enajenados en razón de las funciones de su cargo, o hacer gestiones para que otros los 
adquieran” 
Núm. 59. “Ejercer funciones propias del cargo público desempeñado, o cumplir otras en 
cargo diferente, a sabiendas de la existencia de decisión judicial o administrativa, de carácter 
cautelar o provisional, de suspensión en el ejercicio de las mismas” 




Núm. 64. “Sin perjuicio de la adopción de las medidas previstas en la Ley 1010 de 2006, 
cometer, directa o indirectamente, con ocasión de sus funciones o excediéndose en el ejercicio 
de ellas, acto arbitrario e injustificado contra otro servidor público que haya denunciado hechos 
de corrupción” (Ley 734, 2002). 
6.4.2. Tipos disciplinarios en los cuales el legislador determino elementos 
indicativos del dolo en la ley 1952/19 
Art. 38. Deberes. Ley 1952, 2019. Consagra 43 numerales, excluyen la posibilidad de la 
culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes: 
Núm. 7. “Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación 
por razón del servicio” 
Núm. 9. “Desempeñar el empleo, cargo o función sin obtener o pretender beneficios 
adicionales a las contraprestaciones legales y convencionales cuando a ellas tenga derecho” (Ley 
1952, 2019). 
Art. 39. Prohibiciones. Ley 1952, 2019. Consagra 34 numerales, excluyen la posibilidad 
de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes: 
Núm. 2. “Imponer a otro servidor público trabajos ajenos a sus funciones o impedirle el 
cumplimiento de sus deberes” 
Núm. 3. “Solicitar, directa o indirectamente, dádivas, agasajos, regalos, favores o cualquier 
otra clase de beneficios” 
Núm. 5. “Ocupar o tomar indebidamente oficinas o edificios públicos” 
Núm. 6. “Ejecutar actos de violencia contra superior, subalterno o compañeros de trabajo, 
o demás servidores públicos” 
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Núm. 10. “Constituirse en acreedor o deudor de alguna persona interesada directa o 
indirectamente en los asuntos a su cargo, de sus representantes o apoderados, de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o de su cónyuge 
o compañero o compañera permanente” 
Núm. 11. “Incumplir, de manera reiterada e injustificada obligaciones civiles, laborales, 
comerciales o de familia impuestas en decisiones judiciales o admitidas en diligencia de 
conciliación” 
Núm. 13. “Desempeñar simultáneamente más de un empleo público o recibir más de una 
asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte 
mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados por la ley. Entiéndase por tesoro 
público el de la nación, las entidades territoriales y las descentralizadas” 
Núm. 15. “Nombrar o elegir, para el desempeño de cargos públicos, personas que no reúnan 
los requisitos constitucionales, legales o reglamentarios, o darles posesión a sabiendas de tal 
situación” 
Núm. 19. “Proferir expresiones injuriosas o calumniosas contra cualquier servidor 
público o contra personas con las que tenga relación por razón del servicio” 
Núm. 21. “Gestionar directa o indirectamente, a título personal, o en representación de 
terceros, en asuntos que estuvieron a su cargo” 
Núm. 22. “Distinguir, excluir, restringir o preferir, con base en motivos de raza, color, 
linaje u origen nacional o étnico que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y 
libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural, o en cualquier otra de 
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la vida pública” (artículo 1o, Convención Internacional sobre Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Racial, aprobada en Colombia mediante la Ley 22 de 1981). 
Núm. 23. “Ejercer la docencia por un número superior a cinco horas semanales dentro de 
la jornada laboral, salvo lo previsto en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia” 
Núm. 24. “Manifestar indebidamente en acto público o por los medios de 
comunicación, opiniones o criterios dirigidos a influir para que la decisión contenida en sentencias 
judiciales, fallos disciplinarios, administrativos o fiscales sean favorables a los intereses de la 
entidad a la cual se encuentra vinculado, en su propio beneficio o de un tercero” 
Núm. 28. “Propiciar, organizar o participar en huelgas, paros o suspensión de 
actividades o disminución del ritmo de trabajo, cuando se trate de servicios públicos esenciales 
definidos por el legislador” 
Núm. 29. “Adquirir, por sí o por interpuesta persona, bienes que se vendan por su gestión 
o influir para que otros los adquieran, salvo las excepciones legales” 
Núm. 32. “Intimidar o coaccionar a una persona por cualquier razón que comporte alguna 
clase de discriminación” 
Núm. 33. “Ejercer las funciones con el propósito de defraudar otra norma de carácter 
imperativo” (Ley 1952, 2019). 
6.5. Faltas gravísimas 
Art. 52. Faltas relacionadas con la infracción al derecho internacional de los derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario. Consagra 6 numerales y todos excluyen la 
posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades (Ley 1952, 2019). 
Art. 53. Faltas relacionadas con la libertad y otros derechos fundamentales. Consagra 4 
numerales, excluyen la posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
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Núm.1. “Privar de la libertad a una o varias personas y condicionar la vida, la seguridad 
y la libertad de esta o estas a la satisfacción de cualquier tipo de exigencias” 
Núm. 4. “Realizar, promover, o instigar a otro servidor público a ejecutar actos de 
hostigamiento, acoso o persecución, contra otra persona en razón de su raza, etnia, nacionalidad, 
sexo, orientación sexual, identidad de género, religión, ideología política o filosófica” (Ley 1952, 
2019). 
Art. 54. Faltas relacionadas con la contratación pública. Consagra 7 numerales, excluyen 
la posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
Núm. 6. “No exigir, el supervisor o el interventor, la calidad de los bienes y servicios 
adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias, 
o certificar como recibida a satisfacción obra que no ha sido ejecutada a cabalidad” (Ley 
1952, 2019). 
Art. 55. Faltas relacionadas con el servicio o la función pública. Consagra 12 numerales, 
excluyen la posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
Núm. 2. “Consumir, en el sitio de trabajo, sustancias prohibidas que produzcan 
dependencia física o síquica, asistir al trabajo en tres o más ocasiones en estado de embriaguez o 
bajo el efecto de estupefacientes; cuando la conducta no fuere reiterada conforme a la modalidad 
señalada, será calificada como grave; en el evento de que esta conducta fuere cometida en lugares 
públicos ella será calificada como grave, siempre y cuando se verifique que ella incidió en el 
correcto ejercicio del cargo, función o servicio” 
Núm. 3. “Adquirir directamente o por interpuesta persona bienes que deban ser 




Núm. 8. “Ejercer funciones propias del cargo público desempeñado, o cumplir otras en 
cargo diferente, a sabiendas de la existencia de decisión judicial o administrativa, de carácter 
cautelar o provisional, de suspensión en el ejercicio de las mismas” 
Núm. 11. “Adoptar decisión administrativa o concepto técnico o jurídico con el fin de 
favorecer intereses propios o ajenos, en contravía del bien común o del ordenamiento jurídico, 
u obligar a otro servidor público para que realice dicha conducta” (Ley 1952, 2019). 
Art. 56. Faltas relacionadas con el régimen de incompatibilidades, inhabilidades, 
impedimentos y conflictos de intereses. Consagra 5 numerales, excluyen la posibilidad de la culpa 
en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
Núm. 2. “Nombrar, designar, elegir, postular o intervenir en la postulación de una persona 
a sabiendas de que en ella concurre causal de inhabilidad, incompatibilidad o conflicto de 
intereses” 
Núm. 3. “Contraer obligaciones con personas naturales o jurídicas con las cuales se tengan 
relaciones oficiales en razón del cargo que desempeña violando el régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades señaladas en las normas vigentes” 
Núm. 4. “Prestar, a título personal o por interpuesta persona, servicios de asistencia, 
representación o asesoría en asuntos relacionados con las funciones propias del cargo, o permitir 
que ello ocurra, hasta por el término de un (1) año después de la dejación del cargo, con respecto 
del organismo, entidad o corporación en la cual prestó sus servicios, y para la prestación de 
servicios de asistencia, representación o asesoría a quienes estuvieron sujetos a la inspección, 
vigilancia, control o regulación de la entidad, corporación u organismo al que haya estado 
vinculados. (Ley 1952, 2019). 
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Art. 57. Faltas relacionadas con la hacienda pública. Consagra 18 numerales, excluyen la 
posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
Núm. 10. “Ejecutar por razón o con ocasión del cargo, en provecho suyo o de terceros, 
actos, acciones u operaciones o incurrir en omisiones tendientes a la evasión de impuestos, 
cualquiera que sea su naturaleza o denominación, o violar el régimen aduanero o cambiario” (Ley 
1952, 2019). 
Art. 58. Falta relacionada con la acción de repetición. Consagra una conducta que admite 
según la modalidad de su realización tanto el dolo como la culpa (Ley 1952, 2019). 
Art.  59. Faltas relacionadas con la salud pública, los recursos naturales y el medio 
ambiente. Consagra 3 numerales, que admite según la modalidad de su realización tanto el dolo 
como la culpa (Ley 1952, 2019). 
Art. 60. Faltas relacionadas con la intervención en política. Consagra 2 numerales, que 
excluyen la posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades, los siguientes:  
Núm. 1. “Utilizar el cargo para participar en las actividades de los partidos y movimientos 
políticos y en las controversias políticas, sin perjuicio de los derechos previstos en la Constitución 
y la ley” 
Núm. 2. “Utilizar el empleo para presionar a particulares o subalternos a respaldar una 
causa o campaña política o influir en procesos electorales de carácter político partidista” (Ley 
1952, 2019). 
Art. 61. Faltas relacionadas con el servicio, la función y el trámite de asuntos oficiales. 




Art. 62. Faltas relacionadas con la moralidad pública. Consagra 10 numerales, en uno de 
ellos expresamente se señaló la modalidad de la culpa gravísima para la materialización de la 
conducta, en los siguientes se excluye la posibilidad de la culpa en cualquiera de sus modalidades:  
Núm. 1. [...]. Núm. 2. “Incrementar injustificadamente el patrimonio, directa o 
indirectamente, en favor propio o de un tercero, permitir o tolerar que otro lo haga” 
Núm. 3. “Fomentar o ejecutar actos tendientes a la formación o subsistencia de grupos 
armados al margen de la ley; o promoverlos, auspiciarlos, financiarlos, organizados, 
instruirlos, dirigirlos o colaborar con ellos” 
Núm. 4. “Atentar, con cualquier propósito, contra la inviolabilidad de la correspondencia 
y demás formas de comunicación, u obtener información o recaudar prueba con desconocimiento 
de los derechos y garantías constitucionales y legales” 
Núm. 5. “Causar daño a los equipos estatales de informática, alterar, falsificar, 
introducir, borrar, ocultar o desaparecer información en cualquiera de los sistemas de 
información oficial contenida en ellos o en los que se almacene o guarde la misma, o permitir el 
acceso a ella a personas no autorizadas” 
Núm. 6. “Amenazar o agredir gravemente a las autoridades legítimamente constituidas 
en ejercicio o con relación a las funciones” 
Núm. 7. “Ofrecer el servidor público, directa o indirectamente, la vinculación de 
recomendados a la administración o la adjudicación de contratos a favor de determinadas 
personas, con ocasión o por razón del trámite de un proyecto legislativo de interés para el Estado 
o solicitar a los congresistas, diputados o concejales tales prebendas aprovechando su 
intervención en dicho trámite” 
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Núm. 8. “Influir en otro servidor público o particular que ejerza función pública, 
prevaliéndose de su cargo o de cualquier otra situación o relación derivada de su función o 
jerarquía para conseguir una actuación, concepto o decisión que le pueda generar directa o 
indirectamente beneficio de cualquier orden para sí o para un tercero. Igualmente, ofrecerse o 
acceder a realizar la conducta anteriormente descrita” 
Núm. 9. “Favorecer en forma deliberada el ingreso o salida de bienes del territorio 
nacional sin el lleno de los requisitos exigidos por la legislación aduanera” 
Núm. 10. “Sin perjuicio de la adopción de las medidas previstas en la Ley 1010 de 2006, 
cometer, directa o indirectamente, con ocasión de sus funciones o excediéndose en el ejercicio 
de ellas, acto arbitrario e injustificado contra otro servidor público que haya denunciado hechos 
de corrupción” (Ley 1952, 2019). 
6.6. Ausencia de elementos subjetivos indicativos del dolo o la culpa en el tipo objetivo 
disciplinario 
Cuando esta situación se presenta por vía de exclusión en las normas ya citadas, debe la 
Autoridad Disciplinaria atendiendo a la naturaleza de la falta, la modalidad de la conducta y los 
medios de prueba recaudados, definir al momento de hacer la imputación de cargos la modalidad 
de la culpabilidad, guardándose de hacerlo en contravía de las reglas de la sana crítica que debe 
aplicar para tal efecto. 
6.7. El sistema de numerus apertus genera tensiones respecto de las garantías 
constitucionales de la legalidad, el debido proceso y el derecho a la defensa 
Es indudable que sí, principalmente estas tensiones surgen en razón a la falta de 
conocimiento que se tiene sobre el verdadero fundamento y dinámica del sistema que no es otro 
que aportar la posibilidad de un análisis de la culpabilidad centrado más en la acción que en el tipo 
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disciplinario, luego la problemática se deriva más de la ausencia de pertinencia en su aplicación 
que de su técnica aplicativa. Por esta razón corresponde al fallador disciplinario en aras de la 
observancia de esas garantías constitucionales, en la construcción de la teoría del caso acudir a los 
elementos indicativos señalados por el legislador para determinar la modalidad de la culpabilidad, 
acompañando a los mismos de los juicios valorativos deducidos de la modalidad de la conducta y 
de las evidencias indicadas en las pruebas aportadas al proceso. 
Es evidente que el sistema no permite una libertad subjetiva del fallador disciplinario, le 
aporta ciertamente un amplio margen para que proceda a la valoración de la acción disciplinable, 
con la finalidad de deducir de los componentes tanto objetivos como subjetivos descritos en la 
conducta, pero en ningún momento lo faculta para hacer ese análisis y determinación del dolo o la 
culpa en la acción, fuera de marco indicativo del tipo prohibitivo en armonía con los elementos 
propios de la conducta desarrollada por el disciplinado.  
Así las cosas, se debe construir una consciencia acerca de que el sistema no concede una 
carta en blanco para escribirse conforme al criterio del fallador disciplinario, sino un modelo 
sistémico que debe funcionar activándose con los elementos que el mismo proporciona. En ese 
orden de ideas, tanto la legalidad, el debido proceso y el derecho de defensa, resultan reconocidos 
en el mismo, siempre y cuando el fallador disciplinario aplique los criterios indicativos que el 




El derecho disciplinario en Colombia 
La consagración de Colombia como Estado Social y Democrático de Derecho cuya 
finalidad esencial es lograr la convivencia y el bienestar social, impulso exponencialmente el 
desarrollo del Derecho Disciplinario como un instrumento normativo regulador mediante el cual 
se hace una vigilancia superior de los servidores estatales encargados de materializar esos 
propósitos sociales. 
Así, esta disciplina jurídica pasa de ser un simple trámite administrativo laboral interno, a 
un verdadero sistema normativo construido a partir de una dogmática propia y una caracterización 
procesal que tiene su máxima expresión en las codificaciones disciplinarias que se han expedido: 
inicialmente con la Ley 200 de 1995, siguiendo con la Ley 734 de 2002 y ahora con la Ley 1952 
de 2019, normas que permiten identificar plenamente su autonomía frente a otras disciplinas 
jurídicas sancionadoras como el Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador. 
El camino no ha sido nada fácil, puesto que lograr esa identidad ha exigido la construcción 
conceptual de figuras como la legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad como fundamentos de 
la responsabilidad disciplinaria, la labor de matizar las mismas con los elementos que las integran 
ha sido desarrollada por la jurisprudencia y la doctrina, en la medida en que estas dos fuentes de 
derecho han permitido la determinación de estos conceptos y ante todo su reafirmación como 
medios de garantía y protección en los procesos disciplinarios. 
Debe señalarse, que el impulso creativo se ha reafirmado a partir de lo que se ha 
denominado la constitucionalización del Derecho Disciplinario, fenómeno que implica tomar 
como normas de referencia y validez de los principios rectores de la responsabilidad disciplinaria, 
las garantías constitucionales derivadas del reconocimiento del valor de la dignidad humana, 
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puntualmente principios constitucionales de legalidad, libertad, igualdad, proporcionalidad, 
debido proceso, presunción de inocencia y el reconocimiento del derecho de defensa. 
A partir de lo anterior, se construye una nueva conceptualización de la interpretación y 
aplicación del Derecho Disciplinario, ya la responsabilidad disciplinaria va a estar determinada no 
solo por la concreción de la legalidad, la ilicitud sustancial y la culpabilidad como normas de 
validez, sino que se va a exigir además la refrendación en las normas de referencia constitucionales 
que son las que vienen a darle plena validez a las disciplinarias. 
El objetivo claro de esta nueva conceptualización no es otra, que limitar el poder salvaje 
del Estado en el ejercicio de la potestad disciplinaria, en cuyo desarrollo se fomenta una relación 
asimétrica bajo la indebida consideración que, atendiendo a su objeto de protección, el deber 
funcional, resulta viable flexibilizar normas de garantía y protección en materia de tipicidad, 
ilicitud sustancial y culpabilidad, para permitirle garantizar la debida prestación del servicio. 
Lo cierto es que independientemente de esta finalidad, al haberse construido en materia 
disciplinaria una dogmática propia para cada uno de los principios rectores de responsabilidad, es 
absolutamente necesario la observancia y desarrollo de los mismos en cada caso juzgado 
disciplinariamente, no se concebible que se argumenten flexibilizaciones cuando se tiene un marco 
normativo constitucional que impone el respeto a las garantías que consagra. 
Así, este garantismo disciplinario solventa situaciones como la indefinición racional de los 
elementos de integran los principios de la responsabilidad disciplinaria, no obstante, su definición 
normativa, ayuda a superar barreras como la admisión de la defensa material en proceso 
disciplinario en todas sus etapas. En fin, crea una ponderación y un equilibrio entre las partes 
intervinientes en el proceso disciplinario, pero además permite que los asociados cimienten su 
credibilidad en las actuaciones disciplinarias porque éstas ya no van a depender de los poderes 
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dominantes que puedan configurar las partes, sino en la validez derivada de las normas de 
referencia constitucional.  
Es a partir de esta integración entre la norma sustantiva disciplinaria y su norma de 
referencia de validez, la garantía constitucional respectiva, que se ha logrado un gran avance del 
Derecho Disciplinario en Colombia, superando claramente las condiciones de esta disciplina 
jurídica en Iberoamérica, dándole una plena autonomía y diferenciándolo claramente del Derecho 
Penal, del Derecho Administrativo Sancionador y del Derecho Administrativo Laboral.  
Así, uno de los aportes del trabajo investigativo es proponer ese nuevo enfoque 
interpretativo y aplicativo bajo la premisa de la construcción de un garantismo disciplinario a partir 
de las premisas del garantismo jurídico propuesto por Ferrajoli, con lo cual esta disciplina jurídica 
pasa de ser un simple instrumento de control interno de la Administración Pública y se convierte 
en un dinamizador del funcionalismo administrativo, enmarcado en los principios constitucionales 
de la dignidad humana, libertad, igualdad, proporcionalidad, legalidad, debido proceso y derecho 
de defensa.   
La potestad disciplinaria y las relaciones laborales especiales 
Uno de los objetivos específicos de la investigación es concretar la relación existente entre 
la categoría de las relaciones laborales especiales y el ejercicio de la potestad disciplinaria del 
Estado a partir de la determinación de la legalidad, la ilicitud sustancial y la culpabilidad de la 
conducta disciplinable. 
Partiendo de la base ya indicada, en cuanto a la nueva conceptualización que debe hacerse 
sobre esta categoría, su razón de ser no es la ciega sujeción laboral con prevalencia del Estado 
empleador sobre sus servidores; sino por el contrario, un instrumento rector de garantía ya que 
solo a partir de su determinación podría justificarse el ejercicio de la potestad disciplinaria, es 
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importante indicar que la normatividad constitucional y legal directamente no la identifican, ni la 
definen. Su concreción se hace por vía jurisprudencial y doctrinal, remitiéndola puntualmente al 
reconocimiento del deber funcional adscrito al cargo o empleo público como la fuente de la cual 
se deriva la posible responsabilidad disciplinaria. Esta condición de especialidad laboral da lugar 
a la formulación de una premisa, que éstos tienen limitado su libre albedrío y por ende su libertad 
individual en la medida en que solo pueden hacer válidamente aquello que les está ordenado 
legalmente en sus deberes funcionales y por tanto la extralimitación u omisión de los mismos 
genera la activación de la potestad disciplinaria. 
Es claro entonces que el fundamento de la responsabilidad disciplinaria se construye a 
partir del reconocimiento de esta categoría, que surge entre el Estado y sus servidores, razón por 
la cual los fundamentos de la responsabilidad disciplinaria no pueden ser ajenos a la misma. Así 
se advierte cuando se revisa el principio de legalidad disciplinaria que se sustenta esencialmente 
en la determinación de tipos prohibitivos disciplinarios, referidos esencialmente a la omisión o 
extralimitación de esos deberes funcionales. Situación similar se presente respecto de la ilicitud 
sustancial que se concreta a partir de la injustificada infracción al deber funcional. Igual prédica 
se puede hacer de la culpabilidad cuya subjetividad se construye a partir de la conciencia y 
voluntad en el desconocimiento del deber funcional o bien en la imprudencia o falta de cuidado en 
su ejercicio. 
Un aspecto fundamental es que el reconocimiento de esa categoría como eje fundamental 
para determinar la responsabilidad disciplinaria, ha permitido crear una distancia entre el Derecho 
Disciplinario y el Derecho Penal, ya que eje de protección del primero es el deber funcional como 
representación y materialización de una sujeción laboral especial, en tanto que en el segundo la 
protección jurídica recae sobre bienes tangibles materiales.  
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Es indispensable superar una falacia argumentativa que se ha elaborado sobre la base 
errónea de considerar que la categoría de las relaciones laborales especiales, permiten la 
“flexibilización” de los principios rectores de la responsabilidad disciplinaria otorgándole al 
Estado plena disposición para ejercer la autoridad disciplinaria; nada más alejado de la realidad, 
en el garantismo disciplinario, esta categoría se convierte en un elemento de ponderación, 
equilibrio, garantía y protección, tanto para el Estado titular del ejercicio de la potestad 
disciplinaria, como para sus posibles destinatarios, en la medida en que solo podrá activarse 
cuando se determine la infracción a esos deberes funcionales y bajo las estrictas premisas que 
establecen los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad para su concreción y 
determinación. 
En definitiva, de acuerdo con la hipótesis investigativa la categoría de las relaciones 
laborales especiales, se admite a partir del reconocimiento de los principios de la dignidad humana, 
la presunción de inocencia, el debido proceso y el derecho de defensa. Por tanto, la dinamización 
de los principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad disciplinaria, tomándola como 
fundamento, no implica ninguna flexibilización, muy por el contrario, surge una exigencia clara y 
concreta, enmarcada en la observancia estricta de las garantías constitucionales en la definición 
racional de los elementos dogmáticos que integran estos principios, en aras de determinar la 
existencia o no, de responsabilidad disciplinaria. 
El reto es precisar que las relaciones laborales especiales, no son cartas en blanco para el 
autoritarismo disciplinario del Estado, por el contrario son una barrera de protección activada de 
manera tripartita en la legalidad, la ilicitud sustancial y la culpabilidad, principios que están 
integrados por elementos dogmáticos propios que permiten su identificación y concreción para 
lograr resultados en materia de la lucha contra la corrupción, finalidad que sólo se logrará cuando 
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las Autoridades Disciplinarias tengan suficientemente claro la estructura que los conforma y poder 
tomarlos así como fundamento sobre los cuales se edifica la responsabilidad en materia 
disciplinaria.  
Principio de legalidad en el derecho disciplinario colombiano 
En relación con el principio de legalidad disciplinaria se indicó en la pregunta de la 
investigación, si resultaba necesario concretarlo y precisarlo para garantizar la debida protección 
de los derechos de los disciplinados graficados en el principio constitucional de legalidad, 
señalándose como hipótesis que la falta de precisión en los elementos que lo integran genera su 
desconocimiento y afectan las garantías constitucionales de los mismos. 
En la investigación desarrollada se logra establecer que el principio de legalidad en materia 
disciplinaria se fundamenta en la categoría de las relaciones laborales especiales que surgen entre 
los servidores públicos y particulares que ejercen funciones públicas respecto del Estado, en la 
medida en que la responsabilidad disciplinaria se concreta a partir de la omisión o extralimitación 
de los deberes y actividades funcionales que legalizan la especialidad de su vinculación laboral 
con la Administración Pública. 
Así mismo, que la legalidad disciplinaria tiene unos elementos propios que le da una 
identidad propia al Derecho Disciplinario a partir de la existencia de la norma disciplinaria el tipo 
disciplinario prohibitivo y su remisión a normas de naturaleza subsidiaria, tanto especial como 
funcional, esta caracterización del principio no está enunciada adecuadamente en la normatividad 
disciplinaria razón por la cual se presentan inconsistencias tanto en la definición del mismo como 
en su aplicación. 
Por esa razón la propuesta investigativa es definir claramente las bases y fundamentos de 
la legalidad disciplinaria partiendo por precisar que la exigencia de la responsabilidad disciplinaria 
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tiene su origen en el artículo 2 de la Constitución Política que determina como objetivo del 
ejercicio de la función pública, el cumplimiento de los esenciales del Estado, precisándolos en el 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, fines que solo se logran mediante 
la dinamización de la Administración Pública a través de las actuaciones administrativas 
desarrolladas por los servidores públicos y los particulares que ejercen funciones públicas, quienes 
en atención a ese objetivo es evidente que las deben ejecutar y realizar de conformidad con los 
procedimientos fijados en las normas que regulan de manera especial los mismos, y puntualmente 
de conformidad con los deberes legalmente asignados al empleo o función, es por ello que la 
potestad disciplinaria sólo surge como lo prevé el artículo 6 de la Carta Política a partir de su 
omisión o extralimitación, vale decir cuando se ha desconocido esa regulación especial de sujeción 
derivada de la vinculación laboral administrativa o contractual con el Estado. 
Se estableció que constitucional de la responsabilidad disciplinaria de los servidores 
públicos está determinada en torno a la observancia de esos deberes funcionales como claramente 
se advierte en el contenido de los artículos superiores 122 que señala que todo empleo público 
núcleo esencial del servicio público debe tener funciones detalladas en ley o reglamento; artículo 
123 que precisa que los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad y que 
ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento y artículo 
124 que prevé que la ley determinará la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de 
hacerla efectiva. 
En cuanto a los particulares disciplinables se evidenció que su responsabilidad se estructura 
a partir de los artículos constitucionales 26, inciso segundo que prevé la posibilidad legal de 
asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles; artículo 116 inciso cuarto, 
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modificado por el artículo 1 Acto Legislativo 03 de 2002, que determina que pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas 
criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley; artículo 123 que determina la 
regulación legal del régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones 
públicas y artículo 210 inciso segundo, que precisa que pueden cumplir funciones administrativas 
en las condiciones que señale la ley. 
Los deberes funcionales asumidos como la razón esencial de la legalidad disciplinaria 
generan los denominados tipos prohibitivos disciplinarios que enmarcan el desarrollo legal del 
principio, tanto jurisprudencial como doctrinalmente los elementos que lo integran son la reserva 
legal, la tipicidad disciplinaria y la exigencia de la ley previa. 
En cuanto a la reserva legal disciplinaria de los servidores públicos la Ley 1952 de 2019 la 
concreta en los artículos 4 de que define el principio de legalidad disciplinaria; 23 que establece la 
finalidad del ejercicio de la potestad disciplinaria que no es otra que garantizar el ejercicio de la 
función pública; 26 que define el concepto de falta disciplinaria; 46 que clasifica las falta 
disciplinarias en gravísimas, graves y leves; 52 a 64 que determinan las conductas constitutivas de 
falta gravísima; 38 que determina los deberes y 39 que establece las prohibiciones y que señalan 
las conductas que constituyen faltas graves o leves, acorde con los criterios fijados en el 47 de la 
norma en comento. 
Respecto de los particulares disciplinables la reserva legal se consagra en la Ley 1952 de 
2019 en los artículos 72 que consagra las faltas gravísimas en las que pueden incurrir y de manera 
especial respecto de los Notarios; 77 que define las conductas constitutivas de faltas gravísimas y 
79 que señala las conductas que generan faltas graves. 
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Como aspecto propositivo de la investigación se determinó que la reserva legal 
disciplinaria como elemento integrante de la legalidad disciplinaria está integrada por la 
concurrencia de tres normas: la disciplinaria o tipo disciplinario descritas en los artículos ya 
señalados y las normas subsidiarias especiales y funcionales, las especiales son aquellas que 
regulan de manera directa y concreta la materia que corresponde a la conducta investigada, 
estableciendo procedimientos, términos y metodología de desarrollo; las funcionales son las que 
legalmente le asignan al servidor público o particular que ejerce funciones públicas el deber legal 
de desarrollar y ejecutar dichos procedimientos y le imponen el cumplimiento de esos términos. 
Las normas subsidiarias están contenidas en leyes y actos administrativos que legalmente los 
establecen y asignan. 
En la investigación se concretó que conforme a lo indicado la determinación de la reserva 
legal disciplinaria no implica solamente la precisión en cuanto a la existencia de la conducta 
prohibitiva contenida en el tipo disciplinario, exige su determinación por vía de las normas 
subsidiarias tanto especiales como funcionales, configurando este uno de los principales problemas 
en materia de legalidad disciplinaria ya que no siempre las Autoridades Disciplinarias hace la 
claridad correspondiente, ni la citación debida de las mismas desconociéndose la esencia de la 
legalidad disciplinaria. 
En relación con la tipicidad disciplinaria como elemento de la legalidad disciplinaria se 
concreta en los tipos disciplinarios que consagran las conductas prohibitivas constitutivas de faltas 
disciplinarias y se precisan en los numerales contenidos en los artículos 52 a 64 faltas gravísimas 
y 38 deberes y 39 prohibiciones faltas graves y leves de la Ley 1952 de 2019. 
Se estableció que esencialmente los tipos disciplinarios son remisivos, ya que no consagran 
procedimientos administrativos, ni señalan deberes funcionales, se limitan a indicar qué normas 
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pueden contener la conducta disciplinada o bien describen conductas a partir de la enunciación de 
conceptos jurídicos indeterminados que el intérprete debe adecuar a materias concretas y funciones 
legalmente asignadas. 
Como aporte investigativo se determina que por estructura los tipos disciplinarios se 
clasifican como tipos en blanco cuando no describen comportamiento alguno, solo indican las 
normas a las cuales debe acudir el intérprete para adecuar típicamente la conducta investigada o 
tipos abiertos cuando hacen una descripción de comportamientos remitiéndolos a materias 
determinadas o permitiendo que el intérprete los adecue a varias situaciones que describen 
actividades desarrolladas por los servidores públicos o particulares que ejercen funciones públicas 
en sus ejercicios administrativos funcionales. 
Enfatizándose que su naturaleza es eminentemente remisiva a normas subsidiarias, las 
especiales que señalan las modalidades en que se debe ejecutar la actuación administrativa, 
procedimiento y términos y por supuesto a las funcionales que legalmente le asignan al servidor 
público o particular que ejerza funciones públicas su desarrollo y ejecución. 
Otro aspecto esencial de la investigación es formular propuesta en relación con el proceso 
de adecuación típica de una conducta disciplinaria, señalando que pasa por su verificación como 
conducta prohibitiva disciplinaria por estar consignada en un tipo disciplinario y luego por su 
adecuación en las normas subsidiarias tanto especiales como funcionales, sin esta necesaria 
integración jamás se tendría establecida la legalidad de la conducta disciplinada.  
Lo anterior se grafica a manera de ilustración en los siguientes casos: 
Si se trata de una posible violación al régimen de prohibiciones (inhabilidades, 
incompatibilidades y conflictos de interés) la conducta por vía de la reserva legal está consagrada 
como falta disciplinaria gravísima en el artículo 56. Faltas relacionadas con el régimen de 
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incompatibilidades, inhabilidades, impedimentos y conflictos de intereses de la Ley 1952 de 2019, 
en cuanto a la tipicidad de la conducta, el numeral 1 del artículo en mención señala: 
1. Actuar u omitir, a pesar de la existencia de causales de incompatibilidad, inhabilidad y 
conflicto de intereses, de acuerdo con las previsiones constitucionales y legales. 
2. Como se observa la norma describe el comportamiento a partir de conceptos jurídicos 
indeterminados que deben ser precisados en otras normas, las remisivas subsidiarias, las especiales 
y las funcionales (Ley 1952, 2019).  
Siguiendo el ejercicio de adecuación típica y tomando como muestra a servidores públicos 
de elección popular miembros de corporaciones públicas, en cuanto a las normas especiales que 
les regula esa materia, se advierte lo siguiente: 
En el caso de los congresistas (Senadores o Representantes a la Cámara), necesariamente 
la remisión se hace a los artículos 179 y 180 de la Constitución Política que de manera especial les 
consagra el régimen de prohibiciones, así mismo en los artículos 279, 280, 282 y 286 de la Ley 5 
de 1992 Estatuto Orgánico del Congreso de la República, normas que consagran el régimen de 
prohibiciones para los Congresistas. 
En relación con los Diputados, la remisión se precisa en los artículos 33 y 34 de la Ley 617 
de 2000, norma que les consagra el régimen de prohibiciones. 
Respecto de los concejales, la remisión se concretaría en los artículos 40 de la Ley 617 de 
2000; 45 y 48 de la Ley 136 de 1994, norma que consagra el régimen de prohibiciones que se les 
aplica. 
En el mismo proceso de adecuación típica restaría la determinación de las normas 
subsidiarias funcionales, apreciándose lo siguiente: 
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1. Respecto de los (Senadores o Representantes a la Cámara), se acudiría a Constitución 
Política y a las Leyes 3 y 5 de 1992 orgánicas del Congreso de la República y al reglamento de 
cada cámara que les fija los deberes funcionales. 
2. En cuanto a los Diputados, sus funciones están reguladas en la Constitución Política, la Ley 
617 de 2000 y la correspondiente Ordenanza que consagre sus funciones a nivel departamental. 
3. En relación con los Concejales, sus funciones están reguladas en la Constitución Política, las 
leyes 136 de 1994 y 617 de 2000, así como en el respectivo Acuerdo que consagre sus funciones 
a nivel municipal. 
Se insiste en que sólo con la integración normativa enunciada entre tipo disciplinario y 
normas subsidiarias especial y funcional, es que se logra la materialización del principio de 
legalidad disciplinaria, entendiendo que en definitiva el sustenta de la responsabilidad disciplinaria 
no está directamente en el tipo disciplinario, ni en la norma especial que regula la materia, como 
si en la funcional que legalmente adscribe el deber funcional omitido o extralimitado y que 
representa la sujeción especial laboral que se tiene con el Estado. 
Se puede concluir entonces, que quienes tienen una vinculación laboral con el Estado 
carecen de libre albedrío y tienen más que limitada su libertad de decisión individual ya que solo 
les está permitido realizar válidamente los deberes funcionales que se derivan de esa relación 
laboral especial, pero esta situación más que constituir una arbitrariedad, viene a ser una garantía 
de protección ya que solo podrán ser juzgados disciplinariamente por la omisión o extralimitación 
de los mismos.  
En ese orden de ideas el principio de legalidad disciplinaria se constituye en un marco de 
control constitucional tanto para el Estado como para quienes ejercen y desarrollan la actividad 
administrativa, servidores públicos y particulares que ejercen función pública, en la medida en que 
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solo permite la activación de la potestad disciplinaria dentro de los estrictos márgenes que se 
derivan de la demostración de la omisión o extralimitación de esas asignaciones legales, surge así 
la garantía que contiene el principio de legalidad disciplinaria, que se concreta en que únicamente 
se podrá disciplinar a los anteriores, cuando hayan realizado comportamientos diversos a aquellos 
que legalmente les están permitidos en el cumplimento de la función o actividad. 
Al respecto en consonancia con la hipótesis investigativa propuesta debe indicarse que la 
configuración de la legalidad disciplinaria por la inobservancia de los deberes funcionales, genera 
consecuentemente responsabilidad disciplinaria, es por ello, que se propone una formulación del 
principio de legalidad disciplinaria a partir de la puntualización de sus componentes esenciales la 
reserva legal y la tipicidad disciplinaria, exponiendo la importancia de la normas subsidiarias tanto 
especiales como funcionales, como elementos indispensables para su configuración, aportando los 
elementos que integran el tipo disciplinario y clasificándolos acorde con su estructura y finalmente 
graficando el procedimiento de adecuación típica disciplinaria con la integración de todos los 
componentes ya señalados. 
Con lo anterior se asume que se cumple con el objetivo de aportar y proponer elementos 
racionales que permitan definir, determinar y sobre todo aplicar debidamente este principio, en 
aras de facilitar la labor disciplinaria, pero ante todo de construir elementos conceptuales que 
sirvan de fundamento para garantizar la debida aplicación de la responsabilidad disciplinaria en 
materia de legalidad con la plena observancia de los derechos constitucionales que contiene este 
principio. 
Principio de ilicitud sustancial en el derecho disciplinario colombiano 
El principio de ilicitud sustancial como elemento de la responsabilidad disciplinaria genera 
uno de los aspectos más controvertidos en materia disciplinaria ya que tanto doctrinal como 
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jurisprudencialmente se discute y se busca determinar puntualmente en qué debe residir su 
concreción. En la sola injustificada afectación al deber funcional, lo cual implicaría confundirlo 
con la tipicidad disciplinaria o bien en determinar y establecer que efectivamente con la conducta 
disciplinable se afectó sustancialmente el buen funcionamiento de la Administración Pública, caso 
en el cual debe concretarse objetivamente cuál principio rector se trasgredió y si el impacto 
generado ciertamente impidió la debida prestación del servicio público.  
 En el curso de la investigación se concluye que la sustancialidad exige para su 
estructuración no solo la demostración de la injustificada afectación al deber funcional asignado 
al sujeto disciplinable. Se requiere, además, la demostración de la transgresión de uno de los 
principios que rigen la Administración Pública, en la medida en que la conducta disciplinada 
impida el cumplimiento de sus fines sociales y en ese contexto acreditar objetivamente por no 
decir materialmente los efectos nocivos de la conducta disciplinada. 
Un aspecto fundamental se remite a la construcción de la autonomía de este principio en 
materia disciplinaria, tanto en la jurisprudencia como de la doctrina, ese proceso se concentra en 
establecer los presupuestos que diferencian la ilicitud sustancial disciplinaria de la antijuridicidad 
penal, admitiendo que en ambos casos se parte de una matriz común, una conducta que de manera 
injustificada infringe una norma y genera o causa como efecto, un resultado del cual se derivaría 
un daño material. 
La definición de esta situación se fundamenta a partir de la definición de los bienes que 
protegen esas disciplinas jurídicas.  
Está claro que el Derecho Penal tiene como objeto de protección bienes diversos que 
involucran un interés general del colectivo social para garantizar su coexistencia y supervivencia, 
la vida, la libertad la propiedad privada por citar algunos; en el Derecho Penal la antijuridicidad se 
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concreta en que toda infracción normativa genera una antijuridicidad formal; el resultado, el 
peligro o daño material causado al bien jurídicamente protegidos vendría a ser la antijuridicidad 
material, esta situación se evidencia a partir de entender que los tipos penales son cerrados y su 
objeto de protección se remite a bienes jurídicos tangibles desde el punto de vista de su 
materialidad. 
El Derecho Disciplinario destina su objeto de protección jurídica al deber funcional, 
entendido como el vínculo especial laboral que surge entre el Estado y los servidores públicos y 
particulares disciplinables, mecanismo mediante el cual éstos se convierten en ejecutores de su 
finalidad primordial, generar para los asociados calidad de vida y bienestar social, por ello su 
infracción por vía de la acción u omisión no justificada, afectaría este propósito definido 
constitucionalmente, así en principio ese radio de protección tendría un cubrimiento interno, sin 
desconocer que por su objetivo y finalidad necesariamente debe percibirse su resultado externo 
respecto de la colectividad en últimas receptora del resultado negativo de esa conducta. 
La definición de la ilicitud sustancial como elemento de la responsabilidad disciplinaria en 
la práctica procesal, comporta dos fases la de la ilicitud y la definición de la sustancialidad.  
En la ilicitud se debe partir de la estructura de la legalidad disciplinaria definida en tipos 
disciplinarios en blanco y abiertos y de la necesaria remisión a las normas subsidiarias tanto 
especiales como funcionales, para poder concretar y evidenciar la afectación injustificada al deber 
funcional como único bien jurídico protegido. 
En ese orden de ideas, la ilicitud abarcaría la determinación de la infracción normativa 
formal, esto es, la concreción de que efectivamente el comportamiento disciplinado si se adecua 
al tipo prohibitivo disciplinario y además se integra en las normas subsidiarias especiales y 
funcionales, en la medida en que con el mismo el disciplinado de manera injustificada omitió o 
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extralimitó un deber funcional que legalmente tenía asignado y que le imponía realizar el mandato 
contenido en la norma subsidiaria especial relativo a la observancia de un procedimiento, al 
cumplimiento de términos, requisitos, formalidades o abstenciones de comportamiento. 
En tanto que la sustancialidad vendría a ser la demostración de la materialidad del resultado 
de esa conducta, en cuanto a la afectación que se cause con esa omisión o extralimitación del deber 
funcional a cualquiera de los principios rectores de la Administración Pública, en la medida en que 
impide que se cumpla con la función primordial del Estado, garantizar el bienestar social de la 
comunidad.  
Debe tenerse en cuenta que el resultado debe ser entendido no como la concreción del daño 
material susceptible de ser indemnizado, que ciertamente puede existir y que en caso de haberlo 
su definición y exigibilidad en cuanto a su reparación le correspondería a las jurisdicciones 
ordinaria, contenciosa o fiscal; se hace referencia puntualmente es al impedimento del 
cumplimiento del fin social de la Administración Pública, es por ello que es en ese resultado en 
donde se debe considerar la trascendencia social del comportamiento, en la medida en que con el 
mismo se pueden afectar derechos colectivos o derechos individuales, naturaleza que será definida 
según los componentes de cada caso en particular; evidentemente se hace referencia a un daño, 
pero no a un daño indemnizable, sino a un daño que demostrado debe ser disciplinable. 
Así, la determinación del contenido de ilicitud sustancial de la conducta disciplinada exige 
la integración de los siguientes elementos: 
El normativo, que es la comprobación de la tipicidad de la conducta tanto en el tipo 
disciplinario como en las normas subsidiarias especiales y funcionales. 
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El subjetivo, entendido como la determinación que esa conducta ya concebida como típica 
en materia disciplinaria fue ejecutada de manera injustificada por el disciplinado, en la medida en 
que pudo y debió haber obrado en manera diferente en la observancia de su deber funcional. 
El material, que impone un estudio de la norma subsidiaria especial para verificar cuál fue 
el procedimiento, el término, el requisito, la formalidad o la actuación que omitió o extralimitó 
injustificadamente. 
El social, considerado como la trascendencia que se deriva del comportamiento en la 
medida en que injustificadamente transgredió un principio rector de la Administración Pública y 
con ello impidió el cumplimiento de sus fines sociales, al afectar derechos e intereses colectivos o 
individuales. 
Así, se considera que uno de los aspectos más complejos, es la concreción de la 
sustancialidad disciplinaria como resultado de la ilicitud, ya que razonadamente se le deslinda del 
daño material, lo cual en la práctica dificulta enormemente su determinación en un juicio 
disciplinario y obliga al investigador a abandonar el cómodo campo del análisis normativo y lo 
lleva a las consideraciones del efecto resultado de la conducta investigada. 
En efecto, en materia disciplinaria no se debe hablar de daño material como resultado de la 
ilicitud de la conducta, no se desconoce que puede haberlo y claramente se puede llegar a 
determinar, el asunto es que no corresponde su determinación y menos su reparación a la naturaleza 
del Derecho Disciplinario, por ello cuando se concrete un daño material producto de una conducta 
disciplinable, será la jurisdicción ordinaria, administrativa o fiscal, las llamadas a intervenir para 
su tasación y orden de reparación. 
La sustancialidad se remite exclusivamente a la comprobación del impedimento del 
cumplimiento de los fines sociales del Estado, derivado de la injustificada inobservancia del deber 
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funcional como mecanismo trascendente, dinámico, mediante el cual la Administración Pública, a 
través de las conductas que impone laboralmente a los servidores públicos y particulares 
disciplinables pretende materializar. 
Indudablemente la sustancialidad no se puede deslindar totalmente del aspecto social de 
los efectos del resultado, ya que la afectación que genera es perceptible por la comunidad, pero no 
como un debe asumirse el resultado como daño material reparable, sino resultado material de 
transgresión de las reglas que rigen el funcionamiento de la Administración Pública.  
Partiendo del supuesto que la autoridad disciplinaria ya ha definido el aspecto subjetivo de 
la ilicitud, esto es, la ejecución no justificada del comportamiento, lo expuesto se clarifica aún más 
con la revisión de los factores de causa – efecto – resultado – afectación. 
La causa es la transgresión del tipo disciplinario. 
El efecto es la infracción directa de las normas subsidiarias tanto especiales como 
funcionales. 
El resultado es la materialización de la conducta realizada, que se concreta en el 
procedimiento dejado de aplicar, el término incumplido, la actividad ejecutada arbitrariamente, el 
requisito inobservado, la formalidad omitida, se deduce del mandato contenido en la norma 
subsidiaria especial transgredida. 
La afectación es el componente social de la sustancial, se concreta en el resultado material 
de esa conducta, de qué manera tensionó un principio rector de la Administración Pública, cómo 
afectó la igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, el cual 
debe identificarse en cada caso concretamente y lo más importante darle a esa afectación una 
trascendencia social en el sentido de precisar hasta donde pudo haber impedido la generación del 
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bienestar social que propenden los mismos, bien sea enfocándose respecto de derechos colectivos 
o de derechos que se predican respecto de personas determinadas. 
Como puede advertirse uno de los aspectos más complejos del Derecho Disciplinario 
colombiano es la determinación de la ilicitud sustancial de comportamiento disciplinado, ya que 
en su construcción deben realizarse dos juicios valorativos, el de la ilicitud en cuanto a la no 
justificación del comportamiento y el de la sustancialidad respecto de la determinación del 
resultado. 
Lo expuesto conlleva a considerar que la ilicitud sustancial no puede remitirse 
exclusivamente a un juicio de cuidado interno de la Administración Pública en cuanto al deber de 
sus servidores de cumplir con sus deberes funcionales, sino que exige independientemente de la 
inmanencia de su objeto de protección, la verificación de la trascendencia de la afectación, en la 
medida en que la finalidad primordial no es otra que garantizar los fines sociales del Estado 
representados en los principios que regulan su funcionamiento, encaminado a generar bienestar 
social a los ciudadano. 
Principio de culpabilidad en el derecho disciplinario colombiano 
la culpabilidad es el nexo psiconormativo que surge entre el sujeto disciplinable y la 
realización del tipo prohibitivo disciplinario, en esencia se trata de un juego de valores, el tipo 
disciplinario (tipo objetivo) contiene un valor trascendido en el deber funcional cuya finalidad es 
garantizar la prestación del servicio público para lograr un bienestar social objeto de la función 
estatal; el sujeto disciplinable al vincularse laboralmente con el Estado representado en la 
Administración Pública, libre y voluntariamente restringe su autonomía personal para desarrollar 
los deberes propios de su cargo (relación especial laboral), así, cuando mediante una acción 
(omisión o extralimitación), los incumple (tipo subjetivo), expresa un valor negativo que va a 
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afectar la buena prestación del servicio público, generando por supuesto un impacto social con su 
conducta en la medida en que la colectividad receptora del accionar estatal no recibe debidamente 
ese servicio de garantizar la prosperidad social expresada y garantizada en los principios 
constitucionales. 
El principio de culpabilidad se constituye en la columna vertebral de la responsabilidad 
disciplinaria, en la medida en que es un elemento determinador de la misma y regulador de la 
sanción disciplinaria; determinador por cuanto a partir del principio de la subjetividad se exige 
como presupuesto de la sanción disciplinaria la concreción del dolo o la culpa en la conducta 
realizada; regulador en la medida en que la modalidad de la culpabilidad determina la sanción 
disciplinaria a imponer, la cual debe corresponder necesariamente a una fórmula que integran la 
naturaleza de la falta disciplinaria (gravísima, grave o leve) cometida más la forma de la 
culpabilidad atribuida (dolo o culpa ya gravísima o grave). 
En el marco del Estado Social y Democrático de Derecho el principio de culpabilidad se 
constituye en una garantía fundamental frente al ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado, 
se sustenta en tres principios constitucionales: la dignidad humana, la presunción de inocencia y 
el debido proceso, los cuales en sus diversas manifestaciones deben establecerse en la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria, bajo la premisa que la libertad de acción debe 
considerarse en el disciplinario como un libertad de hacer solo lo que legalmente está permitido 
en los deberes funcionales, por ello el elemento subjetivo de la responsabilidad expresado en las 
modalidades del dolo y la culpa, se construye a partir de los juicios de desvalor que surgen cuando 
el disciplinado en ejercicio libre de su capacidad derivada de la competencia que le atribuye el 
deber funcional, realiza una acción con el conocimiento, la voluntad y el propósito de infraccionar 
el mismo como lo sería el dolo o bien actúa con imprudencia, negligencia o falta de cuidado en su 
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observancia en el caso de la culpa, con estas exigencias de determinación se impiden los excesos 
objetivos en la aplicación del ejercicio sancionatorio de la Administración Pública. 
Así, el injusto disciplinario se remite esencialmente a una conducta desarrollada por un 
servidor público o un particular disciplinable, que por vía de acción u omisión, con conocimiento 
y de manera voluntaria, consciente o en forma imprudente o negligente, omite o extralimita sus 
deberes funcionales, esto supone que en la construcción de la culpabilidad deben darse tres 
elementos básicos: que exista un tipo disciplinario prohibitivo, que su contenido sea desarrollado 
objetivamente por el disciplinado y finalmente que se determine el componente sicológico que es 
el nexo que surge entre el autor de la conducta disciplinada y su efectiva realización que viene a 
ser en esencia la culpabilidad. 
Un aspecto sustancial en el tema de la investigación es el proponer elementos de juicio para 
la construcción del dolo disciplinario, al respecto se concluye que su materialización implica el 
ejercicio consciente de la voluntad encaminada a la realización de un ilícito disciplinario, en el 
dolo hay un conocimiento y una voluntad de querer realizar los elementos objetivos del tipo 
disciplinario, precisando que se trata, no solo del conocimiento de lo ilícito de la conducta que se 
realiza sino además el tener la capacidad, la competencia legal para direccionarla externamente y 
lograr el cometido propuesto; por consiguiente implica no solo un desvalor de la acción, sino 
también un desvalor del resultado a partir de una decisión injusta de carácter personal de 
transgredir el deber funcional. 
Tomando como elemento de referencia que es el deber funcional contenido en el tipo 
objetivo de responsabilidad el punto de partida para la construcción de la culpabilidad en materia 
del dolo, es claro que en el Derecho Disciplinario el dolo sólo puede tomarse como dolo directo, 
sin que se puedan integrar las diferentes clasificaciones que aplican para el Derecho Penal del dolo 
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directo de primer y segundo grado o de causa necesaria y dolo eventual, esto en razón a que los 
elementos integrantes del dolo disciplinario: conocimiento, voluntad y consciencia, solo se pueden 
remitir respecto del deber funcional de manera concreta y precisa para que se pueda estructurar 
externamente la acción dolosa. 
En cuanto a la culpa en materia disciplinaria, se concreta y aporta que hay culpa cuando la 
conducta disciplinable que es previsible y evitable se produce por una acción violatoria del deber 
de cuidado que el servidor público o el particular deben tener en ejercicio de sus funciones. 
Teniendo en cuenta la clasificación de la culpa disciplinaria en gravísima y grave, se 
observa que se involucran los conceptos de representación o consciencia de la posibilidad del 
resultado, que vendrían a ubicarse en el contexto de la culpa gravísima y la ausencia de consciencia 
o representación del resultado, que se tomaría como la culpa grave, entendiéndose que en ambos 
casos el desvalor de la acción estaría dado respecto de la conciencia de lo previsible y la confianza 
en la ausencia de la afectación funcional o bien de la ausencia de consciencia respecto de lo 
previsible por falta de cuidado y por ende el descuido en el ejercicio funcional. 
Esencialmente la culpa implica una ausencia de dolo, pero una presencia demostrable de la 
imprudencia o negligencia, cuyo grado de medición en cuanto a su previsibilidad debe estar acorde 
con la responsabilidad asignada al disciplinable y los conocimientos y capacidades exigibles para 
el desempeño de su función, así como de los medios logísticos que tuvo a su disposición para 
evitar el resultado riesgoso. Los fundamentos de la culpa disciplinaria son: el cuidado objetivo, el 
deber de cuidado y el principio general de confianza. 
En su estructuración la culpa disciplinaria gravísima se fundamenta en la consciencia y 
representación del resultado, el sujeto disciplinable grafica mentalmente la posibilidad de 
infracción a su deber funcional no obstante ello no asume acciones encaminadas a su evitabilidad 
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confiando en su no resultado; el punto de partida es una acción injustificada en la medida en que 
se racionaliza la posibilidad de la afectación (obviamente se entiende que hay ausencia de 
consciencia y voluntad en cuanto a la finalidad del resultado lesivo, ya que sería entonces una 
acción dolosa), la cual general un resultado injustificado, que no es otro que la afectación del deber 
funcional. Al respecto, el legislador recurrió a los indicativos de la ignorancia supina, desatención 
elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento para determinarla, 
elementos indicativos que se fundamentan en la imprudencia como factor de señalamiento de la 
representación del resultado lesivo al deber funcional. 
Respecto de la culpa grave su configuración parte de la necesidad de la previsión de lo 
previsible, entendiéndose que no tiene consciencia, ni representación de la posibilidad de la 
infracción al deber funcional, su acción implica negligencia, un obrar descuidado, un actuar con 
ligereza, el sujeto es incauto y desatento, no se comporta con la prudencia que se le exige en su 
gestión, desatiende el cuidado requerido para la misma. En cuanto a su formalización se debe 
considerar como indicativo: la inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del 
común imprime a sus actuaciones. 
El aspecto más complejo que se presenta en materia de la culpabilidad disciplinaria, para 
definir su naturaleza en la conducta disciplinable, es que su definición se rige por el sistema de 
numerus apertus que consiste en que en principio a toda modalidad dolosa de una falta disciplinaria 
le corresponderá una de carácter culposo, salvo que sea imposible admitir que el hecho se cometió 
culposamente como cuando en el tipo se utilizan expresiones tales como “a sabiendas”, “de mala 
fe”, “con la intención de” etc. Por tal razón, el sistema de numerus apertus supone igualmente que 
el fallador es quien debe establecer cuáles tipos disciplinarios admiten la modalidad culposa 
partiendo de la estructura del tipo, del bien tutelado o del significado de la prohibición. 
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En su aplicativo práctico esta figura ha dado lugar a una especie de subjetivismo por parte 
de la Autoridad Disciplinaria al momento de definir la modalidad de la culpabilidad, con lo cual 
indudablemente direcciona la posible sanción a imponer, esta razón primordial impone la 
necesidad de aportar criterios objetivos que permitan garantizar esa definición bajo la tutela de 
principios superiores como la dignidad humana y la presunción de inocencia.  
Lo cierto es que en la investigación se concluye que la definición de la modalidad de la 
culpabilidad en dolo o culpa, en manera alguna puede ser arbitraria o subjetiva, así, en desarrollo 
de la técnica del numerus apertus, se proponen las siguientes opciones: 
1. Que el legislador expresamente haya señalado que la conducta disciplinable solo admite el 
dolo o la culpa como modalidad de la culpabilidad; como ocurre en las conductas descritas en los 
numerales 1 y 3 inciso primero del artículo 48 faltas gravísimas de la Ley 734/02 y numeral 1 del 
artículo 62, faltas relacionadas contra la moralidad pública y artículo 65 faltas que coinciden con 
descripciones típicas de la ley penal, Ley 1952/19. En este caso, la Autoridad Disciplinaria por vía 
de la reserva legal debe observar esa definición. 
2. Que el legislador expresamente no determine como modalidad de la culpabilidad en el tipo 
disciplinario el dolo o culpa, pero señala, establece, incorpora, elementos subjetivos indicativos 
que permiten determinar la modalidad del dolo en la acción, como “el a sabiendas, el amenazar, 
agredir, falsificar, con el propósito, fomentar, presionar”, por citar algunos casos, elementos 
indicativos que excluirían la posibilidad de la modalidad culposa en la conducta. Corresponde a la 
Autoridad Disciplinaria en el proceso de adecuación típica de la conducta, debe observarlos para 
evitar una definición de la forma de culpabilidad absurda y en contravía del contenido del tipo 
objetivo disciplinario.  
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3. Que el legislador no haya establecido elementos indicativos de subjetividad en el tipo 
objetivo, vale decir hace una definición neutra de la conducta disciplinable. Debe entonces la 
Autoridad Disciplinaria al realizar el proceso de adecuación típica de la conducta, dependiendo de 
su naturaleza y de sus elementos circunstanciales, así como de los medios probatorios recaudados 
definir la modalidad de la culpabilidad. 
El aporte investigativo radica en demostrar que es evidente que el sistema no permite una 
libertad subjetiva del fallador disciplinario, ya que si bien es cierto le aporta un margen para que 
proceda a la valoración de la acción disciplinable, con la finalidad de deducir de los componentes 
tanto objetivos como subjetivos descritos en la conducta (tipo objetivo), en ningún momento lo 
faculta para hacer ese análisis y determinación del dolo o la culpa en la acción, fuera de marco 
indicativo del tipo prohibitivo en armonía con los elementos propios de la conducta desarrollada 
por el disciplinado (tipo disciplinario).  
Para tal efecto, en la investigación se efectuó un estudio exhaustivo de los tipos prohibitivos 
disciplinarios para deducir de sus componentes objetivos, los indicativos que permiten determinar 
la subjetividad de la conducta disciplinable, aportando claras directrices que desvirtúan y bloquean 
actuaciones arbitrarias en su definición por parte de la Autoridad Disciplinaria, preservando así la 
dignidad humana, la presunción de inocencia del investigado y por consiguiente garantizando tanto 







El presente trabajo de investigación es el resultado de mi experiencia laboral por más de 
treinta y tres años de ejercicio profesional en materia disciplinaria como funcionario de la 
Procuraduría General de la Nación en el conocimiento, trámite y proyección de fallos de procesos 
disciplinarios, tanto de primera como de segunda instancia, así mismo, como docente en la 
temática del Derecho Disciplinario, tanto en pregrado, posgrado y maestría, labor que me ha 
permitido identificar la necesidad de aportar elementos racionales y conceptuales que permitan la 
construcción, entendimiento y empoderamiento de los elementos dogmáticos que integran los 
principios de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, como ejes dinámicos de la 
responsabilidad disciplinaria. Esto para que su aplicación en los procesos disciplinarios los haga 
veedores de las garantías constitucionales de la dignidad humana, la legalidad, el debido proceso, 
el derecho de defensa y la presunción de inocencia. 
Es importante señalar que este propósito solo se logra a partir de la reafirmación del 
constitucionalismo del Derecho Disciplinario, bajo la premisa del reconocimiento de un 
garantismo disciplinario derivado de la aceptación de los principios constitucionales como normas 
de referencia de validez de las normas disciplinarias que definen los principios de responsabilidad. 
Así, ese garantismo se materializa como una de limitación al poder disciplinario estatal a partir de 




Elementos racionales que circunscritos específicamente al ámbito de derecho disciplinario 
no solo permiten humanizarlo, sino que se constituyen diques garantistas que ponderan y 
balancean su aplicación tanto para el Estado limitando su ejercicio disciplinario a los parámetros 
expuestos, como para los disciplinables marcándoles los márgenes de exigibilidad de sus 
comportamientos en la prestación del servicio público. 
Se planteó como problema de la investigación que esa indefinición y precisión conceptual 
normativa sobre los elementos dogmáticos que los integran y la carencia de una precisión sobre su 
aplicación, genera tensiones respecto de las mencionadas garantías constitucionales en los 
procesos disciplinarios, razón por la cual se estableció como pregunta a desarrollar en la 
investigación qué elementos propositivos se deben desarrollar para construir, precisar y determinar 
sus contenidos, con la finalidad que el ejercicio de la potestad disciplinaria del Estado, se ejerza 
en el marco de esas garantías constitucionales. 
Como objetivo general a lograr se consideró el establecer y determinar la estructura de los 
elementos que integran estos principios, especificando en cada uno de ellos los elementos 
dogmáticos que los configuran, desarrollando a partir de tesis jurisprudenciales y doctrinales 
elementos de juicio que permitan construir los aspectos conceptuales que no se encuentran ni 
descritos, ni desarrollados normativamente, con la finalidad de hacer garantista y viable la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria. 
En relación con el principio de legalidad entendido como la descripción típica prohibitiva 
disciplinaria, se determinó la existencia de tipos disciplinarios que por su estructuración se 
clasifican en blanco y abiertos, los cuales necesariamente son remisivos a tipos subsidiarios, la 
propuesta es clasificarlos en dos categorías: especiales, los que regulan puntual y materialmente la 
labor administrativa encomendada al disciplinado y funcionales, aquellos que le asignan el deber 
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funcional de ejercerla y desarrollarla; razón por la cual el proceso de adecuación típica de una 
conducta disciplinable exige la integración de esa triada normativa, sin la cual no existiría legalidad 
en la imputación formulada y por ende una consecuente ausencia de responsabilidad disciplinaria. 
Entonces el aporte investigativo y la propuesta que se formula en relación con la legalidad 
disciplinaria radica en establecer la naturaleza de los tipos disciplinarios prohibitivos, su especial 
esencia remisiva, concretar puntualmente la existencia de las normas subsidiarias especiales y 
funcionales, pero sobre todo en demostrar la necesaria concurrencia que debe existir del tipo 
prohibitivo disciplinario y las normas que subsidiariamente lo complementan y en esencia le dan 
vida jurídica; a partir de esta premisa en la investigación se formuló una metodología para lograr 
materializar ese proceso de adecuación típica en materia disciplinaria.  
Respecto del principio de ilicitud sustancial, considerado como la injustificada afectación 
al deber funcional, se evidenció la falta de acuerdo sobre el concepto de la sustancialidad, ya que 
ni normativamente, ni jurisprudencial y doctrinalmente, se logra determinar qué requisitos deben 
darse para que la respectiva conducta sea considerada como sustancial, cuál es el resultado que 
debe generarse para que se materialice esa sustancialidad; en este punto se divaga si entenderlo 
como la afectación injustificada al deber funcional que impacta en el buen funcionamiento de la 
Administración Pública, al desconocerse los principios superiores que la rigen o considerar que 
esa sustancialidad debe ser medida y valorada más objetivamente y materialmente, tomándola 
como el daño que se puede causar a la misma. 
El aporte de la investigación sobre el tema, consiste en señalar que la sustancialidad no 
puede ser tomada solo como una consecuencia del deber ser por el deber ser funcional, lo cual 
implicaría que la sola infracción por omisión o extralimitación al misma generaría el resultado; se 
propone la necesidad de determinar y demostrar una causación o efecto de la conducta injustificada 
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sin lo cual se pierde su esencia como factor de imputación disciplinaria, en el estudio realizado 
esta conceptualización se apoyó en la exposición de casos en los cuales objetivamente se presentó 
una infracción objetiva al deber funcional, sin que se lograse demostrar que la misma hubiese 
generado sustancialidad alguna para el funcionamiento de la Administración Pública, por no 
afectarse su funcionamiento, ni su trascendencia social frente a la comunidad. 
Así, se formula como tesis investigativa la necesidad de determinar esa sustancialidad 
entendida y demostrada materialmente y objetivamente en cuanto a los efectos que pueda generar 
respecto del buen funcionamiento de lo público, entendiéndose que no se trata de concretar o 
estimar daños materiales bajo la óptica indemnizatoria aspecto totalmente ajeno al Derecho 
Disciplinario, esencialmente es precisar objetivamente el resultado de la acción ejecutada y la 
afectación generada medible en los términos que la norma subsidiaria especial asigné como 
responsabilidad al disciplinable, es decir lo que legalmente debía hacer y omitió o extralimitó y 
que efectos demostrables dio lugar con ello; con lo cual se pretende que la visión de su medición 
sea diferente ya que hasta ahora se han revisado respecto de la misma administración, es decir 
como el reflejo que se causa a su funcionamiento, olvidando que la verdadera razón del 
disciplinario es garantizar sus resultados frente al colectivo social, la propuesta es que sin dejar de 
lado la necesaria demostración de la injustificada infracción al deber funcional, debe acreditarse 
que la misma efectivamente generó, causó una afectación objetiva, material respecto de la 
prestación debida del servicio, lo cual indudablemente si se puede medir y determinar, de lo 
contrario se entendería que la conducta es inane disciplinariamente. 
Así, se aporta que la sustancialidad de la ilicitud debe buscarse no solamente mirando a la 
Administración Pública, debe revisarse como exigencia para su materialización los efectos 
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reflejados en la comunidad receptora de esa acción disciplinable, con lo cual se establece un 
parámetro más real para su valoración y evaluación. 
En lo concerniente al principio de culpabilidad disciplinaria en la investigación 
desarrollada se estableció la carencia absoluta en la normatividad disciplinaria de una precisión 
sobre los elementos conceptuales que integran sus modalidades el dolo y la culpa, advirtiéndose 
que es solo a partir de la Ley 1952 de 2019, norma cuya vigencia se encuentra suspendida hasta el 
año 2021 cuando normativamente se propone una definición del dolo disciplinario y se establecen 
criterios para diferenciar la culpa gravísima de la culpa grave. 
Esta situación se hace trascendente si se tienen en cuenta que la culpabilidad resulta un 
elemento esencial en la determinación no solo de la responsabilidad disciplinaria, sino además de 
la sanción a imponer como quiera que expresamente las normas que regulan la tasación de la 
misma (artículo 44 Ley 734 de 2002 y artículo 48 Ley 1952 de 2019, modificado por el artículo 9 
de la Ley 2094 de 2021, exigen una de fórmula para su imposición la cual será igual a la integración 
de la naturaleza de la falta disciplinaria más la forma de la culpabilidad asignada (SD = NF + FC). 
La complejidad se acrecienta debido a que en materia disciplinaria impera la técnica de los 
numerus apertus, conforma a la cual el legislador de manera expresa no define qué tipos 
prohibitivos disciplinarios admiten el dolo o la culpa, salvo en casos excepcionales en los que 
manifiestamente señala la modalidad de la culpabilidad que admite su ejecución, en los demás solo 
se hace referencias indicativas de estos elementos subjetivos. 
 Acorde con lo enunciado en la investigación se partió de una premisa, la urgente necesidad 
de proponer juicios racionales que permitan determinar los elementos del dolo disciplinario y de 
la culpa disciplinaria y a su vez de construir criterios que permitan determinar cómo identificar en 
los tipos prohibitivos disciplinarios a partir de la técnica de los numerus apertus qué conductas 
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admiten el dolo y cuales la culpa, buscando así resolver el problema de subjetividad imperante que 
se presenta en la práctica ante el vacío existente al respecto, traducida en una especie de liberalidad 
de la Autoridad Disciplinaria para asignarle a la conducta el elemento subjetivo del dolo o la culpa 
como presupuesto de responsabilidad y determinador de la sanción. 
Como resultado de la investigación se propone la construcción del concepto de culpabilidad 
disciplinaria a partir de la integración de elementos objetivos como el tipo prohibitivo 
disciplinario, la conducta desarrollada por acción u omisión que lo activa, el resultado generado 
expresado en la afectación injustificada al deber funcional y el nexo finalístico que debe existir 
entre el comportamiento ejecutado y la afectación causada al deber funcional; así mismo, de la 
determinación de elementos subjetivos como la voluntad del ejecutante traducida positivamente 
en la omisión o extralimitación de sus funciones por vía del dolo o la culpa. 
Respecto del dolo disciplinario la propuesta radica en indicar los elementos que lo integran 
y permiten identificarlo como elemento subjetivo de responsabilidad a partir de la demostración 
de premisas como el conocimiento de la norma prohibitiva disciplinaria, la inequívoca voluntad 
de realizar la acción encaminada a transgredirla y la absoluta consciencia de la licitud de la acción 
desarrollada. 
En relación con la culpa disciplinaria en la investigación se profundiza sobre modalidades 
de gravísima y grave, ahondando sobre los elementos que deben determinarse para que se 
configure la gravísima como una expresión de imprudencia al representarse el sujeto la 
probabilidad de la infracción al deber funcional, pero confiarse en el no resultado, como ocurre 
con la ignorancia supina la desatención elemental y la inobservancia de normas de obligatorio 
acatamiento, igualmente en lo referente la culpa grave como el resultado de la ausencia de la 
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representación de la infracción funcional, por no prever lo previsible por descuido o negligencia y 
no actuar con el cuidado necesario en la función pública. 
Finalmente, tomando como marco de referencia la técnica de los tipos abiertos se efectuó 
un estudio de los tipos disciplinarios prohibitivo objetivos, analizando los que contienen 
expresamente la definición de su elemento subjetivo dolo o culpa, los que sólo enuncian estas 
modalidades de la culpabilidad con elementos que sirven de guía en su determinación o bien 
aquellos que nada indican al respecto, esto con la finalidad de demostrar que la técnica señalado 
no permite una libertad absoluta a la Autoridad Disciplinaria en la definición y asignación de a 
modalidad de la culpabilidad disciplinaria. 
Al tenor de lo enunciado puede considerarse que en la investigación realizada se absuelve 
la pregunta formulada en el problema investigativo, se reafirma la hipótesis planteada y cumple 
con los objetivos fijados tanto generales como específicos de la investigación, esto por cuanto se 
ha acudido a una exposición concreta de los contenidos dogmáticos de los principios de legalidad, 
ilicitud sustancial y culpabilidad disciplinaria, concretándolos y clarificándolos en aquellos 
aspectos en los cuales la normatividad no los sustenta debidamente, con el propósito único de que 
la propuesta presentada no solo permita darle una mayor identidad al Derecho Disciplinario, sino 
que además permita que su ejercicio sea verdaderamente garantista tanto para el Estado que lo 
dinamiza, como para el disciplinado que lo asume, pero principalmente que se tengan los 
elementos idóneos con los cuales se pueda dar una respuesta mediática a la colectividad que espera 
una pronta y decidida justicia cuando reclama que se administre debida y correctamente 
permitiéndose así una mejor convivencia social. 
Tomando como referencia que la pregunta que generó la investigación fue: 
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¿Qué elementos propositivos se deben desarrollar para construir los elementos que 
permitan precisar y determinar debidamente los contenidos dogmáticos racionales de los principios 
de legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad, para que el ejercicio de la potestad disciplinaria del 
Estado respecto de los servidores públicos y particulares disciplinables, se ejerza en el marco de 
las garantías constitucionales derivadas del reconocimiento de los derechos fundamentales de la 
dignidad humana, la presunción de inocencia, la legalidad y el debido proceso disciplinario? 
La respuesta que se le dio a la misma en el curso del trabajo investigativo se concreta en 
haber construido y propuesto los siguientes argumentos racionales: 
En el caso del principio de legalidad disciplinaria, se determinaron los principios que la 
integran, concretando en la propuesta la definición conceptual y racional de la reserva legal 
disciplinaria y tipicidad disciplinaria. Se establecieron los elementos que la integran el tipo 
prohibitivo disciplinario y las normas subsidiarias: especiales y funcionales. Así mismo, se 
profundizó sobre la naturaleza y contenido de esas normas subsidiarias. Igualmente, se aportó un 
análisis para determinar los elementos que integran el tipo disciplinario, su naturaleza y 
clasificación en blanco y abiertos. Se abordó el tema de los conceptos jurídicos indeterminados 
insertados en los supuestos de hecho disciplinarios y se expuso una propuesta sobre la 
estructuración del proceso de adecuación típica disciplinaria. 
Respecto del principio de ilicitud sustancial, se trabajó en las consideraciones para la 
determinación de la identidad de la ilicitud sustancial disciplinaria diferenciándola de la 
antijuridicidad penal para transitar de la antijuridicidad a la ilicitud sustancial. Se conceptualizó 
sobre el deber funcional como objeto de protección jurídica de la ilicitud sustancial. Esencialmente 
se construyó una conceptualización para determinar que la sustancialidad de la ilicitud, no se 
remite a un daño, se remite a una afectación funcional, que efectivamente genera un resultado 
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sustancial material que debe ser evidenciable, razón por la cual se propuso el cómo se determina 
en un proceso disciplinario. 
En cuanto al principio de culpabilidad, la propuesta se concretaron los fundamentos de la 
culpabilidad disciplinaria: la dignidad humana, presunción de inocencia y debido proceso. Se 
propuso una concreción acerca del dolo disciplinario a partir de los elementos que lo integran, 
igualmente, se trabajó para esclarecer los contenidos de la culpa disciplinaria y se propuso una 
determinación de la dinámica de la técnica de los números abiertos.  
Con lo anterior se asume que se dio una respuesta propositiva y argumentativa sustentable 
a la pregunta de la investigación. 
En relación con la hipótesis planteada en la investigación: 
En el Derecho Disciplinario colombiano normativamente no se describen en su plenitud, 
los elementos dogmáticos racionales de los principios de legalidad, ilicitud sustancial y 
culpabilidad disciplinaria, razón por la cual es necesario esa construcción argumentativa para 
evitar la normatización en su aplicación y posibles afectaciones a garantías como la dignidad 
humana, la presunción de inocencia, la legalidad y el debido proceso disciplinario en la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria de servidores públicos y particulares que ejercen 
funciones públicas. 
Lo expuesto, claramente evidencia que si bien es cierto normativamente estos principios 
tienen una definición legal, su exposición es absolutamente corta frente a sus contenidos y 
alcances, motivo por el cual es necesario hacer un proceso analítico de cada uno de los mismos 
para racionalizar sus contenidos y presentar una propuesta como en efecto se hace en el trabajo, 
que permita su conceptualización y aplicación en los procesos disciplinarios. 
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A partir de lo anterior, se cumplieron plenamente los objetivos de la investigación, el 
general en la medida en que se proponen y exponen razonamientos que permiten concretar y 
precisar los contenidos dogmáticos racionales de los principios disciplinarios de legalidad, ilicitud 
sustancial y culpabilidad como elementos rectores de la responsabilidad en el Derecho 
Disciplinario Colombiano, garantizando con ello su aplicación en los procesos disciplinarios en el 
marco de la observancia de las plenitudes constitucionales de la dignidad humana, la presunción 
de inocencia, la legalidad, el debido proceso disciplinario y el derecho de defensa. 
Los específicos en la medida en que, se precisar el concepto del Derecho Disciplinario en 
Colombia, su desarrollo y estado actual, determinando su avance y alcances que superan las 
expectativas de esta misma disciplina jurídica en Iberoamérica. Se logra concretar y demostrar la 
relación y fundamentación de la potestad disciplinaria del Estado en la categoría de las relaciones 
especiales de sujeción.  
Igualmente, se proponen criterios racionales que permiten determinar los elementos 
dogmáticos racionales del principio de legalidad disciplinaria en cuanto a la reserva legal, tipicidad 
y proceso de adecuación típica de las faltas disciplinarias, partiendo de la concreción de las normas 
que integran la legalidad disciplinaria (tipos prohibitivos disciplinarios, normas subsidiarias: 
materiales y funcionales), estableciendo los elementos del tipo disciplinario, aportando un modelo 
de clasificación (remisivos en blanco-remisivos abiertos) y formulando un modelo de 
procedimiento para la adecuación típica disciplinaria. 
Se construyen razonamientos que permiten determinar los elementos dogmáticos 
racionales del principio de la ilicitud sustancial, como un elemento autónomo de la tipicidad 
disciplinaria, establecer el bien objeto de tutela jurídica en el Derecho Disciplinario, conceptualizar 
sobre la sustancialidad de la ilicitud y precisar cómo se materializa la afectación que implica la 
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misma, aportar un modelo para el estudio y la determinación del contenido de ilicitud sustancial 
de la conducta disciplinada. 
Así mismo, se aportan elementos racionales que permiten la determinación de los 
elementos dogmáticos racionales de la culpabilidad disciplinaria, construyendo un concepto de 
dolo disciplinario, estructurando los criterios que sirven para definir la culpa gravísima y la culpa 
grave y precisando los elementos estructurales que permiten la aplicación de la técnica de los 
números abiertos disciplinarios. 
Finalmente, dada mi actividad profesional, laboral y académica, unida al Derecho 
Disciplinario como eje temático de la misma, el verdadero propósito del presente trabajo 
descriptivo, investigativo y propositivo, es apoyar la labor interpretativa y aplicativa de quienes 
ejercen esta disciplina jurídica, ofreciendo elementos racionales que les permitan guiarse en sus 
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Apéndice A. Análisis de casos 
Proceso Disciplinario Alfonso Salazar Jaramillo, Alcalde Municipal Medellín Época De Los Hechos 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Sala Disciplinaria Procuraduría General de la Nación. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
161 – 5349 (IUS 2011 – 381575). 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
Recurso de apelación contra el fallo de primera instancia proferido por la Procuraduría Delegada para la Vigilancia 
Preventiva de la Función Pública 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Fallo del 26 de abril de 2012, aprobada en Acta de Sala Extraordinaria No. 11. 
Confirma fallo del día 29 de febrero de 2012 proferido por la Procuraduría Delegada para la Vigilancia Preventiva de 
la Función Pública, por medio del cual se declaró responsable del cargo formulado al disciplinado y se le sancionó 
con destitución en el ejercicio del cargo e inhabilidad general por el término de doce (12) años. 
5. PONENTE FALLADOR 
P. D. PONENTE: Dr. JUAN CARLOS NOVOA BUENDÍA. 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Disciplinado: ALFONSO SALAZAR JARAMILLO, Alcalde Municipal Medellín a la época de los hechos. 
Signatarios: FRANCISCO JAVIER GALVIS RAMOS y MAURICIO LÓPEZ TABORDA. 
7. HECHOS RELEVANTES 
Supuesta indebida intervención en política por haber realizado las siguientes conductas: 
a) Realizar comentarios a través de “Twitter” el día 6 de octubre de 2011, entregar fotografías y realizar 
afirmaciones en medios de comunicación escritos y electrónicos con el fin de darle publicidad a una posible comisión 
de unos hechos delictivos por parte de algunos candidatos a cargos de elección popular en las elecciones efectuadas 
el 30 de octubre de 2011. 
b) Utilizar el cargo para realizar afirmaciones sobre la presencia del entonces candidato LUIS CARLOS PÉREZ 
con personas al parecer presuntamente vinculadas con hechos delictuosos. 
8. NATURALEZA DE LA FALTA DISCIPLINARIA Y FORMA DE CULPABILIDAD 
Gravísima a título de dolo. 
9. PROBLEMA JURÍDICO 
En materia disciplinaria al procesado se le citó y juzgó juicio oral disciplinario, bajo la premisa que, en su condición 
de Alcalde Municipal de Medellín a la fecha de los hechos, influyó indebidamente en los comicios electorales llevados 
a cabo el 30 de octubre de 2011. 
El problema jurídico se concentra en determinar si efectivamente las manifestaciones del disciplinado en medios de 
comunicación tanto escritos como electrónicos, sobre la vinculación del entonces candidato LUIS CARLOS PÉREZ, 
con personas aparentemente vinculadas con hechos delictivos, llegaron a constituir una indebida participación en 
política y la utilización impropia del cargo para influir en esa campaña política.   
En ese orden de ideas, al procesado se le formuló el siguiente pliego de cargos, que para efectos de su mejor 
comprensión se concreta así: 
“Doctor ALONSO SALAZAR JARAMILLO, en su condición de [A]lcalde [M]unicipal de Medellín, deberá usted 
responder a la Procuraduría General de la Nación por haber utilizado su cargo y autoridad, para participar en forma 
activa, personal y  voluntaria en pleno rigor de las prohibiciones señaladas en la Ley de garantías, en actividades 
propias de los partidos y movimientos políticos, y por influir en procesos electorales de carácter político partidista, en 
un periodo electoral en el que se exige la mayor imparcialidad de todos los funcionarios y servidores del Estado para 
garantizar la transparencia del mismo (…).”. 
Las conductas reprochadas disciplinariamente fueron: 
a) Haber realizado comentarios a través de la red social más utilizada en Internet “Twitter” el día 6 de octubre de 
2011. 
b) Entregar fotografías y realizar afirmaciones en medios de comunicación escritos y electrónicos con el fin de darle 
publicidad a una posible comisión de unos hechos delictivos por parte de algunos candidatos a cargos de elección 
popular en las elecciones que se iban a celebrar el 30  de octubre de 2011, publicaciones que se hicieron en el periódico 
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El Colombiano de las ediciones del 7 de octubre de 2011 (página 9 A), el 9 de octubre de 2011 (página 7 A) y 
ELCOLOMBIANO.COM del 23 de octubre de 2011, en los cuales se indica, hizo imputaciones delictivas a los señores 
Luis Carlos Pérez Gutiérrez, candidato a la Alcaldía de Medellín, Misael Cadavid, candidato al Concejo de Medellín, 
Aurelio Antonio Tobón, candidato a la Junta Administradora Local de la Comuna 8, Gary Johan Vélez Torres, 
candidato a la Junta Administradora Local  de la Comuna 13 y Diego Javier Galeano García, candidato a la Junta de 
(sic) Administradora Local de El Pinar. 
c) Utilizar el cargo para realizar afirmaciones sobre la presencia del candidato Luis Carlos Pérez con personas al 
parecer presuntamente vinculadas con hechos delictivos. 
Agregándose, que todo ello con el fin de influir en las actividades de dichos candidatos, de interferir en la contienda 
electoral de perjudicarlos electoralmente, afectando su imagen y poniéndolos en contra de la opinión de la comunidad, 
estando en pleno rigor de las prohibiciones señaladas en la Ley de Garantías Electorales contenidas en la Ley 996 de 
2005. 
10. REFERENTES NORMATIVOS 
El marco jurídico regulador de las conductas disciplinadas se estructuró a partir del contenido en los artículos 6 de la 
Carta Política; 23 y 27 de la Ley 734 de 2002; 2 de la Ley 130 de 1994; numeral 2 del artículo 38 de la Ley 996 de 
2005; y la Directiva Unificada 005 del 5 de abril de 2011 proferida por el despacho del señor procurador general de 
la Nación.  
En cuanto a la adecuación de los tipos prohibitivos disciplinarios se le citó el artículo 48 de la Ley 734 de 2002, 
numeral 39 “Utilizar el cargo para participar en las actividades de los partidos y movimientos políticos y en las 
controversias políticas, sin perjuicio de los derechos previstos en la Constitución y la ley.”; numeral 40 “Utilizar el 
empleo para presionar a particulares o subalternos a respaldar una causa o campaña política o influir en procesos 
electorales de carácter político partidista.”. 
11. RATIO DECIDENDI 
El aspecto para definir se concretaba en determinar si con las conductas descritas en la imputación disciplinaria, 
efectivamente el disciplinado había participado indebidamente en la campaña política y había utilizado indebidamente 
su cargo para presionar al electorado. 
En ese orden de ideas, procede a realizar un análisis del concepto de indebida participación en política apoyándose 
en tesis jurisprudenciales en las cuales se concreta la necesidad de impedir que ciertos servidores públicos, entiéndase 
lo que ejercen autoridad administrativa deben ser apartados de las campañas políticas ya que al tener implicaciones 
electorales vulnerarían la imparcialidad propia del gobierno. 
A partir de lo anterior se concluye que el disciplinado desarrolló “conductas activas y positivas (…) al responder 
por diversos medios de comunicación a las actividades proselitistas del candidato LUIS PÉREZ GUTIÉRREZ, quien 
lo motivaba la consecución del favor popular (…) atribuyéndose acciones que no fueron de su autoría cuando fue 
gobernante de la ciudad de Medellín. Actos efectuados desde su posición privilegiada de alcalde de la ciudad y primera 
autoridad administrativa del ente territorial, empleando los canales de comunicación propios del cargo y que usaba de 
manera habitual en desarrollo de su égida de gobierno.”. 
Agregándose que “Controvertir, rebatir, asumir posiciones ante las actividades proselitistas de su rival político de 
antaño le era vedado al burgomaestre de la ciudad. Y eso sucedió en diversas oportunidades, en días diversos y por 
medios diversos, entre ellos la red social denominada «Twitter» y en las publicaciones periodísticas en el Diario El 
Colombiano.”. 
En lo atinente a la indebida utilización del cargo para influenciar en esa campaña política se le indicó que por 
campaña política se debía entender el conjunto de actividades realizadas con el propósito de convocar a los ciudadanos 
a votar en un determinado sentido o a abstenerse de hacerlo; señalándosele que “El tema de las controversias políticas 
no se puede delimitar a la noción de proceso electoral formal, es propio de la organización ideológica mantener 
posturas propias que pueden reñir con la de otras organizaciones de la misma índole, y por ello surgir enfrentamientos 
dialécticos, en los cuales el servidor público no puede tomar parte, favoreciendo o deslegitimando al contendor que 
no es de sus afectos.”.    
Razón por la cual se le señaló que sus conductas consistentes en la campaña de descrédito asumida en contra del 
candidato LUIS PÉREZ GUTIÉRREZ al hacer manifestaciones, como Alcalde Municipal de Medellín, en diversos 
medios de comunicación masiva y pública, relacionadas con presuntos vínculos de dicho candidato con personas que 
catalogaba como «al margen de la ley» tenía como propósito de influir en los resultados electorales del día 30 de 
octubre de 2011. 
12. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA  
PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
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Ley 734 de 2002 CDU, artículo 4. El servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley 
vigente al momento de su realización. 
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 4. Los destinatarios de este código solo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización. 
La preexistencia también se predica de las normas complementarias. 
La labor de adecuación típica se someterá a la aplicación de los principios de especialidad y subsidiariedad.  
La conducta disciplinada se remitió a una supuesta indebida participación en política, normativamente se observa 
que se acudió a un sustento constitucional al citársele al investigado el artículo 6 Constitucional referente de la 
responsabilidad disciplinaria por omisión o extralimitación del deber funcional. 
Como normas disciplinarias se le citó el artículo 48 de la Ley 734 de 2002, en sus numerales 39 “Utilizar el cargo 
para participar en las actividades de los partidos y movimientos políticos y en las controversias políticas, sin perjuicio 
de los derechos previstos en la Constitución y la ley.” y 40 “Utilizar el empleo para presionar a particulares o 
subalternos a respaldar una causa o campaña política o influir en procesos electorales de carácter político partidista.”. 
En materia de normas subsidiarias como especiales se acudió a las siguientes:  
Artículo 2 de la Ley 130 de 1994, “Definición. Los partidos son instituciones permanentes que reflejan el 
pluralismo político, promueven y encauzan la participación de los ciudadanos y contribuyen a la formación y 
manifestación de la voluntad popular, con el objeto de acceder al poder, a los cargos de elección popular y de influir 
en las decisiones políticas y democráticas de la Nación. 
Los movimientos políticos son asociaciones de ciudadanos constituidas libremente para influir en la formación de 
la voluntad política o para participar en las elecciones. Los partidos y movimientos políticos constituidos con el lleno 
de todos los requisitos constitucionales y legales tendrán personería jurídica.”. 
Artículo 38, numeral 2 de la Ley 996 de 2005, que establece como prohibición para todo servidor público “Difundir 
propaganda electoral a favor o en contra de cualquier partido, agrupación o movimiento político, a través de 
publicaciones, estaciones oficiales de televisión y de radio o imprenta pública, a excepción de lo autorizado en la 
presente ley.”. 
Así mismo, se acudió a la Directiva Unificada 005 del 5 de abril de 2011 proferida por el Procurador General de 
la Nación, mediante la cual se trazaban directrices en materia de participación en política. 
OBSERVACIONES SOBRE LAS NORMAS CITADAS 
Al investigado se le imputó un cargo construido a partir de dos tipos prohibitivos disciplinarios de contenido 
diferente. 
El artículo 48 de la Ley 734 de 2002 en su numeral 39 tiene como supuesto el utilizar el cargo para participar en 
las actividades de los partidos y movimientos políticos y en las controversias políticas, en tanto que el numeral 40 
contiene dos verbos rectores que indican conductas diferentes utilizar el empleo para presionar a particulares o 
subalternos a respaldar una causa o campaña política o influir en procesos electorales de carácter político partidista. 
En ese contexto no obstante en la enunciación del cargo se indican cuáles fueron las conductas que se consideraron 
generaban esos comportamientos prohibitivos, no se precisó debidamente cuáles directamente se relacionaban con 
cada una de las conductas prohibitivas disciplinarias, aspecto que resulta importante a partir de considerar que se trata 
de tipos prohibitivos disciplinarios abiertos y remisivos. 
En relación con las normas subsidiarias, no se hace un enlace entre los tipos prohibitivos disciplinarios y las 
mismas, se deja entrever que, con las conductas desarrolladas, tipificadas disciplinariamente, vulneró indistintamente 
las mismas, no advirtiendo que se contienen verbos rectores diferentes. 
Finalmente, no se hace un señalamiento de las normas funcionales que pudo haber infringido el disciplinado con 
su comportamiento.  
PRINCIPIO DE LA ILICITUD SUSTANCIAL 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 5. La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación 
alguna.  
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 9. La conducta del sujeto disciplinable será ilícita cuando afecte sustancialmente 
el deber funcional sin justificación alguna. 
Habrá afectación sustancial del deber cuando se contraríen los principios de la función pública. 
En el fallo estudiado, la ilicitud sustancial asignada a la conducta a partir de la afectación al deber funcional, se 
direcciona a considerar que con el comportamiento disciplinado se vulneraron principios de la administración pública, 
señalándose: 
“Influenciar procesos electorales, intervenir en controversias políticas cuando al servidor público le está vedado 
por una prohibición absoluta constitucional contenida en el artículo 127 o por la reglamentación legal, hoy prevista en 
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la Ley 996 de 2005 para los demás servidores públicos sí es sustancialmente ilícito, independiente del resultado real 
que haya logrado obtener la interferencia en el proceso electoral o proselitista.”. 
Conforme lo indicado se asume que al considerarse que existió esa influencia indebida a partir de las normas 
citadas, independientemente del resultado ya se configura la sustancialidad de la ilicitud; aspecto que no se comparte 
en la medida en que se reafirma a necesidad de acreditar esa sustancialidad en un efecto o resultado que trascienda del 
ámbito de la legalidad y la tipicidad de la conducta. 
En definitiva, esta precisión no se logra, ni tampoco se clarifica cuál de los principios rectores de la administración 
pública se considera afectado sustancialmente con el comportamiento disciplinado.  
PRINCIPIO DE LA CULPABILIDAD DISCIPLINARIA 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 13. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad 
objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa.  
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 10. En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por conductas 
realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo o culpa. Queda proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva.   
En materia de culpabilidad, la conducta por la cual se sancionó a la disciplinada se le imputó a título de dolo, sin 
que realmente se aprecie un esfuerzo conceptual para determinarlo en cuanto a sus componentes de conocimiento del 
deber funcional, la voluntad de desconocerlo y el resultado generado por el comportamiento. 
Al respecto se podría indicar que la construcción del dolo disciplinario, más que sustentarse en las premisas 
anteriores, se fundamentó en la consideración de asumir que con las conductas reprochadas al disciplinado, éste 
inequívocamente buscó participar indebidamente en el proceso electoral y presionar a los ciudadanos, respaldando 
con ello una campaña política.  
En definitiva, no es completo este análisis y además no se hace en el marco exigido por el derecho disciplinario. 
 
Proceso Contencioso Administrativo Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho Fabio Alfonso Salazar 
Jaramillo Contra Procuraduría General De La Nación 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
Radicación número: 11001 03 25 000 2013 00117 00 (0263-13). 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
Acción de nulidad y restablecimiento del derecho, formulada por FABIO ALONSO SALAZAR JARAMILLO 
contra la Nación – Procuraduría General de la Nación, solicitando la nulidad de los siguientes actos administrativos: 
Las decisiones de primera y segunda instancia dictadas, respectivamente, por la Procuradora Delegada para la 
Vigilancia Preventiva de la Función Pública el 29 de febrero de 2012, y por la Sala Disciplinaria de la Procuraduría 
General de la Nación el 26 de abril de 2012, mediante las cuales se le sancionó con destitución del cargo de Alcalde 
del Municipio de Medellín e inhabilidad general para desempeñar cargos públicos por 12 años, determinadas así: 
1. Acto sancionatorio del 29 de febrero de 2012, proferido por la Procuradora Delegada para la Vigilancia 
Preventiva de la Función Pública, mediante el cual se le sancionó con destitución del cargo e inhabilidad general por 
el término de 12 años para ejercer cargos y desempeñar funciones públicas. 
2. Decisión confirmatoria del 26 de abril de 2012, proferida por la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General 
de la Nación. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Sentencia del 26 de marzo de 2014. 
5. PONENTE FALLADOR 
Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Demandante: Fabio Alonso Salazar Jaramillo. 
Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
7. HECHOS RELEVANTES 
El accionante solicitó al Consejo de Estado la anulación de las decisiones de primera y segunda instancia 
proferidas, respectivamente, por la Procuradora Delegada para la Vigilancia Preventiva de la Función Pública el 29 
de febrero de 2012, y por la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación el 26 de abril de 2012, mediante 
las cuales se le sancionó con destitución del cargo de Alcalde del Municipio de Medellín e inhabilidad general para 
desempeñar cargos públicos por 12 años, al habérsele encontrado responsable disciplinariamente de violar los artículos 
48-39 y 48-40 de la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único, y 38-2 de la Ley 996 de 2005. 
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Como fundamento de su solicitud de nulidad invoca tres cargos: 
1. Falsa motivación fáctica por indebida valoración y calificación de la prueba. 
2. Falsa motivación jurídica por la aplicación de normas ex post facto y de posturas hermenéuticas restrictivas 
al caso del señor Salazar. 
3. Ilegalidad sustantiva de los actos sancionatorios por desproporcionalidad de la sanción. 
8. PROBLEMA JURÍDICO 
En su análisis Sección Segunda, Subsección A de la Sala Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, 
partió de la siguiente premisa: 
“Por mandato de la Constitución Política y la ley, el control judicial ejercido por la jurisdicción contencioso-
administrativa sobre los actos y procedimientos administrativos disciplinarios en sede de nulidad o nulidad y 
restablecimiento del derecho es un control integral y pleno, que se aplica a la luz de la Constitución y del sistema legal 
como un todo, en los aspectos tanto formales como materiales de las actuaciones y decisiones sujetas a revisión, y no 
se encuentra limitado ni por las pretensiones o alegaciones de las partes.”. 
Agregando que “el mandato constitucional de prevalencia del derecho sustancial en las actuaciones de la 
administración de justicia (art. 228, C.P.), aunado a la prevalencia normativa absoluta de la Constitución Política en 
tanto norma de normas (art. 4, C.P.) y al postulado de primacía de los derechos fundamentales de la persona (art. 5, 
C.P.), obliga en forma imperativa a los Jueces de la República -incluyendo al Consejo de Estado y a la totalidad de la 
jurisdicción contencioso-administrativa- a dar una implementación práctica integral a los mandatos del constituyente, 
y al sistema jurídico-legal vigente como un todo, en cada caso individual que se someta a su conocimiento a través de 
los medios ordinarios de control que consagra el CPACA.”. 
A partir de lo anterior, planteó como problema jurídico a resolver: 
¿Cuál es el alcance del control judicial frente a procesos disciplinarios? 
Como derivación de lo anterior: 
Si los actos disciplinarios sancionatorios expedidos por la Procuraduría General de la Nación, están sujetos a un 
control pleno integral que permite la valoración de las pruebas obrantes en el expediente disciplinario sujeto a 
conocimiento; razón por la cual ese control en sede judicial es específico, y debe aplicar en tanto parámetros 
normativos no sólo las garantías puramente procesales sino también las disposiciones sustantivas de la Constitución 
Política que resulten relevantes.   
9. REFERENTES NORMATIVOS 
Como fundamentos constitucionales se toman como marco normativo los artículos 4 (primacía), 5 (derechos 
fundamentales de la persona) y 228 (prevalencia del derecho sustancial en las actuaciones). 
Ley 1437 de 2011 CPACA. 
Ley 734 de 2002 CDU. 
10. RATIO DECIDENDI 
En relación con el primer problema jurídico propuesto, el alcance del control judicial frente a procesos 
disciplinarios. 
Se determinó que la jurisdicción contencioso-administrativa efectúa sobre los actos administrativos disciplinarios 
proferidos por la Administración Pública o por la Procuraduría General de la Nación es un control pleno e integral, 
desarrollado a la luz de las disposiciones de la Constitución Política como un todo y de la ley en la medida en que sea 
aplicable. 
Precisándose que no se encuentra restringido, ni por lo propuesto expresamente en la demanda, excluyendo las 
interpretaciones restrictivas que limiten la función disciplinaria a simplemente garantizar el pleno apego con el orden 
jurídico como garantía de legitimidad de estas potestades públicas. 
Así, se señala que tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional, han indicado que la salvaguarda de la 
plena vigencia de los derechos y garantías fundamentales establecidos por el constituyente exige la obligación por 
parte de los jueces de sustituir “un enfoque limitado y restrictivo sobre el alcance de sus propias atribuciones de control 
sobre los actos de la administración pública, por un enfoque garantista de control integral, que permita a los jueces 
verificar en casos concretos si se ha dado pleno respeto a los derechos consagrados en la Carta Política.”. 
Se indica que con esta nueva postura se supera el criterio según el cual “las atribuciones del juez contencioso-
administrativo son formalmente limitadas y se restringen a la protección de aquellos derechos y normas expresamente 
invocados por quienes recurren a la justicia, que otorgaba un alcance excesivamente estricto al principio de 
jurisdicción rogada en lo contencioso-administrativo”; adoptándose en su reemplazo “una postura jurisprudencial que 
exige a las autoridades jurisdiccionales realizar, en tanto obligación constitucional, un control sustantivo pleno que 
propenda por materializar, en cada caso concreto, el alcance pleno de los derechos establecidos en la Constitución.”. 
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Con lo anterior, se concreta la posibilidad de que la autoridad jurisdiccional se pronuncie no solo respecto de lo se 
solicitado en la demanda formulada, sino además sobre el fondo del proceso mismo, en aras de garantizar los derechos 
constitucionales involucrados en el respectivo caso. 
Bajo esta premisa se procedió a resolver los requerimientos planteados por el accionante, señalándose: “que las 
decisiones disciplinarias demandadas, tanto en primera como en segunda instancia, adolecen de falsa motivación 
jurídica, ya que las interpretaciones dadas por la Procuraduría a las normas prohibitivas aplicadas al señor Salazar 
fueron expansivas, por ende, contrarias tanto a la Constitución como a la jurisprudencia pacífica de las Altas Cortes 
del país.”. 
Falsa motivación jurídica por inconstitucionalidad manifiesta de la interpretación dada a las normas 
prohibitivas aplicadas al disciplinado. 
Al respecto se indica que las restricciones y prohibiciones establecidos en la Constitución y la ley que se agrupan 
bajo la rúbrica general de “prohibición de participación indebida en política por servidores públicos”, dándole un 
margen de limitaciones, las cuales fueron excedidas en las interpretaciones realizadas en los fallos de primera y 
segunda instancia, incluso expandiéndolas a nuevas áreas como se indica, ocurrió en el fallo de segunda instancia. 
Se considera indispensable para dar luces sobre el tema relacionar directamente el argumento expuesto al respecto 
así: 
“La contradicción entre ambas posturas –la de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, 
por una parte, y la de la Procuraduría General de la Nación, por otra- es evidente, hasta el punto de parecer deliberada. 
Así, (a) donde la jurisprudencia ve una prohibición limitada, la Procuraduría la ve absoluta, y donde la Corte 
Constitucional expresamente impone una lectura restrictiva de las prohibiciones que establecen límites al ejercicio de 
los derechos fundamentales, cuyo ejercicio pleno es la regla general, la Procuraduría se inclina por una interpretación 
expansiva y maximizante de las mismas normas que excluye la existencia de esos derechos constitucionales, no lee 
su consagración en tanto reglas generales y límites en el texto mismo de las propias normas prohibitivas, y sujeta su 
ejercicio al futuro desarrollo normativo por el Congreso; (b) donde la jurisprudencia ve un derecho fundamental y una 
autorización expresa constitucional para su ejercicio, la Procuraduría ve un peligro social y una prohibición categórica 
que no admite excepciones; (c) donde la Corte Constitucional remite a la cláusula general de libertad en ausencia de 
una legislación estatutaria que establezca condiciones para su ejercicio y sujeta tal ejercicio de la libertad únicamente 
a los límites establecidos en la propia Constitución, la Procuraduría ve una omisión legislativa que bloquea en términos 
absolutos cualquier posibilidad de ejercicio de los derechos fundamentales y activa –maximizándolos- sus propios 
poderes castigadores como Ministerio Público; (d) donde la jurisprudencia del Consejo de Estado instruye 
expresamente que no se pueden examinar todos los actos de ciertos funcionarios públicos bajo una óptica 
incriminatoria que busque la falta disciplinaria de participación indebida en política en cada acto o palabra proferidos 
en cumplimiento de sus funciones ordinarias, la Procuraduría aplica precisamente esa óptica, asumiendo que existe 
una prohibición total de participación en política sin excepciones constitucionales y legales y atribuyéndose la potestad 
de escudriñar cada movimiento de los servidores públicos, a la búsqueda activa de la infracción, para detectar y 
reprimir con dureza toda falta disciplinaria; (e) donde la jurisprudencia exige una lectura restrictiva de las limitaciones 
introducidas por la ley de garantías electorales, la Procuraduría ve un dispositivo legal de maximización de las 
prohibiciones en época electoral, y de sus propios poderes de castigo. La Procuraduría en ambas instancias incluso 
llega a citar extractos de las sentencias de la Corte Constitucional sobre el tema para sustentar su posición, dándole a 
dicha jurisprudencia un alcance diverso al que explicó el Consejo de Estado en el concepto de su Sala de Consulta y 
Servicio Civil.”. 
El fundamento de esta consideración radicó en señalar que la Constitución Política otorga un énfasis deliberado 
en “el valor de la libertad del ser humano, el cual permea transversalmente el texto y el espíritu de la Carta Política y 
obliga a los operadores jurídicos administrativos y judiciales a adoptar una óptica pro-libertatis, y un criterio pro-
homine, en su lectura y aplicación de la Constitución y la ley.”. 
Violación del principio de legalidad por insuficiencia jurídica del proceso de subsunción típica de la 
conducta del disciplinado bajo las normas disciplinarias invocadas. 
Al respecto se consideró que el proceso de subsunción o adecuación típica de la conducta del disciplinado a las 
normas disciplinarias que fueron invocadas y aplicadas por la Procuraduría, es ausente de la decisión disciplinaria de 
primera instancia, y es marcadamente precario e insuficiente en la de segunda instancia, con lo cual se vulnera el 
principio de legalidad.  
En desarrollo de lo que en la providencia se denomina subsunción típica de la conducta se expone que la Corte 
Constitucional, ha establecido como diferencia entre el derecho penal y el derecho disciplinario, las admisión de tipos 
disciplinarios en blanco o abiertos y de los conceptos jurídicos indeterminados, que permiten una amplitud 
hermenéutica al momento de interpretar y aplicar la norma disciplinaria, que conduce a señalar que las conductas 
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reprochables disciplinariamente, deben ser objeto de complementación o determinación a partir de la lectura 
sistemática de un conjunto de normas jurídicas que desarrollan deberes, mandatos y prohibiciones. 
Se señala que en el caso examinado la conducta disciplinada se sustentó normativamente en el artículo 48 de la 
Ley 734 de 2002, numerales 39 y 40 y en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005, numeral 2, sin que se haya efectuado 
un proceso de razonamiento técnico-jurídico, para establecer en detalle y expresamente el alcance de cada uno de los 
componentes de las normas invocadas y establecer por qué la conducta probada de disciplinado constituyó una 
violación de la ley, esto es, por qué sus actos encajaban bajo las definiciones legales de cada uno de dichos 
componentes normativos de los tipos disciplinarios invocados.    
Desproporción manifiesta en las sanciones de destitución e inhabilidad general por doce años. 
Consideró la Sala que existió una desproporción en la sanción impuesta al disciplinado. 
Tomando como fundamento el artículo 18 de la Ley 734 de 2002 ““La sanción disciplinaria debe corresponder a 
la gravedad de la falta cometida. En la graduación de la sanción deben aplicarse los criterios que fija esta ley.”, señala 
que la sanción a imponerse debe hacerse de acuerdo con la gravedad del injusto, y el grado de culpabilidad. 
Decisión con respecto a la validez de los actos administrativos sancionatorios demandados, y el 
restablecimiento del derecho 
Se concluyó la necesidad de declarar la nulidad de los actos administrativos sancionatorios invocando las causas 
de invalidez ya reseñadas, en cuanto al restablecimiento del derecho se dispuso: 
1. Que, como consecuencia de la anulación de los actos y procedimientos administrativos demandados, se 
proceda a eliminar el exceso en el que se incurrió en el ejercicio de la potestad sancionatoria del Estado, y a manera 
de restitución se le impongan al disciplinado las consecuencias disciplinarias que justamente se puedan deducir de su 
conducta, sin incurrir en ilegalidad ni desproporción. 
2. Que se pague al señor Salazar una indemnización equivalente a los perjuicios morales que sufrió como 
consecuencia del procesamiento y sanción indebidos de los que fue objeto. 
En relación con la primera disposición se indicó que efectivamente la conducta del disciplinado si tuvo 
implicaciones a la luz de la ley disciplinaria, pero en una dimensión distinta al tratamiento otorgado por el proceso 
disciplinario y procedió a determinar la reducción del reproche disciplinario a sus justas proporciones, esto es, a 
determinar la naturaleza disciplinaria de la conducta, su elemento subjetivo y la sanción a imponer. 
Así, se determinó en aplicación de las potestades legales de decretar el restablecimiento del derecho mediante la 
adopción de decisiones nuevas que reemplacen las anuladas, es decir, se dispuso hacer un nuevo análisis de los 
elementos de la responsabilidad disciplinaria del allí accionante. 
Como resultado se determinó que el disciplinado efectivamente fue el autor de la conducta investigada, 
adecuándola típicamente al contenido del artículo 34, numeral 5 que consagra como deber de todo servidor público 
“Son deberes de todo servidor público: “Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su 
empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, 
destrucción, ocultamiento o utilización indebidos.” 
En cuanto al análisis de la antijuridicidad (sic) de la conducta, se indicó lo siguiente: 
“concluye la Sala que se entiende, por mandato del Legislador, que el incumplimiento de uno de los deberes que 
pesan sobre los funcionarios públicos es en sí mismo, valga la redundancia, una violación del deber funcional, que 
configura por lo tanto el elemento de antijuridicidad o lesividad material de esta falta disciplinaria que se le achaca.”. 
En cuanto al análisis de la culpabilidad se consideró que el disciplinado “sí obró con imprudencia, esto es, con un 
grado de culpa leve al haber efectuado dicha entrega de información y documentación a El Colombiano.”. 
Luego se procede a realizar un análisis de todos los numerales del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, para 
determinar la gravedad o levedad de la falta, para concluir que la falta imputada fue leve. 
En cuanto a la sanción a imponer la concretó conforme al artículo 44-5 del CDU, para las faltas leves culposas, en 
una amonestación escrita. 
Ya en lo pertinente a la reparación del daño causado se indicó que el restablecimiento del derecho de por si ya 
implicaba el resarcimiento del mismo. 
En la resolutiva de la decisión se decidió anular parcialmente los actos administrativos sancionatorios de primera 
y segunda instancia proferidos, respectivamente, por la Procuradora Delegada para la Vigilancia Preventiva de la 
Función Pública el 29 de febrero de 2012, y la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación el 26 de 
abril de 2012 y declarar disciplinariamente responsable al accionante  de  haber  cometido la falta  disciplinaria  leve  
culposa, imponiéndole como sanción amonestación  escrita, con anotación  en  su hoja de vida ni en su registro de 
antecedentes disciplinarios, advirtiéndole “que dicha amonestación  implica  anotación  en  su hoja de vida ni (sic) en 
su registro de antecedentes disciplinarios, que no vuelva a incurrir en esta imprudencia leve en cualesquiera cargos 
públicos que llegase a desempeñar en el futuro en ejercicio de su derecho constitucional fundamental de participación 
(art. 40, C.P.).”. 
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11. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA 
Frente a lo expuesto, resulta difícil considerar que es más nocivo para el derecho disciplinario, si la ausencia de 
fundamentación dogmática de los principios sobre los cuales la Procuradora Delegada para la Vigilancia Preventiva 
de la Función Pública el 29 de febrero de 2012, y la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación el 26 
de abril de 2012, sustentó el fallo sancionatorio disciplinario en contra de FABIO ALONSO SALAZAR 
JARAMILLO, Alcalde Municipal de Medellín a la fecha de los hechos o bien el fallo emitido por la Sección Segunda, 
Subsección A, Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, al pronunciarse sobre esas decisiones 
emitiendo en un todo un fallo sustitutivo y convirtiéndose innegablemente en una tercera instancia disciplinaria. 
En efecto, es incuestionable la ausencia de fundamentación normativa de la imputación formulada, en cuanto a la 
referencia necesaria respecto de las normas subsidiarias lo cual afecta el principio de legalidad, la carencia de 
determinación de la sustancialidad de la ilicitud disciplinaria de la conducta y la ausencia de un análisis adecuado de 
la culpabilidad, aspectos que imponían la anulación de la sanción disciplinaria impuesta. 
Es perfectamente admisible la tesis de la Sala, Sección Segunda, Subsección A, Consejo de Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo, al definir la necesidad de efectuar un un control pleno e integral, de las decisiones 
emitidas por la Procuraduría General de la Nación, con fundamento en la necesidad de verificar en casos concretos si 
se ha dado pleno respeto a los derechos consagrados en la Carta Política, esto como una exigencia de las autoridades 
jurisdiccionales de realizar, como una obligación constitucional, un control sustantivo pleno que propenda por 
materializar, en cada caso concreto, el alcance pleno de los derechos establecidos en la Constitución. 
Lo que si no queda claro, es que en ejercicio de esa facultad, así se indique en la providencia que ese no es el 
propósito, el juez contencioso se convierta en una tercera instancia en el proceso disciplinario emitiendo en un todo, 
un verdadero fallo sustitutivo, admitiendo que el accionante, sí tenía responsabilidad disciplinaria, determinada 
desproporcionadamente por la Procuraduría General de la Nación, razón por la cual se anularon parcialmente las 
decisiones disciplinarias y en su defecto, se determinó una nueva modalidad de falta disciplinaria (falta leve), de 
culpabilidad (culpa leve) y se impuso una nueva sanción (amonestación escrita). 
Advirtiéndose un enorme yerro por parte de la mencionada Sala al determinar como forma de culpabilidad la culpa 
leve, figura que sencillamente no existe en el derecho disciplinario. 
Ley 734 de 2002, artículo 44, parágrafo único “Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por 
ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será 
grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier persona del común 
imprime a sus actuaciones.”. 
Igualmente una inentendible referencia al aplicativo de la sanción impuesta al señalarse que dicha amonestación 
implica anotación en su hoja de vida ni (sic) en su registro de antecedentes disciplinarios, que no vuelva a incurrir en 
esta imprudencia leve en cualesquiera cargos públicos que llegase a desempeñar en el futuro en ejercicio de su derecho 
constitucional fundamental de participación (art. 40, C.P.), cuando es claro que el efecto fáctico de esa sanción radica 
precisamente en que aparezca como anotación en los antecedentes disciplinarios del sancionado. 
Luego bienvenida el control integral de las decisiones disciplinarias, pero dentro del marco legal que impone la 
dogmática disciplinaria en sus principios rectores de responsabilidad legalidad, ilicitud sustancial y culpabilidad.    
 
 
Proceso Disciplinario Piedad Esneda Córdoba Ruiz, Senadora De La República Época De Los Hechos 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Despacho Procurador General de la Nación – Sala Disciplinaria Procuraduría General de la Nación. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
IUS - 2008 – 305318 
IUC - D – 2010 – 139 82630 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
Recurso de reposición contra el fallo de única instancia, proceso verbal especial adelantado despacho Procurador 
General de la Nación. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Fallo del 27 de octubre de 2010. 
Confirma fallo de única instancia del 27 de septiembre de 2010, imponiendo sanción a la disciplinada de 
destitución e inhabilidad por dieciocho (18) años. 
5. PONENTE FALLADOR 
P. D. PONENTE: Dr. JUAN CARLOS NOVOA BUENDÍA. 
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6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Disciplinada: PIEDAD ESNEDA CÓRDOBA RUIZ, en su condición de Senadora de la República a la época de 
los hechos. 
Signatario: De oficio. 
7. HECHOS RELEVANTES 
Supuesta colaboración y promoción con el grupo al margen de la ley, concretamente las entonces denominadas 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC- 
8. NATURALEZA DE LA FALTA DISCIPLINARIA Y FORMA DE CULPABILIDAD 
Gravísima a título de dolo. 
9. PROBLEMA JURÍDICO 
En materia disciplinaria a la procesada se le citó a juicio oral especial disciplinario con fundamento en la 
información encontrada en los computadores de “Raúl Reyes”, miembro del secretariado de las entonces denominadas 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – FARC, incautados en la denominada operación “Fénix”. 
Se indica que allí se verificó la existencia de interlocuciones que comprometieron la responsabilidad de la misma, 
en el sentido de colaborar con ese grupo al margen de la ley, independientemente de si esos documentos fueron 
enviados a través de correos electrónicos o de manera física utilizando para ello otro tipo de dispositivos informáticos. 
Con fundamento en lo anterior, a la disciplinada se le formularon dos cargos: 
Primer cargo: “[…] Presuntamente haber colaborado y promovido al grupo ilegal denominado FARC, durante el 
periodo comprendido entre el 15 de agosto y el 21 de noviembre de 2007 y en otras fechas anteriores y posteriores en 
los años 2007, 2008 y 2010 […]”. 
Segundo cargo: Presunta realización de actos tendientes al fraccionamiento de la unidad nacional; reflejados en el 
i) desconocimiento a la legitimidad de algunas instituciones y los procesos democráticos; ii) apología a la organización 
de las FARC y iii) haber invitado en actos públicos a la subversión y la rebeldía. 
10. REFERENTES NORMATIVOS 
El fundamento normativo de primer cargo se concretó en el ordinal 12 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002.  
“Fomentar o ejecutar actos tendientes a la formación o subsistencia de grupos armados al margen de la ley; o 
promoverlos, auspiciarlos, financiarlos, organizarlos, instruirlos, dirigirlos o colaborar con ellos.”. 
La conducta se le determinó como falta gravísima a título de dolo. 
El fundamento normativo del segundo cargo se determinó en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002. 
“Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, 
cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo.”. 
La conducta se le determinó como falta gravísima a título de dolo. 
11. RATIO DECIDENDI 
Conforme a la decisión sancionatoria a la disciplinada la prosperó el primer cargo formulado. 
Al respecto se consideró que resultaba viable fundamentar la responsabilidad disciplinaria atribuida a la entonces 
Senadora, en la la información que fue hallada en los computadores del jefe guerrillero alias ‘Raúl Reyes’ muerto en 
el desarrollo de la operación “Fénix” ejecutada en territorio ecuatoriano, información que se indica no debe ser 
excluida como material probatorio de cargo, en la medida en que no se vulnera la dignidad humana, ni el derecho de 
defensa de la acusada, rechazándose los argumentos expuestos en cuanto a la ilegalidad de los medios de prueba sobre 
los cuales se sustentó la acusación disciplinaria. 
La licitud de la prueba de cargo se determinó a partir de indicarse que lo tomado como medio de prueba era la 
información contenida en los computadores de abatido jefe guerrillero, de la cual se deducía la supuesta colaboración 
de la disciplinada, contenida en el cruce de información sostenida con miembros de ese grupo al margen de la ley. 
Como consecuencia de lo anterior, se le impuso sanción consistente en destitución del cargo de Senadora e 
inhabilidad general de 18 años para ejercer cargos y desempeñar funciones públicas. 
12. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA  
PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 4. El servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley 
vigente al momento de su realización. 
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 4. Los destinatarios de este código solo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización. 
La preexistencia también se predica de las normas complementarias. 
La labor de adecuación típica se someterá a la aplicación de los principios de especialidad y subsidiariedad.  
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La conducta disciplinada en el primer cargo se sustentó en el artículo 48, numeral 12 que hace referencia a un tipo 
prohibitivo abierto, en la medida en que describe varias hipótesis de modalidades de conducta, cada una con un verbo 
rector diferente.  
Lo cierto, es que no se precisa cuál de esas conductas o cuáles, son las que se consideran activadas con el 
comportamiento endilgado a la disciplinada. 
El cargo segundo se sustentó en el tipo prohibitivo disciplinario en blanco, artículo 48, numeral 1 que remite en 
esencia a la Ley 599 de 2000 Código Penal, razón por la cual es necesario que se determine en esa norma, en cuál o 
cuáles conductas punibles se adecua típicamente la conducta disciplinada. 
PROPUESTA SOBRE LAS NORMAS CITADAS 
Considerando que a la disciplinada en definitiva se le sancionó por el primero de los cargos formulados, es evidente 
que era necesario mayor concreción en la adecuación típica de la conducta reprochada, partiendo de su determinación 
en el mismo tipo prohibitivo disciplinario, como luego su desarrollo en las normas subsidiarias especiales y 
funcionales. 
En ese orden de ideas, la preservación de la legalidad disciplinaria imponía, no solo la determinación típica de la 
conducta disciplinaria a partir de su concreción en el artículo 48, numeral 12 Ley 734 de 2002, así mismo, la precisión 
de las normas subsidiarias infringidas, las especiales relacionadas con el funcionamiento del Congreso de la República, 
dada la condición de Senadora a la época de los hechos de la disciplinada y por supuesto las funcionales, referidas a 
los deberes propios de esa investidura. 
Esta falencia, se concreta en la revisión de las decisiones proferidas y puntualmente en la que decide el recurso de 
reposición interpuesto contra el fallo sancionatorio de única instancia.  
PRINCIPIO DE LA ILICITUD SUSTANCIAL 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 5. La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación 
alguna.  
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 9. La conducta del sujeto disciplinable será ilícita cuando afecte sustancialmente 
el deber funcional sin justificación alguna. 
Habrá afectación sustancial del deber cuando se contraríen los principios de la función pública. 
En relación con el contenido de ilicitud sustancial de la conducta disciplinada, en el fallo estudiado, no se hace 
referencia a la misma, no se logra determinar una conceptualización valorativa que indique la determinación de la 
sustancialidad de la afectación al buen funcionamiento de la administración derivada de la conducta investigada. 
En su contexto el análisis que se expone, se remite más a definir la legalidad de los medios de prueba que se toman 
como fundamento para imponer la sanción que a la consideración de los efecto o resultados sustanciales del 
comportamiento de la disciplinada.  
PRINCIPIO DE LA CULPABILIDAD DISCIPLINARIA 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 13. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad 
objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa.  
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 10. En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por conductas 
realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo o culpa. Queda proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva.   
En materia de culpabilidad, la conducta por la cual se sancionó a la disciplinada se le imputó a título de dolo. 
Conforme lo señalado en la decisión que resuelve la reposición interpuesta contra el fallo sancionatorio de única 
instancia, la construcción del dolo disciplinario, más que sustentarse en la premisa del conocimiento que pudo haber 
tenido la disciplinada de estar vulnerado sus deberes funcionales y decidir voluntariamente quebrantarlos, se 
fundamentó en la consideración de conocer ésta a partir de los medios de prueba allegados al expediente sus 
actividades al margen de la ley como auspiciadora de un grupo ilegal. 
En definitiva, no es completo este análisis y además no se hace en el marco exigido por el derecho disciplinario. 
 
 
Proceso Contencioso Administrativo Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho Piedad Esneda Córdoba Ruiz 
Contra Procuraduría General De La Nación 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Consejo de Estado Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
Número de referencia: 110010325000201100316 00  
Número interno: 1210-11. 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
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Acción de nulidad y restablecimiento del derecho, interpuesta por PIEDAD ESNEDA CÓRDOBA RUÍZ en contra 
de la Nación -Procuraduría General de la Nación, solicitando la nulidad de los siguientes actos administrativos: 
3. Acto sancionatorio de 27 de septiembre de 2010, proferido por el Procurador General de la Nación, mediante el 
cual se le sancionó con destitución del cargo e inhabilidad general por el término de 18 años.  
4. Decisión del 27 de octubre de 2010 por la cual el Procurador General de la Nación resolvió el recurso de 
reposición y confirmó en su integridad la decisión sancionatoria. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Sentencia del 09 de agosto de 2016. 
5. PONENTE FALLADOR 
Consejero Ponente: DR. WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ (E). 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Demandante: PIEDAD ESNEDA CÓRDOBA RUIZ. 
Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
7. HECHOS RELEVANTES 
La finalidad de la acción, la declaratoria de nulidad de la sanción disciplinaria impuesta a la accionante de 
destitución del cargo de Senadora de la República e inhabilidad de 18 años para ejercer cargos y desempeñar funciones 
públicas, contenida en las decisiones de la Procuraduría General de la Nación proferidas el 27 de septiembre de 2010 
y el 27 de octubre de 2010. 
El Consejo de Estado en Sala Plena consideró como aspecto esencial para avocar el estudio de lo solicitado, que 
el control jurisdiccional contencioso sobre los actos administrativos disciplinarios, es integral, superando por tanto el 
denominado control de legalidad.  
Se señaló que ese control implica un juicio sustancial “sobre el acto administrativo sancionador, el cual se realiza 
a la luz del ordenamiento constitucional y legal, orientado por el prisma de los derechos fundamentales.”. 
Como razones para tal efecto se concretaron las siguientes: 
1. Los actos administrativos proferidos por los titulares de la acción disciplinaria, hacen parte del ius puniendi. 
2. La necesidad de ejercer una la tutela judicial efectiva en la Convención Americana de Derecho Humanos. 
3. El garantizar una tutela judicial efectiva en la Constitución Política de Colombia. 
4. Objeto de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
5. Que las decisiones de los servidores públicos titulares de la acción disciplinaria no son asimilables a una 
decisión judicial. 
En síntesis, la alta Corporación lo concreta en: 
a) La jurisdicción de lo contencioso administrativo ejerce el control judicial integral de los actos administrativos 
sancionatorios, proferidos por los titulares de la acción disciplinaria regulada en la ley 734, con el fin de garantizar la 
tutela judicial efectiva. 
b) El control que ejerce la jurisdicción de lo contencioso administrativo, constituye el recurso judicial efectivo 
en los términos del ordinal 1.º del artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
8. PROBLEMA JURÍDICO 
De conformidad con el estudio realizado el Consejo de Estado en su Sala Plena concretó el problema jurídico en los 
siguientes puntos: 
(i) ¿Es competente la Procuraduría General de la Nación para investigar e imponer sanción de destitución e 
inhabilidad a la señora Piedad Esneda Córdoba Ruíz, en su condición de servidora pública elegida por voto popular? 
Problema jurídico asociado: ¿Tiene competencia la Viceprocuradora para resolver la recusación formulada contra el 
Procurador?  
(ii) ¿Son ilegales las pruebas provenientes de la “Operación Fénix”; en las que se fundamentó la sanción 
disciplinaria impuesta a la senadora Piedad Esneda Córdoba Ruíz?  
(iii) En caso de quedar demostrada la ilegalidad de los medios de conocimiento hallados en la “Operación Fénix”, 
¿Las pruebas recaudadas, diferentes a las provenientes de la referida operación, son suficientes para imponer la sanción 
disciplinaria? 
9. REFERENTES NORMATIVOS 
En relación con la competencia disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, lo fueron los artículos 3 y 
25 de la Ley 734 de 2002; artículos 118, 123, 276, núm. 6, 277 y 278 de la C.P. 
Respecto de la validez de las pruebas que fundamentaron la sanción impuesta, en la Ley 906 de 2004, Código de 
Procedimiento Penal. 
Sobre la existencia de otros medios de prueba que fundamenten la sanción impuesta, en los artículos 130, 140 y 
141 de la Ley 734 de 2002. 
10. RATIO DECIDENDI 
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En relación con la competencia disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, se consideró viable la misma 
respecto de los servidores públicos de elección popular como el caso de la accionante. 
Para tal efecto, se hizo referencia a las Sentencias de la Corte Constitucional C-028 de 26 de enero de 2006 con 
ponencia del Magistrado Humberto Antonio Sierra Porto; SU-712 de 201346, mediante la cual se resuelve la tutela 
interpuesta por la accionante en contra de la Procuraduría General de la Nación; SU-355 de 201548, en la cual se 
reiteró la posición respecto de la competencia de la Procuraduría General de la Nación, inclusive en los casos de 
servidores públicos elegidos por voto popular, referida a la sanción de destitución e inhabilidad impuesta al Alcalde 
Mayor del Distrito Capital de Bogotá, GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO. 
Decisiones en las cuales se sostiene la competencia del ente de control disciplinario sobre los servidores públicos 
incluidos los de elección popular. 
Sobre la legalidad de las pruebas provenientes de la “Operación Fénix”, en las que se fundamentó la sanción 
disciplinaria impuesta a la accionada, concretamente se señaló: 
“En el caso bajo examen, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado considera que las 
pruebas en que se fundó la decisión sancionatoria del Procurador General de la Nación, son ilegales y por tanto dejan 
de ser válidas, razón suficiente para declarar la nulidad del acto sancionatorio, por violación flagrante del debido 
proceso.”. 
Lo anterior se sustenta en considerar que el “el personal militar colombiano en desarrollo de la “Operación Fénix” 
no solo se atribuyó facultades de policía judicial58 que la Constitución Política y la ley no le otorgaban, sino que 
también desatendió las disposiciones de cooperación internacional reguladas en la Ley 906 de 2004, Código de 
Procedimiento Penal vigente para ese momento y en el convenio de cooperación judicial antes aludido, lo que invalida 
la totalidad del material probatorio hallado en la referida operación militar.”. 
Igualmente, las razones expuestas se apoyan en el contenido del auto del 18 de mayo de 201161, proferido por la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en el cual se pronunció sobre la ilegalidad de las pruebas 
obtenidas en la “Operación Fénix”, indicándose que en esa providencia se concluyó que las pruebas allí recaudadas 
no podían ser el soporte de ninguna investigación, ni sanción penal, por haber sido obtenidas con violación. 
Así, concluye que: “La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado forzosamente debe 
concluir que en el caso bajo estudio, son ilegales todas las pruebas provenientes de la “Operación Fénix” dado que en 
su práctica y recolección se desatendieron los requisitos legales esenciales regulados en el ordenamiento jurídico 
colombiano y en el acuerdo de cooperación e intercambio judicial suscrito y vigente entre Colombia y Ecuador para 
el efecto.”. 
Finalmente, respecto de si las otras pruebas recaudadas en la investigación disciplinaria, no provenientes de la 
denominada “Operación Fénix”, eran suficientes para imponer sanción a la accionante, luego de valorar los registros 
periodísticos aportados, los testimonios recibidos, la declaración del ciudadano Viktor Tomnyuuk y los informes de 
inteligencias, se concluyó que éstas tampoco eran suficientes para sustentar la sanción disciplinaria impuesta a la 
accionante. 
11. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA 
Inicialmente el Consejo de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo, unifica criterios respecto del control 
jurisdiccional de los actos sancionatorios de la Procuraduría General de la Nación, precisando que será integral, 
superando por tanto el denominado control de legalidad, en la medida en que el mismo implica un juicio sustancial 
“sobre el acto administrativo sancionador, el cual se realiza a la luz del ordenamiento constitucional y legal, orientado 
por el prisma de los derechos fundamentales.”. 
Es importante apreciar que en esta decisión el Consejo de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo, 
considera viable la competencia disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, respecto de los servidores 
públicos de elección popular. 
Para tal efecto, se remite a decisiones de la Corte Constitucional en las cuales se hace pronunciamiento sobre el 
tema C-028 de 26 de enero de 2006, SU-712 de 201346 y SU-355 de 201548, inclusive señalando expresamente lo 
siguiente: 
“En lo que se refiere al alcance del artículo 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos, la Corte 
Constitucional manifestó que en sentencia C-028 de 2006 ya había advertido la necesidad de que los tratados 
internacionales debían ser interpretados de manera coherente y sistemática, no sólo con otros instrumentos 
internacionales sino con la propia Constitución Política.”. 
Aspecto, que se convertirá en un elemento trascendental en futura decisión de esa Corporación. 
En cuanto al fondo de la decisión asumida, se puede analizar en dos contextos, la determinación de la ilegalidad 
de los medios de prueba trasladados al proceso disciplinario, provenientes de los computadores del abatido jefe 
guerrillero alias “Raúl Reyes”, bajo las premisas del Código de Procedimiento Penal y del contenido del auto del 18 
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de mayo de 201161, proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en el cual se pronunció 
sobre la ilegalidad de esas pruebas y la ausencia de fundamento en los demás medios de prueba aportados al 
disciplinario diferentes a los anteriores. 
En conclusión, la decisión sancionatoria fue revocada por vía de la declaratoria de nulidad de los actos que la 
imponían y se dispuso el reintegro de los derechos laborales de la accionante. 
 
Proceso Disciplinario Gustavo Francisco Petro Urrego, Alcalde Bogotá Época De Los Hechos 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Sala Disciplinaria Procuraduría General de la Nación por delegación otorgada por el Procurador General de la Nación. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
IUS - 2012 – 447489 
IUC – D - 2013 – 661 – 576188 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
Fallo de única instancia proceso verbal especial, artículos 169A y 170 Ley 734 de 2002. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Fallo del 09 de diciembre de 2013. 
Aprobado en acta de Sala extraordinaria No. 57 
Impone sanción disciplinaria al procesado consistente en destitución del cargo e inhabilidad por dieciocho (18) 
años para ejercer cargos y funciones públicas. 
5. PONENTE FALLADOR 
P. D. PONENTE: Dr. JUAN CARLOS NOVOA BUENDÍA. 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Disciplinado: GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su condición de Alcalde Mayor de Bogotá a la 
época de los hechos. 
Signatarios: JORGE ELIECER MIRANDA TELLEZ, Secretario General de la Federación Regional de 
Trabajadores; ORLANDO PARADA DÍAZ, Concejal de Bogotá; RICARDO MARÍA CAÑÓN PRIETO, Personero 
de Bogotá; JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, Defensor del Pueblo, y otros 
7. HECHOS RELEVANTES 
Posibles irregularidades ocurridas con ocasión de la prestación del servicio público de aseo, específicamente en lo 
que concierne al cambio del esquema de la prestación de este servicio adoptado por la administración distrital en 
cabeza de su alcalde mayor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, durante el segundo semestre del año 2012.  
8. NATURALEZA DE LA FALTA DISCIPLINARIA Y FORMA DE CULPABILIDAD 
Gravísima a título de dolo. 
9. PROBLEMA JURÍDICO 
Determinar si efectivamente el investigado incurrió en extralimitación de funciones, afectando la la prestación del 
servicio público de aseo, por el cambio de esquema en la prestación de este servicio. 
Lo anterior con la suscripción de contratos interadministrativos con la Unidad Administrativa Especial de Servicios 
Públicos (UAESP), la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá E. S. P. (EAAB) y la empresa de Acueducto 
y Alcantarillado de Bogotá E. S. P. (EAAB) y la empresa Aguas de Bogotá E. S. P. 
Así mismo, con la expedición de los Decretos 564 del 10 de diciembre de 2012 y 570 del 14 de diciembre de 2012.  
En ese orden de ideas, al disciplinado se le formuló el 20 de junio de 2013 pliego de cargos en el cual se le imputan 
tres cargos por los cuales se le citó a juicio oral especial disciplinario, a saber: 
1. Por la suscripción de los contratos interadministrativos 017 del 11 de octubre de 2012 y 1-07-10200-0809-
2012 del 4 de diciembre de 2012: 
Haber tomado la decisión, para el segundo semestre de 2012 y en su condición de alcalde mayor de Bogotá y jefe 
de la administración distrital, de que las empresas del Distrito de Bogotá asumieran la prestación del servicio público 
de aseo, decisión que conllevó a que el director de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos (UAESP) 
y el gerente de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá (EAAB) suscribieran el contrato 
interadministrativo 017 del 11 de octubre de 2012, sin que esta empresa contara con la más mínima experiencia y 
capacidad requerida. Así mismo, la decisión del señor alcalde mayor de Bogotá conllevó a que el gerente de la Empresa 
de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá (EAAB) y el gerente de la empresa Aguas de Bogotá S. A. E. S. P. 
suscribieran el contrato interadministrativo 809 del 4 de diciembre de 2012, sin que esta empresa contara con la más 
mínima experiencia y capacidad requerida. 
Se determinó que con el anterior comportamiento, el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su 
condición de alcalde mayor de Bogotá y jefe de la administración distrital, posiblemente incurrió en la falta 
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disciplinaria gravísima, contenida en el numeral 31 del artículo 48 del Código Disciplinario Único, que establece lo 
siguiente: 
Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: (…) 
31. Participar en la etapa precontractual o en la actividad contractual, en detrimento del patrimonio público, o 
con desconocimiento de los principios que regulan la contratación estatal y la función administrativa 
contemplados en la Constitución y en la ley. 
(Negrillas fuera de texto). 
El cargo que se le formuló al señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su condición de alcalde 
mayor de Bogotá y jefe de la administración distrital, se hizo a título de dolo y en la modalidad de determinador, forma 
de autoría para la realización de una falta disciplinaria, contemplada en el artículo 26 del Código Disciplinario Único, 
que establece lo siguiente: 
ARTÍCULO 26. AUTORES. Es autor quien cometa la falta disciplinaria o determine a otro a cometerla, aun 
cuando los efectos de la conducta se produzcan después de la dejación del cargo o función. 
(Negrillas fuera de texto). 
2. Por la expedición del Decreto 564 del 10 de diciembre de 2012: 
Haber expedido el Decreto 564 del 10 de diciembre de 2012, mediante el cual se adoptó un esquema de prestación 
del servicio público de aseo en la ciudad de Bogotá totalmente contrario al ordenamiento jurídico, con lo cual se violó 
el principio constitucional de libertad de empresa, impidiéndose que otras empresas, distintas a las entidades del 
Distrito de Bogotá, prestaran, a partir del 18 de diciembre de 2012 y en igualdad de condiciones, el servicio público 
de aseo en la ciudad capital. 
Se determinó que con el anterior comportamiento, el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su 
condición de alcalde mayor de Bogotá y jefe de la administración distrital, posiblemente incurrió en la falta 
disciplinaria gravísima, contenida en el numeral 60 del artículo 48 del Código Disciplinario Único, que establece lo 
siguiente: 
Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: (…) 
60. Ejercer las potestades que su empleo o función le concedan para una finalidad distinta en la norma otorgante. 
3. Por la expedición del Decreto 570 del 14 de diciembre de 2012: 
Haber expedido el Decreto 570 del 14 de diciembre de 2012, mediante el cual autorizó el uso de vehículos tipo 
volquetas, «con el fin de garantizar la continuidad de la prestación del servicio público de aseo y como medida de 
precaución para minimizar eventuales impactos ambientales y sanitarios», pues con dicha autorización se violaron 
disposiciones constitucionales y legales referentes a la protección del medio ambiente, con lo cual se originó un riesgo 
grave para la salud humana de los habitantes de la ciudad de Bogotá y para el medio ambiente. 
Se determinó que con el anterior comportamiento, el señor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su 
condición de alcalde mayor de Bogotá y jefe de la administración distrital, posiblemente incurrió en la falta 
disciplinaria gravísima, contenida en el numeral 37 del artículo 48 del Código Disciplinario Único, que establece lo 
siguiente: 
Artículo 48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: (…) 
37. Proferir actos administrativos, por fuera del cumplimiento del deber, con violación de las disposiciones 
constitucionales o legales referentes a la protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación, de los recursos 
naturales y del medio ambiente, originando un riesgo grave para las etnias, los pueblos indígenas, la salud humana 
o la preservación de los ecosistemas naturales o el medio ambiente. 
(Negrilla fuera de texto). 
En cuanto a la forma de culpabilidad los dos primeros cargos se le imputaron a título de dolo y el último a título 
de culpa gravísima. 
10. REFERENTES NORMATIVOS 
En principio la responsabilidad disciplinaria imputada al disciplinado, en los tres cargos formulados, se le sustento 
en los artículos 26 y 48, numerales 31, 60 y 37 en su orden, de la Ley 734 de 2002, vale decir en normas disciplinarias, 
sin que se haga referencia a las normas subsidiarias, ni especiales, ni funcionales. 
11. RATIO DECIDENDI 
En la motivación de la decisión sancionatoria se advierte una desordenada exposición de razones las cuales 
siguiendo el hilo conductor de la misma determinan la razón de la decisión así: 
En cuanto al segundo cargo formulado. Se consideró que efectivamente el denominado  “modelo transitorio” 
adoptado por el disciplinado a través del Decreto 564 de 2012, sí afectó el principio de libertad de empresa en la 
prestación del servicio de aseo, al generarse un modelo que no estaba contemplado en el ordenamiento jurídico, pues 
según la Ley 142 de 1994, relacionada con la prestación de los servicios públicos, existían dos posibilidades: o la 
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prestación del servicio en un régimen de libertad de empresa, o con la implementación de las Áreas de Servicio 
Exclusivo, de las que da cuenta el artículo 40 de la Ley 142 de 1994. 
Se indica que conforme al artículo 6 de la norma en cita, en concordancia con el denominado “esquema transitorio”, 
se restringió el principio de libertad de empresa que regía para el servicio público de aseo en la ciudad de Bogotá, al 
señalarse como condición para poder prestar el servicio un contrato con la UAESP o la EAAB, situación que acorde 
con lo previsto en los artículos 22, 25 y 26 de la Ley 142 de 1994 no es predicable a las empresas de servicios públicos 
debidamente constituidas y organizadas, que no requieren permiso para desarrollar su objeto social. 
Agregándose que el parágrafo del mencionado artículo 6, estableció que podría aplicarse la delimitación de las 
zonas para prestar el servicio hasta tanto se celebraran los contratos de concesión para la implementación de las ASE, 
lo que implicó una exclusividad que va en contra de la libre competencia y de la facultad de los usuarios de escoger 
libremente el prestador de servicio. 
A partir de lo anterior se concluye: “la Sala debe insistir en que el Decreto 564 de 2012 sí restringió el principio 
de la libertad de empresa en materia de servicios públicos domiciliarios, pues se repite que todo el manejo y la 
responsabilidad de este servicio pasó a manos de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá (EAAB), y 
que la única posibilidad para que participaran los operadores privados lo fue por la vía de la subcontratación con la 
UAESP, la cual se dio conforme a las condiciones y porcentajes que determinó el Distrito, y ello porque de manera 
coyuntural el operador público fue incapaz de asumir la operación en el ciento por ciento de la ciudad como estaba 
inicialmente decidido por el disciplinado.”. 
En cuanto al primer cargo formulado. Se indicó que el disciplinado sí determinó a los directores de las entidades 
del Distrito, entre ellas la UAESP, la EAAB y la empresa Aguas de Bogotá, para que éstas asumieran la prestación 
del servicio de aseo en la ciudad de Bogotá. Vale decir se asume que las determinó al dar “órdenes y medidas a los 
funcionarios encargados de la ejecución a través de sus entidades descentralizadas para que asumieran la prestación 
del servicio público de aseo”, con lo cual se asume que están dados todos los componentes de la falta descrita en el 
numeral 31 del artículo 48 del Código Disciplinario Único, la cual  se señala, sí le aplican al disciplinado, pues la 
cláusula del artículo 26 del mismo estatuto hace una equivalencia entre “quien comete la falta” y quien “determina a 
otro a cometerla”. 
Clarificándose que quienes cometieron las irregularidades fueron los directores de las entidades descentralizadas 
del Distrito, pero mediando la determinación del disciplinado, funcionario que asumió como suya la decisión el cambio 
de modelo, tanto en actos públicos como oficiales; indicándose que todos los medios de prueba acreditan que quien 
tomó la decisión fue el propio investigado, muy a pesar de la autonomía administrativa que tenían dichas entidades. 
Como corolario se indica que: “De esa manera, no resulta extraño que quien en principio no interviene de forma 
directa en las concretas actividades precontractuales y contractuales de determinada modalidad de contratación sí 
pueda ser partícipe, a título de determinador, de la suscripción de ciertos contratos interadministrativos. Y, en el 
presente caso, ello es palpable, pues la realidad muestra que la decisión para que las entidades del Distrito asumieran 
la prestación del servicio de aseo provenía directamente del señor alcalde mayor de Bogotá. De ahí que en otros 
apartados expuestos por los sujetos procesales tal premisa resulte obvia, pues en muchos de ellos se defendió la tesis 
de que dicha decisión sí fue ajustada al ordenamiento jurídico o respecto de la cual se invocaron algunas situaciones 
que, según ellos, justificarían tales órdenes o directrices.”.  
En cuanto al tercer cargo formulado. Se señaló que si mediante el Decreto 570 del 14 de diciembre de 2012 se 
establecieron las condiciones técnicas y reglamentarias que debían tener ciertos vehículos, para la prestación del 
servicio público de aseo en la ciudad de Bogotá, esto implicaría una obligación para todo servidor público de acatarlas, 
surgiendo una doble connotación, un deber cumplirlos y la prohibición inobservarlas. 
Indicándose que “el Decreto 570 del 14 de diciembre de 2012, expedido por el señor alcalde mayor de Bogotá, sí 
originó un grave riesgo para la salud humana y medio ambiente, pues se autorizó para la prestación del servicio de 
aseo la utilización de vehículos volquetas, desconociéndose las normas reglamentarias sobre la materia como se vio 
en el numeral anterior, situación que fue una de las principales causas de la crisis que vivió la ciudad de Bogotá, al 
dejar de recogerse entre los días 18 y 20 de diciembre de 2012 entre 6.000 y 9.000 toneladas de residuos sólidos. Así 
lo acreditaron los registros de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, el dictamen pericial que obra 
en el proceso y el mismo informe de control de monitoreo de la Secretaría Distrital de Medio Ambiente allegado por 
el disciplinado, en el cual se explica que esta situación obedeció a los fallos logísticos del operador público encargado 
de asumir la prestación del servicio de aseo.”. 
Reiterándose que “Además, al permitir el señor alcalde mayor el uso de volquetas para la prestación del servicio 
de aseo, circunstancia que fue una de las causas de la grave crisis que enfrentó la ciudad de Bogotá durante los días 
18, 19 y 20 de diciembre de 2012, sí se originó un riesgo grave para la salud humana y el medio ambiente, por cuanto 
se dejaron de recoger entre 6.000 y 9.000 toneladas de residuos sólidos aproximadamente, situación que sí generó 
riesgos e impactos ambientales.”. 
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12. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA  
PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 4. El servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley 
vigente al momento de su realización. 
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 4. Los destinatarios de este código solo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización. 
La preexistencia también se predica de las normas complementarias. 
La labor de adecuación típica se someterá a la aplicación de los principios de especialidad y subsidiariedad.  
NORMAS CITADAS COMO SUSTENTO DE LA ACUSACIÓN 
En principio la responsabilidad disciplinaria imputada al disciplinado, en los tres cargos formulados, se le sustento 
en los artículos 26 y 48, numerales 31, 60 y 37 en su orden, de la Ley 734 de 2002, vale decir en normas disciplinarias, 
sin que se haga directamente una referencia a las normas subsidiarias, ni especiales, ni funcionales. 
REFLEXIÓN SOBRE LAS NORMAS CITADAS 
Se observa que el disciplinado se le imputaron tres cargos disciplinarios que solo se sustentaron en normas 
disciplinarias, omitiéndose en principio como ya se indicó, la citación de las normas subsidiarias tanto las especiales 
como las funcionales. 
En efecto, en primer cargo formulado hace referencia a una posible conducta que se construye a partir de decisión 
administrativa tomada por el disciplinado, para que las empresas del Distrito de Bogotá asumieran la prestación del 
servicio público de aseo, de la cual se deriva la consideración por parte del ente disciplinario que el director de la 
Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos (UAESP) y el gerente de la Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá (EAAB) suscribieran el contrato interadministrativo 017 del 11 de octubre de 2012, sin que 
esta empresa contara con la más mínima experiencia y capacidad requerida.  
Agregándose, que esa decisión también conllevó a que el gerente de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de 
Bogotá (EAAB) y el gerente de la empresa Aguas de Bogotá S. A. E. S. P. suscribieran el contrato interadministrativo 
809 del 4 de diciembre de 2012, sin que esta empresa contara con la más mínima experiencia y capacidad requerida. 
El nexo causal se construye haciendo referencia al artículo 26 de la Ley 734 de 2002 que consagra la figura de la 
autoría, para concluir que la decisión administrativa aludida, determinó a los señalados servidores públicos a efectuar 
esas contrataciones cuestionadas en el plenario. 
Como resultado este cargo se imputo la conducta como falta gravísima a título de dolo en condición de 
determinador. 
En cuanto al segundo cargo, referido a la expedición del Decreto 564 del 10 de diciembre de 2012, mediante el 
cual se adoptó esquema de prestación del servicio público de aseo en la ciudad de Bogotá, aparentemente con 
desconocimiento del principio de libertad de empresa, se sustentó en el artículo 48, numeral 60 de la Ley 734 de 2002. 
Al respecto debe señalarse que se trata de un tipo disciplinario en blanco y remisivo, que exige como complemento 
la indicación de las normas funcionales otorgantes de la facultad y el detalle de la conducta realizada para confrontar 
su finalidad con el objeto del otorgamiento funcional. 
El resultado fue la calificación de la falta como gravísima a título de dolo. 
El tercer cargo, referido a la expedición del Decreto 570 del 14 de diciembre de 2012, mediante el cual autorizó el 
uso de vehículos tipo volquetas, se construyó a partir del contenido del artículo 48, numeral 37 de la Ley 734 de 2002. 
Debe reiterarse que se trata de un tipo disciplinario en blanco y remisivo, que requiere para su estructuración la 
indicación constitucionales y legales, que protejan el medio ambiente, la salud, así como la determinación del riesgo 
creado por la decisión administrativa asumida. 
En definitiva, la falta se imputó como gravísima a título de culpa gravísima. 
PROPUESTA SOBRE LAS NORMAS CITADAS 
Resulta inexplicable la ausencia de un diseño didáctico y pedagógico en la estructuración de los cargos formulados, 
los cuales adolecen de la complementariedad de las normas subsidiarias tanto especiales como funcionales, 
absolutamente indispensables, máximo que se fundamentaron los mismos, en tipos prohibitivos disciplinarios en 
blanco y por supuesto remisivos. 
Entonces, la manera de garantizar una adecuada aplicación del principio de legalidad disciplinaria, implicaría como 
deber ser la citación normativa complementaria, vale decir las normas que regulan de manera especial los aspectos 
reprochados en los cargos formulados, complementándolas debidamente con las normas funcionales que 
aparentemente pudo haber extralimitado el disciplinado.  
Se concreta conforme lo apreciado que el auto de cargos formulado se desconoció uno de los aspectos más 
importantes en la construcción del fundamento normativo de la acusación disciplinaria, el principio de legalidad, ya 
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que se mantuvo ese sustento únicamente en el plano del tipo prohibitivo disciplinario, omitiéndose la referencia a las 
normas subsidiarias especiales y funcionales que lo complementan e integran.  
PRINCIPIO DE LA ILICITUD SUSTANCIAL 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 5. La falta será antijurídica cuando afecte el deber funcional sin justificación 
alguna.  
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 9. La conducta del sujeto disciplinable será ilícita cuando afecte sustancialmente 
el deber funcional sin justificación alguna. 
Habrá afectación sustancial del deber cuando se contraríen los principios de la función pública. 
En relación con el contenido de ilicitud sustancial en el fallo (p. 137), se parte de una impropiedad al señalarse: 
“en sede la ilicitud del comportamiento el funcionario debe valorar porque la conducta, además de ser típica, se estima 
sustancialmente ilícita.”. 
Esto por cuanto se confunde en un solo concepto la legalidad y la ilicitud sustancial al deducir que por el solo 
hecho de ser la conducta disciplinable típica ya contiene sustancialidad.  
Finalmente, se señala que la afectación fue sustancial por haberse contrariado principios que rigen la 
administración pública (p. 455), haciendo referencia a la transparencia y economía. 
Lo cierto es que no se efectúa un análisis de la sustancialidad ya que no hay un pronunciamiento concreto sobre 
los efectos materiales de esa afectación, se queda solo en la descripción de los principios de la administración pública 
citados como desconocidos, pero no se concreta el resultado que pudo haber impedido el buen funcionamiento de la 
misma.  
PRINCIPIO DE LA CULPABILIDAD DISCIPLINARIA 
Ley 734 de 2002 CDU, artículo 13. En materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad 
objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de dolo o culpa.  
Ley 1952 de 2019 CGD, artículo 10. En materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por conductas 
realizadas con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo o culpa. Queda proscrita toda forma 
de responsabilidad objetiva.   
En materia de culpabilidad las conductas fueron imputadas a título de dolo, los dos primeros cargos y culpa 
gravísima, el último de los cargos. 
El aspecto por precisar, es que en relación con el dolo se construyó la imputación bajo la aseveración de haber sido 
el disciplinado, el determinador de la conducta reprochada, es decir no se acudió directamente a esta figura, sino que 
se concretó bajo la premisa que consciente y voluntariamente, incidió en otros para generar la conducta disciplinable. 
La determinación del dolo se concretó a partir de la elaboración de los siguientes supuestos: 
1. Atribuibilidad de la conducta (imputabilidad). En este aspecto es donde la regla disciplinaria adquiere su 
función de precepto de determinación; así, quien es determinable por la norma y la infringe es imputable y, en 
consecuencia, apto para ser culpable. 
2. Exigibilidad del cumplimiento del deber (juicio de reproche). 
3. Conocimiento de la situación típica, es decir el conocimiento de los elementos estructurales de la conducta 
que se realiza. 
4. Voluntad, para realizar u omitir el deber o la prohibición. 
5. Conciencia de la ilicitud; es decir, se requiere el conocimiento de la prohibición o deber, en otras palabras, 
tener conciencia de que el comportamiento es contrario a derecho. 
Sin embargo, los mismos, no fueron determinados en sus contenidos al momento de formalizar la existencia del 
dolo en la conducta disciplinada. 
En cuanto a la falta gravísima se consideró su configuración a partir de una desatención elemental del disciplinado, 
debido a que las normas que regulaban el uso de vehículos para la prestación del servicio de aseo fueron desconocidas 
manifiestamente, ya que en la expedición del Decreto 570 del 14 de diciembre de 2012 se tuvieron en cuenta los 




Fallo Segunda Instancia Tutela Interpuesta Por Gustavo Francisco Petro Urrego, Alcalde Mayor Bogotá 
Época De Los Hechos Contra Procuraduría General De La Nación 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Consejo de Estado Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
Radicación número: 25000-23-42-000-2013-06871-01. 
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3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
Decide impugnación presentada por GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, en su condición del Alcalde 
Mayor de Bogotá a la fecha de los hechos, ante decisión emitida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
que declaró improcedente tutela interpuesta por el mencionado, mediante la cual había solicitado la protección de sus 
derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, al ejercicio de los derechos políticos, a la honra y al buen 
nombre, los cuales consideró vulnerados por la Procuraduría General de la Nación. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Fallo del 05 de marzo de 2014. 
5. PONENTE FALLADOR 
Consejero Ponente: DR. ALFONSO VARGAS RINCÓN. 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Actor: GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO. 
Demandado: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 
7. HECHOS RELEVANTES 
El accionante mediante la acción de amparo constitucional requirió la protección de sus derechos constitucionales 
fundamentales al debido proceso, al ejercicio de los derechos políticos, a la honra y al buen nombre, los cuales 
considera vulnerados por la Procuraduría General de la Nación. 
Pretendió el que se dejase sin efecto el acto proferido dentro del expediente disciplinario No. IUS 2012-447489 
IUC D-2013-661-576188, por medio del cual se le sancionó con destitución e inhabilidad para el ejercicio de cargos 
públicos, así como de aquel que resuelva el recurso de reposición contra el mismo, en caso de serle desfavorable. 
Subsidiariamente solicitó se le concediese mediante la acción de tutela interpuesta, en tanto, interpusiese y se 
decide la demanda ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, la suspensión tanto del acto con sanción 
disciplinaria como de la eventual decisión que desate el recurso de reposición, en caso de que le sea desfavorable. 
Invocó para lo anterior, la garantía al pleno ejercicio de sus derechos fundamentales, especialmente de los derechos 
de elegir y ser elegido. 
La solicitud fue sustentada en violación al debido proceso, haciendo el accionante una amplia exposición de los 
motivos referidos y basándose en el auto de cargos formulado que generó la sanción impuesta. 
En cuanto a la vulneración de sus derechos políticos se expresó: 
“Estima quebrantados sus derechos políticos por desacato al bloque de constitucionalidad y en la falta de aplicación 
de la Convención Americana de Derechos Humanos y de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
Lo anterior, por cuanto de conformidad con el artículo 23 del Pacto de San José de Costa Rica, aprobado por la 
Ley 16 de 1972, solamente las sentencias judiciales ejecutoriadas dentro de un proceso penal, pueden restringir, limitar 
o suspender el ejercicio de derechos políticos. 
(…). 
(…). En el presente asunto ni el Procurador ni los delegados ostentan jurisdicción para decidir la responsabilidad 
disciplinaria del Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., y en consecuencia son incompetentes para imponer sanciones que 
limiten, restrinjan o suspendan sus derechos. 
(…). 
(…). La decisión disciplinaria contiene defectos fácticos y sustantivos. Los primeros, por cuanto desconoció 
pruebas obrantes en el proceso, que de haberse tenido en cuenta hubieran conducido a una decisión diferente y los 
segundos, por el desconocimiento del principio pro homine, que implicó la consecuente violación de derechos 
fundamentales puesto que existe expresa normatividad y jurisprudencia tanto nacional como internacional, que 
permite una interpretación más favorable al investigado.”. 
8. PROBLEMA JURÍDICO 
Independientemente de los problemas fácticos aducidos por el actor respecto del contenido de la decisión sancionatoria 
proferida por la Procuraduría General de la Nación en su contra, esencialmente en centro del debate jurídico de 
la acción de tutela se concentró la solicitud de garantía del pleno ejercicio de los derechos fundamentales, 
especialmente los políticos de elegir y ser elegido, y en ese desarrollo, el mantenerse en su desempeño como 
Alcalde Mayor de Bogotá D.C. elegido para el período 2012-2016. 
9. REFERENTES NORMATIVOS 
Ley 734 de 2002 CDU en lo referente a la normatividad citada en relación con la sustentación de la decisión 
disciplinaria. 
CADH puntualmente artículo 23 Derechos Políticos, numeral 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
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10. RATIO DECIDENDI 
En cuanto a la solicitud de activa la acción de tutela como mecanismo de protección inmediato y definitivo, y en 
subsidio pretender que se activara como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, mientras se 
interpone y decide la correspondiente acción contenciosa administrativa, la Corporación sostuvo que “En ambos casos 
el actor está habilitado para acudir en demanda ante esta jurisdicción y hacer valer los derechos que sostiene 
quebrantados.” 
Por consiguiente, en lo relacionado con este aspecto, mantuvo la decisión de improcedencia de la acción de tutela. 
Respecto de lo que se considera como el problema jurídico de fondo, la falta de competencia de la Procuraduría 
para imponer sanciones que afectan los derechos políticos de las personas, se consideró que no era de recibo, por 
cuanto ya había sido valorado y desestimado por la jurisprudencia constitucional. 
Se indicó que “la facultad de la Procuraduría para imponer sanciones restrictivas de los derechos políticos de los 
sujetos de control disciplinario fue encontrada acorde al artículo 23.2 CADH por la Corte Constitucional al realizar el 
control de convencionalidad que le fue propuesto en ejercicio de la acción pública de constitucionalidad, decidida en 
la sentencia C-028 de 2006, al definir la constitucionalidad de los artículos 44 numeral 1, 45 literal d) y 46 inciso 1 de 
la Ley 734 de 2002, para establecer si vulneraban el bloque de constitucionalidad al consagrar como posibles 
consecuencias del proceso disciplinario adelantado por la Procuraduría, la destitución e imposición de inhabilidades 
para el ejercicio de las funciones públicas.”. 
Así, se precisa que en su oportunidad se formularon cargos constitucionales contra esas disposiciones legales 
señalándose que “resultaban contrarias a lo dispuesto por el artículo 23 de la CADH, en virtud de la cual la Ley puede 
reglamentar el ejercicio de los derechos políticos exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, 
idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal, circunstancia esta 
última que en criterio de los demandantes se infringía en los preceptos acusados.”. 
Al respecto se transcribe la providencia de la Corte Constitucional enfatizándose que los tratados internacionales 
deben interpretarse en forma sistemática y teleológica, para ajustar sus textos a los cambios históricos, reproduciendo 
al texto lo siguiente: 
“Así pues, el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, en lo que concierne a 
las restricciones legales al ejercicio de los derechos políticos, en concreto al acceso a cargos públicos por condenas 
penales, debe ser interpretado armónicamente con un conjunto de instrumentos internacionales de carácter universal 
y regional, los cuales, si bien no consagran derechos humanos ni tienen por fin último la defensa de la dignidad 
humana, sino que tan sólo pretenden articular, mediante la cooperación internacional la actividad de los Estados en 
pro de la consecución de unos fines legítimos como son, entre otros, la lucha contra la corrupción, permiten, a su vez, 
ajustar el texto del Pacto de San José de 1969 a los más recientes desafíos de la comunidad internacional. 
En tal sentido, la Convención de la Organización de Estados Americanos contra la corrupción, aprobada por el 
seno de esta última el 26 de marzo de 1996, impone a los Estados Partes la obligación de adoptar medidas preventivas 
eficaces, en sus respectivos ordenamientos jurídicos, con el propósito de combatir dicho flagelo. 
De igual manera, más recientemente, en el texto de la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, 
en su artículo 8.6. alude expresamente a la imposición de medidas disciplinarias contra la corrupción: 
“Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, medidas disciplinarias o de otra índole contra todo funcionario público que transgreda los códigos o 
normas establecidos de conformidad con el presente artículo”. 
En este orden de ideas, la Corte considera que el artículo 23 del Pacto de San José de Costa Rica, en lo que 
concierne a la imposición de restricciones legales al ejercicio del derecho de acceder a cargos públicos por la 
imposición de condenas penales, siendo interpretado sistemáticamente con otros instrumentos internacionales 
universales y regionales de reciente adopción en materia de lucha contra la corrupción, no se opone a que los 
Estados Partes en aquél adopten otras medidas, igualmente sancionatorias aunque no privativas de la libertad, 
encaminadas a proteger el erario público, y en últimas, a combatir un fenómeno que atenta gravemente contra 
el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, consagrados en el Protocolo de San Salvador” 
(negrillas fuera de texto).”. 
Al partir de lo anterior, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado concluyó tomando 
como fundamento la decisión emitida por la Corte Constitucional que las competencias disciplinarias y sancionatorias 
del Procurador General de la Nación no desconocen el artículo 93 de la Constitución, ni el artículo 23 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y por ello no es de recibo considerar que en virtud de la aplicación directa de 
este precepto convencional el ente de control carece de facultades sancionatorias como las ejercidas en los actos 
controvertidos en este juicio de amparo; razón por la cual asumió que no era posible considerar que se está frente a 
una afectación ilegítima de los derechos políticos del peticionario. 
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Agregando que la CIDH ha reconocido a los Estados miembros en desarrollo y aplicación de las disposiciones de 
la CADH, la legitimación de un sistema de control disciplinario de los servidores públicos, precisando que aun cuando 
a prima facie podría generar dudas sobre su compatibilidad con el artículo 23.2 CADH, por habilitar la imposición de 
sanciones restrictivas de los derechos políticos, por un órgano al que formalmente no le asiste la calidad de autoridad 
jurisdiccional, a partir de la valoración concreta del diseño institucional de la Procuraduría en el orden constitucional 
nacional, se considera conforme a las exigencias mínimas del sistema interamericano. 
En definitiva se concluye que “Siendo esto así, y teniendo en cuenta las especificidades del diseño institucional de 
la Constitución Colombiana, para la Sala no hay duda que el régimen disciplinario perfilado por la Carta en sus 
artículos 4, 6, 113, 117, 124, 125,209, 210 y 275 a 278, concretado por la Ley 734 de 2002, constituye un desarrollo 
legítimo del referido margen de apreciación; razón por la cual en manera alguna atenta contra el citado artículo 23.2 
CADH, posición que encuentra su respaldo en la autonomía funcional e independencia orgánica que hoy se le concede 
a la Procuraduría General de la Nación y en la valoración de los contenidos mínimos en los cuales la jurisprudencia 
de la CIDH ha cimentado la idea de la garantía de la protección judicial que se debe observar en los eventos de 
restricción de los derechos políticos de las personas. 
(…). 
Con base en los razonamientos anteriores, es claro para la Sala que examinada la convencionalidad del sistema de 
control disciplinario diseñado por la Constitución Política de Colombia y desarrollado por la Ley 734 de 2002 la 
Procuraduría tiene plenas facultades para investigar a los funcionarios públicos del Estado colombiano y, de ser el 
caso, imponerles sanciones como la destitución o inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos. En estas condiciones 
no hay duda que las determinaciones adoptadas por el órgano de control sobre los derechos políticos del peticionario 
no representan de por sí un desconocimiento de los derechos garantizados por los artículos 23 de la CADH y 40 de la 
Ley Fundamental colombiana.”. 
Así, procede a confirmar la sentencia de 17 de enero de 2014, proferida por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, por medio de la cual, rechazó por improcedente la acción de tutela interpuesta por GUSTAVO 
FRANCISCO PETRO URREGO, contra la Procuraduría General de la Nación. 
11. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA 
En esta decisión de impugnación de tutela, el Consejo de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo, de 
manera enfática y directa sustenta la improcedencia de la misma basándose esencialmente en el reconocimiento de la 
competencia de la Procuraduría General de la Nación para investigar, disciplinar y sancionar a los servidores públicos, 
incluso los de elección popular. 
La finalidad del amparo constitucional se encaminó por parte del accionante a solicitar la protección de los 
derechos constitucionales fundamentales al debido proceso, al ejercicio de los derechos políticos, a la honra y al buen 
nombre, los cuales considera vulnerados por la Procuraduría General de la Nación, fundamentándose en que de 
conformidad con el artículo 23, numeral 2 del Pacto de San José de Costa Rica, aprobado por la Ley 16 de 1972, 
solamente las sentencias judiciales ejecutoriadas dentro de un proceso penal, pueden restringir, limitar o suspender el 
ejercicio de derechos políticos. 
Al respecto, la Sala Plena del Consejo de Estado, tomando como referencia decisión de la Corte Constitucional 
contenida en la Sentencia C-028 de 2006 M. P. Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, mediante la cual se 
definió la constitucionalidad de los artículos 44 numeral 1, 45 literal d) y 46 inciso 1 de la Ley 734 de 2002, viabilizó 
la aplicación de una interpretación sistemática y teleológica de los tratados internacionales para definir que a partir de 
estar armonización de las normas constitucionales con los instrumentos que se integran a ella en virtud del bloque de 
constitucionalidad, las competencias disciplinarias y sancionatorias del Procurador General de la Nación no 
desconocen el artículo 93 de la Constitución, ni el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y por ello no es de recibo considerar que en virtud de la aplicación directa de este precepto convencional el ente de 
control carece de facultades sancionatorias como las ejercidas en los actos controvertidos en este juicio de amparo. 
 
Proceso Contencioso Administrativo Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho Gustavo Francisco Petro 
Urrego Contra Procuraduría General De La Nación 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Consejo de Estado Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
Radicado: 110010325000201400360 00 
No. Interno: 1131-2014 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
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El demandante en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho accionó contra los actos 
administrativos proferidos el 9 de diciembre del 2013 y 13 de enero del 2014 por la Sala Disciplinaria de la 
Procuraduría General de la Nación, mediante los que se declaró, respectivamente, responsable disciplinariamente al 
demandante y se lo sancionó con destitución e inhabilidad general por quince (15) años, y se confirmó en sede de 
reposición. 
Como pretensiones específicas formuló las siguientes: 
5. Que se declare la nulidad de los actos administrativos proferidos por la Sala Disciplinaria de la Procuraduría 
General de la Nación el 9 de diciembre del 2013 y el 13 de enero del 2014. 
6. Que, a título de restablecimiento del derecho, se ordene el reintegro del demandante al cargo de Alcalde 
Mayor de Bogotá D.C. 
7. Que se ordene a la Procuraduría General de la Nación anular del registro de antecedentes disciplinarios la 
anotación correspondiente a la sanción disciplinaria impuesta en contra del demandante, si se efectuó dicho reporte. 
8. Que se condene a la demandada a pagar al demandante todos los salarios y prestaciones sociales dejados de 
percibir desde la fecha de su desvinculación y hasta cuando se produzca su reintegro. 
9. Que estas condenas sean actualizadas atendiendo a la variación del IPC, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 192 y 195 del CPACA. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Sentencia del 15 de noviembre de dos mil diecisiete 2017. 
5. PONENTE FALLADOR 
Consejero ponente: CÉSAR PALOMINO CORTÉS. 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Demandante: Gustavo Francisco Petro Urrego. 
Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
7. HECHOS RELEVANTES 
El accionante manifestó ante el Consejo de Estado, que en su condición de Alcalde Mayor de Bogotá, fue 
sancionado mediante acto del 9 de diciembre del 2013, proferido por la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General 
de la Nación, decisión que se confirmó por la misma Sala el 13 de enero del 2014. 
Agregó que por los mismos hechos, interpuso una acción de tutela ante la jurisdicción contenciosa administrativa, 
que fue negada, y que para proteger sus derechos políticos solicitó ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos el otorgamiento de medidas cautelares, que le fueron concedidas.  
Indicando que de todas maneras, el Gobierno Nacional lo destituyó mediante Decreto 570 del 20 de marzo del 
2014. 
Invocó como sustentos fácticos de las pretensiones los siguientes: 
Violación directa de la Constitución Política 
Violación del derecho al debido proceso. 
Por falta de competencia. Al considerar que la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación se arrogó 
el ejercicio del control político propio del Constituyente Primario y del Concejo de Bogotá, al reprochar la adopción 
de la política pública de implementación del programa Basura Cero, parte del Plan de Desarrollo de Bogotá Humana. 
Así mismo, invadir la competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, al determinar la ilegalidad de 
los Decretos 564 y 570 del 2012, proferidos por el Alcalde de Bogotá, que establecieron, respectivamente, el régimen 
transitorio del esquema de recolección de residuos y la declaratoria de emergencia amarilla. Finalmente, indica que el 
Procurador General de la Nación no podía delegar a la Sala Disciplinaria la facultad de sancionar al disciplinado, por 
ser indelegable, según el artículo 278.1 de la Constitución Política, en concordancia con el artículo 7.22 del Decreto 
262 del 2000, que otorga al Procurador la competencia, en única instancia, de los procesos disciplinarios contra el 
Alcalde Mayor de Bogotá.  
Por violación en el trámite de las recusaciones. Señalando que la Procuraduría resolvió las recusaciones 
presentadas el 30 de diciembre del 2013, y no corrió traslado de las decisiones para que los sujetos procesales se 
pronunciaran al respecto. 
Por violación al principio de imparcialidad y a la presunción de inocencia. Expone que la Sala Disciplinaria 
prejuzgó e impidió la defensa su defensa como disciplinado, ya que desde el pliego de cargos se señaló su 
responsabilidad, en contravía de la presunción de inocencia. Además, porque la entidad demandada consideró que el 
contrato interadministrativo era irregular, sin que existiera una sentencia que declarara su nulidad, por lo que incurrió 
en un prejuzgamiento en dicha etapa de la actuación, sin que variara en el acto sancionatorio. Así mismo, al no tenerse 
en cuenta las pruebas que le favorecían, de las que se podía inferir una duda razonable sobre la comisión de las faltas 
disciplinarias o justificaban su conducta y lo exoneraban de responsabilidad. 
Violación de los artículos 40, 103 y 259 de la Constitución Política 
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Se indica que el actor fue elegido por votación popular y se debe respetar la voluntad de los ciudadanos que lo 
eligieron y su derecho fundamental a que “su remplazo se lleve a cabo de conformidad con el procedimiento 
establecido”. Razón por la cual se indica que los actos administrativos sancionatorios son nulos, porque violan los 
derechos políticos de los electores del Alcalde, de quienes impulsan la revocatoria de su mandato y el propio derecho 
fundamental a ejercer cargos públicos. 
Violación de normas internacionales 
Se invoca con fundamento en el artículo 93 Constitucional, y el artículo 23 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, que los derechos políticos de los ciudadanos solamente pueden limitarse en un proceso penal por 
un juez competente, por consiguiente, se indica que la entidad demandada violó dicha Convención, pues, sin tener 
competencia, restringió los derechos políticos del demandante, al imponer la sanción de inhabilidad por el término de 
15 años. Actuación que también transgrede el artículo 21 de la Ley 734 del 2002, por el cual “en lo no previsto en esta 
ley se aplicarán los tratados internacionales sobre derechos humanos”. 
Violación directa de la ley 
Al haberse desconocido la competencia asignada constitucional y legalmente al Procurador General de la Nación, 
los actos demandados desconocen la Ley 734 del 2002, específicamente el principio de titularidad de la acción 
disciplinaria, artículos 2 y 3 de la misma. 
Inexistencia de ilicitud sustancial 
Según el actor, los actos demandados son nulos porque no se observó el principio de ilicitud sustancial, pues solo 
se concretó a observarse la contradicción entre la conducta y la norma, sin verificarse que aquella hubiese desconoció 
la finalidad para la cual se estableció el deber. 
Ausencia de culpabilidad 
Se manifiesta que se consideró que el disciplinado actuó a título de dolo y culpa, al sancionarlo, pero no se tuvo 
en cuenta la participación de terceros en los hechos materia de investigación. Igualmente, se indica que se desconoció 
el principio de presunción de inocencia, ya que se invirtió en la medida en que a la demandada le correspondía probar 
la responsabilidad del disciplinado y no al sancionado demostrar su inocencia. Agregándose, que no hubo un estudio 
ni argumentación sobre la culpabilidad del actor, sino que de “manera tajante” se estableció el dolo. 
Inexistencia de tipicidad 
Manifiesta que en el pliego de cargos se le endilgó una falta gravísima, sin que se contara con un concepto de 
violación, claro y preciso, ni un verdadero análisis de la conducta, que no se realizó un adecuado juicio de tipificación 
de las conductas del disciplinado, pues no se probó la existencia de la falta disciplinaria ni su relación con el deber 
funcional. 
Falsa motivación 
Invoca que los actos demandados están falsamente motivados: 
Por error de hecho, pues hacen referencia a unos hechos hipotéticos, como el daño que pudo causar la política del 
Alcalde. 
Por error de derecho, porque la autoridad disciplinaria se atribuyó funciones propias de los ciudadanos y del 
Concejo de la ciudad. 
Desviación de poder 
El demandante considera que la Procuraduría tramitó un proceso disciplinario con un propósito ajeno a su función, 
que fue sancionar la ejecución de la política pública sobre la prestación del servicio de aseo en Bogotá. Que no tenía 
la potestad de juzgar la legalidad de los actos administrativos expedidos por el Alcalde para implementar el esquema 
de recolección de basuras y “la declaratoria de emergencia amarilla que habilitó al Distrito para usar las volquetas que 
recogieron los desperdicios de la ciudad hasta que (sic) se conseguían los vehículos adecuados”. 
Así mismo, que incurrió en desviación de poder, debido a que utilizó sus competencias para realizar el control 
político de las decisiones del gobierno distrital en el esquema de recolección de basuras y estableció la violación al 
principio de la libre competencia, sin estar facultado para ello. 
8. PROBLEMA JURÍDICO 
Se concreta en determinar inicialmente si la Procuraduría General de la Nación tiene competencia para disciplinar 
y restringir los derechos políticos de los servidores públicos de elección popular. 
En concreto “si la Procuraduría General de la Nación es competente para imponer la sanción de destitución e 
inhabilidad a un servidor público que ha sido elegido popularmente, a la luz del ordenamiento jurídico interno y del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos.”. 
Así mismo, si en el fallo sancionatorio disciplinario impuesto al accionante, se observaron a plenitud los principios 
rectores de la responsabilidad disciplinaria. 
  REFERENTES NORMATIVOS 
Como referentes normativos se citaron los siguientes: 
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Los artículos 29, 40, 103, 259, 277, 278, 315, 365, 366, 367, 368, 369 y 370, de la Constitución Política; 4, 5, 6, 
9, 13, 14, 18, 20, 23, 28, 84, 86, 87, 94, 128, 129, 132, 141 y 142, de la Ley 734 del 2002; 35, 38, 39 y 163, del Decreto 
Ley 1421 de 1993; 5 núm. 5.1, 14 núm. 14.5, 17, 18 y 40 de la Ley 142 de 1994; 209, 210 y 211 de la Ley 489 de 
1998; 33, de la Ley 1551 del 2013; 7 (numerales 5 y 21), 9 y 22, del Decreto 262 del 2000, y 23, de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, cuyo concepto de violación desarrolló a través de los cargos de: i) violación directa 
de la Constitución Política, ii) violación de normas internacionales, iii) violación directa de la ley, iv) inexistencia de 
ilicitud sustancial, v) ausencia de culpabilidad, vi) inexistencia de tipicidad, vii) falsa motivación y viii) desviación de 
poder. 
9. RATIO DECIDENDI 
Se concentró la razón de la decisión en la definición de la competencia de la Procuraduría General de la Nación 
para para imponer sanciones disciplinarias que restringen derechos políticos a servidores públicos elegidos 
popularmente, a la luz del ordenamiento jurídico interno y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
La decisión se fundamentó en los siguientes análisis: 
Normas de orden de interno sobre derechos políticos y sus restricciones 
A partir del contenido del artículo 40, numeral 1 Constitucional, que consagra el ejercicio constitucional de los 
derechos políticos por los ciudadanos de elegir y ser elegido, se indicó que en concordancia con el artículo 98 ibídem, 
en materia de restricción de los derechos políticos, que la ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha renunciado a la 
nacionalidad y su ejercicio se puede suspender en virtud de decisión judicial en los casos que determine la ley, que 
por tanto, la suspensión de la ciudadanía por decisión judicial implica necesariamente la restricción de los derechos 
políticos; agregándose que la sanción de destitución del cargo e inhabilidad general consagrado en el artículo 45, 
numeral 1, literal a) de la Ley 734 de 2002, “son claras restricciones a los derechos políticos, teniendo en cuenta que 
implican, de una parte, la terminación de la relación del servidor público con la administración, entre otros, de los 
elegidos popularmente y, de otra, la imposibilidad de ejercer la función pública en cualquier cargo o función, aún de 
elección popular.”. 
Normas de orden interno que otorgan la competencia al Procurador General de la Nación para investigar 
y sancionar a servidores públicos de elección popular 
Al respecto se hace referencia a los artículos 277, numeral 6 que faculta al Procurador General de la Nación, a 
ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección 
popular e imponer las respectivas sanciones conforme a la Ley y al 278 ibídem que faculta al Procurador General de 
la Nación ejercer de manera directa, entre otras, la función de desvincular del cargo, previa audiencia y mediante 
decisión motivada, a los servidores públicos. 
A partir de lo anterior se concluye que “En desarrollo de esta competencia, el Procurador General de la Nación se 
encuentra facultado para sancionar a los servidores públicos, incluso los de elección popular, con “destitución e 
inhabilidad general, cuando cometen faltas gravísimas dolosas o realizadas con culpa gravísima”, o con suspensión 
en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial para las faltas graves dolosas o gravísimas culposas29, o con inhabilidad 
permanente “cuando la falta afecte el patrimonio económico del Estado”, conforme con el artículo 44, numerales 1 y 
2, y 46 de la Ley 734 del 200230, implicando ello una restricción al ejercicio de los derechos políticos de los elegidos 
popularmente.”. 
Los derechos políticos en la Convención Americana de Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
El tema se aborda en la decisión de la Sala Plena a partir del contenido del artículo 23 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos que consagra como derechos políticos de los ciudadanos: 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente 
elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por 
voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, 
exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condena, por juez competente, en proceso penal. 
Se indica que de acuerdo con lo pronunciamientos de la Corte IDH, todo Estado parte deben cumplir con las 
disposiciones que restrinjan dichos derechos políticos, como son la legalidad, la finalidad y la necesidad y 
proporcionalidad de la medida. 
Así, se señala que la Corte Interamericana de Derechos Humanos fijó el alcance del artículo 23.2 de la CADH, “al 
precisar que una autoridad administrativa no tiene competencia para restringir derechos políticos a los servidores 
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públicos de elección popular, mediante la imposición de sanción, entre ellos, limitar el derecho al sufragio pasivo, es 
decir, el derecho a ser elegidos, por vía de la inhabilidad.”. 
Con lo cual se concluye que “es claro que para la Corte IDH los derechos políticos son derechos humanos, pero 
no absolutos, que pueden ser restringidos por las condiciones señaladas en el artículo 23.2 de la CADH, restricciones 
que en cada Estado Parte deben cumplir los requisitos de legalidad, finalidad, necesidad y proporcionalidad, como 
han sido explicados por la Corte, y que cuando se trata de la restricción por vía de una sanción, ella no puede ser 
distinta a la que imponga un juez penal, mediante una condena dictada dentro de un proceso penal.”. 
La interpretación constitucional de la competencia del Procurador General de la Nación para investigar y 
sancionar a servidores públicos de elección popular frente a la Convención Americana de Derechos Humanos 
Se remite la Sala en este punto a las interpretaciones que ha efectuado la Corte Constitucional, sobre la aplicación 
del artículo 23.2 de la CADH en el orden interno en relación con las competencias de la Procuraduría General de la 
Nación, respecto de la posibilidad de sancionar y limitar los derechos políticos de funcionarios públicos de elección 
popular, precisándolos así: 
Un primer criterio restrictivo o limitado lo expuesto en las sentencias C-551 del 2003 y C-541 del 2010, en las que 
se sentó como criterio que la inhabilidad prevista por el artículo 122 de la Constitución solo opera cuando el servidor 
público es condenado penalmente. 
Un segundo criterio, que denomina integrador, expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-028 del 
2006, en la que efectuó el análisis de constitucionalidad de varias normas de la Ley 734 del 2002, entre ellas el numeral 
1 del artículo 44; el literal d, del artículo 45, y el inciso primero del artículo 46 ibídem. Allí indicó que la competencia 
de la Procuraduría General de la Nación para sancionar a los servidores públicos de elección popular no es contraria 
al artículo 23.2 de la CADH, siempre y cuando la sanción tenga fundamento en actos de corrupción. 
Indicándose que ello obedecía a la necesidad de interpretar sistemática y teleológicamente las disposiciones de los 
tratados internacionales para ajustar sus textos a los cambios históricos, por consiguiente se precisó que la Corte IDH, 
con fundamento en el artículo 29 de la CADH, ha señalado, al igual que la Corte Europea de Derechos Humanos, “que 
los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que acompañar la evolución de 
los tiempos y las condiciones de vida actuales”. 
A partir de lo cual se estimó, que es necesario ajustar el texto de la Convención Americana de Derechos Humanos 
a los más recientes desafíos a los que se enfrenta la comunidad internacional, puntualmente determinar que el artículo 
23 Convencional “no se opone realmente a que los legisladores internos establezcan sanciones disciplinarias que 
impliquen la suspensión temporal o definitiva del derecho de acceso a cargos públicos, con miras a combatir el 
fenómeno de la corrupción”. 
Un tercer criterio, que denomina de interpretación amplia, expuesto en las sentencias de tutela SU-712, del 2013, 
y SU-355, del 2015, que plantearon como tesis que el Procurador General de la Nación tiene competencia para destituir 
e inhabilitar a servidores públicos de elección popular, sin importar la naturaleza de la conducta, es decir, no limitó el 
fundamento de la sanción a los actos de corrupción. 
Advirtiéndose que la Sala asume como guía aplicativa el segundo criterio cuando se trata de investigar, prevenir 
hechos de corrupción o a conjurar actos de servidores públicos que promuevan y constituyan casos reprochables de 
corrupción, se consideró que en ese pronunciamiento nada se había señalado respecto de la competencia de la 
Procuraduría General de la Nación para investigar y sancionar con destitución e inhabilidad, para el ejercicio de 
derechos políticos, a funcionarios de elección popular que se encuentren inmersos en conductas contrarias a Derecho, 
pero que no constituyen per se casos reprochables de corrupción o constitutivos de tales actividades; razón por la cual 
se indicó que “corresponde a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, como juez de 
convencionalidad, examinar, para este proceso, la competencia de la Procuraduría General de la Nación a la luz de las 
normas convencionales y, si es del caso, inaplicar aquellas disposiciones de orden interno que no se acompasen con 
el precepto establecido en el artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.”. 
En el desarrollo de ese control de convencionalidad la Sala determinó que “un control de convencionalidad del 
artículo 44.1 de la Ley 734 del 2002, fundamento sancionatorio en el presente caso, permite advertir una 
incompatibilidad entre tal disposición y el artículo 23.2 convencional y concluir, de manera diáfana, que la 
Procuraduría General de la Nación carecía de competencia para imponer una sanción que restringiera, casi que a 
perpetuidad, los derechos políticos de una persona para ser elegida en cargos de elección popular, como también para 
separarlo del cargo de Alcalde Mayor de Bogotá para el que fue elegido mediante sufragio universal, por las siguientes 
razones: 
La primera, porque al no ser sancionado el señor Gustavo Petro por una conducta que constituyera un acto de 
corrupción, la Procuraduría General de la Nación contravino una disposición de rango superior (artículo 23.2 
convencional) que obliga, por vía del principio pacta sunt servanda, a su ineludible observancia por parte de los 
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Estados miembros de la Convención, norma que dispone que solo un juez penal, mediante una sentencia condenatoria 
dictada en un proceso penal, puede restringir los derechos políticos de una persona. 
La Segunda, porque el artículo 23.2 convencional supone la preservación del principio democrático y la 
preponderancia del derecho a elegir que tienen los ciudadanos de Bogotá en observancia del principio de soberanía 
popular, de tal manera que mantener vigente una sanción que restringe los derechos políticos del elegido no solamente 
implicaría cercenar derechos del sancionado, sino también hacer nugatorios los derechos políticos de sus electores 
que, como constituyente primario, han acordado definir los medios y las formas para autodeterminarse, elegir a sus 
autoridades y establecer los designios y las maneras en los que habrán de ser gobernados.”. 
Como corolario se señala que “la esencia y espíritu del artículo 23 convencional que las autoridades administrativas 
no ostentaran tal poder como para contrariar la voluntad popular y mancillar los derechos políticos de sus 
contradictores y opositores, dejando la posibilidad de la decisión, tendiente a limitar este tipo de derechos, en cabeza 
del poder judicial y particularmente de jueces, con autonomía y capacidad de dictar el derecho de manera imparcial, 
como lo eran los jueces penales de las golpeadas repúblicas.”. 
Propone entonces la Sala una nueva interpretación del artículo 277, numeral 6 Constitucional que sería: “las 
respectivas sanciones” que puede imponer el Procurador General de la Nación “conforme a la Ley”, tratándose de 
servidores públicos de elección popular, como resultado de una investigación disciplinaria cuyo origen no se trate de 
conductas constitutivas de actos de corrupción, son todas aquellas establecidas en el ordenamiento interno, distintas a 
las señaladas en el artículo 44 del CDU, que implican restricción de derechos políticos de tales servidores, como la 
destitución e inhabilidad general (numeral 1) y la suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial (numeral 
2).”. 
Por consiguiente, se declara que acorde con la interpretación preferente de los artículos 277.6 de la Constitución 
Política y 44.1 del CDU, que la Procuraduría General de la Nación no tenía competencia para afectar o limitar los 
derechos políticos de Gustavo Francisco Petro Urrego para elegir y ser elegido a la luz del ordenamiento jurídico 
interno, como tampoco frente al Derecho Convencional. 
En ese orden de ideas, se declaró la nulidad de los actos administrativos proferidos por la Procuraduría General de 
la Nación que impusieron al demandante, la sanción de destitución e inhabilidad por 15 años, por la declarada falta de 
competencia del ente de control para imponer una sanción que restrinja los derechos políticos de un servidor público, 
elegido popularmente, por faltas disciplinarias originadas en conductas que no constituyen actos de corrupción. 
Procedió luego la Sala a referirse a los demás cargos invocados en la demanda presentada para definir igualmente, 
la necesidad de su anulación, evento predecible y entendible a la luz de la declaratoria de incompetencia del ente 
sancionador. 
Resulta importante señalar que la Sala en acápite especial exhorto al Gobierno Nacional, al Congreso de la 
República y a la Procuraduría General de la Nación, para que en un término razonable, de dos años, procediesen a 
evaluar y a adoptar las medidas que fueren pertinentes, en orden a armonizar el derecho interno con el convencional 
y a poner en plena vigencia los preceptos normativos contenidos en el artículo 23 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, en tanto dictamino que la Procuraduría General de la Nación conserva la facultad para destituir e 
inhabilitar a servidores públicos de elección popular en los términos de esta providencia.  
10. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA 
En un hecho innovador, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en el presente caso 
efectuó un control de convencionalidad de las facultades otorgadas por el artículo 277, numeral 6 de la Constitución 
Política y artículo 44, numeral 1 de la Ley 734 de 2002 a la Procuraduría General de la Nación para investigar y 
sancionar a servidores públicos de elección popular, esto en concordancia con la previsión contenida en el artículo 23, 
numeral 2 de la CIDH. 
Se fundamentó esencialmente en las tesis jurisprudenciales expuestas sobre el tema por la Corte Constitucional, 
puntualmente en la Sentencia C-028 del 2006, M.P. Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, en la cual se 
considera necesario a partir de un criterio integrador, interpretar sistemática y teleológicamente las disposiciones de 
los tratados internacionales para ajustar sus textos a los cambios históricos y puntualmente en lo referente al artículo 
23, numeral 2 de la CIDH, la necesidad de permitir que los legisladores internos establezcan sanciones disciplinarias 
que impliquen la suspensión temporal o definitiva del derecho de acceso a cargos públicos, con miras a combatir el 
fenómeno de la corrupción. 
Así, en ese control de convencionalidad se dispuso considerar que solo en aquellos eventos en que se estuviese 
adelantado procesos disciplinarios derivados de actos de corrupción atribuibles a servidores públicos de elección 
popular sería viable el ejercicio de esa competencia disciplinaria por parte de la Procuraduría General de la Nación. 
Inclusive se propone una nueva interpretación del artículo 277, numeral 6 constitucional así: el numeral 6 del 
artículo 277 de la Constitución Política debe interpretarse así: “las respectivas sanciones” que puede imponer el 
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Procurador General de la Nación “conforme a la Ley”, tratándose de servidores públicos de elección popular, como 
resultado de una investigación disciplinaria cuyo origen no se trate de conductas constitutivas de actos de corrupción, 
son todas aquellas establecidas en el ordenamiento interno, distintas a las señaladas en el artículo 44 del CDU, que 
implican restricción de derechos políticos de tales servidores, como la destitución e inhabilidad general (numeral 1) y 
la suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial (numeral 2).”. 
Puntualmente, frente al caso examinado, en desarrollo de ese control de convencionalidad, se dictaminó que por 
no adecuarse dentro de la causal ya señalada ninguna de las conductas imputadas disciplinariamente al accionante, la 
Procuraduría General de la Nación carecía de competencia para investigarlo y sancionarlo disciplinariamente como 
en efecto lo hizo, motivo por el cual decreto la nulidad de esos actos sancionatorios. 
Motivo por el cual la Corporación procedió a exhortar tanto al al Gobierno Nacional, al Congreso de la República 
y a la Procuraduría General de la Nación, para que en un término razonable, de dos años ajustasen las competencias 
disciplinarias a lo previsto en el artículo 23, numeral 2 de la CIDH. 
Como conclusiones puede indicarse que el resultado de ese control de convencionalidad efectuado por la Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, se concreta en lo siguiente: 
1. Establece como precedente que el control de convencionalidad no es exclusivo de la Corte Constitucional. 
2. Restringe la competencia disciplinaria atribuida por el artículo 277, numeral 6 Constitucional a la 
Procuraduría General de la Nación y desarrollada por la Ley 734 de 2002, respecto de los servidores públicos de 
elección popular, exclusivamente a aquellos casos en los que se determinen conductas constitutivas de actos de 
corrupción. 
Lo cierto, es que no se determina que debe entenderse por corrupción para tener una directriz de cuando 
procederían esas investigaciones y posibles sanciones disciplinarias. 
 
 
Fallo Corte Interamericana Derechos Humanos Caso Gustavo Francisco Petro Urrego Vs. Colombia 
 
1. ÓRGANO QUE PROFIERE EL FALLO 
Corte Interamericana Derechos Humanos. 
2. RADICADO DEL EXPEDIENTE  
No presenta radicado. 
3. NATURALEZA DE LA DECISIÓN 
El 7 de agosto de 2018, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sometió a la jurisdicción de la Corte el 
caso “Gustavo Petro Urrego” contra la República de Colombia. 
La controversia versó sobre las alegadas violaciones de derechos humanos cometidas en el marco del proceso 
disciplinario que culminó con la destitución e inhabilitación de GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, “la 
presunta víctima”, como Alcalde Mayor de Bogotá, Distrito Capital.  
Al respecto, a CIDH consideró que el Estado violó los derechos políticos, así como la garantía de imparcialidad 
en relación con el principio de presunción de inocencia y el derecho a recurrir el fallo del señor Petro. Asimismo, 
determinó que se violó la garantía del plazo razonable y la protección judicial, así como el derecho a la igualdad ante 
la ley debido a que las acciones disciplinarias iniciadas en su contra tenían una motivación discriminatoria. 
4. FECHA DE LA DECISIÓN 
Sentencia del 08 de julio 2020. 
5. MAGISTRADOS INTERVINIENTES 
Presidenta: ELIZABETH ODIO BENITO 
Vicepresidente: PATRICIO PAZMIÑO FREIRE 
Jueces: EDUARDO VIO GROSSI, EDUARDO FERRER MAC-GREGOR POISOT, 
EUGENIO RAÚL ZAFFARONI y RICARDO PÉREZ MANRIQUE. 
El Juez HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO, de nacionalidad colombiana, no participó en la tramitación 
del presente caso ni en la deliberación y firma de esta Sentencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 19.1 
y 19.2 del Reglamento de la Corte. 
6. SUJETOS INTERVINIENTES 
Demandante: Gustavo Francisco Petro Urrego. 
Demandada: República de Colombia. 
7. HECHOS RELEVANTES 
Previa solicitud del accionante, el 7 de febrero de 2018, la CIDH concedió al Estado Colombiano una prórroga de 
tres meses, para que modificase su normatividad interna constitucional y legal, eliminando la facultad de destituir e 
inhabilitar a funcionarios de elección popular por parte del Procurador General de la Nación, el 7 de mayo de 2019 se 
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otorgó una segunda prórroga de tres meses, en total el Estado Colombiano contó con un plazo de 9 meses para cumplir 
con las recomendaciones del Informe de Fondo.  
Al respecto se indica que el Estado Colombiano aportó información sobre la restitución de los derechos políticos 
del señor Petro; sin embargo, “no informó concretamente sobre su voluntad y capacidad para cumplir con uno de los 
aspectos estructurales que identificó la Comisión en su informe y que tiene que ver con la adecuación interna 
constitucional y legal para eliminar la facultad de destituir e inhabilitar a funcionarios de elección popular en cabeza 
de la Procuraduría General de la Nación”. 
Lo anterior motivo a que el 7 de agosto de 2018, la CIDH sometiese el caso a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, respecto a los hechos y violaciones de derechos humanos descritos en el Informe de Fondo. 
8. PROBLEMA JURÍDICO 
Se concreta en determinar si efectivamente Estado Colombiano con el fallo disciplinario emitido por la 
Procuraduría General de la Nación, violó los derechos políticos, así como la garantía de imparcialidad en relación con 
el principio de presunción de inocencia y el derecho a recurrir el fallo de PETRO URREGO. Asimismo, si se violó la 
garantía del plazo razonable y la protección judicial, así como el derecho a la igualdad ante la ley debido a que las 
acciones disciplinarias iniciadas en su contra tenían una motivación discriminatoria. 
Así en palabras de la CIDH sería: 
“El Tribunal advierte que la principal controversia planteada en el presente caso es determinar si la destitución e 
inhabilitación ordenadas por la Procuraduría en el primer proceso disciplinario, el procedimiento y el marco normativo 
que las sustentan, así como los recursos intentados para combatirlas, constituyeron una violación a los derechos 
políticos, las garantías judiciales, y la protección judicial del señor Petro en relación la igualdad ante la ley y la 
prohibición de discriminación, así como un incumplimiento del deber de adoptar disposiciones de derecho interno por 
parte del Estado. También corresponde determinar si los efectos de la sanción impuesta contra el señor Petro habrían 
constituido una violación a su derecho a la integridad personal.”. 
9. REFERENTES NORMATIVOS 
La Convención Interamericana de Derechos Humanos – CIDH. 
La competencia de la CIDH deriva del artículo 62.3 de la misma, indicándose que Colombia es Estado Parte de la 
Convención desde el 31 de julio de 1973 y reconoció la competencia contenciosa de ese Tribunal el 21 de junio de 
1985. 
10. RATIO DECIDENDI 
 Como punto de referencia que indudablemente permite prever la decisión asumida, debe indicarse que la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, en su informe ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, consideró 
que la sanción de destitución e inhabilitación de un funcionario de elección popular por infracciones meramente 
administrativas que no constituyen delitos, no satisface el estándar de proporcionalidad estricta en virtud del grado de 
afectación a los derechos políticos, y además constituye una afectación a la libre expresión de la voluntad de los 
electores mediante el sufragio universal.  
Igualmente, consideró que del artículo 23.2 se desprende una regla clara de interpretación conforme a la cual la 
sanción de inhabilitación para ser elegido en un cargo de elección popular no puede ser impuesta sino a través de una 
condena penal en firme y no por la vía administrativa.  
En el caso del accionante, se indicó que las sanciones impuestas por la Procuraduría General de la Nación, no 
corresponden a un tribunal penal como lo exige la CIDH, ya que este ente es de naturaleza administrativa, agregando 
que las faltas disciplinarias en que incurrió PETRO URREGO no alcanzaron a constituir delito penal. 
En cuanto a los alcances de los artículos 23.1 y 23.2 de la Convención Americana, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos dictaminó que acorde con lo ya expuesto en el caso López Mendoza Vs. Venezuela, debe reiterarse 
que el numeral 2 de la norma citada, es claro en el sentido del impedimento que existe para que órgano administrativo 
pueda aplicar una sanción que implique una restricción, como es el caso de la sanción de inhabilitación o destitución, 
a una persona, para el ejercicio de los derechos políticos a elegir y ser elegido.  
Reafirmando que sólo puede serlo, por acto jurisdiccional, una sentencia, de juez competente en el correspondiente 
proceso penal. Enfatizando que la destitución como la inhabilitación son restricciones a los derechos políticos, no sólo 
de funcionarios públicos elegidos popularmente, sino también de sus electores. 
Explica “que la limitación de los derechos políticos no quede al arbitrio o voluntad del gobernante de turno, con 
el fin de proteger que la oposición política pueda ejercer su posición sin restricciones indebidas. De esta forma, el 
Tribunal considera que las sanciones de destitución e inhabilitación de funcionarios públicos democráticamente 
electos por parte de una autoridad administrativa disciplinaria, en tanto restricciones a los derechos políticos no 
contempladas dentro de aquellas permitidas por la Convención Americana, son incompatibles no solo con la literalidad 
del artículo 23.2 de la Convención, sino también con el objeto y fin del mismo instrumento.”. 
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A partir de lo anterior, la Corte concluye que los derechos políticos del señor Petro se vieron afectados por la 
sanción de destitución e inhabilitación impuesta por la Procuraduría General el 9 de diciembre de 2013 y que fue 
confirmada el 13 de enero de 2014; no obstante, haber el Consejo de Estado declarar la nulidad de dicha sanción, 
ordenó el pago de salarios dejados de percibir, y ordenar la desanotación de las sanciones impuestas mediante 
sentencia de 15 de noviembre de 2017, decisión que se considera no reparó integralmente el hecho ilícito que 
constituyó la violación del derecho al ejercicio de una función de elección popular de PETRO URREGO, al haber 
sido interrumpido su mandato por algo más de un mes mientras estuvo separado de su cargo en virtud de la decisión 
de la Procuraduría, lo cual también constituyó una afectación de los derechos políticos de sus electores y del principio 
democrático, señalando que además, no se han modificado las normas que permitieron la imposición de dichas 
sanciones. 
Finalmente se indica que en el proceso disciplinario seguido contra PETRO URREGO, no se respetó la garantía 
de la imparcialidad ni el principio de presunción de inocencia, ya que el diseño del proceso implicó que la Sala 
Disciplinaria fuera la encargada de emitir el pliego de cargos y al mismo tiempo juzgar sobre la procedencia de los 
mismos, con lo cual se estima se concentraron las facultades investigativas, acusatorias y sancionatorias. Lo anterior 
conduce a que la Corte estime falta de imparcialidad objetiva en el proceso, asumiendo que se afectó el derecho de 
defensa del mencionado; advirtiéndose, además, una violación al principio de jurisdiccionalidad puesto que la sanción 
contra el nombrado fue ordenada por una autoridad de naturaleza administrativa. 
11. REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA 
La decisión asumida en el presente caso por la CIDH deriva esencialmente de una interpretación exegética del 
contenido del artículo 23.2 de la Convención, en aras de entender esta postura conceptual se cita al texto el siguiente 
aparte de la decisión: 
“Lo anterior busca que la limitación de los derechos políticos no quede al arbitrio o voluntad del gobernante de 
turno, con el fin de proteger que la oposición política pueda ejercer su posición sin restricciones indebidas. De esta 
forma, el Tribunal considera que las sanciones de destitución e inhabilitación de funcionarios públicos 
democráticamente electos por parte de una autoridad administrativa disciplinaria, en tanto restricciones a los derechos 
políticos no contempladas dentro de aquellas permitidas por la Convención Americana, son incompatibles no solo con 
la literalidad del artículo 23.2 de la Convención, sino también con el objeto y fin del mismo instrumento.”. 
Entonces se entendería que la finalidad de esta interpretación restrictiva va encaminada a proteger los derechos 
políticos tanto de los elegidos, como de sus electores, frente a cualquier abuso de poder por parte del ente 
gubernamental (órganos ejecutivo y legislativo), adscribiendo ese control a los jueces penales en este caso (órgano 
judicial). 
Lo cierto es que esta interpretación literal de la norma bien puede resultar en contravía de las necesidades 
mediáticas del ejercicio del control disciplinario sobre servidores públicos que indudablemente puedan estar causando 
perjuicio al buen funcionamiento de la administración pública y por ende afectando directamente el bienestar social 
de la colectividad. 
En ese orden de ideas, resulta importante resaltar la tesis expuesta por la Corte Constitucional en su Sentencia C-
028 del 2006, M.P. Dr. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO12, en la cual se considera necesario a partir de un 
criterio integrador, interpretar sistemática y teleológicamente las disposiciones de los tratados internacionales para 
ajustar sus textos a los cambios históricos y puntualmente en lo referente al artículo 23, numeral 2 de la CIDH, la 
necesidad de permitir que los legisladores internos establezcan sanciones disciplinarias que impliquen la suspensión 
temporal o definitiva del derecho de acceso a cargos públicos, con miras a combatir el fenómeno de la corrupción; 
tesis que fue acogida por el Consejo de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo en su sentencia del 15 de 
noviembre de dos mil diecisiete 2017, citada pero no en todo su contexto por la CIDH en su decisión en contra del 
Estado Colombiano. 
Es importante considerar el por qué la CIDH se pronunció en este caso no obstante ya existir un pronunciamiento 
del Consejo de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo, nulitando los actos sancionatorios y reparando el 
derecho laboral de PETRO URREGO, surge la inquietud a partir de la aplicación del principio de la 
complementariedad, según el cual la intervención del tribunal internacional se valida a partir de la negativa por los 
órganos internos a reconocer y reparar los derechos vulnerados.  
Pues bien, esta situación la CIDH la explica argumentando que en la jurisdicción internacional el sistema de 
protección instaurado por la Convención Americana no sustituye a las jurisdicciones nacionales, sino que las 
complementa y que el presente caso “la decisión del Consejo de Estado constituyó un adecuado y oportuno control de 
                                            
12 Debe indicarse que el doctor Humberto Sierra Porto, como Juez de la CIDH no participó en ninguno de los tramites 
que dieron lugar a la sentencia proferida por ese tribunal el 08 de julio 2020. 
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convencionalidad de las sanciones de destitución e inhabilitación impuestas en contra del señor Petro por parte de la 
Procuraduría, en tanto cesó y reparó las violaciones a los derechos políticos que ocurrieron en perjuicio del señor Petro 
como resultado de dichas sanciones.”; justificando su intervención al señalar que “si bien es encomiable la decisión 
del Consejo de Estado, la Corte advierte que, por la naturaleza del derecho afectado, no fue subsanada totalmente la 
violación, pues el derecho al ejercicio de un cargo de elección popular fue interrumpido durante más de un mes por la 
sanción impuesta por la Procuraduría.”, razón por la cual procedió a analizar aquellos hechos que no fueron cubiertos 
por la sentencia del Consejo de Estado de 15 de noviembre de 2017. 
Lo cierto es que en ese análisis volvió nuevamente a revivir los pronunciamientos que ya había hecho el Consejo 
de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo, sobre los aspectos de fondo encontrados en el proceso disciplinario 
adelantado por la Procuraduría General de la Nación en contra de PETRO URREGO, con lo cual de cierta manera 
termina contradiciendo el principio de la complementariedad. 
En síntesis, la CIDH bajo la premisa de garantizar los derechos políticos de los elegidos y sus electores ante 
cualquier abuso por parte del ente estatal, termino de cierta manera abusando de su potestad interpretativa y limita el 
derecho de la colectividad a un acceso directo a la justicia y a una solución mediática de la problemática que puede 
generarse por el fenómeno indiscutible de la corrupción administrativa. 
Asumir que solo por vía judicial y en punto de sentencia de un juez penal, se viabilizaría la separación del cargo e 
inhabilitación de los servidores públicos que incurran en actos de corrupción, implica supeditar el buen 
funcionamiento de la administración pública y la garantía del bienestar y convivencia social al desarrollo de 
procedimientos que por su naturaleza, no responderían de la manera mediática como si lo haría un proceso 
disciplinario, obviamente dentro de la observancia de todas las garantías constitucionales y legales que lo envuelven. 
Entonces, dentro de un estricto “garantismo jurídico” como limitante de todo exceso de poder, tanto político, como 
popular, puede decirse que la sentencia de la CIDH constituye un acto de ejercicio de excesivo poder judicial 
convencional en este caso, que desconoce tajantemente las necesidades internas del Estado Colombiano y de los 
mismos asociados a un debido acceso a la justicia y al reconocimiento de una estructura disciplinaria y judicial 
(contencioso administrativo) que plenamente, de manera armónica, bajo las premisas constitucionales y legales, 
amparan debidamente los derechos políticos de los elegidos, de sus electores, pero sustancialmente de los ciudadanos 
ante los actos de corrupción que puedan suscitarse en el ejercicio de la función pública.  
 
 
Procuraduría General De La Nación, Decisiones Asumidas Frente A Sentencia Proferida Por La Corte Idh El 
08 De Julio Del 2020 
 
CIRCULAR No. 005 del 01 DE SEPTIEMBRE 2020  
En esta circular el asunto a definir por parte del Procurador General de la Nación fue la competencia disciplinaria 
de la Procuraduría General de la Nación luego de la expedición de la sentencia de la Corte IDH - caso GUSTAVO 
FRANCISO PETRO URREGO contra el estado colombiano. 
A partir de lo consignado en la sentencia de la Corte Constitucional C-028 de 2006 M.P. HUMBERTO SIERRA 
PORTO, en la cual se determina que “en el ámbito del Estado Social de Derecho, en el que debe analizarse el ejercicio 
de la potestad disciplinaria, pues la misma se constituye en un elemento de crucial importancia para efectos de la 
consecución de los fines estatales, entre los que se destacan asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo.”, se afirma la necesidad de del ejercicio de la potestad disciplinaria ya que tiene como objetivo principal ejercer 
un control respecto a la ejecución de las funciones públicas. 
Así mismo, se indicó que en el fallo proferido por la Corte IDH se determinó la compatibilidad de ese ejercicio 
con el contenido de la Convención IDH al señalarse en uno de sus apartes: “La Corte observa que el primer período 
del inciso 6º del artículo 277 y el numeral primero del artículo 278 de la Constitución de Colombia admiten la 
posibilidad de ser interpretados de modo compatible con la Convención Americana y con el modelo de Estado de 
derecho establecido por el artículo 1º de la propia Constitución.”. 
Se enfoca entonces ese ejercicio a partir de la necesidad de controlar los actos de corrupción de los servidores 
públicos de elección popular, para tal efecto, se hace citación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, 
aprobada por la Ley 412 de 1997 y declarada exequible por la Corte Constitucional en sentencia C-397 de 1998; y la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
aprobada por la Ley 970 de 2005 y declarada exequible por la referida Corte en sentencia C-172 de 2006, disposiciones 
normativas que en su conjunto señalan la obligación del Estado de promover y fortalecer los mecanismos de control 
a través de órganos superiores para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción. 
Igualmente se cita la Resolución No. 1 de 2018 de la Comisión IDH, respecto a la corrupción y de la necesidad 
que exista un control que la evite y sancione su configuración, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción 
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y a nivel interno el CONPES 167 de 2013 denominado: “Estrategia Nacional de la Política Pública Integral 
Anticorrupción”. 
Se señala que de conformidad con lo expuesto por la Corte IDH y el Consejo de Estado, es convencional, 
constitucional y legalmente válida la competencia disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación en relación 
con los servidores públicos de elección popular, mientras se realizan las reformas al ordenamiento jurídico que resulten 
pertinentes, en las condiciones previstas en dichas sentencias. 
Las anteriores consideraciones se direccionan finalmente a señalar que el artículo 48 numeral 1° de la ley 734 de 
2002 señala como falta gravísima: “Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito 
sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o 
abusando del mismo.”. 
Entonces, como solución a la situación se propone en el resuelve que: 
Los servidores de la Procuraduría General de la Nación con funciones disciplinarias, adelantarán el proceso 
disciplinario contra servidores públicos de elección popular, así: 
1. Cuando se trate de posibles faltas gravísimas que impliquen destitución e inhabilidad general, siempre y 
cuando: i) estas conductas tengan relación con hechos o asuntos constitutivos de corrupción en aplicación de los 
instrumentos internacionales de lucha contra la corrupción vigentes señalados en la parte motiva de esta circular o ii) 
se encuadre la conducta objetivamente en una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título 
de dolo, previa denuncia o traslado a las autoridades penales para actuar en el ámbito de sus competencias. 
2. En los restantes procesos que no correspondan a las conductas antes descritas, podrán imponerse sanciones 
distintas a la destitución e inhabilidad general, mientras se realizan los ajustes normativos que ordenó la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia del 8 de julio de 2020. 
PARÁGRAFO. En todos los casos el operador disciplinario deberá garantizar la observancia del debido 
proceso y los derechos de contradicción y defensa. 
Además de lo anterior se indica que se radicaría en las próximas semanas una iniciativa legislativa para impulsar 
en el Congreso de la República los ajustes normativos puntuales dispuestos por la Corte IDH y la Sala Plena del 
Consejo de Estado, en las sentencias emitidas. 
REFLEXIONES SOBRE LOS FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN DE LA PGN 
Se observa que esta decisión implica la asunción de una medida de carácter transitorio, que se fundamenta en 
considerar que en las sentencias proferidas tanto por el Consejo de Estado, Sala Plena Contencioso Administrativo 
como por la Corte IDH, se mantiene la competencia disciplinaria de la PGN respecto de los servidores públicos de 
elección popular. 
En ese orden de ideas, se direcciona esa competencia a la investigación y sanción de actos de corrupción a partir 
de un catálogo de normas internacionales que la reprochan como un elemento de afectación de la convivencia social. 
En la estructuración legal disciplinaria de esa potestad se enfoca a partir del contenido del artículo 48, numeral 1 
de la Ley 734 de 2002 que remite al Código Penal como norma subsidiaria especial al señalar que constituye falta 
gravísima la realización objetiva de una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de 
dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo. 
Surge aquí un interrogante, la definición de corrupción, entendiendo que se trata de un concepto jurídico 
indeterminado, es necesario darle forma acudiendo si es necesario a los estatutos tanto internacionales como 
nacionales que definen conductas que se consideran constituyen actos de corrupción, para entonces acudir al Código 
Penal para definir su adecuación típica en esa norma. 
Conforme lo anterior, en estos procesos disciplinarios adelantados por faltas gravísimas contra servidores públicos 
de elección popular, la adecuación típica de las conductas implicaría el siguiente procedimiento: 
1. Determinar que la conducta investigada este definida como un acto de corrupción acorde con lo señalado y 
previsto en los siguientes estatutos normativos: 
a) La Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por la Ley 412 de 1997 y declarada exequible 
por la Corte Constitucional en sentencia C-397 de 1998. 
b) La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, aprobada por la Ley 970 de 2005 y declarada exequible por la referida Corte en sentencia C-172 de 
2006. 
c) Resolución 1 de 2018 de la Comisión IDH. 
d) El CONPES 167 de 2013 denominado: “Estrategia Nacional de la Política Pública Integral Anticorrupción”. 
2. Definir como norma disciplinaria el tipo prohibitivo consagrado en el artículo 48, numeral 1 de la Ley 734 
de 2002. 




4. Establecer si esa conducta corresponde a los deberes funcionales legalmente asignados al investigado.  
5. Concretar los aspectos de ilicitud sustancial y culpabilidad. 
Luego entonces no obstante la buena intención de la medida, resulta temporal y corta frente al problema que se 
pretende definir ya que quedaría pendiente el tema de seguir siendo la PGN un órgano de naturaleza disciplinaria, 
inserto en la estructura administrativa del Estado, por consiguiente, alejado de ejercer facultades jurisdiccionales. 
PROYECTO DE LEY POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA LA LEY 1952 DE 2019 Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES 
La PGN presentó proyecto de ley en cuyo artículo 1, se propone la modificación del artículo 2 de la Ley 1952 de 
2019 que señala: 
Titularidad de la potestad disciplinaria y autonomía de la acción. El Estado es el titular de la potestad disciplinaria. 
Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la Nación y de las Personerías 
Distritales y Municipales, corresponde a las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios con potestad 
disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos disciplinarios contra los servidores 
públicos de sus dependencias. 
El titular de la acción disciplinaria en los eventos de los funcionarios y empleados judiciales, los particulares y 
demás autoridades que administran justicia de manera temporal o permanente es la jurisdicción disciplinaria. 
La acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pueda surgir de la comisión de la falta. 
El nuevo texto propuesto es el siguiente: 
Artículo 2. Titularidad de la potestad disciplinaria, funciones jurisdiccionales de la Procuraduría General de la 
Nación y autonomía de la acción. El Estado es el titular de la potestad disciplinaria. 
Se le atribuye a la Procuraduría General de la Nación funciones jurisdiccionales para la vigilancia superior 
de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas, inclusive los de elección popular y adelantar 
las investigaciones disciplinarias e imponer las sanciones de destitución, suspensión e inhabilidad y las demás 
establecidas en la ley. Las decisiones sancionatorias serán susceptibles de control ante la jurisdicción contencioso-
administrativa. (Negrillas propias). 
Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la Nación y de las personerías 
distritales y municipales, corresponde a las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios con potestad 
disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos disciplinarios contra los servidores 
públicos de sus dependencias. 
A la Comisión Nacional de Disciplina Judicial y las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial les corresponde 
ejercer la acción disciplinaria contra los funcionarios y empleados judiciales, incluidos los de la Fiscalía General de 
la Nación, así como contra los particulares disciplinables conforme a esta ley y demás autoridades que administran 
justicia de manera temporal o permanente. 
La competencia de la Procuraduría General de la Nación es privativa para conocer de los procesos disciplinarios 
contra los servidores públicos de elección popular y de sus propios servidores. Salvo los que tengan fuero especial. 
La acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pueda surgir de la comisión de la falta. 
REFLEXIONES SOBRE EL PROYECTO DE LEY PRESENTADO 
Sin dejar de visualizar que se trata de un proyecto de ley presentado que no implica, por ahora definición alguna 
sobre el tema, se observa que la propuesta que se hace para la solución del problema planteado a partir del fallo de la 
Corte IDH respecto de la ausencia de competencia de la PGN respecto de los servidores públicos de elección popular 
al tenor del artículo 23.2 de la Convención IDH, consiste en atribuirle a la PGN funciones jurisdiccionales para ejercer 
esa función; señalándose que de todas maneras las decisiones sancionatorias serán susceptibles de control ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa. 
Ante esta propuesta a modo de ejercicio racional surgen las siguientes preguntas: 
1. ¿Puede asignarse a un órgano disciplinario inserto en la estructura de la administración pública del Estado 
funciones jurisdiccionales? 
2. Si se las otorgan entonces ¿por qué se mantiene la premisa que esas decisiones siguen siendo sujetas a control 
en la jurisdicción contencioso-administrativa? 
3. Finalmente ¿cómo compaginar el mandato contenido en el artículo 23.2 de la Convención IDH que, en 
materia de competencia jurisdiccional, la atribuye exclusivamente a los jueces penales? 
Como puede observarse los aspectos problémicos se mantienen y en caso de que el citado proyecto de ley 
efectivamente se apruebe otorgando esas facultades jurisdiccionales a la PGN, todo quedaría sujeto al control de 
constitucionalidad y de convencionalidad de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado y al que pueda considerar 
tanto la Comisión IDH como la misma Corte IDH 
